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Resumen: 
     La tesis presentada consta de dos partes. En la primera parte, por un lado, se constata 
la limitada eficacia del sistema penitenciario español para alcanzar los fines que legal y 
constitucionalmente tiene atribuidos, a través principalmente de los estudios empíricos 
realizados en la materia y, de otro lado, se analiza el nuevo modelo de la Justicia 
restaurativa, propuesto por la doctrina, como una nueva forma de interpretar la Justicia 
cuyo foco de atención son las necesidades de las víctimas y los infractores, para superar 
las disfunciones del  Sistema Jurídico Penal, centrándome en el ámbito penitenciario y 
en las posibilidades de ser puesto en práctica en dicho marco. Asimismo, se describe el 
denominado “conflicto penitenciario”, detallando las partes que intervienen, sus 
percepciones e intereses. Esto me ha permitido profundizar en las causas que originan el 
conflicto para buscar una manera de intervenir más humana y eficaz, que la realizada 
hasta el momento, para resolver y/o prevenir dicho conflicto.  
      En la segunda parte de la tesis, se estudia el marco teórico y legal de la mediación 
así como de otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio – conferencias de grupo, 
paneles de sentencia, encuentros restaurativos, etc…- y su armonización con los 
principios y garantías del Estado de Derecho para poder ser introducidas en nuestro 
Sistema jurídico penal y, en concreto, en el marco penitenciario, como una nueva forma 
de intervenir en la resolución de conflictos, complementaria a los mecanismos ya 
previstos legalmente. Para ello, he realizado una revisión de la legislación más 
destacada dictada en la materia, tanto a nivel nacional como internacional, poniendo de 
manifiesto sus deficiencias. Este estudio teórico se completa con la exposición, en 
detalle de algunas de las experiencias más relevantes de mediación penitenciaria 
llevadas a cabo en nuestro país, por ser pioneras en la materia y porque han servido de 
modelo en otros casos. Eje central de mi tesis es la valoración de dichas experiencias de 
mediación, sus posibilidades y límites de cara a fundamentar mis propuestas para 
introducir en nuestro sistema penitenciario un modelo de intervención restauradora que 
tenga entre sus objetivos, como acabo de exponer, la mejorara de su eficacia en relación 
al cumplimiento de los fines que constitucional y legalmente tiene atribuidos, a la par 
que su humanización.  
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INTRODUCCIÓN 
Hace años, de camino al santuario polaco de Częstochowa, tuve la “oportunidad” de ver los 
campos de concentración de Auschwitz. Desde entonces hay una pregunta que con frecuencia 
me ha interpelado en mi vida, y que, tal vez, me empujó a estudiar Derecho: ¿Por qué se priva 
a los hombres “del mayor bien que los cielos le dieron”? – Cómo diría nuestro insigne D. 
Quijote, refiriéndose a la libertad -; ¿cuáles son las razones que llevan a ello?; ¿tienen algún 
tipo de legitimidad?; ¿qué finalidad se persigue?; ¿acaso se alcanza? y ¿de qué manera se hace? 
Demasiadas preguntas en una.
1. Tras más de veinte años ejerciendo la profesión, como abogada defensora en comisarías, 
juzgados y principalmente en las cárceles, todavía no he encontrado una respuesta lógica y 
suficientemente fundada que ofrecer, sobre todo a los estudiantes de Derecho, en relación a 
la cuestión del sentido de la prisión. En las clases intento transmitir a los alumnos, desde un 
juicio crítico, la problemática jurídica pero principalmente humana y llena de contradicciones 
del sistema penitenciario español. Aunque mi conocimiento teórico es limitado, intento suplirlo 
con una “rica y dilatada experiencia práctica”, gracias a la cual he tenido el enorme privilegio de 
encontrarme con personas que me han enseñado “aquello” que no se encuentra en los libros de 
Derecho – humanidad-, y que es la fuente de nuevos interrogantes que podrían resumirse en la 
siguiente reflexión, que ya se hizo en su día Concepción Arenal: “(…) Pasan las Constituciones 
y las formas de gobierno y quedan nuestras cárceles y presidios como un gran pecado que no 
inspira remordimiento (…)”. 
A pesar de los avances ciertos que se han producido a lo largo de la historia para mejorar la 
situación de las cárceles, el sistema sigue planteando problemas. En efecto no puede negarse 
el desarrollo y la mejora del sistema penitenciario español sobre todo desde un “plano teórico” 
con la entrada en vigor de la Constitución Española de 1978 – CE, que configuró el Estado 
como un Estado Social y Democrático de Derecho y dotó al preso de un estatuto jurídico como 
sujeto de derechos y obligaciones – art. 25.2 CE- y especialmente con la aprobación de la Ley 
Orgánica General Penitenciaria en 1979 – LOGP- en virtud de la cual se estableció un sistema 
de cumplimiento de la pena de prisión encaminado a la reeducación y reinserción, siguiendo 
el mandato constitucional, y con la que se ha conseguido progresivamente poner fin al alto 
grado de conflictividad vivido en las prisiones españolas durante la transición, además de haber 
conseguido mejorar notablemente sus condiciones de salubridad e higiene. Sin embargo, tras 
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
14
casi cuarenta años de aquellas trascendentales “reformas legislativas”, la “inercia del pasado” 
sigue siendo aún más fuerte y, hoy en día, se siguen observando déficits notables de la institución 
carcelaria:
En primer lugar, el preso no encuentra en la cárcel el “lugar adecuado” para superar los 
condicionamientos que le llevaron a delinquir y para asumir la responsabilidad de sus actos. Por 
el contrario en la mayoría de los casos dichos condicionamientos se ven agravados y el recluso 
termina “victimizándose”. Una persona presa me dijo alguna vez: “Cuando los jueces cierran la 
puerta a la esperanza y callan los abogados de oficio se inicia una agonía de silencio y olvido 
en la que cualquier degradación puede ocurrir”…“Si yo consigo salir de aquí y ponerme a 
caminar como una persona honrada no será gracias a la cárcel sino a pesar de ella”… “Aquí 
no se vive, se sobrevive”… Cuando escuché por primera vez estas palabras, las interpreté como 
un “tópico carcelario”; sólo el paso del tiempo y las experiencias acumuladas me han hecho 
entenderlas en su verdadera dimensión y he aprendido que “nunca llegas a comprender a una 
persona hasta que no ves las cosas desde su punto de vista”.
En segundo lugar, la víctima, la gran olvidada del sistema, no se siente resarcida del daño 
ocasionado, dando lugar a la denominada victimización secundaria. Y tampoco encuentra la 
forma de cerrar su particular duelo.
En tercer lugar, la sociedad no percibe garantías de que el infractor no vuelva a delinquir tras 
su paso por la cárcel. Y desde un total y absoluto desconocimiento del Sistema jurídico penal 
reclama más “seguridad” a través de una mayor punición, alentada ésta, en muchos casos, por 
los medios de comunicación, quienes retroalimentan, sin mala intención en el mejor de los 
casos, el odio y la venganza.
El Estado interviene cada vez más con el coste económico que esto supone y, la dilación 
de los plazos; y, en ocasiones, dicha intervención en el marco penitenciario se realiza de 
manera poco respetuosa con los derechos fundamentales, lo que agrava el conflicto en lugar de 
resolverlo – victimización terciaria-, y pone en tela de juicio uno de los objetivos de la actual 
Constitución española, que: “El Estado de Derecho no se detenga a las puertas de las cárceles”. 
La incorporación del art. 25.2 a nuestra Constitución constituye el reconocimiento, por primera 
vez en la historia del constitucionalismo español, del preso como “persona”, con todo lo que 
ello implica para la vigencia y el respeto de los derechos fundamentales.
Si el diagnóstico es cierto, debemos preguntarnos ¿qué ha fallado para que los fines que el 
sistema penitenciario tiene encomendados según la LOGP, en concordancia con la CE, no se 
cumplan? y ¿por qué el Estado de Derecho sigue sin traspasar suficientemente las puertas de 
las cárceles? Es en este marco donde debe situarse el estudio de la Justicia restaurativa y de sus 
técnicas en el medio penitenciario; estudio que me permitirá partir de una reflexión sobre estas 
cuestiones, proponer un modelo de intervención restauradora en el sistema penitenciario español 
que le situé en condiciones de superar, al menos en cierta medida, sus actuales disfunciones, 
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alcanzar los fines que constitucional y legamente tiene atribuidos, y lograr superiores cotas de 
humanización de la prisión.
2. En la primera parte de esta tesis constataré la limitada eficacia del sistema penitenciario 
español para alcanzar los fines atribuidos, a través principalmente de los estudios empíricos 
realizados en la materia y analizaré el nuevo modelo de la Justicia restaurativa, propuesto por 
la doctrina, como una nueva forma de interpretar la Justicia cuyo foco de atención son las 
necesidades de las víctimas y los infractores, para superar las disfunciones del Sistema Jurídico 
Penal, centrándome en el ámbito penitenciario y en las posibilidades de ser puesto en práctica 
en dicho marco. Asimismo, describiré el denominado “conflicto penitenciario”, detallando 
las partes que intervienen, sus percepciones e intereses. Esto me permitirá profundizar en las 
causas que originan el conflicto para buscar una manera de intervenir más humana y eficaz, que 
la realizada hasta el momento, para resolver y/o prevenir dicho conflicto. 
En la segunda parte de la tesis, estudiaré el marco teórico y legal de la mediación así como de 
otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio – conferencias de grupo, paneles de sentencia, 
encuentros restaurativos, etc…- y su armonización con los principios y garantías del Estado 
de Derecho para poder ser introducidas en nuestro Sistema jurídico penal y, en concreto, en 
el marco penitenciario, como una nueva forma de intervenir en la resolución de conflictos, 
complementaria a los mecanismos ya previstos legalmente. Para ello realizaré una revisión de 
la legislación más destacada dictada en la materia, tanto a nivel nacional como internacional, 
poniendo de manifiesto sus deficiencias. Este estudio teórico se completa con la exposición, 
en detalle de algunas de las experiencias más relevantes de mediación penitenciaria llevadas 
a cabo en nuestro país, por ser pioneras en la materia y porque han servido de modelo en 
otros casos. Para su análisis me centraré en cinco aspectos principales: sus causas, objetivos, 
metodología, y, finalmente, sus resultados – cuantitativos y cualitativos -. Eje central de mi 
tesis es la valoración de dichas experiencias de mediación, sus posibilidades y límites de cara 
a fundamentar mis propuestas para introducir en nuestro sistema penitenciario un modelo de 
intervención restauradora que tenga entre sus objetivos, como acabo de exponer, la mejorara 
de su eficacia en relación al cumplimiento de los fines que constitucional y legalmente tiene 
atribuidos, a la par que su humanización. 
3. Con esta tesis intento visualizar el problema jurídico y eminentemente humano que el 
cumplimiento de la pena de prisión arrastra desde sus orígenes y que la sociedad de hoy en día, 
principalmente sus operadores jurídicos, parecen ignorar: “¿Por quién doblan las campanas?” 
No preguntes por quién doblan, porque doblan por todos y cada uno de nosotros, “doblan por 
ti” - nos increpaba el poeta metafísico del siglo XVII, John Donne - . Ahora, en pleno siglo XXI, 
ni siquiera somos capaces de “escuchar” el doblar de las campanas, en un mundo regido por el 
egoísmo, la intolerancia y la violencia, donde prima el “tener” más que el “ser”, no resulta acorde 
ver y escuchar el “sufrimiento del otro”. Pero, tal y como decía Saint – Exupery, “si queremos 
un mundo de paz y justicia, hay que poner decididamente la inteligencia al servicio del amor”, 
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por tanto, el Derecho y todos sus operadores jurídicos, entre los que me incluyo como abogada 
y profesora, no podemos, ni debemos, seguir siendo ciegos y sordos al sufrimiento humano. 
Espero, con este trabajo, contribuir a “poner un poco de cordura y humanidad en medio de tanta 
sinrazón y amargura…”
Primera parte 
LA LIMITADA EFICACIA 
RESOCIALIZADORA DEL SISTEMA 
PENITENCIARIO ESPAÑOL Y LA 
JUSTICIA RESTAURATIVA
“Para formar y promulgar un Código penal, basta un número relativamente corto de hombres 
(…); para aplicarle bien, se necesita (…) como complemento indispensable, un buen sistema 
penitenciario, con los conocimientos que esto requiere y los sacrificios que impone”
Concepción Arenal – Estudios Penitenciarios I- Madrid 1.895
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CAPÍTULO I.  
LA NECESIDAD DE UN CAMBIO DE PARADIGMA  
EN EL SISTEMA PENITENCIARIO ESPAÑOL
1. CUESTIONES PREVIAS
La Ley Orgánica General Penitenciaria aprobada en 19791– LOGP- en consonancia con el 
mandato constitucional – art. 25.2 CE2-, dispone en su art. 1 que:” (…) el fin primordial de 
las Instituciones Penitenciarías es la reeducación y reinserción social3 de los condenados a 
1 Tras la muerte del General Franco se inicia en España un período difícil de transición política que 
afectará también al ámbito penitenciario. Las cárceles vivían un momento difícil, fruto en gran medida de 
la excesiva represión, con continuos motines y altercados que desencadenan en el asesinato del entonces 
Director General de Instituciones Penitenciarias, Jesús Haddad Blanco. Tal situación puso de manifiesto 
las graves deficiencias de las prisiones españolas, y la imperiosa necesidad de una Ley que regulara la 
ejecución de las penas privativas de libertad, a la par que configurara un Sistema penitenciario.
Durante el mes de febrero de 1978 se llevaron a cabo en el Ministerio de Justicia los trabajos 
de elaboración de la nueva Ley penitenciaria, siguiendo los postulados más modernos en la materia e 
inspirándose en las “Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos”, promulgadas por Naciones 
Unidas en 1955 y revisadas por el Consejo de Europa en 1973 y los Pactos Internacionales de Derechos 
Humanos - según las cuales lo que se pretendía era una humanización de los sistemas penitenciarios 
y atribuir a la pena de prisión, además de la finalidad retributiva, la finalidad resocializadora-. En 
dichos trabajos parlamentarios se procuró una amplia participación de los sectores profesionales o de 
opinión interesados en la materia: profesores de Universidad - Ruiz Vadillo, Serrano Gómez, Garrido 
Guzmán, Bueno Arús o García Valdés entre otros-, letrados del Ministerio de Justicia, funcionarios de 
la Institución y miembros de asociaciones de ex-reclusos u otras preocupadas por el tema. “Todos ellos 
decididos partidarios de las reformas recientemente producidas y se vuelcan con decisión y entusiasmo 
en la ingente y apasionante tarea de llevar a España a un Estado democrático de derecho también en 
el ámbito peniten ciario” Sobre ello ANDRÉS LASO, A., “Nos hará reconocernos. La Ley Orgánica 
1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria: origen, evolución y futuro”, Premio Nacional 
Victoria Kent, Ministerio del Interior, 2015, p. 110.
El proyecto fue finalmente aprobado en ambas Cámaras, el 26 de septiembre de 1979, siendo 
publicado con el título de “Ley Orgánica General Penitenciaria” – BOE núm. 239, de 05/10/1979-.
2 Según el art. 25.2 CE “Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán 
orientadas a la reeducación y reinserción social del penado y no podrán consistir en trabajos forzados. 
El condenado a pena de prisión que esté cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales 
de este Capítulo, a excepción de los que se vean expresamente limitados por el contenido del fallo 
condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En todo caso, tendrá derecho a un trabajo 
remunerado y a los beneficios de la Seguridad Social, así como el acceso a la cultura y al desarrollo 
integral de su personalidad”.
3 Sobre el alcance y significado de los términos “reeducación y reinserción” fueron muchos los 
autores que escribieron al respecto, tras la promulgación de la CE 1978, sin ponerse de acuerdo. 
Vid. BOIX REIG, J. “Significación jurídico-penal del art. 25.2 CE” (La reeducación y reinserción 
social del condenado) en Estudios Penales, Valencia, 1979, pp. 107 y ss.; MAPELLI CAFFARENA, 
B.,“Principios fundamentales del sistema penitenciario español”, Barcelona, 1983, pp. 131 y ss.; 
SERRANO ALBERCA, J.M.,“Artículo 25.2 CE” en GARRIDO FALLA y OTROS Comentarios a la 
Constitución, Madrid, 1980, pp. 423 y ss.; SOBREMONTE MARTÍNEZ, J.E., “La Constitución y la 
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reeducación y resocialización del delincuente”, C.P.C. nº 12, 1980, pp. 93 y ss., SERRANO GÓMEZ 
A.,“Lecturas sobre la Constitución española” en Temas de Derecho Penal, Facultad de Derecho, 
Universidad Nacional de Educación a Distancia, noviembre 1978, pp. 60 y ss.; ZORRILLA RUIZ, 
M.M., “Consideración yushumanista del artículo 25.2 de la Constitución” Eguzkilore: Cuaderno del 
Instituto Vasco de Criminología, Nº. Extra 12, 1998 (Ejemplar dedicado a: IV Coloquio Internacional 
“Interrogantes penitenciarios en el quincuagésimo aniversario de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos”) pp. 21-33; CID MOLINÉ, J., “Derecho a la reinserción social. Consideraciones 
a propósito de la reciente jurisprudencia constitucional en materia de permisos”, en Jueces para la 
Democracia, nº 32, julio 1998, pp. 36-49; DELGADO DEL RINCON, L.E., “El art. 25.2 CE, alguna 
consideraciones interpretativas sobre la reeducación y reinserción como fin de las penas privativas de 
libertad” en Revista jurídica de Castilla y León, Nº. Extra 1, 2004 (Ejemplar dedicado a: 25 años de 
Constitución) pp. 339-370; CERVELLÓ DONDERIS, V., (“El sentido actual del principio constitucional 
de reeducación y reinserción social” Presente y futuro de la Constitución española de 1978, 2005, pp. 
217-232 /219-220, en www.ciencias penales.net) analiza la evolución interpretativa que ha sufrido este 
precepto y manifiesta “como en los últimos años ha venido sufriendo, el referido art. 25.2 CE, una 
constante reinterpretación ya que si bien en un principio se le dotó de un significado limitado a la 
recuperación del condenado durante la ejecución de la pena de prisión, pasó a proyectarse sobre la 
prisión para la mejora de las condiciones penitenciarias y en la actualidad se viene utilizando para el 
rechazo de las penas de larga duración”. Asimismo dicha autora se muestra partidaria, junto a otros 
autores, de que tal principio constitucional – reeducación y reinserción.- no sólo surta sus efectos en el 
terreno estrictamente penitenciario – cumplimiento de la pena de prisión- sino que también se extienda a 
la duración y contenido de la pena de prisión. Y concluye que “el llamado Derecho Penal de la seguridad 
que en los últimos años ha permitido endurecer la legislación penal y penitenciaria ha llegado demasiado 
lejos al extremo de debilitar las estructuras constitucionales del sistema penitenciario español basado en 
el principio de reeducación y reinserción social, por ello el futuro se ha de orientar a la recuperación del 
espíritu resocializador de la prisión que tiene como pilares inquebrantables el fomento de alternativas, 
la humanidad del cumplimiento, los contactos con el exterior y una duración respetuosa con la dignidad 
humana” en CERVELLÓ DONDERIS, V. ob cit. p. 232.
El Tribunal Constitucional en reiteradas sentencias – SSTC 2/1987; 28/1988; 112/1996; 
2/1997;119/1996; 88/1998; 55/1999; 299/2005; 23/2006 entre otras - ha establecido que no estamos 
ante un derecho fundamental sino ante un mero mandato al legislador para orientar la política penal y 
penitenciaria. Esto supone en la práctica que el principio de reeducación y reinserción social proclamado 
en el art. 25.2 CE, a pesar de encontrarse dentro del elenco de derechos fundamentales de nuestra Carta 
Magna - arts. 14 a 30 -, se quedaría en una mera declaración de voluntad elevada al máximo rango 
constitucional, el de los derechos fundamentales, pero sin ningún tipo de fuerza vinculante para poderlo 
hacer efectivo, tal y como denunció en su día MAPELLI CAFFARENA, B., (“Las relaciones de especial 
sujeción y el sistema penitenciario” Revista de Estudios penales y criminológicos, T. XVI, 1993, pp.283- 
326/312) en el análisis de la STC 2/1987 “(…) Comienza por negar que algo que constitucionalmente 
parece insostenible: que el contenido del art. 25.2 CE no confiere un derecho amparable “que condicione 
la posibilidad y la existencia misma de la pena a esa orientación”. Semejante afirmación solo deja lugar 
a una lectura del referido precepto: El Art. 25.2 pierde su fuerza vinculante. Lejos de ser un elemento 
dinamizador se convierte en una mera declaración de buena voluntad elevada a rango constitucional, 
se degrada de utopía jurídica, a absurdo jurídico”. A juicio del autor, “tal postura del TC, parece difícil 
de sostener por dos motivos, por un lado porque las metas resocializadoras se insertan en la propia 
concepción del Estado de Derecho y por otro lado, la ubicación del art. 25.2 dentro de los Derecho 
fundamentales, así como su propio desarrollo en la legislación penitenciaria permiten concluir que el 
constituyente no quiso quedarse en una mera formalidad sino reconocer un derecho del penado que 
obligara a la Administración a través de los tribunales de justicia”. 
De otra parte, el referido autor señala que con la idea de “reeducación” se pretende compensar 
las carencias del recluso más vinculadas a la comisión de actos delictivos, ofreciéndole posibilidades 
para que pueda tener un desarrollo integral de su personalidad. Y la “reinserción” es un proceso 
de introducción del individuo en la sociedad, favoreciendo directamente el contacto activo recluso-
comunidad. Por tanto “reeducación y reinserción se mueven a dos niveles distintos. Mientras el 
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pena de prisión, así como la retención y custodia4 de los detenidos, presos y penados, a la par 
que una labor asistencial y de ayuda5 para internos y liberados (…)”. Sin embargo, tras casi 
cuarenta años de entrada en vigor de la referida LOGP con la que se pretendía que el Estado de 
Derecho “no se detuviera a las puertas de las cárceles”6, observamos que: 
primero aspira a que la prisión no interrumpa el proceso de desarrollo de la personalidad del recluso 
de acuerdo con los derechos fundamentales recogidos por la Constitución, el segundo atenúa la 
nocividad de la privación de libertad en la esfera de las relaciones materiales individuo-sociedad” 
en MAPELLI CAFFARENA, B., “Principios fundamentales del sistema penitenciario español”, Ed. 
Bosch, Barcelona, 1983, p.152.
También cabe destacar la opinión de CID MOLINÉ, J. (“Derecho a la reinserción social. 
Consideraciones a propósito de la reciente jurisprudencia constitucional en materia de permisos”, 
en Jueces para la Democracia, nº 32, julio 1998, p. 38) quien considera que el art. 25.2 CE enuncia 
un principio penal en el sentido de que no expresa un mero objetivo político, sino que establece un 
ideal de justicia dirigido a la limitación de los poderes de la mayoría, de tal modo que deja abiertas 
las condiciones de su aplicación, no resolviendo de manera definitiva un caso, sino que establece 
razones, prima facie, para resolverlo de una determinada manera, admitiendo que otro principio 
pueda tener más peso en el caso concreto. En este sentido manifiesta “el primer inciso del art. 25.2 
CE establece un ideal de justica dirigido a la limitación del derecho penal que se ha ido forjando en 
las distintas tradiciones liberales en materia penal, y que pretende la reforma de un sistema punitivo 
que tenga como objetivo causar daño a la persona condenada y que, en consecuencia, desatiende sus 
necesidades como persona. Es frente a este modelo punitivo, de carácter aflictivo, como surgen las 
ideas de reeducación y reinserción”.
4 Tal y como indica RODRÍGUEZ MOURULLO, G., (“Delito y pena en la Jurisprudencia 
constitucional”(Discurso leído el día 18 de febrero de 2002 en el acto de su recepción como Académico 
de número en la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, Madrid, 2002, pp. 104-109) la 
ausencia de mención expresa de otras finalidades en el art. 25.2 CE ha planteado si la reinserción es la 
única finalidad constitucional reconocida, si es la función preponderante o si por el contrario se puede 
prescindir de ella, cuando son otros los fines protagonistas. El Tribunal Constitucional reconoce que 
la resocialización no es el único fin de la Administración penitenciaria sino que también se encuentra 
el del fin de prevención general, asociado a la seguridad, retención y custodia de los penados – AATC 
15/1984, 486/1985, 303/1986, 780/1986, entre otros-. En esta misma línea se muestran diversos autores, 
argumentando que, lo contrario haría la pena innecesaria en el sujeto que no la necesita – por estar ya 
insertado- bien porque no daría tiempo al ser penas cortas o bien porque el penado rechaza la posibilidad 
de ser reeducado y reinsertado. No obstante, cuestión diferente es imponer la pena en virtud de razones 
estrictas de Justicia al margen de los objetivos resocializadores, al extremo de entorpecerlos, lo que 
llevaría a una pena innecesaria y desproporcionada, tal y como matiza CERVELLÓ DONDERIS, V., 
“El sentido actual del principio constitucional…”ob. cit. p. 223.
5 Finalidad recogida en las Reglas Mínimas para el tratamiento del recluso de NU en 1955 y cuya 
última revisión se produjo en 2015 (Reglas Mandela) Regla 90. “El deber de la sociedad no termina con 
la puesta en libertad del recluso. Por consiguiente, se habrá de disponer de los servicios de organismos 
gubernamentales o privados capaces de prestar al ex-recluso una ayuda pos-penitenciaria eficaz que 
contribuya a disminuir los prejuicios contra él y le permita reinsertarse en la sociedad” Regla 107“Se 
tendrá debidamente en cuenta, desde el comienzo de la ejecución de la pena, el porvenir del recluso 
después de su liberación, y se alentará y ayudará al recluso a que mantenga o establezca relaciones con 
personas u organismos externos que puedan favorecer su reinserción social y el interés superior de su 
familia”.
6 Según el Dictamen de la Comisión del Senado los principios democráticos e ideológicos sobre los 
que se debía asentar el nuevo Sistema punitivo de la España constitucional eran:“I. El hombre y la mujer 
privados de libertad son esencial y primordial mente seres humanos investidos de dignidad y ciudadanos 
sujetos de Derecho. Solamente después son, además, hombres y ciudadanos presos. II. La prisión no 
es la única respuesta que puede dar la sociedad frente a quienes infringen la ley penal, y la pérdida 
de libertad debe reservarse tan solo para infracciones graves.III. En los supuestos de imposición de 
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1º El condenado, en la mayoría de los casos no se reintegra en la sociedad tras su paso 
por la cárcel7. Por el contrario, el preso termina victimizándose -victimización terciaria8-, 
penas de privación de libertad, éstas deben cumplirse, normalmente, en el llamado régimen abierto, y 
a los excep cionales supuestos a los que se reserve el régimen cerrado, debe concedérse les razonables 
esperanzas de pasar, en plazo no dilatado, a la situación más beneficiosa.
IV. Los recluidos son personas no privadas de su derecho a la afectividad y a la sexualidad, cuyo 
ejercicio y desarrollo deben quedar garantizados en todo caso.
V. Las penas de privación de libertad solamente tienen justificación en su eficacia preventiva y, 
por ello, la ejecución de las mismas y la reintegración del delincuente a la vida social constituyen un 
proceso único.
VI. En el control del cumplimiento de las penas y en la gestión del Centro Penitenciario intervendrán, 
además de los entes públicos, los propios presos y las organizaciones ciudadanas. Régimen penitenciario 
y sociedad jamás deben estar disociados.
VII. La asistencia post-carcelaria es indispensable, y no debe excluir la ayuda económica temporal 
si ésta fuere necesaria. En este sentido, debe per mitirse todo tipo de organizaciones integradas por 
familiares, amigos de pre sos y excarcelados que se establezcan con esta específica finalidad.
VIII. La pena no está determinada por venganza o desquite social y tiene su fundamento en la 
educación y preparación del preso para la vida futura, sin que la fe en el hombre desaparezca en ningún 
caso.
IX. El reconocimiento de la singularidad y diversidad de las conductas hu manas debe constituir 
piedra angular de nuestro Derecho penal, y en conse cuencia, en todo tratamiento se extremará el respeto 
a la personalidad espe cífica del individuo. La noción de tratamiento debe sustituir a la de expiación en 
el régimen penitenciario; el interno será sujeto activo de su propia rehabi litación.
X. Especial atención merece, a juicio de la Comisión, la adecuada pre paración del personal 
dedicado a la custodia y reeducación de los reclusos, tanto en lo que respecta al apropiado entendimiento 
de la función social que le está confiada, como en lo que concierne a su capacitación profesional; estos 
equipos técnicos deberán ser ampliados considerablemente y sus retribuciones aumentadas en relación 
con las responsabilidades derivadas de una reforma penitenciaria progresiva, todo lo cual representará 
para ellos una más alta consideración por parte de la Sociedad.
Los fundamentos ideológicos que inspiraron a la Comisión están constitui dos por las bases 
que acabamos de enumerar, así como por la convicción de que, dada la correlación entre Sociedad y 
Criminalidad, la existencia de una estructura social más justa, en la que la enseñanza sea obligatoria 
desde la ni ñez y todo ciudadano tenga un efectivo derecho al puesto de trabajo, reducirá la problemática 
penal.
La Comisión cree que si los principios doctrinales de la reforma peniten ciaria que se ofrecen 
al Pleno se convierten en “normas legales” y “realizaciones prácticas”, España habrá dado un paso 
importante en la construcción de un régimen penitenciario justo y podremos enorgullecernos de poseer 
un de los sistemas más progresivos de nuestro tiempo”. 
En CORTES GENERALES: Ley General Penitenciaria. Trabajos Parlamentarios. Servicio de 
Estudios y Pu blicaciones. Ministerio de Justicia. Madrid, 1980.
Desgraciadamente todas estos principios y axiomas que impulsaron la reforma penitenciaria 
española, sólo vieron su reflejo teórico en la LOGP aprobada el 26 de septiembre de 1979 y les faltó, tal 
vez, lo más importante a la par que lo más difícil, la “realización práctica”, relegando en muchos casos a 
“papel mojado” gran parte de las premisas enumeradas, haciendo con ello caer en descrédito al sistema 
penitenciario y a la propia LOGP. Tal y como veremos más adelante.
7 Según un estudio elaborado por el Área de Investigación y Formación Social y Criminológica de 
la Generalitat de Cataluña sobre la reincidencia en España y Cataluña durante el año 2014, una de las 
conclusiones a las que llega en materia de reincidencia es que “La tasa de reincidencia penitenciaria en 
el 2014 es del 30,2%. Siete de cada diez personas excarceladas han vuelto a la prisión en los cinco años 
posteriores de seguimiento”
8 Sobre ello GARCÍA-PABLOS DE MOLINA, A., “El redescubrimiento de la víctima: victimización 
secundaria y programas de reparación del daño. La denominada “victimización terciaria” (el penado 
como víctima del sistema legal)” en La victimología, Cuadernos de Derecho judicial, Consejo General 
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fruto de la violencia institucional9 del sistema penitenciario y como consecuencia no 
asume plenamente la responsabilidad de sus actos10 , pudiéndose convertir en un factor 
criminógeno11.
2º La víctima es apartada del proceso penal y no ve resarcido el daño que se le ha ocasionado 
dando lugar a la victimización secundaria12. La víctima se convierte por tanto en un “perdedor 
por partida doble”: frente al infractor y frente al Estado13.
del Poder Judicial, núm15, Madrid, 1993, pp. 287-320. Según éste autor la moderna victimología 
distingue tres clases de victimización: primaria, secundaria y terciaria. Dentro de ésta última estaría la 
denominada victimización del delincuente por la situación y circunstancias que le llevaron a cometer el 
delito, su periodo de condena y su posterior reinserción.
9 CARAVACA SÁNCHEZ, F., SÁNCHEZ RODRÍGUEZ, F., LUNA MALDONADO, A., 
“Influencias de las variable sociodemográficas y extra-penitenciarias en los procesos de victimización 
carcelaria”, en la Revista española de medicina legal: órgano de la Asociación Nacional de Médicos 
Forenses, Vol. 40, Nº. 3, 2014, pp. 91-96.
10 Ver el estudio realizado por GALLEGO, M., CABRERA, P., RÍOS J.C. y SEGOVIA, J.L., “Andar 1 km en 
línea recta. La cárcel del siglo XXI que vive el preso”, Universidad Pontificia Comillas, Madrid, 2010; SEGOVIA 
BERNABÉ, J.S., “Consecuencias de la prisionalización” en Cuadernos de Derecho penitenciario del ICAM, nº 8, 
Madrid, pp. 4-20.
11 Sobre ello SEGOVIA BERNABÉ, J.S., “Consecuencias de la prisionalización…ob. cit. p. 10.
12 Engloba la relación y experiencia personal de la víctima con el sistema policial y judicial. 
Las víctimas tienen una nueva experiencia que puede llegar a ser más cruel que la victimización 
primaria, cuando las instituciones que deberían protegerla no la comprenden, no la escuchan, le 
hacen perder el tiempo, el dinero e incluso pueden sentirse acusadas (violación, ostentación de 
objetos de valor, etc…)
Ante estas situaciones el Estado y los Estados de la Unión Europea han reconocido esta 
victimización secundaria dando lugar a diversa legislación. Así podemos destacar desde el año 1985 
hasta nuestros días :
Recomendación de 1.985 del Consejo de Europa (Comité de ministros) - trato policial a la víctima 
– ayudas materiales a las que tiene derecho – interrogatorio cuidadoso y considerado.
Directiva 2004/80/CE del Consejo, sobre indemnización a las víctimas de delitos 
Directiva 2004/81/CE – permiso de residencia a las víctimas de trata de seres humanos-
Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que 
se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y 
por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo
R.D. 673/1992 de 19 de junio y R.D. 1.879/1.994 de 16 de septiembre- resarcimientos por daños 
a víctimas de bandas armadas y acciones terroristas.
3) L.O. 19/1994 de 23 de diciembre- protección de testigos y peritos en causas criminales.
4) L.O. 35/1995 de 11 de diciembre– ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y 
contra la libertad sexual.
5) R.D. 199/2006, de 17 de febrero, por el que se modifica el Reglamento de ayudas a las víctimas 
de delitos violentos y contra la libertad sexual, aprobado por Real Decreto 738/1997, de 23 de mayo; 
el Reglamento de ejecución de la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de solidaridad con las víctimas del 
terrorismo, aprobado por el Real Decreto 1912/1999, de 17 de diciembre, y el Reglamento de ayudas 
y resarcimientos a las víctimas de delitos de terrorismo, aprobado por Real Decreto 288/2003, de 7 
de marzo.
6) L.O. 4/2015 de 27 de abril, por la que se regula el Estatuto de la víctima del delito en España y 
el R.D. 1109/2015 de 15 de diciembre que la desarrolla.
13 En este sentido SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Desmontando mitos y recreando alternativas” La 
cárcel del S.XXI en ©RÍTICA, Nº 973, Mayo-Junio 2011, pp. 14-18.
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3º La sociedad no percibe la eficacia del Sistema jurídico penal sobre todo dentro del marco 
penitenciario14. Y por tanto, la comunidad pierde la confianza en dicho Sistema, del que también 
forma parte el Derecho penitenciario15, porque no percibe garantías de que el infractor no vuelva 
a delinquir, amén de considerar que el Sistema es demasiado benévolo con el delincuente16.
4º La intervención del Estado es cada vez mayor suponiendo por un lado una dilación 
de los procedimientos y de otro la construcción de macro-cárceles17 con altas tasas de 
14 Según diversos estudios realizados en la materia (como el llevado a cabo por GARCÍA-ESPAÑA, 
DÍEZ RIPOLLÉS, PÉREZ JIMÉNEZ, BENÍTEZ JIMÉNEZ & CEREZO DOMÍNGUEZ, Revista 
Española de Investigación Criminológica Artículo 2, Número 8 (2010) www.criminología.net,) “El 
88,8% de los encuestados cree que la delincuencia ha aumentado mucho o bastante en los últimos 
años”, sin embargo tal creencia no se ajusta a la verdad, tal y como lo pone de manifiesto el propio 
estudio (…) ; también SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Desmontando mitos y recreando alternativas ” 
La cárcel del S.XXI en ©RÍTICA, Nº 973, Mayo-Junio 2011, pp. 14-18, según el cual “En España no 
existe un problema especialmente grave de inseguridad. Nuestra tasa de criminalidad es menor que 
la media de los países europeos. Sin embargo, paradójicamente, España tiene uno de los porcentajes 
de presos más altos de Europa, habiéndose llegado a cuadruplicar su población penitenciaria en el 
periodo comprendido entre 1980 a 2009”. 
Por su parte TALLÓN CUENCA, F., GARCÍA ESPAÑA, E., AGUILAR CONDE A., y 
BECERRA MUÑOZ, J., (“La justicia según los datos” Observatorio de la Delincuencia – ODA, 
BOLETÍN CRIMINOLÓGICO del Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología, Artículo 
1/2014, enero-febrero (n.º 148), Versión electrónica disponible en http://www.boletincriminologico.
uma.es/boletines/148.pdf) han llevado a cabo diversos estudios sobre las cifras de la delincuencia a 
nivel nacional. El primero de ellos fue el estudio realizado sobre las estadísticas policiales en el año 
2005, y con sucesivas investigaciones basadas en encuestas de victimización demostró una profunda 
desconexión existente entre la realidad criminal y las cifras oficiales de delincuencia. Posteriormente, 
en la publicación del año 2010, el propósito fue analizar la información penitenciaria disponible, 
mostrando que la política penitenciaria se desvincula de la política criminal rigorista dominante. Tal 
distorsión de la realidad se atribuye en gran medida a los medios de comunicación, así como a los 
datos policiales.
15 Según la teoría de la autonomía integradora (diseñada por MAPELLI CAFFARENA, B., y 
TERRADILLOS BASOCO, J. “Las consecuencias jurídicas del delito”, Civitas, 1996, p.115) el 
Derecho penal, el Derecho procesal penal y el Derecho de ejecución penal dentro del cual estaría el 
Derecho penitenciario conforman el Sistema Jurídico Penal.
16 Según el estudio realizado por la Asociación Pro-Derechos Humanos de Andalucía –APDH- 
en marzo del 2015 (www.apdha.org/la sociedad española frente a su sistema penal.pdf) en relación 
a la percepción de la sociedad sobre el cumplimiento de la pena de prisión se llegó, entre otras, a la 
conclusión: “ en torno al 43,9% de la población tiene la creencia de que el porcentaje de presos que se 
encuentra en tercer grado es muy superior al que las cifras reales arrojan y la opinión más frecuente 
ha sido que el porcentaje de personas encarceladas que disfruta de un tercer grado es superior al 
25% - cuando en realidad no llega al 15% según los datos de la Secretaria General de Instituciones 
Penitenciarias en el año 2014-. O dicho de otro modo la población reclusa vive en condiciones de mayor 
dureza y restricciones de lo que el ciudadano medio de la calle se imagina”
Una vez más se evidencia el profundo desconocimiento de la ciudadanía sobre la realidad 
penitenciaria, lo que unido a puntuales sucesos delictivos con gran cobertura mediática, genera una 
presión social en reclamación de medidas cada vez más punitivas y restrictivas de derechos para con la 
población penitenciaria.
17 Según los datos estadísticos ofrecidos por la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias 
- http.://www.institucionpenitenciaria.es – y la Comunidad Autónoma Catalana http.://www.gen.cat/
justicia/- desde la aprobación de la Ley Orgánica General Penitenciaria – LOGP- en 1979 hasta la 
fecha se han construido aproximadamente en España un total de 60 cárceles a las que se deben añadir 
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encarcelamiento18. Esto conlleva a su vez: un alto coste económico19 y se termina primando la 
finalidad de seguridad20 sobre la finalidad reeducadora, en contra de lo dispuesto en el art. 71 
las 9 prisiones creadas en la Comunidad Autónoma de Cataluña. Dicha Comunidad Autónoma tiene 
transferidas competencias en materia penitenciaria – RD 3482/1983 de 29 de diciembre, por el que se 
aprueba el Estatuto de Autonomía para Cataluña, sobre traspasos de servicios del Estado a la Generalitat 
de Cataluña en materia de Administración Penitenciaria- . Las nuevas prisiones son macro-cárceles 
con capacidad para albergar a unos 1500-2000 presos y diseñadas arquitectónicamente para que prime 
la finalidad de seguridad sobre la de reeducación y reinserción. Esto va en contra de los principios 
que inspiraron la LOGP de 1979 en cuyo art. 12.3 dispone “Los Establecimientos penitenciarios no 
deberán acoger más de trescientos cincuenta internos por unidad “y así poder articular adecuadamente 
los principios de reeducación y reinserción con el de seguridad. 
Las macro-cárceles que predominan en la España actual nada tienen que ver con las bien intencionadas 
pretensiones del precursor de la reforma penitenciaria española a la llegada de la CE 1978, Jesús Haddad 
Blanco, quien el día 18 de febrero de 1978, pocos días antes de su asesinato, publicó un artículo en el diario 
ABC con el título “El problema penitenciario”, y entre otras reflexiones, señalaba:“(…)nosotros estamos 
empeñados en modificar el sistema penitenciario bajo las siguientes directrices: En primer lugar, 
eliminar las macro-prisiones, ya que la experiencia ha de mostrado su absoluta inadecuación para 
organizar una convivencia ordenada, para mantener una clasificación aceptable y para desarrollar 
un programa de tratamiento, así como los graves riesgos que comportan en orden al gobierno de las 
mismas. El convencimiento que la total reincorporación del interno a la sociedad podrá lograrse más 
fácilmente si el cumplimiento de la pena no supone una ruptura con el hábitat normal en el que se haya 
desarrollado el proceso de socialización, nos lleva a marcar como línea básica de actuación en el futuro 
la localización regional de los establecimientos, que permita al interno cumplir su condena sin que se 
produzca el desarraigo de los núcleos familiar, laboral, educativo (…)”. 
Desgraciadamente tal pretensión no se ha conseguido.
18 A fecha de 1-1-2017 las estadísticas de la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias - 
http.://www.institucionpenitenciaria.es - establecen que hay un total de 59.703 presos – preventivos y 
penados- en las cárceles españolas, más 8.523 presos en la Comunidad Autónoma Catalana - http.://www.
gen.cat/justicia- sumando un total de 68.226 reclusos en todo el territorio nacional. Una de las tasas de 
encarcelamiento más altas de Europa, superando a la media europea en un 40% aproximadamente y se sitúa 
por delante de Francia, Italia, Reino Unido y Alemania según los datos ofrecidos por www.entrecancelas.
com, a pesar del considerable descenso de presos que en los últimos años se está produciendo.
19 Según la información publicada por la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias (en 
http.:// www. institucionpenitenciaria.es) el coste medio anual de un preso oscila entre 60.000 euros a 
90.000 euros.
20 Según las estadísticas publicadas por Instituciones Penitenciarias en enero del 2017 (en http.://
www.institucionpenitenciaria.es) observamos que: el 75% de las personas que cumplen condena lo 
hacen clasificadas en segundo grado penitenciario – régimen ordinario-, el 15 % está clasificada en 
tercer grado – régimen abierto- , un 2% es clasificada en primer grado – régimen cerrado- y el resto 
pendiente de clasificar, en cuya situación, por regla general se aplica el régimen ordinario y de manera 
excepcional el régimen cerrado. Por tanto, si sumamos los penados que cumplen su condena en régimen 
ordinario y cerrado obtenemos que más del 85% de la población reclusa cumple su pena dando prioridad 
a la finalidad de seguridad -régimen ordinario y cerrado-. Estos datos entran en colisión con uno de los 
principios básicos que inspiraron la reforma penitenciaria en el año 1978, tal era la potenciación del 
régimen abierto, así el Dictamen de la Comisión del Senado para la elaboración de la LOGP, 1979, 
dispuso “(…) III. En los supuestos de imposición de penas de privación de libertad, éstas deben 
cumplirse, normalmente, en el llamado régimen abierto, y a los excep cionales supuestos a los que se 
reserve el régimen cerrado, debe concedérse les razonables esperanzas de pasar, en plazo no dilatado, 
a la situación más beneficiosa”. 
En sintonía con tal premisa el entonces Director General de Instituciones Penitenciarias, D. Carlos 
García Valdés, en su toma de posesión para relevar al desgraciadamente asesinado D. Jesús Haddad 
Blanco, manifestó: “Prometo continuar, concluir y llevar a la práctica la reforma penitencia ria, iniciada 
por mi antecesor, Jesús Haddad,(…) y respecto al tratamiento de los presos indicó que impondría :“Un 
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
26
LOGP21, así como de aquellos estudios que aconsejan el cumplimiento en regímenes abiertos 
frente a los cerrados, ya que se ha demostrado empíricamente que la tasa de reincidencia es 
menor en aquellos presos que cumplieron en régimen abierto22. 
Todos estos factores nos hacen cuestionarnos si el cumplimiento de la pena de prisión, lejos 
de solucionar el conflicto surgido tras la comisión del delito, por contra lo agrava23, poniendo 
en tela de juicio la eficacia del sistema penitenciario en cuanto a su finalidad reeducadora y 
reintegradora se refiere; asimismo se aprecia la falta de una verdadera reparación, sobre todo 
moral, a la víctima24, así como de la percepción distorsionada que recibe la sociedad25 sobre 
sistema progresivo, de forma que a partir de la clasificación inicial de los presos se pueda ir a una 
prisión en régimen abierto, hasta el punto de que entre un 40 y un 50 por 100 de los presos podrían 
beneficiarse del mismo.” 
Sin embargo, hoy en día, como ya se ha señalado, apenas un 15% de los reclusos se encuentran en tercer 
grado, tal y como lo constata el informe de la Asociación Pro-Derechos Humanos de Andalucía –APDH- 
publicado en marzo del 2015 (en www.apdha.org/la sociedad española frente a su sistema penal.pdf) así como 
las actuales estadísticas de la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, ya reseñadas.
No obstante, según los estudios realizados en la materia (entre otros DIEZ RIPOLLÉS y GARCÍA 
ESPAÑA (Dirs.) “Realidad y Política Penitenciaria”, Observatorio de la delincuencia, Informe ODA 
2010/ 2011, Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminologías, Málaga, 2012, de las estadísticas 
publicadas entre los años 2008/2010) parece ser que en los últimos años se ha potenciado el régimen 
abierto, sin embargo tal tendencia tiene dos explicaciones; aquella que considera que con la potenciación 
del medio abierto la política penitenciaria está tratando de satisfacer el principio de reinserción, y otra 
lectura, más crítica, que considera que su actuación viene motivada simplemente por necesidades de 
descongestión de las cárceles españolas, siendo esta última la más abundante entre los expertos. Ésta 
última lectura crítica, viene avalada por el dato del descenso radical y significativo de los reclusos en 
prisión entre los años 2010/2015. Mientras en el año 2010 España contaba con más de76.000 reclusos, 
cifra insostenible teniendo en cuenta los medios materiales y humanos, en el año 2017 se ha descendido 
de manera vertiginosa hasta los 59.703 reclusos, dato ya expuesto.
21 En virtud del art. 71.1 LOGP “El fin primordial del régimen de los establecimientos de 
cumplimiento es lograr en los mismos el ambiente adecuado para el éxito del tratamiento; en 
consecuencia, las funciones regimentales deben ser consideradas como medios y no como finalidades 
en sí mismas”
22 Estudio de la Central Penitenciaria de Observación y Clasificación de la SGIP (2001); Estudio 
elaborado por el Área de Investigación y Formación Social y Criminológica de la Generalitat de Cataluña 
sobre la reincidencia en España y Cataluña (2014) ob. cit. Según este estudio: “(…) Las personas que 
han salido en tercer grado tienen una tasa de reincidencia del 18,1%, 12 puntos mejor que la general.” 
y “(…) Más positivo aún es el dato de las personas que han salido en libertad condicional. Solo reincide 
una de cada diez de las que han salido en libertad condicional (11,6%)”.
23 Como ya dijo en su día BOVINO, A. (“La víctima como preocupación del abolicionismo penal”, 
en De los delitos y de las víctimas, Revista de Pensamiento Penal, AD-HOC, Argentina, 1992, p.265) “El 
sistema penal agrava el conflicto toda vez que con su intervención impide llegar a cualquier respuesta 
que no sea la punitiva, para lo cual debe abandonar en el camino las necesidades de la víctima. Su 
injerencia involucra en el conflicto a personas que pueden no tener relación con el (…) y llega, en 
algunos casos, a impedir que se realice el fin que supuestamente protege, como sucede con la figura del 
incumplimiento de los deberes de asistencia familiar (…)”
24 Sobre ello ROXIN, C. “La reparación en el sistema de los fines de la pena” en AA.VV “De los 
delitos y de las víctimas” Revista de Pensamiento Penal, AD-HOC, Argentina, 1992.
25 Ver los estudios empíricos de DÍEZ RIPOLLÉS, GARCÍA ESPAÑA, PÉREZ JIMÉNEZ, 
BENÍTEZ JIMÉNEZ & CEREZO DOMÍNGUEZ en el año 2010 y publicado en la Revista Española 
de Investigación Criminológica Artículo 2, Nº 8 (2010) www.criminología.net; TALLÓN CUENCA, 
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el delito, el delincuente y la forma de cumplir la pena. No obstante, ha de admitirse que la 
finalidad de seguridad y retención que la pena tiene atribuida, se cumple más o menos de una 
manera relativa26.
Paradójicamente cuando nuestro sistema penitenciario adoptó en el año 1979 el paradigma 
resocializador, la ineficacia del Sistema jurídico penal en relación a la finalidad resocializadora 
comenzaba ya a ser puesta de manifiesto27, y algunos autores a finales de la década de los 
F., GARCÍA ESPAÑA, E., AGUILAR CONDE A., y BECERRA MUÑOZ, J., “La justicia según los 
datos” Observatorio de la Delincuencia – ODA, BOLETÍN CRIMINOLÓGICO del Instituto Andaluz 
Interuniversitario de Criminología, Artículo 1/2014, enero-febrero (n.º 148), Versión electrónica 
disponible en http://www.boletincriminologico.uma.es/boletines/148.pdf; Estudio realizado por la 
Asociación Pro-Derechos Humanos de Andalucía –APDH- en marzo del 2015 ( www.apdha.org/la 
sociedad española frente a su sistema penal/pdf) en relación a la percepción de la sociedad sobre el 
cumplimiento de la pena de prisión.
26 La entrada en vigor de la LOGP 1979 supuso, además del fin gradual de los motines y altercados 
carcelarios de la España de la transición, una mejora progresiva en las condiciones de salubridad 
e higiene de los presidios, la posibilidad de disfrutar de permisos, comunicaciones vis a vis y 
beneficios penitenciarios, entre otros (GARCIA VALDES, C., “Sobre la Transición política vivida 
– “Los orígenes de la reforma penitenciaria” en Revista de Estudios Penitenciarios, Extra 2013. 
Ministerio del Interior. Madrid, 2013). Todo ello junto a otros factores parecen haber provocado 
una disminución de la conflictividad en prisión, a pesar de las altas tasas de encarcelamiento. 
Según el estudio realizado por DIEZ RIPOLLÉS y GARCÍA ESPAÑA -Dirs.- (“Realidad y Política 
Penitenciaria”, Observatorio de la delincuencia, Informe ODA 2010/ 2011, Instituto Andaluz 
Interuniversitario de Criminologías, Málaga, 2012) se constató, a partir de los datos disponibles 
sobre conflictividad, que el concepto «conflicto en prisión» no había experimentado un ascenso 
significativo. Hasta la fecha, no se habían constatado estallidos de motines ni toma de rehenes. El 
número de agresiones a funcionarios había disminuido en los últimos años, siendo la mayoría de 
las agresiones a funcionarios e internos de carácter leve. Si bien el número de suicidios, agresiones 
entre internos y evasiones -tanto consumadas como intentadas- había aumentado en los últimos 
años, pero en unos términos cuantitativamente poco relevantes. Por tanto, de los datos se desprendía 
que, a pesar del excesivo número de presos en las prisiones españolas, los niveles de conflictividad 
analizados, se mostraban especialmente bajos.
Además según el referido estudio son diversos los argumentos y motivos que han podido llevar 
a un bajo grado de conflictividad en nuestras prisiones; por un lado, la vinculación de los beneficios 
penitenciarios a la buena conducta puede contribuir eficazmente al mantenimiento de la disciplina 
carcelaria. A la posibilidad de perder los posibles beneficios penitenciarios se une, la dificultad 
para organizar motines o fugas como consecuencia del diseño arquitectónico de las prisiones, en 
especial las separaciones en módulo y otros atribuyen tal desaparición de conflictividad a la «falta 
de estructuras de oportunidad» tanto en el interior como en el exterior que sirva de sostén a las 
expresiones violentas de los internos. La conflictividad está silenciada, según esta opinión, no solo 
por el sistema de premios y castigos que fomenta la individualización frente al asociacionismo 
solidario, sino también por esa ausencia de estructuras sociales en el exterior de la prisión de apoyo 
a los derechos de los presos.
27 En España autores como MUÑOZ CONDE F.J., (“La resocialización del delincuente. Análisis 
y crítica de un mito” en Sistema: Revista de Ciencias Sociales, Nº 31, 1979, pp. 73-84) y GARCÍA 
–PABLOS DE MOLINA A., (“La supuesta función resocializadora del Derecho penal: utopía, mito 
y eufemismo” en Anuario de derecho penal y ciencias penales, Tomo 32, Fasc./Mes 3, 1979, pp. 
645-700), pusieron de manifiesto las contradicciones de la llamada “resocialización”. Actualmente la 
crisis del modelo resocializador continua y autores como BRANDARIZ GARCÍA J. A., (“Inclusión, 
resocialización e infractores migrantes. Reflexiones sobre el sistema penal español” Nuevo Derecho, 
Vol. 4, Nº 5, 2009, pp. 9-29 ) denuncia que la “clásica crisis del paradigma resocializador halla un nuevo 
sentido a la luz de la creciente presencia en el sistema penal de sujetos migrantes, en relación a los cuales 
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setenta y principios de los ochenta comenzaron a proponer el abolicionismo del sistema penal28 
la perspectiva rehabilitadora es marginada no sólo en las prácticas, sino también en el diseño normativo 
del modelo de persecución y sanción del delito”. Así como el estudio realizado por GARCÍA-BORÉS 
ESPÍ, J., LÓPEZ GONSÁLVEZ, T., OVIEDO FUENTES, P. y GARÉS CALABUIG, C., (“Lógicas, 
contenidos y límites del modelo rehabilitador” en Revista crítica Penal y Poder; una publicación del 
Observatorio del Sistema Penal y los Derechos Humanos, Nº 9, Universidad de Barcelona, 2015, pp. 
62-90) que describe, en primer lugar, la lógica inherente al modelo penitenciario, sus bases y sus fines 
a partir de su delimitación legal, resaltando el carácter psicológico de la intervención pretendida, 
para pasar luego a sintetizar la evolución de oferta del tratamiento como instrumento para llevar a 
cabo la finalidad rehabilitadora y finaliza con un análisis crítico de dicha oferta, tanto en lo que se 
refiere a sus contenidos, a sus limitaciones, como a las estrategias utilizadas para la consecución de 
la meta rehabilitadora. Y GARCÍA-BORÉS ESPÍ, J., (“La cárcel dispar. Indagando la evolución 
de los telos penitenciarios” en Revista Critica Penal y Poder: Observatorio del Sistema Penal y los 
Derechos Humanos, Nº 9, Universidad de Barcelona, 2015 pp. 146-171/p. 164) termina afirmando 
que “el sistema penitenciario español se ha ido progresivamente constituyendo en una cárcel dispar, 
sin rumbo fijo. Se trata de una cárcel que no se ajusta a un único modelo determinado. Es una cárcel 
que trata de responder, de modo improvisado y caótico, a necesidades economicistas, de eficiencia, 
de legitimación, de gestión, de control disciplinario, de atención a alarmas sociales y mediáticas, o 
al populismo punitivo”.
28 Entre los principales autores que defendieron el abolicionismo del sistema penal cabe destacar 
HULSMAN, L.H., La criminología crítica y el concepto de delito en AA.VV “Abolicionismo penal”, 
(trad. Ciatardini M. y Mondanza M.L.) Ediar, Buenos Aires, 1989, pp. 87-107. Dicho autor critica 
el concepto de delito, argumentando que no tiene verdadera realidad ontológica porque si no existe, 
no es posible la existencia de la justicia penal. Así su argumentación se basa principalmente en la 
desmitificación de la justicia penal y en sus efectos adversos. Y CHRISTIE, N., (“Una sensata cantidad 
de delito “-trad. Espeleta, C. e Iosa, J.- Editores del Puerto, Buenos Aires, 2004, p. 158-161) quien aboga 
principalmente por una mínima intervención del Derecho penal, dicho autor mantiene una postura no 
tanto abolicionista sino de minimalismo penal. En tal sentido CHRISTIE considera que penar es una 
de las posibles opciones, pero no la única, de ahí el título de su obra “Un sensata cantidad de delito” 
donde manifiesta que “en una situación global donde hay continuas presiones dirigidas a la expansión 
del derecho penal y a la expansión de las poblaciones carcelarias, es claro que el mensaje general debe 
ser la oposición a este desarrollo, de tal manera que “el castigo debe ser la última alternativa, no la 
primera”.
Los argumentos que utilizaron los abolicionistas del sistema penal para fundamentar sus posiciones 
se pueden sintetizar de la siguiente manera:
1º Las normas del sistema penal no desempeñan la función asignada, y de este modo el sistema 
funciona de manera deficiente, siendo eficaz sólo en casos esporádicos, como lo pone de relieve el 
número de conductas delictivas que continúan realizándose.
2º El sistema penal degrada al ser humano, lo estigmatiza y lo reduce en su dignidad. En palabras 
de FOUCOULT M. (“Vigilar y Castigar”, Ed. Siglo XXI, Madrid, 1978) “el sistema es una máquina 
perfecta de fabricar delincuentes y luego los rechaza”.
3º En el ámbito penitenciario se produce un efecto aniquilador de la persona, fruto de la violencia 
institucional, provocando la denominada victimización terciaria. Tales efectos hacen que la resocialización 
y rehabilitación del delincuente sean algo inviable.
4º El sistema penal ignora a la víctima provocando la victimización secundaria.
Según BARONA VILAR, S. (“Mediación penal. Fundamentos, fines y régimen jurídico”, Ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, p. 76) las críticas que se realizaron a los abolicionistas, fueron entre 
otras:
1º Que la reducción de la función del derecho penal a la solución del conflicto surgido entre 
autor y víctima niega los intereses de la sociedad expresados en la pretensión penal estatal, es decir, de 
conservación del ordenamiento jurídico y protección de las próximas víctimas, 
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así como del sistema penitenciario29. Siguiendo esta línea de debate en 1980 el Consejo de 
Europa realizó unas propuestas relativas a “Problemas de Criminalidad”, según las cuales, se 
planteaban cuatro tipos de alternativas a la intervención de la justicia penal30 en el siguiente 
sentido: “1º Tender a un cambio en la evaluación social de la conducta indeseable o a un 
aumento de la tolerancia social frente a ella, siendo precisamente la descriminalización uno de 
los instrumentos de esta política, tendiendo a que socialmente se evalúen los hechos desde otro 
prisma, aumentando la tolerancia social frente a ciertos hechos que, aunque son rechazables, 
comportan un coste negativo de ser asumidos por el sistema penal; 2º la prevención técnica de 
la conducta indeseable; 3º la reorganización social – económica, familiar, etc…; 4º cambios 
en las formas de control social, y se sugiere a este respecto una mejora de los sistemas 
administrativos, civiles, etc… que en ciertos casos no se emplean favoreciendo con ello el 
acceso a la vía penal, por las dificultades que aquéllos comportan”.31
Actualmente conviven aquellos que defienden la expansión a ultranza del Derecho penal32 
aunque ello implique la quiebra de ciertos principios y garantías del Estado de Derecho con 
2º Que un cercenamiento de sistema a la mera reparación acaba en la disminución considerable de 
la prevención general, porque las consecuencias jurídicas del delito se corresponderían esencialmente 
con aquellas que resultan de la obligación de restituir del derecho civil,
3º Que la protección de la víctima no se vería mejorada sino, por el contrario, bastante 
perjudicada,
4º Que existen numerosos delitos carente de víctimas, como los hechos que afectan a la generalidad, 
además de la tentativa punible; en estos casos, por su misma naturaleza, fracasa la posibilidad de una 
compensación autor-víctima y, por ello, no se puede prescindir de la pena estatal, lo cual llevaría 
aparejada gran desigualdad en la reacción ante los delito.
29 Cabe destacar a MATHIESEN, T., (La política del abolicionismo, en AA.VV “Abolicionismo 
penal”, -trad. Ciatardini M. y Mondanza M.L.- Ediar, Buenos Aires, 1989; “Juicio a la prisión. 
Una evaluación crítica”- trad. Coroliano M., y Zamuner A.- 1ª edición, Buenos Aires, Ediar, 2003; 
MATHIESEN, Thomas: “Diez razones para no construir más cárceles”, Revista de nueva doctrina 
penal, nº 1, Buenos Aires, 2005). Crítica principalmente el sistema carcelario y aboga por su progresiva 
desaparición. Mantiene que lo importante es diseñar caminos de resolución de conflictos con la 
participación de las partes pero negando el sistema carcelario, cada vez más expansivo. Crítica dicho 
sistema por no alcanzar la rehabilitación del delincuente y por el contrario aumentar la reincidencia, 
sumado al efecto destructivo que tiene sobre la persona.
30 Sobre ello ZAFFARONI, E.R. Prólogo a la traducción del Informe del Comité Europeo sobre 
problemas de la criminalidad, Consejo de Europa, Estrasburgo, 1980. 
31 En el mismo sentido se muestra SARRULE, O.E. ( “La crisis de legitimidad del sistema jurídico 
penal (abolicionismo o justificación)”, Ed. Universidad, Buenos Aires, 1998, pp. 65-68/96 y ss.). Dicho 
autor aún posicionándose en contra de la supresión del sistema penal, por cuanto que los costes de 
supresión podrían ser mayores que los beneficios que se obtendrían, mantiene la necesidad de que se 
busquen soluciones, que pasen por buscar aquellos caracteres que podrían definir un sistema justificable, 
mediante el establecimiento de un debido proceso con las garantías sustanciales – principio de lesividad, 
materialidad de la acción, culpabilidad etc…- 
32 Entre sus representantes encontramos, entre otros, a JAKOBS, G. “Das Sellbstvertändnis 
der Strafrechtswissenschaft vor den Herausforderungen der Gegenwart” en, “Die deutsche 
Strafrechtswissenschaft vor der Jahrtausendwende. Rückbesinnung und Ausblick” en ESER, 
HASSEMER y BURKHARDT, München, 2000, p. 51, (traducido al español “La ciencia del 
Derecho penal ante el nuevo milenio” coord. MUÑOZ CONDE, F., Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 
2004) en cuya obra defiende la criminalización del estadio previo a la lesión con la finalidad 
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quienes creen en la necesidad de que el actual Sistema jurídico penal debe al menos reducir su 
intervención y fortalecer sus garantías33.
Desde las posiciones abolicionistas y aquellas que abogan por un Derecho penal mínimo 
se ha ido propugnando un cambio del Sistema jurídico penal en el que el Estado disminuya su 
poder frente a los ciudadanos. Se ha fomentado la recuperación de la víctima en dicho sistema 
y la devolución a las personas implicadas – infractor/víctima- en el conflicto –delito- el manejo 
del mismo, con el peligro que ello puede conllevar para los principios y garantías del Estado de 
Derecho.
de conservar el estado liberal denominándolo Derecho penal del enemigo. Desde esta doctrina 
el Derecho penal, para cumplir debidamente con su función, necesita separar el Derecho penal 
del enemigo del Derecho penal de los ciudadanos, creándose a tal efecto nociones tales como 
acciones de las personas y acciones de las no-personas (enemigos), siendo éste aquel que, por su 
posición, forma de vida, pertenencia a una organización, ha abandonado el derecho, y no de forma 
incidental sino duradera. Para este autor, el modelo penal y procesal que debe defenderse es aquel 
que prima la defensa de la seguridad del Estado por encima de los valores y principios liberales. 
Según BARONA VILAR, S. (“Mediación penal, fundamentos, fines y régimen jurídico”, Ed. Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2011, p. 83) esta posición ha encontrado algunos seguidores en la doctrina 
alemana y cita a LESCH, “Hörfalle und kein Ende – Zur Verwertbarkeit von selbstbelastenden 
Angaben des Beschuldigten in der Untersuchungshaft” en GA, nº 147, 2000, pp. 355 ss. Pero 
también detractores como MUÑOZ CONDE, F. (“Edmund Mezger y el Derecho Penal de su tiempo. 
Los orígenes ideológicos de la polémica entre causalismo y finalismo”, Valencia, Ed. Tirant Lo 
Blanch, 2001, p. 74) quien manifiesta que “(…) En un Estado de Derecho democrático y respetuoso 
con la dignidad del ser humano ni el enemigo, ni nadie puede ser definido como no persona”; 
CANCIO MELIA, M. “De nuevo; ¿Derecho penal del enemigo?” en Derecho penal del enemigo; 
el discurso penal de la exclusión, (coords. CANCIO MELIA M. y GOMEZ JARA-DIEZ C.) Ed. 
Edisofer, Madrid, 2006, Vol. 1, pp. 341-382; ZAFFARONI, E.R. “La creciente legislación penal y 
los discursos de emergencia” en AA.VV Teorías actuales en el Derecho Penal, Buenos Aires, Ad-
Hoc, 1998, pp.613-620; BARONA VILAR, S., “Mediación penal, fundamentos, fines y régimen 
jurídico”, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, p. 84, cita además a ESER A (ESER/HASSEMER/
BURKHARDT, Die deutsche Strafrechtswissenchaft vor der Jahrtausendwende, 2000, pp. 37 ss.) 
para quien la defensa del Derecho penal del enemigo significa el mantenimiento de la existencia de 
un Estado de no-Derecho y a SHÜNEMANN B. ( “Die deutsche Strafrechtswissenchaft …ob. cit. 
pp. 205 y 211) quien defiende que el Derecho penal de los ciudadanos es derecho ciudadano y, por 
tanto, estos derechos corresponden a cualquier persona.
33 Desde otra perspectiva, FERRAJOLI, L., (“Derecho y razón. Teoría del garantismo penal”, Ed. 
Trotta, Valladolid, 1997, p. 329) según el cual la justificación del Derecho penal ha de sostenerse en 
una premisa de prevención doblemente negativa: como medio de protección social para evitar que se 
cometan más delitos; y - más importante aún - como herramienta de protección de los sujetos frente al 
poder punitivo estatal.
FERRAJOLI polemiza con los abolicionistas, en cuanto sostiene que hacer desaparecer el Derecho 
penal puede provocar mayores males que aquellos que se pretende reparar, particularmente en épocas 
– como las que vivimos actualmente - en que el Derecho penal liberal se encuentra en crisis, y en que 
lo que se impone son justamente medidas que tienden a negar el Derecho penal de garantías, optando 
por otros mecanismos informales de control social, más restrictivos aún de las libertades individuales. 
Según afirma el autor: “el verdadero problema penal de nuestro tiempo es la crisis del derecho penal, 
o sea de ese conjunto de formas y garantías que le distinguen de otra forma de control social más o 
menos salvaje y disciplinario. Quizá lo que hoy es utopía no son las alternativas al derecho penal, 
sino el derecho penal mismo y sus garantías; la utopía no es el abolicionismo, lo es el garantismo, 
inevitablemente parcial e imperfecto”
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Finalmente, tras poner de manifiesto que el sistema penitenciario adolece de una limitada 
eficacia para poder alcanzar la finalidad resocializadora e integradora que tiene legal – art. 
1 LOGP- y constitucionalmente – art. 25.2 CE- atribuida, cabe hacernos las siguientes 
preguntas para buscar una solución: ¿Ruptura o reforma del sistema penitenciario? o ¿la 
reforma que nos lleve a la ruptura con el sistema penitenciario tal y como lo conocemos 
o simplemente su mejora? El estudio de la Justicia restaurativa y de sus técnicas, en el 
marco penitenciario, así como sus posibilidades y límites, me permitirá contestar a estas 
preguntas. 
2. LA JUSTICIA RESTAURATIVA 
En el presente apartado expondré los diferentes conceptos que se han intentado atribuir a la 
Justicia restaurativa, cómo y por qué surge, cuáles son sus postulados en contraposición a los 
de la Justicia retributiva tradicional, así como su estructura y técnicas. 
2.1. Concepto
Según MARSHALL la Justicia restaurativa es “un proceso a través del cual todas las partes 
con una vinculación en una determinada conducta delictiva se juntan para resolver de forma 
colectiva como tratar las consecuencias derivadas de los hechos y sus implicaciones para el 
futuro”34. Este concepto incorpora nuevos actores en el conflicto penal, tales como la familia, 
la comunidad y la sociedad, y permite a las partes participar activamente en la resolución del 
conflicto, mediante el diálogo. 
Esta definición se ha criticado porque se centra mucho en el proceso y poco en los resultados 
o reparación del daño. Por ello GORDON BAZEMORE Y LODE WALGRAVE, en cambio, la 
definen como “toda acción orientada principalmente a hacer justicia a través de la restauración 
o reparación del daño causado por el delito”35.
Se discute si el proceso voluntario de la Justicia restaurativa puede coexistir con la fuerza 
coercitiva del proceso judicial, en el ámbito de la reparación. Al respecto, la mayoría de los 
autores cree que es necesario que esta forma de justicia esté inserta en el ámbito judicial, para 
34 MARSHALL, T. (“Restorative justice: An Overview, London, Home Office, Research, Develoment 
and Statistics Directorate, 1999) citado por BARONA VILAR, S., “Mediación penal. Fundamentos, 
fines y régimen jurídico”, Ed. Tirant lo Blanch, 2011, p. 145.
35 BAZEMORE, G. y WALGRAVE, L., (“Restorative Juvenile Justice”, Ed. Willow Tree, 
Missouri, Estados Unidos, 1999, p. 48) citados por GONZÁLEZ RAMÍREZ, I. “¿Es la justicia 
restaurativa un aporte a los valores del sistema jurídico?” en la Revista de Justicia Restaurativa, 
Nº 2, Marzo, 2012, p. 19.
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hacer obligatorio su cumplimiento, ya que de otra manera quedaría relegada a un sistema 
marginal al Sistema jurídico penal.
Otro concepto, aceptado internacionalmente, es el propuesto por VAN NESS36, quien 
la define en base a los procesos y resultados restaurativos, distinguiendo entre cuatro 
valores: El primero es el encuentro entre las partes y su comunidad de apoyo, por medio 
de una narrativa común que posibilita a las partes mostrar sus emociones, para facilitar 
el entendimiento. El segundo es la reparación del daño causado a la víctima y después a 
la sociedad. El tercero es la reintegración, la cual se refiere tanto al infractor como a la 
víctima. Y por último está la participación, que se otorga a las partes de comprometerse en 
el proceso restaurativo.
Finalmente la Directiva 2012/19/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre 
de 201237 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección 
de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI, en su art. 
2.1 d) incluye el término de «justicia reparadora» definiéndola como “cualquier proceso que 
permita a la víctima y al infractor participar activamente, si dan su consentimiento libremente 
para ello, en la solución de los problemas resultantes de la infracción penal con la ayuda de 
un tercero imparcial”.
2.2. Origen y nuevos postulados 
Para algunos autores38, la crisis del Derecho penal afirmada con mayor intensidad a partir 
de los años ochenta, debido, de un lado, al fracaso de las tesis resocializadoras de la pena 
y, de otro lado, al reconocimiento de la ineficacia del Sistema jurídico penal, provocaron el 
surgimiento de un nuevo modelo de justicia cuyo principal objetivo era buscar nuevas vías 
de solución al conflicto generado “por” y “en torno” al delito, frente a las ofrecidas hasta 
36 VAN NESS, D., “Proposed Basid Principles on the Use of Restorative Justice: Recognising the 
Aims and Limits of restorative Justice”en Specifying Aim and Limits for Restorative Justice; a making 
amends’ model? in A. VON HIRSCH et. at. (eds) Restorative Justice and Criminalk Justice: Competing 
or Reconcilable Paradigms? 2003, pp. 157-176.
37 Publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea de 14 de noviembre del 2012.
Esta Directiva viene a sustituir a la incumplida Decisión Marco de 2001 que regulaba el Estatuto europeo 
de la Víctima. España es uno de los pocos países europeos en los que no existe regulación específica 
sobre el diseño de instrumentos de justicia restaurativa en la jurisdicción penal ordinaria, a excepción de 
la mención genérica de “cumplir el acuerdo de mediación” como obligación para poder llevar a cabo 
una suspensión de la pena de prisión – art. 84.1.1ª CP-. En esta ocasión la Directiva otorgó de plazo hasta 
el 16 de noviembre de 2015 para dar cumplimiento a lo establecido en su texto.
38 En este sentido BARONA VILAR S.,“Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de 
tutela plural del ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)” en la 
Revista Seqüência: estudios jurídicos y políticos, Nº 51, 2005, pp. 169-201
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entonces por la justicia penal tradicional basada principalmente en fundamentos distributivos39 
y retributivos40.
Otros autores41 atribuyen a la confluencia de diversos movimientos la configuración de las 
bases para el surgimiento del nuevo modelo de justicia. Los referidos movimientos serían: 1º “El 
movimiento crítico de las instituciones represivas ocurrido entre la década años sesenta y setenta42; 
39 PAUL H. ROBINSON, M. (“Principios distributivos del Derecho penal: A quién debe 
sancionarse y en qué medida” -traducido por Manuel Cancio Meliá e Iñigo Ortiz de Urbina 
Gimeno- Ed. Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, 2012, pp.  15-36) intenta establecer los 
criterios de la responsabilidad penal y la determinación de la pena en relación a las finalidades del 
Derecho penal. Conforme al análisis tradicional, éstas se dividen en consecuencialistas u orientadas 
a fines futuros y retributivas o basadas en el merecimiento pasado, si bien muchos autores e incluso 
algunos textos legales se inclinan por una ponderación de las distintas finalidades. Muestra los 
problemas de los planteamientos que acuden simultáneamente a diversas finalidades sin establecer 
criterios claros sobre qué hacer en caso de que sus racionalidades entren en conflicto, así como 
las dificultades que aquejan a cada una de las finalidades, de tipo empírico en el caso de las 
consecuencialistas y de tipo conceptual y práctico en el caso de las basadas en el merecimiento. 
Una vez examinados estos problemas, y apoyándose en sus numerosas investigaciones sobre las 
intuiciones de la comunidad sobre la justicia penal, el profesor Robinson desarrolla su propio 
planteamiento, denominado «merecimiento empírico», con el que propone superar la situación de 
colisión entre teorías deontológicas y consecuencialistas. 
No obstante, parte de la doctrina (WATSON, BOUCHERRAT y DAVIS, “Reparations for 
retributivists” en WRIGHT Y GALAWAY: “Victims, offenders and community”, Sage Publications, 
London, 1989, p. 220) ha venido considerando que tanto la justicia retributiva como la justicia restaurativa 
representan diversas clases de la justicia distributiva y que ambas clases de justicia – retributiva y 
restaurativa- se proponen generalmente como maneras de reconocer inteligiblemente el significado 
moral de la autonomía individual, lo que lleva a considerar que mediante ellas se restaura la distribución 
de los derechos existentes antes de que se produzcan los hechos, tanto como sea posible.
40 La Justicia retributiva se basa en la teoría que sostiene que el castigo proporcionado es una respuesta 
moralmente aceptable al delito, independientemente de que este castigo produzca o no beneficios tangibles. 
Existen dos clases de Justicia retributiva: la versión clásica, que afirma que el castigo debe ser proporcional 
a la cantidad del daño causado por la ofensa, y una versión más reciente, que afirma que la cantidad de 
castigo debe ser proporcional a la cantidad de ventaja injusta obtenida por el criminal. Sobre el concepto 
y evolución de la Justicia retributiva ver MIR PUIG, S. “Derecho penal. Parte general”, 9ª edición, Ed. 
Reppertor, Barcelona, 2011, pp. 78 y ss.; MUÑOZ CONDE, F. “Derecho penal. Parte general”, 8ª edición, 
Ed. Tirant lo Blanch, 2010 , pp. 132 y ss.; SILVA SÁNCHEZ, J.M. “Aproximación al Derecho penal 
contemporáneo”, 2ª edición, Montevideo-Buenos Aires, 2010, pp. 37-47, entre otros.
41 GONZÁLEZ RAMÍREZ, I. “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?” en la Revista de Justicia Restaurativa, Nº 2, Marzo, 2012, p. 20; JACCOUD, M., “Ponencia 
sobre Justicia Restaurativa” en “Acceso a la justicia: Foro Iberoamericano de Acceso a la Justicia: 
Conclusiones” Ed. Gobierno de Chile, Ministerio de Justicia, 2006, p. 109, en http://bibliotecas.uchile.
cl/documentos/200687-126498273.pdf.
42 El derecho penal se convirtió en el objeto de estudio principal de la criminología crítica por ser aquel 
un instrumento injusto, desigual, reproductor de las desigualdades, creador de más problemas respecto de 
los que resuelve. Se considera a BARATTA (BARATTA A., “Funciones Instrumentales y Simbólicas del 
Derecho Penal”, en Revista Peruana de Ciencias Penales, Nº 1 enero-julio 1973, pp. 35-64; “Criminología 
Critica y Critica del Derecho Penal”, Ed. Siglo Veintiuno Editores, México 1986; Criminología crítica y 
crítica del derecho penal: introducción a la sociología jurídico penal, Siglo XXI Editores, Buenos Aires, 
Argentina, 2004) como el principal teórico de la criminología crítica, de gran calado en Latinoamérica. 
La criminología crítica y radical propone un replanteamiento del sistema penal. Se reprocha a la justicia 
penal: 1. Estigmatizar y seleccionar las poblaciones y colectivos más vulnerables para reafirmarse; 2. 
Diferenciar entre delincuentes y no delincuentes; 3. Los elementos deterministas que definen tal diferencia; 
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2º el de las víctimas43; 3º el de la comunitarización44 ; 4º el de descolonización en los países formados 
durante un proceso de colonización45 y; 5º las transformaciones estructurales”46. Por tanto el nuevo 
modelo de Justicia tendría sus orígenes en movimientos de diversas ideologías, a veces contrarias, lo 
4. No lograr soluciones efectivas por parte del sistema penal; 5. El “robo del conflicto” a los verdaderos 
involucrados. Asimismo en Europa los trabajos de FOUCAULT, CASTEL, LOVELL, CHRISTIE o 
HULSMAN fundamentan un nuevo moldeo de justicia denominada alternativa y muchos de ellos abogan 
por el abolicionismo del Derecho penal, tal y como se expuso en el apartado anterior.
43 La victimología, en el marco positivista de la época de finales de la Segunda Guerra Mundial, se 
enfoca en la victimización y la búsqueda de factores determinantes en un individuo para llegar a convertirse 
en víctima. La investigación científica y la acción paralela de los movimientos de reivindicación de los 
derechos civiles, lograrán que se ponga en la mira la exclusión por parte de los poderes públicos de las 
víctimas dentro del sistema de justicia, su victimización secundaria a causa del sistema penal y la poca 
atención que se les presta, sobre todo en determinados delitos – p. ej.: la violencia conyugal -.
Estos movimientos lograron que se diera mayor participación a la víctima a través de reformas 
legislativas – ver nota 12-.
El movimiento ha tenido diversos objetivos: 1) incrementar servicios para las víctimas durante las 
consecuencias del crimen, 2) incrementar la posibilidad de reembolso financiero por el daño causado 3) 
expandir oportunidades a las víctimas para intervenir durante el curso del proceso de justicia criminal 
e 4) implementar mecanismos alternativos a la solución de los problemas ocasionados por los delitos, 
que permitan una mirada diferente al tradicional enfoque jurídico-penal, lo que ha permitido un avance 
cualitativo y la participación activa de la víctima y del victimario. Según BERISTAIN, A. (“Criminología, 
Victimología y Cárceles”, Volumen I, Bogotá, Pontificia Universidad Jave riana, Bogotá, 1996, p.365) 
los avances de mayor significación en este campo se han dado en Alemania, Austria, Finlandia, Francia, 
Inglaterra, País de Gales, Noruega y Países Bajos.
De igual manera, el Consejo de Europa como las Naciones Unidas, han atribuido mucha importancia 
a la prevención de la victimización secundaria – ver nota 13-. En el proceso penal, se tiende cada día más 
a permitir la participación de la víctima y a ser escuchada – p ej.: Directiva 2012/19/UE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012; LO 4/2015 de 27 de abril sobre el Estatuto de la víctima 
en España y RD 1109/2015 de 15 de diciembre-. La Declaración de las Naciones Unidas concede gran 
importancia al procedimiento de conciliación y compensación, pues permite la proximidad social, representa 
una experiencia de aprendizaje sobre la solución de conflictos y fortalece el control informal.
Sobre ello DÍAZ COLORADO F., “Una mirada desde las víctimas: el surgimiento de la victimologia” 
Revista de la Universidad Manuela Beltrán, Umbral científico núm. 9, 2006, pp. 141-159, Colombia.
44 Los años setenta se caracterizaron por la defensa de los ideales que valorizan el retorno al modo 
de vida comunitario y el posterior desarrollo de las comunas, donde los conflictos resultaban ser mejor 
administrados en JACCOUD, M., (ob. cit. p. 109) quien cita a FAGET, J., “La médiaton pénale: une 
dialectique de l´ordre et du désordre” en Deviance et société, vol. 17, núm. 3, 1993, pp. 221-234.
45 Según JACCOUD, M. (ob cit. p. 112) se trata de los movimientos de reivindicación de los 
derechos aborígenes que se desarrollaron entre los años 1960/1970, que focalizan las miradas en las 
formas tradicionales de resolución de conflictos de los pueblos autóctonos como en su idea de justicia 
holística fundada sobre valores de justicia negociada, participativa, inclusiva y restaurativa. Esto permite 
ejemplificar que algunas otras formas de aplicar la justicia, distintas a las convencionales, pueden resultar 
viables y eficaces.
46 Las crisis económicas, especialmente entre 1973 y 1979 y una incipiente pero rotunda globalización, 
proporcionaron un duro golpe al modelo del Estado de Bienestar, originado en la posguerra. El Estado 
abre sus fronteras al neoliberalismo seguido de las descentralización de los poderes y la fragmentación 
de centros decisionales que van, desde el campo socio-penal a traducirse en una profunda transformación 
del papel del Estado en las funciones de control y regulación social.
 El Estado se libera de una parte de la gestión de las actividades de promoción de la seguridad, refuerza 
la acción penal contra los delitos graves y delega la gestión de los delitos menores en las instancias 
socio-comunitarias. Los mecanismos restauradores encontraron una gran oportunidad de demostrar su 
potencial, ante el repliegue del Estado de las actividades del control del crimen.
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que demuestra su flexibilidad ante las diversas tendencias entre: despenalizar y transformar lo penal 
o responsabilizar a los ciudadanos y a la colectividad y reforzar la intervención y el incremento de 
la seguridad.
Dicho modelo terminó acuñando el nombre de Justicia restaurativa47 cuyos postulados 
se han construido básicamente en contraposición a los fundamentos de la Justicia retributiva 
tradicional, produciéndose en tal contexto algunos intentos por fundamentar el nuevo concepto 
de Justicia restaurativa48.
En la década de los noventa LODE WALGRAVE49 propuso integrar en una clasificación 
de Justicia, a la Justicia restaurativa. Según dicho autor, la justicia se puede clasificar en tres 
clases: retributiva, rehabilitadora y restaurativa. El punto de referencia en cada una difiere. En 
la primera es el crimen; en la segunda, el infractor; y en la tercera, el daño. Los medios utilizados 
en cada modelo también son diferentes; mientras que el sistema retributivo utiliza la imposición 
del sufrimiento; el modelo rehabilitador, el tratamiento; y el restaurativo, la restauración.
47 Según DALY, K., (“The Punishment Debate in Restorative Justice” en: SIMON J. y SPARKS, R. 
(eds): The Handbook of Punishment and Society, 2013, p. 6, citado por OLLERO PERAN J., “Menos 
prisión y más Justicia restaurativa: estableciendo las prioridades del debate” en Revista de Criminología 
y Justicia, 2013, p. 5) EGLASH, A. (Más allá de la restitución: la restitución creativa” en HUDSON, J. y 
GALAWAY, B. (eds): Restitución en justicia criminal, Lexington, Mass: DC Heath and Company, 1977, 
pp. 91- 100/95) sería el primer autor en usar el término de Justice Restorative - Justicia restaurativa – 
para referirse a un tipo de justicia que estaría “más allá de la coerción”. Asimismo DALY hace referencia 
al propio EGLASH, BARNETT, CHRISTIE Y ZEHR como pensadores clave en el surgimiento de 
la justicia restaurativa, quienes pensaban que la justicia penal tradicional era un fracaso y buscaban 
formas no punitivas y más constructivas de responder al delito. Por su parte BLAD, J.,“In memory of 
Louck Hulsman”. 2010, Available at SSRN: http://ssrn.com/abstract-1543676, (traducido al español por 
FERNÁNDEZ BESSA, C. y revisado por BERGALLI R. en LOUK HULSMAN: Qué queda de los 
abolicionismos? en BERGALLI R y RIVERA BEIRAS I. (coords.), Anthropos, Utopías de control y 
control de las utopías, Vol. 9, 2010 pp.73-86) considera que el surgimiento de la Justicia restaurativa se 
atribuye principalmente a académicos abolicionistas como Herman Bianchi, Louk Hulsman y Willem 
de Hann.Conferencing: A way forward for restorative justice in Europe - Final report of JLS/2008/
JPEN/043 , Leuven: European Forum for Restorative Justice (EFRJ).
48 ZHER H. (“Changing Lenses: a New Focus for crime and Justice” Editorial Heral Press, Scottdale, 
Estados unidos, 1990, p. 280, citado por GÓNZALEZ RAMÍREZ, I. “¿Es la justicia restaurativa un 
aporte a los valores del sistema jurídico?…, ob. cit. p. 15) quien argumenta que “la Justicia restaurativa 
representa el respeto experimentado y recíprocamente asegurado de la dignidad humana en cualquier 
circunstancia, y frente a cualquier riesgo al que nos exponga su defensa. Se basa en la convicción de 
que el conflicto tiene tres caras, y una de ellas es la sociedad, que debe responsabilizarse en el proceso 
de justicia, el cual no sólo pertenece a las partes o al Estado como ente regulador, sino que también 
pertenece a la comunidad toda, la que debe asumir responsabilidades en relación con los factores 
económicos, sociales y morales que contribuyen al conflicto”;
“McCOLD, P. y WACHTEL, T. “En busca de un paradigma: una teoría sobre la justicia restaurativa” 
en “International institute for restorative practices”, ponencia presentada en el XIII Congreso Mundial 
de Criminología, del 10 al 15 de agosto del 2003, en Río de Janeiro, Brasil, en http://www.iirp.org.edu/
pdf/paradigm_span.pdf Proponen una “teoría conceptual sobre la justicia restaurativa” que se “concentra 
en reparar el daño causado a las personas y a las relaciones más que en castigar a los delincuentes”.
49 Citado por GÓNZALEZ RAMÍREZ, I. “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del 
sistema jurídico?…, ob. cit. p. 20.
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Siguiendo a diversos autores50 los nuevos postulados sobre los que se asienta la Justicia 
restaurativa se pueden sintetizar de la siguiente manera:
1º Evitar los efectos derivados de la victimización en todas sus manifestaciones51; la de la 
víctima por haber sufrido la infracción – victimización primaria-, también la victimización 
secundaria52 derivada de su llamada al proceso penal, y la victimización terciaria53 sufrida por 
el infractor, fruto de la violencia institucional del sistema penal y penitenciario. 
2º Buscar una solución al conflicto delictivo que por un lado involucre a todos los agentes 
implicados (víctima- infractor- comunidad- Estado) y permita una solución más provechosa 
para todos y por otro permita ampliar la respuesta al delito frente a la pena como única 
respuesta54.
50 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F., “La justicia restaurativa y la mediación penal”, Ed. 
Iustel, Madrid, 2007, pp.69 y ss.; BARONA VILAR, S., “Mediación penal. Fundamentos, fines y régimen 
jurídico”, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, p. 138 ss.; ETXEBARRIA ZARRABEITIA, X. “Justicia 
Restaurativa y fines del Derecho penal” en Martínez Escamilla, M. y Sánchez Álvarez M.P (coords.): 
“Justicia Restaurativa, Mediación Penal y penitenciaria: un renovado impulso” , Instituto Complutense 
de Mediación y Gestión de Conflictos, Ed. Reus, Madrid, 2011, p. 47-68; PERULUERO GARCÍA, 
D., “Hacía un modelo de Justicia Restaurativa: La Mediación penal” en OUBIÑA BARBOLLA 
(Coord.) “Sobre la mediación penal (posibilidades y límites en un entorno de reforma penal)…, ob. cit., 
pp. 73-75; PASCUAL RODRÍGUEZ, E., “ Justicia restaurativa como nuevo paradigma de Justicia 
penal y penitenciaria”,Crítica, Año 61, Nº. 973, 2011 (Ejemplar dedicado a: La cárcel del siglo XXI: 
desmontando mitos y recreando alternativas), pp. 29-32; MARTÍNEZ SÁNCHEZ, C., “La justicia 
restaurativa y un modelo integrador de justicia penal” RDUNED, Revista de derecho UNED, Nº. 16, 
2015, pp. 1237-1263.
51 PERULUERO GARCÍA, D., “Hacía un modelo de Justicia Restaurativa: La Mediación penal” 
en OUBIÑA BARBOLLA (Coord.) “Sobre la mediación penal (posibilidades y límites en un entorno de 
reforma penal)…, ob. cit. p. 73 y ss.
52 Ver notas 8 y 12.
53 Ver nota 8.
54 La doctrina alemana se planteó que es lo que se podía ofrecer con la justicia restaurativa debatiendo 
acerca de cuál era su elemento principal – la reparación y/o mediación-, centrándose el debate en si debía 
considerarse la reparación - wiedergutmachung - como una consecuencia jurídico penal o como una 
modalidad de la pena o si era algo diferente. Sobre ello ROXIN, C., “La reparación en el sistema jurídico 
penal de alternativas” Jornada sobre la reforma del Derecho Penal en Alemania, Consejo General del 
Poder Judicial, 1991, pp. 19-30; ROXIN, Claus, Strafrecht. Allgemeiner Teil, Ed. C.H. Beck, München, 
1993, t. I, § 3, p. 47 (traducción castellana de Liliana Blanco, Patricia S. Ziffer y Daniel R. Pastor, “Fin y 
justificación de la pena y de las medidas de seguridad”, en AA.VV., Determinación judicial de la pena, 
Ed. del Puerto, Buenos Aires, 1993, pp. 48 ss.), propuso la reparación –wiedergutmachung – como tercera 
vía, independiente de la pena pero como consecuencia jurídica igualmente. En oposición HIRSCH, 
Hans-Joachim, Zur Stellung des Verletzten im Straf- und Strafverfahrensrecht, en “Gedächnisschrift für 
Armin Kaufmann”, Ed. Carl Heymann, Köln-Berlin-Bonn-München, 1989, VI, 2, c, pp. 708 ss. (hay 
traducción castellana de Maier-Pastor, “Acerca de la posición de la víctima en el Derecho penal y en 
el Derecho procesal penal”, en AA.VV., De los delitos y de las víctimas, Ed. Ad-Hoc, Buenos Aires, 
1992, pp. 108 y ss.) quien ha objetado el ingreso de la reparación como consecuencia jurídico-penal, por 
implicar un regreso de la idea de retribución al Derecho penal. 
Por su parte, la doctrina inglesa, (VON HIRSCH, A, ASHWORTH, A. y SHEARING, C., 
“Specifying Aim and Limits for Restorative Justice; a making amends’ model?, in A. VON HIRSCH 
et. at. (eds) Restorative Justice and Criminalk Justice: Competing or Reconcilable Paradigms? 2003, 
p. 27) mantiene que si bien se trata de una consecuencia jurídica diferente de la pena, representa una 
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3º Operar por parte de la Justicia penal de un modo más humano55, personalizando los procesos, 
respetando y atendiendo a la víctima y apostando por el diálogo frente a la incomunicación que 
impone el procedimiento penal56.
4º Proteger los intereses de todos los agentes implicados tras la comisión del delito: de 
la víctima, en la medida que el ofensor debe asumir el daño ocasionado y repararlo57; de la 
comunidad, en cuanto se debe perseguir la rehabilitación del delincuente y evitar la reincidencia58; 
del infractor, a través de la obtención de beneficios penitenciarios que faciliten su integración 
social con respeto a los derechos y garantías constitucionales59; del Estado mediante la reducción 
de su intervención y de los costes económicos que ésta genera.
5º Superar el paradigma de la Justicia retributiva-punitiva a través de una nueva política 
criminal basada en los postulados de la prevención pero con respeto al Estado de Derecho y a 
las exigencias del Estado Social60. En este contexto se afirma que la figura de la “reparación” 
imposition, que necesariamente exige la voluntad del autor del hecho, a diferencia de lo que sucede 
con la pena, que es impuesta en contra de la voluntad del sujeto, de tal manera que si rehúsa aceptar 
esta imposición, el resultado no es otro que la remisión del asunto al proceso y, en su caso, la decisión 
heterocompositiva del órgano jurisdiccional competente.
En España MARTÍNEZ ARRIETA, A., “La mediación como tercera vía de respuesta a la 
infracción penal”, en “Mediación penal y penitenciaria. 10 años de camino”, Fundación AGAPE, 
Art&Press, Madrid, 2010, pp. 57-101. 
55 En este sentido SAEZ VALCÁRCEL, R., “La mediación reparadora en el proceso penal, reflexión 
a partir de una experiencia” en “Alternativas a la judicialización de los conflictos: la mediación”, 
Estudios de Derecho Judicial, Consejo General del Poder Judicial, Nº 111, Madrid, 2006, pp.35-85; 
SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Mediación Penal comunitaria y Justicia restaurativa. Perspectiva ética 
y jurídica”, en “Mediación penal y penitenciaria. 10 años de camino”, Fundación AGAPE, Art&Press, 
Madrid, 2010, pp. 17-56.
56 Vid. ETXEBARRIA ZARRABEITIA, X., “Justicia Restaurativa y fines del Derecho penal”…
ob.cit. p. 52.
57 PÉREZ SANZBERRO, G., (“Reparación y conciliación en el sistema penal ¿apertura de una 
nueva vía?, Ed. Comares, Granada, 1999, p.162) según esta autora, los procesos restaurativos posibilitan 
la conciliación (en el sentido de reconocimiento de daños, petición y aceptación de disculpas, art. 19.2 
LO 5/2000) facilitan la reparación – no sólo en el sentido tradicional de tipo material o de satisfacción 
de la responsabilidad civil, sino con un concepto mucho más amplio -, así como la responsabilización 
del infractor, y de ese modo la prevención de reiteración delictiva, de un modo mucho más eficaz 
que el proceso penal y la imposición de la pena. En el mismo sentido SEGOVIA BERNABÉ J.L., 
“Mediación Penal comunitaria y Justicia restaurativa. Perspectiva ética y jurídica”, en “Mediación 
penal y penitenciaria. 10 años de camino”, Fundación AGAPE, Art&Press, Madrid, 2010, p. 37
58 SORIA, M.A., ARDAMANS, I., VIÑAS, M.R. y MANZANO, J., (“Mediación penal adulta y 
reincidencia. El grado de satisfacción de los infractores y las víctimas” en Revista de psicología social, 
2008, nº 23, p. 163) para estos autores en la Comunidad Catalana los estudios realizados demuestran 
que la relación de la mediación con la reincidencia es inversamente proporcional, disminuyendo en los 
casos en los que se ha llevado a cabo una mediación, provocando además el consiguiente aumento de la 
satisfacción entre las partes que participan en el proceso. 
59 A través de programas de justicia restaurativa – p. ej.: mediación penitenciaria y otras técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio - dentro del marco penitenciario que será objeto de estudio del 
presente trabajo.
60 Sobre ello ROXIN, C., (“La evolución de la política criminal, el derecho penal y el proceso penal”, 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 34) defiende que la “mejor política criminal consiste, por tanto, 
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desplegaría un efecto preventivo general pues la paz jurídica se vería restablecida con 
el resarcimiento de la víctima y la “conciliación” entre ésta y el infractor, de modo que el 
conflicto se solucionaría, se restablecería el orden social y el Derecho pondría de manifiesto su 
validez de cara a la sociedad. Y además cumpliría con las exigencias de prevención especial, 
porque el infractor se vería obligado a enfrentarse con el hecho delictivo y sus consecuencias 
– responsabilización -, a ayudar a la víctima mediante prestaciones y, en definitiva, a desplegar 
una tarea resocializadora61.
2.3. Principios y valores 
En la Conferencia Internacional sobre Justicia Restaurativa celebrada en Brasilia en el año 
2006, participaron diversos especialistas en la materia, provenientes de Brasil, Chile, Argentina, 
Canadá y Nueva Zelanda, y llegaron a la conclusión que las prácticas restaurativas deben ser 
configuradas a través de políticas públicas coordinadas, con la participación del Estado, la 
sociedad civil, así como con los organismo internacionales vinculados a los derechos humanos, 
y además suscribieron una declaración de principios y valores de solución alternativa de 
conflictos y Justicia restaurativa, denominada “Carta de Brasilia”62, en la que se recogen los 
siguientes principios:
1º El crimen, en primera instancia, lesiona las relaciones humanas, en segunda medida es 
una violación de la ley; cuando sucede un delito quienes salen lesionadas son las personas. 
2º La justicia restaurativa reconoce que el crimen está mal, pero también reconoce, que 
cuando él ocurre se plantean peligros y oportunidades; los peligros son los de escalada del 
conflicto, retaliaciones y nuevos brotes de violencia, y las oportunidades están en la opción de 
encarar el caso con un sentido de transformación del delito puntual y de todo lo que está a su 
base, no se aplica con el ánimo del castigo y la sanción. 
 3º En un delito hay víctimas primarias y secundarias; tendemos a pensar como víctimas 
solamente en la persona o personas que sufren en primer nivel el daño, o en sus seres más 
cercanos, pero hay siempre más víctimas, incluso alrededor del ofensor, pues no se debe perder 
de vista que este enfoque abre el marco de interpretación de los hechos haciendo visibles que el 
impacto del delito y la violencia también afecta a otros miembros de la sociedad. 
en conciliar de la mejor forma posible la prevención general, la prevención especial orientada a la 
integración social y la limitación de la pena en un Estado de Derecho”
61 Siguiendo a ROXIN, C. (“La evolución de la política criminal…, ob. cit. pp. 35-36) quien 
manifiesta que “la relevancia sancionadora de la reparación y el acuerdo entre autor y víctima es por 
tanto un ejemplo modélico de la política criminal”
62 MINISTERIO DE JUSTICIA, “Conclusiones Foro Iberoamericano de Acceso a la Justicia”, 
Editado por el Ministerio de Justicia de Chile, responsable GONZÁLEZ RAMÍREZ, I., Santiago de 
Chile, 2006, pp. 107 y ss.
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4º Atiende las necesidades de víctimas, comunidad y ofensores, pues propone una mirada 
incluyente de todos los que participan de manera directa o indirecta en el hecho delictivo y sus 
efectos.
5º Se da respuesta al crimen por la vía de la voluntad y la cooperación, con un mínimo de 
coerción. La justicia restaurativa es una forma alternativa de tratamiento del delito y la violencia 
a la que deben llegar voluntariamente víctima y ofensor, pues de este consentimiento deriva el 
compromiso y las posibilidades de que el proceso sea realmente restaurativo. 
6º El papel de la comunidad es de cooperación, soporte y observación; esto es muy importante, 
es la comunidad la que debe acompañar el proceso para que quienes participan en él no salgan 
más dañados, pero también para que se cumplan las reglas de juego y los acuerdos. 
7º No siempre los ofensores querrán cooperar, en esos casos es necesaria la intervención 
de autoridades externas al proceso; no se puede perder de vista que estamos en un contexto 
regulado por un sistema jurídico, que funciona acorde con una legislación y en el marco 
constitucional, por ello en ningún caso la justicia restaurativa podrá aislarse de este marco 
jurídico, por el contrario, debe apoyarse en él. 
8º El énfasis no está en la seguridad, sino en la construcción de valores y de una ética de 
la responsabilidad; éste es el fin último y la principal diferencia con la Justicia retributiva; 
no se busca el castigo, sino la transformación de la injusticia por la vía del diálogo y la 
responsabilidad.
9º El papel de la comunidad es la construcción de una ética y una moral que ayude a 
contener el deseo de venganza; es el reconocimiento de la dimensión humana del delito y 
las manifestaciones violentas del conflicto. Requiere que la comunidad genere estructuras de 
seguimiento y supervisión de los acuerdos. El primer paso es la construcción de condiciones 
para que víctima y ofensor puedan dialogar, pero a este paso siguen muchos otros, lograr 
acuerdos, velar por su cumplimiento y también crear las condiciones para que los actores del 
proceso logren transformar su lugar en la comunidad.
10º No hay un modelo único de justicia restaurativa; como ésta es una justicia que atiende los 
aspectos sociales, psicológicos, jurídicos y culturales presentes en el delito y la violencia, debe 
ser diseñada para responder a las particularidades de cada grupo social, pero ello no implica 
desconocer los principios. 
Y en relación a los valores que promueven la Justicia restaurativa, según PEARSON63, 
son: “La participación voluntaria y activa, el respeto mutuo, la honestidad, la humildad, la 
recuperación de las relaciones, la aceptación de responsabilidad, el empoderamiento y la 
esperanza en el futuro”.
63 PEARSON, A., “La Justicia Restaurativa” en “Señales de Convivencia” Boletín Trimestral del Programa 
Nacional Casas de Justicia. Noviembre Nº 8, 2004, http://www.pfyaj.com/checchi/publicaciones/Sexales_de_
Convivencia_No_8-.
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Para concluir este punto es importante señalar que la Justicia restaurativa puede ser entendida 
también como una “filosofía de vida”64, que se aparta de las cuestiones técnicas procedimentales 
y apuesta por el fortalecimiento de una ética de la convivencia, por ello, de manera opuesta 
a lo que la Justicia positiva propone, la Justicia restaurativa es moralizante y busca, con la 
participación de la comunidad, de la víctima y el victimario, cimentar las bases de la paz. Esta 
forma de entender la Justicia restaurativa es también muy cercana a los principios, valores y 
argumentos de la no-violencia, tal y como los presenta LÓPEZ MARTÍNEZ65: 
1º El valor de la vida y el principio de No Matar66; así como la no-violencia se propone 
el gran objetivo de humanizar, y en ese sentido preservar la vida en todas sus expresiones, la 
justicia restaurativa busca, igualmente, la preservación de la vida y sobre todo de la dignidad 
humana. Por ende el castigo no tiene sentido pues no apela a la violencia como forma de lograr 
la justicia, sino que busca rescatar lo humano que hay en los victimarios y dignificar a las 
víctimas, como la salida más adecuada a cualquier delito o manifestación de violencia. 
2º El valor de la justicia a través de la búsqueda de la verdad; la no-violencia propone más 
que la búsqueda de la verdad, un diálogo de verdades, textualmente dice: “Buscar la verdad 
para la no- violencia (...) no es que parta de poseer una verdad y la muestre o exija para que los 
demás la compartan o la tengan, sino que ofrece respuestas limitadas - no absolutas - e invita a 
indagar, averiguar y buscar la verdad como si fuese una aventura cordial, una exposición hacia 
lo desconocido, una apertura al descubrimiento”67. 
En este mismo sentido, la Justicia restaurativa manifiesta diversos tipos de verdades: verdad 
judicial, verdad personal, verdad social y verdad restaurativa. La primera es la que juega en los 
procesos jurídicos, es decir la que se puede “probar” y por ello siempre será limitada y tiene 
sobre todo un propósito castigador que conduce a una dinámica de mínimos, pues entre menos 
se diga y conozca menor será el castigo. La segunda, la verdad personal, es una verdad relativa, 
pues se refiere a las experiencias, emociones y recuerdos que cada uno tiene en relación con 
un hecho particular. Es posible que dos personas en el mismo lugar y a la misma hora tengan 
dos versiones diferentes de un hecho y ello está influenciado por la manera como el hecho le 
impacta, por cuestiones ideológicas y hasta por su propia historia. La tercera, es una verdad que 
se construye a partir de muchas verdades personales y hasta verdades jurídicas, es lo que queda 
en la memoria de la sociedad como historia y reflexión ética. Y la última, la verdad restaurativa 
es la que permite trascender la violencia, aprender de ella, empoderar a las víctimas y crear 
condiciones para la superación del estigma de los victimarios.
64 Sobre ello BRITO RUIZ, D., “Justicia Restaurativa. Reflexiones sobre la experiencia de Colombia”, 
Universidad Técnica Particular de Loja, Colección Cultura de la Paz, Ecuador, 2010. 
65 LÓPEZ MARTÍNEZ, M., “Política sin Violencia. La no-violencia como humanización de la política” Proyecto 
Editorial UNIMINUTO, Bogotá, 2006; “NO-VIOLENCIA. Teoría política y experiencias históricas”, Editorial de la 
Universidad Tecnológica Nacional, Centro de Investigación de la Paz, El Chaco (Argentina), 2012.
66 LÓPEZ MARTÍNEZ, M., “NO-VIOLENCIA…, ob. cit. (2012) pp.21-25. 
67 LÓPEZ MARTÍNEZ, M., “NO-VIOLENCIA…, ob. cit. (2012) pp.26-27.
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3º El valor de la confianza humana a través del diálogo; la no-violencia define el diálogo 
como; “El diálogo no es una cuestión de estrategias y tácticas, de resultados concretos 
y tangibles, sino una sabia mezcla de argumentos y sentimientos, de cabeza y corazón (...) 
Dialogar significa trabajar por la reciprocidad, por compartir, por la mutualidad. El diálogo 
nace de la aceptación del otro, del reconocimiento de una dignidad paritaria de la persona con 
la que se entabla la conversación”68.
Por su parte, la Justicia restaurativa busca crear espacios de diálogo, en los que las 
personas afectadas por el delito o la violencia, con el acompañamiento de otras que les sean 
significativas, logren hallar las causas más profundas del delito, dando lugar a emociones y 
sentimientos para construir salidas adecuadas al conflicto. Por ello en la justicia restaurativa 
no hay un juez que dicte sentencia, ni un código que prescriba la pena. Las formas de 
restauración se construyen en el espacio dialogado dando así posibilidades a la creatividad y 
a nuevas formas de relacionarse.
4º El valor de la regeneración humana a través de la alternatividad y la creatividad; La no-
violencia da espacios a la creatividad en el sentido en que no es posible prever y predefinir cómo 
resolver un problema en particular. Propone además que se ponga al ser humano y su dignidad 
por encima de todo tipo de interés. Al respecto señala López69: “En definitiva la no-violencia 
plantea como principio de actuación la capacidad de pensar y actuar de manera alternativa 
y creativa por cuanto que –como tal- ve en ello un poder intrínseco, aquel que tiene toda 
alternativa por el hecho de serla o de quererlo ser. Por esa capacidad interna de no sentirse 
vencida o rendida ante las 30 adversidades, ante las contrariedades ante los impedimentos 
sociales o mentales”.
La creatividad y la alternatividad son también elementos esenciales en la Justicia restaurativa, 
pues justamente al romper con el esquema de códigos y fórmulas jurídicas, da espacio para la 
concertación basada en el respeto y la aceptación de responsabilidades que permite a la víctima 
desvictimizarse al tener voz y acción en los acuerdos y al victimario establecer un nuevo vínculo 
social con la comunidad a la que pertenece. Queda así presentado, que la justicia restaurativa, 
al igual que la no-violencia, y en general los estudios para la paz, son más que herramientas 
útiles para la transformación de la sociedad, son una filosofía de vida. Ponen toda su esperanza 
y énfasis en lo humano y en la construcción de justicia y equidad social; en resumen, propenden 
por la transformación de lo injusto y la dignificación de lo humano70.
68 LÓPEZ MARTÍNEZ, M., “NO-VIOLENCIA…, ob. cit. (2012) pp. 27-28.
69 LÓPEZ MARTÍNEZ, M., “NO-VIOLENCIA…, ob. cit. (2012) p. 28.
70 Sobre ello SEGOVIA BERNABE, J.L. “La cárcel ¿lugar de reconciliación? Consideraciones 
desde la Justicia restaurativa” Estudios eclesiásticos, Vol. 90, Nº. 353, 2015, pp 325-346; “Propuestas 
ético-legales para avanzar en la justicia restaurativa y humanizar el sistema penitenciario” en Corintios 
XIII: Revista de teología y pastoral de la caridad, Nº 137-138, 2011 (Ejemplar dedicado a: Iglesia, 
colectivos vulnerables y Justicia restaurativa. “Por una pastoral de justicia y libertad”: VIII Congreso 
Nacional de Pastoral Penitenciaria, Madrid, 10 al 12 de septiembre de 2010), pp. 323-332
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Desde estos principios y valores surge una nueva forma de pensar la Justicia penal basada 
en una filosofía responsabilizadora, restauradora, y reintegradora que permite al infractor 
responder ante la víctima, responsabilizándose de la restauración del agravio cometido, como 
manera, además, de reintegrarse de nuevo a la comunidad. Para autores como BRAITHWAITE71 
la Justicia restaurativa representa, además, un “estilo de vida” y señala al respecto que “es 
un camino para transformar el sistema legal en su conjunto, nuestro estilo de vida, nuestra 
conducta en el ámbito laboral y la manera de actuar de los políticos”.
2.4. Estructura 
A criterio de PAUL MCCOLD Y TED WACHTEL72 la teoría de la Justicia restaurativa tiene 
tres estructuras conceptuales distintas, pero relacionadas: 1º La ventana de la disciplina social; 
2º la función de las partes interesadas; 3º la tipología de las prácticas restaurativas.
1º La ventana de la disciplina social; tradicionalmente, la sociedad ha encarado la obligación 
de decidir cómo mantener la disciplina social. Hasta hace poco tiempo, la única manera eficaz 
de disciplinar a quienes proceden indebidamente era mediante el castigo.
Esta teoría se genera mediante la combinación de dos elementos en el tratamiento del 
infractor: el control, entendido como la imposición de limitaciones o ejercicio de influencia 
sobre otros, y el apoyo, caracterizado por la enseñanza y la estimulación. Ambos elementos se 
pueden ejercer en dos niveles, uno alto y otro bajo.
El control social alto se caracteriza por la imposición de límites bien definidos y el 
cumplimiento de principios conductuales, y el bajo en cambio, se caracteriza por principios 
y normas de conducta débiles o inexistentes. A su vez, un apoyo social alto se caracteriza por 
una activa asistencia e interés por el bienestar de las personas. Un apoyo bajo, por la falta de 
estímulo y la mínima consideración por las necesidades de las personas.
Mediante la combinación de los elementos señalados en sus diversos niveles, la ventana de 
la disciplina social define cuatro enfoques para la conducta del infractor: El enfoque punitivo, 
con control alto y apoyo bajo, se denomina también “retributivo.” Éste tiende a estigmatizar a 
las personas, marcándolas indeleblemente con una etiqueta negativa; el enfoque rehabilitador 
o permisivo, con control bajo y apoyo alto, tiende a proteger a las personas para que no sufran 
las consecuencias de sus actuaciones, faltas o delitos; el enfoque negligente ejerce un control 
71 BRAITHWAITE J., “Principles of Restorative Justice” en Restorative Justice ¬Criminal Justice. 
Compeing or reconciliable paradigms” in A. VON HIRSCH et. at. (eds) Restorative Justice and 
Criminalk Justice: Competing or Reconcilable Paradigms? 2003, pp. 1-20/1.
72 MCCOLD, P. y WACHTEL, T., “En busca de un paradigma: una teoría sobre Justicia 
Restaurativa”, Ponencia presentada en el XIII Congreso Mundial sobre Criminología, del 10 al 15 de 
agosto de 2003, en Río de Janeiro, Brasil, en www.iirp.edu/pdf/paradigm_span.pdf, pp. 1-4.
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bajo y un apoyo bajo, y se caracteriza por la indiferencia y la pasividad; el enfoque restaurativo, 
con control alto y apoyo alto, desaprueba las conductas antisociales, además de ratificar el valor 
intrínseco de las partes del conflicto y los infractores.
La esencia de la Justicia restaurativa es la resolución de problemas de manera colaboradora. Las 
prácticas restaurativas brindan una oportunidad para que aquellas personas afectadas por un conflicto 
desarrollen un plan para reparar el daño causado o evitar que ocurra nuevamente. De este modo, es 
reintegrativo y permite que el delincuente rectifique su conducta, eliminando el etiquetaje.
2º La función de las partes interesadas; en su participación en el conflicto, se distinguen 
los intereses de las partes primarias, que son aquellas personas más afectadas por una ofensa o 
actitud antisocial, como las partes y aquellos que tienen una conexión afectiva importante con 
éstos, como los padres, cónyuges, hermanos, amigos, maestros o compañeros de trabajo, quienes 
también se ven directamente involucrados. Ellos constituyen las comunidades de apoyo, lo cual 
exige una participación activa para lograr el mayor nivel de sanación frente a un grave conflicto. 
Las partes interesadas secundarias son las indirectamente afectadas por el daño, incluyen a 
aquellas personas que viven cerca o que pertenecen a organizaciones educativas, sociales o 
comerciales del lugar, y la sociedad toda. Su daño es indirecto e impersonal, sus necesidades 
son colectivas e inespecíficas, y su mayor respuesta restaurativa es apoyar los procedimientos.
Las partes del conflicto afectadas por éste o las víctimas se ven perjudicadas por la 
pérdida de control que sufren como consecuencia del delito, por lo que necesitan recuperarlo 
transformándose en participantes del proceso restaurativo. A su vez, los ofensores dañan sus 
relaciones con sus propias comunidades de apoyo, traicionando su confianza. Para recobrarla, 
necesitan también obtener control personal para asumir su responsabilidad por la ofensa o 
delito cometido. Finalmente, las comunidades de apoyo de las partes satisfacen sus necesidades 
asegurando que se reconozca el carácter erróneo de una conducta que rompe el equilibrio en la 
convivencia social, que se tomen medidas constructivas para evitar su reincidencia y que los 
involucrados se reintegren a la comunidad.
Las partes interesadas secundarias no deben despojar del conflicto a aquellos a quienes les 
pertenece, interfiriendo en la oportunidad de sanación y reconciliación. Su respuesta restaurativa 
debe ser apoyar y facilitar los procedimientos y resultados acordados por las partes primarias. 
Dichos procedimientos reinsertarán a las partes en la comunidad, mediante el empoderamiento de 
las personas y el fortalecimiento del capital social que otorga la participación de los ciudadanos 
en la solución de sus propios conflictos.
3º La tipología de las prácticas restaurativas; la justicia restaurativa es un proceso que involucra 
a las partes interesadas primarias - las partes y sus comunidades de apoyo - en la decisión sobre 
la mejor manera de reparar el daño ocasionado por una conducta que afecta la convivencia social, 
para lograr su restauración, asumir la responsabilidad y llegar a un acuerdo.
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 El grado en el que las tres partes participan en intercambios emocionales significativos y 
la toma de decisiones, es el grado según el cual esta práctica es calificada como más o menos 
“restaurativa.” Cuando las prácticas de la justicia incluyen sólo a un grupo de partes interesadas 
primarias, como en el caso del resarcimiento económico para las víctimas por parte del gobierno, 
el proceso sólo se puede llamar parcialmente restaurativo. Cuando un procedimiento como el de 
mediación entre las partes, incluye sólo a dos partes interesadas, excluyendo a las comunidades 
de apoyo, el proceso es mayormente restaurativo. Finalmente, el proceso es completamente 
restaurativo sólo cuando los tres grupos de partes interesadas primarias participan activamente, 
como por ejemplo, en reuniones de restauración o círculos de paz.
2.5. Técnicas y programas
Desde los postulados descritos anteriormente son diversas las técnicas y programas que el 
ordenamiento jurídico puede diseñar para alcanzar tales objetivos restaurativos73. 
El Decimoprimer (XI) Congreso de Naciones Unidades sobre la “Prevención del delito y el 
tratamiento del delincuente” celebrado en Bangkok en el año 2005 instó a los Estados miembros 
a reconocer la importancia de desarrollar políticas, procedimientos y programas de Justicia 
restaurativa74 que incluyeran alternativas a los procesos judiciales. Fruto de este Congreso la 
Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNOCD) publicó en el año 2006 un 
Manual sobre Programas de Justicia restaurativa75 donde se sintetizaban los conocimientos y 
avances realizados hasta el momento en materia de Justicia restaurativa, con el propósito de 
ayudar a los países a implementar programas restaurativos en sus respectivas legislaciones76.
73 En la doctrina anglosajona con una larga experiencia en el modelo restaurador, encontramos 
diversas vías instrumentales: Face-to face conferences of victims, offenders and stakeholder, Face-
to-face mediation, Shuttle communication o shuttle diplomacy mediation, Victim-absent discussions 
with offender and supporters about crime o offender-absent discussions with victim and supporters 
about crime, Sentencencing circles led by a judge y Court-ordered restitution. Sobre ello BARONA 
VILAR, S., “Mediación penal. Fundamentos, fines y régimen jurídico”, Ed. Tirant lo Blanch, 2011, 
pp. 144-149.
74 Programas de Justicia restaurativa significa cualquier programa que usa procesos restaurativos y 
busca lograr resultados restaurativos.
75 “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, 
en www.unodc.org. Dicho Manual contiene siete secciones. La primera revisa los principales conceptos 
involucrados, así como los valores y objetivos de la justicia restaurativa y participativa. La sección dos 
habla sobre el uso de programas restaurativos, mientras que la sección tres se enfoca en la pregunta 
del marco normativo para tales programas. Las secciones restantes tratan sobre varios aspectos de 
la implementación de un programa restaurativo exitoso. Tratan respectivamente sobre el diseño y la 
implementación del programa, la operación del programa y la movilización de bienes comunitarios, 
así como asuntos y descubrimientos de la evaluación del programa. El énfasis está en presentar la 
información y referirse a ejemplos que serán útiles en el desarrollo de nuevos programas en una variedad 
de contextos sociales, culturales y legales.
76 Con anterioridad en el año 2002 el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas adoptó 
una resolución que contiene un conjunto de Principios básicos sobre la Utilización de Programas de 
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a) Premisas 
Según el referido Manual sobre Programas de justicia restaurativa de Naciones Unidas, las 
premisas subyacentes de cualquier programa de justicia restaurativa se basan en: 1º Que la 
respuesta al crimen deba reparar tanto como sea posible el daño sufrido por la víctima; 2º que 
los delincuentes entiendan que su comportamiento no es aceptable y que tuvo consecuencias 
reales para la víctima y la comunidad; 3º que los delincuentes puedan y deban aceptar la 
responsabilidad por sus acciones; 4º que las víctimas deban tener la oportunidad de expresar 
sus necesidades y de participar en determinar la mejor manera para que el delincuente haga 
reparación de daños y; 5º que la comunidad tenga la responsabilidad de contribuir a su 
proceso.
b) Características 
En el mencionado Manual elaborado por Naciones Unidas en el año 2006 sobre Programas 
de justicia restaurativa se establecen como características de los mismos que sean: 1º Una 
respuesta flexible a las circunstancias del crimen, el delincuente y la víctima que permite 
que cada caso sea considerado individualmente; 2º una respuesta al crimen que respete 
la dignidad y la igualdad de cada persona promoviendo la armonía social a través de la 
reparación de las víctimas, delincuentes y comunidades; 3º una alternativa viable en muchos 
casos al sistema judicial penal formal y a sus efectos estigmáticos sobre los delincuentes; 4º 
una metodología que puede usarse en conjunto con procesos y sanciones de justicia penal 
tradicional; 5º una metodología que incorpora la solución de problemas y se dirige a las 
causas subyacentes del conflicto; 6º una metodología orientada a los daños y necesidades 
de las víctimas; 7º una metodología que motiva al delincuente para comprender las causas y 
efectos de su comportamiento y a asumir su responsabilidad de una manera significativa; 8º 
una metodología flexible y variable que puede adaptarse a las circunstancias, tradición legal, 
principios y filosofías subyacentes de sistemas de justicia penal y nacional ya establecidas; 9º 
una metodología adecuada para lidiar con muchos tipos diferentes de ofensas y delincuentes, 
incluyendo varias ofensas muy serias; 10º una respuesta al crimen que es particularmente 
adecuada para situaciones en las que delincuentes juveniles están involucrados y en donde un 
objetivo importante de la intervención sea enseñar a los delincuentes valores y habilidades 
nuevas; 11º una respuesta que reconozca el rol de la comunidad como principal sitio para 
prevenir y responder al crimen y desorden social. 
Justicia Restaurativa en Materia penal. Dichos principios se recogen en el Manual sobre Programas de 
Justicia Restaurativa publicado en el año 2006 por la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el 
Delito (UNOCD).
Por su parte La Unión Europea en el año 2001 aprobó una Decisión sobre el Marco de trabajo 
declarando que los Estados miembros debían promover la mediación en casos criminales e implementar 
sus instrumentos legales para el 2006 – legislación que será analizada en el Capítulo III-.
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c) Objetivos 
Los objetivos que el Manual elaborado por Naciones Unidas en el año 2006 sobre Programas 
de justicia restaurativa atribuye a dichos Programas se pueden sintetizar de la siguiente 
manera:
1º Apoyar a las víctimas, darles una voz, motivarlas a expresar sus necesidades, permitirles 
participar en los procesos de resolución y ofrecerles ayuda. Durante las últimas décadas 
aproximadamente, los sistemas de justicia penal se han enfocado más directamente en las 
necesidades de las víctimas. En 1985, la Asamblea General adoptó una Declaración de Principios 
Fundamentales de justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder que establece 
que “mecanismos informales para la resolución de disputas, incluyendo mediación, arbitraje y 
derecho consuetudinario o prácticas nativas, deben utilizarse cuando sea adecuado para facilitar 
la conciliación e indemnizar a las víctimas”77.
Ahora se sabe mucho más sobre las necesidades de las víctimas del crimen y de las maneras 
en que el sistema de justicia penal puede dirigirse a estas necesidades – como p. ej.: la necesidad 
de información, participación, expresión, empatía, indemnización, restauración de un sentido de 
control y seguridad, etc…-. Sin embargo, aún permanecen quejas frecuentes de que el proceso 
de justicia penal formal ignora las necesidades y deseos de las víctimas. En contraste, un proceso 
de justicia restaurativa, a menudo está adecuado de manera única para satisfacer muchas de las 
necesidades importantes de las víctimas, en lo particular, el proceso de justicia formal no está 
diseñado para permitir a las víctimas el describir la naturaleza y las consecuencias del crimen, 
77 Asamblea General resolución 40/34 del 29 de Noviembre de 1985, párrf. 7. Actualmente la 
Directiva 2012/19/UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 en su art. 12 
establece el “Derecho a garantías en el contexto de los servicios de justicia reparadora 1. Los Estados 
miembros adoptarán medidas para proteger a la víctima contra la victimización secundaria o reiterada, 
la intimidación o las represalias, medidas que se aplicarán cuando se faciliten servicios de justicia 
reparadora. Estas medidas garantizarán que aquellas víctimas que opten por participar en procesos de 
justicia reparadora tengan acceso a servicios de justicia reparadora seguros y competentes, siempre 
que se cumplan, como mínimo, las condiciones siguientes: a) que se recurra a los servicios de justicia 
reparadora si redundan en interés de la víctima, atendiendo a consideraciones de seguridad, y se basan 
en el consentimiento libre e informado de la víctima; el cual podrá retirarse en cualquier momento; b) 
antes de que acepte participar en el proceso de justicia reparadora, se ofrecerá a la víctima información 
exhaustiva e imparcial sobre el mismo y sus posibles resultados, así como sobre los procedimientos para 
supervisar la aplicación de todo acuerdo; c) el infractor tendrá que haber reconocido los elementos 
fácticos básicos del caso; d) todo acuerdo deberá ser alcanzado de forma voluntaria y podrá ser tenido 
en cuenta en cualquier otro proceso penal; e) los debates en los procesos de justicia reparadora que no 
se desarrollen en público serán confidenciales y no se difundirán posteriormente, salvo con el acuerdo 
de las partes o si así lo exige el Derecho nacional por razones de interés pú blico superior. 2. Los Estados 
miembros facilitarán la derivación de casos, si procede, a los servicios de justicia reparadora, incluso 
mediante el establecimiento de procedimientos u orientaciones sobre las condiciones de tal derivación” 
siguiendo el Manual de programas de justicia restaurativa de Naciones Unidas, 2006
Y en España la LO 1/2015 de 30 de marzo en virtud de la cual se modificó el CP, se contempla 
la posibilidad de suspender la ejecución de la pena de prisión con la obligación de cumplir el acuerdo 
alcanzado en un proceso de mediación entre infractor y víctima – art. 84.1.ª CP- y por su parte la LO 
4/2015 de 27 de abril, en virtud de la cual se aprobó el Estatuto de la víctima se legitima a ésta para 
intervenir durante la fase de ejecución de la pena de prisión.
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ni mucho menos hacerle preguntas al delincuente. El modelo de justicia restaurativa puede 
apoyar un proceso en donde las visiones e intereses de las víctimas cuentan, en donde pueden 
participar y ser tratados de manera justa y con respeto y recibir restauración e indemnización. 
Al participar en la toma de decisiones, las víctimas tienen voz para determinar qué puede ser un 
resultado aceptable para el proceso y poder tomar pasos hacia un cierre. 
2º Reparar las relaciones dañadas por el crimen, en parte llegando a un consenso sobre 
cómo responder mejor a él. De hecho, a menudo se discute que el enfoque de la respuesta 
no debe ser solamente en el incidente criminal, sino en las relaciones que afectan o dañan. 
Al fortalecer la comunidad se puede a veces prevenir la herida. Un factor clave de la justicia 
restaurativa es que la respuesta al comportamiento criminal se enfoca en más que solamente en 
el delincuente y en la ofensa. El hacer las paces, la resolución de conflictos y recrear relaciones 
se ven como los principales métodos para lograr la justicia y apoyar a la víctima, al delincuente 
y los intereses de la comunidad. También puede ser útil para identificar causas subyacentes del 
crimen y desarrollar estrategias de prevención de delitos.
3º Denunciar el comportamiento criminal como inaceptable y reafirmar los valores de 
la comunidad; el denunciar ciertos comportamientos es un objetivo del proceso de justicia 
restaurativa justo como ha sucedido en la justicia tradicional. Sin embargo, la manera en que 
el comportamiento se denuncia es diferente. La denuncia se logra de manera más flexible, 
tomando en cuenta no solamente las reglas, sino también las circunstancias individuales de la 
ofensa, la víctima y el delincuente. Está diseñada para ser una denuncia positiva dentro de un 
proceso más largo en lugar de único enfoque de la intervención. El cómo se ve la denuncia y 
cómo se lleva a cabo durante el proceso restaurativo variará de gran manera, pero permanece 
como una parte esencial del proceso. A veces, los problemas pueden obviamente incrementarse 
cuando los valores que cierta comunidad reafirma a través del proceso de justicia restaurativa 
no son congruentes con los enaltecidos en las leyes existentes.
4º Motivar la responsabilidad de todas las partes relacionadas, especialmente por los 
delincuentes; el proceso restaurativo está creado para que sea más fácil para los delincuentes el 
asumir la responsabilidad por su comportamiento y sus consecuencias. Un proceso restaurativo 
se mueve de solamente evaluar la culpa legal a intentar determinar la responsabilidad personal 
del crimen y sus consecuencias, en lugar de uno meramente pasivo impuesto por otros, es lo 
que incentiva. A terceros que hayan jugado un papel en el delito o en las circunstancias que 
lo provocaron también se les motiva a asumir la responsabilidad de su parte en el incidente. 
Eso tiene el efecto de ampliar el proceso más allá del incidente específico, de la víctima y 
del delincuente. La manera en que esta responsabilidad provoca una acción, en particular 
disculpas y restauración, se deja abierta para que se determine a través del proceso en sí y no 
a través de la aplicación automática de algunas reglas legales generales. En el mejor de los 
casos, el proceso puede provocar que el delincuente no solamente asuma la responsabilidad 
sino también experimente una transformación cognitiva y emocional y mejore su relación 
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con la comunidad y, dependiendo de la circunstancia en particular, con la víctima y la familia 
de la víctima.
5º Identificar resultados restaurativos y directos; en lugar de enfatizar las reglas que 
se violaron y el castigo que debe ser impuesto, las metodologías restaurativas tienden 
a enfocarse principalmente en las personas que se han dañado. Un proceso de justicia 
restaurativa no necesariamente descarta todas las formas de castigo – p. ej.: multas, 
encarcelamiento, libertad condicional – pero se enfoca principalmente en resultados 
restaurativos y directos. El resultado restaurativo que se ha dedicado a la reparación, 
tanto como sea posible, del daño causado por el delito proporcionando al delincuente una 
oportunidad de realizar una reparación significativa. La justicia restaurativa está basada 
en relaciones y se esfuerza en conseguir resultados que satisfagan un amplio grupo de 
partes interesadas.
6º Reducir reincidencias para motivar el cambio en delincuentes individuales y facilitar su 
reintegración a la comunidad; el comportamiento pasado de individuos y sus consecuencias 
son claramente una preocupación central del proceso restaurativo, pero también lo es el 
comportamiento futuro del delincuente. Una obligación del delincuente como se relaciona a su 
comportamiento futuro es usualmente un componente esencial de acuerdos a los que se llega a 
través de mediación u oros procesos restaurativos. El transformar o reformar al delincuente a 
través del proceso restaurativo es un objetivo legítimo del proceso y así es la prevención de la 
reincidencia. La insistencia en que los delincuentes entiendan y acepten la responsabilidad de 
las consecuencias de sus acciones claramente tiende afectar el comportamiento futuro de los 
delincuentes. Se entiende que la comunidad y las agencias establecidas tienen un rol que jugar 
en este proceso.
7º Identificar factores que causan crimen e informar a las autoridades responsables para la 
estrategia de reducción del delito; el proceso restaurativo es un proceso abierto que motiva una 
discusión franca de los antecedentes del delito en un espíritu de explicación en lugar de crear 
excusas. Si, por ejemplo, se revela que delincuentes vienen de áreas con déficits permanentes, 
se deben tomar acciones para remediar el problema.
d) Clases 
El Manual de Naciones Unidas del año 2006 sobre Programas de Justicia restaurativa, 
destaca, entre otros, tres tipos de técnicas o programas restaurativos: 1º La mediación entre 
víctima y delincuente; 2º las conferencias grupales de comunidad y familia y; 3º los círculos de 
sentencia (sentencia en círculo)78.
78 Las técnicas restaurativas aquí reseñadas – mediación, conferencias de grupo y paneles 
sentenciadores - volverán a ser tratadas en el Capítulo III, apartado 1.3, con motivo de su estudio en el 
plano nacional español.
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1º La mediación entre víctima y delincuente79
Los programas de mediación víctima-delincuente –también conocidos como programas 
de reconciliación víctima-delincuente – estaban entre las primeras iniciativas de justicia 
restaurativa. Estos programas están diseñados para dirigirse a las necesidades de las víctimas 
mientras se aseguran que los delincuentes se hagan responsables de sus delitos.
Los programas pueden ser operados por agencias gubernamentales y organizaciones sin 
fines de lucro y están generalmente restringidos a casos que involucran delitos menos graves. 
Las referencias pueden venir de la policía, de los fiscales, de los tribunales y los “oficiales” de 
libertad condicional. Los programas pueden operar en el juicio pre-sentencia, post-sentencias / 
pre-juicio y post-juicio e involucran la participación activa de la víctima y del delincuente. Los 
programas también pueden ofrecer un proceso pre-sentencia que termine en recomendaciones 
de sentencias. Cuando el proceso sucede antes de la sentencia, el resultado de la mediación 
normalmente regresa a la atención del fiscal o del juez para su consideración. El proceso de 
mediación víctima-delincuente también puede usarse exitosamente durante el encarcelamiento 
del delincuente y puede ser parte de su proceso de rehabilitación aún en casos de delincuentes 
con condenas largas.
Es más probable que el proceso de mediación cumpla sus objetivos completamente si la 
víctima y delincuente se reúnen cara a cara, pueden expresar sus sentimientos directamente entre 
sí y desarrollan un nuevo entendimiento de la situación. Con ayuda de un facilitador entrenado 
– mediador-, pueden llegar a un acuerdo que les ayudará a ambas partes a proporcionar un cierre 
para el conflicto. De hecho, el mediador normalmente se reúne por separado con ambas partes 
antes de un encuentro directo y puede ayudarles a prepararse para el encuentro conjunto. Esto 
se realiza para asegurarse, entre otras cosas, de que la víctima no sea victimizada por segunda 
vez por el encuentro con el delincuente y que el delincuente reconozca la responsabilidad 
del incidente – conflicto- y sea sincero en querer reunirse con la víctima. Cuando es posible 
un contacto directo entre la víctima y el delincuente, no es común para alguno o ambos el 
ser acompañado por un amigo de apoyo. El segundo sin embargo, no siempre participa en la 
discusión. 
Finalmente, sin importar los métodos de una reunión cara a cara facilitada, el contacto directo 
entre la víctima y el delincuente no siempre es posible o deseado por la víctima. Los procesos 
de mediación indirectos cuando el mediador se reúne con las partes de manera sucesiva y por 
separado son también ampliamente usados.
Para realizar una mediación deben darse tres circunstancias básicas: 1ª Que el delincuente 
acepte o al menos no niegue la responsabilidad del delito cometido; 2ª La voluntariedad 
79 Sobre ello BAZERNORE, G. y GRIFFITHS, C.T., (“Conferences, Circles, Boards, and Mediations: 
Scouting the “New Wave” of Community Justice Decision Making Approaches” Federal Probation 61, 
June, 1997, pp. 25-38) citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: 
Publicaciones Naciones, 2006, p. 16.
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de ambas partes - víctima/delincuente - . Tanto la víctima como el delincuente deben estar 
dispuestos a participar; 3ª Ambas partes – víctima/delincuente – deben considerar si es seguro 
estar involucrados en dicho proceso de mediación. 
En la mediación víctima-delincuente, las víctimas a menudo requieren ayuda y asistencia y 
dan mucha importancia a la sanción o a la forma de una resolución o de un acuerdo restaurativo. 
También se permite decirle al delincuente cómo le afectó el delito y pedirle información sobre 
el mismo. El proceso de mediación no siempre implica un contacto directo entre víctima y 
delincuente. Cuando hay contacto directo, la víctima es a menudo invitada a hablar primero 
durante la mediación como una forma de fortalecimiento.
El mediador ayuda a ambas partes a llegar a un acuerdo que satisfaga las necesidades de 
ambas partes y proporcione una resolución al conflicto. Cuando el proceso ocurre antes de 
la sentencia, un acuerdo de conciliación mediado entre el delincuente y la víctima puede 
enviarse al Tribunal y puede incluirse en la sentencia o en las condiciones de la orden de 
aprobación80. 
2º Conferencias grupales de comunidad y familia81
Esta técnica restaurativa tiene su origen en los modelos tradicionales aborígenes maoríes de 
Nueva Zelanda para resolver conflictos. A partir de la década de los ochenta y noventa comenzó 
a implantarse en la legislación nacional de Nueva Zelanda sobre todo en el proceso de justicia 
juvenil.
Cada proceso de conferencia tiene un facilitador o mediador. El enfoque del proceso de 
conferencias es más amplio que el de los programas de mediación regular. Involucra reunir a la 
familia y amigos de la víctima y del delincuente, y a veces también a miembros de la comunidad 
para que participen en un proceso facilitado profesionalmente de cara a identificar resultados 
deseables de las partes, dirigirse a las consecuencias del delito y explorar maneras adecuadas de 
prevenir el comportamiento delictivo. 
80 En la República Checa, el Servicio de Libertad Condicional y Mediación está involucrado en 
procedimientos pre-juicio y en corte como un intento de mediar resoluciones efectivas y prosociales 
para conflictos relacionados con delitos. La mediación solamente puede ser llevada a cabo con el 
consentimiento voluntario de las dos partes. Los mediadores son hábiles para las negociaciones efectivas. 
Ayudan a las partes en conflicto a llegar a un acuerdo y a llegar a una solución mutuamente aceptada. 
Su tarea es manejar el proceso de negociación, para crear condiciones permitiendo el entendimiento 
entre las partes, alcanzar una solución, tomar en cuenta los intereses de las partes. Los mediadores no 
evalúan el conflicto ni deciden la forma de su solución. Sobre ello OUREDNICKKOVÁ, L., PILNY, O., 
RABINÁKOVÁ, D., ITERN, P., (Prefacio de la edición checa de : Riskin, L., Arnold, T., Keating, J. M., 
Mediace and jakresit Konflikty -Mediación o cómo resolver conflictos-, Prha: Francia, 1996, pp. 7-10) 
citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 
2006, p. 15.
81 Sobre ello BAZERNORE, G. Y GRIFFITHS, C.T., (ob. cit.) citados en el “Manual de Programas 
de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 16.
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El objetivo de una conferencia de grupo familiar es confrontar al delincuente con las 
consecuencias del delito, desarrollar un plan reparador y en casos más graves – en el modelo de 
Nueva Zelanda -, determinar la necesidad de una supervisión más restrictiva. 
Debido a que participa un círculo más amplio de personas que las involucradas directamente 
en el conflicto. Estos procesos de conferencias son particularmente efectivos como medios de 
asegurar que el delincuente siga cumpliendo los objetivos acordados. De hecho, otros miembros 
del círculo frecuentemente tienen un rol continuo que jugar en supervisar el comportamiento 
futuro del delincuente y asegurarse que cumplan con las medidas rehabilitadoras y reparadoras 
que ha acordado.
Las conferencias comunitarias a menudo se usan también como un programa de medidas 
alternativas a las que el delincuente puede ser remitido desde el sistema de justicia penal. 
Tales programas tienden a ser manejados por grupos o agencias comunitarios. El círculo está 
compuesto normalmente por los más preocupados por el delincuente y la víctima y cualquier 
otro miembro de la comunidad con interés en el proceso – p. ej.: educadores o maestros en caso 
de un delincuente joven o un empleador - . 
La agencia o grupo comunitario al que se refiere el delincuente es también responsable de 
supervisar el cumplimiento del delincuente con los términos del acuerdo y puede o no funcionar 
bajo la supervisión directa de las leyes y oficiales de justicia.
 Dentro de esta técnica restaurativa - conferencias grupales de comunidad y familia – cabe 
destacar los Comités pacificadores de Sudáfrica:
En 1997, el Programa de Paz Comunitaria puso en marcha un proyecto experimental con 
el objetivo de diseñar un nuevo modelo de resolución de disputas en el que tomara parte la 
comunidad. El proyecto se realizó en una comunidad local de Zwelethemba (Sudáfrica), un 
Ayuntamiento local cerca de Worcester. Los comités de paz estaban compuestos por residentes 
locales quienes practicaban la pacificación y construcción de ambientes pacíficos. La pacificación 
giraba alrededor de resolver conflictos específicos, mientras que la construcción de ambientes 
pacíficos estaba orientada a resolver problemas subyacentes en la comunidad como pobreza o 
falta de acceso a servicios básicos. Las actividades para construir ambientes pacíficos lidiaban 
con un rango de disputas legales, incluyendo asuntos civiles y criminales.
Los comités de paz inicialmente recibieron la mayoría de todos los “conflictos” directamente 
a través de la comunidad. A medida que el proyecto evolucionó, sin embargo, hubo un incremento 
de interacciones con agencias estatales y notablemente con la policía. El proceso de resolución 
empleado por los comités de paz no seguía de manera estricta las reglas del procedimiento 
legal. Aquellos desarrollaron sus propios códigos de buenas prácticas, no obstante las técnicas 
para solucionar problemas debían ajustarse a la legalidad. El proceso para la construcción de 
ambientes pacíficos tenía como principal objetivo descubrir que podía hacerse para reducir o 
eliminar el problema. Los resultados de las reuniones para “crear paz” a través de programas 
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restaurativos podían ser: disculpas, restitución y compensación. Las iniciativas para “crear paz” 
llevaban el proceso aún más lejos, visualizando problemas más amplios que afectaban a la 
comunidad y trataban de resolverlos, de tal manera, para evitar la reincidencia del conflicto. 
3º Círculos de sentencia (sentencia en círculo)82
Las sentencias en círculo tienen su origen en diversas comunidades aborígenes de Canadá. 
Todos los participantes, incluyendo el juez, consejero de defensa, fiscal, oficial de la policía, la 
víctima, el delincuente, sus familias respectivas y residentes comunitarios – vecinos -, se sientan 
frente a los demás en un círculo. Las discusiones entre aquellos en el círculo están diseñadas 
para alcanzar un consenso sobre la mejor manera de resolver el conflicto y disponer el caso, 
tomando en cuenta la necesidad de proteger a la comunidad, las necesidades de las víctimas 
y la rehabilitación y castigo del delincuente. Las sentencias en círculo están generalmente 
disponibles solamente para aquellos delincuentes que se declaren culpables. El proceso de 
círculo de sentencia normalmente se lleva a cabo dentro del proceso de justicia penal, incluye a 
profesionales de la justicia y apoya el proceso de sentencia.
Las sentencias en círculo son tal vez el mejor ejemplo de justicia participativa que, como es 
sabido, implica que los miembros de la comunidad se involucren voluntariamente en la respuesta 
y resolución de los conflictos o del marco social. Esto se realiza a través de la formación de un 
Comité de Justicia Comunitaria – CJC- que puede también incluir representantes de agencias 
de justicia. El objetivo común de los miembros del CJC es encontrar maneras más constructivas 
de dar respuesta a los conflictos en su comunidad. El CJC juega un rol integral en el proceso 
circular general, incluyendo alianzas con agencias de justicia penal, organizaciones comunitarias 
así como varios grupos dentro de la comunidad. Los casos se refieren a la CJC a través de la 
policía, fiscales y jueces, a pesar de que los casos pueden venir de escuelas o programas de 
servicios para víctimas y familias.
Hay cuatro etapas en el proceso circular: Etapa 1ª: Determinar si el caso específico es adecuado 
para un proceso circular; Etapa 2ª: Preparar a las partes que están involucradas en el círculo; 
Etapa 3ª: Buscar un acuerdo consensual en el círculo; Etapa 4ª: Proporcionar seguimiento y 
asegurarse que el delincuente se apegue al acuerdo
 La CJC está involucrada a lo largo de todo proceso circular, desde determinar la idoneidad 
del caso para asegurarse que los acuerdos son respetados hasta proporcionar el seguimiento que 
garantice el respeto del acuerdo. La CJC también moviliza el soporte de la comunidad para la 
víctima y al delincuente a lo largo del proceso circular83.
82 Sobre ello BAZERNORE, G. Y GRIFFITHS, C.T., (ob. cit.) citados en el “Manual de Programas 
de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 18.
83 PRAINS, K., STUARS, B., and WEDGE, M., (“Peacemaking Circles; From Crime to Community”, 
Ed. Living Justice Press, Minnesota (EE.UU) 2003, p.128) citados en el citados en el “Manual de 
Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 19.
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El resultado del círculo es generalmente presentado al juez, quien puede o no haber 
participado directamente en el círculo, y no es obligatorio en la Corte – Tribunal- . La Corte 
toma el plan desarrollado a través del círculo, pero no necesariamente lo ratifica completamente. 
Aquella puede también adoptar el plan adicionalmente a otra sentencia que pueda ordenar. Los 
delincuentes que han iniciado esta técnica pueden no obstante pasar un periodo en la cárcel; 
sin embargo hay un amplio rango de otras sanciones posibles, incluyendo indemnización y 
compensación, libertad condicional, arresto domiciliario y servicios comunitarios.
 A continuación resaltaré algunas de las diferencias entre el proceso de corte criminal y el 
proceso normalmente seguido en un círculo de sentencia, reflejando las diferencias entre el 
sistema de Justicia tradicional y los procesos restaurativos. Entre dichas diferencias podemos 
apreciar las siguientes84:
1º La sentencia en círculos tiene varios objetivos, incluyendo satisfacer las necesidades de 
comunidades, víctimas, delincuentes y sus familias a través de un proceso de reconciliación, 
indemnización y reparación. Un principio fundamental de las sentencias en círculo es que la 
sentencia es menos importante que el proceso usado para llegar a un resultado o a una sentencia. 
Debido a que el consenso alrededor del resultado es deseado y valorado, los miembros del 
círculo juegan todos un rol activo para facilitar un proceso de sanación. El círculo en sí es a 
menudo involucrado a supervisar el cumplimiento del delincuente con el resultado acordado y 
proporcionarle apoyo continuo después de dictar sentencia.
2º La sentencia en círculos es un ejemplo de cómo los principios de la Justicia restaurativa 
pueden aplicarse dentro de un marco de trabajo en el que el personal del sistema de justicia 
comparte poder y autoridad con los miembros de la comunidad. En contraste con la metodología 
formal y a menudo de tipo adversarial, la sentencia en círculos puede ayudar a: “Refamiliarizar 
individuos, familias y comunidades con las habilidades para solucionar problemas; reconstruir 
relaciones dentro de las comunidades; promover conciencia y respeto por los valores y 
vidas de los demás; satisfacer las necesidades e intereses de todas las partes, incluyendo 
la víctima; enfocar la acción en causas, no solamente síntomas de problemas; reconocer la 
existencia de recursos de sanación y crear otros nuevos; coordinar el uso de recursos locales y 
gubernamentales; generar medidas preventivas”85.
La mayoría de los delincuentes que hicieron uso de las sentencias en círculo fueron adultos. 
Sin embargo, ahora un número de casos cada vez mayor de delincuentes jóvenes están siendo 
tratados así también. La sentencia circular ha generado un número de variaciones, incluyendo: 
comités de consejo de sentencias comunitarios, paneles de sentencias y paneles de mediación 
comunitaria.
84 Sobre ello GRIFFITHS C.T., and CUNNINGHAM, A.J., (Canadian Criminal Justice: A Primier, 
2ª edición, Thomson Nelson, Toronto, 2003, p. 212) citados en el “Manual de Programas de Justicia 
Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 19.
85 GRIFFITHS C.T., and CUNNINGHAM, A.J. (ob. cit. p. 212) citados en el “Manual de Programas 
de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 19.
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4º Programas restaurativos para delincuentes juveniles
En la mayoría de las jurisdicciones, los procesos de justicia restaurativa se llevan a cabo 
principalmente con la juventud en conflicto con la ley. Estos programas a menudo proporcionan 
la base para el desarrollo posterior de los programas para delincuentes adultos.
Los programas restaurativos ofrecen alternativas efectivas en justicia juvenil frente a los 
procesos formales y estigmáticos. En particular, debido a su valor educativo, son particularmente 
útiles para proporcionar diversas alternativas frente a medidas que privarían a un joven de 
su libertad. Muchos programas restaurativos ofrecen oportunidades únicas para crear una 
comunidad de cuidado alrededor de la juventud en conflicto con las leyes. 
Adicionalmente, muchos programas restaurativos desarrollados, al margen del sistema de 
justicia penal, en escuelas o en la comunidad pueden proporcionar una oportunidad para que la 
comunidad aporte una respuesta educativa adecuada a delitos menos graves y otros conflictos sin 
criminalizar formalmente el comportamiento o al individuo – p. ej.: infracciones administrativas 
- . Dichos programas restaurativos ya existen en escuelas que facilitan una respuesta – mediación 
de compañeros, círculo de solución de conflictos, etc… - o crimen juvenil menor – p. ej.: peleas, 
abuso violento, hurtos, vandalismo de propiedad escolar, extorsión de dinero de bolsillo etc… - 
que puede de otra manera convertirse en el objeto de una intervención de justicia penal formal.
En muchos países, la legislación de justica juvenil prevé específicamente la creación de 
programas alternativos al proceso penal para jóvenes. Muchos de estos programas pueden 
desarrollarse en línea con principios restaurativos y participativos de justicia. Países como 
Brasil86 o Inglaterra87 han sido pioneros en el desarrollado de programas restaurativos en el 
ámbito juvenil, al que se han sumado otros como España88.
5º Foros de justicia nativa y derecho consuetudinario
Aspectos de la metodología de justicia restaurativa se encuentran en muchas culturas. En 
comunidades remotas de Australia y Canadá la participación nativa informal en procedimientos 
86 Sobre ello, PARKER, L., “Experimenting with Restorative Practices in Brazil” en Restorative 
Justice on-line, July 2002, (Prision Felllowship International, en http.:wwwrestorativejustice.org/
editions/July02/brazilianschools) citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva 
York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 21.
87 Experiencias publicadas en NEWBURN T., et al., (The introduction of Referral Orders into the 
Youth Justice System. London: Home office Document Ocasional RDS, Nº 70, 2001) y en HOME 
OFFICE, (Restorative Justice: The Government´s Strategy. Un documento de consulta sobre la estrategia 
del Gobierno sobre Justicia restaurativa, London: Home Office, 22 de julio del 2003) citados en el 
“Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 22.
88 Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores -arts. 
18, 19 y 51.3- contempla la posibilidad: 1) desistimiento de la incoación del expediente por corrección 
del menor en e l ámbito educativo; 2) el sobreseimiento del expediente por conciliación o reparación 
entre el menor y la víctima; 3) dejar sin efectos la medida penal por conciliación entre la víctima y el 
infractor, para determinados delitos no graves sin violencia ni intimidación. 
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de sentencias se ha venido sucediendo desde hace tiempo. Y concretamente en Australia, desde 
finales de los años noventa, esta práctica se ha trasladado a áreas urbanas con la ventaja de 
sentencias nativas y cortes circulares. 
Las personas nativas, organizaciones, miembros de la tercera edad, y familia son animados a 
participar en el proceso de sentencias y proporcionar a los “oficiales” – funcionarios de justicia- 
su opinión sobre el delito, el carácter de las relaciones víctima/delincuente y la posibilidad de 
cambio del delincuente. Con estas prácticas, los procesos de los Tribunales se vuelven más 
adecuados culturalmente y aumenta la confianza entre las comunidades nativas y los oficiales 
judiciales89.
Los sistemas informales basados en la comunidad, o como son llamados a veces, sistema de 
justicia no estatales pueden tomar muchas formas y producir diferentes resultados en términos 
de acceso a la justicia así como de equidad y justicia. Una característica distintiva de cualquiera 
de ellos es su proceso informal y deliberado. El resultado, sin embargo, a menudo se decide por 
arbitraje en lugar de mediación y el consentimiento del delincuente a participar no siempre es 
un requisito.
En muchos países africanos, el derecho consuetudinario puede proporcionar una base para 
reconstruir la capacidad del sistema de justicia. En estos países la meta principal del derecho 
consuetudinario es la conciliación, reconciliación entre el malhechor y al que se hizo el mal. 
“La meta subyacente probada por milenios de experiencia, es asegurar una sensación de 
justicia y resolución entre las partes en disputa y a través de este medio, restaurar o mantener 
la responsabilidad social”90.
En el Sureste de Nigeria y muchas partes del Oeste de África, los sistemas de “grado por edad” 
motivan la reconciliación dentro de las comunidades a través de intervenciones por un grupo de 
compañeros. A pesar de que algunos de estos procesos son arbitrarios, pueden ser una estrategia 
para identificar aspectos positivos de tales estructuras y diseñar nuevas técnicas de resolución 
de conflictos basadas en sus aspectos más positivos para hacerlas más restaurativas.
En Filipinas, el Sistema de justicia Barangay está compuesto por un capitán Barangay electo 
localmente y un “comité pacificador” que escucha los casos “conflictivos”. Hay una sesión 
de mediación que es facilitada por el capitán o por otro miembro del comité. Los acuerdos 
alcanzados a través de este proceso son legales y reconocidos ante los tribunales. El sistema 
ha sido criticado por la falta de información a los participantes sobre sus derechos, o por el 
89 Sobre ello MARCHETTI E., AND DALY, K., (“Indigenous courts and justice practices in Australia: 
Trends and Issues in Criminal Justice”, Nº 274, Ed. Canberra, Australia Institute of Criminology, 2004) 
citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 
2006, p. 24.
90 JOK, A., LEITCH R.A., AND VANDEWINT, C., (“A study of customary law in contemporary 
Southern Sudan” World vision international and the South Sudan Secretariat of legal constitutional 
affairs, marzo 2004, p. 16) citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, Nueva York: 
Publicaciones Naciones, 2006, p. 24.
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padrinaje, corrupción o situación de género a veces se produce. Para solucionar algunos de estos 
problemas, se puso en marcha un programa para entrenar a personar que pudieran formar parte 
del “comité pacificador”, muchos de ellos mujeres, como abogados de justica de Barangay91.
Una revisión reciente de estas tres formas de Shalish – sistema de justicia basado en 
comunidad – en Bangladesh y el Sistema de justicia Barangay de Filipinas puso de manifiesto 
que los resultados de tales sistemas están lejos de ser consistentes, con problemas frecuentes de 
conclusiones injustas, preferencia por géneros, corrupción, dominación del proceso por la élite 
local y padrinaje político. La reforma y mejora de tales procesos sin duda no puede integrarse en 
un desarrollo más grande, desarrollo institucional e iniciativas de fortalecimiento. Sin embargo, 
las reformas puramente técnicas que no atienden los problemas estructurales en la raíz de la 
corrupción y parcialidades y no atienden los desbalances de poder que típicamente caracterizan 
estos procesos informales es poco probable que produzcan resultados de Justicia restaurativa 
justos.92 
En Uganda, los tribunales del consejo local han sido institucionalizados por estatuto y tienen 
poder de otorgar soluciones como la compensación, indemnización, reconciliación o disculpas, 
así como medidas coercitivas.93
En muchos países todavía, la mayoría de la gente vive en el campo. Viven en comunidades en 
donde todos “se conocen” y “se vigilan”. Un delito cometido por un miembro de la comunidad 
contra otro miembro de dicha comunidad puede tener su origen en una disputa previa entre 
ambos, resultando ser el delito un síntoma. Por lo tanto, la resolución instantánea del conflicto 
por parte de la comunidad no resolvería la disputa y produciría más caos. 
 En diversas sociedades post-conflicto94, el Sistema de justicia monopoliza el conflicto y se 
colapsa dejando a las personas “olvidadas” sin otra posibilidad que resolver sus disputas entre 
ellos. Es posible construir sobre prácticas de derecho consuetudinarias prácticas basadas en la 
aplicación de principios de Justicia restaurativa95. 
91 Sobre ello PARKER, L., (“Usar prácticas tradicionales para mejorar el sistema de justicia” en 
Restorative Justice on-line, June 2004, ed. Prision Felllowship International, en http.:wwwrestorativejustice.
org/editions/July02/brazilianschools) citados en el “Manual de Programas de Justicia Restaurativa”, 
Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 24.
92 GOLUB, S., (“Non-state Justice Systems in Bangladesh and the Philippines”, Londres : 
Departamento de desarrollo internacional, Reino Unido, 2003) citados en el “Manual de Programas de 
Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 24.
93 STEVENS, J., (“Access to Justice in Sub-Sahara Africa: The Role of Traditional and International 
Justice Systems”, London: Penal Reform International, 2000) citados en el “Manual de Programas de 
Justicia Restaurativa”, Nueva York: Publicaciones Naciones, 2006, p. 24.
94 Es decir aquellas sociedades que se encuentran en períodos de transición – durante el cambio de 
regímenes dictatoriales autoritarios o de conflictos civiles a una democracia, de la violencia y represión 
a una estabilidad social -.
95 En la República Democrática del Congo, la mayoría de personas emplean a sus jefes y adultos 
mayores para resolver disputas y juicios aún en materia penal, debido a la ausencia de tribunales, y 
solamente aplican el sistema de justica estatal cuando se necesita una estampa oficial – p. ej.: en asuntos 
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3. COMPARACIÓN ENTRE EL MODELO TRADICIONAL DE JUSTICIA 
RETRIBUTIVA Y EL NUEVO MODELO DE JUSTICIA RESTAURATIVA
Según GONZÁLEZ RAMÍREZ96 algunos autores como ULF CHRISTIAN EIRAS sostienen 
que para hacer una comparación entre el modelo tradicional de Justicia retributiva y la Justicia 
restaurativa, hay que partir del concepto de delito. “El sistema tradicional es entendido como 
una infracción a la norma, que es expresión del poder soberano. En cambio desde la mirada 
de la justicia restaurativa, el delito es un conflicto social, una incompatibilidad de conductas, 
percepciones, objetivos y afectos entre individuos o grupos sociales”97.
En lo que afecta a la responsabilidad por las conductas, en el sistema tradicional retributivo 
es individual, a diferencia del modelo restaurativo, el cual, sin dejar fuera esta responsabilidad, 
considera también las circunstancias, las interpretaciones, el contexto socio-político, tanto en 
las partes, como en los hechos.
Por lo que respecta a los protagonistas son distintos. Mientras en el sistema retributivo se 
focaliza la atención en el Estado y el infractor, en el restaurativo resulta primordial la participación 
de la víctima, el ofensor y otros actores relacionados con el conflicto, teniendo el Estado sólo el 
rol de proveer los medios necesarios para que las partes resuelvan su conflicto de forma segura, 
garantizando los derechos de cada uno y preservando el interés general.
El sistema retributivo tradicional se basa en un proceso antagónico en el que predominan 
los mecanismos adversariales para la consecución de los objetivos, donde las partes 
están enfrentadas. Los jueces, abogados y todos los operadores jurídicos se sitúan como 
contrincantes a la víctima y al ofensor, sin perjuicio de su preocupación por la protección de 
la víctima, la recuperación del delincuente y la reinserción social. En el sistema restaurativo 
civiles relacionados con la adopción y tutela – sin embargo, debido al desplazamiento de comunidades 
y corrupción de jefes y adultos mayores, nuevos mecanismos han sido desarrollados por ONG´s para 
ayudar a la gente a resolver sus disputas.
Por su parte ERICSSON, K. (“Para corregir los errores del pasado ‐ el caso de la “guerra 
contra los niños” de la Segunda Guerra Mundial, Documentos presentados en la Cuarta Conferencia 
del Foro Europeo de Justicia Restaurativa, Barcelona, España, 2006) sitúa la necesidad de reparación 
del sistema restaurativo a nivel nacional y no sólo individual o con el objeto de reparar daños 
recientes sino también para corregir errores del pasado, como aquellos daños ocurridos durante 
la Segunda Guerra Mundial, que se extienden por un extenso período de tiempo, en que hijos de 
soldados alemanes y mujeres nativas de los países ocupados de Europa, hoy con sesenta años, 
fueron tratados como una vergüenza nacional. En Noruega, en 2005, el Parlamento propuso buscar 
la conciliación con un grupo de personas que anteriormente habían sido tratados como enemigos, 
aprobando una resolución en que el Estado otorgaba una compensación financiera, con enfoque sólo 
administrativo, frente a la que las víctimas reaccionaron negativamente, por la escasa compensación 
y su valor simbólico, que consideraban insultante. Y recientemente en Colombia, el “Acuerdo de 
paz” firmado entre el Estado y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia-Ejército del 
Pueblo - FARC-EP-.
96 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X., “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?” en Revista de Justicia Restaurativa, RJR Nº 2 (Marzo 2012) pp. 16-18.
97 EIRAS NORDENSTAHL U. Ch., “Mediación Penal, de la Práctica a la Teoría” 1ª Edición, 
Editorial Histórica, Buenos Aires, Argentina, 2005, p. 32.
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resulta diferente, este busca un ambiente propicio para el diálogo y el acercamiento de 
posturas mediante la intervención de un tercero neutral, para el logro de un acuerdo que 
satisfaga las necesidades de las partes, en donde el ejercicio del poder es compartido, a través 
de un proceso dinámico e integrador – colaborativo - . “De este modo, el proceso favorece 
el reconocimiento del daño causado por el delito, intentando obtener el arrepentimiento 
del ofensor, el perdón voluntario de la víctima, la reconciliación entre las partes, pero 
esencialmente entre la víctima y el ofensor con la sociedad, reconstituyéndose sus lazos 
con la comunidad”98.
Por tanto, si en el proceso tradicional las partes deben defenderse como adversarios y expresar 
lo más negativo de la otra parte, no resulta posible que el “infractor” asuma la responsabilidad 
de sus actos y el daño causado, debido a que éste debe procurar una versión “útil” para su 
defensa, lo que lleva a la percepción de que en realidad “no se hizo justicia”. 
Las experiencias sobre esta materia en otros países muestran que en estos casos, si en lugar 
de un proceso tradicional penal se aplica un proceso restaurativo, con las garantías debidas, el 
infractor comprenderá que más allá de haber infringido la ley, “ha realizado una acción negativa 
desde el punto de vista humano frente a otro al cual logra ver como un legítimo al otro, porque 
quien ha sido ofendido no es un abstracto como la ley o la norma, sino una persona”99. “La 
dimensión de la relación humana, primero ausente en la percepción del culpable, se pone en 
total evidencia a través de un proceso restaurativo”100.
En el otro lado de la relación, si la víctima tiene enfrente sólo al infractor y no recibe de éste 
un verdadero reconocimiento de los hechos, fruto de un profundo proceso de comprensión del 
daño, se fomenta el odio y el temor, sin poder reestructurar su necesidad de reconocerse como 
víctima con derecho a ser reparada.
La pena, a su vez, tendrá un sentido no sólo de castigo; tendrá relación directa con la 
lesión a un bien jurídico que el conjunto social ha estimado relevante y quiere proteger. 
Esa pena es “aplicar reversa” a una acción que la sociedad no quería, pero reparando a la 
víctima, y sin llegar al extremo de victimizar ahora al infractor – victimización terciaria-. 
Para ello es necesaria “una sociedad equilibrada y madura, que asuma un rol equiparable 
al de un mediador, que no prejuzga, ni toma partido por uno u otro, sino que se abre 
a comprender dos realidades individuales complejas, en cuya conformación ha jugado 
también un papel”101.
98 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X., “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?…, ob. cit. pp. 16-18.
99 MATURANA, H., “Ponencia en Foro Iberoamericano de Justicia Restaurativa y Colaborativa”, 
Ministerio de Justicia, Santiago, Chile, 2006. 
100 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X., “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?… ob. cit. pp. 16-18.
101 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X., “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?…, ob. cit. pp. 16-18
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A juicio de GONZÁLEZ RAMÍREZ102 el sistema restaurativo, al promover la satisfacción de 
los intereses y necesidades de la víctima, posibilita la coincidencia de éstos con el proceso penal, 
facilitando su comprensión y participación en él. Ello puede ser útil al sistema tradicional, ya que 
como se sabe, las necesidades e intereses de la víctima no siempre se encuentran representados 
por el Ministerio Fiscal, y el sistema, en ocasiones, impide a la víctima obtener la reparación 
que merece, siendo generalmente derivada a la justicia civil para una compensación económica, 
la que es más lenta y costosa.
Respecto al control del procedimiento en el sistema retributivo se encuentra a cargo 
principalmente de órganos públicos, representados por el Poder Judicial y en materia penal 
además por la Fiscalía. En cambio, el control en el sistema restaurativo lo tienen las partes 
y la comunidad, que tienen la capacidad de proponer soluciones y cooperar en este proceso. 
Este tipo de intervención provoca a veces la resistencia de los operadores de justicia, por 
el traspaso de poder que implica, ya que en el sistema distributivo-retributivo el Estado 
tutela los derechos, considerando a las partes incapaces, y dando a la pena un sentido 
de tratamiento de rehabilitación: a diferencia del sistema restaurativo, el cual fortalece 
el protagonismo de las partes y la comunidad en la búsqueda de soluciones, dándoles el 
control sobre el proceso.
Asimismo los sistemas aludidos se diferencian en relación con la finalidad. El 
procedimiento retributivo tiene como objetivos: probar delitos, establecer culpas y aplicar 
el castigo, con una orientación hacia el pasado. En cambio, para el sistema restaurativo 
los objetivos son: la resolución del conflicto, el asumir responsabilidades y la reparación 
del daño causado, con perspectivas de futuro. Es por eso por lo que sin dejar de integrar 
el pasado y considerar los daños causados en él, el procedimiento restaurativo se sitúa en 
clave de futuro que promueve el hacerse cargo de lo ocurrido a través del reconocimiento 
y la reparación, generando aprendizajes en el ofensor, la víctima y la comunidad.“El 
sistema tradicional retributivo no permite que las personas pasen de ser sujetos pasivos 
de un tratamiento institucional y burocrático, a ser sujetos activos en la definición de los 
conflictos de que forman parte y en la construcción de los mecanismos para resolverlos 
según sus propias necesidades”103.
Para finalizar este epígrafe y a modo de conclusión voy a sintetizar de manera gráfica las 
diferencias entre el modelo de Justicia retributivo tradicional y el nuevo modelo de Justicia 
restaurativo en el siguiente cuadro comparativo:
102 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X. “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?…, ob. cit. pp. 16-18 
103 En GONZÁLEZ RAMÍREZ I.X., “¿Es la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema 
jurídico?…, ob. cit. p.18. 
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Justicia Retributiva Justicia Restaurativa 
El crimen es un acto en contra del 
estado, una violación de una ley, una idea 
abstracta. 
El crimen es un acto en contra de otra persona 
y la comunidad. 
El sistema de justicia criminal controla el 
crimen 
El control del crimen yace primeramente en la 
comunidad 
La responsabilidad del culpable se define 
como imposición de castigo 
La responsabilidad se define como la carga de 
una culpa y la toma de acciones para reparar el 
daño
El crimen es un acto individual con 
responsabilidad individual 
El crimen tiene dos dimensiones de 
responsabilidad, la individual y la social 
El castigo es efectivo: 
La amenaza del castigo disuade el crimen 
El castigo cambia el comportamiento 
El castigo solo no es efectivo para el cambio de 
comportamiento y es perjudicial para la armonía 
de la comunidad y las buenas relaciones 
Las víctimas son secundarias al proceso Las víctimas son centrales en el proceso de resolución del crimen 
El culpable se define por déficit
El culpable se define por capacidad de 
reparación 
Enfocado en establecer culpa o 
responsabilidad, en el pasado (¿él/ella lo 
hizo?)
Enfoque en la resolución de problemas, en las 
responsabilidades/obligaciones, en el futuro 
(¿qué se debería hacer?)
Énfasis en las relaciones conflictivas Énfasis en el diálogo y la negociación
Imposición del dolor para castigar y 
disuadir/prevenir 
Restitución como medio para rehabilitar a ambas 
partes; meta de reconciliación/restauración 
La comunidad al margen, representada 
abstractamente por el estado 
La comunidad como mediadora en el proceso 
restaurativo 
Respuesta basada en el comportamiento 
pasado del culpable
Respuesta basada en las consecuencias 
perjudiciales del comportamiento del acusado; 
el énfasis está en el futuro 
Dependencia de un profesional 
apoderado Participación directa de los involucrados
4. OBJECIONES A LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL SISTEMA JURÍDICO PENAL 
Para seguir avanzado en el presente estudio resulta necesario conocer las objeciones que se 
han hecho al nuevo modelo de Justicia restaurativa y analizar hasta qué punto dichas críticas 
son factibles. Según diversos autores104 podemos clasificar las objeciones realizados a la Justicia 
restaurativa en dos clases principalmente, teóricas y prácticas.
104 En este sentido GORDILLO SANTANA, L.F., “La justicia restaurativa y la mediación penal”, 
Ed. Iustel, Madrid, 2007, pp.152-168.; GONZÁLEZ RAMÍREZ, I., “¿Es la justicia restaurativa un 
aporte a los valores del sistema jurídico?..., ob. cit. p. 27-30; CABEZUDO RODRÍGUEZ, N. (“El último 
(y controvertible) credo en materia de política criminal. Justicia restaurativa y mediación penal” en 
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4.1. Objeciones teóricas
Dentro de este grupo destacamos las siguientes objeciones:
1º Los programas de la Justicia restaurativa permiten al delincuente una “salida fácil” del sistema.
Los detractores de la Justicia restaurativa opinan en su mayoría que ésta es una justicia 
blanda105, donde no se alcanzan los objetivos de la prevención general, es decir disuasión, 
desaprobación y condena. Estiman que el castigo, en su mayoría severo, resulta indispensable 
para conseguir dichos objetivos.
No obstante la Justicia restaurativa por su parte no niega asignar responsabilidad por el delito 
cometido sino que da prioridad a qué es lo que se debería hacer para reparar el daño causado y 
para evitar la comisión de nuevos delitos.
Algunos críticos de la Justicia restaurativa como ANDENAES se han replanteado sus 
posiciones y han llegado a la conclusión de que la resocialización y no el castigo estricto, es 
la defensa más eficaz contra la comisión de nuevos delitos. Además si tenemos en cuenta que 
cada vez son más los delincuentes que acuden a programas o técnicas restaurativas –p. ej.: 
mediación- representa un indicativo de que los referidos programas restaurativos son un camino 
idóneo para la rehabilitación, más que la propia pena, tal y como la conocemos hoy en día106.
2º Los programas de la Justicia restaurativa no cumplen el deseo de venganza de la víctima107 
Tal crítica está planteada desde los postulados de una justicia estrictamente retributiva-
punitiva, en virtud de la cuál al daño se le responde con más daño, al dolor con más dolor y 
Revista La ley penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciario Nº 86, 2011, p. 6) este autor analiza de 
manera crítica las inexactitudes de los nuevos sistemas.
105 JOHNSTONE, G., (“Restorative Justice, Ideas, Values, Debates, William Publishing”, UK, 2002, 
p. 29) citado por GORDILLO SANTANA, L.F., (“La justicia restaurativa y la mediación penal”, Ed. 
Iustel, Madrid, 2007, p.153.
106 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F., (“La justicia restaurativa y la mediación penal”, Ed. Iustel, 
Madrid, 2007, p.153) cita a ANDENAES, J., citado por FATTAH E., (“How valid are the arguments frequently 
made against mediation and restorative justice?”, 2003, p. 6) y a AERTSEN I. (“Victim pólices and criminal 
justice on the road to restorative en honor a Peters T. Leuven University Press, 2001) éste último realiza un 
estudio de todos los programas restaurativos llevados a cabo en EE.UU y Bélgica.
107 En este sentido FATTAH E., (Victim redress and victim-offender reconciliation in theory and 
practice, some personal reflections..., ob. cit., p. 161) citado por GORDILLO SANTANA, L.F., (“La 
justicia restaurativa y la mediación penal…ob. cit., p.154 ; LAURRAURI, E., “Tendencias actuales de la 
Justicia Restauradora”, en PÉREZ ÁLVAREZ, F., “In Memoriam Alexandri Barattta” Ed. Universidad 
de Salamanca, 2004, p. 456; PÉREZ SANZBERRO, G., (“Reparación y conciliación en el sistema penal 
¿apertura de una nueva vía?”, Ed. Comares, Granada, 1999, p. 398) quien cita a SHÄDLER, W., (ZRP, 
1990, pp. 150-154) según el cual “al abordar desde el prisma de la Victimología una serie de aspectos 
problemáticos de la reparación penal a partir de los cuales la pretendida atención y necesidades de la 
víctima podrían estar poniéndose en entredicho, recoge y examina cinco aspectos, entre los cuales se 
encuentra: La conciliación autor víctima no incorpora aquellas necesidades de la víctima consistente 
en la demanda de un escarmiento que exceda de la reparación del delito”
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al sufrimiento con más sufrimiento. Obteniendo como resultado que el delincuente se lleve 
el castigo y la víctima no se lleve nada108.
Como contraargumentos podemos ofrecer, siguiendo a GORDILLO SANTANA109, 
primero que la sanción puede y debe evitar la venganza privada110 y segundo que no está 
empíricamente demostrado que la víctima desee en última instancia venganza111.
Según WEITEKAMP112 el legislador así como los funcionarios de justicia hacen 
creer a la sociedad que la víctima pretende un castigo severo y que ello hace imposible 
su participación en un proceso restaurativo. Sin embargo diversos estudios empíricos 
demuestran lo contrario tal y como publicó el Consejo Consultivo Internacional 
Científico y Profesional (ISPAC) del Programa de las Naciones Unidas y Justicia Penal 
en Noviembre de1999113, entre otros114.
108 CLEAR T., citado por FATTAH E. ,(“How valid are the arguments frequently made against 
mediation and restorative justice?... ob. cit. p. 8) citado a su vez por GORDILLO SANTANA, L.F. 
“La justicia restaurativa y la mediación penal…, ob. cit. p.156.
109 GORDILLO SANTANA, L.F., “La justicia restaurativa y la mediación penal”, Ed. Iustel, Madrid, 
2007, p.154.
110 Sobre ello BERISTAIN IPIÑA, A., “Protagonismo de las víctimas de Hoy y Mañana (Evolución 
en el campo jurídico penal, prisional y ético)”, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2004, pp. 113-114; 
VARONA MARTÍNEZ, G., (“La Mediación reparadora como estrategia de control social. Una 
nueva perspectiva criminológica…, ob cit. p., 241) según la cual “La víctima desea conocer la 
razones de la comisión del delito, la razón de porque ella y no otra persona, cuáles son los motivos 
que llevaron al delincuente a cometer tales actos, que el delincuente conozca de primera mano su 
dolor y sus deseos. Por ejemplo diversos estudios realizados en el ámbito anglosajón arrojan la 
conclusión de que las víctimas, en su mayoría, tienen una predisposición punitiva inferior a la de 
la población en general” y cita a ZEHR H., Crime and Development of de Modern Society, Croom 
Helm, London 1976; LAURRAURI, E., “Tendencias actuales de la Justicia Restauradora…, ob. 
cit., pp. 457-461.
111 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F. (“La justicia restaurativa y la mediación penal…, 
ob. cit. p.154) quien cita a FATTAH E., (“How valid are the arguments frequently made against 
mediation and restorative justice?…, ob. cit. p. 6) que a su vez cita a BOERS, SESSAR Y PLEIFFER 
en Alemania y UMBREIT en EE.UU, afirman que la víctima busca la reparación del daño emocional 
y material.
112 WEITEKAMP, E.G.M., (“Research on victim-offender mediation. Findings and needs for 
the future” en Victim-offender mediation in Europe making Restorative Justice Work, Leuven 
University Press, 2000, p. 105) citado por GORDILLO SANTANA, L.F. “La justicia restaurativa y 
la mediación penal…, ob. cit. p.155.
113 Consejo Consultivo Internacional Científico y Profesional (ISPAC) del Programa de las 
Naciones Unidas y Justicia Penal preparado por Paul C. Viernes (EE.UU), Sociedad Mundial de 
Victimología, Noviembre, 1999, pp. 18 ss. en http.: // www.restorativejustice.org.uk.assets/_ugc/
fectch.php?=ga74_united_nations_backs_restorative.
114 Sobre ello HERRERA MORENO, M., “Introducción a la problemática de la conciliación víctima 
y ofensor, hacia la paz social por la conciliación” en Revista de Derecho Penal y Criminología, Madrid, 
España, 1996, pp. 377‐410.
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3º Los programas de Justicia restaurativa no son alternativas viables en los casos de delitos 
más graves115
Esta objeción contiene elementos de las anteriores. Pero, a criterio de GORDILLO 
SANTANA116, la pregunta que debemos hacernos, es que si los argumentos que fundamentan 
la Justicia retributiva están en crisis y las víctimas no son tan vindicativas como se argumenta 
¿Qué sentido tiene un castigo tan indispensable y esencial? Quizás lo que deberíamos 
preguntarnos es si la afirmación de que la Justicia restaurativa no es viable como mecanismo 
de solución de los conflictos más graves se debe más a convicciones éticas o morales que a la 
efectividad en sí de los programas o técnicas restaurativas ¿Por qué se admite la mediación 
como válida entre las negociaciones entre la guerrilla colombiana y el Gobierno, con las 
muertes que lleva dicho conflicto y no se admite en un homicidio en particular?117
En la práctica encontramos experiencias y proyectos en los que los programas de Justicia 
restaurativa han sido efectivos para la resolución de delitos graves, como ejemplo los llevados a 
cabo en Bélgica118, EE.UU, Noruega119, Argentina120, Nueva Zelanda121 e incluso Alemania122 en 
donde el Proyecto Alternativo Alemán (AE – WGM) defendido por ROXIN123 quien considera 
115 LARRAURI E., “Tendencias actuales de la Justicia Restauradora”…, ob. cit. p. 455; SAN MARTIN 
LANIRROA, M. B., “La Mediación como respuesta a algunos problemas jurídico-criminológicos: 
del presente francés al futuro español”, Dto. De Justicia, Economía, Trabajo y Seguridad Social del 
Gobierno Vasco, 1997, p.61.
116 GORDILLO SANTANA, L.F. “La justicia restaurativa y la mediación penal…, ob. cit., p.156.
117 En este sentido CHRISTIE, N., (“Answer to atrocities. Restorative Justice as an answer to extreme 
situations”, Victim polices and criminal justice on the road to restorative en honor a Peters T., Leuven 
University Press, 2001, pp. 393 y ss) citado por GORDILLO SANTANA L.F. ob cit., p. 156.
118 GORDILLO SANTANA L.F. (ob cit., p. 157) cita a MALENPRE, H., y HODIAUMONT, F., 
(“Restorative Justice in Prision: Concepts of Victims and Reparation” documento presentado en el 
Quinto Congreso Internacional sobre la Reparación y Justicia Restaurativa de jóvenes, Leuven 16 al 
19 de septiembre de 2001) y a BIERMANS, N., y D’HOOP, M.N., “Development of Belgian prisions 
into a restorative perspective”, en Positioning Restorative Justice, documento presentado en el Quinto 
Congreso Internacional sobre la Reparación y Justicia Restaurativa de jóvenes, Leuven 16 al 19 de 
septiembre de 2001.
119 GORDILLO SANTANA L.F. (ob. cit., p. 157) cita a HYDLE, I., y HANSUND, I., “Evaluating 
a Norwegian RJ Project: mediation as supplement to punishment in cases of serious violence” en 
Newsletter of the European Forum for Victim-offender mediation and Restorative Justice, vol. 5, parte 
2, Agosto 2004, pp. 1-3.
120 Sobre ello BOVINO, A., “La composición como reparación en los delitos de agresión sexual” en 
REYNA, L.M. (Dir.) “Derecho, Proceso penal y Victimología”, Ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, Argentina, 
2003, pp. 147-184.
121 LARRAURI E., “Tendencias actuales de la Justicia Restauradora…, ob. cit. p. 459 y BERISTAIN 
IPIÑA, A., “Protagonismo de las víctimas de Hoy y Mañana (Evolución en el campo jurídico penal, 
prisional y ético)” Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2004, pp. 49 y 269-271, el autor abre la posibilidad 
de reparación en el marco penitenciario.
122 PÉREZ SANZBERRO, G., “Reparación y conciliación en el sistema penal. ¿Apertura de una 
nueva vía?”, Ed. Comares, Granada, 1999, p. 176
123 ROXIN, C., “La reparación en el sistema de sanciones” en Cuadernos del Consejo del Poder 
judicial, nº 8, Madrid, 1991, p. 30
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como uno de los grandes logros de este proyecto el haber encontrado la manera para la cual la 
reparación pueda ser aplicada: a todos los delitos, en el ámbito de la detención, y a todos los 
delincuentes, denominándole por ello “principio de aplicabilidad universal”. Asimismo en 
España existe una corriente doctrinal a favor de los programas restaurativos en delitos graves124 
como la violencia de género125 o el terrorismo126 entre otros, con base en los resultados positivos 
de las experiencias restaurativas realizadas.
4º Los programas de la Justicia restaurativa no pueden ser aplicados sobre las complejas 
sociedades modernas127
Sin embargo, son las sociedades complejas la más necesitadas de subsistemas capaces de 
resolver los problemas, los conflictos y restaurar la armonía social128.
124 RÍOS MARTÍN J.C., “Reflexiones sobre la viabilidad de instrumentos de justicia restaurativa en delitos 
graves” en MARTÍNEZ ESCAMILLA, M. (coord.): Justicia Restaurativa, mediación penal y penitenciaria: 
un renovado impulso”, Instituto Complutense de Mediación y Gestión de conflictos, Madrid, Ed. Reus, 
2011, pp.127-172; SÁEZ VALCÁRCEL R., “Mediación penal. Reconciliación, perdón y delitos graves. La 
emergencia de las víctimas” en Cuadernos Penales José María Lidon, nº 8: Reforma Penal; personas jurídicas 
y tráfico de drogas; Justicia Restaurativa, Universidad de Deusto, Bilbao, 2011, pp. 71-126.
125 SAÉZ RODRÍGUEZ, C., “La estrategia penal contra la violencia de género en su complicado encaje 
con la mediación penal” en MARTÍNEZ ESCAMILLA, M (coord.): “Justicia Restaurativa, mediación 
penal y penitenciaria: un renovado impulso…, ob. cit., pp. 211-272; VENTAS SASTRE, R., “Principio 
de oportunidad y mediación intrajudicial: una posible solución para reducir las deficiencias del proceso 
penal” en Oubiña Barbolla (coord..): Sobre la Mediación penal (Posibilidades y límites en una entorno de 
reforma del proceso penal)…, ob. cit. pp. 100-102; LOBO GUERRA M., “¿La mediación es posible en 
aquellos casos en los que ha existido violencia de género?” en en Oubiña Barbolla (coord..) : Sobre la 
Mediación penal (Posibilidades y límites en una entorno de reforma del proceso penal)…, ob. cit. pp. 163-
178; VILLACAMPA ESTIARTE, C., (“La justicia restaurativa en los supuestos de violencia doméstica y 
de género” en TAMARIT SUMALLA, J. (coord.):“La justicia restaurativa: desarrollo y aplicaciones”, Ed. 
Comares, Granada, 2012, pp. 89-130) realiza un exhaustivo estudio del estado de la cuestión.
126 TAMARIT SUMALLA, J., “Justicia restaurativa y delitos de terrorismo; la respuesta del 
derecho vigente” en Jornadas: Justica para la convivencia. Justica retributiva y justicia restaurativa; su 
articulación en los delitos de terrorismo, organizadas por Deusto-Fórum, Ed. Universidad de Deusto, 
Bilbao, 2012, pp. 67-86; ETXEBERRIA MAULEON, X., “Justicia retributiva y restaurativa ante los 
delitos de terrorismo” en Jornadas: Justica para la convivencia. Justica retributiva y justicia restaurativa; 
su articulación en los delitos de terrorismo, organizadas por Deusto-Fórum, Ed. Universidad de Deusto, 
Bilbao, 2012, pp. 151-158; RÍOS MARTÍN J.C. y PASCUAL RODRÍGUEZ E., “Reflexiones desde 
los Encuentros Restaurativos entre víctimas y condenados por delitos de terrorismo” en VARONA 
MARTÍNEZ y SOLETO MUÑOZ (coords.): Oñati socio-legal series, Vol. 4, Nº 3, 2014 (Ejemplar 
dedicado a : Restorative Justice in Terrorist, Victimisations: Comparative Implications, pp. 427-442; 
VARONA MARTÍNEZ, G., “Justicia restaurativa en supuestos de victimización terrorista: hascia un 
sistema de garantías mediante el estudio criminológico de casos comparados” en Eguzkilore: Cuaderno 
del Instituto Vasco de Criminología, ISSN 0210-9700, Nº. 26, 2012 (Ejemplar dedicado a: “Hacia una 
Justicia Victimal”, Encuentro Internacional en Homenaje al Prof. Dr. Dr. h. c. Antonio Beristain), pp. 
201-248; PASCUAL RODRÍGUEZ, E. y OTROS (coord.) “Los ojos del otro. Encuentros restaurativos 
entre víctimas y ex miembros de ETA”, Ed. SalTerre, 2013.
127 SAN MARTIN LANIRROA, M. B. “La Mediación como respuesta a algunos problemas jurídico-
criminológicos: del presente francés al futuro español… ob. cit., p. 63
128 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F. (ob. cit., p. 158) cita a DRIEDGER, O., “Sociedad 
development, quality of life and restorative Justive”, Victim polices and criminal justice on the road 
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A criterio de GORDILLO SANTANA129, la tendencia general hacia la disminución de la 
violencia en las sociedades industriales tiene dos excepciones: el aumento espectacular de la 
mortalidad por los medios de violencia monopolizados por el Estado y la delincuencia que se 
manifiesta sobre todo en las grandes ciudades, donde existe una violencia confinada en sectores 
urbanos segregados con condiciones de vida difíciles y escasas oportunidades130 . 
 Se argumenta que las técnicas o programas restaurativos son propios de sociedades primitivas 
y poco complejas y que por tanto son vías incapaces de afrontar los conflictos propios de las 
grandes sociedades. Sin embargo, los instrumentos de la Justicia restaurativa – p. ej.: mediación, 
conferencias grupales, paneles sentenciadores etc…– generan y fomentan los sentimientos 
de grupo y velan por los sentimientos de la comunidad. El compromiso de la comunidad es 
particularmente ensalzado por el modelo de Justicia restaurativa y en sí encierra un significado 
de consenso expresado en el poder simbólico de la comunidad131.
En ese sentido WEITEKAMP132 afirma que, de hecho, las sociedades posmodernas lo que echan de 
menos es el control social informal. Así la línea donde se deben volcar las fuerzas de cambio no es en 
el límite del control social, sino dentro del control social. Por lo tanto, la participación de la comunidad 
no va a depender tanto de la complejidad de una sociedad sino de la política cultural dominante.
4.2. Objeciones prácticas
Entre los argumentos prácticos que esgrimen los detractores de la Justicia restaurativa 
encontramos los siguientes:
1º Falta de previsión legislativa que ofrezca cobertura legal a los programas de Justicia 
restaurativa, vulnerando su puesta en práctica derechos fundamentales y garantías procesales.
La doctrina habla de la vulneración de los derechos de las partes dentro de los procesos 
restauradores, entre ellos, el de seguridad jurídica, el principio de legalidad, el principio de 
proporcionalidad, la tutela judicial efectiva, o la presunción de inocencia entre otros133.
to restorative en honor a Peters T., Leuven University Press, 2001, pp. 315 y ss.; DIRK DÜBBER, M., 
(“La victim en el derecho penal estadounidense. Una sinopsis introductoria”, pp. 22 y ss.), quien afirma 
que los movimientos de las víctimas en la sociedad norteamericana no han logrado elegir y fundamentar 
una definición adecuada de comunidad para los juicios jurídico-penales de identificación, rechazando 
los conceptos de comunidad moral y comunidad política.
129 GORDILLO SANTANA, L.F. ob. cit., p. 159.
130 SAN MARTIN LARRIONA, M. B., “La mediación como respuesta a algunos problemas jurídico-
criminológicos: del presente francés al futuro español…, ob. cit., p. 28.
131 Sobre ello la Recomendación del consejo de Europa nº R (83), 1984
132 En este sentido GORDILLO SANTANA, L.F. (ob. cit., p. 160) cita a TRUJILLO, J., (“Mediation: 
would it work in Spain too?” Faculty of Law, Master in European Criminology, 2000, p. 16) quien a su 
vez cita a WEITEKAMP, E. G. M., The paradigm of Restorative Justice: potencials, possibilities and 
pitfalls, Keynote lecture for the 9ª International Symposium of Victimology , Amsterdam, 1997.
133 Parte de la doctrina ha manifestado sus temores respecto a la posible vulneración del principio de 
legalidad y demás garantías procesales, con la puesta en práctica de programas de justicia restaurativa no 
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Así mismo dicho sector doctrinal manifiesta que la participación de la víctima y de la comunidad 
ponen en riesgo principios tales como el principio de igualdad, pues cada acuerdo reparador 
puede tener distintas soluciones para casos similares; el principio de proporcionalidad porque la 
resolución del caso se deja en manos de lo que la víctima y la comunidad considere más adecuado. 
Y, finalmente, el principio de imparcialidad se puede ver menoscabado porque el reconocimiento 
de los hechos y la resolución del conflicto no se realiza por terceras partes imparciales sino en base 
al proceso de dialogo con las dos partes afectadas y, en consecuencia, parciales134.
En consonancia, para estos autores la presencia del Estado, a través del “juez”, es necesaria 
para garantizar que la imposición del castigo se adecue a los referidos principios. Sin embargo, 
lo que realmente deberíamos preguntarnos es si las técnicas restaurativas vulneran o no los 
principios y garantías del Estado Derecho – aspecto que será abordado de manera específica en 
el ámbito penitenciario, más adelantate-.
Las críticas vertidas en contra de la Justicia restaurativa desde este prisma, desconocen 
un postulado básico de la Justicia restaurativa, la voluntariedad, principio que va unido al 
equilibrio de las partes. Según señala GORDILLO SANTANA135, de manera acertada, todo 
mecanismo de Justicia restaurativa ha de estar regulado previamente con la participación del 
Estado, directamente, a través de los mediadores e, indirectamente a través del juez que velará 
porque se cumplan todos los derechos y garantías136 – principio de complementariedad-.
2º La privatización de la justicia y consecuente discriminación
Las objeciones realizadas en este plano, derivadas de la anterior, equiparan los procesos 
restaurativos a venganza privada, donde la capacidad económica del ofensor va a determinar 
la medida del hecho criminal. Entienden la mediación víctima-victimario como una sumisión 
del sistema criminal a condiciones económicas de reparación dejando en manos privadas 
competencias exclusivas del Estado. Asimismo advierten del peligro de la privatización de las 
prisiones, condicionada por la capacidad económica del preso. 
regulados en la Ley. Sobre ello QUERALT J. “La mediación en España y perspectivas internacionales” 
en REYNA ALFARO, L.M. (coord.) “Victimología y Victimodogmática. Una aproximación al estudio 
de la víctima en el Derecho penal”, Ara Editores, Lima, Perú, 2003, pp. 363-367, entre otros. 
134 LAURRARI E., “Tendencias actuales de la Justicia Restauradora…, ob. cit., p. 453; PÉREZ 
SANZBERRO, G., “Reparación y conciliación en el sistema penal, ¿apertura de una nueva vía?..., (ob. 
cit., p. 398) cita a SHÄLDER, W., ZRP, 1990, p. 151;VON HIRSCH, ASHWOTH, A., y SHEARING, 
C., “Specifying Aims and Limits for restorative Justice: A “Making Ammends” Model? , en VON 
HIRSH, A.; ROBERTS, J; BOTTOMS, A; ROACH, K., y SCHIFF, M., (Eds.) Restorative Justice & 
Criminal Justice, Oxford, Hart Publishing, 2003, pp.22-24. Por ejemplo afirman que los riesgos de un 
pronunciamiento informal en el que no existen estándares mínimos sobre su desarrollo se ven acentuados 
por la situación de desequilibrio, desde el punto de vista de las diferencias de poder y capacidad, en el 
que pueden encontrarse los sujetos. 
135 GORDILLO SANTANA, L.F. ob cit., p. 161-162.
136 En el mismo sentido se muestra LAURRARI E., “Tendencias actuales de la Justicia Restauradora, 
ob. cit., p. 453 y ss.
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A juicio de ETXEBARRIA ZARRABEITIA137 los procesos restaurativos no implican 
privatización, pero sí cierta devolución de la respuesta del delito a sus protagonistas – infractor/
víctima-, frente al monopolio absoluto del Estado. Actualmente a falta de regulación expresa 
de las técnicas restaurativas en materia penal, la conciliación y reparación entre infractor y 
víctima no supone un decaimiento de la acción penal, ni una disminución de la responsabilidad 
penal, salvo a través de la atenuante del art. 21.5 CP, por lo que siguen rigiendo los principios 
de legalidad e indisponibilidad de la acción penal.
3º El peligro de introducir la Justicia restaurativa en el modelo de Justicia retributiva.
Autores como BOVINO138 o MUÑOZ CONDE, entre otros, han manifestado sus reticencias 
al respecto cuestionando el protagonismo de la víctima en el Sistema penal americano: “(…) 
hasta hoy mismo la neutralización de la víctima se consideraba un progreso, como un tributo 
al Estado de Derecho, único legitimado para prevenir y castigar el delito, evitando así que las 
víctimas se tomen la Justicia por su mano o que el proceso penal se convierta en una especie de 
juicio de Dios en el que no siempre gana el que tiene razón, sino el más astuto o el más fuerte, 
que igual puede ser el delincuente y no la víctima”.139 
Sin embargo, se cuestiona el hecho de que esta perspectiva está cambiando y que, incluso, el 
propio Estado es quien fomenta cada vez más la participación de la víctima en el proceso penal, 
supeditando su tramitación a su previa denuncia o a un previo acuerdo con el delincuente, y 
ello no tanto para beneficiar a la víctima sino a la propia Administración de Justicia, ahorrando 
tiempo y dinero.
Esta nueva visión conduce, según MUÑOZ CONDE140, a una funcionalización y 
desformalización de la Justicia penal que conjuga mal con los principios de legalidad y oficialidad 
propios del Derecho penal moderno: el derecho a la presunción de inocencia del acusado, a un 
juicio objetivo, imparcial y justo, a utilizar todos los medios de prueba para su defensa, a no 
declarar contra sí mismo, etc… En definitiva cuestiona, la potencial vulneración de las garantías 
penales a través de los nuevos mecanismos de la Justicia restaurativa. No obstante, contempla 
la posibilidad de que dichos mecanismos sean factibles si se introducen en el Derecho penal 
material como en el proceso penal determinados preceptos que garanticen los derechos del 
acusado a un proceso justo y la necesaria protección de los derechos de las víctimas.
137 ETXEBARRIA ZARRABEITIA X., “Justicia restaurativa y fines del Derecho penal” en 
MARTÍNEZ ESCAMILLAN (coord..) :“Justicia Restaurativa, mediación penal y penitenciaria: un 
renovado impulso, ob. cit., p 51.
138 BOVINO A., “La participación de la víctima en el procedimiento penal”, en REYNA, L.M. (Dir.), 
“Derecho, Proceso penal y Victimología”, Ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, Argentina, 2003, p.410-454.
139 MUÑOZ CONDE, F., Derecho Penal. Parte General, 4ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 
2000, p. 687.
140 MUÑOZ CONDE, F. ob. cit. p. 687.
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Como señala GORDILLO SANTANA141 la Justicia restaurativa no es sinónimo de 
vulneración de garantías procesales y derechos, sino que, perfectamente, es compatible con el 
Sistema jurídico penal, sin el cual no puede desarrollarse. Las técnicas restaurativas, permiten 
su incorporación como mecanismos complementarios dentro del mencionado Sistema jurídico 
penal, sin que por ello suponga una vulneración de garantías142, y que genera un cambio de 
prisma y de orientación en la Justicia que le lleva a una mayor adaptación a la realidad y 
demandas de las partes en el proceso y de la propia comunidad.
4º Las experiencias negativas de otros países.
 WEITEKAMP143 enumera algunos de los efectos que se han puesto de manifiesto a partir 
de algunos programas restaurativos realizados en EE.UU y Canadá durante los años setenta y 
ochenta. Señala entre otros:
 - “Pese al gran número de decisiones legislativas, éstas han sido aplicadas de modo 
asistemático y discrecional por parte de la Administración de Justicia.
 - Los programas de mediación y reparación han limitado su clientela a infractores contra 
la propiedad y, además primarios.
 - Dichos programas no han servido como alternativa a las penas de prisión y han 
conducido a una expansión de las redes de control. 
 - Se han centrado principalmente en infractores jóvenes y minorías selectivas.
 - Es dudoso que sean efectivos para reducir la violencia.
 - Deficiente planificación.”
No obstante, a pesar de estas críticas, lo que debemos plantearnos como señalan otros 
autores144 es la capacidad de este nuevo modelo restaurativo así como de sus técnicas para 
solucionar las disfunciones del actual Sistema jurídico penal, objeto del presente trabajo dentro 
del sistema penitenciario.
141 GORDILLO SANTANA L.F. ob. cit. p. 165
142 En el mismo sentido se manifiesta BARONA VILAR S. ob cit. pp. 247 y ss.; MARTÍNEZ 
ESCAMILLA M., “Justicia reparadora, mediación y sistema penal: diferentes estrategias ¿los mismos 
objetivos?” en Estudios Penales Homenaje a Enrique Gimbernat, Ed. Edisofer, Madrid, 2008, pp. 465-
497; AGUILERA MORALES, M., “La mediación penal: ¿quimera o realidad?” en Sobre la Mediación 
Penal (Posibilidades y Límites en un entorno de reforma del proceso penal español), Ed. Thomson-
Reuters-Aranzadi, Universidad de la Rioja, 2012, pp. 332 a 342.
143 Sobre ello PÉREZ SANZBERRO, G. “Reparación y conciliación en el Sistema penal…, (ob. cit. pp. 
17 y 18) cita a WEITEKAMP E., “Can Restitution Serve as a Reasonable Alternative to Imprisonment?, 
An Assesment of the situation in the USA”, en MESSMER y OTTO (Eds) Restorative Justice on Trial, 
Pitfalls and Potentials Of Victim-Offender Mediation, London, Boston, 1993, pp. 81-103.
144 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F. ob. cit. p. 167; GONZÁLEZ RAMÍREZ, I., “¿Es la 
justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema jurídico?…,ob. cit. pp. 30-33.
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5º El fenómeno de la extensión de la red 
Se ha criticado también que los programas de Justicia restaurativa en lugar de disuadir a la 
ciudadanía en su propósito de cometer delitos, tengan el efecto contrario por ser una “justicia 
blanda”, atrayendo al nuevo sistema a más gente y produciéndose lo que se conoce como el 
fenómeno de la extensión de la red145. Sin embargo diversos estudios empíricos publicados en 
noviembre de 1999 por el Consejo Consultivo Internacional Científico y Profesional (ISPAC) 
del Programa de las Naciones Unidas y Justicia Penal demuestran lo contrario146.
Esta objeción parte de la falsa creencia de que la Justicia restaurativa y en concreto sus vías 
instrumentales no comportan ninguna carga para el delincuente, así como del desconocimiento 
de lo que en realidad representa la Justicia restaurativa y que analizaremos a lo largo del presente 
trabajo, dentro del marco penitenciario. 
5. LA JUSTICIA RESTAURATIVA EN EL SISTEMA PENITENCIARIO
Respecto a la posibilidad de llevar a cabo programas o técnicas de Justicia restaurativa en el 
marco penitenciario, retomo, para analizar tal posibilidad, las preguntas formuladas anteriormente, 
por un lado ¿representan los programas o técnicas de la Justicia restaurativa una pena alternativa o 
una alternativa a la pena de prisión? Y de otro ¿la Justicia restaurativa debe ponerse en práctica para 
mejorar la pena de prisión o para reformarla de tal modo que nos lleve a la ruptura con el sistema 
penitenciario tal y como lo conocemos? En respuesta a estas preguntas encontramos diferentes 
posiciones, desde aquellos que mantienen que la prisión es incompatible con los postulados de la 
Justicia restaurativa y por lo tanto resulta inviable la puesta en práctica de programas o técnicas 
restaurativas en prisión, a aquellos que defienden los programas de Justicia restaurativa como una 
manera de reformar y/o mejorar el sistema penitenciario.
5.1. Objeciones teóricas y prácticas al uso de programas o técnicas de Justicia restaurativa 
en el sistema penitenciario
Aquellos que mantienen que la esencia de la prisión la hace incompatible con los postulados 
de la Justicia restaurativa y por tanto consideran inviable la posibilidad de poner en marcha 
145 QUERALT J.J., (“La mediación en España y perspectivas internacionales” en REYNA ALFARO, 
L.M. (coord.), “Victimología y Victimodogmática. Una aproximación al estudio de la Víctima en el Derecho 
pena”l, Ara Editores, Lima, Perú, 2003, pp. 364-365) quien al hilo del principio de oportunidad alerta sobre 
la posibilidad de generar una línea de arbitrariedad en la selección de casos relevantes y dejando fuera las 
infracciones no estandarizadas, pudiendo general el efecto de “extensión de la red”.
146 Consejo Consultivo Internacional Científico y Profesional (ISPAC) del Programa de las Naciones 
Unidas y Justicia Penal preparado por Paul C. Viernes (EE.UU), Sociedad Mundial de Victimología, 
Noviembre, 1999, pp. 18 ss. en http.: // www.restorativejustice.org.uk.assets/_ugc/fectch.php?=ga74_
united_nations_backs_restorative.
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programas o técnicas restaurativas dentro de la prisión parten de posiciones abolicionistas del 
Derecho penal y de una concepción originaria de entender la Justicia restaurativa y sus técnicas 
como alternativas a la pena147.
Autores como CHRISTIE o HULSMAN ente otros, pensadores del movimiento abolicionista 
y a la vez precursores del surgimiento de la Justicia restaurativa148 parten de las siguientes 
premisas: “Entender el delito como conflicto interpersonal y no como desobediencia a la Ley; 
preferir los procesos flexibles y comunicativos entre las partes afectadas como método de 
gestión del conflicto; considerar que la reparación del daño, y no la imposición de la pena, 
había de ser la respuesta principal al conflicto”.
Dichas premisas resultan contrarias a los postulados de la Justicia retributiva y resocializadora 
que colocan a la prisión en el epicentro de sus respuestas, ignoran las necesidades de las víctimas 
y fallan en sus intentos de resocializar al delincuente. Por lo tanto, los referidos autores opinan 
que la prisión es totalmente incompatible con la Justicia restaurativa, y debe ser suprimida junto 
con el resto del Sistema jurídico penal.
Los reproches a la prisión no sólo proceden de autores radicalmente abolicionistas del 
Sistema jurídico penal, sino también por parte de aquellos que defienden la puesta en práctica 
de programas de Justicia restaurativa dentro de la prisión pero conscientes de los efectos 
negativos que el encarcelamiento conlleva149. CONSENDINE150 expresa muy gráficamente la 
147 Según OLLERO PERAN J., (“Menos prisión y más Justicia restaurativa: estableciendo las 
prioridades del debate” en Revista de Criminología y Justicia, 2013, p. 5) “la justicia restaurativa 
en sus comienzos nació como respuesta a los fallos que los paradigmas retributivo y resocializador 
presentaban y, por consiguiente, era un movimiento decididamente contrario al sistema penal en su 
conjunto y absolutamente opuesto a la pena de prisión. Por ello que se asocie el surgimiento de la 
justicia restaurativa a los defensores de las teorías abolicionistas del sistema penal”.
148 En este sentido BLAD, J. ,(“In memory of Louck Hulsman”. 2010, Available at SSRN: http://ssrn.
com/abstract-1543676, - traducido al español por FERNÁNDEZ BESSA, C. y revisado por BERGALLI 
R. en LOUK HULSMAN: Qué queda de los abolicionismos? coord. BERGALLI R y RIVERA 
BEIRAS I., Anthropos, Utopías de control y control de las utopías, Vol. 9, 2010 pp.73-86 -), atribuye 
al movimiento abolicionista el surgimiento de la Justicia restaurativa; ZINSSTAG E., TEUNKENS 
M., y PALI B. “(Conferencia: Un camino hacia la justicia restaurativa en Europa” - Informe final de 
JLS / 2008 / JPEN / 043 , Leuven: Foro Europeo para la Justicia Restaurativa (EFRJ), traducción en 
castellano en https://law.kuleuven.be/linc/english/researchconferencing.htm.) consideran también, en el 
referido estudio, que en el caso europeo, fue el movimiento abolicionista el precursor de la Justicia 
restaurativa.
149 En este sentido GOULDIN D, HALL G y STEELS B., (“Restorative Prision: Towards Radical 
Prision Reform”, Current Issues Crim. Just, 20, 2008, p. 231) recogen en su trabajo las consecuencias 
negativas del internamiento en prisión y afirman “que las prisiones, por su propia naturaleza, su 
organización jerárquica y su arquitectura, constituyen la personificación del secretismo, la 
invisibilidad, el aislamiento y la falta de responsabilidad”. Las prisiones por tanto no fomentan la 
preparación de las personas presas para la vida en libertad sino que cortan sus vínculos pro-sociales y 
aumentan sus vínculos anti-sociales, convirtiéndose en un factor criminógeno. Las prisiones serían una 
parte del problema y no una parte de la solución.
150 CONSENDINE J., (“Restorative justice: Heaqling the effects of crime” Lyttelton: Ploughshshares 
Publications, 1995) citado por OLLERO PERÁN, J. “Menos prisión y más Justicia restaurativa: 
estableciendo las prioridades del debate” en Revista de Criminología y Justicia, 2013, p. 7
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contraposición de los postulados de la Justicia restaurativa151 con lo que representa la prisión 
“las prisiones fracasan prácticamente en todos los frentes (…). No satisfacen a las víctimas, 
que no se ven reparadas, no ayudan a la rehabilitación de los penados, contribuyen a las 
exclusión social y al crimen, y además, implican un volumen de gasto inadmisible”. 
Las razones apuntadas parecen demostrar la tesis de que la Justicia restaurativa y la cárcel 
son incompatibles. Además tal hipótesis es confirmada empíricamente por GUIDONI152. 
Tras realizar un programa experimental de Justicia restaurativa en una cárcel italiana llegó 
a las siguientes conclusiones: “La prisión controla las vidas de las personas presas y eso 
impide su toma de responsabilidad; la cultura carcelaria es muy fuerte y antisocial, supone 
un esfuerzo sobrehumano salir de ella; la coerción y la jerarquía son inherentes a la cárcel, 
lo que impide instaurar una cultura de la resolución pacífica de conflictos; los objetivos del 
personal penitenciario – funcionarios- y las personas presas son contrarios a los de la justicia 
restaurativa; la jerarquía existente en las prisiones impide las consecución de autonomía 
personal y; las condiciones físicas de las prisiones, su sobreocupación y violencia latente, 
conllevan la imposibilidad de las personas presas para centrarse en labores restaurativas”.
Según GUIDONI, la cultura de la prisión imposibilita el desarrollo positivo de la personalidad 
del preso y la violencia existente entre los muros de la cárcel dificulta el alcance de actitudes 
empáticas en las personas presas. Las prisiones funcionan bajo parámetros de disciplina, 
jerarquía y sumisión que son completamente opuestos a los parámetros restaurativos. Finaliza 
GUIDONI afirmando que “la Justicia restaurativa debe usarse no como una forma de reformar 
las prisiones, sino como una alternativa a la prisión” porque en otro caso se corre el riesgo de 
que contribuya a legitimar el castigo153.
5.2. Apoyos al uso de técnicas restaurativas como mecanismo de reforma y/o mejora del 
sistema penitenciario
Desde otro punto de vista, más pragmático, diversos autores154 opinan que es necesario 
trabajar desde dentro de la prisión con base a principios restaurativos para poder cambiar el 
151 Expuestos en el apartado 2 del presente capítulo.
152 GUIDONI, O V., “The ambivalences of restorative justice: Some reflections on an Italian prisión 
project” In: Contemporary Justice Review 6, 2003, pp. 55-68.
153 En el mismo sentido se muestra VAN GARSE, L., (“Mediation in detention context: moralisation 
or participation?” In: International Penitentiary Congress: The social function of penal politics, 
Barcelona, March 30 – 1 April, 2006) citado por OLLERO PERAN J. p. 7
154 GOULDIN D, HALL G y STEELS B., “Restorative Prison: Towards Radical Prison Reform”, 
Current Issues Crim, Just 20, 2008, p. 231; DHAMI, M.K., MANTLE, G., y FOX D., “Restorative justice 
in prision”, Contemporany Justice Review 12 (4), 2009, pp. 433-488; JOHNSTONE, G., “Restorative 
Justice and the practice of imprisonment” Prision Service Journal 174, 2007, pp. 15-20; NEWELL, 
T., “Restorative Justice in prisions” Restorative Justice Consortium, 2001; PETERS, T., AERTSEN 
I., LAUWAERT K., y ROBERT L., “From Community Sanctions to Restorative Justice: The Belgian 
Example”, Report, UNAFEI Annual Report for 2002 and Resource Material Series Nº 61, 2003, pp. 
180-211.
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Sistema jurídico penal, sin renunciar por ello a la crítica del mismo y siendo muy conscientes 
de las enormes consecuencias negativas que produce el internamiento en prisión. Los referidos 
autores que defienden la puesta en práctica de programas restaurativos en prisión, aunque 
manifiestan una actitud crítica con ella, adoptan un punto de vista reformista que parte de tres 
premisas: a) La Justicia restaurativa puede transformar positivamente las prisiones; b) si no 
usamos la Justicia restaurativa dentro de la prisión estaríamos excluyendo a las víctimas de los 
delitos más graves; c) las prisiones no van a desaparecer.
a) La Justicia restaurativa puede transformar positivamente las prisiones
Para GOULDING155 “(…) es posible adaptar con éxito los principios de la Justicia 
restaurativa para su uso dentro de prisión”. Esta certidumbre en la capacidad reformista de la 
Justicia restaurativa es compartida por los autores que defiende el uso de la Justicia restaurativa 
en prisión156. En sus trabajos, intentan mostrar los beneficios que la Justicia restaurativa puede 
ofrecer a las prisiones. Estiman que puede ayudar a que los presos se responsabilicen de sus 
actos, a crear cárceles más humanas y menos violentas, a reparar el daño producido a las 
víctimas etc…
b) Si no usamos la Justicia restaurativa dentro de la prisión estaríamos excluyendo a las 
víctimas de los delitos más graves
A criterio de JOHNSTONE157 “un rechazo purista a utilizar la Justicia restaurativa en 
prisión resultará en una restricción de la Justicia restaurativa a los casos menos graves”. En 
este sentido se argumenta que, puesto que la prisión cobija a las personas que han cometido 
los delitos más graves y dado que ha quedado demostrada la efectividad del uso de la Justicia 
restaurativa en estos casos158, resultaría irrazonable privar a estos infractores y a sus víctimas de 
las posibilidades que ofrecen las técnicas restaurativas.
155 GOULDIN D, HALL G y STEELS B., “Restorative Prison: Towards Radical Prison Reform”, 
Current Issues Crim, Just 20, 2008, p. 231.
156 DHAMI, M.K., MANTLE, G., y FOX D., “Restorative justice in prision”, Contemporany 
Justice Review 12 (4), 2009, pp. 433-488; JOHNSTONE, G., “Restorative Justice and the practice 
of imprisonment” Prision Service Journal 174, 2007, pp. 15-20; NEWELL, T., “Restorative Justice 
in prisions” Restorative Justice Consortium, 2001; PETERS, T., AERTSEN I., LAUWAERT K., y 
ROBERT L., “From Community Sanctions to Restorative Justice: The Belgian Example”, Report, 
UNAFEI Annual Report for 2002 and Resource Material Series Nº 61, 2003, pp. 180-211.
157 JOHNSTONE, G., “Restorative justice and the practice of imprisonment” Prision Service Journal, 
174, 2007, p. 15.
158 Sobre ello SHAPLAND, J., (“Restorative justice and prision” Presentation to the commission of 
English Prisions Today, 7- November, 2008) estudio citado por OLLERO PERÁN, J. “Menos prisión 
y más Justicia restaurativa: estableciendo las prioridades del debate” en Revista de Criminología y 
Justicia, 2013, p. 9.
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c) Las prisiones no van a desaparecer
Según JOHNSTONE159 “el objetivo de reemplazar a gran escala el encarcelamiento por la 
Justicia restaurativa es improbable a corto y medio plazo”. En definitiva, esta es la base sobre 
la que se intenta acomodar la Justicia restaurativa a la prisión. Los autores que defienden la 
Justicia restaurativa como modo de reformar las prisiones, “aceptan” la inviabilidad de acabar 
con las cárceles a corto o medio plazo y deciden actuar, intentando mejorarlas.
Para OLLERO PERAN160 este enfoque pragmático respecto al uso de técnicas restaurativas 
en prisión se corresponde con la evolución que el movimiento de la Justicia restaurativa ha 
experimentado desde sus inicios hasta el presente. Destaca la obra de DALY161 en cuyos escritos 
analiza dicha evolución y en concreto en su obra “The punishment debate in Restorative 
Justice”162 describe gráficamente dicha evolución: “los primeros pensadores que hoy se asocian 
a la Justicia restaurativa estaban generalmente en contra del castigo. Excéntricos y algo 
radicales para aquellos días, su visión reflejaba el optimismo de sus tiempos, los 60, y los 70, 
cuando parecía posible cambiar el rumbo del Sistema penal en una dirección más constructiva 
y menos punitiva. Ese optimismo se vino abajo en los 80 y 90, al observarse las crecientes tasas 
de encarcelamiento y el giro conservador que dio la política criminal”.
 ZEHR representa un claro ejemplo de este cambio de postura. Pasó de estar absolutamente 
en contra de la Justicia retributiva163 y de la puesta en práctica en prisión de programas 
restaurativos a una postura más pragmática164, llegando a manifestar que “también es posible 
aplicar prácticas restaurativas de manera conjunta o en paralelo con las sentencias en prisión. 
No son necesariamente una alternativa al encarcelamiento”165.
159 JOHNSTONE, G., ob. cit. (2007), p. 15.
160 OLLERO PERAN ob. cit. p. 12.
161 DALY, K.. (Revisiting the relationship between retributive and restorative justice en Restorative 
justice: from philosophy to practice, Dartmouth: Ashgate, 2000, pp. 33-54; Restorative justice The real 
story. Punishment & Society 4(1), 2002, pp. 55-79; “Past, Present, and Future of Restorative Justice: 
Some Critical Reflections” Contemporary Justice Review 1, 1998, pp. 21-45) citado por OLLERO 
PERAN, J. ob cit. p. 12
162 DALY, K., (“The Punishment Debate in Restorative Justice” en: SIMON J. y SPARKS, R. (eds): The 
Handbook of Punishment and Society, 2013, p. 2) citado por OLLERO PERAN, J. ob cit. p. 12
163 ZEHR H., (Retributive justice, restorative justice. Reprint in Johnstone G. (Ed) A restorative justice 
reader. Cullompton: William Publishing, 1985, pp. 69-82) citado por OLLERO PERAN, J. ob cit. p. 12.
164 ZEHR, H. y MIKA, H., (“Fundamental Concepts of Restorative Justice”, en Contemporary 
Justice Review, 1, 1998, pp. 47-55) aboga por; reducir al mínimo la separación de quien ofende a la 
comunidad – encarcelamiento-, y utilizar como último recurso las medidas incapacitantes o disuasorias, 
con el empleo de la fuerza mínima. Más adelante reconocerá (ZEHR, H., “The Little book of restorative 
justice” Intercourse, PA: Good Book, 2002, p. 17) que la Justicia restaurativa no es necesariamente lo 
opuesto a la Justicia retributiva y atiende a la existencia de programas centrados en la transición de los 
ofensores de prisión a la libertad, así como que los programas rehabilitadores en prisión pueden ser 
restaurativos.
165 ZEHR, H., “The Little book of restorative justice” Intercourse, PA: Good Book, 2002, p. 17.
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Personalmente me ubico en esta segunda corriente pragmática, a pesar de seguir creyendo 
que la prisión hoy en día no es el mejor lugar para “recomponer” social y personalmente a un 
condenado, porque pienso que “se necesita trabajar desde dentro de la cárcel, de manera conjunta 
al Sistema jurídico penal, para poder cambiarla”. Además existen diversos proyectos y programas 
restaurativos, tanto a nivel nacional166 como internacional167, que han puesto en práctica los 
principios y valores de la Justicia restaurativa en prisión y que evidencian sus posibilidades. Objeto 
de este trabajo es analizar las experiencias restaurativas realizadas en las cárceles españolas y con 
base en ellas – posibilidades y límites- realizar una propuesta de intervención restauradora en el 
sistema penitenciario español que mejore su eficacia desde un plano resocializador y restaurativo, 
que revierta en una seguridad integradora y sobre todo en la humanización del sistema.
6. RECAPITULACIÓN 
Como síntesis de todo lo expuesto acerca de la limitada eficacia del sistema penitenciario 
español y de la necesidad de un cambio de paradigma en el cumplimiento de las penas de 
prisión, reitero que a través de la Justicia restaurativa se podrían realmente alcanzar los fines 
que constitucional y legalmente tiene asignados nuestro sistema penitenciario, además de 
completarlos para dotarlos de mayor eficacia. 
1) La Ley Orgánica General Penitenciaria aprobada en 1979 – LOGP-, en consonancia con 
el mandato constitucional – art. 25.2 CE 1978-, dispone en su art. 1: “(…) el fin primordial de 
las Instituciones Penitenciarías es la reeducación y reinserción social de los condenados a 
pena de prisión, así como la retención y custodia de los detenidos, presos y penados, a la par 
que una labor asistencial y de ayuda para internos y liberados (…)”. 
Sin embargo, tras casi cuarenta años de entrada en vigor de la referida LOGP, con la que se 
pretendía que el Estado de Derecho “no se detuviera a las puertas de las cárceles”, observamos 
déficits notables en el incumplimiento de su objetivo central. Así: 
166 Se analizaran en el Capítulo IV. 
167 Experiencias publicadas y analizadas en Correctional Service of Canada, “International Perspective 
on Restorative Corrections: A Review of the Literature”, Report. Available at: htt: // www.csc-scc.
gc.ca/restorative-justice/003005-4004-eng.shtml (accessed 25 August 2013), 2012; LIEBMANN M., 
“Restorative justice in prisions, an international perspective” In: United Nations Crime Congress, 
Brazil, April 2010; JONSTONE ob. cit. (2007), pp. 15-20; VAN NESS “Restorative Justice in Prision” 
en http://www.restorativejustice.org/editions/2005/july05/2005-06-21.9036003387/at_download/file. 
Y en el ámbito del proceso penal destacar las experiencias recogidas por GORDILLO SANTANA, 
L.F. ob. cit. (2007) pp.261-317; VARONA VILAR S. (coord.) “La mediación penal para adultos. Una 
realidad en los ordenamientos jurídicos (experiencias en España, EE.UU, Inglaterra y Gales, Países 
Escandinavos, Francia, Alemania, Portugal, Brasil y Chile) Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2009, y DE 
DIEGO VALLEJO y GUILLÉN GESTOSO “Mediación. Procesos, tácticas y técnicas”, Ed. Pirámide, 
2010, pp. 212-221, entre otros.
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1º El condenado, en la mayoría de los casos no se reintegra en la sociedad tras su paso por 
la cárcel. Por el contrario, el preso termina victimizándose -victimización terciaria-, fruto de la 
violencia institucional del sistema penitenciario y como consecuencia no asume plenamente la 
responsabilidad de sus actos, pudiéndose convertir en un factor criminógeno.
2º La víctima es apartada del proceso penal y no ve resarcido el daño que se le ha ocasionado, 
sobre todo no obtiene una reparación moral, dando lugar a la victimización secundaria. La 
víctima se convierte por tanto en un “perdedor por partida doble”: frente al infractor y frente 
al Estado.
3º La sociedad no percibe la eficacia del Sistema jurídico penal sobre todo dentro del 
marco penitenciario. Y por tanto, la comunidad pierde la confianza en dicho Sistema, del 
que también forma parte el Derecho penitenciario168, porque no percibe garantías de que el 
infractor no vuelva a delinquir, amén de considerar que el Sistema es demasiado benévolo 
con el delincuente.
4º La intervención del Estado es cada vez mayor suponiendo por un lado una 
dilación de los procedimientos y de otro la construcción de macro-cárceles con altas 
tasas de encarcelamiento. Esto conlleva a su vez: un alto coste económico y se termina 
primando la finalidad de seguridad sobre la finalidad reeducadora, en contra de lo 
dispuesto en el art. 71 LOGP, así como contradiciendo aquellos estudios que aconsejan 
el cumplimiento en regímenes abiertos frente a los cerrados, ya que se ha demostrado 
empíricamente que la tasa de reincidencia es menor en aquellos presos que cumplieron 
en régimen abierto. 
Todos estos factores nos hacen llegar a la conclusión de que el cumplimiento de la 
pena de prisión, lejos de solucionar el conflicto surgido tras la comisión del delito, por 
contra lo agrava, poniendo en tela de juicio la eficacia del sistema penitenciario en cuanto 
a su finalidad reeducadora y reintegradora se refiere. No obstante, ha de admitirse que la 
finalidad de seguridad y retención que la pena tiene atribuida, se cumple más o menos de una 
manera relativa, haciéndola “primar” sobre el resto de fines asignados, como una finalidad 
en sí misma y no como un medio para alcanzar los demás – reeducación y reintegración-, 
obviando, para ello, el debido respeto a los principios y garantías constitucionales 
establecidos al respecto. Esto permite afirmar que bajo el teórico paradigma resocializador 
de nuestro sistema penitenciario – art. 25.2 CE/ art. 1 LOGP – se esconde en la práctica 
todo un paradigma retributivo.
168 Según la teoría de la autonomía integradora (diseñada por MAPELLI CAFFARENA, B. y 
TERRADILLOS BASOCO, J., “Las consecuencias jurídicas del delito”, Ed. Civitas, Madrid, 1996, 
p.115): el Derecho penal, el Derecho procesal penal y el Derecho de ejecución penal dentro del cual 
estaría el Derecho penitenciario conforman el Sistema Jurídico Penal.
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2) Como hemos recogido en extenso en el texto, algunos autores169, atribuyen el origen de la 
Justicia restaurativa a la crisis del Derecho penal afirmada con mayor intensidad a partir de los 
años ochenta, debido, de un lado, al fracaso de las tesis resocializadoras de la pena y, de otro 
lado, al reconocimiento de la ineficacia del Sistema jurídico penal. Estos hechos provocaron 
el surgimiento de un nuevo modelo de Justicia cuyo principal objetivo era buscar nuevas vías 
de solución al conflicto generado “por” y “en torno” al delito, frente a las ofrecidas hasta 
entonces por la Justicia penal tradicional basada principalmente en fundamentos distributivos 
y retributivos. 
Siguiendo a PAUL MCCOLD Y TED WACHTEL170 la teoría de la Justicia restaurativa cuenta 
con tres estructuras conceptuales distintas, pero relacionadas: 1º La ventana de la disciplina 
social; 2º la función de las partes interesadas; 3º la tipología de las prácticas restaurativas. 
De ello nos interesa destacar las diferentes tipologías de las prácticas restaurativas, el Manual 
de Naciones Unidas del año 2006 sobre Programas de Justicia restaurativa, resalta, entre otros, 
tres tipos de programas o técnicas restaurativas: 1º La mediación entre víctima y delincuente; 
2º las conferencias grupales de comunidad y familia; 3º los círculos de sentencia (sentencia en 
círculo).
La Justicia restaurativa es un proceso que involucra a las partes interesadas primarias - las 
partes y sus comunidades de apoyo - en la decisión sobre la mejor manera de reparar el daño 
ocasionado por una conducta que afecta la convivencia social, para lograr su restauración, 
asumir la responsabilidad y llegar a un acuerdo. El grado en el que las tres partes referidas 
participan en intercambios emocionales significativos y la toma de decisiones, es el grado 
según el cual esta práctica es calificada como más o menos “restaurativa.” Cuando las prácticas 
de la justicia incluyen sólo a un grupo de partes interesadas primarias, como en el caso del 
resarcimiento económico para las víctimas por parte del gobierno, el proceso sólo se puede 
llamar parcialmente restaurativo. Cuando un procedimiento como el de mediación entre las 
partes, incluye sólo a dos partes interesadas, excluyendo a las comunidades de apoyo, el proceso 
es mayormente restaurativo. Finalmente, el proceso es completamente restaurativo sólo cuando 
los tres grupos de partes interesadas primarias participan activamente, como por ejemplo, en 
reuniones de restauración o círculos de paz.
3) Las principales diferencias entre el modelo tradicional de Justica retributiva y el nuevo 
modelo de Justicia restaurativa pueden sintetizarse gráficamente en el siguiente cuadro: 
169 En este sentido BARONA VILAR, S., “Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de 
tutela plural del ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)” en la 
Revista Seqüência: estudios jurídicos y políticos, Nº 51, 2005, pp. 169-201.
170 MCCOLD, P. y WACHTEL, T., “En busca de un paradigma: una teoría sobre Justicia Restaurativa” 
Ponencia presentada en el XIII Congreso Mundial sobre Criminología, del 10 al 15 de agosto de 2003, 
en Río de Janeiro, Brasil, en www.iirp.edu/pdf/paradigm_span.pdf, pp. 1-4.
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Justicia Retributiva Justicia Restaurativa 
El crimen es un acto en contra del estado, una 
violación de una ley, una idea abstracta. 
El crimen es un acto en contra de otra 
persona y la comunidad. 
El sistema de justicia criminal controla el 
crimen 
El control del crimen yace primeramente 
en la comunidad 
La responsabilidad del culpable se define 
como imposición de castigo 
La responsabilidad se define como la carga 
de una culpa y la toma de acciones para 
reparar el daño
El crimen es un acto individual con 
responsabilidad individual 
El crimen tiene dos dimensiones de 
responsabilidad, la individual y la social 
El castigo es efectivo: 
-La amenaza del castigo disuade el crimen 
-El castigo cambia el comportamiento 
El castigo solo no es efectivo para el cambio 
de comportamiento y es perjudicial para 
la armonía de la comunidad y las buenas 
relaciones 
Las víctimas son secundarias al proceso Las víctimas son centrales en el proceso de resolución del crimen 
El culpable se define por déficit
El culpable se define por capacidad de 
reparación 
Enfocado en establecer culpa o responsabilidad, 
en el pasado (¿él/ella lo hizo?)
Enfoque en la resolución de problemas, en 
las responsabilidades/obligaciones, en el 
futuro (¿qué se debería hacer?)
Énfasis en las relaciones conflictivas Énfasis en el diálogo y la negociación
Imposición del dolor para castigar y disuadir/
prevenir 
Restitución como medio para rehabilitar 
a ambas partes; meta de reconciliación/
restauración 
La comunidad al margen, representada 
abstractamente por el estado 
La comunidad como mediadora en el 
proceso restaurativo 
Respuesta basada en el comportamiento 
pasado del culpable
Respuesta basada en las consecuencias 
perjudiciales del comportamiento del 
acusado; el énfasis está en el futuro 
Dependencia de un profesional apoderado Participación directa de los involucrados
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4) Parte de la doctrina ha realizado diversas críticas y objeciones al empleo de técnicas 
restaurativas en el Sistema jurídico penal relativas principalmente a aspectos teóricos y 
prácticos, tales como que : son “una salida fácil del sistema, no satisfacen los deseos la 
víctima, no son alternativas viables en los casos de delitos más graves, no pueden ser aplicados 
sobre las complejas sociedades modernas, falta de previsión legislativa vulnerando su puesta 
en práctica derechos fundamentales y garantías procesales, la privatización de la justicia 
y consecuente discriminación, las experiencias negativas de otros países y el fenómeno de 
“extensión de la red”, 
entre otros. Dichas objeciones parten, a mi juicio, del desconocimiento de los postulados 
y premisas de la Justicia restaurativa, plenamente armonizables con los principios y garantías 
del Estado de Derecho171, así como con sus fines. No obstante, a pesar de tales críticas, lo que 
debemos plantearnos, como señalan algunos autores172, es la capacidad de este nuevo modelo 
restaurativo así como de sus técnicas para solucionar las disfunciones, puestas de manifiesto 
con anterioridad, del actual Sistema jurídico penal. 
 De otra parte, también se han realizado objeciones al uso de técnicas restaurativas en el 
sistema penitenciario: Hay autores173que, desde posiciones abolicionistas y de una concepción 
originaria de entender la Justicia restaurativa y sus vías como alternativas a la pena, mantienen 
que la esencia de la prisión la hace incompatible con los postulados de la Justicia restaurativa 
y por tanto consideran inviable la posibilidad de poner en marcha programas o técnicas 
restaurativas dentro de la prisión y ; sin embargo otros autores174, desde un punto de vista 
más pragmático, consideran que es necesario trabajar desde dentro de la prisión con base a 
principios restaurativos para poder cambiar el actual Sistema jurídico penal, sin renunciar por 
ello a la crítica del mismo. Éstos últimos adoptan un punto de vista reformista que parte de que 
la Justicia restaurativa puede transformar positivamente las prisiones, si no usamos la Justicia 
restaurativa dentro de la prisión estaríamos excluyendo a las víctimas de los delitos más graves 
y, las prisiones no van a desaparecer.
171 Tal y como se analizará más adelante.
172 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L.F. ob. cit. (2007) p. 167; GONZÁLEZ RAMÍREZ, I. “¿Es 
la justicia restaurativa un aporte a los valores del sistema jurídico?”…ob. cit. pp. 30-33.
173 CONSENDINE J., (“Restorative justice: Heaqling the effects of crime” Lyttelton: Ploughshshares 
Publications, 1995) citado por OLLERO PERAN. ob cit. p. 7.; GUIDONI, O V., “The ambivalences of 
restorative justice: Some reflections on an Italian prisión project” In: Contemporary Justice Review 6, 
2003, pp. 55-68, entre otros.
174 GOULDIN D, HALL G y STEELS B., “Restorative Prison: Towards Radical Prison Reform”, 
Current Issues Crim, Just 20, 2008, p. 231; DHAMI, M.K., MANTLE, G., y FOX D., “Restorative justice 
in prision”, Contemporany Justice Review 12 (4), 2009, pp. 433-488; JOHNSTONE, G., “Restorative 
Justice and the practice of imprisonment” Prision Service Journal 174, 2007, pp. 15-20; NEWELL, 
T., “Restorative Justice in prisions” Restorative Justice Consortium, 2001; PETERS, T., AERTSEN 
I., LAUWAERT K., y ROBERT L., “From Community Sanctions to Restorative Justice: The Belgian 
Example”, Report, UNAFEI Annual Report for 2002 and Resource Material Series Nº 61, 2003, pp. 
180-211, entre otros.
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Capítulo I. La necesidad de un cambio de paradigma en el sistema penitenciario
Personalmente me ubico en esta segunda corriente más pragmática; si bien entiendo que 
la prisión, hoy en día, no es el mejor lugar para “recomponer” personal y socialmente a un 
penado, sin embargo opino que “se necesita trabajar desde dentro de la cárcel, de manera 
conjunta al Sistema jurídico penal, para poder cambiarla”. No se trata de confiar ciegamente 
sino fundamentado en la existencia de diversos proyectos y programas restaurativos, tanto a 
nivel nacional175 como internacional176, que han puesto en práctica los principios y valores de la 
Justicia restaurativa en prisión y que evidencian sus posibilidades. 
175 Se analizaran en el Capítulo IV. 
176 Experiencias publicadas y analizadas en Correctional Service of Canada, “International 
Perspective on Restorative Corrections: A Review of the Literature” Report. Available at: htt: // www.
csc-scc.gc.ca/restorative-justice/003005-4004-eng.shtml (accessed 25 August 2013), 2012; LIEBMANN 
M., “Restorative justice in prisions, an international perspective” In: United Nations Crime Congress, 
Brazil, April 2010; JONSTONE ob. cit. (2007) pp. 15-20;VAN NESS “Restorative Justice in Prision” 
en http://www.restorativejustice.org/editions/2005/july05/2005-06-21.9036003387/at_download/file.
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CAPITULO II.  
LA LIMITADA EFICACIA DE LOS MECANISMOS DE SOLUCIÓN 
DEL CONFLICTO PENITENCIARIO
1. EL CONFLICTO EN EL ÁMBITO PENITENCIARIO
Objeto de este apartado es el estudio del conflicto penitenciario, comenzando por el concepto, 
origen, percepción, tipología y estructura del conflicto en general para luego analizarlo en el 
marco penitenciario con el objetivo de comprender sus causas y buscar nuevos mecanismos 
de resolución más eficaces que los actuales, desde una doble perspectiva resocializadora177 
y restauradora178, que atienda los intereses de todas las partes implicadas – víctima, preso, 
sociedad y Administración penitenciaria –.
1.1. El conflicto
a) Concepto y percepción
Son muy diversas y variadas las definiciones que podemos encontrar del término conflicto179. 
No es objeto de este trabajo realizar un estudio pormenorizado sobre la teoría del conflicto180 
sino conocer sus rasgos generales – concepto, percepción, origen, estructura y tipología- para 
centrarnos, como ya he adelantado, en el estudio y análisis del conflicto en prisión con la 
finalidad de buscar un mecanismo de resolución efectivo del mismo.
Para ello partiré por un lado del concepto etimológico de la palabra. Según BANDIERE181 
la palabra conflicto deriva del latín, conflictos y del verbo confluyere que significa combatir, a 
177 Este modelo o paradigma subraya como objetivo específico y prioritario del sistema, aunque no 
excluyente, la reinserción social del infractor. En virtud de un giro humanista, el paradigma resocializador 
reclama una intervención positiva en el penado que facilite el digno retorno de éste a la comunidad, 
su plena reintegración social. Sobre ello GARCIA-PABLOS DE MOLINA, A., “Criminología. Una 
introducción a sus fundamentos teóricos”, 7ª edición), Ed. Tirant lo Blanch, España, 2007, pp.614 y ss.
178 Este modelo ha sido expuesto en el Capítulo I.
179 Sobre ello INFANTE REJANO, E., “Sobre la definición del conflicto interpersonal: aplicación del 
cluster analysis al estudio semántico” en Revista de Psicología Social, Vol. 13, Nº 3, 1998, pp. 485-493.
180 De cuyo estudio se encarga la Conflcitología. Sobre ello VINYAMATA CAMPS E. (coord.) “Guía 
para tratar los conflictos” en “Vivir en Paz, Conflictología y conflictividad en la vida cotidiana”, Ed. 
Hacer, Barcelona, 2005, pp. 13 y ss. Para quien la conflictología tiene una perspectiva integral que 
abarca desde las crisis personales hasta los conflictos internacionales, pasando por toda otra forma de 
violencia como elemento constitutivo del conflicto.
181 BANDIERI, L.M., “Argumentación y composición de los conflictos jurídicos” en PUY MUÑOZ, F. 
y PORTELA, J.G., “La argumentación jurídica. Problemas de concepto, método y aplicación”, Servicio de 
Publicaciones e intercambio científico de la Universidad de Santiago de Compostela, 2004, p. 32.
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su vez derivado del cum, con y fligere, chocar, tropezar, lo que claramente sugiere un choque 
o un tropiezo con otro. Y por otro lado del concepto oficial que establece el Diccionario 
de la Real Academia de la Lengua Española182 que define conflicto como “Lo más recio de 
un combate (…) Punto en que aparece incierto el resultado de la pelea (…) antagonismo, 
pugna, oposición, combate y angustia de ánimo (…) Apuro, situación desgraciada y de 
difícil salida (…)”. 
En dichas definiciones aparecen dos elementos clave: la idea de lucha y la emoción en la que 
se ve envuelta esa lucha. Son definiciones con una clara connotación negativa. Y así es percibido 
por la mayoría de la sociedad. Sin embargo, para algunos autores el conflicto no es correcto ni 
incorrecto; tan sólo supone una oportunidad para un mayor conocimiento personal y social183. 
Por tanto, son diversas las maneras de percibir el conflicto184, desde aquellas que lo consideran 
algo negativo hasta las que lo consideran algo natural al ser humano y una oportunidad de 
cambio positivo. Según CASCÓN SORIANO185 dichas perspectivas las podemos clasificar 
del siguiente modo: 1º Perspectiva Tradicional-Racionalista; 2º Perspectiva Interpretativa; 3º 
Perspectiva Socio-crítica / Socio-afectiva.
182 CASARES J., De la Real Academia de la Lengua Española, (2ª Edición).
183 Sobre ello PUNTES GUERRERO, S., “La gestión del conflicto de intereses” en Revista de 
Psicología Apuntes de Psicología, 2000, V. 18, Nº 2 y 3, pp. 277-286. Según dicho autor (…)”Por 
lo general, visualizamos el conflicto como algo destructivo, negativo, y si es posible a evitar (…)”. 
Considera que el conflicto es inherente a la situación humana y desarrolla el estudio de los aspectos 
positivos y negativos que conlleva su resolución. Hace un estudio de las distintas estrategias para 
resolverlo y plantea un modelo de negociación basado en los intereses.
184 Según ROBBINS STEPHEN P., (“La evolución histórica del comportamiento organizacional en 
Comportamiento organizacional. Conceptos, Controversias y aplicaciones”, Prentice Hall, México,1994, 
pp. 721-723) son diversos los enfoques que se han dado al conflicto; enfoque tradicional, con base en 
este enfoque todo conflicto es negativo equivale a violencia, destrucción e irracionalidad por lo que hay 
que evitarlo. Dicho enfoque sostiene además que para prevenir o resolver el conflicto hay que atacar 
sus causas, la mala comunicación y la falta de confianza; enfoque de relaciones humanas en el que los 
conflictos en las relaciones humanas son un procedimiento natural, inevitable y no siempre negativo. 
Hay que aceptar el conflicto como tal, ya que puede ser beneficioso para determinadas personas o 
grupos. Y el enfoque interactivo según el cual el conflicto no sólo es un fenómeno natural, sino que 
es conveniente fomentarlo o estimularlo en un grado manejable, ya que incentiva la creatividad, la 
reflexión, y la eficiencia en la toma de decisiones. En esta última línea se manifiesta MULDOON, B. 
(“El corazón del conflicto” Paidós Mediación Nº 12 – Barcelona, Buenos Aires, México, 2004, pp. 19 
y ss.) según el cual el problema real del conflicto radica en nuestras dificultades a la hora de reaccionar 
a él. “Es en el crisol del conflicto donde se forja la dimensión compleja de nuestra humanidad. El 
conflicto, moralmente hablando, es neutro” dice el autor.
185 CASCON SORIANO, P., (“Educar en y para el conflicto” en www.escolapau.uab.cat/img/
docencia/recurso001.pdf., pp.1-18/8) se decanta por afrontar el conflicto desde una “perspectiva 
positiva”, exponiendo los siguientes motivos para ello: “Consideramos la diversidad y la diferencia 
como un valor. Vivimos en un solo mundo, plural y en el que la diversidad desde la cooperación y 
la solidaridad, es una fuente de crecimiento y enriquecimiento mutuo (…) Consideramos que sólo a 
través de entrar en conflicto con las estructuras injustas y/o aquellas personas que las mantienen, la 
sociedad puede avanzar hacia modelos mejores (…) Consideramos el conflicto como una oportunidad 
para aprender (…)” .
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1º Perspectiva Tradicional-Racionalista: En esta perspectiva el conflicto es entendido 
como algo negativo, resultado de un organigrama confuso, de una comunicación deficiente 
o de la incapacidad de alguno de los protagonistas del conflicto. El conflicto es considerado 
como un elemento que acaba por perjudicar gravemente el normal funcionamiento de la 
organización. Su objetivo es buscar una sociedad sin conflictos.
2º Perspectiva Interpretativa: El conflicto es considerado como algo natural de los grupos 
y las organizaciones. Las causas de los conflictos se atribuyen a problemas de percepción 
individual y/o a una deficiente comunicación interpersonal. Los conflictos son manifestaciones 
de la falta de entendimiento entre las personas en cuanto al sentido de los actos propios o de 
otros; equívocos que pueden superarse haciendo que los protagonistas se den cuenta de los 
errores que contienen sus ideas o creencias. Esta concepción ignora las condiciones sociales 
que afectan a los propios sujetos y a sus percepciones.
3º Perspectiva Socio-crítica / Socio-afectiva: No sólo se acepta el conflicto como algo 
inherente a cualquier tipo de organización, sino que se alienta, se considera que contribuye 
a evitar la apatía de la organización y, por tanto, constituye un elemento necesario para el 
progreso organizativo y para el adecuado desarrollo de sus miembros. Se da un papel esencial 
a la calidad de las relaciones entre los diferentes miembros que componen la sociedad y los 
diferentes grupos; empresa, familia, escuela, etc. Se favorece al afrontamiento de determinados 
conflictos desde una perspectiva democrática y no violenta, lo que se denomina como la 
utilización didáctica del conflicto.
Esta perspectiva socio-crítica sobre el conflicto determina que éste no es ni positivo ni negativo 
sino que tendrá aspectos positivos o negativos según se aborde y se resuelva y dependiendo 
del proceso que se utilice para llegar a una solución. Por tanto, una perspectiva que permita 
enfocar el conflicto desde una visión positiva186, con voluntad de cambio para conseguir cotas 
más altas de justicia, es el punto de partida adecuado desde donde debe partir la resolución de 
conflictos.
b) Origen y desarrollo 
Diversas teorías han intentado explicar, a lo largo de la historia, el origen del conflicto a 
nivel social187. No es objeto de esta tesis su estudio, sino saber de manera genérica cómo se 
origina, cómo se mantiene y cómo se intensifica y polariza. Para así entenderlo en el contexto 
penitenciario.
186 Sobre ello ROBBINS STEPHEN P., “Comportamiento organizacional. Conceptos, Controversias 
y aplicaciones…,ob. cit. pp. 721-723.
187 Los autores destacan tres: el marxismo, el funcionalismo y las teorías volcánicas. Sobre ello 
LORENZO CADARSO, P.L., “Principales teorías sobre el conflicto social”, Norba 15, Revista de 
Historia, Cáceres, 2001, pp. 254-327.
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Según diversos autores188 el conflicto se puede originar de múltiples maneras: ante la 
confluencia de diferentes intereses sobre una realidad, ante la existencia de diferentes formas de 
entender una misma situación, ante la presencia de distintas maneras de interpretar una realidad, 
o de la existencia de diferentes valores, cuando una persona o institución niega la existencia 
de un derecho de otra, o ante la dificultad de comunicación interpersonal, en la solicitud de 
intereses y necesidades propias, entre otros.
El conflicto se mantiene siempre que el contexto en el que se desenvuelve la relación facilite 
que una parte sienta que pierde algo en beneficio exclusivo de otro al que no otorga legitimidad. 
Requiere, por tanto, “una interdependencia, voluntaria o forzada, bien por el contexto o por la 
emoción negativa generada por la situación conflictiva”189.
El conflicto se intensifica como consecuencia de una actividad emocional caracterizada 
por la aversión y la defensa a ultranza de la posición – visión, idea, interés-. Esta situación 
entorpece la gestión racional del conflicto en el que el pensamiento refuerza las posiciones 
propias frente a las de la otra parte. Aparecen sentimientos de inseguridad, desconcierto, 
desasosiego, necesidad de defenderse, imposibilidad de empatizar, sobrevaloración personal, 
negando la validez del otro, autojustificación de los errores propios. Se produce, el efecto 
polarización, donde se reactivan e incrementan las posiciones de conductas verbales y no 
verbales, generalmente agresivas.
El conflicto se agudiza190 ante la interacción de las partes -personas o instituciones-. Las 
personas interactúan mediante la dinámica acción-reacción: “donde la respuesta de uno sirve 
de estímulo al otro, reiniciándose el proceso de hostilidad en el que cada persona se reafirma 
en sus posiciones, generando acciones agresivas y de defensa basadas en el enfrentamiento y 
en los deseos de venganza. Se incrementa, de esta forma la hostilidad y la violencia interior 
dificultando una solución pacífica y dialogada del conflicto”.191
188 En este sentido RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, 
J.L., ETXEBARRIA, X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos”, 
Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2016, pp.199-200; ALZATE SAEZ DE HEREDIA, R. 
“La dinámica del conflicto” en SOLETO MUÑOZ H. (Dir.) “Mediación y resolución de conflictos: 
Técnicas y ámbitos”, Ed. Tecnos, 2013, pp. 147-158; MANZANOS BILBAO, C., “Génesis de los 
conflictos, sociedad del miedo e industrialización del control” en Documentación social, Nº 161, 
2011, pp. 15-42. 
189 RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, 
X. y LOZANO F., “Mediación penal… (2016) ob .cit. p. 199.
190 MARINES SUARES y BERNAL SAMPER, (“Mediación, Conciliación de disputas, comunicación 
y técnicas”, Ed. Paidós-Mediación, Buenos Aires-Barcelona, México, 2002, pp. 69-89) lo denominan 
“escalada del conflicto”, cuando la interacción de las partes se realiza mediante pautas repetitivas de 
acción-reacción, generando una espiral de acciones de castigo y defensa.
191 En este sentido RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, 
J.L., ETXEBARRIA, X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos”, 
Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2016, p.200.
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c) Estructura y tipos 
Aunque no es objeto de esta tesis, como ya se ha anunciado, analizar la teoría del conflicto, 
resulta necesario conocer de manera general su estructura y tipología para poder analizar el 
conflicto penitenciario.
Todos los conflictos tienen unos mismos componentes, integrados por elementos estructurales 
y dinámicos192. Todos ellos permiten realizar un cuadro general acerca de sus características. 
Respecto a los elementos estructurales algunos autores193 distinguen: los actores, los asuntos o 
problemas, los objetivos, los intereses y las actitudes.
1º Los actores, son aquellos que de una manera directa o indirecta participan en el conflicto, 
pudiéndose a preciar varias clases: los actores principales son aquéllos que tienen un interés 
directo en el objeto del conflicto, los actores secundarios quienes a pesar de participar de los 
mismos intereses que los principales, se caracterizan por no jugar un papel activo en el escenario 
del conflicto y los intermediarios que intervienen para facilitar la resolución del conflicto y, 
en función del interés que tengan en el resultado, pueden ser imparciales o tomar partido por 
alguno de los actores.
2º Los asuntos o problemas: Por lo general, los asuntos suponen el objeto de la controversia. 
No obstante, existen situaciones en las que el verdadero conflicto se encuentra en la falta de 
acuerdo sobre el origen en sí mismo del conflicto194. 
3º Los objetivos y pretensiones, se manifiestan de formas muy diversas y con un alcance 
heterogéneo, los objetivos componen el escenario de resolución que las partes se proponen. 
Son la exteriorización de cómo éstas plantean las soluciones al conflicto e implican decisiones 
conscientes acerca de los futuros resultados, las condiciones deseables o las determinaciones 
que, en su opinión, deben tomarse.
4º Los intereses o necesidades son las variables que impulsan el comportamiento de las partes. 
Los intereses, las necesidades, los temores, los valores de las partes en conflicto implican un fondo 
–background-, una fuente de inspiración donde beben las actitudes y los objetivos que se pretenden.
5º Las actitudes y comportamientos representan un estado mental que configura la 
disposición de cada individuo a la controversia e influye directamente en las respuestas que 
192 A los elementos estructurales debemos añadir los elementos dinámicos. La mayor parte de los 
conflictos se encuentran condicionados por determinados factores que, si bien no explican por sí solos 
su existencia, permiten interpretar y dar una explicación satisfactoria a determinados comportamientos. 
Son los recursos - dinero, alimentos etc… -, el poder - el acceso a la toma de decisiones -, los elementos 
identitarios - culturales, lingüísticos, étnicos, etc…- y los valores -ideológicos, políticos etc…-.
193 Sobre ello GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M., “Materiales para la práctica de la mediación. 
Esquemas, cuestiones y formularios para el ejercicio de una profesión en alza”, Ed. Thomson Reuters 
Aranzadi, Navarra, 2013, pp. 20-21.
194 Por lo que uno de los principales objetivos para los mediadores será acotar y definir el objeto 
mismo del enfrentamiento.
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se da a las situaciones y objetos con que se relaciona. A diferencia de los pensamientos, 
emociones e intenciones, que se producen en la mente de una persona, el comportamiento, 
como conjunto de acciones que emprende, es visible y puede provocar la reacción de otros 
individuos.
Según MARINES195 además debemos tener en cuenta que el conflicto pone en peligro y a 
prueba, el poder de las partes – actores-. Si se considera un proceso de lucha, ésta, conlleva 
implícitamente tres actitudes: la violencia de las partes, el sentimiento de victoria de la parte 
vencedora y el sentimiento de venganza de la parte perdedora. Por tanto, si el conflicto, lo 
entendemos como una lucha entre dos partes enfrentadas, siempre estará presente la violencia 
-física y/o psíquica- que una parte ejerce sobre la otra, que le va a llevar a ganar/perder, con el 
correspondiente aumento/merma de su poder personal, y no sólo sobre sí mismo, sino sobre el 
otro. Así resulta evidente que el aumento de poder de la parte vencedora sobre la vencida va a 
generar en ésta última un sentimiento de venganza, que seguirá retroalimentando el conflicto. 
Lo que puede llevarle a sentirse víctima196.
Desde un punto de vista sistémico MULDOON197 considera que en el conflicto se 
pueden apreciar tres factores: la dinámica del conflicto, las actitudes y las aptitudes de 
las partes y los puntos de desacuerdo. De tal manera, a criterio del mencionado autor lo 
importante es poder entender y manejar la dinámica del conflicto, lo que determinará cómo 
y cuándo será resuelto. No debiendo confundir el conflicto con el problema. El conflicto 
es la trama donde están comprometidas las emociones, por ello resulta predecible. Aunque 
cada conflicto exige una respuesta estratégica determinada, existen según el autor, cuatro 
estrategias de orden superior o “megaestrategias: contención, confrontación, compasión 
y colaboración198.
Y en lo que respecta a la tipología de los conflictos los autores199 aluden a distintas clases 
dependiendo de diferentes criterios. Entre ellos pueden destacarse, en primer lugar: Conflictos 
funcionales y disfuncionales, los funcionales son de moderada intensidad, mejoran alguna de 
195 Sobre ello SUARES, M., “Mediación: conducción de disputas, comunicación y técnicas”, 5ª 
reimp. Buenos Aires; Barcelona; México: Paidós, 2005. 
196 Algo muy frecuente en el ámbito penitenciario, como ya se ha anunciado y que constataremos más 
adelante.
197 MULDOON B., “El corazón del conflicto”, Ed. Paidós Mediación Nº 12 – Barcelona, Buenos 
Aires, México, 2004, pp. 20-21.
198 Según MULDOON (“El corazón del conflicto…, ob. cit. pp. 20-21) una de las formas más útiles de 
emplear las megaestrategias es en el contexto de la mediación, que aplica las cuatro de forma sucesiva, 
aunque afirma que no todos los conflictos pueden o deben ser resueltos.
199 Sobre ello REDORTA LORENTE, J., “Cómo analizar los conflictos. La Tipología de conflictos 
como herramienta de Mediación”, Ed. Paidós Mediación Nº 12-Barcelona, Buenos Aires, México, 2004, 
pp. 33 y ss.; ENTELMAN R. F., “Teoría de conflictos: hacia un nuevo paradigma”, Ed. Gedisa, 2009; 
RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, X. 
y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos”, Universidad Pontificia de 
Comillas, Madrid, 2016, pp.200 y ss., entre otros.
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las características de las partes gracias a la competencia. Los disfuncionales son aquéllos 
en que se alcanza tal extremo de tensión que se impide la resolución pacífica del conflicto; 
en segundo lugar conflictos interpersonales200 e intergrupales, en función de las partes 
que intervienen en el conflicto y sus relaciones los conflictos pueden ser intrapersonales 
o interpersonales; e intragrupales o intergrupales; en tercer lugar conflictos de intereses 
y valores, atendiendo a su objeto, en los de intereses la controversia radica en cómo se ha 
de gestionar o controlar un recurso. En el conflicto de valores las partes sostienen posturas 
divergentes sobre lo deseable; En cuanto lugar conflictos latentes y manifiestos, en los latentes 
se dan las condiciones objetivas para que la confrontación exista, pero las partes, o bien lo 
ignoran, o bien no utilizan estrategias abiertas para conseguir sus objetivos. Cuando las partes 
se involucran son manifiestos; En quinto lugar los denominados conflictos entrelazados; 
superpuestos, transversales y concurrentes. A menudo en el conflicto se encuentran 
involucrados más partes o más intereses o existen otros conflictos vinculados a él. Así, en los 
conflictos superpuestos existen asuntos anejos que suelen estar vinculados con el principal. 
En los transversales las partes divergentes en un conflicto sostienen intereses y objetivos 
comunes frente a otro individuo o grupo. En los concurrentes las situaciones de conflicto 
ocurren en el mismo tiempo pero no involucran a los mismos adversarios. En sexto lugar 
los conflictos de información: Tienen su origen en la escasa información que una persona 
tiene respecto del comportamiento o actitud de otra para poder comprenderla a fin de evitar 
la activación emocional y, por último los conflictos estructurales; causados por estructuras 
políticas e institucionales de nivel local, nacional o internacional que limitan, anulan o no 
reconocen derechos básicos de las personas.
1.2. Características del conflicto en el ámbito penitenciario 
Una vez expuestas las características generales de los conflictos, analizaremos en este 
apartado las características específicas del conflicto en el ámbito penitenciario. Para ello 
partiremos del análisis de la vida en prisión. Ésta se encuentra condicionada por tres elementos 
comunes a todo sistema: la estructura en la que se convive, las personas que conviven en la 
estructura, y las relaciones que se generan en esa estructura. Todo ello nos permitirá conocer 
cómo surge, se intensifica y polariza el conflicto en el ámbito penitenciario para después analizar 
las posibilidades de nuevas formas de gestionarlo de una manera más eficaz que las empleadas 
hasta el momento.
200 INFANTE REJANO considera que el conflicto interpersonal es mayoritariamente definido como 
un proceso-producto de carácter subjetivo-cognitivo que implica percepciones de metas incompatibles 
por, al menos, dos individuos, en “Sobre la definición del conflicto interpersonal: aplicación del cluster 
analysis al estudio semántico…,ob. cit. pp. 485-493. Analiza 78 definiciones sobre conflicto interpersonal 
halladas en diversas fuentes desde 1933 a 1996.
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a) La estructura de la prisión
La cárcel es una institución total y por tal se entiende: “aquel lugar donde un gran 
número de personas en igual situación, aislados de la sociedad por un período apreciable 
de tiempo, comparten su encierro en una rutina diaria, administrada formalmente”201. 
Este tipo de instituciones tienen las siguientes características202: “Sometimiento inapelable 
y coercitivo a la autoridad jerárquica, que transmite al recluso una gran violencia203 ; 
separación efectiva del modo o contexto de procedencia; necesidades cubiertas, junto con 
una regulación pormenorizada de los aspectos cotidianos de la vida; se pretende domesticar 
la personalidad del sujeto204y; se tiende a ir eliminando las distinciones entre el ámbito de 
ocio y de ocupación”.
La prisión por lo tanto como institución total produce en la mayor parte de las ocasiones un 
proceso de desocialización y despersonalización del recluso, al producir205: “Ruptura con el 
mundo exterior206; procesos de desadaptación social y desidentificación personal207; proceso 
201 Se considera a GOFFMAN, E. (Asylums. Essays on the Social Situation of Mental Patients 
and Other Inmates, 1961 -trad. española, Internados. Ensayos sobre la situación social de 
los enfermos mentales, Amorrortu, Buenos Aires, 1970-) el creador del concepto “Institución 
total”.
202 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza. Seis años de justicia restaurativa en Aragón”, 
Ed. Asociación ¿hablamos?, 2011, pp. 99 y ss.
203 Para la consecución de un mínimo de orden en espacios cerrados y hacinados como la prisión, las 
instituciones que gestionan su organización, fomentan un régimen de vida en el que los reclusos pasan 
a ser una cifra, una unidad que se mueve en torno a un sistema automático de vida a fin de conformar 
estrictos esquemas de dominio y disciplina para la consecución de aquellos fines. El énfasis de la 
seguridad, en evitar fugas, motines y altercados, en definitiva en el control de la vida del preso y, por 
tanto, en su sumisión, convierte a la prisión, en sí misma anormalizadora en función de su consideración 
de “ambiente total”, en un hábitat que transmite al recluso una gran violencia.
204 En la cárcel existe una relación de dependencia absoluta a la institución debido a que la 
normativización de todas las actividades vitales – comida, descanso, ocio, relaciones personales etc...- 
son dirigidas al control de todos los actos a fin de evitar la autonomía del preso y su capacidad de 
reacción. Esta situación conduce a un proceso de infantilización, de pérdida del rol de adulto y crean 
un sentimiento de dependencia que altera su identidad personal y social, su autoimagen y la conciencia 
de sí mismo. El miedo al aislamiento, que implica un sentimiento profundo de soledad y angustia vital 
ante la pérdida de puntos de referencia, la tensión permanente, la violación de la intimidad motivadas 
por el hacinamiento físico y psíquico, las humillaciones y amenazas, la monotonía, el tiempo vacío, 
agravan esta situación. Sobre ello RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria…
ob.cit. (2012) pp.174-176.
205 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. p. 100.
206 El ingreso en prisión comienza con una interrupción o, como ocurre con frecuencia, con una 
pérdida de la relación del preso con su medio familiar, social y laboral.
207 La ruptura con el mundo exterior va a provocar el comienzo de procesos de distanciamiento y 
desarraigo. Además, implica el alejamiento de los valores, de las normas de comportamiento y de las 
leyes del mundo exterior, originándose, así, un sentimiento de desamparo, de vacío normativo y de 
rechazo social.
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de adaptación al medio carcelario208; procesos de desvinculación familiar e; intensificación del 
desarraigo social”209.
No obstante, es cierto que en la prisión se pueden encontrar algunas dinámicas positivas en 
su interior, pero como institución total, está poniendo de manifiesto que produce los efectos, 
referidos anteriormente, en la mayoría de las personas reclusas, sobre todo en aquellas sometidas 
a regímenes especiales de cumplimiento210 – régimen cerrado, régimen disciplinario, FIES, 
limitación del régimen de vida por la vía del art. 75 RP 1996 etc...-. Por lo tanto dichos efectos 
deberán ser tenidos en cuenta de cara a diseñar nuevos mecanismos de resolución del conflicto 
penitenciario para que resulten eficaces.
208 Tras la ruptura con el medio exterior, comienza la adaptación al medido carcelario, es el denominado 
proceso de prisionización que consiste en la adopción de los usos, costumbres, valores, normas y 
cultura general de la prisión, es decir, la asimilación o interiorización de la subcultura carcelaria. 
 Este proceso comienza con el ingreso en prisión, asumiendo el rol inferior del grupo al que pertenece 
- los presos -. Se desarrollan nuevas formas de comer, vestir, dormir, trabajar, comunicarse, ocurren 
cambios en el consumo de drogas, se aprende a practicar juegos de azar, a realizar actividades 
homosexuales, a desconfiar, incluso odiar a los funcionarios y a aceptar los valores carcelarios. 
Toda persona que ingresa en la cárcel se prisionaliza en alguna medida, algunos sólo aceptan 
los valores de la comunidad de presos por conveniencia o por miedo, otros son escasamente 
influenciables.
Las variables que influyen en dicha prisionalización pueden ser:
- Personales: mantenimiento de vínculos con personas del mundo exterior y las expectativas 
post-prisión.
- Intra-institucionales: estructura física de la prisión, la densidad de los internos y su clase, 
los fines de la institución, las actitudes de los funcionarios, la posibilidad de un trabajo ocupacional, 
la programación de actividades educativo-culturales y de tratamiento dirigido a la rehabilitación. 
Cuanto más se oriente la prisión a la mera retención y custodia, habrá mayor probabilidad de altos 
niveles de prisionización
- Individuales: el tipo del delito, edad, procedencia ambiental, nivel socio-económico y 
educativo, precocidad en el delito, experiencia laboral en libertad estabilidad de la personalidad, 
ubicación dentro de la prisión, etc.
Sobre ello NAVARRO, N. y RODRÍGUEZ, A., “Prisión” en http://prision12.blogspot.com.
es/2012/05/normal-0-21-false-false-false-es-x-none.html; VALVERDE MOLINA, J., “Las cárcel 
y sus consecuencias: La intervención sobre la conducta desadaptada”, Ed. Popular, Madrid, 2010, 
pp.105-109.
209 Al salir de prisión existen una serie de condiciones objetivas que influyen en el desarraigo social. 
En este sentido, los graves trastornos psíquicos originados por la cárcel, la dificultad para relacionarse 
y mantener relaciones empáticas hacia otras personas, sin manipular, sin engañar –actitudes necesarias 
para sobrevivir en la cárcel- la falta de posibilidades de trabajo, la carencia de habilidades socio-
laborales; sin olvidar la situación familiar y de su entorno social próximo y, en no pocas ocasiones, 
la necesidad de un tratamiento socio-sanitario ante graves problemas de salud – hepatitis, VIH etc..- 
creados en su mayoría por el consumo de drogas, hacen casi imposible su inserción social. La cárcel 
sumerge a muchos sumergidos; la sociedad o los factores de control se encargan de ratificarlo. Esta 
actitud tan poco propicia del Estado y de la sociedad que sólo exige que el delincuente sea castigado 
echa por tierra toda política preventiva y resocializadora. Sobre ello VALVERDE MOLINA, J., “Las 
cárcel y sus consecuencias: La intervención sobre la conducta desadaptada”, Ed. Popular, Madrid, 
2010, pp.112-114.
210 Como más adelante se expondrá.
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b) Las personas que conviven en la estructura carcelaria
Las personas presas pertenecen casi todas a un estrato social caracterizado por la marginación 
social y la desestructuración familiar y personal211. No es extraño que el perfil de personas presas 
se repita en todas las cárceles del mundo en su mayor o menor medida en función de los grados de 
desarrollo. Pero en cualquier caso, en su mayoría nos encontramos ante personas con una escasa 
formación reglada212, baja empleabilidad213, con problemas de adicción a drogas214, problemas de 
211 En este sentido ver los estudios realizados por CABRERA CABRERA, P.J. “Cárcel y 
exclusión” en Revista del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, Nº 35, 2002 pp. 83-120; 
“Exclusión social y prisiones” en Documentación Social Nº 161, 2011, pp. 43-66. Según dichos 
estudios la trayectoria de abandono escolar e inexperiencia laboral son factores condicionantes 
previos de tipo socioeducativo laboral que, junto con la respuesta penalizada ante los actos 
delictivos protagonizados por estas personas, contribuyen a que sus situaciones sociales de 
marginación se criminalicen.
212 Ver estudios de GUTIÉRREZ, J., VIEDMA, A. Y CALLEJO, J., “Estudios superiores en la 
educación penitenciaria española: un análisis empírico a partir de los actores” en Revista de educación, 
2010, Nº 353, pp. 443-468; GUTIÉRREZ et al. (2008). Datos del Instituto de estadística de Instituciones 
penitenciarias.
213 Según el estudio de GONZÁLEZ SÁNCHEZ, I. (“La cárcel en España: Mediciones y condiciones 
del encarcelamiento en el siglo XXI” en Revista de derecho penal y criminología, 3ª época, 2012, Nº 
8, pp. 351-402) en el que participaron 1668 internos, el 56% de los internos antes de entrar en prisión 
trabajaban en empleos de baja cualificación. En la población general un 30,5% trabaja en dichas 
condiciones, por lo que se concluye que un mayor número de personas que se encuentran cumpliendo 
condena presentan un menor nivel educativo y trabajos peores remunerados antes de su entrada en 
prisión.
214 El Informe europeo sobre drogas realizado en 2016 por el Observatorio europeo de las 
Drogas y las Toxicomanías manifiesta que “Los reclusos tienen tasas de consumo de drogas más 
altas que la población general y pautas de consumo más peligrosas, como ilustran recientes 
estudios según los cuales entre el 6 % y el 48 % de ellos han consumido en algún momento drogas 
por vía parenteral” en Observatorio Europeo de las Drogas y las Toxicomanías (2016), Informe 
Europeo sobre Drogas 2016: Tendencias y novedades, Oficina de Publicaciones de la Unión 
Europea, Luxemburgo, p. 63. Por su parte el Informe de la Oficina de las Naciones Unidas contra 
la Droga y el Delito – UNODC-, emitido en 2016, además de considerar la estancia en prisión un 
“factor de alto riesgo para consumir drogas“, declara que “ El período inmediatamente posterior 
a la excarcelación se asocia con un aumento considerable del riesgo de muerte por causas 
relacionadas con drogas - principalmente por sobredosis-, cuya tasa de mortalidad es mucho 
mayor que la mortalidad por todas las causas en la población general” en https://www.unodc.
org/doc/wdr2016/WDR_2016_ExSum_spanish.pdf.
En España se han realizado estudios que corroboran lo manifestado a nivel internacional. 
Sobre ello RINCÓN MORENO, S., VERA REMARTÍNEZ, E., GARCÍA GUERRERO, J., 
PLANELLES RAMOS M.V., “Consumo de drogas al ingreso en prisión: comparación entre 
población española y extranjera” en Revista española de sanidad penitenciaria, V.10, Nº2, 
Barcelona jul. - oct. 2008; Ministerio del Interior y Ministerio de Sanidad y Consumo. Encuesta 
estatal sobre Salud y Drogas entre los internados en Prisión. Madrid, junio de 2006. Disponible 
en: www.msc.es/gabinetePrensa/notaPrensa/pdf/notaPrensa20060626.pdf; Ministerio de Interior, 
Dirección General de Instituciones Penitenciarias, 2006. Disponible en: http://www.mir.es/
INSTPEN/INSTPENI/Gestion/Estadisticas_mensuales/2006/09/; SANTAMARÍA J.J. y CHAIT 
L., “Drogadicción y delincuencia. Perspectiva desde una prisión”, Adicciones 2004, Nº 16, pp. 
207-217. 
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salud física215 y mental216, y con una tipología delictiva muy vinculada a la captación de escasos 
recursos para la supervivencia personal – pequeño tráfico de drogas, delitos contra la propiedad217 
etc…-. Estas circunstancias también deberán ser tenidas en cuenta a la hora de gestionar de manera 
eficaz el conflicto penitenciario.
c) Las relaciones que genera la estructura carcelaria
Las relaciones en el entorno de prisión se podrían clasificar desde una doble perspectiva218: 
relaciones entre iguales y relaciones entre desiguales.
1º Relaciones entre iguales; son aquellas relaciones que tienen lugar entre las personas 
presas. Normalmente estas relaciones están basadas en el poder, fundamentalmente físico o de 
215 A criterio de José María Kindelán Jaquotot - Jefe de Sección de Enfermedades Infecciosas del 
Hospital Universitario Reina Sofía y Presidente del Comité Científico del III en el Congreso Nacional 
de Sanidad Penitenciaria (KINDELÁN JAQUOTOT, J.M., “Prisiones y enfermedades infecciosas” en 
Revista Española de Sanidad Penitenciaria, V. 2, Nº 3, 2000) - “ (…) la permanencia en instituciones 
cerradas (hospitales, asilos, albergues, etc…) se ha considerado una circunstancia de riesgo para 
padecer enfermedades infecciosas. La prisión es también una institución cerrada, y por consiguiente, 
con riesgo incrementado de patología infecciosa. Pero además, acoge en su interior a una población 
con perfiles bien definidos: predominio de varones, clase social y cultural baja, escasos conocimientos 
higiénico-sanitarios, frecuentemente consumidores de drogas no legales, portadores de infección por 
VIH, hepatitis, etc...No es de extrañar que en las instituciones penitenciarias la patología infecciosa 
asuma un papel prioritario: por su frecuencia, por su diversidad y por sus características específicas. 
Así, por ejemplo, la incidencia de determinadas infecciones de la comunidad es mayor en prisiones. 
Entidades como la tuberculosis presentan una tasa de incidencia 20 veces mayor en prisiones que fuera 
de ellas. La infección por VIH supone un porcentaje del 20 al 40% de toda la población reclusa, muy por 
encima del esperado entre las personas en libertad. La evaluación del interno a su ingreso es frecuente 
fuente de detección de ETS, HVC, etc...Por otro lado, la transmisión de patología infectocontagiosa en 
prisiones es relativamente más fácil que fuera de ellas (…)”.
216 Según la Organización Mundial de la Salud –OMS– en las sociedades occidentales la incidencia 
de alteraciones psiquiátricas es siete veces mayor en la población penitenciaria que en la población 
general. Sobre ello MENDELSON, E.F., “A survey of practice a regional Forensic Service: what 
do Forensic Psychiatrists do? Parts. I-II, Characteristics os cases and distribution of work. Br. J. 
Psychiatry, 160, 1992, pp. 769-776; Informe de la Asociación pro derechos humanos en Andalucía 
“Enfermos mentales en las prisiones ordinarias: un fracaso del Estado de bien estar social”, febrero 
2007, en www.apdha.org. 
Además hemos de señalar que el Informe de prevalencia de trastornos mentales en Centros 
penitenciarios españoles (PRECA, 2011) concluyó que los reclusos que formaron parte de su investigación 
que tenían diagnosticado trastorno por uso de sustancias tenían una alta comorbilidad con otros trastornos 
mentales. En el mismo sentido CASARES, M. J., GONZÁLEZ – MENÉNDEZ, A., VILLAGRA, P., 
HOFFMAN, S. Y REINHARD, I., “Patología dual y trastornos mentales en reclusos consumidores de 
sustancias” en Revista de Psicopatología y Psicología Clínica, V. 16, Nº 2, Agosto 2011, pp. 135-144.
217 Según cifras de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias: Los condenados por delitos 
contra el patrimonio y orden socioeconómico -fundamentalmente robos- son los más comunes con un 
37,2 por ciento de los reclusos. Por detrás se sitúan los que cumplen condena por delitos que se dirigen 
contra la salud pública con un 24,32 por ciento.
218 En este sentido PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ ,A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 101 y ss.
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violencia, estableciendo una jerarquía entre grupos e individuos219. La suspicacia, la violencia, 
y la obtención de un beneficio suelen caracterizar este tipo de relaciones220, pero al mismo 
tiempo se pueden encontrar valores como la amistad o la camaradería entre iguales.
2º Relaciones entre desiguales; son aquellas que se desarrollan entre funcionarios y reclusos. 
Estas relaciones están igualmente basadas en criterios de poder expresados por las normas y 
reglas que rigen la institución penitenciaria221. Y se encuentran caracterizadas por; la violencia222, 
el recelo o la transgresión de la norma – ruptura de la vigilancia por el vigilado- entre otras.
De todo lo expuesto podemos llegar a la conclusión de que la vida dentro de prisión, por lo 
general, está condicionada por unas características muy específicas, entre las que sobresale: la 
violencia, la suspicacia, la necesidad de adaptación o “sumisión” al medio carcelario como 
forma de sobrevivir en un entorno adverso y en ocasiones sobredimensionado, regido por la 
autoridad, así como la falta o limitación de capacidades – aptitudes y actitudes-223 para gestionar 
adecuadamente las relaciones, provocada o agravada -falta de capacidades -, en algunos 
219 La adquisición de una nueva identidad, como consecuencia de la alteración de la identidad personal, 
y, de la forma de ser anterior, viene impulsada por el aislamiento de su entorno habitual y la imposición 
de los nuevos marcos de referencia psicológicos y relacionales de la prisión. Ello hace que la cárcel se 
convierta en un auténtico sistema social donde el preso no puede prever las situaciones, circunstancia, 
ésta, que motiva el origen de un permanente peligro y de un notable estado de ansiedad. Sobre ello 
VALVERDE MOLINA, J., “Las consecuencias del internamiento en prisión: La intervención sobre la 
conducta inadaptada…”ob cit. p. 111.
220 Las pautas de comportamiento cambian. La actitud permanente de desconfianza ante todo y todos 
los que le rodean, frente a compañeros reclusos, frente a funcionarios, e incluso hasta con la propia familia. 
Esta actitud viene motivada por la necesidad de desarrollar mecanismos de defensa, de supervivencia 
en un ambiente hostil y agresivo. Esta actitud se generaliza y la desconfianza se puede convertir en un 
sentimiento de venganza hacia categorías abstractas – policía, sociedad etc…- proyectándose hacia las 
personas más cercanas – otros presos y funcionarios- ante la necesidad de descargar la tensión y angustia 
acumulada.
221 Ejemplo de ello son el régimen disciplinario, las medidas coercitivas, la aplicación del régimen 
cerrado, la inclusión en FIES o la aplicación del art. 75 RR entre otros.
222 La estructura carcelaria lleva aparejada de forma inherente violencia - privación de libertad, de 
intimidad, de relación familiar, de afecto, de expectativas de futuro, de autodeterminación de la propia 
vida, etc…-. A su vez los funcionarios están facultados para hacer valer su autoridad a través de la 
violencia – régimen disciplinario, medidas coercitivas, cacheos etc...- Ante esta situación de violencia 
estructural y directa de la cárcel que exige el sometimiento a esa inercia violenta, las personas presas 
responden de diversas maneras. Unos reivindican y denuncian al sistema que no admite críticas. Otros 
reaccionan violentamente contra los funcionarios como forma de reivindicación, o como reacción a 
las provocaciones. Otros con diferentes problemas –drogadicción, mentales etc...- intentan sobrevivir 
ejerciendo la violencia. Y ante esta violencia del preso como respuesta a la violencia propia del sistema 
penitenciario, la cárcel reacciona con más violencia; se sanciona la conducta, se aplican medidas 
coercitivas, se regresa de grado, se cortan permisos etc…Sobre ello RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL 
RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, X. y LOZANO, F., “Mediación penal, 
penitenciaria y encuentros restaurativos…, ob. cit. (2016) pp. 222 - 226.
223 Hemos de recordar el perfil de la mayoría de los reclusos caracterizado por: baja o nula educación, 
baja empleabilidad, problemas de drogadicción y trastornos mentales. 
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casos, por la manera en la que los reclusos cumplen la pena de prisión – p. ej.: regímenes de 
aislamiento224-.
Por tanto en el ámbito penitenciario nos vamos a encontrar con conflictos principalmente 
interpersonales – preso/preso y funcionario/preso- que surgen en la dinámica de la relación 
entre personas dentro de una estructura, la prisión. Desde esta perspectiva también se les 
puede clasificar como conflictos estructurales -conflicto intra-penitenciario-, pues es la propia 
estructura penitenciaria la que limita, anula o no reconoce derechos básicos de las personas 
haciendo primar su interés de seguridad. Y de relación motivada por emociones negativas 
intensas, percepciones falsas o estereotipadas, así como por una escasa o nula comunicación 
o conductas violentas reiteradas entre: preso/preso y preso/funcionario. Asimismo la nota 
característica de todos los conflictos penitenciarios es que están marcados, en su mayoría, por 
la concurrencia de una violencia institucional y personal225.
Pero el conflicto penitenciario no sólo surge y surte sus efectos en el terreno estrictamente de 
la convivencia en prisión sino que, en mi criterio, se puede extender más allá de la estructura de 
la cárcel afectando al Sistema jurídico penal en su conjunto – conflicto extra-penitenciario -. La 
consecución de los fines específicos de resocialización y seguridad que el sistema penitenciario 
tiene atribuidos – art. 25.2 CE y 1 LOGP- dependerán en gran medida de cómo se haya resuelto 
el conflicto dentro de prisión. Si éste no se ha resuelto de manera eficaz atendiendo a parámetros 
resocializadores y restaurativos podrá afectar también a la víctima, que nunca verá resarcido el 
daño sufrido, y a la sociedad porque no tendrá garantías de que el preso no vuelva a delinquir, 
así como de la desocialización del preso y la falta de credibilidad de la Institución penitenciaria. 
Aspectos que harán también surgir un conflicto de relación entre: preso/víctima y preso/
sociedad. 
Pero más allá de encuadrar el conflicto penitenciario en un tipo o clase concreto, lo 
importante es detectar sus causas y valorar la manera más adecuada de intervenir para obtener 
una resolución eficaz226.
2. LAS PARTES DEL CONFLICTO PENITENCIARIO: PERCEPCIONES E 
INTERESES 
Para continuar con el análisis del conflicto penitenciario resulta necesario estudiar en detalle 
a las partes implicadas – actores y/o intermediarios-. Cómo perciben el conflicto y cuáles son 
sus intereses. En el presente apartado observaremos cómo los condicionamientos de la vida en 
prisión, anteriormente expuestos, determinan a su vez las percepciones e intereses de las partes.
224 Tal y como analizaré al final de este capítulo.
225 Como más adelante se estudiará.
226 Tal y como propondré en el Capítulo V.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
94
2.1. La Administración penitenciaria 
Se encuentra integrada por diversos órganos en relación jerárquica. Su función principal 
es gestionar los Centros Penitenciarios. Según el órgano será actor principal227 – p.ej.: los 
funcionarios de vigilancia – o secundario228 – p.ej.: el Ministerio del Interior o la Secretaria 
General de Instituciones Penitenciarias –
a) El Ministerio del Interior 
El Ministerio del Interior229 es el máximo responsable de la Administración penitenciaria. 
Configura y dirige la política criminal con base principalmente en criterios de “seguridad 
ciudadana y orden público” y dependiendo de la situación social y política. Por regla general 
este órgano desconoce la realidad carcelaria, pues los miembros que la integran no trabajan 
directamente en las prisiones. Asimismo dicho órgano se encuentra muy mediatizado en la 
toma de sus decisiones tanto por la obtención de réditos electorales como por los medios 
de comunicación. Concibe la prisión como un lugar necesario para “ofrecer seguridad a los 
ciudadanos” además de transmitirles la “distorsionada idea” que el incremento punitivo, 
disminuye la comisión de delitos230.
Por lo tanto como ya se ha anunciado el Ministerio del Interior sería un actor secundario pues 
es una parte que tiene interés en el conflicto penitenciario en cuanto que su función principal 
es dirigir la política penitenciaria, según criterios de orden y seguridad, pero no interviene de 
manera directa en el mismo.
b) La Secretaria General de Instituciones Penitenciarias
La Secretaria General de Instituciones Penitenciarias231 al igual que el Ministerio del Interior 
también sería un actor secundario. Dicha Institución es el órgano encargado de que las directrices 
227 Sobre ello Capítulo II, apartado 1.1. Recordar que actor principal es aquel que tiene un interés 
directo en el objeto del conflicto, por lo que promueven actos encaminados a la consecución de las metas 
consideradas como propias. 
228 Ver Capítulo II, apartado 1.1. Los actores secundarios son aquellos que a pesar de participar de 
los mismos intereses que los principales, y de poder desarrollar una función importante facilitando o 
implementando el acuerdo, estos actores se caracterizan por no jugar un papel activo en el escenario del 
conflicto.
229 El RD 400/2012 de 17 de febrero de 17 de febrero, desarrolla la estructura orgánica básica del 
Ministerio del Interior (BOE núm. 42, de 18 de febrero. Corrección de errores en BOE núm. 88, de 12 
de abril).
230 Según los datos estadísticos facilitados por el Instituto Nacional de Estadística (www.ine.es) en el 
año 1998 en España hubo un total de 110.672 condenados en sentencia firme, en el año 2006 – cuando 
ya operaba la reforma de la L.O 7/2003 y LO 15/2003 - ascendió a 142.746 condenados y en el año 2012 
tras la reforma de la LO 5/2010 tuvieron lugar un total de 183.099 condenas.
231 El RD 400/2012 de 17 de febrero de 17 de febrero, desarrolla la estructura orgánica básica del Ministerio 
del Interior (BOE núm. 42, de 18 de febrero. Corrección de errores en BOE núm. 88, de 12 de abril).
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dictadas por el Ministerio del Interior232 en materia de política criminal se cumplan pero no 
interviene de manera directa en el conflicto.
Su función principal es el control sobre la gestión de los Centros penitenciarios de toda 
España – a excepción de la Comunidad Autónoma de Cataluña233 - a través del Director de 
cada cárcel. Dicha función se realiza a través de los informes emitidos por los profesionales234 
que trabajan en las prisiones. Por tanto, la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias 
tiene una visión global del sistema penitenciario. Y en cuanto a su intervención en la gestión 
de los conflictos – funcionario/preso-, ésta delega su resolución en la dirección del Centro 
Penitenciario concreto. Asimismo, dicha Dirección General suele ocultar aquella información 
que “políticamente desgasta”, tal como la relativa a: muertes, malos tratos, malas condiciones 
de infraestructuras, quebrantos de permisos, negociaciones con colectivos terroristas etc…-235.
Podemos concluir que, desde la posición anteriormente descrita, la Secretaria General de 
Instituciones Penitenciarias –SGIP- percibe las prisiones como estructuras arquitectónicas bien 
equipadas y acondicionadas que garantizan la vida e integridad física de los presos, dotadas de 
profesionales y de todas aquellas actividades tratamentales necesarias para la rehabilitación del 
condenado que cumple allí su pena. 
Su interés principal es conseguir que haya “buen orden” y “seguridad” en las diferentes 
cárceles, lo cual pasa por: que los funcionarios que dependen de ella no planten problemas 
reivindicativos -p. ej.: condiciones laborales-, que los presos no se amotinen, ni pongan en 
riesgo la vida o integridad física de las personas, así como que los Juzgados y Tribunales no les 
exijan responsabilidades por su gestión o la de sus subordinados.
c) El director del centro penitenciario
Generalmente el director236 del Centro Penitenciario también suele ser un actor secundario 
del conflicto penitenciario, pues no suele intervenir de manera directa en éste. Su función 
principal es velar por el cumplimiento de las directrices emitidas por la Secretaria General, por 
232 El artículo 16 de la Ley 6/1997, de 14 de abril, sobre la Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado atribuye a los Secretarios Generales el “impulso, dirección, gestión 
y supervisión”, en este caso de los Centros Penitenciarios.
233 El RD 3482/1983 de 28 de diciembre, regula el traspaso de servicios del Estado a la Generalidad 
de Cataluña en materia de Administración Penitenciaria (B.O.E. 20-02-1984 -Corrección de errores 
B.O.E. 13-05-1985).
234 Ver Título XI del RP 1996 “De la organización de los Centros Penitenciarios”.
235 Sobre ello RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., 
ETXEBARRIA, X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos…, ob. 
cit. (2016) p. 214.
236 El art. 280 RP dispone “El Director de un centro penitenciario ostenta la representación del 
centro directivo y de los órganos colegiados del Establecimiento que presida, y es el obligado, en primer 
término, a cumplir y hacer cumplir las Leyes, Reglamentos y disposiciones en general y especialmente 
las que hacen referencia al servicio (…)
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el orden y seguridad del Establecimiento Penitenciario y por una convivencia pacífica entre 
funcionarios y presos. Asimismo debe velar por la gestión de los colectivos que trabajan en la 
prisión y el cumplimiento de la legalidad; los problemas concretos de los profesionales y de los 
reclusos pero tal función se suele delegar en subdirectores y demás profesionales del Centro 
Penitenciario237.
Para los directores de los Centros Penitenciarios, al igual que para la Secretaria General 
de Instituciones Penitenciarias, las prisiones son estructuras arquitectónicas que garantizan 
la vida y salud de los presos, bien equipadas con todos los medios materiales y humanos 
necesarios para la rehabilitación del delincuente. Desde este puesto de director, las dificultades 
se incrementan porque se perciben claramente las disfunciones del sistema penitenciario: 
sobrepoblación carcelaria, falta de profesionales para cumplir con sus tareas, obstáculos para 
atender correctamente al colectivo de funcionarios, desequilibrios entre la aplicación de la Ley 
y la salvaguarda de la vida e integridad física de las personas allí recluidas y trabajadoras238.
En cuanto a sus intereses coinciden con los de la Secretaria General de Instituciones 
penitenciarias, mantener el orden y la seguridad.
d) Los funcionarios de vigilancia
Están en contacto directo con las personas presas y sus conflictos, por lo tanto se les puede 
considerar actores principales del conflicto. Entre sus funciones se encuentra mantener el orden 
y la convivencia, para asegurar la vida e integridad física de los reclusos y demás personas que 
entran en prisión – abogados, familiares, funcionarios etc…-. Perciben lo más negativo del sistema 
penitenciario, la única opción legal que tienen para resolver los conflictos es a través de la aplicación 
del régimen disciplinario y las medidas coercitivas239, es decir ejerciendo la autoridad240 de una 
manera violenta. En la mayoría de los casos tal ejercicio de autoridad por parte del funcionario no 
es aceptado por el recluso porque lo percibe como un abuso de poder241 que su posición le reporta. 
Y lo único que conlleva es aumentar la tensión y empeorar la comunicación.
237 Tal y como ya se ha referido en el Titulo XI del RP 1996 se regulan los órganos unipersonales y 
colegiados que trabajan en los Centros Penitenciarios.
238 En el mismo sentido RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, 
J.L., ETXEBARRIA, X. y LOZANO, F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos…, 
ob. cit. (2016) p.215.
239 Ver apartado 3.2 Capitulo II.
240 Según BARNARD Ch. (“The Functions of the Executive”, Harvard University Press, 1938. 
Traducido por Francisco F. Jardón, Instituto de Estudios Políticos, “Las funciones de los elementos 
dirigentes”, Madrid, 1959) la existencia de la autoridad depende tanto de la persona que ha de ejercerla 
como de aquella o aquellas que han de soportarla, ejemplo de lo cual es el sistema penitenciario actual, 
en el que los trabajadores ejercen como una suerte de filtro que impide una influencia directa de los 
mandatos de alto nivel en sus decisiones cotidianas, dependiendo mucho del funcionario concreto que 
haya de tomar cada decisión. 
241 En este sentido BARNARD Ch. (“The Functions of the Executive”, Harvard University Press, 
1938. Traducido por Francisco F. Jardón, Instituto de Estudios Políticos, “Las funciones de los elementos 
97
Capítulo II. La limitada eficacia de los mecanismos de solución del confilcto penitenciario
El interés principal de los funcionarios de vigilancia es desempeñar sus funciones con la 
mínima tensión. 
2.2. El preso y su familia
a) El preso 
El recluso representa uno de los actores principales del conflicto penitenciario frente 
a la Administración penitenciaria – funcionarios de vigilancia - y en algunas ocasiones a la 
víctima.
Los reclusos sufren en su mayoría la denominada victimización carcelaria. Según NEUMAN242 
el preso es una víctima del Sistema penal, el hacinamiento: cuando por ejemplo, en una celda 
de uno hay dos o tres sujetos, cuando se supera la capacidad de la prisión; tratos vejatorios: 
tanto entre los presos como de los funcionarios a los reclusos; dudosa alimentación; agresiones 
sexuales; drogas; ley del terror: mafias dentro de la prisión. 
Los presos también experimentan la victimización post penitenciaria, en el sentido de que la 
victimización del delincuente no concluye con su puesta en libertad, sino que continua con el 
rechazo social por la consideración de ex - recluso que arrastra.
Para la Victimología de la Reacción Social243, el delincuente es doblemente victimizado: por 
el sistema social y por el sistema penal. Al ser “etiquetado” como criminal por policías, jueces 
y fiscales, queda marcado de por vida, al margen de su inocencia o culpabilidad. Además, en 
dirigentes”, Madrid, 1959) desarrolló una Teoría de la Aceptación de la Autoridad que se contrapone 
completamente a las enseñanzas de la teoría clásica –Taylor y Max Weber entre otros- y recuerda a las 
reflexiones de Mary Parker Follet quien sugirió que las organizaciones funcionan bajo el principio del 
poder “con”, y no del poder “sobre”. También defendió el principio de integración y de “compartir el 
poder”. Barnard verificó cómo la autoridad algunas veces no es efectiva: las órdenes son desobedecidas 
y la desobediencia es evidenciada por quienes tienen esa autoridad. Esto se debe, en su opinión, a 
que la autoridad no reposa en el poder de quien la posee, ni viene de arriba hacia abajo, según lo 
afirman los pensadores precedentes. Al contrario, la autoridad reposa en la aceptación o no por parte 
de los subordinados. El individuo no obedece por la legitimación de la autoridad, sino tras evaluar si la 
obediencia le trae ventajas que quiere obtener o la desobediencia le acarrea desventajas que prefiere evitar. 
En este sentido, cabe distinguir entre poder y autoridad. Según Barnard, la autoridad es un fenómeno 
psicológico a través del cual las personas aceptan las órdenes y decisiones de los superiores en ciertas 
condiciones. Este nuevo concepto de autoridad enfatiza la enorme importancia de la comunicación 
interna, pues si las órdenes no son entendidas, no generan autoridad. Complementariamente, no se deben 
emitir órdenes que no puedan ser obedecidas, pues eso destruye la autoridad, la disciplina y la moral de 
la organización. Las relaciones de autoridad dependen de los motivos por los cuales las personas acepten 
las decisiones y las órdenes de los superiores. 
242 NEUMAN, E., “El preso víctima del Sistema penal” en Cuaderno Eguzkilore: Cuaderno del 
Instituto Vasco de Criminología, Nº Extra 1, 1988, pp. 93-114.
243 Sobre ello RENE BODERO, E., “Orígenes y fundamentos principales de la victimología” en la 
Revista del Colegio de Jurisprudencia “Iuris Dictio”, Universidad de San Francisco de Quito, Nº 3, 
Enero 2001, Año II, pp. 72 y ss.
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la cárcel es atrozmente victimizado somática y síquicamente, humillado y sometido a abyectas 
condiciones de vida.
Todo ello provoca que el preso lejos de asumir la responsabilidad de sus actos, los 
justifique, perpetuando y agravando aún más el conflicto. En definitiva el recluso se siente 
víctima del sistema al percibir que no se respetan sus derechos más elementales. Percibe el 
sistema como injusto y desproporcionado. Así lo pone de manifiesto la siguiente carta de 
un recluso244:
«Nuestro querido compañero Francisco Ortiz Jiménez (PACO) ha muerto el pasado 
sábado 19 de Julio en la cárcel de Badajoz módulo 7 F.I.E.S. Se buscó la libertad a 
través del suicidio con una dosis mortal de pastillas, una forma muy dura para escaparse 
definitivamente de la realidad Cárcel y Aislamiento que no podía soportar más. Paco lo 
conocí aquí en el módulo FIES de Huelva hace más de dos años y los apreciaba mucho, 
tod@s l@s que lo conocieron lo querían mucho. Me decía que “amaba la vida, la verdadera 
vida en plena libertad... pero no esta que llevamos aquí en un módulo de aislamiento... esta 
no era una vida que valiera la pena vivir”. Desde que entró en la cárcel la última vez, hace 
tres años, intentó por siete veces quitarse la vida, el último intento fue en Jaén II, cortándose 
las venas el 22 de marzo 03, pero no lo consiguió, la vida, demasiado fuerte en su corazón, 
rechazó a la muerte una vez más. Recuerdo que en una de sus cartas que recibimos me 
decía “increíble, parezco inmortal”. En Huelva cuando estaba aquí con nosotros lo intentó 
por dos veces, lo sacaron al hospital y regresó a los pocos días, como si no hubiera pasado 
nada... Un poco mareado eso sí, pero tranquilo en su determinación. “La vida -me decía- 
es un bien que nos pertenece a cada cual y tenemos el derecho indiscutible de hacer de ella 
lo mejor que queremos”. Paco se pasó casi toda su vida en la cárcel: Veinte años, luchando 
contra las injusticias del Sistema Penitenciario, luchando por la vida y la libertad de 
los demás y por la suya... y ahora después de tantos años le faltó la fuerza para volver a 
empezar. La última vez que hablé de el en un escrito comentaba su situación desde que 
salió de aquí en un traslado hacia Jaén II, anunciando anteriormente por una notificación 
de la Dirección donde ponía que “era debido a facilitar su recuperación”... eso de facilitar 
a alguien poniéndolo en Jaén II tenía tela (yo estuve por allí y se muy bien lo duro que es). 
Convirtieron su traslado en una especie de sanción encubierta y eso que acababa de salir del 
hospital... demuestra por si fuera necesario, lo mucho que nos quieren los de Instituciones 
Penitenciarias. Haber puesto allí a nuestro compañero para “propiciar su adaptación” 
fue una descarada mentira, allí se destruyen a los presos. Se intenta aniquilar, quitándole 
lo poco de alegría que aún le queda. Podéis imaginaros su malestar en el maloliente 
módulo Fies de Jaén II, allí aislado, al oscuro, solo y en silencio, el lugar idóneo y lo más 
parecido a una tumba, no acaso también allí intentó otra vez quitarse la vida. A pesar de su 
situación y estado de ánimo, junto a los presos que llegaron luego protagonizó una lucha 
para bloquear el proyecto que tenían pensado, convertir el FIES de Jaén II en un módulo 
244 Publicada en www.acvic.org/fies.
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de Doble Utilización para Presos FIES de Primera y de Segunda Fase, al igual que el de 
Picassent (Valencia), las protestas a todos los niveles fueron eficaces y la dirección no 
pudo conseguir lo deseado, Paco fué trasladado al FIES de Badajoz un Modulo de Segunda 
Pase donde murió. Y ahora que no nos vengan con gilipolleces, porque para nosotros está 
clarísimo, toda muerte en una cárcel es un crimen de Estado, ellos son los responsables de 
crear las condiciones para que eso suceda. Resulta difícil hacer comprender a los demás el 
porqué pasan cosas así, ¿Como explicar la realidad que vivimos y los daños que provocan 
en cada uno de nosotros los años y años de Aislamiento?. En el encuentro que tuvo Lugar 
en Holanda en Diciembre de 2002, se comentó que “el aislamiento es una de las formas 
más extremas de represión, algo así como la tortura física o el asesinato, un medio para 
destruir las ideas en general y las políticas en particular, una tortura blanca concebida 
para eliminar al preso”. Yo añadiría también el aspecto vengativo del aislamiento... una 
particular venganza del sistema de dominio, contra los que por una razón u otra, se han 
puesto en su contra y han rechazado cualquier intento de sumisión. Hablar de aislamiento 
es acercarse a una realidad de muerte que cuesta mucho entender, cuando no se habla 
de muerte física se puede tranquilamente hablar de cerebral, la locura ronda por estos 
pasillos. Hasta los expertos del ministerio no pueden negar el desequilibrio mental del 
preso después de 10 años pasados en aislamientos. Es por decirlo de una manera sencilla, 
el haber reemplazado la pena de muerte con algo peor como el encierro en vida por un 
tiempo indeterminado. Vivir así las 24 Horas del día entre un chabolo donde solo se ve 
un trozo de cielo y en un patio de pocos metros cuadrados, es algo que produce efectos 
psicológicos devastadores en la personalidad del preso. El poder tiene en sus manos una 
máquina de destrucción más eficaz que la silla eléctrica y eso es justamente lo que cuesta 
mucho entender a la mayoría de las personas libres. Hasta que no lleguemos a equiparar 
al aislamiento igual a la pena de muerte, cualquier lucha contra la cárcel se convertirá 
en algo superficial y de escasa posibilidad de progresión... porque se estaría olvidando la 
parte más importante, más aniquiladora, y la más efectiva de todo el conjunto del Sistema 
represivo social puesto en acto últimamente. Como presos sabemos que no tenemos otra 
opción, desgraciadamente hace tiempo que estamos saboreando el venenoso ambiente de 
la cárcel, sabemos que si páramos de reivindicar nuestros derechos, vamos a perder todo 
lo poco que hasta ahora hemos conseguido. Así que seguiremos siendo lo que somos... 
unos presos... sin opción a elegir que seguir luchando y viviendo por algo en que creemos, 
pero mucho me temo que las lágrimas que cayeron para nuestro amado Paco seguirán 
cayendo para muchos más ... si entre todos/as no ponemos un freno a estos bestias que nos 
dominan. 
Los del módulo FIES de Huelva 
Claudio Lavazza» (sic)
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El interés principal de un recluso es salir cuanto antes de prisión, mejorar su situación en 
prisión - p. ej.: progresar de grado, disfrute de permisos etc…- y el respeto de sus derechos 
fundamentales.
b) La familia 
La familia del recluso representa, por un lado, un actor secundario del conflicto intra-
penitenciario, y por otro, un actor principal en el conflicto extra-penitenciario245. Percibe el 
conflicto intra-penitenciario a través de la situación en que se encuentra el familiar preso 
provocándola en la mayoría de los casos impotencia, enfado, y sufrimiento. Desconocen de 
primera mano la realidad penitenciaria sólo la conocen a través de la percepción del recluso y 
no son capaces de empatizar con otro que no sea su familiar. Desde esta posición, la familia no 
comprende el cometido del funcionario de prisiones. Y mantienen, por lo general, una actitud 
muy crítica con la Administración penitenciaria.
2.3. La víctima 
La víctima en el ámbito penitenciario podrá ser actor principal o secundario dependiendo 
del tipo de conflicto planteado – intra o extra-penitenciario- y del interés que se persiga. Así 
en el terreno estrictamente carcelario – p. ej.: vida en prisión – será un actor secundario, pero 
si pasamos al ámbito del sistema de ejecución penitenciario – p ej.: progresiones de grado, 
libertad condicional etc…- donde la asunción de responsabilidades y reparación a la víctima 
son elementos esenciales, la víctima pasaría a ser un actor principal por el interés directo que 
tiene246.
La víctima percibe que el Sistema jurídico penal no le ha reparado el daño sufrido, sobre 
todo desde un punto de vista moral. Durante el proceso penal: no ha sido escuchada, ni 
apoyada, ni reconocida. Tampoco recibe una explicación de lo ocurrido y ni siquiera llega a 
conocer la verdad247. Desconoce lo que le ocurrirá a su victimario. Y en muchos casos termina 
preguntándose por qué fue ella la víctima y si le volverá a pasar248, generando sentimientos de 
impotencia y venganza. 
Desde esta percepción, la víctima considera que la cárcel es el lugar más adecuado para “su” 
victimario, siéndole, por lo general, indiferente las condiciones en las que se cumple la pena249.
245 Aspecto que será abordado en el Capítulo V, epígrafe 2.3 
246 Tema que será analizado en el Capítulo V, epígrafe 2.3 y epígrafe 3.2.
247 El acusado probablemente negará los hechos en el ejercicio de su derecho de defensa.
248 La victimodogmática es la ciencia que se encarga del estudio de las causas por las que determinadas 
personas son víctimas de un delito y de cómo el estilo de vida conlleva una mayor o menor probabilidad 
de que una determinada persona sea víctima del mismo. 
249 Sobre ello el estudio realizado por DÍEZ RIPOLLÉS, J.L. Y GARCÍA ESPAÑA, E. (dirs.) 
“Encuestas a víctimas en España” publicado por el Instituto Andaluz Interuniversitario Criminológico, 
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2.4. La sociedad 
La sociedad en abstracto representa un actor secundario del conflicto penitenciario. Por 
lo general se mueve en claves de miedo al delito250. Está mediatizada por los medios de 
comunicación y los intereses políticos, que buscan réditos electorales, considera que la mejor 
manera de alcanzar seguridad es a través del endurecimiento del sistema punitivo. Pero 
desconoce la complejidad del Sistema jurídico penal, del delito, de sus consecuencias y del ser 
humano. Se muestra, en masa, intolerante251, salvo cuando de manera individual y concreta el 
Sistema jurídico penal recae sobre ella, entonces la percepción cambia. 
Su interés, generalmente por ignorancia, es que el delincuente cumpla de la manera más 
severa252 y a ser posible cruel, la pena impuesta. La venganza mueve todo su interés.
2.5. El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria 
El Juzgado de Vigilancia Penitenciaria – JVP- se creó en el año 1979 con la finalidad “(…) 
de hacer cumplir la pena impuesta, resolver los recursos referentes a las modificaciones que 
pueda experimentar con arreglo a lo prescrito en las Leyes y reglamentos, salvaguardar los 
derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los 
preceptos del régimen penitenciario puedan producirse (…)”253. 
Málaga, 2009; Estudio realizado por FERNANDO TALLÓN CUENCA, ELISA GARCÍA ESPAÑA, 
ARACELI AGUILAR CONDE Y JOSÉ BECERRA MUÑOZ sobre la “Justicia según los datos” 
publicado en el boletín Criminológico del Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología, Artículo 
1/2014, enero-febrero, nº 148.
250 En este sentido RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., 
ETXEBARRIA, X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos…,ob. 
cit. (2016) p. 216; MEDINA ARIZA, J.J. “Inseguridad ciudadana, miedo al delito y policía en España” 
en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminológica, Nº 5, Mayo, 2003, en http://criminet.ugr.es/
recpc/05/recpc05- 03.pdf.
251 RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, 
X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos…,ob. cit. (2016) p. 217.
252 Sobre ello VARONA GÓMEZ, D., “Ciudadanos y actitudes punitivas: Un estudio piloto de 
población universitaria española”, Revista española de investigación criminológica (REIC), Nº 6, 
2008, pp. 1-38; Ver el estudio realizado por DÍEZ RIPOLLÉS, J.L. Y GARCÍA ESPAÑA, E. (dirs.) 
“Encuestas a víctimas en España” publicado por el Instituto Andaluz Interuniversitario Criminológico, 
Málaga, 2009, pp. 155 y ss.; Ver el estudio realizado por la Asociación Pro-Derechos Humanos de 
Andalucía sobre “La sociedad frente a su sistema penal”, en www.apdha.org/la sociedad española frente 
a su sistema penal.pdf, y publicado en el Boletín Criminológico del Instituto Andaluz Interuniversitario 
de Criminología Marzo, 2015.
De todos estos estudios se deduce el profundo desconocimiento de la ciudadanía sobre la realidad 
penitenciaria, lo que unido a puntuales sucesos delictivos con gran cobertura mediática, genera una 
presión social en reclamación de medidas cada vez más punitivas y restrictivas de derechos para con la 
población penitenciaria.
253 La LOGP aprobada el 26 de septiembre de 1979 creó en su art. 76 LOGP los Juzgados de 
Vigilancia Penitenciaria. Posteriormente la LO 5/2003 de 27 de mayo, por la que se modificó la Ley 
Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial; la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General 
Penitenciaria, y la Ley 38/1988, de 28 de diciembre, de Demarcación y de Planta Judicial, creó además 
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Entendemos que no es un actor ni principal ni secundario del conflicto, pues su función es 
resolverlo conforme a la Ley, por lo tanto sería el intermediario254. 
Los JVP perciben el conflicto penitenciario principalmente a través de las quejas255 y recursos 
que llegan por parte de los presos. En la tramitación de dichas quejas y recursos, informa el 
Ministerio Fiscal256, la Administración Penitenciaria y en algunos supuestos la víctima257. A la 
luz de toda la información recabada el JVP deberá hacerse una idea del problema e intentar 
darle una solución conforme a Derecho. Sin embargo las limitaciones materiales y humanas de 
estos Juzgados, unidas a la falta de recursos económicos para ejercer el derecho de defensa por 
parte de los presos258, provocan en la práctica que realmente no se conozca el conflicto en su 
total integridad y profundidad porque la información que reciben sea sesgada.
Por tanto la percepción que tiene el JVP en muchas ocasiones no tiene nada que ver con la 
perspectiva o visión de las partes. Al existir una visión tan dispar, la percepción es diferente. Sin 
embargo una percepción tiene mayor atribución de poder que la otra. La que se impone es la 
interpretación jurídica259 sobre la del ciudadano –preso/funcionario/víctima-. Pero es la de éste 
la que conforma la visión disfuncional del sistema legal, el sentimiento de ineficacia judicial y 
el de inseguridad y desconfianza hacia las instituciones públicas. 
los Juzgados Centrales de Vigilancia Penitenciaria con el fin de conseguir una unificación de criterios 
en el marco del control de las penas en el ámbito de los delitos instruidos y enjuiciados por la Audiencia 
Nacional.
254 Sobre ello Capítulo II, apartado 1.1. Los denominados intermediarios intervienen para facilitar la 
resolución del conflicto y, en función del interés que tengan en el resultado, pueden ser imparciales o 
tomar partido por alguno de los actores principales o secundarios.
255 Art. 76. g) LOGP
256 Hasta la entrada en vigor de la LO 4/2015 de 27 de abril, en virtud de la cual se regula el Estatuto 
de la víctima en España. El Ministerio Fiscal asumía en solitario la defensa de la legalidad y de los 
intereses generales incluidos los de la víctima, pues junto al preso era el único legitimado para recurrir 
las resoluciones de los JVP – DA 5ª LOPJ-
257 Tras la entrada en vigor del Estatuto de la víctima, aprobada por la LO 4/2015 de 27 de abril, en 
su art. 13 faculta a la víctima para intervenir durante el cumplimiento de la pena de prisión; realizando 
alegaciones y legitimándola para recurrir en determinados supuestos - p. ej.: concesión de terceros 
grados, libertad condicional, beneficios penitenciarios etc… Tal posibilidad lejos de facilitar una 
resolución pacífica y eficaz del conflicto penitenciario parece incidir en los deseos de venganza, para 
que el cumplimiento de la pena sea integro.
258 Según ha declarado nuestro TC en diversas sentencias - SSTC 74/1985; TC 2/1987; TC 161/1993; 
TC 229/1993; TC 192/1996; TC 9/1997; TC 92/2003 - el preso no tiene garantizado el derecho pleno 
de justicia gratuita. Por lo tanto en muchas ocasiones desconoce la técnica legal para recurrir de 
manera adecuada. Sobre ello BENITO LÓPEZ, R., “La potestad sancionadora de la Administración 
Penitenciaria. Límites y garantías” en el Libro Amicorun al Profesor D. Antonio González-Cuellar, Ed. 
Thomson- Civitas, 2007, pp. 91-122.
259 Según ORTEGA la labor del intérprete no sólo está encaminada a la interpretación de la norma 
jurídica, sino que tiene que interpretar los hechos que constituyen la base de su decisión. Tiene que 
comprenderlos y por ello no existe una tajante escisión entre los hechos y el Derecho, sino que el Derecho 
se encuentra predeterminado por la valoración que se les dé a los hechos teniendo que adaptarse a ellos, 
por lo que no es posible situar la interpretación en el campo de lo normativo. Sobre ello ORTEGA M., 
“Sobre la interpretación del Derecho” Servicio de publicaciones Universidad de Santiago de Compostela, 
2003, pp. 34 ss. 
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El interés principal de los JVP es velar por el cumplimiento de la Ley y por lo tanto su 
actuación debe ser imparcial. 
Tras la exposición de las diferentes percepciones e intereses de las partes implicadas en el 
conflicto penitenciario, observamos que aquellas son, por lo general, contra puestas, de ahí el 
conflicto. Dichas percepciones e intereses se polarizan por la propia dinámica carcelaria260.
Tal y como analizaremos más adelante, los mecanismos de resolución que el Sistema 
penitenciario tradicionalmente ha venido ofreciendo son mecanismos violentos que generan 
más violencia – régimen cerrado, disciplinario, medidas coercitivas etc…- además de poco 
respetuosos, en la práctica, con los principios y garantías constitucionales, provocando en la 
mayoría de los casos la denominada victimización terciaria261 y con ello la no asunción de 
responsabilidades262. Asimismo algunos mecanismos de resolución – quejas y recursos- suelen 
repetir un patrón divisorio entre vencedor/vencido que hace difícil el entendimiento de las 
partes.
3. LOS MECANISMOS DE PREVENCIÓN Y RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS 
PREVISTOS EN EL SISTEMA PENITENCIARIO ESPAÑOL 
Históricamente se han venido empleando diferentes métodos para la prevención o resolución 
del conflicto en prisión, algunos autores diferencian entre métodos tradicionales263 y métodos 
legales. En el presente apartado nos centraremos en el análisis de los mecanismos de resolución 
que contempla la legislación penitenciaria española. En virtud de tal legislación la Administración 
penitencia y/o el JVP, en su caso, intervienen sancionando las conductas manifestadas, 
reprimiéndolas generalmente de manera violenta – régimen disciplinario, medidas coercitivas 
etc… – , estableciendo regresiones de grado o limitaciones del régimen de vida – régimen 
cerrado, art. 75.1 RP, FIES –, y/o potenciando la prevención mediante un sistema de obtención 
y pérdida de beneficios para poder gozar de determinadas situaciones regimentales próximas a 
la libertad basados en la “buena conducta”.
La característica común de los mecanismos previstos en el sistema penitenciario que reprimen 
o sancionan es, por un lado, la falta de respeto a las garantías y principios constitucionales 
260 Aspecto que será abordado en detalle en el Capítulo V de cara a analizar las causas de cada 
conflicto – intra y extra-penitenciario- y buscar una manera de intervención adecuada para resolverlo de 
manera eficaz.
261 Ver nota 8.
262 Tal y como se expondrá a lo largo del presente capítulo.
263 Sobre ello RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., 
ETXEBARRIA, X. y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos…, ob. 
cit. (2016) pp. 210-213. Donde destacan entre los métodos tradicionales: la evitación del conflicto, el 
ejercicio de la violencia o la intervención de terceros, entre otros.
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y con ello la vulneración de los derechos fundamentales del recluso264, lo cual provoca que 
éste perciba el sistema como arbitrario265, y de otro lado, la graves consecuencias físicas y 
psíquicas que las situaciones de aislamiento prolongadas, propias de los regímenes cerrados, 
conllevan para la persona presa266. De este modo llegamos a la paradoja de que los mecanismos 
establecidos legalmente para prevenir o solucionar el conflicto en el ámbito penitenciario, lejos 
de resolverlo, lo perpetúan y agravan, tal y como analizaremos al final del presente capítulo. 
Asimismo he de señalar que a pesar de que el Estado de Derecho ha institucionalizado algunas 
maneras de gestionar el conflicto penitenciario – recursos y quejas al JVP-, que pretenden evitar 
la venganza, extraen la resolución del conflicto a las partes enfrentadas – preso/funcionario/
Administración penitencia/víctima- y se lo entregan al poder judicial. Se trata de una forma 
de objetivación que separa el autor de su acto, y que entrega la resolución a un tercero con 
poder resolutivo. En estas formas de intervención hay implícito un patrón divisorio, porque 
se observa el conflicto como producto de las diferencias entre lados opuestos. Siempre que se 
intervenga sobre un lado exclusivamente, se desequilibra el otro lado. Este modelo provoca el 
paradigma de lucha vencedor/vencido y las actitudes inherentes a dicho patrón, reproduciendo 
las actitudes de victoria de una parte y exasperando el deseo de venganza por la pérdida del 
recurso/queja de la otra parte267. Esto hace difícil llegar a un acuerdo que satisfaga a todas las 
partes enfrentadas.
3.1. Métodos que reprimen o sancionan de manera violenta mediante el aislamiento y el 
riguroso control 
a) El régimen disciplinario 
Según el art. 231 RP el régimen disciplinario “(…) está dirigido a garantizar la seguridad y 
el buen orden regimental y a conseguir una convivencia ordenada, de manera que se estimule 
el sentido de la responsabilidad y la capacidad de autocontrol dentro de las prisiones”.
La aplicación del régimen disciplinario puede prevenir algunas conductas violentas debido 
a la intimidación que supone el sometimiento a un proceso y la aplicación de una sanción que, 
264 Sobre ello MAPELLI CAFARENA, B., “Contenido y límites de la privación de libertad (Sobre 
la constitucionalidad de las sanciones disciplinarias de aislamiento)” en Revista de Criminología 
Vasca, Nº 12 Extraordinario, 1998, pp. 87-106; “El sistema penitenciario, los derechos humanos y la 
jurisprudencia constitucional”, Derechos y libertades en Revista del Instituto Bartolomé de las Casas, 
Año nº 1, Nº 1, 1993, pp. 427-444; BENITO LÓPEZ R., “La potestad sancionadora de la Administración 
penitenciara. Límites y garantías” en el Libro Amicorum al Prf. D. Antonio González- Cuellar, Ed. 
Thomson-Cívitas, 2006, pp. 91-122.
265 Ver apartado 2.2 del Capítulo II.
266 Se analizará en el apartado 4 del Capítulo II.
267 En esta misma línea Luhé Palma Chazarra se ha manifestado de forma paralela, en el ámbito 
estricto del proceso penal, en su Tesis: “La mediación como proceso restaurativa en el Sistema Penal” 
dirigida por el prof. Dr. Borja Mepelli Caffarena, p. 200.
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además de sus efectos aflictivos268, genera una serie de consecuencias negativas colaterales que 
más adelante serán analizadas – p. ej., pérdida de permisos, dificultad para progresar de grado 
etc…-. Este método puede reducir algún conflicto, puede hacer que las partes lo oculten, pero al 
tener su fundamento en una reacción exclusivamente negativa, no genera aprendizajes positivos. 
Tanto desde un punto de vista jurídico como debido a su transcendencia en el plano de la 
resolución pacífica de conflictos, el régimen disciplinario penitenciario resulta de una “especial 
incidencia” durante el cumplimiento de la condena, por diversos motivos: En primer lugar 
la aplicación del régimen disciplinario puede “desvirtuar la ejecución de la pena de prisión”, 
competencia ésta del Poder Judicial –art. 117.3 CE-, ya que puede provocar un alargamiento 
de la estancia en prisión. La imposición de una sanción representa en la práctica penitenciaria 
un “motivo” para denegar beneficios penitenciarios, progresiones de grado, permisos de salida, 
libertad condicional etc…, y con ello para denegar un adelantamiento de la salida de prisión 
conforme al sistema de ejecución que diseña nuestra LOGP; En segundo lugar el cumplimiento 
de una sanción puede “afectar a derechos fundamentales”, por la gravedad que en sí reviste 
la propia sanción –p. ej. la sanción de aislamiento en celda, corte de permisos, restricción de 
comunicaciones, restricción de la libertad ambulatoria dentro de prisión, etc…-.
Los aludidos motivos - desvirtuar la ejecución de la pena de prisión y afectar a derechos 
fundamentales – justifican, a mi juicio, la necesidad de que todos los principios y garantías del 
Estado de Derecho tengan aquí también su plena vigencia, y en especial el principio de legalidad. 
Sin embargo, nuestro Tribunal Constitucional lejos de exigir un cumplimiento riguroso en esta 
materia, ha relativizado su exigencia amparándose principalmente en la teoría de las relaciones 
de especial sujeción269, y obviando con ello lo establecido en los arts. 25.1, 25.2, 25.3, 81, 82.1 
y 86.1 CE -. Expresamente nuestro Alto Tribunal ha declarado en sus sentencias que:
1º La potestad sancionadora de la Administración penitenciaria “surge” de la “relación 
de especial sujeción” que une al preso con aquella –SSTC 74/1985, 2/1987, 190/1987, entre 
otras -. No negamos que la Administración penitenciaria tenga potestad para sancionar, lo que 
negamos es que esta facultad surja de una “especial sujeción”. Dicha afirmación no resulta 
268 P. ej.: La sanción de aislamiento en celda se cumplirá en celda individual disfrutará de dos horas 
de paseo en solitario y, durante el cumplimiento de la sanción, no podrá recibir paquetes del exterior ni 
adquirir productos del economato, salvo los autorizados expresamente por el Director. Y su duración puede 
llegar hasta un máximo de 42 días por acumulación de sanciones – arts. 42 LOGP y 252 y ss. RP-
269 MAPELLI CAFFFARENA, B., (“Las relaciones de especial sujeción y el sistema penitenciario” 
Revista de Estudios penales y criminológicos, T. XVI, 1993, pp.283- 326/287) ya advirtió que 
“Esta posición del alto Tribunal resulta especialmente grave si tenemos en cuenta la actual política 
penitenciaria, inspirada, tras la crisis de los fines resocializadores, en una doctrina funcionalista (…). 
Ante este panorama es evidente que la teoría de las relaciones especiales de sujeción propiciará un 
deterioro de los Derechos fundamentales de los internos en aras a una ejecución segura y económica”. 
En sentido parecido MUÑAGORRI LAGUIA, I., PINTO DE MIRAN RODRIGUES, A.M. y RIVERA 
BEIRAS, I., “Legalidad constitucional y relaciones penitenciarias de especial sujeción”, Ed. Bosch, 
Barcelona, 2000, pp. 9 y ss.; BENITO LÓPEZ, R.,“La potestad sancionadora de la Administración 
Penitenciaria. Límites y garantías”, en el Libro Amicorum al Profesor D. Antonio González-Cuellar, 
Ed. Thomson- Civitas, 2007, pp. 91-122.
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admisible dentro de un Estado de Derecho. Las facultades que cada Poder tiene asignadas han 
de provenir de la Ley, y no de ficciones jurídicas. Y en el caso concreto la LOGP en su art. 41 
y la actual Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público270 en sus arts. 
25 y ss., así lo establecen pero no la mencionada “ficción jurídica” que lo único que provoca es 
un enturbiamiento en la vigencia del principio de legalidad y sus garantías. 
2º El Tribunal Constitucional admite la remisión “en blanco” que la LOGP realiza en su 
art. 42 a favor del RP, para la tipificación de las faltas disciplinarias, argumentando para ello 
que (…)”la referencia a la legislación vigente en el art. 25.1 CE tiene un alcance diferente, al 
menos, en lo que se refiere a la tipificación del ilícito, cuando se trata de la determinación de 
contravenciones de “faltas” en el seno de una “relación de especial sujeción”, como es la de 
los internos en los establecimientos penitenciarios (…) y en tal medida la propia reserva de Ley 
pierde parte de su fundamentación material, dado el carácter en cierto modo insuprimible de la 
potestad reglamentaria, expresiva de la capacidad propia de autoordenación correspondiente 
(…) en este caso que la LOGP –arts. 42 y ss.-, se remita, en la especificación y gradación de 
las infracciones, al Reglamento (…) permite reconocer la existencia de la suficiente cobertura 
de la potestad sancionadora en una norma con rango de ley (…)” –FºJº 2, STC 2/1987 271- . Tal 
270 Ley publicada en el BOE núm. 236 de 02 de Octubre de 2015 con vigencia desde 02 de Octubre de 
2016 y por la que se modifica la Ley de Régimen Jurídico de la las Administraciones Públicas aprobada 
por la LO 30/1992, publicada en el BOE de 27/11/1992 y rectificada por Corrección de errores en el 
BOE 28/12/1992 y BOE 27/1/1993.
271 En idéntico sentido se han pronunciado las SSTC 190/1987 y 192/1987. No obstante, tal y como 
señala CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Revisión de legalidad penitenciaria en la regulación del régimen 
cerrado y los FIES” en La ley penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciario”, Nº 72, 2010, 
pp. 5-33/10) con el paso del tiempo la jurisprudencia del TC “parece” haber evolucionado y “Los 
primeros signos que comienzan a frenar la amplitud de la potestad reglamentaria de la Administración 
llegan a partir de 1990, al iniciarse una nueva línea jurisprudencial que invierte el planteamiento de 
mantener un sentido reductivo de la relación de sujeción especial compatible con la preferencia de 
los derechos fundamentales, como sucede en las SSTC 120/1990, de 27 de junio, y 57/1994, de 28 de 
febrero (…). También destaca los votos particulares de los Magistrados Viver Pi Suñer y Vives Antón 
a la STC 119/1996 de 8 de julio, “que abren una nueva línea de interpretación sobre la reserva de ley 
al mantener que el aislamiento propio del régimen cerrado afecta al derecho a la libertad personal del 
art. 17 CE y, por tanto, necesita una cobertura legal más detallada que la descripción genérica del 
art. 10 LOGP” – régimen al que me referiré más adelante-. Continua con la STC 175/2000, de 26 de 
junio, según la cual “las relaciones de sujeción especial no constituyen una ilimitación al principio de 
reserva de ley, sino por el contrario “la naturaleza especial de aquella relación de especial sujeción 
y la peculiaridad del marco normativo constitucional derivado del art. 25.2 CE supone que entre la 
Administración penitenciaria y el recluso se establecen un conjunto de derechos y deberes recíprocos, 
que deben ser entendido en un sentido reductivo y, a la vez, compatibles con el valor preferente de 
los derechos fundamentales. La culminación de esta evolución en lo relativo a la clasificación se ha 
producido con la STS de 17 de marzo de 2009 (Sala de lo Contencioso-Administrativo), al considerar 
nulo todo el apartado primero de la Instrucción 21/1996, de 16 de diciembre, en relación a los FIES” 
– que analizaré más adelante -. A juicio de CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Revisión de legalidad 
penitenciaria…ob.cit. p. 10) “estos supuestos muestran un cambio en la interpretación de la relación 
de especial sujeción como excepción a la reserva de ley, dando a esta última un sentido más amplio 
y respetuoso con el principio de legalidad”. Sin embargo, en la práctica penitenciaria, tal y como 
analizaremos más adelante, tal cambio jurisprudencial no ha tenido las repercusiones esperadas en aras 
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argumentación la considero contraria a lo dispuesto constitucionalmente para la vigencia del 
principio de legalidad, en su vertiente formal –arts. 25.1.2., 81, 82.1 y 86.1 CE-.272 
Y en lo que concierne a la vertiente material del principio de legalidad, la taxatividad y 
concreción de las faltas administrativas penitenciarias, de manera muy genérica, el Tribunal 
Constitucional ha dispuesto que “la norma debe formularse con la suficiente precisión para que 
el interno pueda prever las consecuencias que puedan derivar de una determinada conducta” 
-STC 2/1987, F.J. 3 -.
Sin embargo en el ámbito penitenciario sancionador tal exigencia de taxatividad y concreción 
en la tipificación de las faltas administrativas no se cumple273. Así la descripción que realiza el 
RP 1981, de las faltas disciplinarias274 adolece de falta de concreción y taxatividad, por ejemplo 
es de destacar en este sentido: el art. 109. F) RP 1981 establece que son faltas graves “introducir, 
hacer salir o poseer en el Establecimiento objetos que se hallaren prohibidos por las normas 
de régimen interior” y el art. 110. F) RP 1981, dispone por su parte, que se considera falta leve 
”cualquier otra acción u omisión que implique incumplimiento de los deberes y obligaciones 
del interno, produzca alteración en la vida regimental y en la ordenada convivencia y no este 
comprendida en los supuestos de los artículos 108 y 109, ni en los apartados anteriores de 
este artículo.” Sin duda alguna nos encontramos ante una fragante vulneración de la garantía 
criminal, en su aspecto material. En el primer caso del art. 109. F) se produce además, una doble 
remisión normativa, primero de la LOGP al RP y luego de este a normas de régimen interior 
–Circulares, Instrucciones, etc.-, con lo que además de vulnerar el principio de taxatividad, 
y de seguridad jurídica, ya que desconocemos que pueden llegar a prohibir las “normas de 
régimen interior” de una prisión, se produce a la par una vulneración de la garantía criminal en 
su aspecto formal, pues no es la Ley la que describe la conducta merecedora de una sanción, 
sino que según dicho precepto será una Circular, una Orden o una Instrucción. En el segundo 
de un mayor respecto a las garantías constitucionales exigidas para limitar los derechos fundamentales 
de los reclusos. 
272 En la misma línea se manifiesta MAPELLI CAFFARENA, B., (“Las relaciones de especial sujeción 
y el sistema penitenciario” en Revista de Estudios penales y criminológicos, T. XVI, 1993, pp.283- 326/ 
314-315) “No basta que una norma jurídica permita “prever razonablemente” las consecuencias de 
una conducta infractora. Los Derechos fundamentales están amparados por el principio de reserva 
absoluta de ley, es decir, que la particular afección que esta materia tiene sobre ellos (…) hacen 
aconsejable sustraer de la administración su regulación. El sistema penitenciario sancionar descansa 
fundamentalmente en el reglamento, en donde se describen las conductas infractoras y la sanción 
correspondiente. Tan solo se reserva a la ley el catálogo de sanciones. La sentencia que comentamos da 
por buena esta situación que, a nuestro juicio, vulnera el principio de reserva de ley”
También criticada dicha posición del TC por LADRÓN PIJUÁN, “Principio de legalidad y relaciones de sujeción 
especial”, en Revista de Ciencias Penales, Vol. 1. Nº 1. Semestre 1998, pp. 145 y ss.
273 MAPELLI CAFFARENA, B., (“Las relaciones de especial sujeción y el sistema penitenciario” 
en Revista de Estudios penales y criminológicos, T. XVI, 1993, pp.283- 326/315) para quien “tampoco 
puede considerarse satisfactoria la “precisión” del reglamento al describir las conductas objeto de 
sanción”
274 En virtud de la disposición Derogatoria Única del Reglamento Penitenciario de 1996, continúan 
vigentes los arts. 108, 109,110 y 111 del RP 1981, donde se tipifican las faltas disciplinarias.
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caso –art. 110. f)-, se establece un “cajón de sastre”, a favor de la Administración, para si al 
legislador se le olvidó algo por sancionar, la Administración penitenciaria tenga la facultad de 
hacerlo, en virtud de este precepto, aunque en el caso anterior pasa idénticamente lo mismo –art. 
109. f)-, al dejar en manos de las “normas de régimen interior”, dictadas por las Administración 
penitenciaria –Circulares / Ordenes / Instrucciones -, la facultad de determinar que objetos están 
o no están prohibidos. 
3º Asimismo el Alto Tribunal español estima que la Administración penitenciaria tiene 
potestad para imponer la sanción de aislamiento en celda –FºJº 3 y 4, STC 2/1987 275-, 
argumentando para ello que tal sanción no implica privación de libertad y por lo tanto no se 
infringe el art. 25.3 CE, en virtud del cual la Administración civil no está habilitada para imponer 
sanciones que impliquen privación de libertad. Y en concreto el Tribunal Constitucional español 
declara al respecto que (...) la ordenación del régimen al que quedan sometidos los internos 
no queda limitada por el ámbito de un derecho fundamental que ha perdido ya, en ese ámbito 
específico, su contenido propio. La libertad que es objeto del derecho fundamental resultó ya 
legítimamente privada por el contenido del fallo de condena, fallo que, por lo mismo determinó 
la restricción temporal del derecho fundamental que aquí se invoca” (…) STC 2/1987, FºJº 
3 y 4-. Argumento con el que discrepo, pues con este tipo de sanción se restringe la libertad 
ambulatoria del recluso dentro de prisión276 y por tanto se afecta el derecho a la libertad, debiendo 
ser su imposición una competencia del JVP –art. 117.3 CE, art. 3 CP y art. 94 LOPJ-, de acuerdo 
con la Ley –arts. 25.1 CE, 53 CE y 81 CE-.
Además el Tribunal Constitucional entra en contradicción cuando manteniendo la tesis de 
que un preso no puede invocar la vulneración del derecho a la libertad dentro de prisión, porque 
ya se ha visto legítimamente privada de ella en virtud del fallo condenatorio, y por lo tanto el 
régimen de vida que se le imponga por parte de la Administración penitenciaria es totalmente 
legítimo277, y sin embargo en la STC 2/1987, Fº Jº 5º y en la STC 128/1996, FºJº 9º, sienta la 
tesis de que las sanciones de aislamiento impuestas por la Administración penitenciaria, y que 
275 En el mismo sentido las SSTC 190/1987 y 192/1987.
276 En la misma línea MAPELLI CAFFAREANA, B. (“Contenido y límites de la privación de 
libertad: (sobre la constitucionalidad de las sanciones disciplinarias de aislamiento)” en Eguzkilore: 
Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, Nº Extra 12, 1998, pp. 87-106/103) “Si el condenado no 
pierde su libertad en términos absolutos y disfruta de ella pudiendo obtener permisos o, simplemente, 
moverse por las zonas útiles de los establecimientos penitenciarios y si el aislamiento no está concebido 
como una modalidad regimental – art. 254.5 RP1996-, sino como algo distinto, la conclusión a la 
que inevitablemente hemos de llegar y que no reconoce nuestro TC es que cuando se decide aislar 
en una celda a un interno se le está privando de libertad, en la medida que se interpone un obstáculo 
excepcional a la libertad de movimiento no previsto en los contenidos de la pena impuesta”.
277 Con tal argumentación, podríamos admitir, según la tesis sentada al respecto por el TC, que 
la Administración penitenciaria obligara al recluso a cumplir la pena de prisión dentro de un armario, 
pues como señala de forma crítica y acertada MAPELLI CAFFARENA, B., (”Contenido y límites de la 
privación de libertad: (sobre la constitucionalidad de las sanciones disciplinarias de aislamiento…ob. cit. 
pp. 100-101) “Si el condenado pierde su libertad en esos términos se pierden con ello los argumentos para 
fijar el alcance de la pena privativa de libertad. Todo está permitido, basta con asegurar unas mínimas 
condiciones de legalidad y garantía. Tan legal es una pena en régimen abierto como un aislamiento en 
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superen los 14 días, como consecuencia de un concurso de infracciones, requieren para su 
ejecución la previa aprobación del Juez de Vigilancia Penitenciaria –“La imposición y ejecución 
inmediata por parte de la Administración Penitenciaria sin requerir sin carácter previo la 
autorización judicial, esquivando el papel que nuestro sistema jurídico confiere al Juez de 
Vigilancia Penitenciaria, supuso la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva consagrada 
en el art. 24.1 CE”(…), FºJº 9, STC 128/1996 de 9 de julio-278. Lo cual nos hace llegar a una 
conclusión absurda como es la de pensar que las sanciones de aislamiento en celda superiores a 
14 días sí implican privación de libertad y por lo tanto deben ser aprobadas por el JVP, mientras 
que las sanciones de aislamiento en celda que no superen los 14 días no implican privación de 
libertad y por tanto no precisan previa autorización judicial. Estimo que tanto en uno como en 
otro caso es necesaria la autorización judicial por los motivos anteriormente alegados.
No obstante, aunque resulta loable tal exigencia por parte del Tribunal Constitucional, ya 
que en la práctica nos encontrábamos con situaciones abrumadoras de concurso de infracciones, 
en las que, porque las sanciones individualmente consideradas no superaban los 14 días de 
aislamiento en celda, la Administración penitenciaria no se sentía obligada a requerir la previa 
aprobación judicial que exige el art. 76.2. d) LOGP279. Sin embargo tal matización no basta 
para salvar la inconstitucionalidad del art. 44 de la LOGP, con relación a la potestad de la 
Administración para imponer la sanción de aislamiento en celda, sanción que por su naturaleza 
y por las graves consecuencias que acarrea, como ya he comentado, debería ser impuesta en 
todo caso por el Juez de Vigilancia Penitenciaria. 
4º Y con respecto a la vigencia de las garantías procesales del art. 24 CE, durante la 
tramitación del procedimiento sancionador penitenciario, nuestro Alto Tribunal sólo de una 
una celda de manera indeterminada. Una y otra modalidad ejecutiva, no son más que, eso, distintas 
modalidades dentro de lo permitido frente a quienes han sido condenados a prisión”.
278 El art. 236.3 RP 1996, a diferencia del derogado art. 124.2 RP1981, no admite la posibilidad de 
ejecutar de forma inmediata, las sanciones de aislamiento en celda impuestas por “actos de indisciplina 
grave”, que superen los 14 días, si previamente no se ha recabado la autorización judicial. En concordancia 
con tal precepto, y con la doctrina del TC, la C. DGIP, 7/1996, sobre “Interpretación del Reglamento 
penitenciario de 1996”, dispuso que ”las sanciones de duración superior a 14 días deben ser aprobadas 
en su totalidad, y no sólo en el exceso de 14 días, por el JVP, y hasta que no se produzca esa aprobación, 
jurídicamente hablando, no existe, y por tanto no puede ejecutarse, ni siquiera en los supuestos de 
ejecución inmediata”. A pesar de la doctrina sentada por el TC, hemos tenido que esperar a la presente 
circular, para que por fin, se hiciera efectiva en la práctica, la garantía del control judicial en este aspecto 
concreto.
279 Un problema que se planteaba en la práctica con cierta frecuencia, eran aquellos supuestos del 
art. 44.3 LOGP y art. 252.2 RP, donde se faculta a la Administración penitenciaria para la “ejecución 
inmediata” aunque medie recurso al JVP. ¿Qué sucede si estamos ante un concurso de infracciones o 
faltas disciplinarias, todas ellas englobadas dentro de los denominados “actos de indisciplina grave”, 
y la suma de sus sanciones superan los 14 días de aislamiento en celda? Según la doctrina sentada al 
respecto por las SSTC 2/1987 y 128/1996, deberíamos entender que hasta que no llegue la autorización 
judicial no se debe dar inicio a la ejecución. Corroborando esta tesis, el vigente RP 1996, en su art. 253.2, 
dispone que “la Comisión Disciplinaria podrá acordar la ejecución inmediata de las sanciones de 
aislamiento en celda, cuya duración acumulada no supere los 14 días”(…). Con tal regulación expresa 
se pone fin, a una práctica habitual de “fraude de ley”, hasta entonces.
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forma progresiva ha ido reconociendo poco a poco su vigencia, y siempre con un alcance 
bastante limitado para algunas de ellas, como es el caso del “derecho pleno de defensa” mediante 
abogado de oficio280, la “audiencia pública”281 o la “utilización de todos los medios de prueba 
para ejercer la defensa”282.
Esta situación genera a los ojos del preso una “situación de desamparo” legal e institucional, 
pues el máximo intérprete constitucional – TC- está “legitimando” un amplio poder a favor de 
la Administración penitenciaria en detrimento de los derechos fundamentales de los reclusos, 
sin las debidas garantías constitucionales, tal y como hemos expuesto.
280 Durante la tramitación de este tipo de procedimientos cabe el derecho de ser asistido para la 
redacción del pliego de descargo, por un abogado particular, un funcionario o interno como intérprete 
para el caso de presos extranjeros que desconozcan el castellano. Pero no está reconocido el derecho pleno 
de asistencia jurídica gratuita - SSTC 74/1985; TC2/1987; TC161/1993; TC 229/1993; TC192/1996; TC 
9/1997; TC 92/2003: TC 42/2008 entre otras -, lo cual es cuestionable pues sólo podrán tener una plena 
defensa aquellos que cuenten con medios económicos para ello. 
La STC 42/2008, de 10 de marzo, expresamente manifiesta al respecto “(…)No puede estimarse 
vulnerado el derecho a la asistencia letrada (art. 24.2 CE) por no haber contado con asistencia letrada 
gratuita durante la tramitación del expediente disciplinario, ya que este derecho, en los procedimientos de 
imposición de sanciones a los internos, tanto en su fase ante la Administración penitenciaria como ante el 
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, no implica la designación de Abogado del turno de oficio(…)”
281 En la STC 74/85 de 18 de junio se declaró la no vulneración del derecho a asistencia letrada porque, 
en el marco de un procedimiento sancionador penitenciario, se niegue al interno la asistencia a la Junta 
de Régimen y Administración del Letrado designado por el interno. Posición que se ha mantenido en las 
pocas sentencias posteriores donde se ha planteado – STC 190/1987 de 1 de diciembre-
282 El TC ha manifestado en reiterada doctrina que el derecho a la utilización de los medios de prueba 
pertinentes para la defensa, en relación con el derecho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 
CE) es inseparable del derecho mismo de defensa y exige que las pruebas pertinentes sean admitidas 
y practicadas, sin desconocimiento ni obstáculos -por todas, SSTC 30/1986, de 20 de febrero, FJ 8; 
147/1987, de 25 de octubre, FJ 2, y 97/1995, de 20 de junio, FJ 4-, resultando vulnerado tal derecho 
fundamental “en aquellos supuestos en que el rechazo de la prueba propuesta carezca de toda motivación 
o la motivación que se ofrezca pueda tacharse de manifiestamente arbitraria o irrazonable” - SSTC 
149/1987, de 30 de octubre, FJ 2; 52/1989, de 22 de febrero, FJ 2; 94/1992, de 11 de junio, FJ 3; 
233/1992,de 14 de diciembre, FJ 2; y 1/1996, de 15 de enero, FJ 2-. Y en concreto hay resaltar las SSTC 
316/2006, de 15 de noviembre, 185/2007; 5/2008; 14/2011 donde se otorga el amparo por considerar que 
el acuerdo sancionador y los autos del JVP que lo confirman vulneran el derecho del recurrente a utilizar 
todos los medios de prueba pertinentes para su defensa, pues por medio de formulario -“por no alterar 
el resultado final del procedimiento”- se rechaza la práctica de pruebas solicitada por el recurrente, 
lo cual a juico del Alto Tribunal se “trata de una fundamentación que cabe tachar de arbitraria e 
irrazonable (…) en primer lugar porque carece de una mínima valoración acerca de la procedencia 
de la prueba solicitada pues comporta un prejuicio negativo acerca de su resultado (…); y en segundo 
lugar porque dicha respuesta vacía de contenido propio y hace inútil el expediente sancionador – que 
queda prefigurado por el expediente de cargo- pues parte en realidad del erróneo principio de que el 
cargo determinado por el funcionario tiene una presunción iuris et de iure, y que al fin a y al postre no 
se admite prueba en contrario –STC 91/2004, de 19 de marzo, FJ 6, con cita de la STC 9/2003, de 20 
de enero, FJ 4) 
Sin embargo también hay sentencias que ante supuestos similares resuelven en el sentido de 
desestimar el amparo al considerar que la denegación del material probatorio – parte de incidencias- al 
interno y la denegación de la práctica de pruebas propuestas por el interno – cámaras de video-vigilancia, 
testificales de presos y funcionarios- para ejercer su defensa no representan una vulneración de su derecho 
a la defensa - SSTC 66/2007 de 27 de marzo; 77/2008 de 7 de julio; 71/2008 de 23 de junio.
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Tal situación, como ya he adelantado, lejos de solucionar los conflictos que surgen en el 
contexto penitenciario, los agravan, pues el recluso no percibe como legítima ni justa la sanción 
a cumplir, y lejos de asumir su responsabilidad se victimiza283, amén de no aceptar el ejercicio 
de tal autoridad284.
b) El régimen cerrado
El artículo 10 de la Ley Orgánica General Penitenciaria – LOGP- utiliza los términos 
peligrosidad extrema e inadaptación a los regímenes ordinario285 y abierto286, como criterios 
para poder aplicar al recluso el régimen cerrado287, caracterizado por la restricción del derecho 
a la libertad ambulatoria, –tendrá menos horas de patio y más horas de celda- , del derecho a 
la intimidad y la dignidad, al ejercerse un mayor control y vigilancia sobre su persona, –mayor 
número de cacheos, recuentos, requisas, intervención y limitación de comunicaciones etc.- , 
así como por la limitación de actividades. Lo que implica una disminución considerable del 
contacto con otras personas y un mayor aislamiento.
Todo ello nos lleva a la siguiente paradoja. Este tipo de personas precisarían de un mayor 
tratamiento para tratar su problemática concreta, a través de profesionales especializados y 
actividades concretas que les ayuden a superar los condicionamientos que supuestamente les 
provocan tal “peligrosidad” y/o “inadaptación”. Sin embargo, en la práctica nos encontramos 
justamente con todo lo contrario. A este tipo de personas que requieren más tratamiento, se les 
aísla, sometiéndoles a un régimen de vida mucho más severo, con mayores restricciones, lo que 
fomenta sin duda, aún más, la violencia de la persona288. 
Si a lo expuesto unimos que dentro del régimen cerrado existen dos modalidades de vida; 
los departamentos cerrados –art. 94 RP 1996- y los departamentos especiales – art. 93 RP 
1996 -, siendo estos últimos más restrictivos, nos podemos encontrar con personas que pasan 
una buena parte de la condena, en una situación de aislamiento completo, sin contacto con 
otras personas, sin actividades que desarrollen su personalidad, lo que conlleva graves secuelas 
físicas y psicológicas:
283 Sobre ello apartado 2.2 del Capítulo II.
284 Ver apartados 2.1 c) y d) del Capítulo II.
285 Según dispone el art. 101.1 RP 1996 este tipo de régimen se aplica por regla general a los 
condenados en sentencia firme clasificados en 2º de tratamiento y excepcionalmente a los presos 
preventivos, los cuales no podrán ser clasificados en alguno de los grados de tratamiento que prevé la 
legislación penitenciaria (1º, 2º o 3º) hasta que no sean condenados en sentencia firme.
286 El art. 101.2. RP 1996 establece que el régimen abierto se aplicará a aquellos penados clasificados 
en 3º de tratamiento.
287 Según dispone el art. 10 LOGP, dicho régimen cerrado puede ser aplicado tanto sobre reclusos que 
ya estén penados y por lo tanto clasificados en 1º de tratamiento (arts. 101.3/ 102.5 / 95 RP 1996), como 
sobre presos preventivos (art. 97 RP 1996). Su regulación en concreto se encuentra en los arts. 89 y ss. 
RP 1996.
288 Aspecto que será analizado en el último epígrafe de este capítulo.
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Según diversos estudios289 el internamiento en prisión conlleva graves consecuencias físicas, 
psicológicas y psicosociales que se agravan en el régimen cerrado. Entre las primeras podemos 
enumerar las siguientes: deterioro de la salud física, la pérdida de agudeza visual, pérdida de 
oído, y pérdida de olfato entre otras. A ello hemos de añadir que todas aquellas personas que 
sufran cualquier dolencia -sida, hepatitis, tuberculosis, etc..., enfermedades éstas por desgracia 
bastante frecuentes entre la población reclusa- se verán aún más agravadas por las especiales 
dificultades que tienen los que están en primer grado para recibir asistencia sanitaria. Entre 
las segundas los expertos290 y el propio Defensor del Pueblo español en su Informe de 1997 
denunciaron la presencia de psicopatologías y en general un sufrimiento psicológico puesto 
de manifiesto con sentimientos negativos tales como: odio, venganza, rencor, violencia, 
agresividad, incertidumbre, indefensión, impotencia, tristeza, resentimiento, soledad, ansiedad, 
temor, angustia y desamparo entre otros, como consecuencia del aislamiento al que se ven 
sometidos los presos sometidos al régimen cerrado.
Debido a las negativas consecuencias que de este régimen de cumplimiento se derivan, 
tanto para los derechos fundamentales como para la propia persona del condenado, estimo 
que los criterios empleados por la Ley para su aplicación, deberían estar perfectamente 
definidos y concretados. Sin embargo la legislación hace alusión a términos tan ambiguos 
como, la peligrosidad extrema o la inadaptación al régimen ordinario o abierto, remitiendo 
al Reglamento penitenciario, por un lado, la interpretación de tales criterios, y en donde 
se confunde un estado de la personalidad –la peligrosidad–, con hechos o actos peligrosos 
que ya se hayan tipificados como faltas disciplinarias con su correspondiente sanción291, 
289 CLEMENTE, M., “Los efectos psicológicos y psicosociales del encarcelamiento” en 
CLEMENTE, M. y NÚÑEZ, J. (coords.).: “Psicología Penitenciaria II”, Fundación Universitaria 
Empresa, Madrid, 1997, pp. 383-407; VALVERDE MOLINA, J., “La cárcel y sus consecuencias: La 
intervención sobre la conducta desadaptada”, Ed. Popular, 1999, pp. 67-134; CABRERA CABRERA, 
P. J. y RÍOS MARTÍN J.C. “Mirando el abismo. El régimen cerrado”, Ed. Fundación Santamaría, 
Madrid, 2002, pp. 181-199; ÁLVAREZ GARCÍA, F.J (coord.), DÍEZ GONZÁLEZ, P.R., y ÁLVAREZ 
DIAS J.A. (autores), “Los efectos psicosociales de la pena de prisión”, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 
2009; GALLEGO DÍAZ, M., RÍOS MARTÍN, J.C. y SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Andar 1 km en 
línea recta. La cárcel del siglo XXI que vive el preso”, Ed. Universidad Pontificia de Comillas, 
Madrid, 2010, pp. 153-202.
290 RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBERRIA 
X., LOZANO, F., “Mediación penal, penitenciaria…, ob. cit. (2016) p. 271-290; GALLEGO DÍAZ, M., 
RÍOS MARTÍN, J.C. y SEGOVIA BERNABÉ, J.L., (“Andar 1 km en línea recta. La cárcel del siglo XXI 
que vive el preso”, Ed. Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2010, pp. 110-111) que califican 
el problema como “doblemente grave; en primer lugar, por el cuadro clínico que presentan los centros 
penitenciarios, y en segundo lugar, por la precariedad tanto del personal sanitario especializado como 
de los centros especiales para atender a este tipo de internos“. Por su parte ÁLVAREZ GARCÍA, F.J 
(coord.), DÍEZ GONZÁLEZ, P.R., y ÁLVAREZ DIAS, J.A. (“Los efectos psicosociales de la pena de 
prisión”, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2009, pp. 167-169) también ponen de manifiesto la falta de 
tratamiento y personal especializado.
291 El art. 102.5 RP 1996 dispone “(…)Conforme a lo dispuesto en el art. 10 LOGP se clasificaran en 
primer grado a los internos calificados de peligrosidad extrema o inadaptación manifiesta y grave a las 
normas generales de convivencia ordenada, ponderando la concurrencia de factores tales como:
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-inadaptación al régimen-, y por otro remite a favor de normas sin rango de Ley la regulación 
del régimen de vida292. 
Tal habilitación legal a favor de normas con rango inferior a la Ley, pone de manifiesto 
una vez más, las inmensas prerrogativas concedidas a la Administración penitenciaria en 
aras de que ésta alcance unos específicos fines de seguridad, con el consiguiente detrimento 
de los derechos fundamentales del recluso al no respetarse las garantías establecidas al 
efecto293.
Naturaleza de los delitos cometidos a lo largo de su historial delictivo, que denote una personalidad a. 
agresiva, violenta y antisocial -peligrosidad entendida como un estado de la personalidad, pero 
atendiendo además a una peligrosidad criminal, no social-.
Comisión de actos que atenten contra la vida o la integridad física de las personas, la libertad b. 
sexual o la propiedad, cometidos en modos o formas especialmente violentos.
Pertenencia a organizaciones delictivas o a bandas armadas, mientras no muestren en ambos c. 
casos, signos inequívocos de haberse sustraído a la disciplina interna de dichas organizaciones o 
bandas.
Participación activa en motines, plantes, agresiones físicas, amenazas o coacciones. d. –tal conducta 
está tipificada como falta muy grave en el art. 108 a) RP 1981-.
Comisión de infracciones disciplinarias calificadas de muy graves o graves, de manera reiterada e. 
y sostenida en el tiempo. – en el supuesto concreto al igual que en el anterior, no estamos ante un 
estado de la personalidad, sino ante situaciones objetivas que ya están sancionadas y que además 
pueden provocar una regresión de grado –
Introducción o posesión de armas de fuego en el Establecimiento penitenciario, así como la f. 
tenencia de drogas tóxicas, estupefacientes y sustancias psicotrópicas en cantidad importante, que 
hagan presumir su destino al tráfico. –apreciamos otro supuesto que también se haya tipificado como 
falta grave en el art. 109 i) RP 1981-
Los tres primeros apartados hacen alusión a una situación de peligrosidad criminal, entendida 
no como un acto, sino como un estado de la personalidad. Y los tres últimos apartados coinciden 
con conductas, que ya por sí solas son merecedoras de una sanción disciplinaria, por constituir faltas 
disciplinarias, lo que podría incurrir en “bis in ídem”. Para FREIXA EGEA, G., (“Análisis del régimen 
cerrado desde una perspectiva jurídica y criminológica” en Revista para el análisis del derecho –InDret–, 
Barcelona, Enero 2014, en www.indret.com, pp. 1-29 /6-14) estos criterios del RP 1996 “contribuyen 
a individualizar la ejecución de la pena de prisión” exponiendo en su argumentación a ARRIBAS 
LÓPEZ, E., (“El régimen cerrado en el sistema penitenciario español. Premio Nacional Victoria Kent 
- 2009, Ministerio del Interior, Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, 2009, pp. 272-282) 
pero poniendo de manifiesto las disfunciones e inexactitudes que estos criterios llevan aparejados.
292 Antes de la entrada en vigor del actual Reglamento Penitenciario de 1996, la regulación de las 
modalidades que integraban el régimen cerrado –art. 10 LOGP- venía diseñado por la Circular de 2 de 
agosto de 1991, de la D.G.II.PP. –Normas Comunes Tipo-, lo cual fue objeto de recurso de amparo ante 
el TC, por vulneración del art. 25. 2 CE, al entenderse por parte del recurrente que por medio de dicha 
normativa se estaba afectando a derechos fundamentales y según el mencionado precepto constitucional, 
la restricción de derechos fundamentales sólo se podía hacer en el caso concreto por Ley. El TC en 
diversas SSTC 2/1987, 119/1994 y 143/1997 mantiene la tesis, que la regulación de dichas modalidades 
de vida, dentro del régimen cerrado, no afectan directamente a derechos fundamentales y por tanto no 
resulta inconstitucional su regulación mediante normas con rango inferior a la Ley. 
293 FREIXA EGEA, G., (“Análisis del régimen cerrado desde una perspectiva jurídica y criminológica” 
en Revista para el análisis del derecho – InDret-, Barcelona, Enero - 2014, en www.indret.com, pp. 1-29 
/6) señala al respecto que “para evitar cualquier tipo de discrecionalidad por parte de la Administración 
penitenciaria, la ley recalca la importancia de motivar suficientemente las resoluciones administrativas”. 
Sin embargo, en la praxis penitenciaria, los “formularios” y “resoluciones estereotipadas” representan la 
“forma habitual” de resolver, tal y como veremos más adelante con el análisis de la STC 143/1997.
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Nuestro Tribunal Constitucional no se ha pronunciado sobre la constitucionalidad o no de 
los criterios que habilitan para la aplicación del régimen cerrado, –peligrosidad extrema o 
inadaptación al régimen ordinario o abierto-, sino que el máximo intérprete constitucional, 
únicamente se ha limitado en determinados supuestos, a medir la constitucionalidad de su 
aplicación práctica, exigiendo ciertos parámetros. Tal es el caso de la STC 143/1997 donde se 
plantearon dos cuestiones a resolver:
1º La inconstitucionalidad de la Circular 2 de agosto de 1991, –Normas Comunes Tipo-, que 
regulaba el régimen de vida, de los reclusos sometidos al régimen cerrado en la modalidad de 
departamentos especiales, por vulneración del art. 25.2 CE, en virtud del cual las únicas fuentes 
legítimas para restringir derechos fundamentales, son; el fallo condenatorio, el sentido de la 
pena y la Ley.
2º La vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE, al no existir una 
motivación suficiente, tanto en las resoluciones administrativas como judiciales, para mantener 
al recluso en primer de tratamiento con aplicación del régimen cerrado.
 Respecto a la primera cuestión, el Tribunal Constitucional mantuvo la misma postura que en 
sentencias anteriores –SSTC 2/1987294 y 119/1996295-, no admitiendo la vulneración de ningún 
derecho fundamental, ya que en el caso concreto niega que el derecho a la libertad pueda ser 
294  Vid. STC 2/1987 “(…) Al estar ya privado de libertad en la prisión, no puede considerarse la 
sanción como una privación de libertad, sino meramente como un cambio en las condiciones de su 
prisión; como ha dicho nuestra doctrina, no es sino una mera restricción de la libertad de movimientos 
dentro del Establecimiento añadida a una privación de la libertad impuesta exclusivamente por la 
Sentencia judicial(…)” FºJº nº 3.
295  La STC 119/1994 se muestra en idéntico sentido que la STC 2/1987, pero con el voto particular 
del magistrado D. Carles Vives Pi-Suñer, al que se adhirió el magistrado D. Tomás S. Vives-Antón, 
apartándose de la doctrina sentada al respecto por el Tribunal Constitucional ”(…)si bien es cierto que 
el interno de un Establecimiento penitenciario se ve privado en lo primordial de su libertad – lo que 
deja fuera del art. 25.3 CE ulteriores restricciones de la misma, a las que ya no puede denominarse 
propiamente – en ese sentido, “privaciones”, ello no comporta que su nuevo status libertatis – modificado 
(SSTC 2/1987, 57/1994 y 35/1996), pero no suprimido – no integre el ámbito del art. 17 CE y que, en 
consecuencia, las restricciones relevantes del mismo no hayan de tener la adecuada cobertura legal que 
requiere el art. 25.2 CE para poder limitar los derechos fundamentales(…)”. A criterio de MAPELLI 
CAFFENA, B., (”Contenido y límites de la privación de libertad: (sobre la constitucionalidad de 
las sanciones disciplinarias de aislamiento…ob. cit. p. 100) el contenido del referido voto particular 
trata de buscar una solución más acorde con el sentido común sin romper con la tesis jurisprudencial 
establecida por la STC 2/1987. El magistrado llega a la conclusión de que un régimen de aislamiento en 
celda no puede aplicarse porque la descripción que del mismo hace el art. 10 LOGP (“limitación de las 
actividades en común” y “mayor control y vigilancia de los internos”) resulta insuficiente. “Debe, pues, 
afirmarse –concluye el votante– que la restricción del derecho a la libertad no aparece regulada en la 
ley con el carácter de expresividad exigido taxativamente por el art. 25.2 CE”. No obstante, termina 
manifestando, el referido magistrado, que aunque el aislamiento en celda supone una grave restricción de 
la libertad, no puede afirmarse en cambio que sea, en rigor, privativa de libertad –pues dicha calificación 
se reserva a la privación de la manifestación esencial de la ambulatoria, y la medida analizada tiene 
como sujeto pasivo al que está privado de ella en dicho sentido” con lo cual, según Mapelli Caffarena, 
el esfuerzo por admitir el amparo por vulneración del art. 25.2 y no por la vulneración del art. 25.3 CE 
lleva a una interpretación forzada y restrictiva contra el reconocimiento de los derechos fundamentales 
de los reclusos.
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un derecho susceptible de amparo para el preso, ya que se ha visto previamente y de forma 
legítima privado del él, en virtud del fallo condenatorio. Por lo tanto el hecho de que su libertad 
ambulatoria dentro de prisión se vea restringida por una norma con rango inferior a la Ley, a 
criterio de nuestro Alto Tribunal, no supone vulneración del art. 25.2 CE, porque dicha libertad 
de movimiento, no integraría el art. 17 CE a la par que considera que el hecho de establecer 
mayores controles sobre sus personas y enseres no produce ninguna restricción de derechos, 
tales como la intimidad, el honor, la dignidad etc…296 
No puedo estar de acuerdo con esta conclusión, pues considero que aunque en el fallo 
condenatorio se le priva al penado del derecho a la libertad, pero no en términos absolutos, sino 
que el sistema de ejecución penitenciario que diseña nuestra legislación, permite cierta libertad 
ambulatoria dentro de los Centros penitenciarios, la cual integra sin duda alguna el art. 17 CE, 
y por lo tanto resultará susceptible de amparo en la medida que no haya sido restringida con las 
garantías formales y materiales exigidas constitucionalmente – arts. 9.3, 25.1, 25.2, 53.1, 81 CE 
–. Y en lo referente a otros derechos como la dignidad o la intimidad, es cierto que en prisión 
y debido a las especiales características de ésta, –diseñadas en la LOGP-, el disfrute de tales 
derechos se ve considerablemente mermado, pero no por ello la Administración está habilitada 
para reducirlos de tal manera que resulten prácticamente inexistentes, sino que como cualquier 
derecho fundamental, habrá que estar : a las exigencias constitucionales formales y materiales, 
ponderando en cada caso los diversos fines de la Institución penitenciaria, –reeducación y 
seguridad-, según el principio de proporcionalidad y el derecho fundamental afectado.
Con respecto a la segunda cuestión, el Tribunal Constitucional sí admitió el amparo, 
declarando la vulneración del art. 24.2 CE, - derecho a la tutela judicial efectiva -, ante una 
insuficiencia de la motivación ofrecida, tanto por parte de las resoluciones administrativas, como 
por parte de las resoluciones judiciales. La argumentación de nuestro Alto Tribunal establece 
tres parámetros para delimitar la aplicación del régimen cerrado previsto en el art. 10 LOGP: 
En primer lugar, el Tribunal Constitucional establece el carácter “excepcional” de tal régimen, 
debido a las graves consecuencias que de su aplicación se derivan para el recluso; al verse 
reducido su estatuto jurídico297 y condicionado el sistema de ejecución hacia un cumplimiento 
296 Vid. STC 143/1997, FºJº 2”(…)resultaría imprescindible que las denominadas Normas Comunes 
Tipo, aplicadas al recurrente hubieran restringido, más allá de lo permitido por la Ley Penitenciaria, 
un derecho fundamental del actor de los incluidos en el Título 1 de la CE. Sin embargo, la demanda 
no concreta tal lesión ni ésta se deduce del análisis de las normas que la Circular de 2 de agosto de 
1991 dedica a regular la denominada Segunda Fase – con el RP 1996, se denominan actualmente, 
departamentos especiales – aplicada. Tal circular regula los cacheos y requisas, las salidas de las 
celdas, la limpieza de éstas y de las zonas comunes, la tenencia de ropas y enseres íntimos, el número 
de horas de vida en común (…) sin que se detecte ninguna determinación que restrinja algún derecho 
fundamental de los aludidos o reduzca de forma esencial el ya mermado estatus libertatis fuera o más 
allá del marco diseñado por la Ley Penitenciaria y su Reglamento.
297 Vid. STC 143/1997, FºJº 4”(…)la clasificación de un penado en un determinado grado configura 
el estatuto jurídico del preso, siendo el régimen cerrado previsto en el art 10 LOGP el más riguroso y 
el que más implica una mayor limitación del ya sustancialmente restringido status libertatis, por lo que 
la legislación penitenciaria confiere a su aplicación un carácter excepcional(…)”. 
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íntegro de la pena, basado en una mayor retención y un mayor aislamiento, pues como ya he 
comentado al referirme a este tipo de régimen, cuando un penado se haya clasificado en primer 
grado de tratamiento, además de las inherentes limitaciones que le son propias, su progresión 
hacia un grado de tratamiento en donde se le otorguen mayores libertades, será realmente difícil, 
lo cual impedirá su acceso a la libertad condicional, a la par que no podrá disfrutar de permisos 
ordinarios de salida298 .
En segundo lugar y en íntima conexión con el carácter excepcional atribuido al régimen 
cerrado, el Tribunal Constitucional establece como parámetro la limitación temporal de dicho 
régimen, para adecuar su aplicación sin vulnerar derechos fundamentales, “(…) acotar el límite 
temporal de la medida tiene su fundamento en el respeto de los derechos fundamentales como 
se pone de manifiesto en la STC 170/1996, de 29 de octubre, que en su FºJº 4, indica : El 
mantenimiento de una medida restrictiva de derechos, como la analizada más allá del tiempo 
estrictamente necesario para la consecución de los fines que la justifican podría lesionar 
efectivamente el derecho afectado (…)” –STC 143/1997, FºJº 4-. 
Por último, en tercer lugar, y en íntima conexión también con el carácter excepcional del 
régimen en cuestión, el Tribunal Constitucional manifiesta que la legislación penitenciaria, 
sólo prevé su aplicación para los penados clasificados de peligrosidad extrema o para casos de 
inadaptación, circunstancias que habrán de ser apreciadas por causas objetivas en resolución 
motivada. –STC 143/1997, FºJº 4-.
 En el supuesto concreto el Alto Tribunal consideró que ni por parte de la Administración 
penitenciaria299, ni por parte de los órganos judiciales300 , se ofrecieron resoluciones motivadas 
según exige el art. 24.1 CE, de tal modo que ante situaciones excepcionales no es suficiente una 
motivación genérica que no se cuestione la validez de la medida excepcional y que no dé una 
respuesta razonable a la misma.301
Además de los problemas de legalidad que el art. 10 LOGP plantea, hemos de añadir 
que desde el punto de vista de la finalidad de la pena atribuido constitucionalmente a ésta, 
la reeducación y reinserción –art. 25.2, inciso primero-, diversos estudios - incluidos los 
elaborados por la Central de Observación de la actual Secretaria General de Instituciones 
298 Vid. STC 143/1997, FºJº 4 ”(…) Tal carácter excepcional se deriva no sólo del mayor control y 
vigilancia a que se ven sometidos los clasificados en dicho régimen y por la limitación de las actividades 
en común, pautas con las que genéricamente define la Ley Penitenciaria el régimen cerrado, sino por 
las negativas consecuencias que su aplicación comporta en otros aspectos de la vida penitenciaria. Por 
ello , la aplicación del régimen cerrado ha de reservarse a aquellos supuestos en los que los fines de la 
relación penitenciaria no pueden ser obtenidos por otros medios menos restrictivos de derechos(…)”
299 Vid. STC 143/1997, FºJº 7.
300 Vid. STC 143/1997, FºJº 5.
301 En la práctica nos encontramos que muchas de las peticiones, quejas o recursos interpuestos por lo 
reclusos ante los JVP, contra las escuetas resoluciones de la Administración penitenciaria, en ocasiones 
vía “post-it”, son resueltas vía “formulario” con lo que queda en entre dicho, el respeto al derecho a la 
tutela judicial efectiva. 
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Penitenciaria–SGIP- ponen de manifiesto que entre el régimen cerrado y la reincidencia existe 
una relación directa302. En concreto el estudio de la referida Central de Observación recoge 
entre sus conclusiones:
1º “Los antecedentes de cumplimiento más rígido y penoso, la mayor desadaptación en 
prisión, la no participación en actividades programadas, el consumo de sustancias tóxicas y 
algunos trastornos psicopatológicos, son causas determinantes de mayor reincidencia”303.
2º “La demostración empírica nos muestra, que, aquellos que son excarcelados en libertad 
condicional reinciden menos que los que son excarcelados con libertad definitiva, y, ello 
significa que el cumplimiento de la pena ha sido mejor en todos los aspectos, pues, en general, 
ha tenido menos infracciones disciplinarias, ha participado en actividades de tratamiento 
y ha sido clasificado en tercer grado de tratamiento, precedido por el disfrute de permisos 
de salida para preparar la su salida en semilibertad o libertad, en resumen, su estancia en 
prisión ha sido menos penosa y rígida, por lo que si realmente queremos defendernos de 
nuevos delitos, el camino no parece ser el endurecimiento de las penas y de las condiciones de 
cumplimiento”304.
3º “Todas las medidas que influyen en unas condiciones más suaves de cumplimiento 
como: reducciones de condena, participación en actividades y programas de tratamiento, 
clasificación en tercer grado, permisos de salida etc…, resultan ser causa de una menor 
reincidencia, lo que resulta esperanzador, ya que, nuestra legislación contempla esas 
actuaciones y pueden ser el instrumento adecuado para reducir la reincidencia en el 
delito”305.
302 Sobre ello SERRANO SAÍZ, J.,  ROMERO REINARES, A., NOGUERA MAGDALENO, M.L., 
“Variables criminológicas y reincidencia” en Estudios e Investigaciones de la Central Penitenciaria 
de Observación, Ministerio del Interior, Dirección General de Instituciones Penitenciarias, España, 
2001, pp. 173-276. Dicho estudio fue elaborado a partir de una muestra de 330 presos estudiados en 
dicha Central, concluyendo que “aquellos que han estado en régimen cerrado, tienen un porcentaje de 
reincidencia al cabo de los tres años siguientes a su salida de un 57%, frente a un 42 % de reincidencia 
que aparece entre los que no tienen antecedentes de haber estado en primer grado” ob. cit. p. 236; 
CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Mirando el abismo. El régimen cerrado”, Ed. 
Fundación Santamaría, Madrid, 2002, pp. 181-182; GARRIDO, V., STANGELAND, P., REDONDO, 
S., “Principios de criminología”, 3ª edición, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006, p. 947; CAPDEVILA 
CAPDEVILA, M. y FERRER PUIG, M., “Reincidencia penitenciaria”, Investigación Centro de Estudios 
Jurídicos y Formación Especializada, 2009, pp. 140-141, actualizado en 2015, pp. 143-173; GALLEGO 
DÍAZ, M. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Andar 1 km en línea recta. La cárcel del siglo XXI que vive el preso”, 
Ed. Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2010, pp. 195-202; CID, J. y TÉBAR, B., “Libertad 
condicional y delincuentes de alto riesgo” en Revista Española de Investigación Criminológica, Artículo 
3, Nº 8, 2010, p. 13.
303 SERRANO SAÍZ, J.,  ROMERO REINARES, A., NOGUERA MAGDALENO, M.L., “Variables 
criminológicas y reincidencia…, ob. cit. p. 236.
304 Sobre ello SERRANO SAÍZ, J.,  ROMERO REINARES, A., NOGUERA MAGDALENO, M.L., 
“Variables criminológicas y reincidencia…, ob. cit. p. 274.
305 En este sentido SERRANO SAÍZ, J.,  ROMERO REINARES, A., NOGUERA MAGDALENO, 
M.L., “Variables criminológicas y reincidencia…, ob. cit. p. 275.
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El mantenimiento del régimen cerrado en nuestra legislación, resulta una vuelta a aquellos 
rigurosos regímenes de cumplimiento de siglos pasados306, donde además de contar con 
numerosas deficiencias legales, sometían al sujeto a un tipo de vida donde se potenciaba 
lo más negativo del ser humano, la violencia. Por lo tanto la utilización de este mecanismo 
– primer grado/régimen cerrado- tampoco resulta efectivo para solucionar los conflictos 
penitenciarios, no sólo porque jurídicamente es criticable, tal y como se ha expuesto, sino 
por las graves consecuencias psicológicas y físicas apuntadas307, que predisponen de manera 
negativa al sujeto para una resolución eficaz del conflicto, y su correlación directa con la 
reincidencia308. 
c) La limitación regimental prevista en el art. 75.1 RP 1996
El artículo 75 RP 1996309, representa una norma independiente con rango inferior a la Ley, 
en virtud de la cual en la práctica penitenciaria se restringen los derechos fundamentales del 
recluso, sin previo control judicial.
El precedente del mencionado art. 75.1 RP 1996 lo encontramos en el art. 32 RP 1981, 
y según el cual se faculta al Director del Establecimiento Penitenciario para imponer de 
manera forzosa, una limitación del régimen de vida, que por clasificación o situación 
procesal tiene asignado legalmente el recluso, –lo que implica restricción de las horas 
de patio, intervención de comunicaciones, restricción de llamadas telefónicas, corte del 
disfrute de permisos, limitación de actividades recreativas, culturales, practica de cacheos 
etc… -, citando entre otras razones para hacerlo, la “seguridad”, el “buen orden del 
Establecimiento” o el “aseguramiento de su persona”, en éste último caso en aras de 
“salvaguardar su vida o integridad física”. 
Sin entrar a analizar la vaguedad de los criterios que habilitan su aplicación310, deseo destacar 
el hecho de que es el Reglamento y no la Ley, lo que faculta a la Administración para limitar 
derechos fundamentales – p. ej.: libertad ambulatoria, autonomía de la voluntad, intimidad etc… 
306 Pensemos en el sistema penitenciario “Celular pensilvánico” o en el sistema “Aurburn”, 
caracterizados por el aislamiento total del preso, para evitar contactos negativos, ausencia de actividades 
productivas que pudieran desarrollar la creatividad y personalidad del recluso y un severo sistema 
disciplinario, añadiendo en el caso del segundo, la imposición de la regla de silencio. La experiencia de 
estos dos sistemas penitenciarios, importados de Norte América, fue bastante negativa, por las graves 
consecuencias que para la salud psíquica del condenado acarreaban, llegando a ser calificados por E. 
FERRI como “una de las grandes aberraciones del Siglo XIX “, en “Sociología Criminal”, II, Madrid, 
p. 137.
307 Que se analizaran en el apartado 4 de este Capítulo II.
308 Según demuestran empíricamente los estudios referidos con anterioridad.
309 Dicho precepto es susceptible al igual que en el caso del art. 10 LOGP de ser aplicado tanto, sobre 
reclusos condenados ya en sentencia firme, como sobre presos preventivos.
310 Circunstancia que supone un “cheque en blanco” a favor de la Administración penitenciaria, para 
la restricción de derechos fundamentales.
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- sin control judicial previo311. Dando lugar a un régimen de vida distinto al que correspondería 
al recluso según su grado de clasificación establecido por Ley312 o situación procesal313. 
En este aspecto, todavía no se ha planteado ni ante la jurisdicción del Tribunal Constitucional, 
ni ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo, ningún recurso que permita un 
adecuado control de este tipo de normativa que faculte su exclusión del ordenamiento jurídico 
por inconstitucional. Únicamente se ha procedido a su control por la vía de los Juzgados y 
Tribunales ordinarios314 pero sin entrar a valorar la ilegalidad de la norma en cuestión, como 
veremos a continuación.
A nivel práctico la problemática que plantea este precepto, es que es utilizado por la 
Administración penitenciaria como un régimen cerrado encubierto o como una sanción de 
311 Haciendo un breve repaso de situaciones en las que la Administración penitenciaria no requiere 
previa autorización judicial para actuar, tenemos:
-La práctica de cacheos y requisas –art. 23 LOGP -
-La ejecución inmediata de sanciones, en los supuestos de actos de indisciplina grave. –art. 44 
LOGP-
- La aplicación de medidas coercitivas –art. 45 LOGP–.
- La intervención y suspensión de comunicaciones –art. 51 LOGP–.
- La competencia para decretar traslados de prisión –arts. 64 / 65 LOGP–, lo cual en muchas 
ocasiones es utilizado por la Administración penitenciaria, como una sanción encubierta, pues por medio 
de un traslado, se puede sustraer a un preso de una determinada jurisdicción –JVP–, se le puede privar 
de manera indirecta de mantener comunicaciones ya que si es trasladado lejos de su lugar de residencia 
la familia o amigos no podrán desplazarse con cierta habitualidad para comunicar con él etc.
Y luego otro tipo de situaciones habilitadas, no por la Ley –fuente legítima de restricción según le 
art. 25.2 CE-, sino por normas inferiores a la Ley, y que detallo a continuación:
- Los cacheos con desnudo integral –art. 45.7/68 RP–
- La limitación del régimen de vida, impuesta de manera forzosa por el Director de la Prisión. –art. 
75. 1 del Reglamento Penitenciario de 1996–.
- La regulación de las modalidades de vida dentro del régimen cerrado –arts. 93 / 94 RP 1996, 
antes de la entrada en vigor de este Reglamento, se hallaban reguladas por la Circular de la D.G. II.PP. 
de 2 de agosto de 1991–.
- La tipificación de sanciones disciplinarias –arts. 108, 109, y 110 RP 1981, vigente en esta materia, 
según Disposición Derogatoria Única del R.P. 1996–.
- La inclusión en Ficheros de Internos de Especial Seguimiento.
Todas ellas hacen referencias a situaciones en las que la Administración tiene otorgadas amplias 
facultades por la Ley, y en otro caso por normas inferiores, para restringir derechos fundamentales. Yo 
diría para anularlos en el mismo momento en el que se hace uso de ellas, y el posible control judicial se 
realiza una vez que ya se ha puesto en práctica tal facultad por parte de la Administración.
312 Ver arts. 63 y ss. LOGP y art. 101 RP.
313 Ver art. 96 RP
314 Según dispone el art. 76.2g) LOGP los reclusos pueden plantear quejas ante el JVP sobre todo 
aquellos que afecte al régimen de vida, al tratamiento y a sus derechos fundamentales. Por su parte 
la Disposición Adicional 5ª LOPJ, establece que “las resoluciones del JVP (…) serán recurribles en 
apelación o queja siempre que no se hayan dictado resolviendo un recurso de apelación contra resolución 
administrativa. Conocerá de la apelación o la queja la Audiencia Provincial”. Con la utilización de esta 
vía, en principio no se puede producir una exclusión del ordenamiento de la normativa considera ilegal, 
pues se limita a un control sobre su aplicación práctica. Sin embargo para llegar a un posible recurso de 
amparo, es preciso haber agotado toda esta vía de recursos. 
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aislamiento en celda encubierta315, ya que el régimen de vida al que se somete a las personas 
a las que se les aplica el mencionado art. 75 RP 1996 es prácticamente idéntico a los que dan 
contenido al régimen cerrado o sancionador - situación de aislamiento, corte del disfrute de 
permisos, paralización de actividades culturales o recreativas, intervención y restricción de 
comunicaciones, práctica de cacheos, etc...–. Además que los departamentos destinados a su 
cumplimiento, por lo general, son los mismos que los destinados para el régimen cerrado o para 
el cumplimiento de sanciones de aislamiento en celda. 
A todo ello hemos de sumar que si bien la legislación penitenciaria establece unos 
determinados mecanismos de procedimiento y control para la aplicación del art. 10 LOGP316, 
así como para la aplicación de las sanciones de aislamiento en celda317, en el caso del art. 
75 RP se eluden dichos controles; por un lado puede ser adoptado unilateralmente por el 
Director de la prisión para el supuesto de penados en sentencia firme y por acuerdo de la 
Junta de Tratamiento si se trata de presos preventivos, sin previa ni ulterior autorización ni de 
la SGIP, ni del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria –JVP–, basta con la mera comunicación 
a los mismos; y de otro lado el mencionado precepto reglamentario no establece un límite 
temporal de aplicación del mismo. 
Por lo tanto si la clasificación en primer grado de tratamiento con aplicación del régimen 
cerrado es revisable cada tres o seis meses dependiendo de la modalidad en la que se encuentre 
el preso, y las sanciones de aislamiento en celda no pueden superar los 14 o 42 días dependiendo 
de si se establecen como consecuencia de una sola falta o de un concurso de faltas disciplinarias, 
en el caso del art. 75 RP no está fijado legalmente un límite temporal a la aplicación de dicho 
precepto318; esto puede conllevar efectos bastante negativos para los reclusos por las amplías 
prerrogativas concedidas a la Administración penitenciaria.
En ocasiones nos encontramos que la Administración penitenciaria aplica el art. 75.1 RP 
1996 tanto a los penados en sentencia firme , que están a la espera de que llegue la resolución 
clasificatoria en primer grado de la SGIP, como a los presos preventivos en espera de la resolución 
315 FREIXA EGEA, G., (“Régimen penitenciario,clasificación y art. 75 del reglamento penitenciario 
¿es el art. 75 RP un nuevo régimen de vida?”en Revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminología, 
RECPC 14-09, 2012, pp. 9-24) detalla los supuestos concretos en los que se suele aplicar el art. 75 RP.
316 Ver arts. 65 LOGP y 103 y ss. RP1996. 
317 Ver arts. 43 LOGP y 254 RP1996.
318 Por vía Instrucción de la DGIP I. 11/1999 actualizada por la SGIP I. 3/2010 se ha establecido 
únicamente que la aplicación del art. 75 RP 1996 sea “por el tiempo estrictamente necesario”. Por 
su parte los JVP han establecido en algunas de sus reuniones para unificar criterios de actuación que 
“Las limitaciones regimentales de los párrafos primero y segundo del art. 75 RP no son regímenes de 
vida ad hoc, por lo que la temporalidad es una característica intrínseca a aquellas; es por ello que 
transcurrido un plazo prudencial, de no poder alzarse, habrá de procederse conforme dispone el art. 
75.3 RP” es decir al levantamiento de la medida. Sin embargo ¿cuál es el tiempo estrictamente necesario 
o prudencial? la indeterminación del concepto “plazo prudencial” es uno de los motivos por los cuales 
se puede sostener que en determinados casos se crean irremediablemente regímenes de vida ad hoc. En 
el mismo sentido se muestra FREIXA EGEA, G. “Régimen penitenciario, clasificación y art. 75 del 
reglamento penitenciario..., ob. cit. p. 17.
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que ratifique la aplicación del régimen cerrado según el art. 97 RP1996. Tal práctica ha sido 
declarada ilegal por parte de algunos JVP –Auto del JVP de Oviedo de 2 de junio de 1996-, al 
considerar que utilizar el art. 75.1 RP para efectuar un cambio de modalidad en el régimen de 
vida, supone hacerlo al margen de los cauces legales establecidos al efecto.
En lo que al control judicial del art. 75 RP 1996 se refiere, como ya he anunciado, no se ha 
planteado ningún recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, ni ningún 
recurso en vía contenciosa-administrativa que permita la exclusión del mencionado precepto 
del ordenamiento jurídico español por inconstitucional. A tal situación hemos de añadir que 
por tratarse de una norma con rango inferior a la Ley, no se puede plantear la “cuestión de 
ilegalidad” ante el Tribunal Constitucional319, por parte de los Juzgados y Tribunales ordinarios 
–art. 5.2 LOPJ-, y éstos se han limitado hasta el momento a controlar su aplicación práctica 
para el supuesto concreto320. Pero en ningún caso el referido precepto ha dejado de ser aplicado 
por los Juzgados y Tribunales ordinarios por ser contrario a la Constitución y al principio de 
jerarquía normativa, en virtud de lo dispuesto por el art. 6 LOPJ.
Observamos de nuevo como el sistema penitenciario establece mecanismos de control 
para mantener el orden y la seguridad de los establecimientos penitenciarios, al margen de 
los principios y garantías constitucionales, basados en el castigo y el aislamiento, que en nada 
ayudan a solucionar el conflicto penitenciario sino a perpetuarlo. 
El régimen de vida del art. 75 RP 1996 “de facto” es equiparable al régimen cerrado pero con 
menos garantías en su aplicación por la discrecionalidad que se concede a la Administración, 
tal y como se ha expuesto, y con menos posibilidades de recibir tratamiento321. Por tanto, las 
consecuencias físicas y psicológicas mencionadas en el apartado anterior son trasladables a este 
supuesto. Y serán objeto de análisis posterior.
319 Aunque si podría hacerse ante los tribunales de lo contencioso.
320 La Audiencia Provincial de Madrid ha establecido en diferentes Autos que “El art. 75 RP no 
puede utilizarse para imponer limitaciones regimentales que sean una medida que esté expresamente 
prevista como sanción ni como medio coercitivo ya que, teniendo la imposición de sanciones y la 
aplicación de medios coercitivos unos preceptos específicos que los regulan, no cabe acudir a un 
precepto genérico como el art. 75 RP para imponer dichas medidas, y más que teniendo en cuenta 
que si se imponen a través de este precepto una sanción o se utiliza un medio coercitivo se está 
eludiendo los límites que la regulación de estas medidas prevé expresamente teniendo en cuenta la 
gran injerencia de las mismas en los derechos de los internos” - AP Madrid, Secc. 5ª Auto 3871/2006 
de 18-09-2006; Auto 728/2007 de 15-02-2007) y en el mismo sentido se manifiesta el JVP nº 1 Madrid 
14-09-2010 y el criterio núm. 67 Reunión JVP, 2003, donde se estable que el art. 75 RP no puede 
utilizarse como sanción encubierta. 
321 Tanto la Instrucción 17/2011 DGIP como la Circular 5/2001 de la Consejería de justicia de los 
servicios penitenciarios, la rehabilitación y la justicia juvenil de Cataluña excluyen de su ámbito de 
aplicación a los internos sometidos al art. 72.1, 75.1 y 75.2 del RP dado el carácter puntual o de 
transitoriedad de estas situaciones. Las posibilidades de tratamiento diseñadas en estas Circulares 
sólo están previstas para los internos clasificados en primer grado, con lo cual los internos a los 
que se les aplican medios coercitivos o limitaciones regimentales quedarían fuera de su ámbito de 
aplicación.
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d) La inclusión en Ficheros de Internos de Especial Seguimiento 
Los “Ficheros de Internos de Especial Seguimiento” –FIES-, fueron inicialmente creados 
por diversas Circulares de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias; 6-3-1991, 28-
5-1991 y 28-2-1995. 
Tras la entrada en vigor del actual Reglamento Penitenciario – aprobado por RD 190/1996 
de 9 de febrero - tuvo lugar una refundición de todas las circulares, instrucciones y órdenes 
de servicio en materia penitenciaria, dando lugar a la Instrucción 21/1996, hecho que dejaba 
sin efecto las anteriores, pero en materia de FIES continuaba siendo una Instrucción – DGIP 
I. 21/96- la que regulaba tal “situación”. Esta situación se mantuvo hasta la modificación 
del Reglamento Penitenciario 1996, llevada a cabo por el RD 419/2011 de 25 de marzo, en 
virtud del cual fueron modificados los arts. 6.2.4322 y 65323 del Reglamento Penitenciario que 
amparan la posibilidad de perpetuar en la práctica la continuidad de los referidos Ficheros324. 
Los mencionados artículos, facultan a la Administración penitenciaria para recabar información 
sobre determinados colectivos mediante la aplicación de especiales medidas de control y la 
consiguiente restricción de derechos.
La finalidad de los originarios FIES era ”disponer de una amplia información de determinados 
grupos de internos por el delito cometido, su trayectoria penitenciaria, su integración en formas 
de criminalidad organizada (…) que permita conocer sus intervinculaciones y una adecuada 
gestión regimental, ejerciendo un control adecuado frente a fórmulas delictivas altamente 
complejas y potencialmente desestabilizadoras del sistema penitenciario”325 . 
El hecho de ser incluido en un Fichero de Especial Seguimiento –FIES 1 (Control directo), 
FIES 2 (Delincuencia Organizada), FIES 3 (Fuerzas de Seguridad y Funcionarios de IIPP), 
322 Según el vigente art. 6.4 RP “La Administración penitenciaria podrá establecer ficheros de 
internos que tengan como finalidad garantizar la seguridad y el buen orden del establecimiento, así 
como la integridad de los internos. En ningún caso la inclusión en dicho fichero determinará por sí 
misma un régimen de vida distinto de aquél que reglamentariamente corresponda”.
323 El vigente art. 65 RP dispone que “Las actuaciones encaminadas a garantizar la seguridad interior 
de los establecimientos consistirán en la observación de los internos, los recuentos de población reclusa, 
los registros, los cacheos, las requisas, los controles, los cambios de celda, la asignación adecuada de 
destinos y las actividades y cautelas propias de las salidas tanto fuera de los módulos como fuera del 
establecimiento.
2. La intensidad de las medidas señaladas en el apartado anterior se ajustará a la potencial 
peligrosidad de los internos a que se apliquen, particularmente en los supuestos de internos pertenecientes 
a grupos terroristas, de delincuencia organizada o de peligrosidad extrema, respetándose, en todo caso, 
los principios a que se refiere el artículo 71.
3. Al fin señalado en el apartado anterior, la Administración penitenciaria podrá constituir grupos 
especializados de funcionarios”.
324 Como de hecho está ocurriendo con la promulgación de la Instrucción de la SGIP 12/2011 sobre 
“Internos de especial seguimiento y medidas de seguridad, la Instrucción 8/2014 de la SGIP sobre 
“Medidas para la detección y prevención de procesos de radicalización de internos musulmanes” y la 
Instrucción 2/2015 de la SGIP que revisa la I. 8/2014 y la Orden de Servicio 4/2014 sobre Ficheros FIES 
de Colectivos especiales.
325 DGIP Instr. 21/1996 modf. Instr. 6/2006 y derogada ésta por las Instr. 3/2010; 12/2011.
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FIES 4 (Características especiales), conllevaba en la práctica una serie de restricciones en 
diversos derechos fundamentales del recluso; intervención y limitación de comunicaciones, 
identificación y control de la persona libre con la que comunica, cacheos y requisas con mayor 
frecuencia, destino a módulos donde se ejercen mayores medidas de seguridad y “un prejuicio 
negativo” a la hora de valorar su expediente penitenciario para resolver una posible concesión 
de permisos, progresión de grado o libertad condicional326. Restricciones todas ellas que, sin 
embargo, no se aplicaban sobre aquellos reclusos clasificados en igual grado de tratamiento327, 
pero que no estaban incluidos en un FIES.
Observamos por tanto que a través de la inclusión en los FIES, se imponían importantes 
limitaciones y restricciones de derechos no contempladas en la LOGP. Esto, a mi juicio, 
adolecía de una grave inconstitucionalidad como en el caso anterior del art. 75.1 RP 1996, por 
vulneración del principio de legalidad y del principio de jerarquía normativa –arts. 9. 3, 25.1 
y 25.2 CE. Pues dicha Circular lejos de tener sólo eficacia “ad intra” de cara a la organización 
interna de la Administración, -art. 18.d) LOFAGE-, constituía la creación “ex novo” de un 
régimen de vida del recluso, que afectaba de forma directa a los derechos fundamentales del 
preso, y desvirtuaba el sistema de ejecución de la pena de prisión, diseñado en la LOGP. Por lo 
tanto bajo la cobertura de una Circular, se escondía toda una disposición de carácter general, 
si tenemos en cuenta su contenido – afectaba a derechos fundamentales- y sus efectos –recaía 
sobre todo el colectivo de reclusos-, siendo susceptible de ser controlada sólo por los Tribunales 
de lo Contencioso.
Finalmente la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Supremo declaró nula 
de pleno Derecho, la I. 21/1996 aptado 1º de la DGIP, donde se regulaban los FIES, por 
vulneración de los principios de reserva de ley y jerarquía normativa -STS 17-3-09, Sala 3ª, Rec. 
9576/2004-328. Con objeto de dar cumplimiento a la referida sentencia del Tribunal Supremo, 
326 Instituciones estas en las que se debería tener en cuenta para su concesión la progresión en su 
tratamiento y no la arbitrariedad con la que se realiza la inclusión en dichos Ficheros. 
327 Como ya anuncié a pie de página, a la hora de analizar el régimen cerrado, según el grado de 
clasificación que tenga cada penado se le atribuirá un régimen de vida concreto, así los que estén 
clasificados en 1º de tratamiento se les aplicará el régimen cerrado (art. 101.1 RP1996), los penados 
clasificados en 2º de tratamiento se les aplicará el régimen ordinario (art. 101.2 RP1996), y los clasificados 
en 3º de tratamiento se les aplicará el régimen abierto (art. 101.3 RP1996). En el caso de los presos 
preventivos los cuales no pueden ser clasificados hasta que recaiga condena firme, se les aplicará por 
regla general el régimen ordinario (art. 96 RP1996), pero excepcionalmente se les puede aplicar como 
ya vimos en el apartado correspondiente el régimen cerrado (art. 97 RP1996).
328 Se estima el recurso de casación interpuesto por la “Asociación de Madres Unidas contra la Droga” 
y el TS, “casa y revoca la sentencia de la AN impugnada y, en su lugar, declara la nulidad de pleno 
derecho del apartado primero de la Instrucción 21/1996, de 16 diciembre, de la Dirección General de 
Instituciones Penitenciarias, encabezado con la rúbrica: “Normas de seguridad, control y prevención 
relativas a internos muy conflictivos y / o inadaptados”, toda vez que la plausible conveniencia de 
prestar el servicio con igualdad de criterio en todos los centros penitenciarios, a través de instrucciones 
y circulares de régimen interno, no permite completar las normas de control y prevención aplicables 
a los internos a través de tales reglamentos organizativos, que no pueden traspasar el umbral del 
funcionamiento del servicio y adentrarse en la regulación de los derechos y deberes de unos internos 
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se aprobó el RD 419/2011 de 25 marzo, por el que se modificó el RD 190/1996 arts.6.2.4 y 
65.2.3, y en virtud del cual se pretendió, por un lado, dotar de “cobertura reglamentaria”329 a 
los FIES y, por otro lado, garantizar que la inclusión en uno de estos ficheros no supusiera para 
el recluso una fijación de un sistema de vida distinto de aquel que reglamentariamente le venía 
determinado por su grado de clasificación. Sin embargo los ya aludidos arts. 6.2.4 y 65 del 
a los que la propia Instrucción incluye en un grupo determinado, aunque se diga que es a los meros 
efectos administrativos, ya que todo lo relativo a su clasificación y tratamiento está reservado a la Ley 
penitenciaria y al Reglamento que la desarrolla, cuya aplicación se ha de llevar a cabo a través de los 
concretos actos administrativos relativos a cada interno con consiguiente control jurisdiccional”.
CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Revisión de legalidad penitenciaria en la regulación del régimen 
cerrado y los FIES” en La Ley Penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciaria, Nº 72, 2010, 
p. 5-33/22) analiza la STS de 27 de marzo de 2009 y su transcendencia en la regulación del régimen 
cerrado y de los ficheros de internos de especial seguimiento, como paradigma de limitación de derechos 
de los internos fuera de la necesaria cobertura legal y reglamentaria. A criterio de dicha autora la referida 
sentencia del TS “da lugar a tres consecuencias muy importantes para el Derecho penitenciario: la 
primera, relativa a la jerarquía normativa, ya que el apartado primero de la I. 21/1996 se excede el 
mandato recogido en la Disposición Cuarta del RP de refundir, armonizar y adecuar a lo establecido en 
el Reglamento las circulares (…); la segunda, relativa a la reserva de ley para determinadas materias, 
ya que declara que las limitaciones de derechos han de estar recogidas en la LOGP y que todo lo 
relativo a la clasificación y tratamiento está reservado a la LOGP y al RP, por ello no se puede utilizar 
las Circulares e Instrucciones para regular los derechos y los deberes de los internos (…); la tercera 
es la consideración que todo el apartado primero de la I. 21/1996 contiene normas que afectan a los 
derechos y deberes de los internos, por lo tanto su regulación corresponde a la LOGP y el RP (…). Con 
esta transcendental sentencia se ha reformulado el principio de legalidad en la ejecución al marcar 
de una manera mucho más estricta la línea divisoria entre competencias legales y complementarias y 
competencias propias de normas de funcionamiento interno, iniciando con ello una nueva interpretación 
en la que se reconoce por fin que muchas de las normas que desde los años noventa se tomaban como 
de funcionamiento interno son en realidad limitaciones de derechos fundamentales”. En contra de esta 
posición se muestra ARRIBAS LÓPEZ, E., (“La sentencia del Tribunal Supremo de 17 de marzo de 
2009 y las instrucciones y órdenes de servicio de la Administración Penitenciaria”, Diario La Ley, nº 
7269, de 29 de octubre de 2009, p. 6) quien considera que se trata de formas o criterios de actuación de 
los órganos penitenciarios que no modifican la regulación legal y reglamentaria de derechos.
Para CERVELÓ DONDERIS, V., (“Revisión de legalidad penitenciaria…ob.cit. p. 32) la STS de 17-3-
2009 “debe suponer un cambio en la política legislativa de la ejecución penitenciaria que no puede ser 
desaprovecha, ya que supone una nueva interpretación del principio de legalidad tanto en su aspecto 
formal como sustancial”. Sin embargo, desgraciadamente no ha sido así, la promulgación de nuevas 
Instrucciones, en las que continúan perpetuándose los FIES, es un claro ejemplo de que la “inercia del 
pasado” sigue siendo más fuerte.
329 ARRIBAS LÓPEZ, E. (“Ficheros de Internos de Especial Seguimiento (FIES):incidencia de la 
reforma del reglamento penitenciario y de la normativa administrativa interna posterior” en La Ley 
Penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciaria, Nº 96-97, 2012, pp. 92-108/ 103) expone cual ha 
sido la incidencia practica tras la aprobación del RD 419/2011 de 25 marzo, por el que se modificó el RD 
190/1996 (RP 1996). Dicho autor considera “que la reforma del RP 1996 producida por el RD 419/2011 
de 25 marzo ha operado, con la modificación de su art. 6, una suerte de legalización reglamentaria del 
FIES. Como desencadenante de la reforma se invoca la STS de 17-3-2009, no considerando necesaria 
tal “legalización”, porque, a su juicio, los FIES ya contaban con un soporte normativo suficiente”. 
Asimismo califica las críticas vertidas sobre los FIES como “desenfocadas” , “faltas de fundamento” y 
“artificiales” argumentando para ello “que son múltiples las resoluciones judiciales que no consideran 
cuestionable la existencia de los FIES y que el TC no se ha pronunciado al respecto” en ARRIBAS 
LÓPEZ, E. “Ficheros de Internos de Especial Seguimiento (FIES) y régimen cerrado” La Ley Penal: 
revista de derecho penal, procesal y penitenciaria, Nº 72, 2010, pp. 34-79/ p. 67-69. Posición con la que 
discrepo, tal y como argumento en este trabajo.
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vigente Reglamento penitenciario, así como las I. 12/2011330, I. 8/2014331 y la actual I. 2/2015332 
de la SGIP siguen perpetuando en la práctica la existencia de dichos Ficheros al facultar a la 
Administración para recabar información sobre determinados colectivos, aplicando para ello 
determinadas medidas de control. Lo que en la práctica se traduce en la creación “ex novo” de 
regímenes especiales de cumplimiento, al margen del grado de clasificación, caracterizados por 
la restricción de derechos - intervención y restricción de comunicaciones, cacheos, requisas, 
limitación de actividades, denegación de progresiones de grado, permisos etc…–, con el objetivo 
de obtener dicha información.
El informe favorable emitido en su día por el CGPJ a fecha de 23-9-2010, sobre el referido 
RD 419/2011 de 25 marzo, en virtud del cual se modificaba el RD 190/1996, puso de manifiesto 
la excesiva indeterminación de los perfiles de los reclusos que pueden ser incluidos en esta clase 
de ficheros, así como también la excesiva vaguedad e indeterminación respecto de las medidas 
de control que pueden ser aplicadas a los mismos. Por tanto, tenemos que el simple hecho de 
elevar a reglamento lo dispuesto en una circular, para dotar de una aparente cobertura legal a 
los FIES, no ha solucionado el problema de fondo generado por dichos ficheros, en cuanto a la 
vulneración de derechos fundamentales se refiere.
En lo que concierne al control y revisión de estas situaciones especiales –arts. 6.2.4, 
65.2.3 RP y art 75 RP–, la propia normativa que los crea, por una parte ha obviado la garantía 
jurisdiccional, al no ser necesaria la previa autorización judicial para su aplicación, y, por otra, 
tampoco establece unos plazos para su revisión, dejándolo a criterio de la Administración 
penitenciaria333 .
El control judicial se produce después de haberse adoptado la medida, generalmente a través 
de la queja que puede interponer el recluso ante el JVP o el JCVP en su caso –art. 76.2 g) RP–, 
y posteriormente dicha resolución judicial es susceptible de ser recurrida en apelación ante la 
330 La I. 12/2011 de la SGIP sobre “Internos de especial seguimiento y medidas de seguridad” en la 
que se siguen estableciendo cinco grupos de ficheros: FIES 1 (CD), FIES 2 (DO), FIES 3 (BA), FIES 4 
(FS) y FIES 5 (CE).
331 La I. 8/2014 de la SGIP sobre “Medidas para la detección y prevención de procesos de 
radicalización de internos musulmanes” y en virtud de la cual la Administración penitenciaria establece 
unas directrices para “(…) recoger, analizar y sistematizar un conjunto de datos y variables relevantes 
para detectar y acotar procesos incipientes o consolidados de radicalización. Especialmente, hay que 
examinar las eventuales relaciones de algunos de los terroristas ingresados en prisión con personas 
detenidas anteriormente con independencia de que hayan sido condenadas por delitos terroristas o 
por otros delitos. Por tanto, hay que observar las comunicaciones y visitas con estas personas, las 
relaciones establecidas entre ellos o con terceros y las relaciones con otras formas de delincuencia 
organizada o terrorista. Además, hay que estudiar las actitudes y comportamientos indiciarios o 
prácticas constitutivas de riesgo que no pueden ni deben pasar desapercibidos para la Administración 
penitenciaria.”, a la par que crea diversos grupos de internos para recabar dicha información.
332 La I. 2/2015 de la SGIP que revisa la I. 8/2014 y la Orden de Servicio 4/2014 sobre Ficheros FIES 
de Colectivos especiales, incide sobre el control de los presos islamistas a fin de evitar la radicalización 
del terrorismo islámico.
333 Dirección General Instituciones Penitenciarias Instr. 11/1999 modf. Instrs. 3/2010; 12/2011; 
8/2014; 2/2015.
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Audiencia Provincial o Audiencia Nacional en su caso - LOPJ disp.adic.5ª; art.766 LECrm -. A 
través de este control el JVP o el JCVP y en su caso la Audiencia Provincial o Nacional pueden 
entrar a valorar en el supuesto concreto, si la inclusión en alguno de estos FIES da lugar a la 
creación de un régimen penitenciario diferente al establecido legalmente con vulneración de 
derechos, en cuyo caso podría suspender la aplicación de las medidas adoptadas334.
Asimismo la falta de motivación e individualización de la medida para incluir en alguno de 
estos regímenes especiales ha sido motivo para que los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria y 
las Audiencias Provinciales, en su caso, estimaran la suspensión de las medidas adoptadas335. 
No obstante en otros supuestos, la mera inclusión justificada en motivos de seguridad no ha sido 
considerada vulneradora de derechos336 .
En lo que se refiere al control ejercido por nuestro Tribunal Constitucional sobre la Circular 
que regulaba los FIES, hasta que fue excluida del ordenamiento por el Tribunal Supremo337 (Sala 
de lo Contencioso Administrativo), nunca se pronunció sobre la inconstitucionalidad de dicha 
normativa. Sólo declaró en su día la suspensión de su aplicación para el caso concreto. Así en el 
ATC de 15-09-1994, declaró la suspensión de las medidas derivadas de la inclusión en un FIES, 
por entender que el tratamiento ordenado por la Circular que lo regulaba incidía directamente en 
las posibilidades de movimiento y de comunicación de individuos sometidos a penas privativas 
de libertad, y dado que aquella privación añadida sobre bienes tan esenciales era en sí misma 
irreversible, procedió a acordar la suspensión del tratamiento penitenciario del que eran objeto los 
recurrentes. Por su parte la STC 189/1994 de 20 de junio, no entró en el fondo del asunto donde 
el recurrente planteó la vulneración del derecho fundamental a la igualdad y a no ser discriminado 
en relación con la inclusión en el FIES, por su condición de miembro de las Fuerzas Armadas y 
cuerpos de Seguridad del Estado, alegando motivos de extemporaneidad. 
En dichas resoluciones, nuestro Alto Tribunal se limitó a medir la constitucionalidad en la 
aplicación de la norma, mediante el respeto, en algunos casos, al derecho a la tutela judicial 
efectiva, pero no entró a valorar la constitucionalidad de la norma con respecto al principio de 
legalidad, porque de antemano negó la existencia de los derechos invocados.
Visto el defectuoso control judicial que el Tribunal Constitucional ha realizado hasta el 
momento en este aspecto, motivado a mi juicio; unas veces por la falta de voluntad de nuestro 
Tribunal Constitucional, y otras por las dificultosas y a la vez ineficaces vías con las que se 
cuenta, para ejercer un efectivo control sobre la adecuación constitucional de la normativa 
penitenciaria, intuimos que la problemática continuará perpetuándose con los vigentes arts. 
334 En este sentido los Autos del JVP nº 1 Madrid de 17-8-1995; 22-2-1995; 23-2-1995. 
335 En este sentido los Autos de la AP Madrid, Secc. 5ª, 571/1997 de 28-5-1997; 323/1997 y del JVP 
nº1 Madrid Auto de 9-3-2009.
336 En este sentido los Autos AP Madrid Secc. 5ª Auto 174/2004 de 23-1-2004; Auto 335/2004 de 10-
2-2004; Auto 670/2004 de 16-3-2004.
337 STS 17-3-09, Sala 3ª, Rec. 9576/2004
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6.2.4 y 65 RP y las respectivas Instrucciones338 dictadas al respecto por la actual Secretaria 
General de Instituciones Penitenciarias.
En este supuesto al igual que en los analizados anteriormente, la Administración penitenciaria 
hace uso de la restricción de derechos fundamentales sin la cobertura legal, ni las garantías 
exigidas constitucionalmente, como mecanismo de prevenir y/o solucionar un conflicto339, 
obteniendo como resultado la creación o agravación del mismo –victimización terciaria340–.
3.2. Métodos que intimidan mediante un sistema de obtención y pérdida de beneficios 
penitenciarios, permisos de salida y mejoras del régimen penitenciario basados en la 
“buena conducta”
El sistema preventivo más importante del sistema penitenciario español se basa en métodos 
intimidatorios de pérdida de beneficios penitenciarios y permisos de salida. Se concretan en la 
exigencia legal o reglamentaria de tener “buen comportamiento” para obtener dichos beneficios 
o poder gozar de permisos así como de ciertas situaciones regimentales próximas a la libertad. 
Si hacemos una revisión del sistema penitenciario español encontramos que:
Para la concesión de permisos penitenciarios –art. 47.2 LOGP– se exige el requisito de “no 
observar mala conducta”.
En la progresión de grado se condiciona a observar una conducta favorable –art. 65.2 
LOGP–.
Para la aplicación de la libertad condicional se exige entre sus requisitos el de la buena 
conducta –art. 90.1.c) CP–, así como para poderse beneficiar de la modalidad adelantada a las 
2/3 partes –art. 90.2 c) CP y art. 205 RP–.
En la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente revisable341 –art. 92 CP– es 
preceptivo, entre otros requisitos –“conducta durante el cumplimiento de la pena”– que el tribunal 
“(…) pueda fundar (…) la existencia de un pronóstico favorable de reinserción social (…)”.
338 La I. 12/2011 de la SGIP sobre “Internos de especial seguimiento y medidas de seguridad” en la 
que se siguen estableciendo cinco grupos de ficheros: FIES 1 (CD), FIES 2 (DO), FIES 3 (BA), FIES 
4 (FS) y FIES 5 (CE) y La I. 8/2014 de la SGIP sobre “Medidas para la detección y prevención de 
procesos de radicalización de internos musulmanes” actualizada por la I. 2/2015 e I. 2/2016 de la SGIP, 
ésta última sobre “Programa de intervención y tratamiento de procesos de radicalización ideológica”.
339 Altercados que pongan en peligro la seguridad de la prisión, así como la prevención de nuevos 
delitos.
340 Sobre ello apartado 2.2 del Cap. II.
341 La prisión permanente revisable, a mi juicio de dudosa constitucionalidad así como a juicio de 
diversos autores (LASCURAÍN SÁNCHEZ, J.A., PÉREZ MANZANO, M., ALCÁCER GUIRAO, 
R., ARROYO ZAPATERO, L.A., DE LEÓN VILLALBA F.J., MARTÍNEZ GARAY, L., “Dictamen 
sobre la constitucionalidad de la prisión permanente revisable” en el Libro Contra la cadena perpetua 
(coords.) Cristina Rodríguez Yagüe, Luis Alberto Arroyo Zapatero (ed. lit.), Juan Antonio Lascuraín 
Sánchez (ed. lit.), Mercedes Pérez Manzano (ed. lit.), Universidad de Castilla-La Mancha, Ediciones 
de la Universidad de Castilla-La Mancha, 2016, Parte I, pp. 17-80; RÍOS MARTÍN, J.C., “La prisión 
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La propuesta del indulto particular –art. 206 RP–, exige entre otros requisitos que en el 
penado concurra de manera continuada, durante al menos dos años, buena conducta.
En la concesión de recompensas –art. 263 RP–: concesión de comunicaciones especiales 
y extraordinarias, adicionales, becas de estudio, donación de libros y otros instrumentos de 
participación en las actividades culturales y recreativas de la prisión, prioridad en la participación 
en salidas programadas para realizar actividades culturales, reducción de sanciones impuestas, 
premios en metálico, notas meritorias, se exige haber puesto de manifiesto buena conducta. 
Para la reducción de los plazos de cancelación – art. 261 RP / 263 RP– de las sanciones con 
notas meritorias se exige buena conducta.
En la atribución de destinos o puestos en actividades culturales, deportivas u ocupacionales 
se tiene en cuenta por parte de la Institución penitenciaria el buen comportamiento.
Según RÍOS MARTÍN342, con quien coincido, estos mecanismos tienen cierta eficacia porque 
pueden motivar a una persona a eludir determinados conflictos, no obstante, presentan dos aspectos 
cuestionables. El primero, la dependencia del tratamiento a la “buena conducta”. El segundo, 
que no puede prevenir los comportamientos más violentos que sean fruto de la propia dinámica 
convivencial –p. ej.: conflictos derivados de los valores carcelarios: violencia ejercida contra 
personas que han cometido determinados delitos– contra la libertad sexual –contra quienes han 
denunciado determinadas conductas –denominados “chivatos”–; los conflictos que se derivan 
de las adicciones –p. ej.: conflictos que surgen de los consumos de determinadas sustancias 
prohibidas, y las formas de adquirirlas: robos, extorsiones, etc…–. Los conflictos derivados de 
interpretaciones sesgadas de la realidad generadas por la susceptibilidad que genera el internamiento 
carcelario –p. ej.: una mirada que se interpreta como una amenaza, una provocación, etc…–
4. LA LIMITADA EFICACIA DE LOS MECANISMOS DE RESOLUCIÓN PREVISTOS 
EN EL SISTEMA PENITENCIARIO ESPAÑOL
Según he expuesto en el apartado anterior, nuestra legislación contempla dos tipos de 
mecanismos para resolver los conflictos penitenciarios, por un lado los caracterizados por 
ejercer la autoridad de forma violenta sobre el preso, a través de medidas de aislamiento y 
riguroso control –régimen disciplinario, régimen cerrado, art. 75.1 RP y FIES, entre otras– y, 
por otro lado, aquellos caracterizados por la amenaza de la pérdida de beneficios penitenciarios, 
perpetua en España. Razones para su ilegitimidad ética y de su inconstitucionalidad”, Ed. Gakoa, 2ª 
edición, 2015) fue introducida en nuestro Sistema jurídico Penal en virtud de la L.O. 1/2015 de 30 de 
marzo. No obstante, a pesar de tal reforma, la legislación penitenciaria todavía no ha sido adaptada a la 
misma.
342 RÍOS MARTÍN, J.C y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (experiencias de diálogo en el 
sistema penal para la reducción de la violencia y el sufrimiento humano”) 3ª edición, Colex, 2012, pp. 
177-178.
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permisos o mejoras en el régimen penitenciario–. A continuación reflexionaré sobre su limitada 
eficacia para prevenir o resolver el conflicto penitenciario, comenzaré por los últimos.
4.1. La limitada eficacia de los métodos intimidatorios de pérdida de beneficios 
penitenciarios, permisos o mejoras en el régimen penitenciario
Tal y como ya se ha señalado, estos métodos cuentan con cierta eficacia preventiva porque pueden 
motivar al preso a eludir determinados conflictos, ante la amenaza de la pérdida o no concesión 
de beneficios penitenciarios, permisos o mejoras en su régimen penitenciario. Sin embargo, hay 
dos aspectos criticables: por un lado, la concesión de estos mecanismos está supeditada al “buen 
comportamiento”, algo difícil de valorar si no existe un buen programa de tratamiento sobre el que 
evaluar los convencimientos íntimos del recluso dando lugar a situaciones paradójicas en las que 
personas que muestren una “sumisión aparente” a la Institución penitenciaria pueden disfrutar de los 
beneficios penitenciarios aludidos pero sin haber experimentado un cambio real de actitudes y; por 
otro lado, existen determinados conflictos fruto de la propia dinámica convivencial - tal y como ya 
se han reseñado con anterioridad- que no pueden ser prevenidos a través de estos mecanismos.
Tal y como analizaré más adelante, considero, por un lado, que las técnicas restaurativas 
pueden ayudar a mejorar el tratamiento penitenciario y sobre sus resultados se podría realizar 
una valoración más adecuada sobre el cambio de actitud del recluso en relación a la concesión 
de los beneficios penitenciarios, permisos y mejoras del régimen aludidos y, por otro lado, 
estimo que, el aprendizaje de técnicas de gestión de conflictos podría ayudar a prevenir futuros 
conflictos propios de la dinámica carcelaria.
4.2. La limitada eficacia de los mecanismos que reprimen o sancionan de manera violenta 
mediante el aislamiento y el riguroso control
Dentro de los mecanismos que prevé la legislación penitenciaria para prevenir o resolver 
los conflictos en prisión, a través de medidas de aislamiento y riguroso control encontramos: el 
régimen disciplinario, el régimen cerrado, la limitación regimental prevista en el art. 75.1 RP 
y los FIES, entre otros–. Éstos se caracterizan por ejercer la autoridad de forma violenta sobre 
el preso. Tal y como se ha analizado en el apartado anterior el referido ejercicio de autoridad 
por parte de la Administración penitenciaria adolece de graves deficiencias de adaptación a 
las exigencias del Estado de Derecho y se traduce en la aplicación de rigurosas medidas que 
conllevan graves consecuencias físicas y psicológicas para la persona del recluso.
Para valorar la eficacia de dichos mecanismos en la resolución del conflicto penitenciario, 
hemos de analizar las diversas circunstancias y alteraciones psicológicas que la aplicación de 
tales medidas conlleva. Según diversos estudios343, ya citados con anterioridad, los presos que 
343 CLEMENTE, M., “Los efectos psicológicos y psicosociales del encarcelamiento” en CLEMENTE, 
M. y NÚÑEZ, J. (coords.).: “Psicología Penitenciaria II”, Fundación Universitaria Empresa, Madrid, 
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cumplen su condena en las referidas situaciones de aislamiento y riguroso control suelen sufrir, 
entre otras, las siguientes alteraciones:
1º La monotonía estimular 
Durante la situación de aislamiento, el recluso apenas percibe estímulos344 externos o los que 
percibe son siempre los mismos, procedentes en su mayoría de su propio interior, al no tener 
contacto con otras personas.
El aislamiento produce monotonía estimular que puede provocar serios trastornos, 
algunos de tipo alucinatorio. Las personas nos adaptamos a la realidad porque continuamente 
contrastamos la información proveniente de nuestro interior –p. ej. recuerdos, imágenes, etc…– 
con la estimulación exterior. Durante el “aislamiento” el recluso deja de percibir información 
del exterior para retroalimentarse únicamente de su propia producción interna, llegando a la 
“alucinación” –confundirá imágenes de su imaginación con percepciones– y a la generación de 
delirios –confundir ideas fantasiosas con la realidad objetiva–.
La monotonía estimular extrema puede ser un factor predisponente grave para la aparición 
de brotes psicóticos en personas con antecedentes de psicopatología mayor o en personas de 
estructura personal muy frágil. Resulta un factor desestructurante de la personalidad.
En prisión, disponer de T.V., radio o revistas durante la situación de aislamiento depende en 
primer lugar de la capacidad económica del sujeto y en segundo lugar de que sea autorizado su 
uso345. La utilización de estos aparatos no soluciona las consecuencias negativas del aislamiento 
prolongado, pero sí disminuyen los riesgos que conllevan al permitir un contacto con el 
exterior.
1997, pp. 383-407; VALVERDE MOLINA J., “La cárcel y sus consecuencias: La intervención sobre la 
conducta desadaptada”, Ed. Popular, 1999, pp. 67-134; CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN 
J.C. “Mirando el abismo. El régimen cerrado”, Ed. Fundación Santamaría, Madrid, 2002, pp. 181-199; 
ÁLVAREZ GARCÍA F.J (coord.), DÍEZ GONZÁLEZ P.R., y ÁLVAREZ DIAS J.A. (autores), “Los 
efectos psicosociales de la pena de prisión”, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2009; GALLEGO DÍAZ, 
M., RÍOS MARTIN, J.C. y SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Andar 1 km en línea recta. La cárcel del 
siglo XXI que vive el preso”, Ed. Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2010, pp. 153-202; 
RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBERRIA X., 
LOZANO, F., (“Mediación penal, penitenciaria…, ob. cit. (2016) pp. 271-284) quienes citan además 
los estudios realizados desde la Central Penitenciaria de Observación y reseñados en la nota 302.
344 Según la Real Academia de la Lengua, un estímulo es una señal interna o externa capaz de producir 
una reacción. 
345 Según el art. 254.5 RP que regula el cumplimiento de la sanción de aislamiento en celda “El recluso 
internado en celda (…) no podrá recibir paquetes del exterior ni adquirir productos del economato, 
salvo los autorizados expresamente por el Director”. Por su parte el art. 93.5 RP donde se establece el 
régimen de vida de los reclusos clasificados en 1º de tratamiento destinados a departamentos especiales 
“El Consejo de dirección elaborará las normas de régimen interior sobre los servicios de barbería, 
duchas, economato, (…) disposición de libros, revistas, periódicos, aparatos de radio y T.V, y sobre las 
ropas y enseres que podrán disponer los internos en sus celdas”.
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2º La impulsividad habitual 
Según GARCÍA, SANTAMARINA, HUERTA Y ALONSO346 la impulsividad es una 
predisposición a reaccionar de forma brusca y no planificada ante estímulos internos o externos, 
sin considerar las consecuencias para sí mismo o para otros; es un tipo específico de agresión 
inmediata, una respuesta ante un estímulo ambiental interpretado como amenaza o como un 
rasgo de la personalidad.
Para otros autores como ALCAZAR, VERDEJO, BOUSO Y BEZO347 la impulsividad 
también se define como la tendencia a emitir una respuesta rápida, en ausencia de reflexión, y se 
caracteriza por comportamientos inadecuados, poco planificados y que frecuentemente ponen 
al individuo en riesgo de implicación delictiva.
Y hay quienes348 entienden que la impulsividad puede venir de circunstancias de crianza, es 
decir, la impulsividad está dentro del continuo reflexividad-impulsividad – R/I- entendido como un 
estilo de aprendizaje, donde se aprende a reflexionar antes de actuar o accionarse rápidamente.
Las situaciones de aislamiento, caracterizadas como ya hemos visto por la monotonía 
estimular349, predisponen al sujeto a la impulsividad como manera de responder ante una 
amenaza. Los individuos en situación de aislamiento tienden a seleccionar refuerzos inmediatos 
a pesar de las posibles consecuencias negativas futuras350.
3º La indiferencia emocional 
La indiferencia emocional es definida como un “estado de insensibilidad e inexpresividad 
emocional. El sujeto muestra una frialdad afectiva en la que no parece experimentar ningún 
sentimiento, ni manifestar ninguna reacción al medio. Se presenta especialmente en ciertas 
fases de algunas psicosis afectivas y en la esquizofrenia”351.
En situaciones de aislamiento se convierte en una actitud neurótica, auto-defensiva, que 
atrinchera el yo de la persona como mecanismo de defensa, como escudo psíquico frente a la 
Institución penitenciaria.
346 GARCÍA, I., SANTAMARINA, S., HUERTA, M., y ALONSO, M., “Topiramato en el tratamiento 
de la impulsividad en enfermos mentales ambulatorios”, Servicio de Psiquiatría, Hospital Valle del 
Nalón, Langreo – Asturias, Gabinete de Estudios, Fundación Benito Feijoo, Sanatorio ADORO, Langreo 
– Asturias, España, Psiq. Biol. 12 (2), 2005, pp. 46-51/ 24.
347 ALCAZAR, VERDEJO, BOUSO Y BEZO, “Neuropsicología de la agresión impulsiva” en 
Revista de neurología 50 (5), 2010, pp. 291-299, en www.reurología.com.
348 Sobre ello ANDRÉS M. PONCE, “Impulsividad: Definición, diagnóstico y tratamiento” (V1), 
2011. En www.criminalforense.com, quien cita a RIDING Y CHEEMA. 
349 Donde los escasos estímulos que reciben en su mayoría son negativos, p. ej.: violencia, 
agresividad, etc…
350 Sobre ello VALVERDE MOLINA, J., “Las consecuencias del internamiento en prisión…ob. cit. 
pp. 106-107.
351 En www.diccionariomedico.es
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4º La indefensión aprendida 
Según SELIGMAN352 la indefensión aprendida es “la falta de convicción en la eficacia de 
la propia conducta para cambiar el rumbo de los acontecimientos que vive el sujeto o para 
alcanzar los objetivos que se desean, debido a las expectativas de falta de control”. 
En el ámbito penitenciario, los reclusos en situación de aislamiento, apenas reciben 
estimulación y la poca que reciben es muy repetitiva, aversiva y lacerante. Así tenemos que: 
la violación de la intimidad es constante, pues además de estar observado continuamente por 
cámaras, no pueden disponer de un mínimo espacio ni de tiempo organizado y gestionado por 
los reclusos; los cambios rutinarios de celda, la práctica de cacheos con desnudo353 y requisas 
de celda354 se pueden producir en cualquier momento. 
352 Para SELIMAN M.E, (“Indefensión en la depresión, el desarrollo y la muerte”, Ed. Debate, Madrid 
1995, p. 27) la indefensión consiste en un fenómeno que se origina ante acontecimientos que no pueden 
ser controlados, y esto sucede cuando las personas no tienen posibilidad de cambiarlos. Representa, por 
tanto, una reacción de indefensión, aprendida ante la impotencia.
353 La Administración penitenciara, en virtud de los arts. 23 LOGP y 68 RP tiene la facultad de 
cachear con desnudo integral a un preso, así como a aquellos visitantes que vayan a mantener una 
comunicación vis a vis con un recluso (RD 190/1996 art.45.7), cuando existan razones individuales y 
contrastadas que hagan pensar que oculta en su cuerpo algún objeto peligroso o alguna sustancia nociva 
para la salud, o que sea capaz de alterar el buen orden de la prisión (Criterio núm. 96 XVI Reunión JVP, 
texto actualizado a 1-1-2008; TC 204/2000; TC196/2006).
En cuanto al modo concreto de practicar un cacheo con desnudo integral, la legislación establece 
que debe ser autorizado por el jefe de servicios, y practicado por personas del mismo sexo, en una 
habitación cerrada y separada o lugar apartado a la vista de terceros, no siendo exigible la autorización 
judicial, aunque los JVP en el criterio núm. 97 acordado por unanimidad en la XVI Reunión JVP, texto 
actualizado a 1-1-2008, acordaron que se debería instar a la Dirección General Instituciones Penitenciarias 
para que desde las prisiones se procediera a dar cuenta a los JVP de los cacheos con desnudo integral 
practicados a los reclusos, con el objeto de tutelar los derechos fundamentales y realizar el control de 
la legalidad en la actividad penitenciaria, y de esta manera el JVP podría examinar los presupuestos de 
necesidad, idoneidad y proporcionalidad de la medida acordada, exigidos por el Tribunal Constitucional 
(TC 204/2000; TC196/2006).
Los requisitos y garantías que vienen siendo exigidos por los JVP, así como por el propio Tribunal 
Constitucional para la práctica de un cacheo con desnudo integral, son los siguientes:
- debe realizarse con motivación suficiente y urgente necesidad (JVP Málaga Autos 4-11-93; 
JVPMálaga13-1-94; JVPMálaga7-2-94; JVP Castilla y León Auto 29-7-97);
- el motivo del cacheo debe justificarse ante el director, en cada caso, así como su forma de 
realización (TC 57/1994; TC 204/2000; TC 218/2002; TC 196/2006; JVP Castilla-La Mancha Auto 11-
3-97);
- deben existir sospechas fundadas y concretas sin invocación a razones de prevención general 
(JVP Granada Auto 31-7-95); 
- se practicará cuando no quede otra vía de registro (TC 35/1996; JVP Badajoz Auto 28-9-89)
- y de tal modo que no implique un menosprecio para la estima que, en cuanto ser humano, merece 
la persona (TC 120/1990 EDJ 1990/6901). En este sentido el propio Tribunal Constitucional considera 
degradante y contrario al art. 15 CE, emplear la fuerza física para obligar a un recluso a desnudarse, 
así como un trato vejatorio, denigrante y contrario a la intimidad personal ordenar que “se desnude 
totalmente y obligarle a realizar flexiones de modo reiterado” (TC 57/1994 EDJ 1994/1755). De ahí 
que los JVP vengan exigiendo que los desnudos integrales se realicen con bata y sin palpación, para 
preservar la intimidad del preso (JVP Ocaña Auto 1-2-1995; JVP Málaga Auto 13-1-1994).
354 La forma de practicar la requisa de la celda, no viene regulada de forma expresa en la LOGP 
art. 23, sino que delega en el RD 190/1996 art. 93, donde sólo se contempla de manera genérica el 
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Todas estas prácticas constituyen ceremonias de degradación355 que generan una gran 
indefensión. Dicha indefensión proviene fundamentalmente de no saber lo que va a suceder, de 
no poder controlar la situación y de sentir que, se haga lo que se haga, el resultado no depende 
de uno mismo.
Algunos estudios356 realizados en relación a la indefensión aprendida, ponen de manifiesto 
que los sujetos que padecen dicha alteración psicológica presentan: Déficit motivacional 
que representa la incapacidad para iniciar una conducta voluntaria y positiva distinta a las 
autodestructivas – inhibición conductual– , pasividad tras sucesos traumáticos e incontrolables; 
Déficit cognitivo que conlleva la incapacidad para realizar nuevos aprendizajes o para 
beneficiarse de nuevas experiencias; hay sueños con respecto al futuro, pero no hay expectativas, 
etc… y; Déficit emocional, después de experiencias incontrolables se origina sentimientos de 
indefensión, impotencia, frustración y depresión.
La indefensión representa la experiencia contraria, en términos psicológicos, a la de 
controlabilidad. La prisión, como institución total357 pretende controlar todos los aspectos 
supuesto de los reclusos destinados a departamentos especiales en régimen cerrado, pero esta medida 
es susceptible de ser aplicada a cualquier recluso con independencia de su situación procesal, penal 
y penitenciaria , por lo que la jurisprudencia del TC, las AP y JVP han tenido que ir progresivamente 
definiendo los requisitos y garantías concretas de su aplicación. 
En primer lugar el TC ha establecido que al verse afectados derechos tales como la intimidad 
(CE art. 18.1) y el libre desarrollo de la personalidad (CE art. 10.1), debe ser una medida excepcional 
y debidamente motivada conforme al principio de proporcionalidad (TC 89/2006) donde se valore 
la idoneidad de la medida para la finalidad que se persigue, su necesidad en cuanto a ser la menos 
gravosa de todas la posibles dentro de una correcta ponderación de los valores en conflicto. 
Por otro lado y aunque nuestro TC (TC 89/2006), siguiendo la línea del TS (TS 515/1998) 
no considera domicilio la celda, sin embargo estima que la requisa de la celda debe realizarse en 
presencia del preso. En el mismo sentido se manifiestan los JVP quienes opinan al respecto que “la 
presencia del interno ha de ser norma en los registros que se realicen en su celda, pues aunque no se 
considere domicilio, sí es el mayor reducto de su intimidad que tutelan las normas penitenciarias ( …) 
La presencia del interno refuerza el respeto a su dignidad, permite una mínima contradicción en caso 
de hallazgos que puedan tener consecuencias penales o disciplinarias y contribuye a la evitación de 
conflictos y de denuncias infundadas contra los funcionarios (Criterio nº 96 Reunión XVI JVP, 2008); 
JVP Ciudad Real Auto 21-1-1991; JVP Madrid núm. 3, Auto 17-12-1999; AP Madrid, Secc. 5ª, Auto 
20-5-2008.
Asimismo debería levantarse un acta, donde se relate lo encontrado y las incidencias acaecidas 
en su caso, debiendo ser notificado al recluso (JVP Badajoz Auto 25-03-1992).
355 Sobre ello GARFINKEL H.,“Condictions of Sucessfull Degradation Ceremonies” en Symbolic 
Interactionisom 1956. Editado por J. Manis , B. Meltzer, Allyn and Bacon, pp. 201-208.
356 En este sentido YELA BERNABÉ, J.R. y MARCOS MALMIERCA, J.L. “Indefensión aprendida en 
sujetos humanos y su inmunización. Influencia del estilo atribucional y de los programas de reforzamiento” 
en la Revista Latinoamericana de Psicología, 1992, V. 24, Nº 3, Bogotá, Colombia, pp. 301-321.
357 Concepto, como ya hemos adelantado, ideado por el sociólogo Erving Goffman para designar un 
“lugar de residencia o trabajo, donde un gran número de individuos en igual situación, aislados de la 
sociedad por un periodo apreciable de tiempo, comparten en su encierro una rutina diaria, administrada 
formalmente”. Ejemplos típicos de instituciones totales son las cárceles o los hospitales psiquiátricos, en 
GOFFMAN, E., “Asylums. Essays on the Social Situation of MentAL Patients and Other Inmates (trad. 
española. Internados. Ensayos sobre la situación social de los enfermos mentales, Amorrortu, Buenos 
Aires, 1970).
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de la vida del sujeto – tiempos, espacios, contactos, comidas, visitas, actividades etc…,-. A 
mayor control por parte de la institución, mayor indefensión del individuo.
Para SELIGMAN358, la indefensión además de estar provocada por hechos aversivos 
incontrolables – por ejemplo en prisión: la práctica de cacheos y requisas de celda en 
cualquier momento -, también lo está por la atribución o explicación causal que realizamos. 
Así cuando las interpretaciones de las situaciones aversivas – p. ej.: aislamiento – son 
globales – p. ej.: cuando se cree que el “sistema va a por mí” - , internas – p ej.: cuando 
se piensa que la culpa es mía por “haberme rebotado” – y estables – p. ej.: cuando se tiene 
la convicción de que “esto no tiene solución” – tienden a reprimir la conducta operante y 
conducen a la indefensión. 
Asimismo la indeterminación temporal del aislamiento constituye otro factor que genera 
una enorme indefensión359. En la mayoría de los casos, el preso desconoce el tiempo que estará 
en aislamiento360, con el añadido de que suele percibir que el cambio no depende de él. Se 
siente, por tanto, indefenso porque aunque en el expediente penitenciario conste que tiene 
“buen comportamiento”, cabe la posibilidad de que por la presión y por la propia vulnerabilidad 
psicológica esto cambie y no pueda alcanzar sus objetivos – p. ej.: una progresión de grado, la 
concesión de un permiso etc…-
Todas estas circunstancias y alteraciones psicológicas se agravan con la práctica del 
cambio permanente de celda o traslado de prisión que desestabiliza enormemente a la persona 
presa, pues le hace perder referencias físicas - entorno– y personales – abogado, JVP, amigos, 
familia, etc…-
1. Una vez expuestas las consecuencias jurídicas y principalmente psicológicas, cabe 
preguntarse si estos mecanismos previstos en nuestro sistema penitenciario – régimen 
disciplinario, régimen cerrado, art. 75.1 RP y FIES- resultan eficaces, desde un plano 
resocializador y restaurativo, para la resolución de los conflictos. Según lo expuesto podemos 
extraer, entre otras, las siguientes conclusiones361:
358 SELIMAN, M.E., “Indefensión en la depresión, el desarrollo y la muerte..., ob. cit. p. 27.
359 Sobre ello SHALEV, S., “A sourcebook on solitary confinement” Mannheim Centre for 
Criminology, London School of Economics, 2008, London, p. 21.
360 El Consejo de Europa en las Recomendación Rec (2006)2 del Comité de Ministros de los Estados 
Miembros sobre las Reglas Penitenciarias Europeas (adoptada por la Comisión de Ministros de 11 de 
enero de 2006, durante la 952 Reunión de los Delegados de los Ministros) – art. 53.3.4 – instó a los 
Estados miembros a limitar los periodos de aislamiento para mitigar los perjudiciales efectos en la salud 
que pueden causar las condiciones de vida y disminuir el sentimiento de indefensión que puede provocar 
sobre los internos esta incertidumbre.
361 En la misma línea crítica se manifiestan RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., 
SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBERRIA, X., LOZANO, F., “Mediación penal, penitenciaria y 
encuentros restaurativos…, ob. cit. (2016) pp. 290 - 295.
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1) El ejercicio de la autoridad por parte de la Administración penitenciaria, sin respetar 
los principios y garantías constitucionales, es percibido por el preso como arbitrario, lo cual 
puede convertirse en un factor criminógeno.
El riguroso control personal que conllevan los mecanismos aludidos son percibidos por el 
recluso, en la mayoría de los casos, como arbitrarios362 –p. ej.: cacheos inmotivados con desnudo 
integral, recuentos a deshoras, inaccesibilidad a las pertenencias más elementales, continuos 
registros de celda, traslados de prisión, provocaciones violentas, uso indebido de las medidas 
coercitivas363, imposibilidad de comunicar con familiares o amigos364–. Todas estas situaciones 
362 El sistema se percibe como arbitrario cuando no se respetan los principios y garantías 
constitucionales vulnerando con ello los derechos fundamentales y provocando la llamada 
“victimización terciaria”. Ver Apartado 2.2 del Capítulo II.
363 Según el art. 45 LOGP, constituyen medidas coercitivas: el aislamiento provisional, la fuerza 
física, las defensas de goma, los aerosoles y las esposas –DGIP Instr. 18/2007 actualizada Instr. 3/210– 
y no se permiten las armas de fuego.
Su uso sobre un recluso tiene como finalidad evitar: actos de evasión o violencia, daños a 
personas o cosas o la resistencia activa o pasiva a las órdenes de un funcionario.
La utilización de las medidas coercitivas por parte de los funcionarios debe ser previamente 
autorizada por el director de la cárcel, salvo que razones de urgencia no lo permitan, en cuyo caso 
su utilización puede ser autorizada por el jefe de servicios, debiéndose poner inmediatamente en 
conocimiento del director cuando sea posible.
Por regla general, las medidas coercitivas no se aplican sobre mujeres gestantes o con hijos y 
sobre personas enfermas, salvo que de su actuación se derive un inminente peligro para su integridad 
física o la de otras personas, en cuyo caso sí se pueden aplicar.
El Tribunal Constitucional ha establecido como garantías a respetar por la Administración 
penitenciaria para la aplicación de las medidas coercitivas sobre un recluso, la comunicación inmediata 
al JVP o JCVP, por medio de un detallado y exhaustivo informe que permita valorar al órgano judicial 
la necesidad de la medida en cuestión (STC 129/1995).
Por su parte los JVP a través de sus resoluciones han establecido diversos parámetros para una 
correcta aplicación:
La aplicación de las medidas coercitivas debe ser de manera individual y no colectiva. No puede 
hacerse para situaciones abstractas, sino concretadas a las circunstancias de cada caso (JVP Sevilla 
Auto 7-10-1991).
No se pueden utilizar como una sanción anticipada (JVP Málaga Auto 23-01-1992).
Sólo se puede hacer uso de la sujeción mecánica (esposas), en los supuestos legalmente previstos 
(LOGP art. 45; DGIP Instr. 18/2007 actualizada por Instr. 3/2010). Por lo tanto sólo se podrá hacer 
uso de esposas en aquellos supuestos en los que el recluso presenta una actitud violenta y agresiva 
que haya causado o pueda causar daño así mismo, a terceras personas o a las instalaciones del centro, 
así como en supuestos donde el sujeto se encuentre en un estado de agitación psicomotriz grave de 
etiología orgánica o psíquica, o cuya actitud no necesariamente violenta pueda dificultar un programa 
terapéutico, en cuyo caso deberá autorizarlo un médico o un diplomado en enfermería, asimismo 
deberá cesar su uso cuando el interno deponga su actitud agresiva o desaparezcan las razones de 
seguridad que motivaron su aplicación. Por ello la práctica sistemática e indiscriminada de esposar a 
los presos clasificados en 1º de tratamiento -régimen cerrado- para proceder a la requisa de la celda 
o traslados, es una práctica que en la mayoría de los casos ha sido declarada ilegal, por considerarla 
arbitraria y desproporcionada (JVP Valladolid Auto 31-08-1993; JVP Oviedo Auto 20-10-1993; JVP 
Murcia Auto 05-05-1994), si no queda suficientemente acreditado que la conducta de la persona en 
concreto justifica su uso.
364 Cuando el recluso cumple la condena en un Centro penitenciario ubicado fuera de su lugar 
de residencia, se obstaculiza la posibilidad de comunicar, pues sus familiares y amigos por razones 
económicas y laborales no pueden desplazarse habitualmente hasta el Centro Penitenciario. Según 
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crean un microclima patógeno que dispara los sentimientos de indefensión365 y los mecanismos 
CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN, J.C. (“Mirando el abismo. El régimen cerrado”…,ob. 
cit. pp. 160- 163/171-174) de los presos que se encuentran en aislamiento solo 1/3 comunica regularmente 
y otro 1/3 no comunica con nadie, pues en su mayoría se encuentran cumpliendo fuera de sus lugares de 
residencia.
365 Carta de un recluso publicada en www.acvic.org 
“A LOS MUERTOS... 
Un amigo me dio la idea; escribir un número concreto de cartas, doce, por simbolismo, dirigidas 
a distintas personas, reales o imaginarias, con una linia central, la interpretación personal de diversos 
sentimientos, emociones: el odio, el amor, la amistad, al enfermo terminal, a la ilusión y al misterio, a 
la vida, a quien mataste... con esta ultima empece, no se muy bien porque. Quizás porque la vieja de la 
guadaña es quien consigue que todos nuestros sentidos se alerten, que los terrores olvidados despierten, 
o que, por contra, nuestras mejores valías afloren; probablemente la muerte sea lo único que consigue 
aglutinar en derredor todos los sentimientos existentes, los mejores y los mas viles. Pudiera ser porque el 
conocimiento de su existencia sea lo que nos obliga a luchar (y la lucha es vida) desesperadamente contra 
ella, hincando las uñas, los dientes descarnando los nudillos o con la palabra tan solo, pues la verdad con 
ella se dice y no hay mejor lucha que la iniciada con una patina de sinceridad recubriendo el escudo. Así 
lo que pretendía ser un recorrido por mi forma de entender los humanos sentimientos, tan vitales, acabo 
convirtiendose en una serie de cartas a los muertos, por que al final todos los destinatarios de mis cartas 
eran los muertos. Modo de clamar la impotencia que experimentamos cuando aquel a quien faltaba tanto 
por contar desaparece y nos queda con esas palabras de reproche, de perdón, los te odio y los te quiero 
en los labios, truncadas, muertas también. Extrañado, busque entonces en mi memoria y no encontré más 
que muertos por todas las partes. Más me di cuenta de que estos imposibles destinatarios no eran muertos 
de la calle...como si hubiese diferentes clases de muertos os preguntareis. Si igualmente yo asombraría 
antaño, antes de media vida en prisión, de plantear esa disparidad; pero es real, existe una diferencia 
notable entre los muertos en la calle y los que expiran rodeados de barrotes, porque los muertos en la 
cárcel son los muertos de todos, todos somos su familia, todos somos sus asesinos. Son muertos que duelen 
infinitamente, casi igual a quien los sufre que a quien los produce, solo que quien los sufre los llora, y quien 
los produce los sufre. Duelen incluso en las estadísticas, por eso a los enfermos terminales les trasladan al 
hospital en los postreros momentos, para que el número anual de muertos en prisión, barbarismo indicio, 
no aumente. O se les concede la libertad (como si la libertad del hombre fuese algo que puede otorgar 
otro hombre por muchos estudios y diplomas que tenga...) para que vayan arrastrándose a morir entre 
su gente.“ Entre todas las mataron y ella sola se murió”, dice la canción. También estos son nuestros 
muertos en prisión. A pesar de todas las maniobras siguen siendo más de un centenar los que caen al año 
en las cárceles españolas: enfermos unos, esos que ni tiempo hay para trasladar al hospital, muertos en la 
soledad de su celda, vomitando sangre como tupi añejo, con el corazón roto pero con un hálito mínimo que 
deja ver la puerta cerrada, que permite gritar con los ojos a los del otro lado, voceando a todos el dolor, el 
sufrimiento... pero sin voz, solos como perros sarnosos, y sin voz. Violentamente otros, fruto del salvajismo 
impuesto la mayor de las veces como método del control, muertos con las venas vacías, con los corazones 
atravesados por sucios hierros carcelarios cumplidores eficaces de su misión de retener intramuros la vida 
condenada. Suicidados, aquellos a quien en un tiempo considere cobardes con pocos cojones para luchar 
contra el enemigo, contra el sistema, contra las injusticias...Joder apretad los dientes, hay tanto por lo que 
luchar... Con el tiempo me di cuenta de lo erróneo de mi parecer. Por que no siempre el soldado gana 
la batalla y sin embargo no por ello ha dejado en ningún momento de guerrear. Siempre he dicho de mi 
mismo que no se muy bien si conseguiré ser lo que deseo en esta vida, pero si se exactamente lo que no 
seré, aquello en lo que nunca me convertiré. Probablemente estos compañeros que deciden acabar con 
tanta miseria arrastrada hayan llegado a ese momento en el que se vieron abocados a convertirse en 
aquello que siempre odiaron, cualquiera que fuese esa condición (parasitismo, inutilidad, generador de 
problemas, desgracias o sufrimiento en las personas amadas, no se...). Invariablemente nos confunde 
esa decisión trágica, definitiva, casi siempre egoísta. Y lo que mas turbaba mis entendederas era cuando 
algún gudari caía, porque recordaba las palabras de un compañero, Pedro, muerto también en la cama 
de su casa, alla en Otxarkoaga, a la que llego ya herido de muerte, pútrida llaga en la que el presidio 
hurgo con sus uñas retorcidas y sucias durante tantos años:”yo no tengo nadie que me baile un aurresku 
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reactivos violentos366.
2) La aplicación severa de los mecanismos de control descritos no promueve ningún 
aprendizaje de conducta alternativa positiva. 
Las ciencias del comportamiento, a la luz de sus conocimientos actuales, ponen de 
manifiesto que el aislamiento no tiene ninguna efectividad terapéutica y que su utilización está 
claramente contraindicada367. Tal hipótesis ya fue constada por THORNDIKE368, quien puso de 
cuando salga Juanjo”. ¿Cómo puede rendirse entonces un tío que sabe consigo no ya a una familia, sino 
a un pueblo entero? ¿Qué cosa tan terrible le ha podido suceder?...El Guiri se ahorco hace dos meses. 
Se me hace difícil imaginarlo balanceandose con su uno noventa y tantos. También el tenía una linda 
neska esperando que pasasen estos últimos meses para resucitarlo después de catorce años enterrado 
en la caverna del dolor ¿Qué cosa tan terrible le pudo suceder para rendirse en la recta final? 
Ahora no me confunde tanto el suicidio de un gudari por el hecho de que lo sea; es un hombre, y 
como el resto, algo terrible a sucedido en su existencia para temer mas a la propia vida que a la muerte. 
Ahora son todos muertos en prisión, esos que tanto duelen... “ 
- Juanjo Garfia-.
366 Poema de un recluso publicado en www.acvic.org
 
367 En este sentido ver los estudios realizados por ASOCIACIÓN ESPAÑOLA DE 
NEUROPSIQUIATRÍA, “Rehabilitación psicosocial del trastorno mental severo. Situación actual y 
recomendaciones”, AEN, Madrid, 2000; COMAS, D., “La metodología de Comunidad Terapéutica. 
Una apuesta de futuro” en Revista Española de Drogodependencias, Nº 3, 2008; JONES, M., “The 
Therapeutic Comunity: a new treatment method in psychiatry”, Ed. Basic Books, Nueva York,1953; 
JONES, M., “Social Psychiatry in practice: the idea of the Therapeutic Community”, Ed. Penguin 
Books, Harmondsworth, Versión en español, 1968; “La Psiquiatría Social en la práctica: la idea de 
la Comunidad Terapéutica”, Ed. Americalee, Buenos Aires, 1970; KARTERUD, S., ”Encuentros 
comunitarios y comunidad terapéutica” en KAPLAN & SADOCK (Eds.), Terapia de grupo, Editorial 
medica latinoamericana, 1998; KENBERG, O.F., “Trastornos Graves de la Personalidad”, Ediciones 
Manual Moderno, 1984; O´DONNELL, P., “Teoría y técnica de la psicoterapia grupal”, Ed. Amorrortu , 
Buenos Aires, 1974 ; RODRÍGUEZ, A. (coord.) “Rehabilitación psicosocial de personas con trastornos 
mentales crónicos” Ed. Pirámide, Madrid, 2002.
368 Sobre ello MORRIS, Ch. G. y MAISTO A.A. (“Introducción a la Psicología”, Ed. Pearson-
Educación, México, 2005, pp. 154 y ss. – traducción Mª Elena Ortiz Salino-) quienes citan a THORNDIKE 
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manifiesto, a través de sus “experimentos”, que la conducta que produce un efecto satisfactorio 
–reforzamiento– tiene probabilidad de realizarse otra vez, mientras que la conducta que produce 
un efecto negativo –castigo– probablemente será suprimida –ley del efecto–. Los psicólogos 
contemporáneos a menudo se refieren al principio de reforzamiento más que a la ley del efecto, 
pero ambos términos se refieren al mismo fenómeno.
Por tanto, siguiendo estas tesis, podemos entender que “los estímulos punitivos son ineficaces, 
ya que no logran debilitar las respuestas negativas”. Además para que haya aprendizaje se 
necesitan niveles moderados de ansiedad, los cuales se disparan en las situaciones de aislamiento 
en prisión.
3) Los reclusos que han estado cumpliendo su condena durante largos períodos de aislamiento 
y sometidos a medidas de control rigurosas – p ej.: cacheos con desnudo, requisas de celda, 
ausencia de actividades, soledad obligada, sanciones, etc…– presentan psicopatologías369, 
originadas, bien como consecuencia del aislamiento370, bien previa al aislamiento371, según se 
deprende de diversos estudios ya mencionados372.
La situación de aislamiento genera inseguridad a todos los niveles – jurídica, personal etc…–. 
Si dicha inseguridad es elevada a niveles extremos se convierte en predisponente de trastorno 
mental severo373. 
E.L., “The fundamentals of learning”, Teachers college, Columbia University, 1932, última edición, 
University Microfilms, 1971.
369 Denunciadas ya por el Defensor de Pueblo en su Informe de 1997. Por su parte, la Dirección General 
de Instituciones Penitenciarias comenzó a ser consciente del problema a partir del año 2009 a través de la 
elaboración del “Protocolo de aplicación del programa marco de atención integral a enfermos mentales en 
Centros Penitenciarios” – PAIEM– estableciendo entre sus objetivos: 1º Detectar, diagnosticar y tratar a 
todos los internos que sufran algún tipo de trastorno mental. 2º Mejorar la calidad de vida de los enfermos 
mentales, aumentando su autonomía personal y la adaptación al entorno.3º Optimizar la reincorporación 
social y la derivación adecuada al recurso socio-sanitario comunitario. Los resultados de la puesta en 
práctica de este protocolo están recogidos en la “Evaluación del funcionamiento y resultados obtenidos 
por el PAIEM (2009-2013) en http: //www.institucionpenitenciaria.es/web/export/sites/default/datos/
descargables/saludpublica/Evaluacion_PAIEM.pdf, poniendo de manifiesto las siguientes necesidades: 
1º Mejorar las estrategias de cohesión y funcionamiento de los Equipos PAIEM. 2º Incrementar la 
implicación del resto de profesionales del Centro Penitenciario. 3º Potenciar las distintas actuaciones 
que conlleva el Programa PAIEM. … Las referidas necesidades ponen de manifiesto la falta de medios 
materiales y humanos y la falta de implicación/sensibilización de los profesionales que trabajan en los 
Centros Penitenciarios. Posteriormente la SGIP ha actualizado en el año 2013 el PAIM donde continua 
fijando los mismos objetivos. 
370 Con lo que se estaría condenando al preso al padecimiento de una enfermedad mental.
371 Entonces se debería cuestionar; si la persona presa era competente para que le fuera imputable lo 
que motivó el aislamiento; si es el lugar apropiado para ser tratada una persona con problemas de salud 
mental. 
372 Reseñados en las notas 216, 290 y 302.
373 Sobre ello SHALEV, S., “A sourcebook on solitary confinement” Mannheim Centre for 
Criminology, London School of Economics, 2008, London p. 21.
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4) El contexto regimental en el que se desarrolla la situación de aislamiento potencia la 
violencia entre las personas que trabajan –funcionarios– y presos en situación de aislamiento. 
Se extreman los roles –funcionario/preso– hasta convertirlos en enemigos 
irreconciliables374. 
5) La escasez y/o falta de tratamientos resocializadores375 en los regímenes que conllevan 
aislamiento y las dificultades para llevarlos acabo
Las situaciones de aislamiento aludidas –art. 10 LOGP, art. 75 RP, FIES y régimen 
disciplinario– se caracterizan por hacer primar la finalidad de seguridad sobre la finalidad 
reeducadora376. Dichas situaciones conllevan una escasa o nula realización de actividades 
374 Según los datos estadísticos aportados en el Estudio de RÍOS MARTÍN, J. C y CABRERA, J. 
(“Mirando al abismo. El régimen cerrado. …” ob. cit. p. 140) revisado en el año 2010, a través de las 
encuestas realizadas directamente a los reclusos, el 78% de los mismos decían haber sido sometidos a 
malos tratos. 
375 El Defensor del Pueblo ha manifestado en diversas ocasiones su preocupación por la ausencia 
de actividades tratamentales en régimen cerrado, instando a la Administración a esforzarse por paliar 
esta situación; Recomendación 7/1993, formulada con ocasión del informe a las Cortes Generales 
correspondiente a 1993, sobre internos clasificados en primer grado, primera fase, BOCG, V Legislatura, 
Serie A, nº 26, p. 124; Informes, Estudios y Documentos. Situación Penitenciaria y Depósitos Municipales 
de Detenidos 1988-1996, Publicaciones del Congreso de los Diputados, Madrid, 1997, p. 253; Informe 
Anual 1999 y Debates en las Cortes Generales, Publicaciones del Congreso de los Diputados, Madrid, 
1999, p. 150; Informe Anual 1999 y Debates en las Cortes Generales, Publicaciones del Congreso de los 
Diputados, Madrid, 1999, p. 200. Y también denunciado por GALLEGO DÍAZ, M., RÍOS MARTÍN, 
J.C. y SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Andar 1 km en línea recta. La cárcel del siglo XXI que vive el 
preso”, Ed. Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2010, pp. 94-95.
376 El Programa de tratamiento en régimen cerrado se encuentra “diseñado” actualmente en la 
Instrucción 17/2011 sobre “Protocolo de intervención y normas de régimen cerrado” (en www.
institucionpenitenciaria.es ). Dicha Circular responde a la última reforma experimentada por el RP 1996, 
a través del RD 419/2011 de 25 marzo, y por medio del cual se introdujo el vigente apartado tercero del art. 
90 RP. Con dicha reforma se pretendía fortalecer el aspecto tratamental del régimen cerrado, demandado 
desde diferentes sectores – Defensor del Pueblo, académico, asociaciones, etc…- sin embargo tras el 
estudio de dicha circular y su repercusión práctica, observamos que lo que continua primando en el 
régimen cerrado son las normas de seguridad y control. Asimismo la referida Circular 17/2011, tras su 
promulgación, no contaba ni cuenta con una previsión económica para ser puesta en práctica, hecho que 
fue criticado por la Fiscalía General del Estado, en su informe sobre el Proyecto de Real Decreto por el 
que se modifica el RP 190/1996, de 9 de febrero (en www.fiscal.es). Por otro lado, dicho programa está 
excluido para aquellos presos que se encuentran en aplicación del art. 75 RP, tal y como se analizó en el 
apartado correspondiente. En la misma línea crítica se manifiesta CAROU GARCÍA, S., (Tesis doctoral: 
“El régimen penitenciario cerrado. Análisis de la regulación del régimen penitenciario cerrado en 
el ordenamiento jurídico español a la luz de los principios básicos que deben informar el Derecho 
Penitenciario, recogidos en la Constitución y en la Ley Orgánica General Penitenciaria” dirigida por 
el prf. Dr. José Angel Brandariz García, pp. 304-312) donde pone de relieve las disfunciones normativas 
del régimen cerrado en relación con el tratamiento.
Por su parte, ARRIBAS LÓPEZ, E., (“Los programas de tratamiento, modelos de intervención y 
realización de actividades en el régimen cerrado penitenciario” en la Revista La ley penal: revista de 
derecho penal, procesal y penitenciario, Nº. 62, 2009, pp. 30-55/30) aunque, de un lado manifiesta que 
“es necesario que con los internos que, por su peligrosidad extrema e inadaptación a los regímenes 
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tratamentales y ello a su vez una escasa interrelación con el Equipo técnico de tratamiento del 
Centro Penitenciario.
Según se desprende de los últimos estudios realizados en la materia, los programas de 
tratamiento, sobre todo en situaciones de aislamiento, resultan insuficientes377 y, además 
dichos estudios, ponen de manifiesto las dificultades que su puesta en práctica conlleva, 
condicionada, por la arquitectura específica de los módulos en los que se cumple este tipo 
de régimen, orientada primordialmente a la seguridad378. Todo esto resulta paradójico, si se 
comunes (ordinario y abierto), permanecen en el régimen cerrado penitenciario, previsto en el art. 
10 de la LOGP, se lleven a cabo programas de tratamiento y modelos de intervención que posibiliten 
la normalización de su conducta y, consiguientemente, contribuyan a su readaptación social “ y, a 
la par, es consciente de las dificultades prácticas para llevar a cabo una intervención tratamental en 
régimen cerrado, sin embargo, en contra de la opinión mayoritaria, hace una valoración positiva de los 
“programas” que instituciones penitenciaras ha estado realizando en los últimos años, refiriéndose de 
manera concreta al “Programa Marco de Intervención con Internos de Régimen Cerrado (PMIIRC)”, 
establecido con anterioridad a la C. 17/2011.
377 Los estudios realizados en este sentido (GARCÍA-BORÉS ESPÍ, J.: “La cárcel dispar. Indagando 
la evolución de los telos penitenciarios” en Crítica penal y poder: una publicación del Sistema Penal 
y los Derechos Humanos, Nº 9, 2015, pp. 145-17/160-161); DAUNIS RODRÍGUEZ, A.: “Ejecución 
de penas en España. La reinserción social en retirada”, Ed. Comares, Granada, 2016, pp. 175-176; 
CAROU GARCÍA, S., (Tesis doctoral: “El régimen penitenciario cerrado. Análisis de la regulación del 
régimen penitenciario cerrado en el ordenamiento jurídico español a la luz de los principios básicos 
que deben informar el Derecho Penitenciario, recogidos en la Constitución y en la Ley Orgánica 
General Penitencairia” dirigida por el prf. Dr. José Angel Brandariz García, UDC, 2015) denotan la 
insuficiencia de actividades de tratamiento en general y de manera específica en régimen cerrado y 
“especiales” – art. 75RP y FIES–, así como sus disfunciones. También es destacable, en este sentido, el 
análisis sobre los costes y beneficios de la inversión pública en tratamiento penitenciario que realiza DE 
LASALA PORTA, F., “Es rentable el tratamiento penitenciario”, Boletín de la Asociación de Técnicos 
de Instituciones Penitenciarias, nº 29, 2014, pp. 9-14. 
Dichos estudios vienen además a corroborar la información facilitada al respecto por los propios 
reclusos (CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Mirando el abismo. El régimen 
cerrado”, Ed. Fundación Santamaría, Madrid, 2002; GALLEGO DÍAZ, M. y RIOS MARTIN, J.C., 
“Andar 1 km en línea recta. La cárcel del siglo XXI que vive el preso”, Ed. Universidad Pontificia de 
Comillas, Madrid, 2010, pp. 94-95) así como la opacidad al respecto por parte de la SGIP al no facilitar 
datos estadísticos concretos sobre el número de programas puestos en marcha para los reclusos de 
régimen cerrado y el número de presos que los realizan.
378 En el mismo sentido se manifiesta CAROU GARCÍA, S., (Tesis doctoral: “El régimen penitenciario 
cerrado. Análisis de la regulación del régimen penitenciario cerrado en el ordenamiento jurídico 
español a la luz de los principios básicos que deben informar el Derecho Penitenciario, recogidos en la 
Constitución y en la Ley Orgánica General Penitencairia” dirigida por el prf. Dr. José Angel Brandariz 
García, UDC, 2015, pp. 312-316 y p. 332) “Las estructuras arquitectónicas destinadas a albergar a los 
internos de régimen cerrado deben dar respuesta a las elevadas necesidades de vigilancia y control. Se 
trata, por tanto, de espacios de tamaño reducido, dotados de múltiples mecanismos de seguridad (rejas, 
puertas automáticas, etc.), que no suelen contar con lugares aptos para el desarrollo de actividades 
tratamentales. Además, los lugares en los que se encuentran los departamentos especiales o los módulos 
de régimen cerrado son los mismos destinados al aislamiento de otros de reclusos de tipo heterogéneo: 
internos sometidos a limitaciones regimentales previstas en el artículo 75 del RP, internos sancionados 
con aislamiento en celda o internos sometidos a aislamiento como medio coercitivo. Estos reclusos 
presentan unas necesidades de tratamiento distintas de las de los de régimen cerrado; no obstante, 
el hecho de compartir espacio arquitectónico obliga a un difícil, cuando no imposible, encaje de las 
demandas de intervención de unos y otros”.
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tiene en cuenta el alto porcentaje de personas con trastornos mentales que se encuentran 
en dicha situación379 y por lo tanto necesitadas con más urgencia de ser tratadas en lugar 
de ser aisladas. Por lo tanto si los programas de tratamiento en situaciones de aislamiento 
son prácticamente inexistentes, ello implica que los profesionales que integran el Equipo 
técnico de tratamiento380 no tienen contacto con los reclusos sometidos a estos regímenes y 
en consecuencia no podrán detectar de primera mano cuáles son sus problemas para darles 
una solución adecuada.
6) Las deficientes condiciones arquitectónicas en las que se cumplen las medidas de 
aislamiento contribuyen a la alienación de la persona381.
El régimen cerrado, la sanción de aislamiento en celda, la limitación regimental del art. 
75.1 RP 1996 o la inclusión en un FIES, conllevan un régimen de confinamiento solitario total, 
en el que las condiciones de habitabilidad, por lo general, suelen ser deficientes e insalubres 
–“falta de iluminación, la celda se inunda con las duchas, el patio es de dimensiones muy 
reducidas y en ocasiones se encuentra enrejado por todos los lados, incluida la parte superior, 
lo que imposibilita ver el cielo, produciendo la sensación de estar enjaulado”–382. Las referidas 
379 Sobre ello REVIRIEGO PICÓN, F., “Centros Penitenciarios y personas con discapacidad” en 
la Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Vol. 38, Nº 109, Medellín, Colombia, 2008, 
pp. 281-305; CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Mirando el abismo. El régimen 
cerrado…,ob. cit. pp. 94-99; GALLEGO DÍAZ, M. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Andar 1 km en línea recta. 
La cárcel del siglo XXI que vive el preso…, ob. cit. pp.190-194.
380 Según el art. 275 RP El Equipo Técnico ejercerá las funciones siguientes:
Ejecutar los programas de tratamiento o los modelos individualizados de intervención a. 
penitenciarios que se establezcan para cada interno por la Junta de Tratamiento.
El conocimiento directo de los problemas y de las demandas que formulen los internos.b. 
Proponer a la Junta de Tratamiento la adopción de las medidas necesarias para superar las c. 
carencias que presenten los internos.
Atender las peticiones y quejas que le formulen los internos respecto su clasificación, tratamiento d. 
o programa de intervención.
Evaluar los objetivos alcanzados en la ejecución de los programas de tratamiento o de los e. 
modelos de intervención penitenciarios e informar de los resultados de la evaluación a la Junta de 
Tratamiento.
Ejecutar cuantas acciones concretas les encomiende la Junta de Tratamiento o el Director del f. 
Centro.
Cuando existan en el centro penitenciario talleres o escuelas de formación profesional, realizar g. 
las tareas de orientación y selección profesional, el asesoramiento pedagógico o psicológico de la 
formación profesional, así como procurar, mediante las técnicas adecuadas, la integración personal 
y colectiva de los internos en el trabajo y en la orientación laboral.
Ejercer las demás competencias que le atribuye este Reglamento y sus normas de desarrollo.h. 
381 Sobre ello VALVERDE MOLINA, J., “Las consecuencias del internamiento en prisión…ob. cit. 
pp. 72-76.
382 CABRERA CABRERA, P. J. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Mirando el abismo. El régimen cerrado...”, 
ob. cit .pp. 101-108; GALLEGO DÍAZ, M. y RÍOS MARTÍN, J.C., “Andar 1 km en línea recta. La 
cárcel del siglo XXI que vive el preso…,ob. cit. pp. 185-190.
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condiciones arquitectónicas en nada contribuyen al desarrollo de la personalidad del sujeto, 
sino a su alienación383. 
2. Todo lo expuesto anteriormente, en relación a los mecanismos que reprimen o sancionan 
de manera violenta mediante el aislamiento y el riguroso control – la vulneración de principios 
y garantías en el ejercicio de la autoridad penitenciaria y las graves consecuencias físicas y 
psíquicas que la aplicación de medidas de control tan severas conllevan sobre la persona del 
recluso- ponen de manifiesto su limitada eficacia y con ella la limitada eficacia del sistema 
penitenciario para prevenir y/o solucionar el conflicto en prisión. Dichos mecanismos –régimen 
cerrado, régimen disciplinario, art. 75 RP, FIES, etc…– lejos de solucionarlo, lo agravan y 
perpetúan porque la manera en la que afrontan el conflicto genera consecuencias, en su mayoría 
negativas, para todas las partes: el recluso se ve privado o limitado en sus derechos –aislamiento, 
regresiones a primer grado, suspensión de permisos o beneficios penitenciarios, traslados de 
prisión, entre otros– sin justificación “razonable a su juicio”; el funcionario percibe un mayor 
nivel de presión e incomprensión a la hora de desempeñar su trabajo; la Administración 
penitenciaria además del JVP, en su caso, ven incrementado su volumen de trabajo burocrático 
a raíz de las quejas y recursos; la víctima no se siente resarcida por el daño ocasionado; y la 
sociedad no tiene garantías de que el condenado no vuelva a delinquir.
Por tanto estamos ante soluciones legales y/o institucionales que “neutralizan” temporalmente 
el conflicto, pero que mantienen e intensifican las causas que dieron lugar al mismo: la violencia384, 
el miedo, el recelo, la venganza o simplemente la falta de capacidades para gestionarlo 
adecuadamente. Siendo previsible que el conflicto vuelva aflorar. Desde esta situación resulta 
imprescindible la exploración de otros métodos de resolución de conflictos dentro del ámbito 
penitenciario, que permitan una resolución pacífica y eficaz del mismo. Y para ello es necesario 
que todas las partes implicadas –víctima, infractor, sociedad, Administración penitenciaria y/o 
JVP– perciban que la nueva forma de intervenir para resolver el conflicto les beneficia385. 
Por el contrario, como veremos, las técnicas restaurativas pueden ofrecer una solución más 
humana y eficaz que responda realmente a parámetros resocializadores y restaurativos, con 
383 En este sentido el Informe elaborado por la Asamblea General de las Naciones Unidas. Consejo 
de Derechos Humanos, “Promoción y protección de todos los derechos humanos, civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, incluido el derecho al desarrollo”. Informe del Relator Especial 
sobre la promoción y la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo”, MARTIN SCHEININ, Adición: Misión a España. A/HRC/ 10/3/ Add.2; 16 de 
diciembre de 2008.
384 Que en última instancia se puede traducir en más violencia y descargarse, contra otro recluso 
o funcionario. Sobre ello CASTILLA, J., y GONZÁLEZ, Mª J., “Mediación Penitenciaria”, 2011, 
en www.ppenitenciariajerez/jornada-mediacion-penitenciaria; RÍOS MARTÍN, J.C y OTROS “La 
mediación penal y penitenciaria (experiencias de diálogo en el sistema penal para la reducción de la 
violencia y el sufrimiento humano)”, 3ª edición, Colex, 2012, pp. 190-194.
385 Aspecto que será tenido en cuenta a la hora de proponer el modelo de intervención restauradora en 
el Capítulo V.
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los que dar una respuesta satisfactoria a los intereses de todas las partes. Pues las técnicas 
restaurativas permiten, a aquellas, expresar, por medio de la escucha y el diálogo, su “visión” 
del problema, sus “sentimientos” y sus “dificultades”, además de facultarlas para adoptar una 
“solución pacífica” que satisfaga a todas, lo que las “obliga”, a su vez, a empatizar con la 
situación particular de la otra parte. 
5. RECAPITULACIÓN 
En este último apartado haré una recopilación de las principales ideas expuestas en este 
capítulo sobre las características del conflicto penitenciario, los métodos legales de resolución 
empleados hasta la fecha y el “porqué” de su limitada eficacia. Esto será la base para buscar 
otros mecanismos de resolución más humanos y eficaces de cara alcanzar los fines que 
constitucionalmente y legalmente tiene encomendados nuestro sistema penitenciario.
1) En lo que respecta al conflicto penitenciario, en el ámbito carcelario existen intereses 
contrapuestos –Administración penitenciaria, preso, víctima y sociedad– que hacen surgir el 
conflicto. Éste se intensifica y polariza por la propia dinámica carcelaria que está condicionada 
por tres elementos comunes a todo sistema: la estructura en la que se convive, las personas que 
conviven en ella, y las relaciones que se generan en esa estructura carcelaria. 
La estructura en la que se convive, es decir la cárcel, representa una institución total 
caracterizada principalmente por el sometimiento inapelable y coercitivo a la autoridad 
jerárquica, que transmite al recluso una gran violencia, la separación efectiva del modo o 
contexto de procedencia y la prisionalización o adaptación al mundo carcelario, provocando 
con ello un proceso de despersonalización y de desocialización de la persona.
Las personas que conviven en la estructura: por un lado, los presos que pertenecen casi 
todos a un estrato social caracterizado por la marginación social y la desestructuración familiar 
y personal. Y en algunos casos además tienen graves carencias en relación a sus capacidades 
–actitudes y aptitudes– para gestionar de manera adecuada sus relaciones. Y por otro lado, los 
funcionarios quienes cuentan con un alto nivel de presión para desempeñar sus funciones y la 
única opción legal que tienen para resolver los conflictos es ejercer la autoridad de una manera 
violenta.
Las relaciones que genera la estructura carcelaria tanto las relaciones entre iguales - aquellas 
que tienen lugar entre las personas presas entre sí y generalmente están basadas en relaciones 
de poder, fundamentalmente física o de violencia, estableciendo una jerarquía entre grupos e 
individuos - como en las relaciones entre desiguales -aquellas que tienen lugar entre funcionarios 
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y reclusos-. La violencia y la desconfianza, se convierten en la característica esencial de este 
tipo de relaciones.
En el ámbito penitenciario nos encontramos con conflictos principalmente interpersonales 
–preso/preso y funcionario/preso– que surgen en la dinámica de la relación entre personas 
dentro de una estructura, la prisión. Por ello pueden calificarse como conflictos estructurales 
–conflicto intra-penitenciario–, pues es la propia estructura penitenciaria la que limita, anula o 
no reconoce derechos básicos de las personas haciendo primar su interés de seguridad. También 
son conflictos de relación motivados por emociones negativas intensas, percepciones falsas o 
estereotipadas, escasa o nula comunicación, conductas violentas reiteradas entre: preso/preso 
y preso/funcionario, así como por la falta de capacidades –aptitudes y actitudes–. Asimismo la 
nota característica de todos los conflictos penitenciarios es que están marcados, en su mayoría, 
por la concurrencia de una violencia institucional y personal.
Pero el conflicto penitenciario no sólo surge y surte sus efectos en el terreno estrictamente de 
la convivencia en prisión sino que, a mi juicio, se puede extender más allá de la estructura de 
la cárcel afectando al Sistema jurídico penal en su conjunto –conflicto extra-penitenciario–. La 
consecución de los fines específicos de resocialización y seguridad que el sistema penitenciario 
tiene atribuidos –art. 25.2 CE y 1 LOGP– dependerán en gran medida de cómo se haya 
resuelto el conflicto dentro de prisión. Si éste no se ha resuelto de manera eficaz atendiendo a 
parámetros resocializadores y restaurativos podrá afectar también a la víctima, que verá difícil 
el resarcimiento del daño sufrido, y a la sociedad porque tendrá pocas garantías de que el preso 
no vuelva a delinquir, así como de la desocialización del preso y la falta de credibilidad de la 
Institución penitenciaria. Aspectos que harán también surgir un conflicto de relación entre: 
preso/víctima y preso/sociedad. 
2) En lo que concierne a las partes implicadas en el conflicto penitenciario, los principales 
actores que intervienen en dicho conflicto son por un lado, en relación a la convivencia dentro 
de prisión, el preso y la Administración penitenciaria –SGIP/directores y funcionarios de 
vigilancia–, y de otro, además, la víctima y la sociedad en relación a su “participación” en el 
sistema penitenciario.
Respecto a las percepciones e intereses que las partes aludidas tienen sobre el conflicto, a 
mi juicio, están determinados en gran medida por los condicionamientos de la vida en prisión 
–estructura, personas que conviven y relaciones que se generan- entre los que sobresale, como 
acabo de señalar, la violencia, la suspicacia, la necesidad de adaptación o “sumisión” al medio 
carcelario como forma de sobrevivir en un entorno adverso y sobredimensionado, regido por 
la autoridad, así como la falta o limitación de capacidades –aptitudes y actitudes–”386 para 
gestionar adecuadamente las relaciones, provocada dicha falta de capacidades, en algunos 
386 Hemos de recordar el perfil de la mayoría de los reclusos caracterizado por: baja o nula educación, 
baja empleabilidad, problemas de drogadicción y trastornos mentales. 
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casos, por la manera en la que los reclusos cumplen la pena de prisión –p. ej.: regímenes de 
aislamiento–. Así tenemos que:
Desde la perspectiva de la Administración penitenciaria –Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias/Directores de Centros Penitenciarios– las prisiones son estructuras arquitectónicas 
que garantizan la vida y salud de los presos, bien equipadas materialmente, con profesionales y 
todas aquellas actividades tratamentales necesarias para la rehabilitación del condenado que cumple 
allí su pena. Se puede pensar que su interés principal es conseguir “buen orden” y “seguridad” en 
las diferentes cárceles, dejando la resocialización, cuando menos, en segundo plano. 
Los funcionarios de vigilancia perciben lo más negativo del sistema penitenciario y cuentan 
para resolver los conflictos, con un único instrumento legal a su alcance, esto es, a través de 
la aplicación del régimen disciplinario y las medidas coercitivas, es decir, lo que implica el 
ejercicio de la autoridad de una manera “violenta”. En la mayoría de los casos tal ejercicio de 
autoridad no es aceptado por el recluso que la percibe como abuso de poder, de modo que se 
produce un aumento de la tensión y un empeoramiento de la comunicación.
Los presos por su parte sufren en su mayoría tanto la denominada victimización carcelaria 
como la post-carcelaria. Tal y como ha afirmado NEUMAN387, el preso es una víctima del 
Sistema jurídico penal; el hacinamiento, la falta de intimidad, los tratos vejatorios: tanto entre 
los presos como de los funcionarios a los reclusos; la dudosa alimentación; las agresiones 
sexuales; las drogas; la vigencia de la ley del terror; esto es la existencia de mafias dentro de la 
prisión. Y además, los reclusos también experimentan la victimización post penitenciaria pues 
arrastra el rechazo social tras su puesta en libertad.
Todo ello es un obstáculo para la asunción por el preso de responsabilidad por sus actos, 
pues el recluso se siente víctima del sistema al percibir que no se respetan sus derechos más 
elementales, y que el sistema es injusto y desproporcionado, de modo que su interés principal 
es salir cuanto antes de prisión
De otro lado la víctima percibe que el Sistema jurídico penal no le ha reparado el daño 
sufrido, sobre todo desde un punto de vista moral, generando sentimientos de impotencia y 
venganza. Desde esta percepción, la víctima considera que la cárcel es el lugar más adecuado 
para el infractor, siéndole indiferente las condiciones en las que cumpla la pena.
La sociedad, que suele estar muy mediatizada por los medios de comunicación y la información 
que le llega de los políticos, que buscan réditos electorales, considera, casi siempre, que la 
mejor manera de alcanzar la seguridad en la convivencia social es a través del endurecimiento 
del sistema punitivo. La sociedad que desconoce la complejidad del Sistema jurídico penal, 
parece tener como único interés, que el delincuente cumpla de la manera más severa, la pena 
impuesta.
387 NEUMAN E., “El preso víctima del Sistema penal” en Cuaderno Eguzkilore: Cuaderno del 
Instituto Vasco de Criminología, Nº Extra 1, 1988, pp. 93 a 114.
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Los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria perciben el conflicto penitenciario a través de 
las quejas y recursos que llegan por parte de los presos y los informes de la Administración 
Penitenciaria. Por tanto, la información que reciben en la mayoría de los casos es sesgada y 
su percepción en muchas ocasiones no tiene nada que ver con la perspectiva o visión de las 
partes. 
En suma, las percepciones e intereses de las partes son contrapuestas. Dichas percepciones 
e intereses se polarizan por la propia dinámica carcelaria, lo que hace difícil “a priori” la 
resolución pacífica y eficaz del conflicto. 
3) En lo que respecta a los mecanismos que prevé la legislación penitenciaria para prevenir 
o resolver los conflictos en prisión, tenemos, por un lado, aquellos que amenazan con la pérdida 
o no concesión de beneficios penitenciarios, permisos y mejoras en el régimen penitenciario y, 
por otro lado, aquellos que se caracterizan por ejercer la autoridad de forma violenta sobre el 
preso, a través de medidas de aislamiento y riguroso control –régimen disciplinario, régimen 
cerrado, limitación regimental del art. 75.1 RP y FIES entre otras–. 
Respecto a los primeros, presentan dos aspectos cuestionables, que ponen en tela de 
juicio su eficacia, por un lado, la concesión de estos mecanismos está supeditada al “buen 
comportamiento”, algo difícil de valorar si no existe un adecuado programa de tratamiento sobre 
el que evaluar los convencimientos íntimos del recluso dando lugar a situaciones paradójicas 
en las que personas que muestren una “sumisión aparente” a la Institución penitenciaria pueden 
disfrutar de los beneficios penitenciarios aludidos pero sin haber experimentado un cambio 
real de actitudes y; por otro lado, existen determinados conflictos fruto de la propia dinámica 
convivencial carcelaria –tal y como ya se han reseñado con anterioridad– que no pueden ser 
prevenidos a través de estos mecanismos. Tal y como analizaré más adelante, considero, por 
un lado, que las técnicas restaurativas pueden ayudar a mejorar el tratamiento penitenciario y 
sobre sus resultados se podría realizar una valoración más adecuada sobre la concesión de los 
beneficios penitenciarios y por otro lado, estimo que, el aprendizaje de técnicas de gestión de 
conflictos podría ayudar a prevenir futuros conflictos propios de la dinámica carcelaria.
Y en relación a los segundos, caracterizados por ejercer la autoridad de manera violenta 
para reprimir los conflictos, el referido ejercicio de autoridad por parte de la Administración 
penitenciaria adolece, según mi criterio, por un lado, de graves deficiencias jurídicas según 
exige el Estado de Derecho y de otro, se traduce en la aplicación de rigurosas medidas de 
control personales que conllevan graves consecuencias físicas y psicológicas para la persona 
del recluso, las cuales, a su vez, anulan o limitan las capacidades del preso para poder gestionar 
de manera sosegada sus relaciones. 
En consecuencia, dichos mecanismos lejos de solucionar el conflicto, lo agravan y perpetúan 
porque la manera en la que lo afrontan genera, por un lado, consecuencias negativas para todas las 
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partes: el recluso se ve privado o limitado en sus derechos -aislamiento, regresiones a primer grado, 
suspensión de permisos o beneficios penitenciarios, traslados de prisión, entre otros - sin justificación 
“razonable a su juicio”; el funcionario percibe un mayor nivel de presión e incomprensión a la 
hora de desempeñar su trabajo; la Administración penitenciaria además del JVP, en su caso, ven 
incrementado su volumen de trabajo burocrático a raíz de las quejas y recursos; la víctima no se 
siente resarcida por el daño ocasionado; y la sociedad no tiene garantías de que el condenado no 
vuelva a delinquir. Y por otro lado, la autoridad ejercida, sin respeto a los derechos fundamentales y, 
con la única finalidad de mantener la seguridad temporal en la prisión, no es totalmente efectiva para 
la resolución del conflicto en el ámbito penitenciario por diversas razones:
1º El recluso percibe tal autoridad como abuso de poder y no la considera legítima: Por 
consiguiente, lo más frecuente es que las órdenes de la autoridad- funcionarios de vigilancia- 
sean desobedecidas por parte del recluso, a veces de manera violenta. Ante la desobediencia 
del recluso la Administración penitenciaria responde con mecanismos legales que prevén más 
violencia –medidas coercitivas, sanciones, regresiones de grado etc…– y el recluso retroalimenta 
su percepción negativa de un sistema injusto y desproporcionado, amén de las secuelas físicas y 
psíquicas que le acarrea. Se crea así una espiral de violencia que agrava y perpetúa el conflicto 
penitenciario en todas sus dimensiones388.
2º Si el único objetivo que se plantea la Administración penitenciaria en su actuación es preservar 
a toda costa la seguridad del Establecimiento penitenciario y no tiene en cuenta para ello el resto de 
intereses de las partes en conflicto – preso, víctima, sociedad– ni las consecuencias físicas y psíquicas 
que tal actuación conlleva para la persona del recluso, la Administración penitenciaria estará limitando 
gravemente al preso la posibilidad de resocialización al convertirle en una víctima del sistema. Esta 
victimización terciaria es un factor especialmente criminógeno, pues el preso al sentirse víctima no 
asume ningún tipo de responsabilidad por sus actos. Si no asume ningún tipo de responsabilidad 
tampoco ve razones para cambiar de actitud, y así resultará también difícil que encuentre motivos 
para reparar a la víctima y empatizar con ella. Por tanto los fines resocializadores y restaurativos se 
verán truncados, junto con el fin de seguridad pues la reincidencia estará asegurada.
3º A pesar de que el Estado de Derecho ha institucionalizado algunas maneras de gestionar 
el conflicto penitenciario – recursos y quejas al JVP–, que pretenden evitar la venganza, extraen 
la resolución del conflicto a las partes enfrentadas –preso/Administración penitencia/víctima– 
y se lo entregan al poder judicial. Se trata de una forma de objetivación que separa el autor 
388 Sobre ello RÍOS MARTÍN J.C. Y OTROS, “La mediación penal y penitenciaria (experiencias 
de diálogo en el sistema penal para la reducción de la violencia y el sufrimiento humano”), 3ª edición, 
Colex, 2012, pp. 192-193.
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de su acto, y que entrega la resolución a un tercero con poder resolutivo. En estas formas de 
intervención hay implícito un patrón divisorio, porque se observa el conflicto como producto de 
las diferencias entre lados opuestos. Siempre que se intervenga sobre un lado exclusivamente, 
se desequilibra el otro lado. Este modelo provoca el paradigma de lucha vencedor/vencido y 
las actitudes inherentes a dicho patrón, reproduciendo las actitudes de victoria de una parte y 
exasperando el deseo de venganza por la pérdida del recurso/queja de la otra parte389. Lo que 
hace difícil llegar a un acuerdo satisfactorio para todos.
En conclusión podemos afirmar que estamos ante soluciones legales y/o institucionales 
que “neutralizan” temporalmente el conflicto, proporcionando una “seguridad” limitada, pero 
que mantienen e intensifican las causas que dieron lugar al mismo: la violencia, el miedo, el 
recelo, la venganza o simplemente la falta de capacidades para gestionarlo adecuadamente. 
Siendo previsible que el conflicto vuelva aflorar, no sólo dentro de prisión sino también tras la 
excarcelación del recluso, limitando con ello la eficacia del sistema penitenciario para alcanzar 
los fines que constitucional y legalmente tiene atribuidos –art. 25.2 CE / art. 1 LOGP390–: la 
resocialización y reinserción del preso a la par que la restauración a la víctima y la seguridad 
de la sociedad.
Desde esta situación resulta imprescindible la exploración de otros métodos de resolución de 
conflictos dentro del ámbito penitenciario, que permitan una resolución más humana y eficaz del 
mismo. Y para ello es necesario que todas las partes implicadas –víctima, infractor, sociedad, 
Administración penitenciaria y JVP– perciban que la nueva forma de intervenir para resolver o 
gestionar el conflicto les beneficia. 
Estimo que las técnicas restaurativas pueden ofrecer una solución más humana y eficaz que 
responda realmente a parámetros resocializadores y restaurativos, con los que dar una respuesta 
satisfactoria a los intereses de todas las partes. Pues las técnicas restaurativas permiten391, 
a aquellas, expresar, por medio de la escucha y el diálogo, su “visión” del problema, sus 
“sentimientos” y sus “dificultades”, además de facultarlas para adoptar una “solución pacífica” 
que satisfaga a todas, lo que las “obliga”, a su vez, a empatizar con la situación particular de 
la otra parte. En palabras de HARPER LEE “Si consigues aprender una sola cosa te llevarás 
mucho mejor con tus semejantes, nunca llegarás a comprender a una persona hasta que no 
veas las cosas desde su punto de vista”392.
389 En esta misma línea Luhé Palma Chazarra se ha manifestado de forma paralela, en el ámbito 
estricto del proceso penal, en su Tesis: “La mediación como proceso restaurativa en el Sistema Penal” 
p. 200, dirigida por el prof. Dr. Borja Mepelli Caffarena.
390 Tal y como se expuso en el Capítulo I.
391 Tal y como analizaré en el Capítulo siguiente.
392 Frase extraída del libro “Matar a un ruiseñor” escrito por Harper Lee y publicado en 1960.
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LA MEDIACIÓN PENITENCIARIA A 
LA LUZ DE ALGUNAS EXPERIENCIAS 
PRÁCTICAS EN LAS CÁRCELES 
ESPAÑOLAS
“El limitarse a cumplir la condena degenera de manera inexorable a los hombres y a sus 
guardianes. Pero usar ese tiempo como oportunidad para un cambio de valores de ambos 
colectivos, eventualmente mejorará la calidad de vida de toda la humanidad” 
-LIPTON 1992-

151
CAPITULO III.  
EL MARCO TEÓRICO Y NORMATIVO DE LA MEDIACIÓN 
PENITENCIARIA Y OTRAS TÉCNICAS RESTAURATIVAS DE ESTILO 
MEDIATORIO. 
1. MARCO TEÓRICO: ORIGEN, CONCEPTO, FUNDAMENTOS Y PRINCIPIOS 
En el presente apartado se estudiará principalmente la mediación como técnica restaurativa 
de resolución de conflictos: su caracterización general como parte de los denominados 
“mecanismos alternativos de resolución de conflictos” –ADR–, sus fundamentos, principios y 
clases. Y con carácter residual se expondrán otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio tales 
como las conferencias grupales o los paneles de sentencias, entre otras. También se analizará 
la armonización de las referidas técnicas con los principios y garantías del Estado de Derecho 
para poder ser introducidas en nuestro Sistema jurídico penal y en concreto en el penitenciario, 
como una nueva forma de intervenir en la resolución de conflictos, complementaria393 a los 
mecanismos ya previstos legalmente y valorar así la posible mejora de la eficacia del Sistema 
penitenciario.
1.1. Mecanismos alternativos de resolución de conflictos –ADR–
En las últimas décadas se ha asistido al fomento y a la expansión en los distintos ordenamientos 
jurídicos de mecanismos de resolución de conflictos alternativos394 a la tutela judicial tradicional, 
393 Según la relación del sistema de justicia penal con los instrumentos de la justicia restaurativa que 
se desarrollen en un Estado, se pueden distinguir: 1. Sistemas complementarios a los Tribunales. 2. 
Sistemas alternativos al enjuiciamiento. 3. Iniciativas ajenas a la Justicia.
394 A partir de los años 70, estudiosos del derecho como Lon Fuller (FULLER, L., “Mediation: Its 
Forms and Functions” Southern California Law Review 44, 1971, pp. 305-339), F. Sander (SANDER, 
F. y FRANK E. “Varieties of Dispute Processing” in The Pound Conference: Perspectives on Justice in 
the Future (A. Levin & R. Wheeler eds., West, 1979) Roger Fisher (FISHER, ROGER, ELIZABETH 
KOPELMAN, and ANDREA KUPFER SCHNEIDER, Beyond Machiavelli: Tools for Coping with 
Conflict. Cambridge, MA, Harvard University Press, 1994), todos ellos de la Harvard Law School, o 
el conocido autor Howard Raiffa (Raiffa, H., “Decision Analysis: Introductory Lectures on Choices 
Under Uncertainty”, Addison-Wesley, Reading, MA, 1968; RAIFFA, H., “The Art and Science 
of Negotiation”, Harvard Univ. Press, Cambridge, MA, 1982; RAIFFA, H., RICHARDSON, J. and 
METCALFE, D., “Negotiation Analysis: The Science and Art of Collaborative Decision” Harvard 
Univ. Press, Cambridge, MA, 2003) han contribuido notablemente a la formación del pensamiento 
teórico respecto a los procedimientos y aplicación de técnicas para la resolución de conflictos fuera de los 
tribunales. Sobre ello VARONA MARTÍNEZ, G. (“La mediación reparadora como estrategia de control 
social. Una nueva perspectiva criminológica”, Ed. Comares, Granada, 1998, p. 140) quien atribuye 
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asentados en la autonomía de la voluntad, con los que se busca una mejor gestión de los mismos. 
La doctrina395 suele referirse a dichos mecanismos alternativos como mecanismos alternativos 
de resolución de conflictos. En el ámbito anglosajón, donde los referidos mecanismos 
alternativos tienen su origen396, se refieren a ellos como ADR, siglas que corresponden a los 
términos ingleses Alternative Dispute Resolutions. A criterio de BARONA VILAR397 las causas 
el surgimiento de los ADR, además de al descontento con el funcionamiento de la Administración de 
justicia, a los estudios antropológicos realizados en la década de los sesenta y setenta por PALUMBO, 
D.J., MUSHEN, M. y HALLET, M. (“The política construcción of Alternative Dispute Resolution and 
Alternatives ot Incarceration, Evaluation, and planning 17, 2, pp. 197-203) citados en su obra.
395 SAN MARTÍN LANIRROA, M.B., “La mediación como respuesta a algunos problemas jurídico 
criminológicos; del presente francés al futuro español” en Publicaciones del Departamento de Justicia, 
economía, trabajo y seguridad social del Gobierno Vasco, Vitoria, 1997, p. 94; ESPLUGUES, C. y 
BARONA VILAR, S., (eds.) “Global perpectives on ADR”, Ed. Intersentia, Cambridge, 2014; BARONA 
VILAR, S., “Solución extrajudicial de conflictos. Alternative dispute resolution [ADR], Ed. Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1999; MEJIAS GOMEZ, J.F., “Sistemas alternativos de resolución de conflictos” en 
Cuadernos de Derecho Judicial, Escuela Judicial del Consejo General del Poder Judicial, Evitación del 
proceso, Nº 24, 1997, pp. 299-338.
396 Los llamados sistemas ADR –acrónimo de la denominación en inglés Alternative Dispute 
Resolution– son de origen norteamericano. Se suele considerar como su partida de nacimiento un célebre 
artículo del Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Harvard, Roscoe POUND, publicado 
en 1906 y titulado “Las causas de la insatisfacción popular con la Administración de Justicia”. En los 
años 60 y 70 del siglo pasado, la situación de la Justicia norteamericana era verdaderamente insostenible. 
Puede señalarse como muestra que el montante económico de los gastos legales en Estados Unidos era 
superior a la facturación de toda la industria siderúrgica. Llegó a haber en un año más de 18 millones de 
pleitos civiles, uno por cada diez adultos. Esta situación hizo que se pusieran en marcha los diferentes 
sistemas alternativos al proceso y, como más importantes, la conciliación, la mediación, la evaluación 
preliminar independiente, el mini-juicio, y el arbitraje”. Sobre ello TORRES ESCÁMEZ, S., “Pasado, 
presente y futuro de la mediación como sistema de solución de conflictos”, en El notario del siglo XXI, 
revista online del Colegio Notarial de Madrid, Nº 32, julio-agosto 2010, pp. 95-117.; BARONA VILAR, 
S., (“Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela plural del ciudadano que permita 
la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)” en la Revista Seqüência: estudios jurídicos y 
políticos, Nº 51, 2005, pp. 173- 178)
Sin embargo, otros autores como VINTIMILLA SALDAÑA (Resolución de conflictos”, Revista 
electrónica, Universidad de Alcalá de Henares, AECID, 2011, en http://diccionario.pradpi.org, pp. 1-7) 
sitúan el momento concreto del auge internacional de los medios alternativos de solución de conflictos 
–ADR-, cuando Warren E. Burger, Presidente de la Corte Suprema de Justicia de los EE.UU, convocó 
en abril de 1976, a la Conferencia para conmemorar el referido discurso de Roscoe E. Pound sobre 
“Las causas de la insatisfacción popular con la administración de justicia” pronunciado en 1906. De 
aquel evento surgieron novedosas ideas para dotar de alternativas adicionales al abordaje tradicional 
de los conflictos gracias a la intervención del aparato estatal, es decir, se articula un conjunto de 
procedimientos que permiten manejar y resolver una diferencia sin recurrir a la fuerza y sin que lo 
resuelva necesariamente un juez
La adaptación a Europa de un movimiento de ADR semejante al estadounidense resultaba 
particularmente compleja por diversas razones, pero en los últimos años la utilización de la mediación se 
ha incrementado considerablemente –Reino Unido primero, luego Alemania, Francia y ahora España–, 
tal y como analizaremos en el presente trabajo. En particular, en la última década, en España, se ha 
observado una notable potenciación de la técnica de la mediación desde diversos foros, habiéndose 
desarrollado diversas iniciativas para fomentar y difundir la mediación mediante programas de formación 
y capacitación.
397 BARONA VILAR, S., (“Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela plural del 
ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)” en la Revista Seqüência: 
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que han provocado el surgimiento de los referidos mecanismos alternativos a la tutela judicial 
son principalmente tres: 1º El colapso que se ha producido ante los órganos jurisdiccionales 
civiles y penales; 2º El sentimiento creciente de que faltan mecanismos privados de resolución 
de controversias, sobre todo entre los particulares; y 3º La incapacidad intrínseca del sistema 
de poder asegurar a todos el acceso a la justicia.
Los mecanismos ADR se caracterizan principalmente por romper con el esquema tradicional 
del sistema judicial, vencedor-vencido. A través de dichos mecanismos ADR se desapodera en la 
mayoría de los casos a un tercero de la potestad de decidir por encima de las partes enfrentadas y 
se abre la posibilidad de encontrar soluciones que puedan satisfacer el conjunto de los intereses en 
conflicto. Estos mecanismos ADR surgieron originariamente como un movimiento de búsqueda 
de una alternativa al juicio, dirigida únicamente a la resolución del conflicto, actualmente 
este movimiento amplía sus objetivos, entre los que se encuentran además de la resolución, 
la adecuada gestión del conflicto, mediante la prevención y administración del mismo398 . No 
obstante hay autores, como CID MOLINÉ399, que consideran que los movimientos ADR y la 
Justicia restaurativa no son sinónimos, mientras que los primeros buscan una solución pactada, 
la segunda persigue una solución justa en términos restauradores. 
En cualquier caso, a mi juicio, los mecanismos ADR están integrados por figuras diversas 
con características diferentes pero todos ellos coinciden en buscar una alternativa a la tutela 
judicial tradicional –juicio– para resolver los conflictos por medio de: Incentivar el poder de 
las partes para solucionar sus propios conflictos así como en fomentar el fortalecimiento de los 
valores democráticos y la cultura del diálogo. 
Entre las figuras que integran los mecanismos ADR podemos encontrar métodos 
autocompositivos –negociación, mediación y conciliación– y métodos heterocompositivos 
–arbitraje–. Los métodos autocompositivos, se caracterizan porque la solución al conflicto 
viene dada por las partes, mientras que en los métodos heterocompositivos la solución 
viene impuesta por un tercero. Según LÓPEZ VALLÉS y LÓPEZ CÁRDENAS400 en la 
autocomposición la solución que pone fin a la controversia no es impuesta unilateralmente o 
por la fuerza, sino que son las partes las que llegan a un acuerdo de voluntades. Por lo general, 
se traduce en posiciones bilaterales –allanamiento/renuncia– y multilaterales –desistimiento/
estudios jurídicos y políticos, Nº 51, 2005, pp. 169-202/174), quien cita a TWINING, W. Alternative 
to What? Theories of Litigation, Procedure and Dispute Settlement in Anglo-American Jurisprudence: 
Some Neglected Classics. Modern Law Review, 1993, p. 380.
398 Sobre ello FISHER, R., “Más allá de Maquiavelo (herramientas para afrontar conflictos)”, Ed. 
Garnica, Buenos Aires, 1996. 
399 CID MOLINÉ, J., “Mecanismos Alternativos de Solución de conflictos y Derecho penal”, en 
Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, Nº 11, 2007, pp. 151-
168/161.
400 LÓPEZ VALLÉS, S., y LÓPEZ CÁRDENAS, C.M., “Aproximación a la regulación de la 
mediación en el derecho internacional privado y el derecho europeo”, Universidad de Los Andes, 
Revista de Derecho Privado, Nº 51, Junio 2014, 29 pp.
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transacción- a favor del interés ajeno401. Por su parte, la heterocomposición consiste en que las 
partes se someten a un tercero que - en virtud de un contrato o por razón de su oficio - tiene la 
capacidad para imponer una solución definitiva al litigio. Mientras en la autocomposición el 
tercero ocupa una posición infra partes, en la heterocomposición lo hace supra partes, siendo 
esto último lo que le otorgará la capacidad para imponer soluciones402. Cabe destacar que cierto 
sector doctrinal opina que la característica fundamental que diferencia la autocomposición 
de la heterocomposición “no es tanto la intervención de un tercero sino de quién (o quiénes) 
nace la solución del conflicto”403. 
Partiendo de estas diferencias pasaré a definir brevemente cada mecanismo ADR: negociación, 
arbitraje, transacción, mediación, conciliación, defensores y otras técnicas:
- La negociación, según SAN CRISTÓBAL REALES404, se puede definir “como un sistema 
de resolución de conflictos mediante el cual dos o más partes con intereses contrapuestos se 
comunican para llegar a un acuerdo, cediendo en algo cada una de ellas”. Es una figura con 
una larga trayectoria jurídica muy presente en nuestro sistema legal, con la que se intenta: evitar 
el conflicto y ponerle fin cuando ya ha surgido.
- El arbitraje es un método heterocompositivo de resolución de conflictos que junto con el 
proceso judicial goza de una larga tradición en nuestro sistema405. No obstante, queda fuera de 
este arbitraje la potestad para la ejecución forzosa del laudo o decisión final, de tal forma que el 
árbitro se ocupa sólo de la parte juzgadora, la función exclusivamente decisoria, pero no tiene 
nada que hacer con la ejecutiva.
- La transacción según dispone el artículo 1809 del Código Civil se trata de aquel “contrato 
por el cual las partes, dando, prometiendo o reteniendo cada una alguna cosa, evitan la 
provocación de un pleito o ponen término al pleito ya comenzado”. Por tanto la transacción 
401 PELAYO LAVÍN, M., “La mediación como vía complementaria de resolución de conflictos”. 
Tesis doctoral dirigida por el prf. Dr. Lorenzo M. Bujosa Vadell, Universidad de Salamanca, 2011, pp. 
49-51.
402 Sobre ello BARONA VILAR, S., “Mediación en asuntos civiles y mercantiles en España. Tras la 
aprobación de la Ley 5/2012, de 6 de julio”, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2013, pp. 58-63; MORENO 
CATENA, V., “La resolución jurídica de conflictos” en SOLETO MUÑOZ, H. (dir.) “Mediación y 
resolución de conflictos. Técnicas y ámbitos”, Ed. Tecnos, Madrid, 2011, pp. 31-33.
403 Sobre ello PELAYO LAVÍN, M., “La mediación como vía complementaria de resolución de 
conflictos…, ob. cit. p. 26.
404 SAN CRISTÓBAL REALES, S., “Sistemas alternativos de resolución de conflictos: negociación, 
conciliación, mediación, arbitraje, en el ámbito civil y mercantil”, Anuario Jurídico y Económico 
Escurialense, Universidad Antonio de Nebrija Madrid, nº 46, 2013, pp. 39-46.
405 Actualmente regulado en la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. GARBERÍ 
LLOBREGAT, “Comentarios a la Ley 60/2003, de 23 de diciembre de arbitraje I”, Ed. Bosch, Barcelona, 
2004, pp.10009 y ss.; CABANILLAS SÁNCHEZ A., “La revisión de la aplicación de las normas en el 
arbitraje de derecho o del pronunciamiento de los árbitros en el arbitraje de equidad” en BERCOVITZ 
CANO, R. (coord.), “Comentarios a la Ley de Arbitraje”, Ed. Tecnos, Madrid 1991, p. 728; GALLEGO 
SÁNCHEZ, E., “Sobre el arbitraje estatutario. En particular, el de equidad”, en Revista de Derecho de 
Sociedades, nº 32, 2009, pp. 43-78.
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aparece como vía de escape, para que no haya vencedores ni vencidos. Es una figura muy 
estudiada por la doctrina406.
- La mediación según FÁBREGA407, “es el procedimiento no adversarial en el que un 
tercero neutral y que no tiene poder sobre las partes, ayuda a éstas a que en forma cooperativa 
encuentren el punto de armonía en el conflicto”. El mediador, según el referido autor, induce 
a las partes a identificar los puntos de la controversia, a acomodar sus intereses a los de la 
contraria, a explorar fórmulas de arreglo que trasciendan el nivel de la disputa, a tener del 
conflicto una visión productiva para ambas.
A diferencia de otros países como Estados Unidos, la mediación es una de las técnicas 
restaurativas que menos desarrollo ha tenido en España. Aunque en la última década, en 
nuestro país, se ha observado una notable potenciación de dicha técnica desde diversos 
foros habiéndose desarrollado diversas iniciativas para fomentar y difundir la mediación 
mediante programas de formación. En lo que concierne al ámbito penal, según BARONA 
VILAR408, se ha producido un imparable ascenso en el uso de la mediación, aunque no resulta 
sencillo por las características de nuestro Sistema jurídico penal409, donde el Estado es el 
titular del Ius Puniendi y garante de la seguridad. No obstante para dicha autora la aparición 
de técnicas como la de la mediación se justifica en la entidad de los delitos, en las personas 
que quedan afectadas y la calidad de los sujetos imputados, entre otros. Y sin olvidar la 
posible protección a las víctimas.
De otra parte se han desarrollado otras técnicas más complejas de resolución de conflictos, 
tales como: las conferencias de grupo, los círculos sentenciadores y los paneles restaurativos, 
entre otros. A las que me referiré más adelante.
- La conciliación representa una forma autocompositiva de solución de conflictos. Se define 
como la actividad llevada a cabo por un tercero, que, de manera provocada, trata de aproximar 
posiciones enfrentadas, procurando con ello la avenencia entre ellas. En la vía civil, la conciliación 
tiene una importante tradición en nuestro Derecho, pero no se ha visto correspondido por el éxito 
406 Sobre ello BANACLOCHE PALAO, J., en AA..VV : “Comentarios a la Ley de Enjuiciamiento 
Civil” Ed. Civitas, 2001, p. 699.; BARONA VILAR S., “Derecho Jurisdiccional II, proceso civil”, 18ª 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia 2010, p. 384; SAN CRISTÓBAL REALES, S., “La transacción como 
sistema de resolución de conflictos disponibles” en Anuario Jurídico y Económico Escurialense, XLIV, 
Universidad Antonio de Nebrija, Madrid, 2011, pp. 277-302.
407 FÁBREGA, J., “Medios alternativos de resolución de conflictos con especial referencia a la 
República de Panamá y los EE.UU” .Informe presentado en la tercera reunión de los ministros de justicia 
o de ministros o procuradores generales de las américas celebrada del 1 al 3 de marzo de 2000, en    San 
José, Costa Rica (Resolución de la Asamblea General: Reunión de Ministros de Justicia AG/RES 1562 
(XXVIII-0/98), Departamento de Derecho Internacional, Organización de los Estados Americanos, 
Washington D.C., en www.oas.org/juridico/spanish/tercera_reunión_de_ministros_de_htm.
408 Sobre ello BARONA VILAR, S., “Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela 
plural del ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)…, ob. cit. p. 183. 
409 Aspecto que será abordado más adelante, apartados 1.2 d) y 1.4 de este Capítulo.
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de su aplicación en la práctica410. A criterio de BARONA VILAR411 si con la mediación el tercero 
trabaja para aproximar a las partes e intentar que sean éstas las que lleguen a una solución del 
conflicto, sin proponer solución alguna, el conciliador trabaja menos con las partes, les exhorta, les 
pregunta, y, en su caso, puede llegar a proponer una solución del conflicto o disputa suscitados.
La conciliación es un mecanismo con raigambre histórico en nuestro ordenamiento jurídico, 
como ya hemos comentado. Podemos hacer dos grupos: 1º Las conciliaciones sin intervención 
pública, en las que la solución del conflicto es consecuencia de la cesión de las partes, de tal manera 
que dicha solución no se alcanza por decisión impuesta supra partes sino inter partes, y 2º Las 
conciliaciones con intervención pública ante organismos públicos. En nuestro Derecho existen de 
varios tipos. Así, unas se confían a órganos no judiciales - Juntas Arbitrales de Arrendamientos 
Rústicos, Registro de la Propiedad Industrial o Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana - y en 
otras ocasiones se atribuyen a órganos judiciales, pudiendo, a este respecto, distinguir las dos 
clases de conciliaciones judiciales: 1) Preventiva o preprocesal, y la 2) Intraprocesal, regulada 
en la actualidad en la audiencia previa. La diferencia entre ambas está en que si la conciliación se 
realiza antes de la litispendencia será preventiva, tendiendo a evitar el proceso, mientras que si se 
realiza después, pretendiendo la finalización del mismo, será intraprocesal.
En lo que respecta a la conciliación judicial preventiva412 es un medio de autocomposición 
que se ofrece a las partes en un conflicto de intereses que se efectúa ante un órgano jurisdiccional 
para que en su presencia traten las partes de solucionar el conflicto que las enfrenta. Así como 
en el proceso civil la conciliación fue poco a poco perdiendo credibilidad hasta convertirse tras 
los años, en voluntaria, en el proceso laboral es obligatoria413.
Según BARONA VILAR414 en materia penal, como punto de partida se niega la 
conciliación. Ello no es óbice a algún supuesto que requiere especial mención, como sucede, 
410 Sobre ello GARCIANDÍA GONZÁLEZ P., “Materiales para la práctica de la mediación. Esquemas, 
cuestiones y formularios para el ejercicio de una profesión en alza”, Ed. Thomson Reuters Aranzadi, 
Navarra, 2013, p. 36.
411 BARONA VILAR, S.,“Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela plural del 
ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)…, ob. cit. p. 189.
412 Durante mucho tiempo en España esta conciliación preprocesal era obligatoria, habiéndose 
convertido con el paso de los años en una traba u obstáculo procesal, lo que llevó a que el legislador, con 
la reforma de la Ley 34/1984, de 6 de agosto, la convirtiera en voluntaria para las partes.
413 Por un lado, se regula en el ámbito laboral la conciliación previa. Esta función conciliadora la venía 
desarrollando el IMAC - Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación -, creado por RD-Ley 5/1979, 
de 26 de enero y desarrollado por RRDD 998/1979, de 27 de abril, y 2756/1979, de 23 de noviembre, de 
procedimiento. Si bien el IMAC desapareció con la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, la función sigue 
desarrollándose por órganos de las Comunidades Autónomas. Y junto a este Servicio administrativo, 
el legislador laboral permite que el Estado proceda a crear órganos distintos, atribuyéndoles funciones 
conciliadoras, sin olvidar la posibilidad de creación de órganos conciliadores por vía convencional entre 
trabajadores y empresarios, pero precisa y exclusivamente por medio de los acuerdos interprofesionales 
o los convenios colectivos. Lo significativo es el carácter obligatorio de la conciliación previa, 
convirtiéndose así en verdadero presupuesto procesal
414 BARONA VILAR, S., “Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela plural del 
ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)…, ob. cit. p. 192.
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por ejemplo, con el proceso por calumnias e injurias contra particulares sin publicidad, en 
el que los componentes de carácter privado les hacen caracterizarse por elementos diversos 
a los comunes, y de este modo se regula, como requisito de procedibilidad, el intento de 
conciliación, de manera que la falta de certificación acreditativa del mismo impide la 
continuación del proceso hasta que se aporte.
- Los defensores. Su intervención, aun sin ser de carácter decisorio, contribuye a resolver 
conflictos y disfunciones del sistema. En España esta figura existe en distintas Instituciones. 
Así, entre otros, el Defensor del Pueblo, figura con rango constitucional415; el Defensor de 
las Comunidades Autónomas; y otros como el creado en el seno de instituciones como la 
Universidad. 
- Otras técnicas: El mini-trial416 o la evaluación temprana neutral417 representan experiencias 
del Derecho comparado. En nuestro país hay una falta de cultura y de experiencia en estas 
figuras que haría difícil su puesta en práctica.
415 Según el Art. 54 CE “Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto 
comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos 
en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las 
Cortes Generales”.
416 Según ESTABILO CASTRO, F. (“Métodos alternativos de resolución de controversias”, Anuario 
de Derecho, México, en Obra en Homenaje a Rodolfo Cruz Miramontes, 2008, T. I, Nº 427, pp. 225-
227) el método mini-trial, a diferencia de cualquier otro método ADR , representa una mini - versión de 
prueba que involucra a los que toman las decisiones de las empresas que tienen una disputa, haciéndolos 
participar en la presentación de sus respectivos casos y el proceso de negociación posterior. Un mini - 
juicio en general no es un método de unión a menos que las partes acuerden lo contrario. Si bien fomenta 
el diálogo y el intercambio de posiciones entre las partes. 
417 La evaluación temprana neutral consiste en la presentación del caso a cargo de ambas partes o 
sus abogados ante un tercero neutral, que pueda hacer una evaluación de cómo el caso prosperaría si 
llega a los tribunales. En el ámbito empresarial, suele efectuarse ante los funcionarios superiores de las 
organizaciones en conflicto, en cuyo caso, el tercero puede actuar como un moderador, y en su caso, 
ofrecer su evaluación. En los Tribunales Federales de Estados Unidos, este mecanismo suele estar a 
cargo de un funcionario del tribunal llamado “Magistrate Judge” categoría intermedia entre nuestro 
secretario de juzgado y el Juez.
Los profesores Joshua D. Rosemberg y H. Jay Folgerg (“Alternative Dispute Resolution” An 
Empirical Research, Stanford, Law, Review, Volume 46, Nº 6 July 1994) realizaron una investigación 
en el Northern District of California sobre el Northern District of California sobre el programa 
conocido como evaluación neutral previa, ENE –Early Neutral Evaluation–. Relatan que este programa 
del Tribunal, fue diseñado por un Comité creado en 1982, por disposición del Chief Judge Robert F. 
Peckham, quién había encomendado el desarrollo de procedimientos que permitieran acotar el costo y 
la demora de los litigios. El objetivo de la E.N.E. es instar a las partes a analizar la propia situación en 
el juicio y provocar que ellas y sus abogados escuchen la presentación del caso de la contraria. También 
el proceso fue pensado para ayudar a las partes a identificar las reales áreas de acuerdo y de disputa, 
así como también a focalizar la prueba en los hechos centrales descubriendo de este modo la prueba 
relevante y decisiva para el juicio. Además se proporciona a los litigantes y sus abogados un escenario 
confidencial para medir la fortaleza de sus posiciones y descubrir el valor real del caso. Finalmente se 
pensó que este mecanismo daría a las partes la oportunidad de negociar un acuerdo.
Se estableció un programa piloto a cargo del Magistrate Judge Wayne Brazil en e Northern District 
of California en 1985.
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Para BELLOSO MARTÍN418 las ventajas de los mecanismos autocompositivos sobre los 
heterocompositivos radican en que la autocomposición necesita la cooperación de las partes, de 
modo que ambas ganen y pierdan algo, para resolver su conflicto. Esto permite que terminado 
el litigio, las partes puedan mantener una mejor relación entre ellas, al haber pactado su propio 
acuerdo.
Por su parte VINTIMILLA SALDAÑA419 considera que la incorporación de estos 
procedimientos, tanto en el ámbito privado como público, local e internacional, constituye 
una condición para que el sistema de justicia funcione adecuadamente. Así señala entre los 
objetivos de los movimientos ADR: 1º Incentivar el poder de las partes para solucionar sus 
propios conflictos como expresión de una sociedad democrática que facilita el acceso a la 
justicia para todos los ciudadanos, resolviendo, de esta manera, la congestión innecesaria de los 
juzgados así como la demora y los elevados costos y; 2º Fomentar tanto el fortalecimiento de 
valores democráticos como la cultura del diálogo, incrementando la participación responsable 
de la comunidad y de los individuos en una resolución constructiva de los problemas frente a 
diversos actores, entre ellos el Estado.
El referido autor estima además que estos instrumentos brindan a la colectividad varios 
beneficios, pues se constituyen en verdaderos alicientes para obtener un cambio integral en las 
actitudes humanas en busca de una cultura de paz. Se asientan en la prevención de la violencia 
y apoyan procesos de formación de nuevos liderazgos que ponen énfasis en el respeto de lo 
diverso y el robustecimiento de las relaciones humanas. Buscan considerar y entender las causas 
profundas del conflicto para, a partir de ahí, resolverlo adecuadamente.
En el orden jurisdiccional penal, a diferencia de otros órdenes jurisdiccionales –civil, 
mercantil o laboral– la utilización de vías de resolución de conflictos de carácter extrajudicial 
plantea importantes dificultades que se suscitan respecto de cualquier instrumento que atente 
contra la exclusividad de la jurisdicción penal420 –aspecto que será abordado más adelante–.
418 BELLOSO MARTÍN, N., “Sistemas de resolución de conflictos: formas heterocompositivas y 
autocompositivas” en Estudios sobre la mediación: la Ley de mediación familiar de Castilla y León 
2006, pp. 51-82.
419 VINTIMILLA SALDAÑA, J., “Resolución de conflictos”, Revista electrónica, Universidad de 
Alcalá de Henares, AECID, 2011 en http://diccionario.pradpi.org, pp. 1-7 /2.
420 Según ALBA ISASI, J. (“Estudio de la mediación como sistema alternativo de resolución de 
controversias, análisis de la Ley 5/2012, de 6 de julio”, en Noticias Jurídicas, Mayo 2013, www.
noticias.juridicas.com) la Ley 5/2012 excluye expresamente la mediación penal de su ámbito de 
aplicación. De esta forma, como primera decisión que ha tomado el legislador español respecto de 
este tipo de mediación, es dejar para una regulación específica la mediación en causas penales, la cual 
nos hallamos obligados a impulsar a través de disposiciones legales como la actual Directiva 2012/29/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas 
mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye 
la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo. En cumplimiento de dicha Directiva el Estado Español ha 
dictado la L.O. 4/2015 de 27 de abril, por la que se regula el Estatuto de la víctima del delito en España 
en cuyo art. 15 se reconoce el derecho de la víctima a acceder a los servicios de justicia restaurativa, en 
los términos que reglamentariamente se determinen.
159
Capítulo III. El marco teórico y normativo de la mediación penitenciaria y otras...
1.2. Mediación 
a) Concepto y naturaleza
La Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo y del Consejo de 21 de mayo de 
2008 sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles421, define la 
mediación en su artículo tres como “un procedimiento estructurado, sea cual sea su nombre 
denominación, en el que dos o más partes en un litigio intentan voluntariamente alcanzar 
por sí mismas un acuerdo sobre la resolución de su litigio con la ayuda de un mediador”. 
De acuerdo con ello se ha pronunciado la vigente Ley de Mediación española 5/2012, de 
6 de julio sobre asuntos civiles y mercantiles422, en su artículo primero, “se entiende por 
mediación aquel medio de solución de controversias, cualquiera que sea su denominación, 
en que dos o más partes intentan voluntariamente alcanzar por sí mismas un acuerdo con la 
intervención de un tercero”.
Dentro de este ámbito de aplicación, a su vez podemos encontrar dos subdivisiones posibles 
analizando la edad del que ha cometido el delito. En este sentido, si hablamos de la Justicia penal de 
menores, en nuestro país, este es el único ámbito en que la mediación penal goza de reconocimiento 
legal expreso a través del enjuiciamiento y sanción de aquellos sujetos que, en el momento de comisión 
del hecho constitutivo de delito o falta, rebasasen los catorce años de edad y no superasen los dieciocho. 
Concretamente, la cobertura legal se encuentra en los arts. 19 y 51.3 de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 
de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores y arts. 5, 8.7 y 15de su Reglamento de 
desarrollo, aprobado por Real Decreto 1774/2004, de 30 de julio.
La razón de la inclusión por el legislador procesal español en el ámbito de los menores descansa 
en el principio de intervención mínima, así como en el predominio que en él adquieren «los criterios 
educativos y resocializadores sobre los de una defensa social basada en la prevención y que pudiera 
resultar contraproducente para el futuro (del menor)». En consecuencia, en este ámbito la mediación se 
dibuja como un procedimiento de carácter «institucionalizado» puesto que son los miembros del equipo 
técnico o de las entidades públicas encargadas de la ejecución de las medidas de seguridad que pudieran 
imponerse a los menores quienes desempeñan la tarea de crear un espacio de diálogo y entendimiento 
entre éstos y sus víctimas.
Por el contrario si hablamos de la Justicia penal de adultos, en la actualidad, entre las concesiones que 
nuestro ordenamiento hacen la Justicia restaurativa no se encuentra la mediación. Las únicas referencias 
que nuestro ordenamiento hace a la mediación son: 1. La contenida en el art. 87 ter de la LOPJ, y lo 
es para excluir categóricamente la mediación del ámbito de competencia de los Juzgados de Violencia 
sobre la Mujer y, por ende, de cuantos hechos son susceptibles de ser calificados como actos de violencia 
de género. La razón de la exclusión parece encontrarse en los principios de necesidad y legalidad que 
tradicionalmente informan nuestro sistema penal y procesal penal, así como en la consideración de que 
la persecución y sanción de la mayor parte de las conductas constitutivas de delito o falta constituyen 
asuntos de interés público, de forma que la mediación no haga que algunos delitos queden impunes o que 
pueda suponer una tácita renuncia del Estado al propósito de rehabilitar socialmente a los delincuentes. 
2. La previsión del art. 84.1.1ª CP según la cual el J/T sentenciador podrá condicionar la suspensión de la 
ejecución de la pena de prisión al cumplimiento del acuerdo de mediación alcanzado por la partes.3. El 
derecho de la víctima a acceder a los servicios de justicia restaurativa, según el art. 15 de la LO 4/2015 
de 27 de abril, por la que se regula el Estatuto de la víctima.4. LECrm. delitos leves art. 963.1 se prevé 
el archivo si se ha procedido a la reparación y no hay denuncia
421 Publicada en el Diario Oficial de la Unión Europea el 24 de Mayo del 2008, OJ L 136, 24.5.2008, 
p. 3–8 (BG, ES, CS, DA, DE, ET, EL, EN, FR, IT, LV, LT, HU, MT, NL, PL, PT, RO, SK, SL, FI, SV) 
Special edition in croatian Chapter 19 Volume 009 P. 281 - 286
422 Publicado en el «BOE» núm. 162, de 7 de julio de 2012, pp. 49224 a 49242.
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Como ya he adelantado, tradicionalmente la mediación ha sido considerada como una técnica 
autocompositiva, en la que el mediador no es el encargado de decidir el conflicto sino que 
son las partes las que lo hacen. Pero existe una fuerte corriente doctrinal que sostiene que este 
método alternativo de resolución de conflictos se encuentra situado entre la autocomposición 
y la heterocomposición. Ello, por considerar que si bien en su procedimiento interviene un 
tercero neutral –llamado mediador– son las propias partes quienes se encargan de solucionar sus 
diferencias y, con ello, de satisfacer sus necesidades de acuerdo con sus respectivos intereses423. 
Así hay autores como ALONSO GARCÍA424 que la sitúan como un mecanismo intermedio entre 
la conciliación y el arbitraje. Según dicho autor “la mediación toma la fuerza decisiva que en 
último término, tiene la voluntad de las partes interesadas; de éste recoge el papel activo del 
tercero, si bien sin otorgar ni reconocer a sus decisiones la fuerza vinculante de los arbitrajes”. 
Sin embargo, para otros autores425 sus diferencias con respecto a fórmulas heterocompositivas, 
como son el proceso judicial y el arbitraje, son claras, pues en dichos mecanismos la solución 
viene impuesta a las partes por un tercero. Y respecto a las diferencias de la mediación con 
otros mecanismos autocompositivos, como la negociación y la conciliación, serían que: La 
negociación constituye el estadio inicial en la gestión de un conflicto que se resuelve sin que 
se produzca la actuación de terceros neutrales. Y en el caso de la conciliación, el tercero no 
tiene como misión incitar el acuerdo, se limita a reunir a las partes y transmitir entre ellas los 
mensajes o informaciones. Por el contrario, el mediador debe acercar posiciones favoreciendo 
el acuerdo, lo que supone una implicación en el proceso de resolución.
En cualquier caso, podemos concluir que nos encontramos ante una técnica de resolución 
de conflictos en las que las partes son las principales protagonistas para buscar una solución 
dialogada a su conflicto, ayudadas por un tercero neutral, con capacidad para guiar los encuentros 
y acercar posiciones de cara a encontrar una solución pacífica y consensuada.
b) Elementos y funciones
En lo que concierne a los elementos que integran la mediación, según se desprende de su 
concepto, se debe apreciar426: 1º La existencia de un conflicto puesto que la mediación tiene 
423 Sobre ello BLANCO ESCANDÓN, C., “Reflexiones en torno al papel del abogado dentro del 
proceso de mediación”, en Obra en Homenaje a Rodolfo Cruz Miramontes, T. I, Nº 427, 2008, pp. 161-
178, Biblioteca virtual del Instituto de investigaciones jurídicas de la UNAM, en www.jurídicas.unam.
mx, pp. 166-167; CASTAÑO GIRALDO, J. I., “Por qué son mal llamadas las justicias alternativas: 
la mediación un mecanismo adecuado de tratamiento de conflictos”, en ¿Qué tan alternativas son las 
justicias alternativas? Medellín: Universidad de Medellín. Grupo de investigaciones en derecho procesal, 
2007, p. 72.
424 ALONSO GARCÍA, M., “Curso de Derecho del Trabajo”, 3ª edición, Barcelona, Ed. Ariel, p. 
668.
425 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P. “Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit. p.47.
426 En este sentido GARCIANDÍA GONZÁLEZ P., “Materiales para la práctica de la mediación..., 
ob. cit. p. 42.
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sentido desde el momento en que existe el conflicto entre dos o más partes, éstas proceden a 
negociar y no consiguen ponerse de acuerdo, siendo necesaria la intervención de un tercero; 
2º La existencia de partes en el conflicto pues la intervención del mediador se incorpora a una 
relación ya existente entre dos o más partes en conflicto, llegando a modificar la dinámica 
de la propia relación; 3º La existencia de un tercero mediador por consiguiente durante el 
procedimiento debe estar presente un tercero mediador que no se halle comprometido con 
los objetivos propios de ninguna de las partes cuya labor consiste únicamente en facilitar el 
procedimiento de negociación.
Y en lo que respecta a las funciones que se atribuyen a la mediación427, las podemos sintetizar 
del siguiente modo: 1º Ayudar a las partes a resolver sus conflictos, a prevenir situaciones 
conflictivas o a mejorar, simplemente, la comunicación y, por tanto, la calidad de vida que ello 
supone; 2º Procurar la satisfacción de las partes en conflicto, al reducir los costes emocionales y 
económicos que produce la práctica judicial y facilitar los acuerdos; 3º Actuar como mecanismo 
de dinamización e interlocución, el uso de la mediación sirve para reivindicar cotas más altas 
de justicia social; 4º Servir como medio de superación de las actitudes y comportamientos 
violentos, como proceso transformativo de las personas.
c) Modelos de mediación y clases
En la actualidad no existe un modelo de mediación comúnmente aceptado, sino que diversos 
expertos en la materia han defendido la propia metodología que utilizan. No obstante, hay una 
tendencia general a emplear una u otra técnica en función de la tipología del conflicto que se 
esté tratando. Tradicionalmente se reconocen tres grandes modelos de mediación, a partir de los 
cuales se han establecido variaciones428: 1º El modelo directivo de la Escuela de Harvard; 2º El 
modelo de mediación transformativa y; 3º El modelo circular-narrativo.
1º El modelo directivo de la Escuela de Harvard 
El modelo directivo de la Escuela de Harvard fue diseñado por ROGER FISHER Y WILIAM 
URY en la década de los ochenta y dado a conocer en su publicación “Getting to yes: negotiating 
427 Sobre ello BUTTS GRIGGS, T., MUNDUATE JACA, L., BARÓN, M. y MEDINA DÍAZ, F. J., 
“Intervenciones de mediación” en Gestión del conflicto, negociación y mediación, Madrid, Ed. Pirámide, 
2005, pp. 263 y ss.; GARCIANDÍA GONZÁLEZ , P., “Materiales para la práctica de la mediación..., 
ob. cit. p. 42 y ss.; GONZÁLEZ-CAPITEL, C., “Manual de mediación”, Ed. Atelier, Barcelona, 
2001; GROVER DUFFY, K., GROSCH, J. W. y OLCZKLAK, P. V., “La mediación y sus contextos 
de aplicación (una introducción para profesionales e investigadores)”, Ed. Paidós, Barcelona,1996: 
MARTÍNEZ DE MURGUÍA, B., “Mediación y resolución de conflictos: una guía introductoria”, Ed. 
Paidós, México, 1999; MARTÍNEZ IÑIGO, D., “La mediación en la resolución de conflictos” en Hoyo 
Sierra, I.A. (coord..) : “Introducción de la psicosociología del Derecho”, Servicio de publicaciones de la 
Universidad Rey Juan Carlos, Madrid, 2004, pp. 177-208.
428 Sobre ello SARRADO SOLDEVILLA, J.J y FERRER VENTURA, M., “Mediación un reto para 
el futuro. Actualización y perspectiva”, Desclée de Brower, Bilbao, 2003.
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agreement whithout giving in”429. También es llamado modelo de solución de problemas, modelo 
lineal o modelo tradicional y nace de la denominada negociación de principios, según la cual 
las partes en conflicto deben centrarse en localizar intereses comunes, debiendo estar dispuestas 
a ganar y perder algo, ya que a cambio consiguen llegar a un acuerdo y preservan la relación, 
frenando la vuelta al pasado y poniendo énfasis en el futuro.
Para DE DIEGO Y GUILLÉN430 las características esenciales de este modelo son: “Entender 
la comunicación en un sentido lineal; las dos partes se expresan; el mediador ha de facilitar 
la comunicación; la importancia de la comunicación verbal; entiende el desacuerdo como 
causa del conflicto, sin considerar sus orígenes en múltiples causas; trabaja sobre intereses y 
necesidades, sin intentar modificar la relación entre las partes; su método propone la aireación 
del conflicto, permitiendo que afloren las emociones para poder avanzar; y el éxito se alcanza 
cuando se llega a un acuerdo”.
Según dichos autores la principal aportación de este modelo radica en que las partes tienen 
la oportunidad de concretar una negociación colectiva asesoradas por una tercera persona, para 
intentar resolver el conflicto que los llevó a solicitar su intervención.
2º El modelo de mediación transformativa
El modelo de mediación transformativa fue creado por BUSH y FOLGER donde los 
principales postulados se encuentran en su obra conjunta “The promise of mediation. Responding 
to conflicto through empowerment and recognition”431. Dicho modelo también es denominado 
no directivo. Según este modelo los conflictos no son considerados como problemas, sino como 
oportunidades de crecimiento y de transformación. Así pues, su objetivo no es el acuerdo ni la 
comunicación sino el desarrollo del potencial de cambio de las personas, al descubrir sus propias 
habilidades. La transformación representa el intento de minimizar los efectos destructivos del 
conflicto y maximizar el potencial de crecimiento de la persona como ser humano. En las 
sesiones se procura que cada parte potencie su protagonismo y pueda reconocer, no ya sólo la 
de su oponente, sino también su propia cuota de responsabilidad en el desenvolvimiento de la 
controversia.
El modelo transformativo diseñado por BUSH y FOLGER pone el acento en la revalorización 
y el reconocimiento y propone como objetivo el mejoramiento de la situación de las partes 
429 URY, W., FISHER, R., y PATTON, B.:“Getting to yes: negotiating agreement whithout giving 
in”, Ed. Houghton Mifflin, Boston,1981; “Obtenga el Sí. El arte de ceder” en Effective Managemet. 
Resumen de gestión para profesionales, Año I, Nº 0, enero 1997; “Obtenga el sí: el arte de negociar sin 
ceder”, Ediciones Gestión 2000, Barcelona, 2011. 
430 DE DIEGO VALLEJO Y GUILLÉN GESTOSO, “Mediación. Proceso, tácticas y técnicas”, Ed. 
Pirámide, Madrid, 2010, p.59.
431 BUSH, R. y FOLGER, J., “The promise of mediation. Responding to conflict through empowerment 
and recognition”, Ed. Jossey-Bass Publisher, San Francisco, 1994. Traduccción en castellano “La 
promesa de la mediación”, Ed. Granica, Buenos Aires, 1996. 
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comparada con lo que era antes. En la mediación transformadora se alcanza el éxito cuando 
las partes como personas, cambian para mejorar, gracias a lo que ha ocurrido en el proceso de 
mediación.
3º El modelo circular-narrativo
Este modelo está basado en la Teoría de la Narrativa de JERONE BRUNER, y en la 
Terapia Narrativa de MICHAEL WHITE y DAVID EPSON. También son representantes 
del mismo JOHN WINSLADE y GERALD MONK, quienes en su libro “Narrative 
– Mediation” 432 realizan una interesante descripción del mismo. En cuanto modelo de 
mediación fue generado en los Estados Unidos de Norte América. La creación y desarrollo 
del mismo ha sido atribuido principalmente a SARA COBB433, pero MARINÉS SUARES434 
representa también otra de sus grandes teóricos. Dicho modelo fue presentado a partir de 
1995 en diversos artículos y cursos sobre negociación y resolución de conflictos, siendo 
el más extendido actualmente435. COBB no recoge los planteamientos de su teoría en 
un manual, como sucede en el resto de los métodos de mediación expuestos, sino que 
han sido otros autores los que han descrito esta técnica a raíz de los estudios y prácticas 
realizadas por dicha autora. Así SUARES436 describe pormenorizadamente esta técnica 
circular-narrativa y según la cual estamos ante un modelo procedente del campo de la 
psicología, de la teoría general de sistemas y de la cibernética. Se llama circular porque 
parte de una concepción circular de la comunicación. Examina los elementos verbales y 
los para-verbales, entendiendo por estos últimos tanto la comunicación analógica como las 
relaciones. A su vez, defiende el axioma de que es imposible no comunicar. Igualmente, 
sostiene que no existe una causa única produciendo un determinado resultado, sino que 
estamos ante una retroalimentación de las causas y los factores. Siguiendo a dicha autora, 
las características más relevantes de este método son cuatro: Potenciar el aumento de las 
432 WINSLADE, J., y MONK, G., “Narrative Mediation”, Ed. Jossey-Bass, San Francisco, 2001.
433 Sara Cobb es directora del Instituto de Análisis y Resolución de Conflictos (ICAR) de la Universidad 
George Mason. A través de sus investigaciones se ha especializado en el análisis de las narrativas de 
conflicto y ha contribuido a la crítica de la “ neutralidad” en los procesos de resolución de conflictos. 
Entre sus publicaciones destacan: COBB, S. : “Einsteinian practice and Newtonian discourse: ethical 
crisis in mediation”, Negotiation Journal, 7, 1, 1991, pp. 87-102; COBB, S.: “Resolución de conflictos: 
una nueva perspectiva”, Acta Psiquiátrica Psicológica de América Latina, 37, 1, 1991, pp. 31-36; COOB, 
S. y RIFKIN, J. (1991): “Neutrality as a discursive practice: The construction andtransformation of 
narratives in community mediation”, en A. SARAT y S. SILBEY (comp), Studies in law, politics and 
society: Volume 11, Greenwich: CT, JAI Press; Practice and paradox: Deconstructing neutrality in 
mediation. En Law and Social Inquiry 161, 1991, 35-62.
434 SUARES, M., “Fundamentación teórica del nuevo modelo circular-narrativo de mediación”, Ed. 
Paidós, Argentina, 1996. 
435 Sobre ello MUNUERA GÓMEZ, P., “El modelo circular narrativo de Sara Cobb y sus técnicas”, 
portuaria, Vol. vii, Nº 1-2, 2007, pp. 85-106.
436 SUARES, M., “El modelo circular-narrativo en Mediación Familiar” en Revista de la Asociación 
Proyecto Hombre, Nº 66, 2008, pp. 45-69; “Mediación: conducción de disputas, comunicación y 
técnicas”, 5ª reimp. Buenos Aires, Barcelona, México, Ed. Paidós, 2005. 
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diferencias, con el fin de que se manifiesten y se amplíen hasta un determinado punto. Esto 
se debe a la consideración de que la gente acude a la mediación en una situación de orden 
que les mantiene rígidos. En consecuencia, este modelo razona que es oportuno introducir 
el caos con el fin de que se flexibilice el sistema, de tal manera que se generen alternativas 
que no habrían aparecido si se hubiese mantenido esa estructura ordenada; destacar la 
legitimación de personas, consistente en construir para cada uno de los individuos un lugar 
legítimo dentro de la situación. El cambio del significado es el tercer aspecto importante 
de este método; construir, por parte del mediador, una historia alternativa, con el fin de 
que el problema pueda ser visto por las partes implicadas desde distintos puntos de vista 
y; crear nuevos contextos, donde el conflicto sea percibido por los implicados desde una 
perspectiva diferente.
Para alcanzar una comprensión adecuada de este modelo resulta imprescindible apelar al 
continuum que forman los tres modelos de mediación expuestos. En uno de los extremos estaría 
el modelo tradicional-lineal, centrado en el acuerdo y que se encuentra cercano al campo de la 
negociación. En el otro extremo se situaría el modelo transformativo, centrado en las relaciones, 
que no se preocupa fundamentalmente por el acuerdo y que parece más cercano al campo de la 
terapia-psicológica. Y entre ambos se encontraría el modelo circular-narrativo, cuyo objetivo 
está orientado tanto a las modificaciones de las relaciones como al acuerdo. El modelo circular-
narrativo parte de la premisa de que con el lenguaje construimos y de-construimos la realidad 
y, por tanto, modificando las narraciones, a través de la comunicación, modificamos también la 
percepción que tenemos de esa realidad.
Además de los tres principales modelos expuestos, algunos autores437 analizan otros modelos, 
variaciones de los anteriores, de entre las que cabe destacar: El Modelo Carnevale y el Modelo 
de Contingencias Estratégicas:
Por un lado el Modelo Carnevale. Diseñado por Carnevale438 y según el cual se distinguen 
cuatro estrategias de acción –integración, presión, compensación o inacción– que puede usar 
el mediador en función de la importancia que concedan a dos factores; en primer lugar, la 
importancia que otorgue a que las partes consigan aspiraciones y lleguen a un acuerdo, y en 
segundo lugar la percepción que tenga de un campo común entre las partes que facilite una 
solución aceptable para ambas.
Este modelo tuvo gran repercusión en el ámbito científico, pues supuso un importante 
esfuerzo por analizar las variables relevantes en el procedimiento de mediación y la relación 
que se establece en ellas.
437 Sobre ello DE DIEGO VALLEJO Y GUILLÉN GESTOSO, “MEDIACIÓN. Proceso, tácticas y 
técnicas…, ob. cit. pp. 59 y 60.
438 CARNEVALE, P. J., (“Strategic Choice in Mediation” en Negotiation Journal, 2, 1986 pp. 41-56; 
“Mediating Disputes and Decision in Organizations” en  Research on Negotiation in Organizations, 1, 
1986, pp. 251-269) citado por DE DIEGO VALLEJO y GUILLÉN GESTOSO, “MEDIACIÓN. Proceso, 
tácticas y técnicas…, ob. cit. p 59.
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De otro, el Modelo de Contingencias Estratégicas. Dicho modelo se centra en el poder 
de las partes para resolver el conflicto, la reeducación de la incertidumbre, la sustituibilidad 
y la posición de las partes, siendo el modelo que más apoyo científico tiene439. El modelo 
de Contingencias Estratégicas intenta hacer un acercamiento al estudio de las estrategias y 
tácticas desde lo que ha sido denominado “aproximación contingente”, es decir, su interés se 
ha centrado en los mecanismos específicos que se han empleado para la solución de conflictos 
en marcos contextuales concretos440.
Según BERCOVITCH441 los resultados de la mediación estarán determinados no sólo por los 
factores antecedentes sino también por los presentes en el conflicto señalando como variables 
a tener en cuenta: la naturaleza de la disputa, la naturaleza de los problemas, la naturaleza de 
las partes en conflicto y las características del mediador.
La aportación de este modelo radica en la descripción de los factores a considerar por el 
mediador de manera precisa. Su utilidad reside en la observación de que las raíces del éxito 
mediador se anclan en la habilidad para resolver los problemas organizativos. Los mediadores 
deben comprender y aprovechar esta premisa, ya que su conocimiento puede ayudar a adquirir 
y mantener las mejores condiciones para alcanzar una solución positiva.
De otra parte, resulta interesante la aportación realizada por MERINO ORTIZ442, quien 
propone siguiendo a diversos autores y estudios un metamodelo de mediación443 que ofrezca 
amplitud y diversidad de procesos de resolución de conflictos a la realidad actual.
Finalmente respecto a las clases en las que podemos clasificar la técnica de mediación, según 
algunos autores444, dependerá del grado de formalización, de las personas que intervienen y de 
las peculiaridades del conflicto. De tal modo que dicha técnica podrá ser: “formal o informal, 
439 Sobre ello WAGNER, J.A. y HOLLENBECH, J.R., (“Comportamiento organizativo”, Ed. 
Thomson, Madrid, 2004) citados por DE DIEGO VALLEJO y GUILLÉN GESTOSO, “MEDIACIÓN. 
Proceso, tácticas y técnicas…, ob. cit. p 60.
440 KRESSEL, K. y PRUITT, D.G., (“Mediation Research: The Process and Effectiveness of Third-
Party Intervention”, Ed. Jossey-Bass Wiley, Nueva York, 1989) citados por DE DIEGO VALLEJO y 
GUILLÉN GESTOSO, “MEDIACIÓN. Proceso, tácticas y técnicas…, ob. cit. p. 60. 
441 BERCOVITCH J., (“International mediation and dispute settlement: evaluating the conditions for 
successful mediation “ en Negotiation Journal, 7, 1991, pp. 17-30 ; “Mediator and mediation strategies in 
international relations “ en Negotiation Journal, 8, 1992, pp. 99-112) citado por DE DIEGO VALLEJO 
y GUILLÉN GESTOSO, “MEDIACIÓN. Proceso, tácticas y técnicas…, ob. cit. p 63.
442 MERINO ORTIZ, C., “La mediación familiar en situaciones asimétricas (procesos de gestión de 
conflictos en episodios de violencia, drogodependencias, enfermedad mental y desequilibrio de poder)”, 
Ed. Reus, Madrid, 2013, pp. 59 y ss.
443 Según MERINO ORTIZ, C., (“La mediación familiar en situaciones asimétricas…ob. cit, p. 60) 
“Este metamodelo, mapa u hoja de ruta identifica seis modelos de intervención: mediación dirigida al 
acuerdo, mediación facilitadora, mediación transformativa, mediación como asesoramiento técnico, 
mediación como consejo sabio y mediación tradicional”.
444 GARCIANDIA GONZÁLEZ, P. “Materiales para la práctica de la mediación..., ob. cit. pp. 54-57; 
GONZÁLEZ-CAPITEL, C., “Manual de Mediación”, Ed. Atelier, Barcelona, 2001.
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comunitaria o individual, pública o privada, bilateral o multipartes, preprocesal445 o judicial, 
con asesores o sin asesores, con mediador único o con co-mediadores, terapéutica o legal, 
directa o indirecta” entre otras. De todas las posibles clasificaciones me interesa destacar la 
mediación indirecta o también denominada, en el sistema inglés, Shuttle mediation446, por la 
posibilidades que ofrece de cara a superar las limitaciones que en algunos casos presenta el 
uso de la mediación directa para resolver conflictos en el ámbito penitenciario donde una de 
las partes no desea tener un encuentro directo con la otra447. La mediación indirecta o Shuttle 
mediation representa un tipo de mediación en la que no existe un cara a cara directo entre las 
parte en conflicto, siendo el mediador quien se reúne por separado con cada una, siendo el 
transmisor de información entre ambas.
d) Contextos y límites
Según GROVER DUFFY, GROSCH y OLCZKLAK448 hay una gran cantidad de contextos 
en los que se desenvuelven los conflictos en los que cabe la posibilidad de aplicar la mediación 
–civil, mercantil, laboral, etc–. No obstante, existen algunos límites, que vienen impuestos tanto 
por los principios informadores de la mediación como por las características del ordenamiento 
jurídico.
1º Los principios informadores de la mediación449 imponen un marco que excluiría “a 
priori” de la mediación, de un lado, los conflictos en los que una o varias partes se nieguen a 
aceptar al mediador o el mismo procedimiento de mediación, por estar en contra del principio 
de voluntariedad; de otro, los supuestos en que las partes no asistan por sí mismas o participen 
directamente en el procedimiento mediador –la mediación tiene, por definición, carácter 
445 El art. 5.2 de la Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo y del Consejo de 21 de mayo de 
2008 sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantil contempla ambas modalidades 
–preprocesal y judicial–, sin afectar “a la legislación nacional que estipule la obligatoriedad de la 
mediación o que la someta a incentivos o sanciones, ya sea antes o después de la incoación del proceso 
judicial, siempre que tal legislación no impida a las partes el ejercicio de su derecho de acceso al 
sistema judicial”. Dicha Directiva parte del respeto a los Derechos nacionales, que pueden optar por una 
mediación obligatoria o facultativa, pero en este último caso se pronuncia a favor de lo que podríamos 
denominar una “mediación recomendada o sugerida”. Así, el artículo 5.1 dispone: “El órgano 
jurisdiccional que conozca de un asunto, cuando proceda y teniendo en cuenta todas las circunstancias 
del caso, podrá proponer a las partes que recurran a la mediación para solucionar el litigio. Asimismo 
el órgano jurisdiccional podrá pedir a las partes que asistan a una sesión informativa sobre el uso de 
la mediación, si se celebran tales sesiones y si son fácilmente accesibles”.
446 Sobre ello BARONA VILLAR, S., “Mediación penal. Fundamento, fines y régimen jurídico…, 
ob. cit. pp. 324. 
447 Aspecto que retomaré en el próximo Capítulo para realizar mis propuestas.
448 GROVER DUFFY, Karen, GROSCH, James W., y OLCZKLAK, Paul V., “La mediación y 
sus contextos de aplicación (una introducción para profesionales e investigadores)” Traducción de 
Community mediation, Ed. Paidós, Barcelona, 1996.
449 Serán expuestos en el apartado siguiente en relación a su armonización con los principios y 
garantías del Estado de Derecho.
167
Capítulo III. El marco teórico y normativo de la mediación penitenciaria y otras...
personalísimo–450; y, finalmente, los casos en los que la intervención del mediador, en lugar de 
ayudar a la resolución del conflicto en que participa, puede contribuir a su agravación.
De otra parte, tradicionalmente se ha excluido de la mediación los supuestos en que una de 
las partes padece enfermedad mental por considerar que la persona enferma se encuentra en una 
situación de inferioridad de condiciones respecto de la persona sana. Al haber desequilibrio de 
poder, no cabe mediación. Sin embargo, doctrinas más recientes consideran que el mediador 
puede actuar para equilibrar las posiciones de las partes sin que por ello se vea comprometida su 
neutralidad e imparcialidad. Para ello es necesario cambiar el concepto tradicional de neutralidad 
e imparcialidad –como más adelante se analizará–. En la mediación con enfermos mentales, como 
en muchas otras mediaciones en que las partes tienen una relación con desequilibrio de poder, la 
igualdad de la intervención en mediación hace que se mantenga tal desequilibrio en el proceso 
y en el resultado. No obstante, autores como MERINO ORTIZ451 no encuentra un impedimento 
en ello y la persona mediadora debe desarrollar estrategias de intervención ante situaciones de 
desequilibrio mediante las cuales las partes sean tratadas de forma desigual con el objetivo de 
equilibrar el poder de negociación.
A mi juicio, no debería haber mayor limitación que la que establecen los textos legales, es decir: 
la autonomía de la voluntad de las partes, el reconocimiento de la capacidad legal suficiente de 
las partes y el respeto a la libertad de las mismas. Por lo tanto sólo en la medida en que el trastorno 
mental afecte de manera grave la voluntad del individuo creando un grave desequilibrio entre las 
partes, y no pueda ser equilibrado de alguna manera, sería cuando pudiera estar desaconsejada la 
mediación452.
2º Las características del ordenamiento jurídico. Éste es el caso de la mediación en materia 
penal, donde se ha cuestionado si es la mediación un mecanismo correcto para conocer de cuestiones 
que tradicionalmente han sido dilucidadas por el Derecho Penal y el Estado como titular del Ius 
450 Sin embargo en el ámbito penal se ha planteado la posibilidad de que en aquellos supuestos donde 
no hay una víctima concreta por tratarse de un delito de riesgo o de peligro abstracto, los cuales se 
consideran consumados sin haber víctima en concreto, sin embargo si se puedan llevar a cabo procesos 
de mediación. Aunque las ventajas de la mediación directa son evidentes, esto no significa que en 
este tipo de delitos no exista una voluntad de reparar que deba aprovecharse, pudiendo tener lugar 
la mediación con una persona que, por ejemplo, represente al colectivo afectado o con el mediador, 
que más adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo. En este sentido BARONA 
VILLAR, S. “Mediación penal. Fundamento, fines y régimen jurídico… ob cit. p. 147.
451 Sobre ello MERINO ORTIZ C. (“La mediación familiar en situaciones asimétricas (procesos de 
gestión de conflictos en episodios de violencia, drogodependencias, enfermedad mental y desequilibrio 
de poder”, Ed. Reus, Madrid, 2013, p. 244) propone una serie de técnicas que ayudarían a reequilibrar 
el poder entre la persona afectada por la enfermedad mental y la persona sana: Equilibrar posiciones 
mediante la intervención inicial. La importancia de la premediación en la que se da voz, en primer 
lugar, a la persona que sufre enfermedad mental, mediante sesiones individuales o caucus, o con la 
participación de apoyos familiares o sociales 
452 En algunas de las experiencias de mediación penitenciaria realizadas en España, sus artífices no 
consideran apropiado el uso de esta técnica cuando una de las partes padece algún tipo de trastorno 
mental. Tal y como más adelante se expondrá.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
168
Puniendi y garante de la seguridad. Los detractores de estas vías restaurativas se preguntan si es 
adecuado “abandonar” la imposición de la pena y ejecución de la misma en manos de víctima 
y ofensor. Alegando entre otros motivos la seguridad jurídica y legalidad, pues la imposición y 
ejecución de la pena, corresponde única y exclusivamente al Estado, conforme a la Ley –art. 25.1 
CE–, y no se puede dejar en manos de la víctima la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado 
que corresponde a Jueces y Tribunales –art. 117.3 CE–; y la igualdad, principio sobre el que 
garantizar que la pena se cumpla y ningún delito quede impune, evitando la posible privatización 
de la justicia, que daría lugar a la impunidad de las personas con más recursos económicos, 
poniendo en entredicho el derecho a la tutela judicial efectiva – art. 24.1 CE–.
Los referidos motivos, se conectan con otra cuestión controvertida como es la consideración del 
proceso penal como esencialmente indisponible a las partes. En principio, no sería válido trasladar 
el concepto de “autonomía de la voluntad” tal y como se conoce en el proceso civil al proceso penal, 
donde podría definirse como “el poder atribuido a la voluntad respecto a la creación, modificación 
o extinción de relaciones jurídicas”453. Sin embargo, como indica MUERZA ESPARZA, esto no 
implica que el imputado carezca de cierta capacidad de decisión sobre algunas cuestiones que 
pueden surgir en el planteamiento del juicio entre las que se encuentran las denominadas garantías 
constitucionales del proceso, como el derecho a no declarar o el derecho a guardar silencio, con 
trascendencia en fase probatoria. Otras manifestaciones de esta capacidad de decisión del acusado, 
señaladas también por la doctrina, serían la posibilidad de ejercer el derecho de autodefensa a 
través, por ejemplo, del conocido como “derecho a la última palabra”.
Los argumentos esgrimidos en contra de la instauración en nuestro Sistema jurídico penal 
de vías restaurativas, radican esencialmente en la tradicional idea del Ius puniendi o derecho de 
castigar del Estado y en el miedo de que la mediación haga que algunos delitos queden impunes 
y las penas sin cumplir454. Sin embargo a criterio de SOLETO MUÑOZ455, la exclusividad de la 
jurisdicción para la reprensión de las conductas delictivas –Ius puniendi–, pilar tradicional del 
453 Sobre ello MUERZA ESPARZA, J., “La autonomía de la voluntad en el proceso penal: perspectivas 
de futuro”, Revista electrónica del Departamento de Derecho de la Universidad de La Rioja, REDUR, 
Nº 9, 2011, pp. 191-202/196. 
454 Tema que ya fue abordado en el Capítulo I, apartado 4 de este trabajo.
El modelo restaurativo que se propuso en la Exposición de Motivos del Anteproyecto de la LECrim. 
de 2011 no obviaba estas cuestiones y aclaraba que se planteaba una implantación que “respeta el 
principio de legalidad y el monopolio jurisdiccional (…), comprendiendo la institución de la mediación 
en el mismo marco del principio de oportunidad. Ésta no puede consistir en una especie de renuncia del 
Estado a la titularidad exclusiva del Ius Puniendi. No se trata de otorgar a los particulares un poder 
omnímodo de disposición como el que les está atribuido en los estrictos supuestos de delito privado. 
Al contrario, la mediación ha de concebirse como un instrumento al servicio de la decisión expresa 
del Estado de renunciar a la imposición de la pena cuando ésta no es necesaria a los fines públicos 
de prevención y pueden resultar adecuadamente satisfechos los intereses particulares de la víctima” 
Anteproyecto de Ley de Enjuiciamiento Criminal (2011) en http://www.mjusticia.gob.es. Lástima que 
la última modificación de la LECrm. no haya tenido en cuenta estas previsiones del Anteproyecto del 
2011 y no haga mención alguna a la mediación. 
455 SOLETO MUÑOZ H.,“La justicia restaurativa como elemento complementario a la justicia 
tradicional” en Oubiña Barbolla (coord.): “Sobre la mediación penal (posibilidades y límites en un 
169
Capítulo III. El marco teórico y normativo de la mediación penitenciaria y otras...
Estado de Derecho, se encuentra actualmente en un período de cambio evolucionando hacia la 
denominada Justicia restaurativa456 según la cual el Derecho penal no sólo debe garantizar los 
derechos a través del castigo, sino también a través de la reeducación y rehabilitación del victimario 
y de la reparación a la víctima –aspectos, a mi juicio, propios del Derecho penitenciario–.
Por tanto las reticencias aludidas en contra de la introducción de la mediación así como de 
otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio en el Sistema jurídico penal ponen de manifiesto 
el desconocimiento de los principios y postulados de la Justicia restaurativa por parte de sus 
detractores. Dichos postulados no están en contra de los principios y garantías del Estado de 
Derecho457 , siendo plenamente armonizables, tal y como pasaré a exponer más adelante.
1.3. Otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio
Sobre la base del estilo mediatorio, anteriormente descrito, caracterizado porque una persona 
neutral –mediador– interactúa con las partes, utilizando técnicas de facilitación, para llegar a un 
acuerdo, en los países anglosajones, a partir de la década de los noventa, se han desarrollado otras 
técnicas más complejas de resolución de conflictos, cuya principal característica es la intervención 
de terceros para ayudar a resolver el conflicto. Autores como TAMARIT SUMALLA458 atribuyen el 
surgimiento de estas nuevas técnicas de estilo mediatorio a diferentes factores: 1º “Al contacto con 
formas de justicia comunitarias propias de los pueblos indígenas –Nueva Zelanda–459; 2º Una mayor 
permeabilidad de la cultura jurídica anglosajona, a la aceptación de nuevos mecanismos de justicia 
más flexibles y; 3º Una mayor concienciación social en relación a la dimensión comunitaria”.
Siguiendo al propio TAMARIT460, éstas son tres: 1º Las conferencias de grupo; 2º Los 
círculos sentenciadores y; 3º Los programas de sensibilización con víctimas y/o talleres de 
gestión de conflictos.
entorno de reforma del proceso penal español)”, Universidad de La Rioja, Ed. Thomson-Aranzadi, 2012, 
pp. 41-67.
456 Cuyos postulados fueron analizados en el Capítulo I de este trabajo.
457 En este sentido MARTÍNEZ ESCAMILLA, M., “La mediación penal es España: estado 
de la cuestión” en MARTÍNEZ ESCAMILLA (coord..) :“Justicia Restaurativa, mediación penal 
y penitenciaria: un renovado impulso…, ob. cit. pp. 29-34.; ETXEBARRIA ZARRABEITIA, 
X. “Justicia restaurativa y fines del Derecho Penal” en Martínez Escamilla (coord..) :“Justicia 
Restaurativa, mediación penal y penitenciaria: un renovado impulso…, ob. cit. pp. 47-66; CERVELLÓ 
DONDERIS, V., “Principios y garantías de la mediación penal desde un enfoque resocializador y 
victimológica” en Revista penal, Nº 31, 2013, pp. 22-51; GORDILLO SANTANA, L., “Los principios 
constitucionales y las garantías penales en el marco del proceso de mediación penal” en Revista 
electrónica del Departamento de Derecho de La Rioja, REDUR, Nº 4, 2006, pp. 87- 124.
458 TAMARIT SUMALLA, J.M., “Procesos restaurativos más allá de la mediación; Perspectivas de 
futuro” en Cuadernos Penales José Mª Lidón, Nº 9, Bilbao, Deusto, 2013, pp. 317-328/318.
459 Tal y como se vio en el Capítulo I, apartado 2.5
460 Algunas de estas técnicas fueron ya expuestas en el Capítulo I, apartado 2.5, en relación al 
surgimiento de la Justicia restaurativa y sus vías o programas, a nivel internacional. Y volverán a ser 
retomadas en el Capítulo V para plantear mis propuestas.
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1º Las conferencias de grupo461 son una forma de facilitación de estilo mediatorio en la 
que intervienen, además de las partes en conflicto, personas de su entorno, organizaciones 
y/o instituciones –familiar, social, laboral, etc–. Su principal característica es que participa la 
comunidad. Su inclusión en el proceso de diálogo y decisión hace que ésta deje de ser un ente 
abstracto, y asuma un protagonismo ofreciendo apoyo a las partes en conflicto. El proceso 
consiste en una facilitación –generalmente estructurado en tres fases: preparación, encuentro 
y seguimiento– en la que las personas van hablando sobre el daño producido y cómo se puede 
realizar la reparación, conducido por un mediador y/ o impulsor de la técnica restaurativa. Los 
encuentros pueden hacerse con la presencia o no de la víctima y de sus personas de apoyo. 
2º Los círculos sentenciadores son análogos a las conferencias de grupo pero con participación 
del órgano judicial –p. ej. JVP/JCVP– : El órgano judicial hace el reenvío, monitoriza los 
casos y el cumplimiento de las reglas. Los participantes pueden ser, como en el caso de las 
conferencias grupales, del ámbito social de las partes enfrentadas –p ej. presos/funcionarios/
familiares/voluntarios– y se busca un consenso para entender lo que ha ocurrido y la forma 
de repararlo. Es incluso posible que el juez participe en el círculo. Su actividad se centra en 
plasmar en la resolución el plan acordado, si bien puede participar de una forma más activa 
cuando no se logra el consenso.
3º Los programas de sensibilización con víctimas y/o talleres de gestión de conflictos no son 
considerados estrictamente una técnica restaurativa. Lo que se pretende con ellos es, por un lado, 
sensibilizar al infractor sobre el daño que su conducta ha producido, y por otro lado, ayudarle 
a adquirir técnicas para prevenir el conflicto de forma dialogada y pacífica. De tal manera que 
representan un tipo de técnicas complementarias a las restaurativas, bien como paso previo a las 
mismas, bien como un refuerzo posterior para evitar en el futuro nuevos conflictos.
Estas técnicas restaurativas de estilo mediatorio apenas han tenido un desarrollo legislativo a 
nivel de la Unión europea462 –y en el caso concreto de España, además de no existir una regulación 
específica, a diferencia de la mediación463, su puesta en práctica es casi inexistente464–. No 
461 También denominada círculos de pacificación – conferencing- técnica restaurativa procedente de 
los países anglosajones cuyo origen se encuentra en la formas de justicia comunitaria de alguno pueblos 
indígenas de Nueva Zelanda y Canadá. Sobre ello TAMARIT SUMALLA J.M “Procesos restaurativos 
más allá de la mediación; Perspectivas de futuro” en Cuadernos Penales José Mª Lidón, Nº 9, Bilbao, 
Deusto, 2013, pp. 319-320
462 La Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por 
la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de 
delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo Directiva 2012/29/UE 
solo las menciona en su Considerando nº 46.
463 Donde existe la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, publicada 
en el BOE núm. 162, de 7 de julio de 2012, así como el Real Decreto 980/2013, de 13 de diciembre, por 
el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos 
civiles y mercantiles, publicado en el BOE núm. 310, de 27 de diciembre de 2013.
464 A diferencia de otros países de tradición anglosajona o con una fuerte influencia de la justicia 
nativa y el derecho consuetudinario –p ej.: Canadá, Australia o Nueva Zelanda– . Tal y como ya se 
expuso en el Capítulo I, apartado 2.5.
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obstante, a mi juicio, dichas técnicas restaurativas de estilo mediatorio representan un campo 
a explorar, lleno de posibilidades, de cara a ofrecer soluciones a la limitaciones que en algunas 
ocasiones puede plantear el uso de la mediación directa, para la resolución de conflictos en el 
ámbito penitenciario, tal y como propondré en el último capítulo.
1.4. Principios de la mediación y de otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio y su 
armonización con el Estado de Derecho
Se ha cuestionado por parte de la doctrina465 si es posible o no la introducción de la mediación 
así como de otras técnicas restaurativas en nuestro Sistema jurídico penal en especial en clave 
de derechos y garantías del infractor, siendo éste uno de los aspectos que más han preocupado 
a penalistas y procesalistas466. No es objeto de esta tesis volver a reiterar la doctrina467 ya 
465 En contra o con reticencias a la incorporación de las técnicas restaurativas: MUÑOZ CONDE, 
F. (Derecho Penal. Parte General, 4ª edición, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2000, p. 687) cuestiona la 
potencial vulneración que las técnicas restaurativas pueden generar en relación a las garantías penales; 
SILVA SANCHEZ, J.M. (“Sobre la relevancia jurídico-penal de los actos de reparación” en Revista 
del Poder Judicial, Nº 45, 1997, p. 188) se muestra crítico con la incorporación de la mediación en 
el ámbito legal; GARCÍA ARAN, M. (“Despenalización y privatización ¿tendencias contrarias? En 
ARROYO ZAPATERO, L., NEWMAN, U., Y NIETO MARTÍN, A. (Coord.), “Crítica y Justificación 
del Derecho penal en el cambio de siglo”, Colección Estudios, Ed. De la Universidad de Castilla - La 
Mancha, Cuenca, 2003 pp. 191 y ss.) quien advierte de los peligros de las denominadas “alternativas al 
sistema penal”; QUERALT, J.J., “La mediación en España y perspectivas internacionales” en REYNA 
ALFARO, L.M. (coord.), “Victimología y Victimodogmática. Una aproximación al estudio de la Víctima 
en el Derecho penal”, Ara Editores, Lima, Perú, 2003, pp. 319-368, entre otros.
466 Dichas reticencias han sido clasificadas por SOLETO MUÑOZ, H., (“Aportaciones internacionales 
al desarrollo de la Justicia Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, 
Deusto, 2013, pp. 99-105) en dos bloques principales; en primer lugar, la tendencia de los sistemas 
continentales a la aplicación de los principios del proceso y del procedimiento a la Justicia Restaurativa 
y, en segundo lugar, la tendencia a reglar lo concerniente a la mediación y justicia restaurativa de forma 
exhaustiva o amplia. La referida autora, aunque favorable a la incorporación de la mediación en nuestro 
Sistema penal, se muestra reacia a la trasportación en bloque de todos los principios y garantías del 
proceso penal al proceso de mediación en sentido estricto y propone adaptaciones para armonizar la 
esencia del Estado de Derecho con la esencia de la Justicia restaurativa.
467 A favor de la incorporación de las técnicas restaurativas en nuestro Sistema jurídico penal: 
BARONA VILAR, S., “Mediación penal…, ob. cit. pp. 266-285.; GORDILLO SANTANA, L., “Los 
principios constitucionales y las garantías penales en el marco del proceso de mediación penal” en 
Revista electrónica del Departamento de Derecho de La Rioja, REDUR, Nº 4, pp. 87-124; MARTÍNEZ 
ESCAMILLA M., “La mediación penal en España: Estado de la cuestión” en Martínez Escamilla M. 
(coord.) “Justicia restaurativa, mediación penal y penitenciaria: un renovado impulso…, ob. cit. p. 
29 ; SOLETO MUÑOZ, H., “La justicia restaurativa como elemento complementario de la justicia 
tradicional” en Oubilla Barbolla, S. (coord..): “Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites en un 
entorno de reforma”, Ed. Aranzadi, Navarra, 2012, pp.41-67; CERVELLÓ DONDERIS V., (“Principios 
y garantías de la mediación penal desde un enfoque resocializador y victimológico” en Revista Penal 
Nº 31, 2013, pp. 22-51), entre otros. Además, Cervelló Donderis hace referencia de manera específica 
a la armonización de la mediación con el principio de reinserción social que debe orientar la pena, por 
tanto a su juicio “un Derecho penal orientado a la reparación es en esencia un Derecho Penal orientado 
a la resocialización, porque es más eficaz para la reducción de delitos futuros, más humano, menos 
represor y sirve a la integración social ya que obtiene del responsable del delito un reconocimiento 
del daño (…) que sirve a la prevención especial (…) pero también a la prevención general porque 
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elaborada al respecto, porque principalmente lo que pretendo es analizar si la mediación y 
demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio pueden ser introducidas de manera acorde con 
el Estado de Derecho en nuestro sistema penitenciario, con el objetivo de mejorarlo. Para ello 
hemos de situar jurídicamente al sistema penitenciario como parte de un Sistema jurídico más 
amplio, el Sistema jurídico penal, configurado éste por tres pilares básicos que guardan entre 
sí una autonomía integradora468: el Derecho penal, el Derecho procesal penal y el Derecho 
de ejecución penal dentro del cual estaría el Derecho penitenciario, vinculado éste, por tanto, 
con carácter general, a los principios y garantías generales que vinculan al Derecho penal y 
al Derecho procesal penal así como por otros principios que le son propios - reeducación y 
reinserción- según configura nuestro Estado de Derecho469.
El Sistema penitenciario español tal y como está diseñado jurídicamente permite, a mi 
juicio, la introducción de técnicas restaurativas de estilo mediatorio de forma complementaria 
al procedimiento legalmente establecido, sin hacer quebrar los principios y garantías del Estado 
de Derecho, por lo que en realidad, considero que, no presenta un problema jurídico, tal y como 
pasaré a analizar a continuación, pero que creo necesario exponer para disipar cualquier duda 
al respecto.
Según la Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 
2008 sobre Mediación, la Ley de Mediación civil y mercantil española 5/2012 de 6 de julio, 
y la Ley sobre el Estatuto de la Víctima española 4/2015 de 27 de abril, así como la mayoría 
de la doctrina470, los principios que deben regir un procedimiento de mediación y por analogía 
cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio son: 
contribuye a la pacificación y a la reconciliación social. Ello implica que todo tipo de delito pueda ser 
susceptible de mediación en atención a las mejores posibilidades de reinserción(…)” continua la autora 
“Este principio – refiriéndose a la resocialización- tiene una especial relevancia en la pena de prisión y 
en sus alternativas, por ello para facilitar sus objetivos se deben programar actividades dirigidas a los 
internos para desarrollar la asunción del delito y el reconocimiento del daño producido a la víctima” 
en CERVELLÓ DONDERIS V., “Principios y garantías de la mediación penal… ob. cit. pp. 28-29. Idea 
con la que me muestro totalmente de acuerdo, tal y como argumento a lo largo de este trabajo.
468 En este sentido MAPELLI CAFFARENA, B. y TERRADILLOS BASOCO, J., “Las consecuencias 
jurídicas del delito”, Ed. Civitas, Madrid, 1996, p. 115.
469 Tal y como ya he defendido a lo largo de este trabajo en sintonía con otros autores.
470 Sobre ello BARONA VILAR, S., “Mediación penal. Fundamento, fines y régimen jurídico”, 
Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2011, pp. 266 – 283; GARCÍA VILLALUENGA, L., “La mediación 
a través de sus principios. Reflexiones a la luz del Anteproyecto de Ley de mediación en asuntos 
civiles y mercantiles”, en www.ucm.es/data/cont/media/Anteproyectoleymediación/pdf., pp. 717-
756; GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit. p. 48; 
RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E. SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA 
ZARRABEITIA, X., BIBIANO GUILLÉN, A. y LOZANO ESPINA, F., “La mediación penal y 
penitenciaria (experiencias de diálogo en el sistema penal para la reducción de violencia y sufrimiento 
humano)”, 3ª edición, Ed. Colex, Madrid, 2012 pp. 84-92; ROMERA ANTÓN, C., “Principios y 
modelos de mediación en el ámbito penal; consideraciones desde la práctica” en Sabela Oubiña Barbolla 
(coord..) : “Sobre la Mediación Penal (Posibilidades y límites en un entorno de reforma del proceso 
penal español) Sabela Oubiña Barbolla (coord..), Ed. Aranzadi, Universidad de La Rioja, Navarra, pp. 
147-159.
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a) El principio de no adversarialidad
La mediación y las técnicas restaurativas de estilo mediatorio se basan en la concepción 
positiva del conflicto, en el acercamiento empático a la visión, situación y problemas del otro 
y en la aceptación de la diversidad como promotora de soluciones creativas. Por su parte el 
art. 15.1 d) de la Ley 4/2015 por la que se aprueba el Estatuto de la víctima, exige que “el 
procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista 
el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para 
la víctima”471. A mi juicio, el respeto al principio de “no adversarialidad” se traduce en una 
garantía de seguridad para las partes y en concreto para la víctima472. Pues garantiza afrontar el 
procedimiento sin violencia, sin tensiones que vuelvan a reavivar el conflicto. Por tanto cuando 
el mediador aprecie y valore que tal principio no se está respetando por las partes, debería parar 
el proceso de mediación o cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio que se haya 
puesto en práctica.
b) El principio de voluntariedad
El principio de voluntariedad está reconocido expresamente en el Considerando nº 13 de 
la Directiva 2008/52/CE473, en el art. 6 de Ley de Mediación civil y mercantil española y en 
el art. 15 de la Ley 4/2015 por la que se aprueba el Estatuto de la víctima, según los cuales 
“la mediación es voluntaria”. En virtud de este principio, son las partes quienes deciden si 
quieren o no involucrarse en un proceso de mediación o en cualquier otra técnica restaurativa de 
estilo mediatorio. La voluntariedad significa el respeto a la voluntad de las partes para aceptar, 
primero, la entrada en este tipo de técnicas y, segundo, el acuerdo alcanzado en ellas. Según 
el art. 15.3 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, “La víctima y el infractor podrán revocar su 
consentimiento para participar en el procedimiento de mediación en cualquier momento”474. 
Asimismo el Considerando nº 13 de la Directiva 2008/52/CE señala expresamente “que las 
partes se responsabilizan de él –procedimiento de mediación– y pueden organizarlo como lo 
471 Dicho precepto deriva de las exigencias establecidas en la Directiva 2012/29/UE por la que se 
establecen las normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas.
472 Según la Directiva 2012/29/UE debemos entender por víctima i) la persona física que haya 
sufrido un daño o perjuicio, en especial lesiones físicas o mentales, daños emocionales o un perjuicio 
económico, directamente causado por una infracción penal, ii) los familiares de una persona cuya 
muerte haya sido directamente causada por un delito y que haya sufrido un daño o perjuicio como 
consecuencia de la muerte de dicha persona. 
473 Según el Considerando 13 de la Directiva2008/52/CE “La mediación a que se refiere la presente 
Directiva debe ser un procedimiento voluntario, en el sentido de que las partes se responsabilizan de 
él y pueden organizarlo como lo deseen y darlo por terminado en cualquier momento. No obstante, el 
Derecho nacional debe dar a los órganos jurisdiccionales la posibilidad de establecer límites temporales 
al procedimiento de mediación; por otra parte, también deben poder señalar a las partes la posibilidad 
de la mediación, cuando resulte oportuno”.
474 En la misma línea se pronuncia el apartado 3º del art. 6 de la Ley Mediación civil y mercantil 
española, “nadie se encuentra obligado a mantenerse en el procedimiento de mediación ni a concluir 
un acuerdo”.
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deseen y darlo por terminado en cualquier momento”. Por tanto el acceso y en su caso salida 
de un procedimiento de mediación o de cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio 
nunca podrá llevar aparejado consecuencias negativas. Un consentimiento libre de las partes 
requiere que éstas dispongan de toda la información necesaria acerca del procedimiento de 
mediación y de sus posibles efectos475. Así el art. 15.1 de la LO 4/2015 de 27 de abril por la 
que se aprueba el Estatuto de la víctima señala que “Las víctimas podrán acceder a servicios 
de justicia restaurativa (…) cuando se cumplan los siguientes requisitos: b) la víctima haya 
prestado su consentimiento después de haber recibido información exhaustiva e imparcial 
sobre su contenido (…) c) el infractor haya prestado su consentimiento (…)”.
En el ámbito penal y procesal se ha cuestionado, por algún sector de la doctrina476, si dicha 
voluntariedad vulnera los derechos y garantías reconocidas en el art. 24 CE –presunción de 
inocencia, derecho de defensa, actividad probatoria, entre otros–, aspecto que no analizaré 
en detalle en los ámbitos mencionados por no ser objeto específico de este trabajo, pero sí lo 
haré en el marco penitenciario. En tal caso, considero que, a la hora de valorar si los derechos 
y garantías reconocidos en el art. 24 CE se respetan o no con el uso de técnicas restaurativas de 
estilo mediatorio, debemos, en primer lugar, diferenciar diversas situaciones: 1º El procedimiento 
disciplinario penitenciario; 2º El resto de figuras jurídicas penitenciarias –clasificaciones, 
libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos–; 3º Si el acuerdo alcanzado no llega 
a cumplirse. Y desde dichas diferenciaciones proceder a su análisis.
1º El procedimiento disciplinario penitenciario
En la tramitación del procedimiento disciplinario penitenciario, la aceptación por parte del 
recluso de participar en un proceso de mediación o en cualquier otra técnica restaurativa de 
estilo mediatorio, que implicara, a priori, la “aceptación de los hechos”477, nos puede llevar 
a cuestionarnos si tal actitud conlleva una renuncia por parte del recluso o al menos poner en 
entre dicho la vigencia de los derechos y garantías que le amparan según dispone el art 24 CE478, 
475 El art. 17 de la Ley de Mediación civil y mercantil española, establece que “las partes que se 
sometan a mediación sean informadas, antes de expresar su deseo de desarrollar la mediación, tanto 
de sus derechos como de la naturaleza del procedimiento y las consecuencias posibles de la decisión de 
someterse a él”.
476 Sobre ello QUERALT JIMÉNEZ, J., (“La mediación penal en España y perspectivas 
internacionales”, en REYNA ALFARO, L.M. (Coord.):“Victimologia y victodogmática. Una 
aproximación al estudio de la víctima en el Derecho penal”, Ara Editores, Lima, Perú, 2003, p. 24) 
manifiesta que si para participar en un proceso de mediación se exige previamente el reconocimiento de 
los hechos “el proceso de reparación excluye el proceso de investigación, cosa que, además, puede ser 
contradictoria con intereses enfrentados de diferentes víctimas de un mismo hecho”; En contra de esta 
visión se muestra GORDILLO SANTANA, L., “Los principios constitucionales y las garantías penales 
en el marco del proceso de mediación penal” en Revista electrónica del Departamento de Derecho de 
La Rioja, REDUR, Nº 4, 2006, p. 117.
477 Así lo exige el art. 15.1 a) de la Ley 4/2015 por la que se aprueba el Estatuto de la víctima.
478 El tema de las garantías procesales recogidas en el art. 24.2 CE y su vigencia en el procedimiento 
sancionador penitenciario ha sido analizado con detalle en el apartado 3.2 del Capítulo II de este trabajo.
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sobre todo en relación a la presunción de inocencia. En relación a esta cuestión, estimo que tal 
presunción no se vería vulnerada, siempre que el recluso haya sido informado correctamente 
de lo que implica la técnica restaurativa y sus consecuencias y aquel haya decidido libre y 
voluntariamente participar. 
En cuanto a la posible vulneración del derecho de defensa, durante la tramitación del 
procedimiento disciplinario penitenciario, en la entrevista previa al proceso de mediación o 
técnica restaurativa de estilo mediatorio donde se informa de los fundamentos de las técnicas 
restaurativas, su funcionamiento y consecuencias, existe la posibilidad de asistir con abogado, 
quien participa en el proceso dando su autorización por escrito para la participación en el 
mismo pero que no estará presente en el proceso hasta la validación jurídica del acuerdo. 
No obstante, en caso de no asistir a esta primera reunión con asistencia letrada entendemos 
que tampoco cabría valorar la obstaculización del derecho de defensa, y ello por las mismas 
razones expuestas anteriormente, fundamentalmente la absoluta voluntariedad del proceso y 
la confidencialidad del mismo479. La confidencialidad del proceso es un presupuesto básico 
para acceder a él, confidencialidad que se articula a la vez como garantía para el victimario 
y principio básico de las técnicas restaurativas de estilo mediatorio –cómo más adelante se 
analizará–. 
A todo lo expuesto hemos de añadir que en el procedimiento disciplinario penitenciario 
por regla general no es preceptiva la asistencia letrada480, solo facultativa, con la excepción de 
aquellos supuestos en los que se recurra en apelación una sanción de aislamiento en celda superior 
a catorce días. Por lo tanto, si el legislador con el beneplácito del Tribual Constitucional481 ha 
establecido que en este tipo de procedimientos sancionadores “administrativos” no es preceptiva 
la asistencia letrada al recluso, salvo el caso mencionado, y en consecuencia tampoco está 
garantizado el derecho pleno de defensa, a través del reconocimiento de la justicia gratuita, no 
se debería mostrar ninguna reticencia cuando el recluso de manera voluntaria y previamente 
informado decide libremente hacer uso de las técnicas restaurativas.
Las dudas expuestas anteriormente en cuanto al reconocimiento implícito de los hechos 
podrían tener también relevancia de cara a la valoración probatoria que, llegado el momento, 
pudiera hacer el órgano competente. Esto no supondría problema alguno si una vez finalizada 
la mediación o cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio el recluso expedientado 
disciplinariamente se mantuviese en el reconocimiento de los hechos que motivaron dicho 
479 En el ámbito penal se han mostrado en este sentido ZAFRA ESPINOSA DE LOS MONTEROS, 
R., “La Mediación penal: una alternativa a la resocialización”, en GARCIANDIA GONZÁLEZ P.M.; 
SOLETO MUÑOZ, H. (Dir.); “Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites en un entorno de 
reforma”, Ed. Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 122-123. 
480 Aspecto ya analizado en el Capítulo II, apartado 3.1
481 Recordar en este sentido las Sentencias del Tribunal Constitucional: SSTC 74/1985; TC 2/1987; 
TC161/1993; TC 229/1993; TC 192/1996; TC 9/1997; TC 92/2003: TC 42/2008 entre otras, ya expuestas 
en el Capítulo II, apartado 3.1, donde nuestro Alto Tribunal no reconoce el derecho pleno a la justicia 
gratuita.
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expediente disciplinario o si pese a abandonar la técnica restaurativa los hechos por los que 
fue expedientado no son finalmente subsumibles en ninguna infracción disciplinaria, pero 
si puede adquirir trascendencia probatoria si el recluso expedientado decidiera abandonar la 
técnica restaurativa en favor del procedimiento disciplinario482. Una vez firmada el acta de 
reparación y cursada ésta al órgano competente –Comisión disciplinaria o en su caso el JVP–, 
la confidencialidad de la que se hablaba antes ya no es absoluta. 
Pese a ello, y a la manera de lo que ocurre en la conformidad del proceso penal483, en este 
supuesto la Comisión Disciplinaria del Centro Penitenciario o el JVP en su caso, no pueden 
fundamentar una resolución sancionadora en el abandono de un proceso de mediación o de 
cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio, siendo aconsejable que se recoja esta 
circunstancia en una futura regulación484. 
En suma, en el procedimiento disciplinario penitenciario el respeto al principio de 
voluntariedad enlaza, a mi juicio, con el respeto a la presunción de inocencia, así como con la 
mayoría de las garantías procesales recogidas en el art. 24.2 CE –defensa y actividad probatoria 
entre otras–. Tal y como he expuesto.
2º El resto de figuras jurídicas penitenciarias –clasificación, libertad condicional, beneficios y 
permisos–.
Para la tramitación de clasificaciones, libertades condicionales, beneficios penitenciarios 
y permisos entiendo que el uso de la mediación o de otras técnicas restaurativas de estilo 
mediatorio para valorar su adecuada concesión485, no supone ninguna contradicción con las 
garantías reconocidas en el art. 24 CE, sobre todo en relación a la presunción de inocencia, 
porque a la hora de tramitar las figuras jurídicas penitenciarias anteriormente mencionadas, ya 
existe un veredicto de culpabilidad –sentencia condenatoria–, que ha enervado la presunción 
de inocencia. Es más, a mi juicio, resulta condición necesaria, para su adecuada concesión, la 
asunción de la responsabilidad por parte del condenado, como más adelante expondré.
Y en relación al respeto del derecho de defensa y actividad probatoria a la hora de tramitar 
las referidas figuras jurídicas, la LOGP y el RP diseñan el procedimiento de concesión, dando 
cabida a la posibilidad de recurrir la resolución administrativa ante el JVP y en su caso ante 
el J/ Tribunal sentenciador o la Audiencia Provincial, utilizando todos los medios de prueba 
admisibles en derecho486. El uso complementario de técnicas restaurativas como parte del 
482 Aspecto que será abordado en el Capítulo V.
483 Cuando defensa y Fiscal negocian sobre una hipotética conformidad o como sucede con el caso de 
pruebas obtenidas ilícitamente, el Juez no pueden cimentar una sentencia condenatoria en el abandono 
de un proceso de mediación,
484 Tal y como propondré, lege ferenda, en el Capítulo V. 
485 Tal y como propondré en el Capítulo V. 
486 Otra cuestión diferente es el derecho o no a la defensa plena a través del reconocimiento de la 
justicia gratuita - abogado de oficio-. El cual sólo se designa cuando se recurre en apelación alguna de 
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tratamiento para valorar su adecuada concesión, a mi criterio, no hace quebrar ni el derecho de 
defensa, ni la actividad probatoria, ambos están garantizados, al menos desde un plano teórico, 
durante el procedimiento penitenciario.
3º Si el acuerdo alcanzado mediante una técnica restaurativa no llega a cumplirse 
Otro aspecto problemático resaltado sería qué ocurriría en los casos en los que pese a 
haberse concluido con éxito la técnica restaurativa, el acuerdo alcanzado no se cumple. A mi 
juicio, en el ámbito penitenciario, que es el que nos ocupa, tendría que valorarse por parte de 
los órganos competentes –Junta de tratamiento, Comisión disciplinaria y/o JVP, en su caso- 
cuáles fueron los motivos del incumplimiento, justificados o no, y en consecuencia dotar o no 
de efectos jurídicos dicho acuerdo o revocar los alcanzados en su caso, siendo necesaria una 
regulación al respecto487. Asimismo en aquellos supuestos donde haya intervenido la víctima 
se la debería “oír”, para valorar posibles modificaciones del acuerdo así como el alcance 
jurídico del mismo. Pese a la trascendencia de lo anterior para los derechos del infractor no 
debe perderse de vista que la participación de la víctima debe estar basada en una absoluta 
voluntariedad. 
Algunos autores488 se preguntan acerca de la posible desvalorización de la voluntariedad: 
“¿puede afirmarse que el infractor elige libremente someterse a un proceso de mediación 
o a cualquier otra técnica restaurativa?” En respuesta a esta pregunta se puede pensar que 
el ofensor decide en unas circunstancias de presión, puesto que en caso de rechazar la vía 
restaurativa, en este caso, el sistema penitenciario y todos sus efectos negativos siguen adelante. 
Para comprender el sentido que aquí se le quiere dar al concepto de voluntariedad lo importante 
es el elemento subjetivo, en el sentido de decisión informada, sincera, libre y con origen en 
la voluntad del ofensor entre las diferentes opciones que se le presentan, sin perjuicio de las 
posibles recomendaciones, que en su caso hay podido hacer la defensa489.
estas materias ante la Audiencia Provincial o el J/T sentenciador según corresponda. Aspecto analizado 
en el Capítulo II, apartado 3.
487 Aspecto que será abordado en el Capítulo V, apartado 3.
488 Es muy interesante el paralelismo que GORDILLO SANTANA (“Los principios 
constitucionales y las garantías penales en el marco del proceso de mediación penal” en Revista 
electrónica del Departamento de Derecho de La Rioja, REDUR, Nº 4, 2006, p. 123) realiza con la 
conformidad en los “juicios rápidos”. En ellos se acepta la condena basada en un reconocimiento 
previo de los hechos ante el Juez Instructor sin necesidad de celebración de juicio y sin embargo, 
resulta contradictorio que a la vez se ponga en tela de juicio la validez del proceso de mediación 
basado en una decisión voluntaria del victimario que en cualquier caso, deberá ser posteriormente 
ratificada por el Juez. Lo cierto es que en la práctica, la conformidad se ha configurado como una 
escapatoria para eludir una pena superior o para superar la falta de certeza ante una defensa sin 
demasiadas garantías de éxito
489 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L., “Los principios constitucionales y las garantías penales 
en el marco del proceso de mediación penal…, ob. cit. p. 123. 
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c) El principio de neutralidad e imparcialidad
Otro de los caracteres estructurales que tradicionalmente se ha venido exigiendo a la 
mediación, así como al resto de técnicas restaurativas de estilo mediatorio es la intervención en 
ella de un tercero neutral490 e imparcial491 que se ocupe de la dirección de la técnica restaurativa492. 
De tal manera que el mediador debe mantenerse al margen de las posiciones de cada mediado, 
creando así una posición de igualdad frente a una circunstancia con diversos enfoques, sin crear 
alianzas con ninguno de los participantes en el conflicto ni dar opiniones personales respecto a 
los temas que se están mediando.
Sin embargo en los últimos años la doctrina más autorizada ha cuestionado los conceptos 
tradicionales de neutralidad e imparcialidad expuestos, pues no dan respuesta a todas las 
situaciones que pueden producirse en mediación. Asimismo, se ha dicho que la neutralidad 
e imparcialidad del mediador son conceptos utópicos ya que como dice MERINO493 el 
mantenimiento de posiciones de igualdad tal y como hasta ahora se había mantenido es imposible 
490 En este sentido ASTOR, R. A., BENBENISHTY, R. & Estrada, J. (Violencia escolar: Una visión 
general. Urban Ed Magazine, 2007, 16-22; ASTOR, R. A. Y BENBENISHTY, R., La complejidad 
social de una pelea escolar: Un ejemplar de la teoría empobrecida. El psicólogo general, 42 (1), 2007, 
pp. 1-13) se refieren a la neutralidad cuando la persona mediadora no ejerce ninguna influencia sobre el 
contenido o el resultado de la mediación dejando que sean las partes quienes tomen sus decisiones de 
manera consensuada. En un segundo plano, la neutralidad está asociada a la obligatoriedad de que quien 
media no tenga prejuicios hacia una o ambas partes.
491 Sobre ello FOLBERG, J. y TAYLOR, A. (“Mediación. Resolución de conflictos sin litigio”, 
Ed. Paidós, Buenos Aires, 1997) consideran que para mediar de forma imparcial hay que estar libre 
de favoritismos, ya sea de palabra o acciones. Representa un criterio de justicia que sostiene que las 
decisiones deben tomarse en base a criterios objetivos, sin influencias de ningún tipo ni prejuicios o 
tratos diferenciados por razones inapropiadas; es decir, hace referencia a la relación del mediador con 
las partes. La imparcialidad garantiza que el tercero carece de vinculación con las partes en conflicto, 
debiendo abstenerse de actuar en el caso de que tenga una relación personal o profesional. Así pues, la 
aproximación tradicional la equipara con el principio de equidistancia, en el sentido de no tomar partido 
por ninguna de las partes en conflicto.
492 Según el Considerando nº 17 de la Directiva 2008/52/CE “Los Estados miembros deben definir 
mecanismos de este tipo, que pueden incluir el recurso a soluciones disponibles en el mercado, pero no 
deben quedar obligados a aportar financiación para ello. Los mencionados mecanismos deben aspirar 
a preservar la flexibilidad del procedimiento de mediación y la autonomía de las partes, y a garantizar 
que la mediación se lleve a cabo de una forma eficaz, imparcial y competente. Es importante que se 
informe a los mediadores de la existencia del Código de conducta europeo para los mediadores, al que 
también debe poder acceder el público en general a través de Internet”. 
Y por su parte el art. 8 de la Ley de Mediación civil y mercantil española de 6 de julio, dispone 
que “Las actuaciones de mediación se desarrollarán de forma que permitan a las partes en conflicto 
alcanzar por sí mismas un acuerdo de mediación, actuando el mediador de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 14”.
493 Sobre ello MERINO ORTIZ C., “La mediación familiar en situaciones asimétricas”, Ed Reus, 
Madrid, 2013. Y en el caso concreto de personas drogodependientes, MERINO ORTIZ C. y MENDEZ 
VALDIVIA, M.T., (“La mediación penal con personas drogodependientes” en OUBILLA BARBOLLA 
(coord..): “Sobre la mediación penal…ob. cit. pp. 265-287/274) opinan, en contra de la doctrina 
tradicional, que la mediación sí se puede llevar a cabo con este tipo de personas, suponiendo un “reto 
que recae en la persona mediadora, al analizar el conflicto, hecho delictivo o la situación asimétrica 
sobre la cual debe intervenir”.
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para el ser humano. Significaría que las personas somos capaces de olvidar nuestros principios, 
valores y prejuicios en nuestras relaciones sociales. En el mismo sentido SUARES494 sostiene 
que desde el mismo momento que un mediador interviene en un caso, interfiere entre las partes 
y atenta contra la neutralidad.
Del mismo modo, BERNARD S. MAYER495 plantea la crisis del desarrollo de la mediación, y 
lo hace precisamente desde la perspectiva de la revisión del concepto de neutralidad. Considera 
que el mediador es el profesional que cuenta con conocimientos especiales sobre las dinámicas de 
los conflictos y con herramientas conceptuales que ayudan a las personas a desarrollar enfoques 
constructivos, con una pluralidad de roles y niveles de intervención estratégica. En este sentido 
el mediador se caracteriza por el conocimiento que tiene del conflicto, lo que le confiere la 
capacidad de trasladar esta comprensión a la práctica de intervenir en el conflicto y ayudar a 
quienes están inmersos en él. Mantiene que la gente sospecha de la neutralidad, y demanda 
una intervención proactiva. También Sara Cobb habla de neutralidad activa. COBB496 entiende 
que el objetivo de la neutralidad es facilitar la participación. La idea es que la neutralidad abra 
el diálogo, la participación. Esta autora manifiesta realizar esta práctica de la neutralidad en el 
proceso cuando se establecen las reglas de juego, cuando se facilita el diálogo entre las partes 
y cuando el mediador haciendo uso de la información, posiciona positivamente a las mismas; 
usa las preguntas circulares llegando a crear interdependencia entre las historias y logra el 
reconocimiento de la otra parte. Es decir, para Sara Cobb la práctica de la neutralidad es la 
práctica de construir y transformar las historias en una nueva historia, en una historia alternativa 
con la participación de todos los actores.
En cuanto a la imparcialidad MERINO497 defiende que debemos cambiar el concepto 
de imparcialidad por el de multiparcialidad entendida como la mediación donde la persona 
mediadora crea alianzas operativas, destinadas al establecimiento de empatía y a generar 
cooperación y confianza, con cada una de las partes, para que se sientan particularmente 
escuchadas. Es decir, con la multiparcialidad no se toma partido por una de las partes sino que 
se toma partido por todas las partes, reformulando la postura binaria de las partes, en puntos de 
convergencia, surgidos de la construcción comunicacional del proceso y las nuevas narrativas 
posibles. Esta propuesta exige niveles de interacción que luego no generen ideas en las partes 
de desbalance de poder por acercamiento de quien media a una de ellas más que a otra498.
494 SUARES M., “Mediación conducción de disputas, comunicación y técnicas”, 1ª Ed, 1996, 5ª 
Reimp. Buenos Aires, Paidós, 2005.
495 MAYER, B. S., “Más allá de la neutralidad: como superar la crisis de la resolución de conflictos”, 
Gedisa Editorial, S.A. 2008.
496 COBB S., “Hacia un nuevo discurso para la mediación. Una crítica sobre la neutralidad”. 
Material bibliográfico del curso “Negociación y resolución de conflictos”, Santa Bárbara: Universidad 
de California; Agosto ‐ septiembre de 1995.
497 MERINO ORTIZ C., “La mediación familiar en situaciones asimétricas”, Ed Reus, Madrid, 2013.
498 Así por ejemplo en la mediación con enfermos mentales, como en muchas otras mediaciones en 
que las partes tienen una relación con desequilibrio de poder, la igualdad de la intervención en mediación 
hace que se mantenga tal desequilibrio en el proceso y en el resultado. Por ello, MERINO (La mediación 
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A mi juicio el principio de neutralidad e imparcialidad que caracterizan a la mediación 
y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio enlaza con el respeto al principio de 
bilateralidad499 –art. 24 CE– en virtud del cual las partes en conflicto, cuando utilicen una 
técnica restaurativa para resolverlo, deben tener las mismas oportunidades para pronunciarse y 
expresar sus pretensiones, circunstancias por las que deberá velar el mediador actuando de forma 
neutral e imparcial, en la forma expuesta. Sin que ello suponga una traba en aquellos supuestos 
donde no exista víctima pues en estos casos, algunos autores500 proponen para su resolución 
que, la mediación puede ser llevada a cabo por una persona “subrogada” que represente al 
colectivo afectado.
d) El principio de confidencialidad
Dicho principio se encuentra recogido expresamente en la Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, art. 7 “Dado que la mediación debe 
efectuarse de manera que se preserve la confidencialidad, los Estados miembros garantizarán, 
salvo acuerdo contrario de las partes, que ni los mediadores ni las personas que participan en 
la administración del procedimiento de mediación estén obligados a declarar, en un proceso 
judicial civil o mercantil o en un arbitraje, sobre la información derivada de un procedimiento 
de mediación o relacionada con dicho proceso (…)” y en el considerando nº 23 se dispone 
que “Dada la importancia de la confidencialidad en el procedimiento de mediación, es 
necesario que la presente Directiva contenga disposiciones que estipulen un grado mínimo de 
compatibilidad de las normas procesales civiles en lo que se refiere al modo en que se protege 
la confidencialidad de la mediación en todo proceso judicial o de arbitraje ulterior, ya sea de 
carácter civil o mercantil”.
Por su parte el art. 9 de la Ley de Mediación civil y mercantil española de 6 de julio, establece 
que “El procedimiento de mediación y la documentación utilizada en el mismo es confidencial. 
La obligación de confidencialidad se extiende al mediador, que quedará protegido por el secreto 
profesional, a las instituciones de mediación y a las partes intervinientes de modo que no podrán 
revelar la información que hubieran podido obtener derivada del procedimiento (…)”.
Y el art. 15.2 de la L.O. de 27 de abril de 2015, por la que se aprueba el Estatuto de la 
Víctima, establece que “Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación 
serán confidenciales y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los 
familiar en situaciones asimétricas”, Ed. Reus, Madrid, 2013) propone que la persona mediadora debe 
desarrollar estrategias de intervención ante situaciones de desequilibrio mediante las cuales las partes 
sean tratadas de forma desigual con el objetivo de equilibrar el poder de negociación.
499 Parte de la doctrina (BARONA VILAR, S., “Mediación penal…, ob. cit. p 272) entiende que 
la mediación penal debe integrarse en el modelo de justicia penal, y por lo tanto deben respetarse los 
principios y garantías consagrados en el art. 24 CE en cuanto a la dualidad de posiciones, principio de 
igualdad y principio de contradicción – bilateralidad-.
500 En este sentido SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España…, ob. cit. p. 100.
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mediadores y otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán 
sujetos a secreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran 
tenido conocimiento en el ejercicio de su función”.
En virtud de este principio, se establece la necesidad de reserva respecto de las revelaciones 
realizadas durante el procedimiento de mediación o cualquier otra técnica restaurativa de estilo 
mediatorio. Esta exigencia, que recogen prácticamente todos los ordenamientos jurídicos 
referidos a la mediación, conecta con la voluntariedad de las partes, ya que es la única forma 
de que las partes expongan con sinceridad los múltiples aspectos del conflicto y no se vea 
afectada la presunción de inocencia, a la que ya nos hemos referido al analizar el principio de 
voluntariedad.
e) El principio de gratuidad
A criterio de diversos autores501 el procedimiento de mediación debe ser totalmente gratuito 
debido al carácter público que tiene el Derecho penal502 y en atención al debido respeto del 
principio de igualdad garantizado en el art. 14 CE, pues de lo contrario se establecerían 
instituciones más o menos beneficiosas en función de los recursos económicos del justiciable. 
Siguiendo la misma argumentación considero que, en el ámbito penitenciario, el uso de técnicas 
restaurativas también debe ser gratuito para aquellas personas que carezcan de recursos 
económicos. De ahí la necesidad de crear un Turno de Oficio de mediadores y/o impulsores 
de técnicas restaurativas, que garantice la profesionalidad, independencia y gratuidad de estos 
profesionales, tal y como propondré en el Capítulo siguiente.
f) El principio de oficialidad 
Para BARONA VILAR503 una de las cuestiones a considerar en la configuración del 
procedimiento de mediación penal es como conjugar el principio de voluntariedad de la 
partes con el principio de legalidad penal504. Es opinión generalizada que en la mayoría de los 
501 Sobre ello BARONA VILAR, S., “Mediación penal…, ob. cit. pp. 276; GARCÍANDÍA 
GONZÁLEZ, P.M., “La regulación de la mediación penal es España: opciones legislativas y contenidos 
mínimos” en GARCIANDÍA GONZÁLEZ y SOLETO MUÑOZ (coords.) “Sobre la Mediación penal 
(posibilidades y límites en un entorno de reforma del proceso penal), Universidad de La Rioja, Ed. 
Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 413-442/431; RIOS MARTIN y OTROS “La mediación penal 
y penitenciaria (experiencias de diálogo en el sistema penal…, ob. cit. (2012) p. 84.
502 GONZÁLEZ CANO, I., “La mediación penal en España”, en Barona Vilar, S. (Dir.): “La mediación 
penal para adultos. Una realidad en los ordenamientos jurídicos”, Ed. Tirant Lo Blach, Valencia, 2009, 
pp. 19-52/ 33.
503 BARONA VILAR, S., “Mediación penal…” ob. cit. p. 277
504 Sobre ello MARTÍNEZ ESCAMILLA, M., “La mediación penal en España: estado de la cuestión” 
en MARTÍNEZ ESCAMILLA, M. (Coord.) :“Justicia restaurativa, mediación penal y penitenciaria: un 
renovado impulso…”ob. cit. pp. 29-32.
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ordenamientos el principio de legalidad ha cedido al principio de oportunidad reglada505. Por lo 
tanto hay que determinar si se debe acudir a una técnica restaurativa de estilo mediatorio por 
remisión del Juez, del Fiscal u Órgano competente –Junta de tratamiento, Comisión Disciplinaria 
y/o JVP–, según el modelo y momento procesal, o si cabría la posibilidad de que fueran las 
partes las que decidieran someterse a este procedimiento. Sin duda alguna, cómo se configure 
este control será cuestión clave para la garantía de los derechos de las partes en el proceso de 
mediación y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio506. Según RÍOS MARTÍN507 en el 
ámbito penitenciario, la derivación de los casos al Equipo de Mediación debería corresponder al 
Juez, previo acuerdo con el Ministerio Fiscal. Para dicho autor el procedimiento de mediación 
no supone ninguna limitación al ejercicio de los derechos que la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
y el Código Penal reconocen a las partes. 
A mi juicio, en el sistema penitenciario, a la hora de introducir las técnicas restaurativas 
de estilo mediatorio, también se debe respetar el principio de oficialidad, y distinguir entre: el 
procedimiento sancionador disciplinario y el procedimiento que regula la concesión del resto 
de figuras jurídicas penitenciarias –clasificación, libertad condicional, beneficios penitenciarios 
y permisos–. Respecto al primero la introducción y uso de técnicas restaurativas se podría 
hacer conforme al principio de oportunidad reglada, siendo la Comisión disciplinaria o el 
JVP en su caso, quien derivara de “oficio” o “a petición de parte” los supuestos “mediables”, 
previstos legalmente, al mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa designado con las 
consecuencias jurídicas legalmente establecidas508 y en relación al segundo, la introducción y 
uso de técnicas restaurativas debe realizarse de forma complementaria al procedimiento legal 
ya establecido para su concesión, de tal modo que dichas técnicas restaurativas formen parte 
de tratamiento penitenciario sobre el que valorar la adecuada concesión de clasificaciones, 
libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos, incluso “la suspensión de la prisión 
505 En este sentido MARTÍNEZ SOTO, T., “La mediación penal y la reforma de la Ley de 
enjuiciamiento criminal. El principio de oportunidad como instrumento de simplificación procesal” en 
Oubiña Barbolla (coord.) :“Sobre la Mediación penal (posibilidades y límites en un entorno de reforma 
del proceso penal español) Universidad de La Rioja, Ed. Thomson – Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 359-
384; GÓMEZ DE LIAÑO DIEGO, R., “Algunas notas sobre los mecanismos alternativos de la acción 
pernal. El principio de oportunidad en el anteproyecto de Ley de enjuiciamiento criminal de 2011” en 
Oubiña Barbolla (Coord.) :“Sobre la Mediación penal (posibilidades y límites en un entorno de reforma 
del proceso penal español) Universidad de La Rioja, Ed. Thomson – Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 387-
409; SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia Restaurativa en 
España” en Cuadernos Penales José ª Lidon, Nº 9, 2013,Deusto, p.100.
506 Sobre este aspecto el Consejo de Europa en su Recomendación nº R (99) de 15 de septiembre de 1999 
de Consejo de Ministros sobre la mediación en materia penal reconocía “la oportunidad de que la autoridad 
judicial actúe como un mecanismo de garantía que supervise no sólo los efectos de la introducción en el 
proceso del resultado del proceso de mediación, sino también que las condiciones procedimentales de su 
desarrollo no colisionen con los valores constitucionales propios del proceso penal
507 RÍOS MARTIN, J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en 
el Sistema penal para la reducción de la violencia y el sufrimiento humano)”, Ed. Colex, Madrid, 2006, 
p. 47. Obra revisada y actualizada en 2008, 2012 y 2016.
508 Tal y como se propondrá lege ferenda en el Capítulo V, apartado 3.1.
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permanente revisable”509. Por tanto, bien “de oficio” a través de los Servicios de tratamiento de 
la prisión –Junta de tratamiento–, bien “a instancia de parte” se podría acceder a las técnicas 
restaurativas como parte del tratamiento510–.
g) El principio de flexibilidad511
Según diversos autores512 el procedimiento de mediación así como el de cualquier técnica 
restaurativa de estilo mediatorio debe ser flexible, teniendo en cuenta que una de las esencias de 
estas técnicas es la voluntariedad y autonomía de las partes, siendo estas las que deben acordar 
el tipo de procedimiento a seguir. 
Parte de la doctrina513 ha criticado la excesiva regulación hacia la que se camina en aras 
de garantizar la seguridad jurídica derivada del principio de legalidad, lo que supondría en la 
práctica un grave obstáculo para la trasposición a nuestro Sistema de la Justicia restaurativa 
y sus técnicas. Así para preservar el principio de flexibilidad y armonizarlo con el principio 
de legalidad algunos autores proponen que la regulación de los criterios de derivación a una 
técnica restaurativa o la forma de trabajo se realice por medio de instrumentos con mayor 
“maleabilidad” como protocolos514 o normas internas de los Juzgados o las Oficinas de Atención 
a las Víctimas. Resaltando la conveniencia de introducir las líneas básicas de las referidas 
técnicas restaurativas y sus principios reguladores en los cuerpos legislativos correspondientes 
–Código Penal y Ley Orgánica General Penitenciaria, entre otros–.
509 Para el supuesto de una futura regulación que integrara esta figura de manera específica en la 
LOGP y su RP como “parte” de nuestro sistema penitenciario. Actualmente sólo está contemplada por 
el art. 92 CP. Según mi criterio, en sintonía con otros autores (GARCÍA VALDÉS, C. “Sobre la prisión 
permanente y sus consecuencias penitenciarias” en el Libro Contra la cadena perpetua (coords.) Cristina 
Rodríguez Yagüe; Luis Alberto Arroyo Zapatero (ed. lit.), Juan Antonio Lascuraín Sánchez (ed. lit.), 
Mercedes Pérez Manzano (ed. lit.), Universidad de Castilla-La Mancha, Ediciones de la Universidad de 
Castilla-La Mancha, 2016, Parte II) la incorporación de este tipo de pena a nuestro sistema penitenciario 
conllevaría su total desvirtuación.
510 Tal y como propondré lege ferenda en el Capítulo V.
511 La Directiva 2008/52/CE, ya mencionada, en su considerando 17 dispone que” (…) Los mencionados 
mecanismos deben aspirar a preservar la flexibilidad del procedimiento de mediación y la autonomía de las 
partes, y a garantizar que la mediación se lleve a cabo de una forma eficaz, imparcial y competente (…)”
512 RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en el 
sistema penal…, ob. cit. (2012) pp.90-91; BARONA VILAR, S., “La mediación penal…, ob. cit. pp. 276.
513 Sobre ello GORDILLO SANTANA, L., “La justicia restaurativa y la mediación penal”, Ed. Iustel, 
Madrid, 2007, p.147: SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital 2013, pp. 101-103.
514 El art. 31 de la LO 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el Estatuto de la víctima prevé 
los protocolos de actuación, y según el cual “El Gobierno y las Comunidades Autónomas en el marco 
de sus competencias, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas y de sus derechos 
reconocidos por esta Ley, aprobarán los Protocolos que resulten necesarios para la protección de las 
víctimas.
Asimismo, los Colegios profesionales que integren a aquellos que, en su actividad profesional, 
se relacionan y prestan servicios a las víctimas de delitos, promoverán igualmente la elaboración de 
Protocolos de actuación que orienten su actividad hacia la protección de las víctimas”.
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Según mi criterio, en el ámbito penitenciario para armonizar la seguridad jurídica propia del 
principio de legalidad con la voluntariedad y flexibilidad que caracterizan a la mediación y demás 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio, se debería regular en la Legislación penitenciaria –LOGP 
y RP–: los supuestos “mediables”, su “derivación” por parte del órgano competente –Comisión 
disciplinaria, Servicios de tratamiento y/o JVP– al mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa 
de oficio y/o a instancia de las partes, las “vías de derivación” y sus “consecuencias jurídicas”515 y 
dejar en manos de los protocolos el cómo hacer la intervención restauradora –metodología–516.
h) El principio de complementariedad
Un amplio sector de la doctrina517, en el ámbito penal, opina que acudir a un procedimiento 
de mediación no supone per ser la renuncia al proceso penal, si no que exige, la posibilidad 
de, por un lado, vincular de forma previa, en o al finalizar el proceso penal, los resultados de la 
técnica restaurativa con este, y, por otro, ante un posible fracaso de dicha técnica restaurativa, 
acceder sin trabas a la tutela judicial penal a través del procedimiento ordinario penal, sin que 
ello conlleve ningún efecto negativo. 
Siguiendo la misma argumentación, tal y como ya he manifestado anteriormente, considero 
que la mediación y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio deben ser introducidas en 
el sistema penitenciario como un instrumento complementario a la justicia tradicional dentro 
del Estado de Derecho porque entiendo que éste ha sido una gran conquista social y jurídica a 
la que no debemos renunciar pero si intentar su mejora, a través de vías que humanicen y doten 
de mayor eficacia al sistema, como pueden ser las técnicas de la Justicia restaurativa. 
i) El principio de proporcionalidad procesal 
A criterio de BARONA VILAR518 partiendo de la idea de complementariedad con el proceso 
penal, se debe entroncar la idea de proporcionalidad del medio a la hora de incorporar al Sistema 
jurídico penal el procedimiento de mediación, buscando el equilibrio entre los intereses de la 
sociedad, y el ejercicio del Ius puniendi del Estado y de los sujetos que están o pueden estar 
afectados por la comisión de nuevos delitos. Según dicha autora el principio de proporcionalidad 
procesal permite la elección de la vía procesal más adecuada, ante la comisión de un hecho 
socialmente reprochable. Dicho principio permitiría el equilibrio entre la Justicia retributiva y 
la Justicia restaurativa.
515 Aspectos que serán propuestos, lege ferenda, en el Capítulo V.
516 Tema que será abordado, lege ferenda, en el Capítulo V.
517 Sobre ello BARONA VILAR, S., “Mediación penal…, ob. cit. pp. 269-272; RÍOS MARTÍN y 
OTROS “La mediación penal y penitenciaria…, ob. cit. (2012) p. 92-97.; MARTÍNEZ ESCAMILLA, 
M., “La mediación penal en España: Estado de la cuestión” en Martínez Escamilla M. (coord.): “Justicia 
Restaurativa, mediación penal y penitenciaria: un renovado impulso”…ob. cit. pp. 32-35 y ss.
518 BARONA VILAR, S., “Mediación penal…, ob. cit. pp. 272-274.
185
Capítulo III. El marco teórico y normativo de la mediación penitenciaria y otras...
En mi criterio tal principio resulta trasportable también al sistema penitenciario a la hora de 
establecer los casos mediables, las vías de derivación y sus consecuencias jurídicas.
En suma, tal y como acabo de analizar, los principios que caracterizan a la mediación y demás 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio son plenamente armonizables con los principios y 
garantías del Estado de Derecho, vinculantes para el Derecho penitenciario. Por tanto, a mi 
juicio, no existe ningún problema jurídico para poder incorporar a nuestro sistema penitenciario 
las referidas técnicas restaurativas.
2. MARCO LEGAL DE LA MEDIACIÓN PENITENCIARIA Y OTRAS TÉCNICAS 
RESTAURATIVAS DE ESTILO MEDIATORIO
En el presente apartado se realizará una descripción y análisis de la legislación dictada 
tanto a nivel internacional –principalmente UE– como nacional sobre mediación y demás 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio, poniendo de manifiesto las deficiencias legales que 
en esta materia presenta nuestro sistema. Asimismo se describirán aquellos preceptos de la 
actual legislación penitenciaria que están posibilitando la puesta en práctica de experiencias de 
mediación en éste ámbito.
2.1. Normativa internacional 
A nivel internacional existen numerosas disposiciones procedentes en su mayoría de la 
Unión Europea519, quien, desde los años ochenta520, viene instando a los países miembros 
a adecuar sus legislaciones para implantar programas de justicia restaurativa en el ámbito 
penal, insistiendo en la relevancia de la víctima en el proceso penal. Destacamos, entre otras, 
las disposiciones dictadas de manera más reciente por la Unión Europea, por la exigencia 
legal que ello nos reporta, así como las relativas al ámbito penitenciario, por ser éste el objeto 
del trabajo.
519 SORIA VERDE, A., (“Métodos y programas de mediación penal” en “Mediación. Proceso, 
tácticas y técnicas…, ob. cit. pp. 203-206) realiza una enumeración detallada de todos los Convenios 
y recomendaciones europeas; SOLETO MUÑOZ, H. (“Aportaciones internacionales al desarrollo de 
la Justicia Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital, pp. 
88-92) señala las aportaciones europeas (directivas y recomendaciones del Consejo de Europa, así como 
aportaciones prácticas de la UE) al desarrollo de la Justicia restaurativa.
520 No obstante el primer antecedente lo encontramos en la Carta de los Derechos Humanos, de 26 de 
junio de 1945, capítulo VI, art. 34. En ella se recoge la idoneidad de procesos alternativos al conflicto “la 
negociación, la investigación, la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a 
organismos o acuerdos regionales u otros medios pacíficos a su elección”. Y en Europa encontramos el 
Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 
de noviembre de 1950, donde se admite como procedimiento la mediación para el propio funcionamiento 
del sistema de garantías.
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a) La Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 
2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de 
las víctimas de delitos521, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI relativa al 
Estatuto de la Víctima en el proceso penal522
Esta Directiva establece en su redacción definitiva en el art. 12: “Derecho a garantías en el 
contexto de los servicios de justicia reparadora”
Los Estados miembros adoptarán medidas para proteger a la víctima contra la 
victimización secundaria o reiterada, la intimidación o las represalias, medidas que se 
aplicarán cuando se faciliten servicios de justicia reparadora. Estas medidas garantizarán 
que aquellas víctimas que opten por participar en procesos de justicia reparadora tengan 
acceso a servicios de justicia reparadora seguros y competentes, siempre que cumplan, 
como mínimo las condiciones siguientes;
Que se recurra a los servicios de justicia reparadora si redundan en interés de la víctima, 
atendiendo a consideraciones de seguridad, y se basan en el consentimiento libre e 
informado de la víctima; el cual podrá retirarse en cualquier momento;
Antes de que acepte participar en el proceso de justicia reparadora, se ofrecerá a la 
víctima información exhaustiva e imparcial sobre el mismo y sus posibles resultados, así 
como sobre los procedimientos para supervisar la aplicación de todo acuerdo;
El infractor tendrá que haber reconocido los elementos fácticos básicos del caso;
Todo acuerdo deberá ser alcanzado de forma voluntaria y podrá ser tenido en cuenta en 
cualquier otro proceso penal;
Los debates de los procesos de justicia reparadora que no se desarrollen en público serán 
confidenciales y no se difundirán posteriormente, salvo con el acuerdo de las partes o si 
así lo exige el derecho nacional por razones de interés público superior.
Los Estados miembros facilitarán la derivación de casos, si procede, a los servicios de 
justicia reparadora, incluso mediante el establecimiento de procedimientos u orientaciones 
sobre las condiciones de tal derivación”.
Dicha redacción mejora considerablemente la que preveía el Proyecto de la mencionada 
Directiva, cuya articulación contaba con elementos disfuncionales que podían dificultar el 
desarrollo e implantación de la justicia restaurativa523. No obstante, la redacción final presenta 
algunos interrogantes jurídicos relativos tanto a la participación de la víctima como al 
reconocimiento de los hechos por parte del infractor y por último al acuerdo alcanzado podrá 
ser tenido en cuenta en otros procesos penales.
521 Diario Oficial de la Unión Europea, L. 315 de 14 /11/2012, pp. 57 a 73. 
522 Establecía en sus arts. 10 y 17 que “Los Estados miembros procurarán impulsar la mediación en 
las causas penales (…) Velarán para que pueda tomarse en consideración todo acuerdo entre víctima e 
inculpado que se haya alcanzado con ocasión de la mediación (…). Los Estados miembros pondrán en 
vigor las disposiciones legales necesarias para dar cumplimiento a lo estipulado, a más tardar el 22 de 
marzo del 2006”.
523 Sobre ello SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España…, ob. cit. pp. 91-95.
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En cuanto a la participación de la víctima, uno de los principales interrogantes es si es conditio 
sine qua non la participación de la víctima para poder llevar a cabo una técnica restaurativa, p. 
ej.: Mediación. Según el tenor literal de la Directiva 2012/29/UE art. 12 apartado 1 a) parece 
que se establece como elemento necesario la participación de la víctima, al exigirse de manera 
expresa su consentimiento para iniciar cualquier procedimiento restaurador y prever a la par 
la posibilidad de revocación, con las consecuencias imaginables de paralizar el procedimiento. 
Si entendemos que la Directiva establece tal limitación podría verse vulnerando el principio 
de bilateralidad en los casos en los que la víctima no quisiera participar en la mediación o en 
los delitos de riesgo o de peligro abstracto, p ej.: Delitos contra la salud pública o los delitos 
contra la seguridad del tráfico, puesto que no es necesario una víctima concreta para que el 
delito se entienda consumado. Se trata sin duda de una de las cuestiones de más actualidad en 
mediación. Diferentes autores, a los que me sumo, entienden, que en estos casos, la mediación 
podría ser llevada a cabo con una persona “subrogada”524 que represente al colectivo afectado 
o con el mediador, que más adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo y 
aprovechar así la voluntad reparadora del infractor525.
No obstante para algunos autores526 la Directiva 2012/29/UE regula la situación de la 
víctima en la justicia restaurativa, pero también se podría regular la justicia restaurativa cuando 
no participe la víctima. Y llegan más allá al plantear que se podrían llevar a cabo procesos 
restauradores sin participación de la víctima, en aquellos supuestos en los que la actitud de 
la víctima no permite su participación constructiva en el proceso, por ejemplo cuando la no 
participación de la víctima responde a cuestiones no transcendentales para el proceso de 
mediación, no quiere volver a recordar los hechos, quiere olvidar el asunto etc…
En lo que se refiere al reconocimiento de los hechos por parte del infractor, la Directiva 
2012/29/UE art. 12 apartado 1 c) en su redacción definitiva establece como condición para 
poder acceder a una técnica restaurativa que “el infractor tendrá que haber reconocido 
los elementos fácticos básicos del caso”. A pesar de que tal dicción atempera, en cuanto a 
exigencia, la redacción dada en el Proyecto donde se establecía que “la persona sospechosa 
o acusada o el infractor habrá de haber reconocido su responsabilidad por su actuación” 
según la cual parecía extenderse además al reconocimiento del componente volitivo527, no 
queda claro cuándo y cómo debe hacerse tal reconocimiento. Tema que retomaremos al 
analizar la legislación española.
524 Sobre ello SOLETO MUÑOZ, H.,“Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España…, ob. cit. pp. 93-94.
525 En el ámbito anglosajón prevén para estos supuestos la denominada Shuttle comuniation o shuttle 
diplomacy mediation, representa una vía indirecta de comunicación, que puede serlo un mediador o un 
facilitador, sobre ello BARONA VILAR, S., “Mediación Penal. Fundamentos, fines y régimen jurídico”, 
Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2011, p. 147.
526 SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia Restaurativa 
en España… ob. cit. p. 94.
527 Tal exigencia dificultaría el desarrollo de muchas técnicas restaurativas de estilo mediatorio.
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Por último, en lo que afecta al acuerdo alcanzado podrá ser tenido en cuenta en otros 
procesos penales, éste requisito puede plantear polémica por su posible colisión con el 
principio de cosa juzgada. El Anteproyecto de la Directiva establecía de manera categórica 
que “todo acuerdo deberá ser alcanzado de forma voluntaria y deberá ser tenido en cuenta 
en cualquier otro proceso penal”. La vigente redacción atempera tal exigencia estableciendo 
que el acuerdo “(…) podrá ser tenido en cuenta (…)” –Directiva 2012/29/UE art. 12 apartado 
1 d)– . A criterio de SOLETO MUÑOZ la posible vinculación del acuerdo a otros procesos 
penales no ha de entenderse como un efecto ex lege de cosa juzgada, sino que simplemente 
establece la no confidencialidad de su existencia y contenidos para otros procesos, teniendo 
en cada caso el valor que cada Estado le otorgue528. No obstante el contenido de las sesiones o 
debates por regla general si deben ser confidenciales –Directiva 2012/29/UE art. 12 apartado 1 
e)– principio básico de la mediación y del resto de técnicas restaurativas de estilo mediatorio. 
Pero tal principio puede tener excepciones en aras del Derecho nacional o un interés público 
superior.
b) Recomendación (2003) 23, del Consejo de Europa sobre la gestión por las Administraciones 
penitenciarias de condenados a cadena perpetua y a otros presos de larga duración, establece 
que los presos “deben poder beneficiarse de los consejos, la ayuda y el apoyo apropiados 
para tomar conciencia de su infracción y del daño causado a las víctimas, y de abordar los 
sentimientos de culpabilidad que puedan tener como consecuencia de ello, a la vez que afirma 
la necesidad de poner los medios necesarios para atenuar los efectos nefastos de la prisión 
de larga duración, como la institucionalización, la pasividad, el desprecio de sí mismo y la 
depresión”529. Dicha Recomendación no hace mención expresa a la justicia restaurativa ni a sus 
vías, pero si lo hace a sus características y finalidad -tomar conciencia de su infracción y del 
daño causado a las víctimas-.
c) Reglas Penitenciarias Europeas del Consejo de Europa revisadas en 2006530, establecen 
en el punto 70.2 que para los casos de conflictos en el seno de la prisión entre presos que 
“si una mediación parece apropiada, deberá tenerse en cuenta en primer lugar”531. Por 
primera vez encontramos una norma que hace referencia a la mediación penitenciaria como 
técnica prioritaria a utilizar para resolver conflictos en el seno de las prisiones, pero no 
528 SOLETO MUÑOZ, H., “Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia Restaurativa 
en España… ob. cit. p. 95.
529 Consejo de Europa (2003) Recomendación Rec (2003) 23 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre la gestión de las administraciones penitenciarias de cadena perpetua y otros presos a 
largo plazo. Estrasburgo: Consejo de Europa.
530 La última revisión de estas Reglas se ha producido en el año 2015, siendo renombradas como 
“Reglas Mandela”, las cuales recuerdan en su revisión los Principios Básicos sobre la Utilización de 
Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal.
531 Consejo de Europa (2006) Recomendación Rec (2006) 2 del Comité de Ministros a los Estados 
Miembros sobre las Reglas Penitenciarias Europeas. Punto 70.2 de las Reglas Penitenciarias Europeas, 
2006, (adoptadas por la Comisión de Ministros de 11 de enero de 2006, durante la 952 Reunión de los 
Delegados de los Ministros).
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desarrolla ni el procedimiento ni los efectos jurídicos de la mediación en caso de ser puesta 
en práctica.
2.2. Normativa española
a) Normativa general
A nivel nacional, a pesar de las recomendaciones europeas, nuestra legislación no tiene un 
marco legal expreso que regule de manera concreta y específica la mediación penal y penitenciaria 
así como el resto de técnicas restaurativas de estilo mediatorio. No obstante, de manera genérica 
encontramos algunas referencias “directas” e “indirectas”, relativas principalmente a sus 
consecuencias y/o efectos jurídicos: 
1º El artículo 21.4ª.5ª del Código Penal, dispone que “Son circunstancias atenuantes (…): 
La de haber procedido el culpable (…) a confesar la infracción a las autoridades (…) La de 
haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos 
(…)”. Dicho precepto legal hace una referencia “indirecta” a la mediación, pues no la menciona 
de manera expresa pero si atribuye consecuencias jurídicas al infractor, que realice un fin propio 
de la mediación y de la justicia restaurativa –confesar la infracción, reparar el daño o disminuir 
sus efectos–, la reducción de la pena según dispone el art. 66 CP. Tradicionalmente el referido 
art. 21.4ª.5ª CP ha sido sobre el que se han fundamentado los proyectos pilotos en materia de 
mediación penal, a falta de una regulación expresa y concreta.
2º El artículo 84.1.1ª del Código Penal532, según el cual “El juez o tribunal podrán condicionar 
la suspensión de la ejecución de la pena al cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes 
en virtud de mediación”. Dicho precepto, a diferencia del anterior, recoge expresamente el 
término “mediación”, atribuyéndole como consecuencia jurídica la suspensión de la pena, en 
caso de que se produzca y se den el resto de requisitos exigidos legalmente para la suspensión. 
Asimismo hay que señalar que el vigente art. 84.1.1ª CP recoge las propuestas hechas en este 
sentido desde distintos foros y ámbitos académicos533.
3º El artículo 963. 1ª b) Ley Enjuiciamiento Criminal534, para delitos leves, en virtud del cual 
se “Acordará el sobreseimiento del procedimiento y el archivo de las diligencias cuando lo 
solicite el Ministerio Fiscal a la vista de las siguientes circunstancias: b) no exista un interés 
público relevante en la persecución del hecho. En los delitos leves patrimoniales, se entenderá 
532 Artículo redactado por el número cuarenta y tres del artículo único de la L.O. 1/2015, de 30 de 
marzo, por la que se modifica la L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal («B.O.E.» 31 
marzo) y entrada en vigor desde el 1 julio 2015.
533 PASCUAL RODRÍGUEZ, E. “La mediación en el sistema penal”. Tesis doctoral presentada en la 
UCM, bajo la dirección de la Dra. Dª Margarita Martínez Escamilla, 2012, pp. 400 y ss.
534 Artículo redactado por el apartado diez de la disposición final segunda de la L.O. 1/2015, de 30 
de marzo, por la que se modifica la L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal («B.O.E.» 31 
marzo).Vigencia: 1 julio 2015.
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que no existe interés público relevante en su persecución cuando se hubiere procedido a la 
reparación del daño y no exista denuncia del perjudicado”.535 Aunque este precepto tampoco 
hace referencia expresa a la mediación, si lo hace a una de sus características, la reparación del 
daño. Por tanto en virtud de un procedimiento de mediación en el que las partes lleguen a un 
acuerdo de reparación y éste sea cumplido por el infractor, si se dan el resto de requisitos, podría 
tener como consecuencia jurídica el archivo del procedimiento. 
Salvo dicha referencia “indirecta” la actual Ley de Enjuiciamiento Criminal no hace mención 
alguna a la mediación, a diferencia del Anteproyecto de ley orgánica de modificación de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal de 2 de marzo de 2012 que incluía la mediación penal. Los arts. 143 
a 146 del anteproyecto preveían la introducción de la institución de la mediación penal como 
forma de solución voluntaria del conflicto entre el infractor y la víctima. En su Exposición de 
Motivos indicaba que su regulación obedecía a obligaciones internacionales contraídas por 
España como también a una necesidad sentida y reclamada por la práctica. Su regulación era 
sucinta lo que exigía un desarrollo normativo posterior, donde se especificaran: los delitos que 
podían ser sometidos a mediación, y en la exposición de motivos con una perspectiva más 
amplia que la simple mediación, se enunciaba expresamente “que el modelo restaurativo que se 
implanta respeta el principio de legalidad y el monopolio jurisdiccional, que supone únicamente 
la posibilidad de insertar en el proceso penal un mecanismo autocompositivo voluntario para 
las partes, con todas las garantías procesales y con unas consecuencias predeterminadas 
legalmente pero que no se anudan necesariamente a la mediación y que pueden ser desde 
el archivo por razones de oportunidad, a la suspensión de condena, apreciación de alguna 
atenuante, o sin repercusión alguna”.
Lástima que finalmente la reforma, aprobada en 2015, de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
no haya incluido tal previsión que contenía el Anteproyecto.
4º La Ley 4/2015 de 27 de abril, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima del 
delito536 y Real Decreto 1109/15 de 11 de diciembre de 2015537 por el que se aprueba el 
Reglamento que desarrolla el Estatuto de la víctima, dan un paso más y configuran como 
un derecho básico de la víctima la información y acceso de ésta a los servicios de Justicia 
restaurativa.
El Estatuto de la Víctima del delito, en línea con la normativa europea dictada en la materia538, 
recoge en su Título Preliminar un catálogo general de derechos comunes a todas las víctimas, 
que se va desarrollando posteriormente a lo largo del articulado y que se refiere tanto a los 
535 Dicho precepto recoge la propuesta realizada por RIOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal 
y penitenciaria (Experiencias de diálogo y reducción de la violencia y el sufrimiento humano)”, 2ª 
edición, Ed. Colex, Madrid, 2008, pp. 142-143.
536 Publicado en el BOE núm. 101 de 28 de Abril de 2015
537 Publicado en el BOE núm. 312, de 30 de diciembre de 2015
538 Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, por la que 
se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos.
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servicios de apoyo como a los de justicia reparadora539 que se establezcan legalmente, y a las 
actuaciones a lo largo del proceso penal en todas sus fases –incluidas las primeras diligencias y 
la ejecución– con independencia del resultado del proceso penal. Asimismo en el Título Primero 
se establece como derecho básico de la víctima –art. 5.1 k)– que “Toda víctima tiene derecho, 
desde el primer contacto con las autoridades y funcionarios, incluyendo el momento previo a 
la presentación de la denuncia, a recibir, sin retrasos innecesarios, información adaptada a sus 
circunstancias y condiciones personales y a la naturaleza del delito cometido y de los daños 
y perjuicios sufridos, sobre los siguientes extremos:(…) k) Servicios de justicia restaurativa 
disponibles, en los casos en que sea legalmente posible (…)
En el Título II, relativo a la participación de la víctima en el proceso penal, a parte de 
la legitimación que se otorga a la víctima para recurrir ciertas resoluciones en el ámbito 
penitenciario540, cabe destacar el reconocimiento que establece el art. 15.1 EV en materia de 
539 Según el art. 3.1 del Estatuto de la Víctima del delito, “Toda víctima tiene derecho a la protección, 
información, apoyo, asistencia y atención, así como a la participación activa en el proceso penal y a 
recibir un trato respetuoso, profesional, individualizado y no discriminatorio desde su primer contacto 
con las autoridades o funcionarios, durante la actuación de los servicios de asistencia y apoyo a las 
víctimas y de justicia restaurativa, a lo largo de todo el proceso penal y por un período de tiempo 
adecuado después de su conclusión, con independencia de que se conozca o no la identidad del infractor 
y del resultado del proceso”.
540 Artículo 13. Participación de la víctima en la ejecución.
1. Las víctimas que hubieran solicitado, conforme a la letra m) del artículo 5.1, que les sean 
notificadas las resoluciones siguientes, podrán recurrirlas de acuerdo con lo establecido en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, aunque no se hubieran mostrado parte en la causa:
a) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria autoriza, conforme a lo previsto en el 
párrafo tercero del artículo 36.2 del Código Penal, la posible clasificación del penado en tercer grado 
antes de que se extinga la mitad de la condena, cuando la víctima lo fuera de alguno de los siguientes 
delitos:
1º Delitos de homicidio.
2º Delitos de aborto del artículo 144 del Código Penal.
3º Delitos de lesiones.
4º Delitos contra la libertad.
5º Delitos de tortura y contra la integridad moral.
6º Delitos contra la libertad e indemnidad sexual.
7º Delitos de robo cometidos con violencia o intimidación.
8º Delitos de terrorismo.
9º Delitos de trata de seres humanos.
b) El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria acuerde, conforme a lo previsto en el 
artículo 78.3 del Código Penal, que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación 
en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran al límite de cumplimiento 
de condena, y no a la suma de las penas impuestas, cuando la víctima lo fuera de alguno de los delitos a 
que se refiere la letra a) de este apartado o de un delito cometido en el seno de un grupo u organización 
criminal.
c) El auto por el que se conceda al penado la libertad condicional, cuando se trate de alguno de 
los delitos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 36.2 del Código Penal o de alguno de los 
delitos a que se refiere la letra a) de este apartado, siempre que se hubiera impuesto una pena de más 
de cinco años de prisión.
La víctima deberá anunciar al Secretario judicial competente su voluntad de recurrir dentro del 
plazo máximo de cinco días contados a partir del momento en que se hubiera notificado conforme a lo 
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Justicia restaurativa penal. Dicho precepto es una traslación del art. 12 de la Directiva 2012/29/
UE, analizada con anterioridad, y según el cual:
“Las víctimas podrán acceder a servicios de justicia restaurativa, en los términos que 
reglamentariamente se determinen, con la finalidad de obtener una adecuada reparación 
material y moral de los perjuicios derivados del delito, cuando se cumplan los siguientes 
requisitos:
a) el infractor haya reconocido los hechos esenciales de los que deriva su 
responsabilidad;
b) la víctima haya prestado su consentimiento, después de haber recibido información 
exhaustiva e imparcial sobre su contenido, sus posibles resultados y los procedimientos 
existentes para hacer efectivo su cumplimiento;
c) el infractor haya prestado su consentimiento;
d) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, 
ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o 
morales para la víctima; y
e) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, 
ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o 
morales para la víctima; y
f) el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, 
ni exista el peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o 
morales para la víctima; y
g) no esté prohibida por la ley para el delito cometido.
2. Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales 
y no podrán ser difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores y 
otros profesionales que participen en el procedimiento de mediación, estarán sujetos a 
secreto profesional con relación a los hechos y manifestaciones de que hubieran tenido 
conocimiento en el ejercicio de su función.
dispuesto en los párrafos segundo y tercero del artículo 7.1, e interponer el recurso dentro del plazo de 
quince días desde dicha notificación.
Para el anuncio de la presentación del recurso no será necesaria la asistencia de abogado.
2. Las víctimas estarán también legitimadas para:
a) Interesar que se impongan al liberado condicional las medidas o reglas de conducta 
previstas por la ley que consideren necesarias para garantizar su seguridad, cuando aquél hubiera 
sido condenado por hechos de los que pueda derivarse razonablemente una situación de peligro para 
la víctima;
b) Facilitar al Juez o Tribunal cualquier información que resulte relevante para resolver sobre 
la ejecución de la pena impuesta, las responsabilidades civiles derivadas del delito o el comiso que 
hubiera sido acordado.
3. Antes de que el Juez de Vigilancia Penitenciaria tenga que dictar alguna de las resoluciones 
indicadas en el apartado 1 de este artículo, dará traslado a la víctima para que en el plazo de cinco días 
formule sus alegaciones, siempre que ésta hubiese efectuado la solicitud a que se refiere la letra m) del 
apartado 1 del artículo 5 de esta Ley.
Tal previsión legal, como más adelante haré referencia, se hace desde una perspectiva meramente 
retributiva en contra de los postulados dela justicia restaurativa que preconiza el art. 15 del mismo 
cuerpo legal, lo que supone una grave contradicción.
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3. La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento para participar en el 
procedimiento de mediación en cualquier momento”.
Por tanto algunos de los problemas jurídicos, ya analizados, que se planteaban con la Directiva 
2012/29/UE, en cuanto a la necesidad o no de participación de la víctima y el reconocimiento 
de los hechos por parte del infractor para poder poner en marcha un proceso de mediación o 
cualquier otra técnica restaurativa, se perpetuán en nuestro Sistema sin ofrecer una solución. 
Aunque, si bien es cierto, el referido art. 15.1 del Estatuto de la Víctima omite la referencia que 
hace la Directiva europea respecto a que “(…) el acuerdo alcanzado podrá ser tenido en cuenta 
en otros procesos penales” y evita de esta manera una posible colisión con el principio de cosa 
juzgada. 
Asimismo aunque el 11 de diciembre del 2015 se aprobó el Real Decreto 1109/2015541 por 
el que se “desarrolla” la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la Víctima del delito, y se 
regulan las Oficinas de Asistencia a las Víctimas del Delito, sin embargo dicho Reglamento 
resulta parco e insuficiente, además de relegar para el “futuro” la elaboración de los “protocolos 
de actuación”542 previstos en el Estatuto de la Víctima, entre el Gobierno y las Comunidades 
Autónomas, en el marco de sus competencias, a través de la suscripción de Convenios.
541 BOE núm. 312, de 30 de diciembre de 2015.Referencia: BOE-A-2015-14263
542 No obstante existen ya diferentes convenios y protocolos de actuación suscritos, con anterioridad a la 
entrada en vigor de la Ley, entre el Consejo General del Poder Judicial, las Comunidades Autónomas y los 
Colegios de Abogados así como Asociaciones de Mediación. Algunos de los cuales deberán ser adaptados 
a las nuevas reformas legislativas acaecidas en nuestro país durante el año 2015. Así tenemos entre otros: 
- La guía práctica de actuación de la mediación intra-judicial, elaborado por el Consejo General 
del Poder Judicial en al año 2013,
- El convenio marco de colaboración entre el CGPJ y las diferentes Comunidades Autónomas en 
materia de Medicación intra-judicial, en abril del 2015.
- Adenda al Convenio Marco de colaboración entre el Consejo General del Poder Judicial y el 
Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, para proyectos de Mediación, febrero 2015.
- Convenio entre el Consejo General del Poder Judicial y la Asociación de mediación para la 
pacificación de conflictos de Madrid para el desarrollo de un programa de mediación en el ámbito penal, 
en diciembre de 2015.
Convenio Marco de colaboración entre el Consejo General del Poder Judicial y el Ilustre Colegio 
de Abogados de Madrid para proyectos de Mediación, febrero del 2013.
Para un detallado examen de todos los convenios y protocolos firmados a nivel nacional ver www.
poderjudicial.es.
Por su parte la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias ha firmado diversos proyectos y 
convenios en estos últimos años:
- En marzo del 2005, la entonces Dirección General de Instituciones Penitenciarias aprobó la 
puesta en marcha en el Centro Penitenciario de Madrid III (Valdemoro) del Proyecto Piloto de Mediación 
Penitenciaria, llevado a cabo por la Asociación de Mediación para la Pacificación de Conflictos.
- En el año 2006 la Asociación ¿hablamos? puso en marcha un Proyecto de Mediación Penitenciaria 
en el Centro Penitenciario de Zuera (Zaragoza).
- En el año 2010, el Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental dentro del marco del 
Convenio de Colaboración con la colaboración entre la Dirección General de Infancia y Familias y 
dicho Colegio Profesional y en colaboración con la Dirección General de Instituciones Penitenciarias se 
puso en marcha en el Centro Penitenciario de mujeres de Alcalá de Guadaira (Sevilla) un Proyecto de 
Mediación familiar dirigido a familias con mujeres presas en Instituciones Penitenciarias.
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El referido Reglamento contempla dos previsiones específicas en relación a la Justicia 
restaurativa –arts. 37 y 38 del RD 1109/2015 de 11 de diciembre– según las cuales:
“Artículo 37. Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas en materia de justicia 
restaurativa.
“Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas podrán realizar las siguientes actuaciones de 
justicia restaurativa:
a) Informar, en su caso, a la víctima de las diferentes medidas de justicia restaurativa.
b) Proponer al órgano judicial la aplicación de la mediación penal cuando lo considere 
beneficioso para la víctima.
c) Realizar actuaciones de apoyo a los servicios de mediación extrajudicial.
Artículo 38. Información y asistencia sobre ejecución penitenciaria.
“Las Oficinas facilitarán a las víctimas información sobre la posibilidad de participar en 
la ejecución penitenciaria, en los términos previstos en el artículo 13 del Estatuto de la 
víctima del delito, y realizarán las actuaciones de asistencia que resulten precisas para 
que la víctima pueda ejercer los derechos que la ley les reconoce en este ámbito”.
Esta regulación resulta problemática en su aplicación dado que en el ámbito penitenciario al 
no existir una regulación expresa sobre el uso de técnicas restaurativas, las Oficinas de Atención 
a la Víctima sólo podrán asesorar de las posibilidades que la Ley les ofrece de cara a recurrir las 
resoluciones penitenciarias relativas a la concesión de clasificaciones en tercer grado, libertades 
condicionales y acumulaciones jurídicas de su victimario, según prevé el art. 13 del Estatuto de 
la Víctima, desde un plano retributivo. De ahí que resulte necesaria una regulación específica 
en esta materia, tal y como propondré en el capítulo siguiente.
Asimismo he de destacar que el Estatuto de la Víctima, como la mayoría de la normativa 
internacional, suele referirse de manera específica a la técnica de la mediación, sin mencionar 
otras. Considero que ello no debe ser óbice para que no se pueda hacer uso de otras técnicas 
restaurativas543, aunque hubiera sido deseable que de manera concreta se hubiera hecho también 
alusión a las mismas, de una manera más detallada.
- En mayo de 2014, la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias firmó un Convenio con 
la Asociación Española de Mediación (ASEMED) con el objetivo de impulsar la implantación de un 
servicio de mediación en todos los Centros penitenciarios de España.
543 De hecho el art 37 del Reglamento del Estatuto de la Víctima establece entre las funciones de 
las Oficinas de Asistencia a las Víctimas en materia de justicia restaurativa: a) Informar, en su caso, 
a la víctima de las diferentes “medidas de justicia restaurativa”, dentro de cuyo término quedarían, 
a mi juicio englobadas todas las técnicas de justicia restaurativa. Pero luego sólo se refiere de manera 
específica a la mediación cuando le atribuye la función de: b) Proponer al órgano judicial la aplicación 
de la “mediación penal” cuando lo considere beneficioso para la víctima. Y la Directiva 2012/29/
UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas 
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Y en lo que concierne a los recursos, materiales y humanos, se ha de mencionar que para poner 
en marcha las medidas que recoge la Ley 4/2015 de 27 de abril, su Disposición Adicional 2ª 
establece que “Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento de dotaciones 
de personal, ni de retribuciones ni de otros gastos de personal” es decir no se dota a la Ley ni de 
medios materiales ni humanos para poder ser llevada a la práctica, siendo una vez más el tejido 
social y solidario el que tenga en este terreno que asumir el coste humano y económico de su 
puesta en práctica, como se ha venido haciendo hasta ahora544. Esto no me parece adecuado en 
un Estado que se hace llamar “Estado social y democrático de Derecho (…)” –art. 1 CE– por 
la dejación de funciones que supone. Por tanto y aunque el Estatuto de la Víctima aprobado en 
España supone un pequeño avance en la implantación progresiva de las técnicas restaurativas en 
nuestro sistema, todavía resulta bastante parco en cuanto a la forma y manera de incorporarlas. 
De otra parte el art. 15 Estatuto de la Víctima establece unos criterios muy generales, faltos 
de un desarrollo reglamentario adecuado y sin recursos económicos que plantean las siguientes 
dudas y lagunas jurídicas: ¿Es necesaria siempre la participación de la víctima en cualquier 
proceso de mediación y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio?; ¿qué debemos 
entender por hechos esenciales a la hora de su reconocimiento?; ¿qué casos son mediables?; 
¿cuáles son sus efectos jurídicos?; ¿cuáles son las líneas básicas procedimentales; ¿cuándo 
deben ser reconocidos los hechos esenciales? y ¿Ante quién deben ser reconocidos –Órgano 
judicial/ Ministerio Fiscal /Comisión disciplinaria penitenciaria/Servicios de tratamiento 
penitenciario/ Equipo de mediación? A mi juicio, la respuesta a todas estas preguntas debería 
regularse en la Ley de Enjuiciamiento Criminal en concordancia con el Código Penal y la 
Legislación Penitenciaria, así como en los protocolos de actuación que podrían diseñar, según 
las líneas básicas establecidas en la legislación, la metodología concreta. No puede negarse que 
el art. 15 del Estatuto de la Víctima así como su Reglamento –arts. 27, 37 y 38– suponen un 
avance en la materia, en cuanto a reconocimiento teórico se refiere.
Sin embargo no solucionan los interrogantes jurídicos aludidos de gran relevancia práctica. Y 
en lo que al ámbito penitenciario concierne, el art. 13 del referido Estatuto en concordancia con 
el art. 38 del Reglamento que lo desarrolla, suponen, por el contrario, un regreso a los postulados 
de la Justicia retributiva al reconocer sólo la intervención de la víctima en la ejecución de la 
pena desde una posición estrictamente vindicativa545, amén de vincularla al infractor durante 
mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos solo las menciona en su 
Considerando nº 46: “Los servicios de justicia reparadora, incluidos, por ejemplo, la mediación entre 
víctima e infractor, las conferencias de grupo familiar y los círculos de sentencia, pueden ser de gran 
ayuda para la víctima (…)”.
544 En este sentido SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Experiencia de la mediación penitenciaria” en 
GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); “Sobre la Mediación Penal: 
posibilidades y límites en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 295-296.
545 Según el art. 13 de LO 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el Estatuto de la víctima por 
delito se faculta a esta para intervenir durante la fase de ejecución, desde una perspectiva retributiva, 
interponiendo determinados recursos en materia de clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y limitación de condenas, para oponerse a los mismos pero no para ser restaurada.
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todo el cumplimiento de la pena de prisión, con los efectos negativos que ello conlleva, tanto 
para infractor546 como para la víctima547. 
5º La Instrucción (15/2011 Secretaria General de Instituciones Penitenciarias) sobre 
“Programa de normalización de conductas”548 en su apartado 6.4 contempla de manera muy 
vaga y genérica la posibilidad de realizar programas de mediación de conflictos en el ámbito 
penitenciario. Pero no establece ningún criterio concreto de los supuestos susceptibles de ser 
mediados ni de sus consecuencias jurídicas.
Como conclusión, se puede señalar que nos encontramos con graves lagunas jurídicas relativas 
a los supuestos mediables, sus consecuencias jurídicas y pautas procedimentales. Y, de manera 
específica, en el marco penitenciario, el Estatuto de la Víctima cuenta con preceptos en grave 
contradicción –art. 13 EV versus art. 15 EV–. Mientras el primero faculta a la víctima para que 
intervenga en la ejecución de la pena desde una posición puramente vindicativa, el segundo la 
reconoce de manera muy vaga y genérica el derecho a la Justicia restaurativa, con un desarrollo 
reglamentario deficiente que no aclara las dudas procedimentales y sin medios para que las 
técnicas restaurativas puedan ser llevadas a la práctica. Por último se echa en falta que la última 
reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal549 no haya introducido la mediación y demás 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio, de forma complementaria al procedimiento jurídico 
ya establecido, mediante el principio de oportunidad reglada550, estableciendo: los supuestos 
mediables, las pautas procedimentales, las consecuencias jurídicas y las garantías básicas de 
los derechos procesales tanto del infractor como de la víctima durante el procedimiento de 
mediación y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio. Y dejar la regulación específica 
sobre metodología a los protocolos de actuación especializados551. De tal manera que no solo 
queden garantizados los derechos de las víctimas, sino también los de los infractores. En el ámbito 
penitenciario estimo que la regulación específica sobre las técnicas restaurativas debería estar 
546 A nivel procedimental, la exigencia del art. 13 EV en virtud del cual, se debe notificar a la víctima 
todas aquellas resolución relativas a determinadas clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y/ o beneficios penitenciarios, está conllevando en la práctica la paralización de los expedientes 
penitenciarios pues hasta que no se localice a la víctima no puede hacerse efectivo, con todas las 
consecuencias negativas que esto acarrea no solo al sistema sino al infractor. P. ej.: Si se está tramitando 
un 3º, hasta que no sea notificado a la víctima, no puede seguir adelante.
547 Se agrava la victimización secundaria, al obligar a la víctima a recordar los hechos de manera 
reiterada durante todo el cumplimiento de la pena por parte del infractor.
548 Secretaria General de Instituciones Penitenciarias I. 15/2011 SGIP “Programa de normalización 
de conductas” en http://www.institucionpenitenciaria.es/web/export/sites/default/datos/descargables/
instruccionesCirculares/CIRCULAR_15-2011.pdf.
549 Reforma operada por la LO 5/2015 de 27 de abril, LO 13/2015 de 5 de octubre y LO 42/2015 de 
5 de octubre. 
550 Tal y como preveía la ya mencionada Exposición de motivos del Anteproyecto de la reforma de la 
LECrim 2011. 
551 Siguiendo los Protocolos ya existentes en las diversas materias penales y penitenciarias y reseñados 
en la nota 542.
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contenida principalmente en la LOGP y RP: supuestos mediables, vías de derivación y efectos 
jurídicos. Y en los protocolos de actuación específicos establecer la metodología a seguir552.
b) Normativa específica que posibilita la puesta en práctica de la mediación penitenciaria y 
otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio en España
Como ya se ha reiterado a lo largo del presente trabajo, en la legislación penitenciaria española 
no existe un marco legal expreso que regule la mediación así como el resto de técnicas restaurativas 
de estilo mediatorio, ni siquiera se hace mención a ellas. Existen normas que bien por vincularse a la 
reeducación, bien por dar efectividad a la reparación del daño, o por proveer un marco discrecional del 
infractor, permiten tomar en consideración las técnicas restaurativas. A tal efecto se pueden citar:
b. 1) Normativa constitucional y el sistema de ejecución penitenciario diseñado en la Ley 
Orgánica General Penitenciaria 
En primer lugar hemos de partir de la orientación que la Constitución atribuye a nuestro 
Sistema penitenciario, la “reducación y reinserción de los condenados a pena privativa 
de libertad” – art. 25.2 CE–. Dicha orientación tiene a nuestro juicio un fuerte enlace con 
los postulados de la justicia restaurativa y un sólido encaje con su pretensión de lograr, 
mediante el “sistema de individualización científica553 y la “clasificación en grados de 
tratamiento” –art. 72 LOGP– que rige nuestro sistema de ejecución penitenciario, la 
responsabilización del infractor y evitar así la reincidencia delictiva. Por tanto, tal y como 
propondré en el siguiente capítulo, las Juntas de Tratamiento “deberían” tener en cuenta 
los procesos y acuerdos de mediación, así como los de otras técnicas restaurativas de estilo 
mediatorio, para realizar las propuestas de clasificación y progresiones de grado554 –art. 
552 Tal y como propondré en el Capítulo V.
553 Según el cual una persona puede progresar de grado y cambiar de régimen de vida en función de 
la evolución que experimente en su tratamiento. El art 72 LOGP señala que “Las penas privativas de 
libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, separado en grados, el último 
de los cuales será el de la libertad condicional, conforme determina el Código Penal (…)4. En ningún 
caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga 
merecedor a su progresión”
554 Idea ya apuntada por SEGOVIA BERNABÉ, J.L., (“Experiencia de la mediación penitenciaria” 
en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); “Sobre la Mediación Penal: 
posibilidades y límites en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 289-
309/ 309) “(…) se trata en definitiva, que la mediación afecte no sólo a los aspectos regimentales y 
disciplinarios del sistema, sino también a los tratamentales y de progresión de grado que procedan”. 
Así como por otros autores, tal es el caso, de CERVELLÓ DONDERIS, V. (“Principios y garantías de la 
mediación penal… ob. cit. pp. 22-51/45) quien manifiesta que “La ejecución penitenciaria se orienta a 
la reeducación y reinserción social de los reclusos lo que significa que su objetivo es conseguir signos de 
recuperación social (…) para ello, a medida que el sujeto condenado a pena de prisión vaya mejorando 
no sólo su conducta penitenciaria, sino su actitud frente al delito cometido y al daño causado, el centro 
penitenciario debe ir concediendo espacios de prelibertad para que el interno vaya preparando su vida 
en libertad. En este sentido la asunción del delito, la reparación del daño y las disculpas a la víctima 
deben ser tenidas en cuenta para la concesión de permisos, la clasificación en régimen abierto y la 
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59/63 LOGP– así como para salir de los regímenes especiales de cumplimiento – FIES y 
art. 75 RP–, entre otros555.
b. 2) Normativa disciplinaria penitenciaria
En lo que al régimen disciplinario penitenciario se refiere tiene como fin “garantizar la 
seguridad y el buen orden regimental y conseguir una convivencia ordenada, de manera que 
se estimule el sentido de la responsabilidad y la capacidad de autocontrol dentro del Centro 
penitenciario” –art. 41 LOGP/art. 231RP 1996–. A pesar de las críticas556 realizadas al régimen 
disciplinario, sin embargo contiene algunas previsiones que han posibilitado la puesta en 
práctica de la inmensa mayoría de las experiencias de mediación penitenciaria que actualmente 
se están realizando en España557. Pueden citarse:
1º En el procedimiento sancionador penitenciario rigen los principios de proporcionalidad 
–art. 42.6 LOGP/art. 256 RP 1996– y oportunidad –43.2 LOGP– en virtud de los cuales se puede 
reducir la sanción, revocarla o dejar en suspenso su ejecución con fundamento en la escasa 
entidad del año causado, de la culpabilidad del autor o los fines de reeducación y reinserción.
En lo que concierne al principio de proporcionalidad, el art. 42.6 LOGP por un lado señala 
expresamente “que las sanciones podrán ser reducidas por decisión del órgano colegiado 
correspondiente –Comisión Disciplinaria– o a propuesta del Equipo Técnico (…)”. Y, por otro, 
el art. 256. 2 RP1996 en concordancia con el art. 42.6 LOGP señala además que “cuando se 
advierta error en la aplicación de una sanción (…) se efectuará una nueva calificación (…) 
en caso de que no proceda sanción alguna, la revocará levantando inmediatamente el castigo 
y cancelará automáticamente su anotación”. En este sentido el JVP nº 1 de Madrid en Auto 
de 09/03/2011, estimó el recurso presentado por el interno revocando la sanción impuesta por 
llevar a cabo un procedimiento de mediación. Se argumenta en el referido auto que “El interno 
junto con los otros compañeros que mantuvieron la pelea, han participado en un proceso de 
mediación firmando acta de reconciliación en la que expresamente el interno ha manifestado 
que asume su parte de responsabilidad en la agresión pidiendo disculpas al agredido. Es justo 
reconocer el esfuerzo y otorgar a esa actitud conciliadora un efecto jurídico dentro de los 
fines reeducativos y de reinserción social que tienen las penas privativas de libertad –art. 256 
RP–”558. Observamos como el JVP da un paso más y revoca la sanción, conforme prevé el art. 
256 RP 1996, otorgando un efecto jurídico –resocializador– a la actitud conciliadora llevada a 
cabo en el procedimiento de mediación.
concesión de la libertad condicional, abriendo una vía entre reparación victimológica y tratamiento 
penitenciario”. Y BARONA VILAR S., “Mediación penal…”, ob. cit., pp. 345-346.
555 Tal y como propondré lege ferenda en el último capítulo.
556 Sobre ello Capitulo II, apartado 3.1.
557 Todos los proyectos de mediación que se están realizando en cárceles españolas, tienen como 
ámbito de aplicación el régimen disciplinario. Tal y como veremos en el apartado siguiente.
558 En la misma línea encontramos los Autos JVP nº 1 Madrid de fechas 13/6/2008 y 3/8/2007.
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Respecto al principio de oportunidad el art. 43.2 LOGP, desarrollado por el art. 255.1 RP 
1996, dispone “en los casos de enfermedad del sancionado, y siempre que las circunstancias lo 
aconsejen, se suspenderá la efectividad de la sanción consistente en internamiento en aislamiento 
en celda, hasta que el interno sea dado de alta o el correspondiente órgano colegiado lo estime 
oportuno respectivamente”. El referido precepto introduce una oportunidad reglada, a decisión 
de la Comisión Disciplinaria559, para que en “casos de enfermedad” y “las circunstancias lo 
aconsejen” la ejecución de la sanción quede en suspenso. En el capítulo siguiente realizaré 
propuestas de lege ferenda, según las cuales estos podrían ser casos mediables con las 
consecuencias que aquí se apuntan. 
2º La reducción del plazo de cancelación, en atención a las posibles reducciones o suspensiones 
de la sanción. 
El art. 255.2 RP 1996 establece que “Si la Comisión disciplinaria, en atención a los fines 
de reeducación y reinserción social o las circunstancias personales del interno, no hubiese 
estimado oportuno levantar la suspensión de la efectividad durante el plazo de tres meses, de 
oficio o a solicitud del interno, aplicará la reducción de la sanción prevista en el art. 256.1 RP 
(…). Por su parte, el art. 256 RP dispone por su parte que “(…) las sanciones impuestas y sus 
plazos de cancelación podrán reducirse, atendiendo a los fines de reeducación y reinserción 
social por decisión motivada de la Comisión Disciplinaria, de oficio o a propuesta de la Junta 
de Tratamiento (…)”
Como vemos vía reglamentaria, le introduce un nuevo criterio que fundamenta la suspensión 
de la ejecución de la sanción o la reducción de su duración, el fin resocializador. Además 
de reducir los plazos de cancelación. El nuevo criterio introducido reglamentariamente, fin 
resocializador, para valorar la posibilidad de una reducción, revocación o suspensión de la 
sanción560, entronca directamente con los postulados de la justicia restaurativa y por ende con 
la posibilidad de poner en práctica técnicas restaurativas, y en virtud de sus resultados valorar 
el referido fin resocializador561.
b.3) Normativa penitenciaria relativa a beneficios penitenciarios y permisos de salida
Y, por último, en relación a la concesión de beneficios penitenciarios562 y permisos de 
salida, la legislación penitenciaria exige entre otros requisitos para su concesión: “buena 
conducta” y en algunos casos además “participación efectiva y favorable en programas de 
559 El art. 277 RP 1996 establece que “(…) corresponde a la Comisión Disciplinaria ejercer la 
potestad disciplinaria en la forma regulada ene l Título X del RP (…)” y detalla sus funciones. 
560 Como de facto ya han realizado algunos JVP – Autos JVP nº 1 Madrid de fechas 3/8/2007, 
13/6/2008 y 09/03/2011-
561 Tema que también será abordado en el Capítulo V, de cara a las propuestas lege ferenda.
562 En los arts. 202 al 206 RP 1996 se regulan los vigentes beneficios penitenciarios: el adelantamiento 
de la libertad condicional y el indulto particular.
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reparación a las víctimas”, “un pronóstico favorable de reinserción”, “participación en las 
actividades de reeducación y reinserción social” y/o “sentido de la responsabilidad”. Así 
tenemos que en primer lugar para la aplicación de la libertad condicional563, por un lado, el 
vigente art. 90.1 c) CP exige entre sus requisitos el de la “buena conducta” y “se valorará 
la conducta durante el cumplimiento de la pena”. También se exige para poderse beneficiar 
de las modalidades adelantadas a las 2/3 partes y 90 días por año, donde el vigente art 90.2 c) 
parrf. 2º CP además exige “la participación efectiva y favorable en programas de reparación 
a las víctimas”. Por otro lado, la legislación penitenciaria, no adecuada a la última reforma 
del CP564, continúa exigiendo “un pronóstico favorable de reinserción” –art. 67 LOGP/art. 
205 RP1996– para todos estos efectos. En segundo lugar en la suspensión de la ejecución de 
la pena de prisión permanente revisable565 –art. 92 CP– es preceptivo, entre otros requisitos, 
tomar en consideración la “conducta durante el cumplimiento de la pena”, que el tribunal 
“(…) pueda fundar (…) la existencia de un pronóstico favorable de reinserción social (…)”. 
En tercer lugar la propuesta del indulto particular –art. 206 RP–, exige también, entre otros 
requisitos, que en el penado concurra de manera continuada, durante al menos dos años, 
“buena conducta” y “participación en las actividades de reeducación y reinserción social”. 
En cuarto lugar en la concesión de recompensas –art. 263 RP– tales como la concesión de 
comunicaciones especiales y extraordinarias, adicionales, becas de estudio, donación de libros 
y otros instrumentos de participación en las actividades culturales y recreativas de la prisión, 
prioridad en la participación en salidas programadas para realizar actividades culturales, 
premios en metálico, notas meritorias, en todas ellas se exige haber puesto de manifiesto 
“buena conducta” y “sentido de la responsabilidad”. En quinto lugar para la asignación de 
destinos o puestos en actividades culturales, deportivas u ocupacionales se tiene en cuenta por 
parte de la Institución penitenciaria el buen comportamiento. Por último en la concesión de 
permisos penitenciarios –art. 47.2 LOGP– se exige, entre otros, el requisito de “no observar 
mala conducta”.
563 Tras la reforma del CP operada por la LO 1/2015 de 30 de marzo, la libertad condicional ha sufrido 
una desafortunada modificación en su naturaleza jurídica equiparándola a la suspensión – art. 90.1 CP -. 
No es objeto de este trabajo analizar dicho tema, pero a efectos aclaratorios, me seguiré refiriendo a ella 
como libertad condicional.
564 Operada por la LO 1/2015 de 30 de marzo («BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2015)
565 Como ya he referido con anterioridad, la prisión permanente revisable, a mi juicio de dudosa 
constitucionalidad así como a criterio de diversos autores (LASCURAÍN SÁNCHEZ, J.A., PÉREZ 
MANZANO, M., ALCÁCER GUIRAO, R., ARROYO ZAPATERO, L.A., DE LEÓN VILLALBA, F.J., 
MARTÍNEZ GARAY, L., “Dictamen sobre la constitucionalidad de la prisión permanente revisable” 
en el Libro Contra la cadena perpetua (coords.) Cristina Rodríguez Yagüe; Luis Alberto Arroyo Zapatero 
(ed. lit.), Juan Antonio Lascuraín Sánchez (ed. lit.), Mercedes Pérez Manzano (ed. lit.), Universidad 
de Castilla-La Mancha, Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, 2016, Parte I, pp. 17-
80; RÍOS MARTN, J.C. “La prisión perpetua en España. Razones para su ilegitimidad ética y de su 
inconstitucionalidad”, Gakoa, 2015, 2ª edición) fue introducida en nuestro Sistema jurídico Penal en 
virtud de la L.O. 1/2015 de 30 de marzo. No obstante, a pesar de tal reforma, la legislación penitenciaria 
todavía no ha sido adaptada a la misma.
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Los requisitos mencionados –buena conducta, participación efectiva y favorable en 
programas de reparación a las víctimas, pronóstico favorable de reinserción, participación en 
las actividades de reeducación y reinserción social y sentido de la responsabilidad– han sido 
considerados cumplidos, en algunas casos excepcionales, a través de los procesos y acuerdos de 
mediación penitenciaria llevados a cabo por algunas Asociaciones de mediación en coordinación 
con la Administración penitenciaria. Con base en ello, en el último capítulo realizaré propuestas, 
lege ferenda, según las cuales dichos preceptos podrían amparar la posibilidad de utilizar técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio, como mecanismos para prevenir y/o resolver conflictos intra 
y extra-penitenciarios, especificando los supuestos “mediables”, sus efectos jurídicos y la forma 
de derivación.
3. RECAPITULACIÓN
En este apartado haré una síntesis del marco teórico de la mediación penitenciaria y de otras 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio así como de su plena armonización con el sistema 
penitenciario español. Y sintetizaré el marco legal de las referidas técnicas restaurativas, tanto 
a nivel nacional como internacional, y reiteraré sus deficiencias.
1) En las últimas décadas se ha producido una proliferación en los distintos ordenamientos 
jurídicos de mecanismos alternativos a la tutela judicial tradicional –ADR–, basados 
principalmente en la autonomía de la voluntad, con los que se pretende una mejor gestión y 
resolución de los conflictos. A criterio de BARONA VILAR566 las causas que han provocado 
el surgimiento de los referidos mecanismos alternativos a la tutela judicial son principalmente 
tres: 1º El colapso que se ha producido ante los órganos jurisdiccionales civiles y penales; 2º El 
sentimiento creciente de que faltan mecanismos privados de resolución de controversias, sobre 
todo entre los particulares y; 3º La incapacidad intrínseca del sistema de poder asegurar a 
todos el acceso a la justicia. Si bien los mecanismos ADR están integrados por figuras diversas 
con características diferentes567, todos ellos coinciden en buscar una alternativa a la tutela 
judicial tradicional –juicio– para resolver los conflictos: el poder de las partes para solucionar 
sus propios conflictos así como fomentando el fortalecimiento de los valores democráticos y la 
cultura del diálogo. 
566 BARONA VILAR, S., “Fomento de las ADRS en España (Hacia un sistema de tutela plural del 
ciudadano que permita la desconflictivización y la búsqueda de la paz social)” en la Revista Seqüência, 
nº 51, 2005, p. 169-201, quien cita a TWINING, W. Alternative to What? Theories of Litigation, 
Procedure and Dispute Settlement in Anglo-American Jurisprudence: Some Neglected Classics. Modern 
Law Review, 1993, p. 380.
567 En este sentido CID MOLINÉ, J. (“Mecanismos Alternativos de Solución de conflictos y Derecho 
penal”, en Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, Nº 11, 2007, 
pp. 151-168) considera que los movimientos ADR y la Justicia restaurativa no son sinónimos, mientras 
que los primeros buscan una solución pactada, la segunda persigue una solución justa en términos 
restauradores. 
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Entre dichas figuras se encuentran métodos autocompositivos568 –negociación, mediación y 
conciliación– y métodos heterocompositivos –arbitraje–. Sobre la base del estilo mediatorio 
caracterizado porque una persona neutral –mediador– interactúa con las partes, utilizando 
técnicas de facilitación, para llegar a un acuerdo, en los países anglosajones se han desarrollado 
otras técnicas más complejas de resolución de conflictos, cuya principal característica es la 
intervención de terceros –comunidad– en la resolución el conflicto –conferencias de grupo, 
círculos sentenciadores y programas de sensibilización con víctimas y/o talleres de gestión de 
conflictos–569. 
Tradicionalmente se reconocen tres grandes modelos de mediación, a partir de los cuales 
se han establecido variaciones y que paso a reseñar: El modelo directivo de la Escuela de 
Harvard, el modelo de mediación transformativa y el modelo circular-narrativo. A partir de 
estos tres principales modelos se han creado otros tales como el Modelo Carnevale y el Modelo 
de Contingencias Estratégicas. Las propias diferencias entre ellos, hace que sea razonable dotar 
a cada mediador de la posibilidad de elegir entre ellos; para ello debe tener la formación y 
capacidad suficiente para elegir entre un modelo u otro dependiendo de la clase de conflicto y 
las propias necesidades del mismo.
Como he expuesto en el texto, también es posible clasificar las técnicas de mediación, según 
el grado de formalización, las personas que intervienen y de las peculiaridades del conflicto. 
La mediación podrá ser: “formal o informal, comunitaria o individual, pública o privada, 
bilateral o multipartes, preprocesal o judicial, con asesores o sin asesores, con mediador 
único o con co-mediadores, terapéutica o legal, directa o indirecta” entre otras. De todas las 
posibles caracterizaciones me interesa destacar la mediación indirecta o también denominada, 
en el sistema inglés, Shuttle mediation570, por la posibilidades que ofrece de cara a superar 
las limitaciones que en algunos casos presenta el uso de la mediación directa para resolver 
conflictos donde una de las partes no desea tener un encuentro directo con la otra – tal y como 
plantearé más adelante-.
2) En cuanto a los principios que rigen y caracterizan la mediación y por analogía el resto de 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio –no adversalidad, la voluntariedad, la neutralidad 
y la confidencialidad– en el trabajo he descrito las críticas realizadas, principalmente por 
568 Se caracterizan porque la solución al conflicto viene dada por las partes, mientras que en los 
métodos heterocompositivos la solución viene impuesta por un tercero. 
569 Autores como TAMARIT SUMALLA, J.M., (“Procesos restaurativos más allá de la mediación: 
perspectivas de futuro” en Cuadernos penales José maría Lidón, Nº 9, Desustodigital, Bilbao, 2013, 
pp. 317-328/318) atribuyen el surgimiento de estas nuevas técnicas de estilo mediatorio a diferentes 
factores: 1º“Al contacto con formas de justicia comunitarias propias de los pueblos indígenas - Nueva 
Zelanda -; 2º Una mayor permeabilidad de la cultura jurídica anglosajona, a la aceptación de nuevos 
mecanismos de justicia más flexibles; 3º Una mayor concienciación social en relación a la dimensión 
comunitaria”.
570 La mediación indirecta o Shuttle mediation representa un tipo de mediación en la que no existe un 
cara a cara directo entre las parte en conflicto, siendo el mediador quien se reúne por separado con cada 
una, siendo el transmisor de información entre ambas.
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penalistas y procesalistas, en el sentido de las dificultades de armonización de las mismas con 
los principios y garantías del Estado de Derecho, 
A mi juicio, como ya he razonado, el sistema penitenciario español tal y como está diseñado 
jurídicamente permite la introducción de técnicas restaurativas de estilo mediatorio de forma 
complementaria al procedimiento legalmente establecido –disciplinario y resto de figuras 
jurídicas penitenciarias–, sin hacer quebrar los principios y garantías del Estado de Derecho 
–art. 24 CE–, por lo que en realidad, considero que, no presenta un problema jurídico, tal y 
como ya se ha analizado. Por tanto, opino que acudir a una técnica restaurativa para resolver un 
conflicto penitenciario no supone per ser la renuncia al procedimiento legalmente establecido571, 
si no que exige, la posibilidad de, por un lado, vincular de forma previa, en o al finalizar el 
procedimiento penitenciario, los resultados de la técnica restaurativa con este, y, por otro, ante 
un posible fracaso de la referida técnica, acceder sin trabas a la tutela judicial a través de los 
Tribunales, sin que ello conlleve ningún efecto negativo –principio de complementariedad– . 
Y en consonancia me decanto por introducir las técnicas restaurativas como un instrumento 
complementario572 a la justicia tradicional dentro del Estado de Derecho porque entiendo que 
éste ha sido una gran conquista social y jurídica a la que no debemos renunciar pero sí intentar 
su mejora, a través de vías que humanicen y doten de mayor eficacia al sistema penitenciario, 
como pueden ser los instrumentos de la Justicia restaurativa.
3) Respecto al marco legal que regula las técnicas restaurativas existen diversas disposiciones, 
a nivel internacional y nacional, con una serie de déficits que pasamos a detallar.
A nivel internacional hay numerosas disposiciones procedentes en su mayoría de la Unión 
Europea, destacamos, entre otras:
a) La Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 
2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección 
de las víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI relativa 
al Estatuto de la Víctima en el proceso penal. Esta directiva en su redacción definitiva, aunque 
mejora la que preveía el Proyecto, no obstante, la redacción final presenta algunos interrogantes 
jurídicos relativos a la participación de la víctima, el reconocimiento de los hechos por parte 
del infractor y el acuerdo alcanzado podrá ser tenido en cuenta en otros procesos penales.
b) La Recomendación (2003) 23, del Consejo de Europa sobre la gestión por las Administraciones 
penitenciarias de condenados a cadena perpetua y a otros presos de larga duración573. Dicha 
571 Siguiendo las misma argumentación ofrecida por otros autores en el ámbito estrictamente penal y 
procesal. 
572 Tal y como propondré lege ferenda en el último capítulo.
573 Establece que los presos “deben poder beneficiarse de los consejos, la ayuda y el apoyo apropiados 
para tomar conciencia de su infracción y del daño causado a las víctimas, y de abordar los sentimientos 
de culpabilidad que puedan tener como consecuencia de ello, a la vez que afirma la necesidad de 
poner los medios necesarios para atenuar los efectos nefastos de la prisión de larga duración, como la 
institucionalización, la pasividad, el desprecio de sí mismo y la depresión”. 
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Recomendación no hace mención expresa a la Justicia Restaurativas ni a sus vías, pero si lo hace a sus 
características y finalidad –tomar conciencia de su infracción y del daño causado a las víctimas–.
c) Las Reglas Penitenciarias Europeas del Consejo de Europa revisadas en 2006574, establecen 
en el punto 70.2 que para los casos de conflictos en el seno de la prisión entre presos que “si una 
mediación parece apropiada, deberá tenerse en cuenta en primer lugar”.
A nivel nacional, a pesar de las recomendaciones europeas, nuestra legislación no tiene 
un marco legal expreso que regule de manera concreta y específica la mediación penal y 
penitenciaria, así como el resto de técnicas restaurativas. Y de manera genérica encontramos 
algunas referencias “directas” e “indirectas”, relativas principalmente a sus consecuencias 
y/o efectos jurídicos. Así tenemos que con carácter general dentro del Sistema Jurídico Penal 
español, existen las siguientes disposiciones:
a) El art. 21.4ª.5ª del Código Penal, dispone que “Son circunstancias atenuantes (…): La 
de haber procedido el culpable (…) a confesar la infracción a las autoridades (…) La de haber 
procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o disminuir sus efectos (…)”. 
Dicho precepto legal hace una referencia “indirecta” a la mediación, pues no la menciona de 
manera expresa pero si atribuye consecuencias jurídicas, al infractor que realice un fin propio 
de la mediación y de la justicia restaurativa –confesar la infracción, reparar el daño o disminuir 
sus efectos–, la reducción de la pena según dispone el art. 66 CP. 
b) El art. 84.1.1ª del Código Penal575, según el cual “El juez o tribunal podrán condicionar la 
suspensión de la ejecución de la pena al cumplimiento del acuerdo alcanzado por las partes en 
virtud de mediación”. Este precepto, a diferencia del anterior, recoge expresamente el término 
“mediación”, atribuyéndole como consecuencia jurídica la suspensión de la pena, en caso de 
que se produzca y se den el resto de requisitos exigidos legalmente para la suspensión. Precepto 
que recoge las propuestas hechas en este sentido desde distintos foros de mediación.
c) El art 963. 1ª b) Ley Enjuiciamiento Criminal, para delitos leves, en virtud del cual se 
“Acordará el sobreseimiento del procedimiento y el archivo de las diligencias cuando lo solicite 
el Ministerio Fiscal a la vista de las siguientes circunstancias: b) no exista un interés público 
relevante en la persecución del hecho. En los delitos leves patrimoniales, se entenderá que no 
existe interés público relevante en su persecución cuando se hubiere procedido a la reparación 
del daño y no exista denuncia del perjudicado”.
Aunque esta disposición tampoco hace referencia expresa a la mediación, si lo hace a una de 
sus características, la reparación del daño. Por tanto en virtud de un procedimiento de mediación 
574 La última revisión de estas Reglas se ha producido en el año 2015, siendo renombradas como 
“Reglas Mandela”, las cuales recuerdan en su revisión los Principios Básicos sobre la Utilización de 
Programas de Justicia Restaurativa en Materia Penal.
575 Artículo redactado por el número cuarenta y tres del artículo único de la L.O. 1/2015, de 30 de 
marzo, por la que se modifica la L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal («B.O.E.» 31 
marzo) y entrada en vigor desde el 1 julio 2015.
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en el que las partes lleguen a un acuerdo de reparación y éste sea cumplido por el infractor, si se 
dan el resto de requisitos, podría tener como consecuencia jurídica el archivo del procedimiento. 
d) La Ley 4/2015 de 27 de abril, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima del delito 
y Real Decreto 1109/15 de 11 de diciembre de 2015 por el que se aprueba el Reglamento que 
desarrolla el Estatuto de la víctima, dan un paso más y configuran como un derecho básico de 
la víctima la información y acceso de ésta a los servicios de Justicia restaurativa.
Sin embargo, tras su análisis, llego a la conclusión de que algunos de los problemas jurídicos, 
ya analizados, que se planteaban con la Directiva 2012/29/UE, en cuanto a la necesidad o no de 
participación de la víctima y el reconocimiento de los hechos por parte del infractor para poder 
poner en marcha un proceso de mediación o cualquier otra técnica restaurativa, se perpetuán 
en nuestro sistema sin ofrecer una solución. Aunque, si bien es cierto, el art. 15.1 Estatuto de 
la Víctima omite la referencia que hace la Directiva europea respecto a que “(…) el acuerdo 
alcanzado podrá ser tenido en cuenta en otros procesos penales” y evita así una posible colisión 
con el principio de cosa juzgada. 
Asimismo el Reglamento576 que desarrolla el Estatuto de la Víctima resulta parco e 
insuficiente, pues, entre otros motivos, deja en manos de “futuros” Convenios a suscribir entre 
el Gobierno y las Comunidades Autónomas, en el marco de sus competencias, la elaboración de 
los “protocolos de actuación”577 previstos en el Estatuto de la Víctima.
El referido Reglamento contempla dos previsiones específicas en relación a la Justicia 
restaurativa –arts. 37 y 38 del RD 1109/2015 de 11 de diciembre578–, sin embargo en el ámbito 
penitenciario al no existir una regulación expresa sobre el uso de técnicas restaurativas, las 
Oficinas de Atención a la Víctima sólo podrán asesorar de las posibilidades que la Ley les ofrece 
de cara a recurrir las resoluciones penitenciarias relativas a la concesión de clasificaciones en 
tercer grado, libertades condicionales y acumulaciones jurídicas de su victimario, según prevé 
el art. 13 del Estatuto de la Víctima, desde un plano retributivo. De ahí que resulte necesaria una 
regulación específica en esta materia, tal y como propondré en el último capítulo.
576 Real Decreto 1109/2015 de 11 de diciembre de 2015.
577 No obstante existen ya diferentes convenios y protocolos de actuación suscritos, con anterioridad a 
la entrada en vigor de la Ley, entre el Consejo General del Poder Judicial, las Comunidades Autónomas 
y los Colegios de Abogados así como Asociaciones de Mediación.
578 Artículo 37. Funciones de las Oficinas de Asistencia a las Víctimas en materia de justicia 
restaurativa.
“Las Oficinas de Asistencia a las Víctimas podrán realizar las siguientes actuaciones de justicia 
restaurativa: a) Informar, en su caso, a la víctima de las diferentes medidas de justicia restaurativa; b) 
Proponer al órgano judicial la aplicación de la mediación penal cuando lo considere beneficioso para 
la víctima; c) Realizar actuaciones de apoyo a los servicios de mediación extrajudicial.
Artículo 38. Información y asistencia sobre ejecución penitenciaria.
“Las Oficinas facilitarán a las víctimas información sobre la posibilidad de participar en la 
ejecución penitenciaria, en los términos previstos en el artículo 13 del Estatuto de la víctima del delito, 
y realizarán las actuaciones de asistencia que resulten precisas para que la víctima pueda ejercer los 
derechos que la ley les reconoce en este ámbito”.
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Y en lo que concierne a los recursos, materiales y humanos, se ha de mencionar que 
para poner en marcha las medidas que recoge la Ley 4/2015 de 27 de abril, su Disposición 
Adicional 2ª establece que “Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento 
de dotaciones de personal, ni de retribuciones ni de otros gastos de personal”, es decir, no se 
dota a la Ley, ni de medios materiales ni humanos para poder ser llevada a la práctica, siendo 
una vez más el tejido social y solidario el que tenga en este terreno que asumir el coste humano 
y económico de su puesta en práctica, como se ha venido haciendo hasta ahora. Esto no me 
parece adecuado en un Estado que se hace llamar “Estado social y democrático de Derecho 
(…)” –art. 1 CE– por la dejación de funciones que supone. Por tanto y aunque el Estatuto de la 
Víctima aprobado en España supone un pequeño avance en la implantación progresiva de las 
técnicas restaurativas en nuestro sistema, todavía resulta bastante parco en cuanto a la forma y 
manera de incorporarlas. 
También he de destacar que el Estatuto de la Víctima, como la mayoría de la normativa 
internacional, suele referirse de manera específica a la técnica de la mediación, sin mencionar 
otras. Considero que ello no debe ser óbice para que no se pueda hacer uso de otras técnicas 
restaurativas579, aunque hubiera sido deseable que de manera concreta se hubiera hecho también 
alusión a las mismas, de una manera más detallada. 
De otra parte, el art. 15 Estatuto de la Víctima establece unos criterios muy generales, faltos 
de un desarrollo reglamentario adecuado y sin recursos económicos que plantean las siguientes 
dudas y lagunas jurídicas: ¿Es necesaria siempre la participación de la víctima en cualquier 
proceso de mediación y demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio?; ¿qué debemos 
entender por hechos esenciales a la hora de su reconocimiento?; ¿qué casos son mediables?; 
¿cuáles son sus efectos jurídicos?; ¿cuáles son las líneas básicas procedimentales; ¿cuándo deben 
ser reconocidos los hechos esenciales?; ¿ante quién deben ser reconocidos –Órgano judicial/ 
Ministerio Fiscal /Comisión disciplinaria penitenciaria/Servicios de tratamiento penitenciario/ 
Equipo de mediación–? Según mi criterio, la respuesta a estas preguntas debería regularse, en 
el ámbito penitenciario, en la Legislación Penitenciaria, en concordancia con lo que pudiera 
establecerse en una futura regulación por la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal. 
Así como en los “futuros” protocolos de actuación que podrían diseñar, según las líneas básicas 
establecidas en la legislación, la metodología concreta.
579 De hecho el art 37 del Reglamento del Estatuto de la Víctima establece entre las funciones de 
las Oficinas de Asistencia a las Víctimas en materia de justicia restaurativa: a) Informar, en su caso, 
a la víctima de las diferentes “medidas de justicia restaurativa”, dentro de cuyo término quedarían, 
a mi juicio englobadas todas las técnicas de justicia restaurativa. Pero luego sólo se refiere de manera 
específica a la mediación cuando le atribuye la función de: b) Proponer al órgano judicial la aplicación 
de la “mediación penal” cuando lo considere beneficioso para la víctima. Y la Directiva 2012/29/
UE del Parlamento europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas 
mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos solo las menciona en su 
Considerando nº 46: “Los servicios de justicia reparadora, incluidos, por ejemplo, la mediación entre 
víctima e infractor, las conferencias de grupo familiar y los círculos de sentencia, pueden ser de gran 
ayuda para la víctima (…)”
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Observamos, por tanto, que a pesar de que el art. 15 del Estatuto de la Víctima y su Reglamento 
–arts. 27, 37 y 38– suponen un avance en la materia, en cuanto a reconocimiento teórico se refiere, 
sin embargo no solucionan los interrogantes jurídicos aludidos de gran relevancia práctica. Y en 
lo que al marco penitenciario concierne, el art. 13 del referido Estatuto en concordancia con el 
art. 38 del Reglamento que lo desarrolla, suponen, por el contrario, un regreso a los postulados 
de la Justicia retributiva al reconocer sólo la intervención de la víctima en la ejecución de la 
pena desde una posición estrictamente vindicativa580, amén de vincularla al infractor durante 
todo el cumplimiento de la pena de prisión, con los efectos negativos que ello conlleva, tanto 
para infractor581 como para la víctima582.
e) La Instrucción (15/2011 Secretaria General de Instituciones Penitenciarias) sobre 
“Programa de normalización de conductas” en su apartado 6.4 contempla de manera muy 
vaga y genérica la posibilidad de realizar programas de mediación de conflictos en el ámbito 
penitenciario. Pero no establece ningún criterio concreto de los supuestos susceptibles de ser 
mediados ni de sus consecuencias jurídicas.
En conclusión, podemos afirmar que nos encontramos con graves lagunas jurídicas relativas 
a los supuestos susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, sus consecuencias jurídicas 
y pautas procedimentales, además de una falta de cobertura de medios materiales y humanos 
para poner en práctica las referidas técnicas restaurativas.
Respecto a la legislación penitenciaria española no existe un marco legal expreso que 
regule el uso de técnicas restaurativas, aunque sí existen preceptos que hacen referencia a sus 
características esenciales y posibles efectos jurídicos, siendo esto, lo que ha posibilitado su 
puesta en práctica en el ámbito penitenciario. A tal efecto se pueden citar:
a) La Constitución atribuye a nuestro Sistema Penitenciario, la “reducación y reinserción de 
los condenados a pena privativa de libertad” –art. 25.2 CE–. Dicha orientación tiene a nuestro 
juicio un fuerte enlace con los postulados de la justicia restaurativa y un sólido encaje con su 
pretensión de lograr, mediante el “sistema de individualización científica583 y la “clasificación 
580 Según el art. 13 de LO 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el Estatuto de la víctima por 
delito se faculta a esta para intervenir durante la fase de ejecución, desde una perspectiva retributiva, 
interponiendo determinados recursos en materia de clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y limitación de condenas, para oponerse a los mismos pero no para ser restaurada.
581 A nivel procedimental, la exigencia del art. 13 EV en virtud del cual, se debe notificar a la víctima 
todas aquellas resolución relativas a determinadas clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y/ o beneficios penitenciarios, está conllevando en la práctica la paralización de los expedientes 
penitenciarios pues hasta que no se localice a la víctima no puede hacerse efectivo, con todas las 
consecuencias negativas que esto acarrea no solo al sistema sino al infractor. P. ej.: Si se está tramitando 
un 3º, hasta que no sea notificado a la víctima, no puede seguir adelante.
582 Se agrava la victimización secundaria, al obligar a la víctima a recordar los hechos de manera 
reiterada durante todo el cumplimiento de la pena por parte del infractor.
583 Según el cual una persona puede progresar de grado y cambiar de régimen de vida en función de 
la evolución que experimente en su tratamiento. El art 72 LOGP señala que “Las penas privativas de 
libertad se ejecutarán según el sistema de individualización científica, separado en grados, el último 
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en grados de tratamiento”–art. 72 LOGP– que rige nuestro sistema de ejecución penitenciario, 
la responsabilización del infractor y evitar así la reincidencia delictiva. Por tanto, tal y como 
propondré en el último capítulo, las Juntas de Tratamiento “deberían” tener en cuenta los procesos 
y acuerdos de mediación, así como los de otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio, para 
realizar las propuestas de clasificación y progresiones de grado584 –art. 59/63 LOGP– así como 
para proponer la salir de los regímenes especiales de cumplimiento –FIES y art. 75 RP–, entre 
otros. Tal y como plantearé, lege ferenda, en el próximo capítulo.
b) La normativa penitenciaria que regula el régimen disciplinario penitenciario tiene como 
fin “garantizar la seguridad y el buen orden regimental y conseguir una convivencia ordenada, 
de manera que se estimule el sentido de la responsabilidad y la capacidad de autocontrol 
dentro del Centro penitenciario” –art. 41 y ss. LOGP/art. 231 y ss. RP 1996–. A pesar de 
las críticas realizadas al régimen disciplinario, sin embargo contiene algunas previsiones que 
han posibilitado la puesta en práctica de la inmensa mayoría de las experiencias de mediación 
penitenciaria que actualmente se están realizando en España. Tal es el caso del principio de 
proporcionalidad –art. 42.6 LOGP/art. 256 RP 1996– y de oportunidad –43.2 LOGP / art. 
255.1 RP– en virtud de los cuales se puede reducir la sanción, revocarla o dejar en suspenso su 
ejecución con fundamento en la escasa entidad del año causado, de la culpabilidad del autor o 
los fines de reeducación y reinserción585.
de los cuales será el de la libertad condicional, conforme determina el Código Penal (…)4. En ningún 
caso se mantendrá a un interno en un grado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga 
merecedor a su progresión”
584 Idea ya apuntada por SEGOVIA BERNABÉ, J.L., (“Experiencia de la mediación penitenciaria” 
en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.): “Sobre la Mediación Penal: 
posibilidades y límites en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp. 289-
309/p. 309) “(…) se trata en definitiva, que la mediación afecte no sólo a los aspectos regimentales y 
disciplinarios del sistema, sino también a los tratamentales y de progresión de grado que procedan”. 
Así como por otros autores, tal es el caso, de CERVELLÓ DONDERIS, V. (“Principios y garantías de la 
mediación penal… ob. cit. pp. 22-51/p. 45) quien manifiesta que “La ejecución penitenciaria se orienta a 
la reeducación y reinserción social de los reclusos lo que significa que su objetivo es conseguir signos de 
recuperación social (…) para ello, a medida que el sujeto condenado a pena de prisión vaya mejorando 
no sólo su conducta penitenciaria, sino su actitud frente al delito cometido y al daño causado, el centro 
penitenciario debe ir concediendo espacios de prelibertad para que el interno vaya preparando su vida 
en libertad. En este sentido la asunción del delito, la reparación del daño y las disculpas a la víctima 
deben ser tenidas en cuenta para la concesión de permisos, la clasificación en régimen abierto y la 
concesión de la libertad condicional, abriendo una vía entre reparación victimológica y tratamiento 
penitenciario”. Y BARONA VILAR, S. “Mediación penal…”,ob. cit. p. 345-346.
585 En este sentido el JVP nº 1 de Madrid en Auto de 09/03/2011, estimó el recurso presentado por el 
interno revocando la sanción impuesta por llevar a cabo un procedimiento de mediación. Se argumenta 
en el referido auto que “El interno junto con los otros compañeros que mantuvieron la pelea, han 
participado en un proceso de mediación firmando acta de reconciliación en la que expresamente el 
interno ha manifestado que asume su parte de responsabilidad en la agresión pidiendo disculpas 
al agredido. Es justo reconocer el esfuerzo y otorgar a esa actitud conciliadora un efecto jurídico 
dentro de los fines reeducativos y de reinserción social que tienen las penas privativas de libertad -art. 
256 RP-“. Observamos como el JVP da un paso más y revoca la sanción, conforme prevé el art. 256 
RP 1996, otorgando un efecto jurídico –resocializador– a la actitud conciliadora llevada a cabo en el 
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c) La normativa penitenciaria que regula los beneficios penitenciarios, libertad condicional 
y permisos, exige entre otros requisitos para su concesión: “buena conducta” y en algunos 
casos además “participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas”, 
“un pronóstico favorable de reinserción”, “participación en las actividades de reeducación y 
reinserción social” y/o “sentido de la responsabilidad”. Los requisitos mencionados han sido 
considerados cumplidos, en algunos casos excepcionales, a través de los procesos y acuerdos de 
mediación penitenciaria llevados a cabo por diversas Asociaciones de mediación en coordinación 
con la Administración penitenciaria. Con base en ello, en el último capítulo realizaré propuestas 
lege ferenda según las cuales dichos preceptos podrían amparar la posibilidad de utilizar técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio, como mecanismos para prevenir y/o resolver conflictos intra 
y extra-penitenciarios, especificando los supuestos “mediables”, sus efectos jurídicos y la forma 
de derivación.
procedimiento de mediación. En el mismo sentido los Autos JVP nº 1 Madrid de fechas 13/06/2008 y 
3/8/2007.
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CAPITULO IV.  
EXPERIENCIAS PRÁCTICAS DE MEDIACIÓN  
PENITENCIARIA EN ESPAÑA
Objeto de este capítulo es la descripción y valoración de algunas de las experiencias más 
relevantes de mediación penitenciaria llevadas a cabo en nuestro país, por ser pioneras en la 
materia y porque han servido de modelo. Para su análisis me centraré en cinco aspectos principales: 
Origen; ámbito de aplicación; objetivos; metodología y resultados. En último lugar haré referencia 
a la expansión que el uso de técnicas restaurativas ha tenido en las cárceles españolas, sobre todo 
la mediación, así como una valoración de las mismas en cuanto a sus posibilidades y límites. 
La primera experiencia de mediación penitenciaria realizada en España tuvo lugar en el año 
2005 en el Centro Penitenciario de Madrid III (Valdemoro) y fue llevada a cabo por la Asociación 
de Mediación para la Pacificación de Conflictos586. A raíz de dicha experiencia la mediación 
penitenciaria se ha ido expandiendo a diversas cárceles españolas, como una técnica de resolución 
y gestión de conflictos en el ámbito penitenciario. Por ello la analizaré en primer lugar al ser el 
modelo sobre el que se han creado principalmente el resto de intervenciones restauradoras. Seguiré 
con la exposición de la experiencia de mediación realizada por la Asociación ¿hablamos?587 en 
las prisiones de Zuera y Daroca (Zaragoza). Ésta última representa un cambio de paradigma en 
el uso de la mediación, pues fue utilizada no sólo para resolver el conflicto una vez que ya ha 
surgido, sino también para la gestión de la convivencia, pretendiendo con ello evitar además que 
surgiera el conflicto mediante una nueva metodología más pedagógica – talleres de resolución de 
conflictos, dinámicas preventivas etc…- Y finalizaré con la experiencia realizada por el Colegio 
Oficial de Psicólogos de Andalucía Occidental en la prisión de mujeres de Alhaurín de la Torre 
586 La Asociación de Mediación y Pacificación surgió en noviembre del 2004 como necesidad de 
implantar y desarrollar diversas iniciativas en materia de mediación penal y penitenciaria llevadas a 
cabo por todo el territorio de la Comunidad de Madrid siguiendo directrices, emanadas de Naciones 
Unidas y del Consejo de Europa. Dicha Asociación ha logrado consolidar múltiples proyectos-piloto 
de Justicia Restaurativa. Y así han constituido la Federación de Justicia Restaurativa, junto con las 
Asociaciones ¿hablamos?, ANAME, AMEDI y GEUZ.  La Federación surgió de iniciativas dispersas 
pero siempre en sintonía con el ideal de la Justicia Restaurativa y caracterizadas por el rigor técnico, la 
profesionalidad, la conexión con el tejido social y la apuesta por los valores.
587 Asociación creada en Abril de 2005 por personas con largo recorrido en el trabajo con las personas 
presas y sus familias, así como en el trabajo con adolescentes y situaciones de exclusión en la ciudad 
de Zaragoza. La Asociación ¿hablamos? tiene como finalidad la gestión del delito como conflicto social 
desde una perspectiva de paz y no violencia lo que implica trabajar tanto en la prevención del delito
desde el ámbito comunitario y educativo, hasta la reacción al mismo buscando fórmulas alternativas de resolución 
como son la mediación penal y la mediación penitenciaria.
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(Málaga) donde con el uso de la mediación se pretendían alcanzar unos objetivos específicos para 
paliar la necesidades de la población reclusa femenina. 
1. PROYECTO PILOTO DEL CENTRO PENITENCIARIO DE MADRID III588 
En marzo de 2005, en el Centro Penitenciario de Madrid III (Valdemoro) se llevó a cabo por 
la “Asociación de Mediación para la Pacificación de Conflictos” el primer proyecto piloto de 
mediación penitenciaria en España. 
a. Planteamiento del proyecto de mediación penitenciaria
La idea nació de un grupo de profesionales –profesores de universidad, abogados, psicólogos, 
educadores sociales etc…– comprometidos y sensibilizados socialmente que intentaban buscar 
soluciones al conflicto penitenciario desde un lado eminentemente humano y solidario. Dicho proyecto 
trataba de utilizar la mediación, puesta en práctica ya en el ámbito penal589, como herramienta para 
devolver a las personas privadas de libertad parte de la percepción sobre el control de sus vidas, a 
través de una forma alternativa de resolver sus conflictos de convivencia, y como fin último, pacificar 
las relaciones y disminuir parte de la tensión propia del contexto carcelario en el que conviven.
b. Ámbito de aplicación 
Su aplicación se limitó en un principio a los presos incompatibles, reclusos cuya convivencia 
pacífica peligraba, debido a desavenencias o a serios enfrentamientos personales durante su 
588 La información aquí expuesta ha sido extraída de tres fuentes bibliográficas: las memorias 
publicadas por la Asociación de Mediación para la Pacificación de Conflictos en la página www.
mediacionypacificacion.es; LOZANO ESPINA, F., “La mediación penitenciaria: CP Madrid III 
(Valdemoro)”, 2009, en http://www.uv.es/recrim09/recrim09n12.pdf, ReCrim2009, pp. 206-214; RÍOS 
MARTÍN, J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en el sistema 
penal…, ob. cit. (2012) pp. 202-211.; RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA 
BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, X., LOZANO, F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros 
restaurativos…, ob. cit. (2016) pp. 236-251.
589 Entre las primeras experiencias de mediación en el ámbito penal encontramos: En 1993 el 
Convenio firmado entre la Oficina de asistencia a las víctima y el Juzgado de Instrucción nº 2 de 
Valencia; desde 1998 la Asociación Apoyo de Madrid ha intervenido en la solución de los conflictos 
de barrio mediante la mediación, siendo apoyada por la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid; en el año 2005 el Consejo General del Poder Judicial a través del Servicio de Planificación 
y Análisis de la Actividad Judicial firmó un acuerdo con la Asociación de Mediación y Pacificación 
de conflictos de Madrid y Navarra y las Fiscalías de Madrid y Navarra que incluía la elaboración 
de protocolos para la introducción de la mediación en el ámbito penal y su ampliación a otras 
Comunidades Autónomas; el 13 de febrero del 2013 el Consejo General del Poder Judicial suscribió 
el primer Convenio en la materia que se ha ido renovando por años y ha dado lugar a la elaboración 
de una guía práctica de actuación de la mediación intrajudicial.
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estancia en la cárcel o con anterioridad –delatores, deudas, etc–. Después se fue extendiendo tal 
y como detallaré a continuación. Durante el primer año –2005/2006– trabajaron exclusivamente 
con el referido perfil de presos incompatibles y los resultados fueron, a criterio de su artífices590, 
muy satisfactorios, por lo que en los años siguientes se amplío el programa de mediación a otros 
supuestos:
Primero se aplicó a presos a los que se les había incoado un expediente disciplinario y 
estaban pendientes de sanción. En estos casos se trataba de que, antes de que la Comisión 
Disciplinaria acordara la sanción a imponer, se pudiese llevar a cabo la mediación y firma 
del acuerdo. De este modo la Comisión Disciplinaria podría modular o incluso alzar la 
sanción591. A partir del 2007 el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria nº 1 de Madrid, comenzó 
a levantar sanciones penitenciarias cuando se acreditaba una mediación efectuada con éxito 
y con compromisos consignados en el Acta correspondiente592. Y desde enero del 2010, el 
propio Centro Penitenciario de Madrid III (Valdemoro), a través de la Comisión Disciplinaria, 
comenzó a suspender sanciones.
Después se aplicó en las progresiones de grado y otros beneficios penitenciarios. Así 
la Junta de Tratamiento del Centro Penitenciario se planteó la posibilidad de valorar 
positivamente, el uso de la mediación, como elemento a tener en cuenta, en la concesión de 
dichas figuras jurídicas penitenciarias. Y en los últimos años del proyecto, a propuesta del 
propio Equipo Técnico del Centro se fueron implantando nuevos “programas de mediación 
penitenciaria” orientados en una línea más pedagógica, como los talleres de resolución de 
conflictos, dirigidos tanto a reclusos de módulos de respeto como a reclusos en régimen 
cerrado.
c. Objetivos del proyecto de mediación
El proyecto de mediación puesto en práctica en el Centro Penitenciario de Valdemoro, según 
sus autores, pretendía poner al servicio de las personas privadas de libertad, la posibilidad de 
resolver sus diferencias interpersonales de manera dialogada, a través del respeto, la escucha 
del otro y la responsabilidad por la propia implicación.
En palabras de una de sus artífices593 “se ofrece a los internos el servicio explicando su 
beneficio siempre desde la perspectiva del crecimiento personal, a pesar de que pudieran existir 
otras ventajas procesales que el mediador no le asegura, puesto que no dependen de su trabajo, 
590 Sobre ello LOZANO ESPINA, F., “La mediación penitenciaria: CP Madrid III (Valdemoro), 
2009” en http://www.uv.es/recrim09/recrim09n12.pdf, ReCrim2009, pp. 206-214.
591 Los preceptos legales que posibilitan tal facultan fueron analizados en el apartado 3 b) de este 
capítulo.
592 En este sentido Autos JVP nº 1 de Madrid de 09/03/2011, 13/6/2008 y 3/8/2007.
593 LOZANO ESPINA, F., “La mediación penitenciaria: CP Madrid III (Valdemoro), 2009” en http://
www.uv.es/recrim09/recrim09n12.pdf, ReCrim2009, pp. 206-214.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
214
sino dela decisión del Centro Penitenciario”. El fin último de este proyecto de mediación 
penitenciaria era la pacificación de las relaciones y la convivencia dentro de la cárcel, y para 
alcanzarlo sus artífices se plantearon los siguientes objetivos594:
1º Objetivos dirigidos al tratamiento penitenciario. Dentro de este grupo de objetivos 
se encontrarían:“ La asunción de la parte de responsabilidad de la conducta infractora 
y de su participación en el conflicto interpersonal; el aprendizaje de conductas destinadas 
al reconocimiento de la verdad; el entrenamiento informal en conductas de diálogo en las 
relaciones interpersonales conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la vida en 
libertad; el aprendizaje de la escucha activa dirigida a comprender la posición del otro; y la 
adopción de decisiones personales y autónomas en el conflicto”.
2º Objetivos dirigidos hacia la convivencia penitenciaria. Entre los que encontramos: “La 
pacificación de las relaciones internas dentro de los módulos a través de la difusión entre las 
personas presas de este sistema dialogado en la solución de conflictos; la disminución de la 
reincidencia en las infracciones debido al carácter suspensivo de la sanción en función del 
cumplimiento de los acuerdos; la reducción de las intervenciones administrativas y judiciales, 
dando entrada al principio de oportunidad y a la economía procesal”.
3º Objetivos dirigidos al beneficio de las personas privadas de libertad. Dentro de los cuales 
estarían: “La reducción de la ansiedad como consecuencia directa de la desaparición o, al 
menos, disminución del conflicto interpersonal. El temor a la posibilidad de sufrir represalias 
por la participación en un conflicto, genera un alto nivel de estrés. La resolución del conflicto 
elimina esa fuente de estrés y, por tanto, contribuye al bienestar de las personas; El aumento 
de la percepción de control: al ser ellos mismos los que deciden acerca de la posibilidad de 
mediar o no, de encontrarse frente a frente con la otra persona, cuentan con algo que les es 
negado frecuentemente en prisión, esto es, la decisión última acerca de lo que pueden o no 
pueden hacer; La disminución de los perjuicios al penado y su familia por la aplicación del 
Reglamento Penitenciario: si se logra eliminar la sanción como resultado final de la mediación, 
se rescindirá la posible pérdida de permisos u otros privilegios que sin duda mejoran la calidad 
de vida de las personas privadas de libertad”.
d. Metodología 
La técnica, principalmente utilizada fue la mediación directa, entre las partes en conflicto – 
preso/preso- y con carácter residual se utilizaron algunas técnicas restaurativas complementarias 
como los talleres de gestión pacífica de conflictos. El procedimiento de mediación puesto 
inicialmente en práctica fue estructurado principalmente en tres fases595 con una fase previa 
594 Sobre ello LOZANO ESPINA, F., “La mediación penitenciaria: CP Madrid III (Valdemoro)…, 
ob. cit. pp. 206-214.
595 Siguiendo los modelos mediatorios expuestos en el apartado 2 c) del capítulo anterior.
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de derivación, una primera fase de inicio desdoblada –acogida y aceptación–, una segunda 
fase de encuentro y una tercera fase de seguimiento. Posteriormente pasaron a utilizar un 
procedimiento estructurado en cinco fases596: Primera Fase de Derivación. Segunda Fase de 
Acogida (I). Tercera Fase de Acogida (II) Aceptación y compromiso. Cuarta Fase de Encuentro 
Dialogado. Quinta Fase de Seguimiento. En concreto, este procedimiento consistía en597:
Primera fase: Derivación
Es el punto de partida de la técnica y se inicia a través de la solicitud de la Subdirección de 
Régimen del Centro, por medio de tres vías: La incompatibilidad, los reclusos son calificados 
de incompatibles una vez producido el conflicto, esto significa que serán separados de todos 
los espacios en los que puedan coincidir –módulo, escuela, patio, etc–. Pero con ello no se 
soluciona el problema solo se posterga; la incoación de un expediente disciplinario. El equipo 
de mediación recibe el parte en el que se refieren los hechos acontecidos y sólo si la Comisión 
Disciplinaria considera oportuno someter el procedimiento a mediación; la instancia, se trata 
del procedimiento de acceso por el cual es el propio interno el que solicita entrevista con los 
mediadores para intentar poner fin a un conflicto con algún compañero.
Una vez el equipo de mediación recibe la información acerca del caso, valora la mejor forma 
de proceder, según las circunstancias de los reclusos en cuestión.
Segunda fase: Acogida I
Esta fase representa el inicio del proceso. Consiste básicamente en el establecimiento del 
primer contacto con cada una de las partes en conflicto a través de una entrevista individual. El 
espacio en el que tendrá lugar dependerá de las infraestructuras y disponibilidad de la prisión. El 
objetivo de este primer encuentro es, según sus artífices598, ofrecer información clara de lo que 
es la mediación, sus principios y objetivos y también del papel del mediador desde los principios 
básicos que rigen su labor: neutralidad, imparcialidad, confidencialidad, independencia del 
Centro penitenciario y carencia de potestad disciplinaria. Y generar así la necesaria confianza 
para poder llevar a cabo esta técnica.
 Después de que el mediador ha facilitado toda la información y aclarado las dudas sobre la 
técnica, debe además informarse acerca del conflicto. Los datos que el Equipo mediador suele 
recabar son: estado regimental de los reclusos –clasificación, disfrute o no de permisos, destino 
en prisión, estancia en otros centros penitenciarios etc…–; vida fuera de prisión; apoyos con los 
596 En este sentido RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de 
diálogo en el sistema penal…, ob. cit. (2012) pp. 202 - 205.
597 Descrito en RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de 
diálogo en el sistema penal…, ob. cit. (2012) pp. 202 - 203.
598 RÍOS MARTÍN J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en 
el sistema penal…, ob. cit. (2012) pp. 203 - 206.
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que cuenta; autoconcepto; el conflicto –circunstancias en que ocurrió, emociones que le suscita, 
rol que se autoatribuye, consecuencias disciplinarias etc…–; disposición ante la mediación 
–expectativas hacia el otro interno y hacia el proceso, asunción de responsabilidad, etc–.
Tras la obtención de la información reseñada y una vez establecida la necesaria confianza 
con el mediador, se contacta con la otra parte, con la que se repite el proceso descrito. Y en 
el caso de que la persona no acepte el proceso, se respeta absolutamente su decisión, y se le 
informa de la manera de acceder al equipo nuevamente en caso de cambiar de idea –a través de 
la instancia al director–. En este momento se cierra el expediente, puesto que ya no se considera 
oportuno contactar con el otro implicado.
Tercera fase: Acogida II (Aceptación y compromiso)
Esta fase está conformada por los siguientes contactos con cada una de las partes enfrentadas 
antes de que se produzca el encuentro directo entre ambas. A lo largo de dichos contactos, el 
Equipo de mediación profundiza en el contenido del proceso de la mediación, confirmando o 
no la predisposición positiva para la misma, la asunción de responsabilidad y las expectativas 
hacia el proceso. Es el momento también para aclarar cualquier duda pendiente. No se avanza 
a la siguiente fase si no existe un compromiso claro de respeto, escucha y apertura al diálogo. 
Circunstancias que deberá valorar el mediador para permitir o no la continuidad del proceso. 
Antes de pasar al encuentro dialogado, es necesaria la obtención de la firma del documento de 
Compromiso y Aceptación del Programa, como forma de cerrar una etapa y abrir otra.
Cuarta fase: Encuentro dialogado
En esta fase se produce el primer encuentro directo entre las partes en conflicto junto con el 
mediador y/o mediadores. Según los artífices de este proyecto599, puede hacerse a continuación 
de las entrevistas individuales si la situación lo permite, sin embargo, a su criterio, resulta más 
conveniente dejar transcurrir un tiempo prudencial para el encuentro, con el objetivo de que 
los reclusos puedan reflexionar sobre la entrevista y su futura participación en el encuentro 
dialogado. A través del encuentro dialogado, se busca la comunicación efectiva y respetuosa 
entre las partes en conflicto y establecer las bases para alcanzar conjuntamente una solución 
consensuada por ellas. Las partes deben ser las protagonistas del proceso, el mediador solo 
debe ayudar a encontrar una solución dialogada. Durante esta fase el mediador y/o mediadores 
deberán ir redactando los acuerdos que se vayan alcanzando a la vez que las partes en conflicto 
van avanzando en la consecución del acuerdo, de forma que se procederá a su lectura y corrección 
junto con las partes, guardando siempre la debida confidencialidad de cara a la Administración 
Penitenciaria. El número de encuentros en los que se puede estructurar esta fase, debe quedar 
599 RÍOS MARTÍN J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en 
el sistema penal…, ob. cit. (2012) pp. 207 - 210.
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a criterio del mediador, en función de cómo se estén desarrollando los acontecimientos 
–principio de flexibilidad–. El proceso de mediación finalizará con la redacción de un Acta de 
Reconciliación firmada por las partes y por el mediador. Los artífices del programa aconsejan 
realizar tras la finalización un intercambio de impresiones acerca de lo que les ha supuesto la 
mediación y la forma en que les puede influir. Una vez redactada el Acta de Reconciliación, 
esta, es entregada a la Oficina de Régimen del Centro Penitenciario con el objetivo de ser tenida 
en cuenta por la Administración penitenciaria.
Quinta fase: Seguimiento
Según los promotores600 de este programa de mediación, trascurrido un plazo de tiempo, es 
conveniente la realización de un seguimiento para comprobar el grado de cumplimiento de los 
acuerdos, la relación entre las partes – reclusos– que tuvieron el conflicto y los posibles cambios en 
su situación penitenciaria como consecuencia de la mediación. Para lo cual proponen entrevistas 
informales para obtener dicha información. Y en el supuesto de que se hayan cumplido los acuerdos 
acordados, a las partes, se les hace entrega de un Certificado de Participación en la Mediación y 
de una copia del Acta de Reconciliación que recoge los acuerdos firmados.
e. Análisis de los resultados estadísticos de los procesos de mediación iniciados601
Me centraré en la exposición de los datos estadísticos del período comprendido entre 2011 a 
2014 y sus valoraciones. Dado que, en primer lugar, sólo a partir del año 2011 la Asociación ha 
publicado de manera detallada los resultados estadísticos, con anterioridad existe una estadística 
muy vaga y genérica602. En segundo lugar, el proyecto finalizó en 2014, a partir de entonces la actual 
Secretaria General de Instituciones Penitenciarias suscribió con una nueva Asociación –ASEMED– 
otro Convenio para realizar los programas de mediación. Tal y como ya he adelantado.
Análisis del período (2011-2012) 
En dicho período se iniciaron un total de 28 expedientes de mediación: 18 de ellos (64%) 
concluyeron el proceso con fin positivo, tanto con firma de acuerdo como sin ella. Del 36% 
restante, es necesario destacar que no ofrecieron un acuerdo positivo debido a diferentes motivos 
que serán desarrollados más adelante. 
600 RIOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en el 
sistema penal…, ob. cit. (2012) p. 210 y 211.
601 Los datos estadísticos y sus valoraciones han sido extraídos de las memorias de la Asociación 
de Mediación para la Pacificación de Conflictos publicadas en la página web http://www.
mediacionypacificacion.es.
602 Desde septiembre de 2007 a julio de 2008, las estadísticas hablan de “algo más de la mitad de las 
mediaciones iniciadas (53%) en las que se ha logrado un resultado positivo, ya sea a través o no de la 
firma de un documento”.
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La distribución de los expedientes según su resultado se establece de la siguiente manera:
MEDIACIONES INICIADAS TOTAL %
Acuerdo positivo con firma 14 50 %
Acuerdo positivo sin firma 4 14 %
Rechazo del proceso por una de las partes 2 7 %
Interrupción del proceso 7 25 %
Fin sin acuerdo 1 4 %
TOTAL 28 100 %
Casos con resultado positivo
De las 28 mediaciones en las que trabajaron, 18 (64%) concluyeron con fin positivo603; para 
14 de ellas (50%) este fin positivo se tradujo en la firma de un acta de acuerdo por parte de 
los implicados, suponiendo un 14% los 4 casos en que el resultado, fue considerado, por los 
artífices del proyecto, también positivo, a pesar de no haberse formalizado a través de la firma 
de un documento, sino únicamente mediante la expresión verbal de las personas participantes.
MEDIACIONES CON RESUTADO POSITIVO TOTAL %
Con firma de acuerdo 14 78 %
Sin firma de acuerdo 4 22 %
TOTAL 18 100 %
 
Tal y como se ha indicado previamente, de las 28 mediaciones realizadas, 18 concluyeron 
con fin positivo. De ellas, suponiéndolas en un 100%, sus artífices afirman que en el 78% 
se logró la firma que verifica los procesos de pacificación obtenidos mediante la mediación 
–reconciliación, resolución, incluso reparación en algunos de los casos–, y en 4 casos (22%) no 
se culminó el proceso con un acuerdo expreso, sino que el fin positivo se manifestó a través de 
un acuerdo tácito por el que los implicados daban el conflicto por finalizado, manifestando su 
intención de no buscar represalias y reavivar el mismo.
603 Según los autores del proyecto: “La categoría fin positivo sin acuerdo, habla de un tipo de mediación 
que, a pesar de no cumplir de forma ortodoxa con los principios de la mediación, al no culminar con 
un documento firmado por las partes, representa el objetivo último de la mediación penitenciaria, esto 
es, la pacificación de las relaciones y la reducción de los niveles de ansiedad de los internos; el hecho 
de eliminar tensiones entre ellos, aunque sea de manera informal, permite un nuevo acercamiento entre 
los implicados sin la expectativa de la concatenación de conflictos esperable. La simple elaboración 
cognitiva del conflicto, tanto del papel propio en el mismo, como de la atribución causal, y del esfuerzo 
por entender la posición del otro, permite la ventilación emocional necesaria y difícil en este contexto, 
junto con la comprensión del episodio desde una perspectiva diferente. Es por ello que, a pesar de 
tratarse de un procedimiento poco habitual, en ocasiones resulta absolutamente válido de cara a lograr 
uno de los objetivos principales, esto es, la pacificación de las tensiones propias de la convivencia en 
prisión” publicado en la web http://www.mediacionypacificacion.es 
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Casos sin acuerdo
Del total de las 28 mediaciones, hubo un 36% (10 casos), en las que no se logró un resultado 
positivo traducido en la firma de acuerdo. Los autores del programa de mediación, exponen los 
siguientes motivos que provocaron el “no acuerdo”:
En 2 de los 10 casos (20%) no pudieron contactar con todos los internos participantes en 
el conflicto, debido al rechazo del proceso por uno de ellos. Con el fin de prevenir nuevos 
enfrentamientos, consideraron oportuno la paralización del proceso una vez obtenida la negativa 
a participar en el mismo por parte de cualquiera de los implicados; la/s otra/s parte/s implicada/s 
no tuvieron siquiera conocimiento del inicio del proceso.
En 1 caso (10%) no se llegó a la redacción de un Acta de Acuerdos entre los interesados ya 
que éstos no lograron llegar a un punto de común acuerdo; se trataba no obstante, según sus 
artífices, de un caso muy trabajado en el que ambos implicados mostraron su escaso interés en 
ver reproducido el conflicto violento, a pesar de no haber encontrado un acuerdo con el que 
cerrar el mismo604. 
Para 7 casos (70%) no se pudo mantener la continuidad del proceso por distintos motivos 
que serás expuestos más adelante.
La estadística queda reflejada en el siguiente cuadro:
CASOS SIN ACUERDO, Motivos: TOTAL %
Rechazo del proceso por una de las partes 2 20 %
Interrupción del proceso 7 70 %
Fin sin acuerdo 1 10 %
TOTAL 10 100 %
 
No obstante, para los autores del programa, a la vista de estos resultados, destacan el efecto 
preventivo que sobre futuros conflicto tiene la participación en el proceso de mediación, 
aunque sólo sea en alguna de sus fases sin llegar a la conclusión del mismo. En palabras de sus 
artífices605: “En numerosas ocasiones el feedback que los mediadores hemos recibido, incluso 
de internos que no han deseado continuar con la mediación, ha sido de liberación de parte de 
la carga que para cualquiera supone tener un conflicto “vivo” y pendiente de conclusión según 
los conflictos se concluyen en prisión”.
604 No obstante parece habitual que todos los años exista algún caso que es cerrado de esta manera; 
dado lo delicado de un resultado así, se hace imprescindible trabajar a fondo a nivel preventivo la 
pacificación entre estas personas para reducir la probabilidad de nuevos enfrentamientos violentos.
605 Publicados en web http://www.mediacionypacificacion.es. 
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 A criterio de los autores del programa, estos resultados son el éxito en algunos de los objetivos 
arriba indicados dirigidos al beneficio de las personas privadas de libertad, como son: “reducir 
la ansiedad como consecuencia de la disminución del conflicto interpersonal y aumentar la 
percepción de autocontrol con respecto al conflicto por parte de los internos” dado el carácter 
de voluntariedad que rige el procedimiento de la mediación.
Mediaciones interrumpidas
Como ya se ha adelantado, durante el referido período –2011/2012– se obtuvo un dato llamativo 
en relación a las interrupciones, ya que éstas no fueron tenidas en cuenta en la presente estadística 
hasta el segundo trimestre de 2012. A juicio de los artífices del proyecto, el motivo que puede 
explicar el cambio señalado, es que se llevaron a cabo actuaciones de difusión de la mediación con 
el propósito de dar a conocerla entre los reclusos. El resultado de dicha difusión fue un importante 
incremento en el número de solicitudes por parte de los mismos –instancias– para obtener la ayuda 
del equipo de mediación en la resolución de sus diferencias. Esto, que en principio no debería 
haber tenido tener implicaciones más allá de desnivelar la estadística referente a las derivaciones, 
provocó también cambios en los resultados de los procesos iniciados, aumentando el número de 
interrupciones y por tanto de mediaciones que no lograron llegar al fin positivo.
Se produjeron un total de 7 mediaciones interrumpidas, debido a las siguientes 
circunstancias:
De las 7 mediaciones interrumpidas (todas ellas de marzo a julio de 2012), en 4 de ellas 
(57%) esta interrupción fue debida al traslado de alguno de los implicados, habitualmente 
diferente a aquél que presenta la instancia. En estos casos, el Centro no activaba el sistema de 
filtrado de traslados, ya que los mediadores dan respuesta a todas las solicitudes y por tanto 
inician procesos con una probabilidad mayor de no ser terminados.
En 1 de ellas (14%) el motivo de la interrupción se encontró en la imposibilidad de mantener 
el proceso debido a dificultades idiomáticas y en el 29% restante, correspondiente a 2 casos, el 
motivo de la interrupción fue la demanda desajustada por parte de las personas que presentaron 
la instancia, es decir, la inadecuación de la mediación para resolver la necesidad planteada.
Los datos estadísticos se muestran en la siguiente tabla:
MEDIACIONES INTERUMPIDAS, Motivos: TOTAL %
Traslado 4 57 %
Dificultades idiomáticas 1 14 %
No procede la mediación 2 29 %
TOTAL 7 100 %
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Total de internos contactados: nacionalidad
En cuanto a la población penitenciaria atendida, el número total de internos que participaron en 
la mediación ascendió a 53 internos, de los que el 53% (28 personas) pertenecían a la nacionalidad 
española, mientras que el 47% restante correspondía a personas extranjeras (25). 
NACIONALIDAD DE LOS PARTICIPANTES TOTAL %
Españoles 28 53 %
Extranjero 25 47 %
TOTAL 53 100 %
Procedencia de la demanda: derivación
De los 28 expedientes con los que habían iniciado la mediación, los datos correspondientes 
al tipo de derivación por el que habían accedido al servicio era el siguiente:
TIPO DE DERIVACIÓN DE EXPEDIENTES TOTAL %
Incompatibilidades 0 0 %
Expediente sancionador 11 39 %
Instancia a dirección 16 57 %
Coordinación equipos técnicos 1 4 %
TOTAL 28 100 %
Según los datos estadísticos, durante el período analizado –2011/2012– se habían 
invertido los valores en relación a la vía de acceso de los casos a mediación: la instancia 
(57%) representaba la mayor parte, debido, según los artífices del programa, principalmente 
a las labores de difusión realizadas en los distintos módulos del Centro Penitenciario. No 
obstante, esta tendencia no la habían observado hasta el segundo trimestre del año en 
cuestión, por lo que dedujeron que se habría mantenido la pauta habitual de no producirse 
las actuaciones mencionadas –un mayor porcentaje de casos que acceden por la vía del 
expediente sancionador, derivados directamente por la Dirección del Centro, un 39% en 
este caso–. Esto pone de manifiesto la confianza por parte del Centro penitenciario en 
el equipo de mediación. Dicha confianza fue observada igualmente, por los artífices del 
programa, en la nueva forma de proceder por parte de los equipos técnicos al derivar casos 
a mediación.
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A diferencia de años anteriores, las incompatibilidades no formaron parte del trabajo del 
equipo de mediación a lo largo de este período. Esta circunstancia la explican sus autores debido 
al amplio volumen de instancias que recibieron y a la constante afluencia de casos con expediente 
sancionador. Por lo tanto ante la escasez de medios, el equipo de mediación de la Asociación 
se vio obligado a priorizar y seleccionar los casos sobre los que trabajar. A su juicio, el trabajo 
en incompatibilidades, aunque resultaba interesante y beneficioso para el Centro y las personas 
afectadas, no revertía, de una forma tan directa en ventajas para aquellos que participaban.
Análisis del período (2012-2013)
 A lo largo del ejercicio 2012-2013 el equipo de mediación penitenciaria de la Asociación recibió 
un total de 36 conflictos entre reclusos, susceptibles de ser “mediados”. De estos 36 expedientes, 
25 (69%) llegaron a acceder a la medición, mientras que en los 11 restantes (31%) no fue posible 
iniciar la mediación debido al traslado de alguno de los reclusos, previo al inicio del proceso.
La siguiente tabla refleja los datos mencionados:
MEDIACIONES PROPUESTAS POR EL C.P. TOTAL %
Mediaciones iniciadas 25 69 %
Mediaciones no iniciadas 11 31 %
TOTAL 36 100 %
El dato ofrecido, recupera una tendencia que no se producía desde 2010, momento en que se activa 
el protocolo que permite filtrar los casos en función de una mayor probabilidad de permanencia en el 
Centro penitenciario, y desde ahí se ofrece una media de mediaciones no iniciadas, situada en torno al 
10%, en concreto, un 14% para 2010-2011 y un 7% para 2011-2012, dato más favorable que el obtenido 
en este ejercicio. A criterio de los artífices del programa, una lectura fácil de estos datos podría llevar 
a la conclusión que el filtro no resultaba una solución eficaz, sin embargo, se ha de aclarar que en la 
mayor parte de estos casos no fue posible aplicar el referido filtro (82%), al proceder en su mayor parte 
del listado de incompatibilidades (55%) y de instancias que los propios internos presentaban (27%) sin 
tener en cuenta, o incluso sin conocer, su tiempo de permanencia en el Centro Penitenciario.
Los datos estadísticos se recogen en la siguiente tabla:
MEDIACIONES NO INICIADAS, PROCEDENCIA: TOTAL %
Incompatibildad 6 55 %
Instancias 2 18 %
Sanciones 3 27 %
TOTAL 11 100 %
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Resultados de los procesos de mediación iniciados 
Tal como se puede observar a continuación en la tabla, del total de los 25 expedientes con los que 
el Equipo de mediación inició el proceso de mediación: 13 de ellos (52%) concluyeron el proceso 
con fin positivo, tanto con firma de acuerdo como sin ella (48% y 4% respectivamente). Los motivos 
por los que el 48% restante finalizó con resultado positivo serán detallados más adelante. 
A continuación se detalla el resultado estadístico de las mediaciones que iniciaron el proceso:
MEDIACIONES INICIADAS TOTAL %
Acuerdo positivo con firma 12 48 %
Acuerdo positivo sin firma 1 4 %
Rechazo por una de las partes 7 28 %
Interrupción del proceso 5 20 %
Fin sin acuerdo 0 0 %
TOTAL 25 100 %
Mediaciones con resultado positivo 
Como ya se ha señalado, de las 25 mediaciones iniciadas, 13 concluyeron con fin positivo: 
en 12 de ellas (92%) llegaron a un acta de acuerdos, suponiendo un 8% el caso único (1) en 
que el resultado, a juicio de sus artífices, fue igualmente positivo a pesar de que no haberse 
formalizado a través de la firma de un documento, sino únicamente mediante la expresión 
verbal de las personas participantes606. 
Esta distribución de datos, dista de los recogidos en la memoria -2011/2012-, cuando obtuvo 
un resultado más significativo (14%): en esta ocasión se retoma la tendencia de años anteriores, 
en que la gran mayoría de los casos con fin positivo, cuentan con el Acta de Mediación, el 
cual recoge los acuerdos de los interesados, y que es firmado por los mismos, verificando los 
procesos de pacificación obtenidos mediante la mediación –reconciliación, resolución, incluso 
reparación en algún caso significativo–. Tal y como se pasa a detallar en la siguiente tabla:
MEDIACIONES CON RESULTADO POSITIVO TOTAL %
Con firma de acuerdo 12 92 %
Sin firma de acuerdo 1 8 %
TOTAL 13 100 %
606 Según el equipo de mediación del proyecto, se puede considerar dicho conflicto por pacificado, ya 
que todos sus participantes pudieron elaborar de forma efectiva su implicación en el mismo, e incluso 
comprometerse con un propósito de no violencia futura entre ellos.
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Los autores del programa de mediación resaltan, como nota curiosa, que una de las 
mediaciones se terminó por vía epistolar, debido al traslado a otra prisión de una de las personas 
interesadas en el momento previo al encuentro dialogado607. 
Casos sin acuerdo 
Del total de las 25 mediaciones realizadas: un 48% (12 casos) en las que no se logró un 
resultado positivo traducido en la firma de acuerdo. Según sus autores los motivos fueron los 
siguientes: 
En 7 de los 12 casos (58%) la mediación fue paralizada tras el contacto con uno de los 
implicados, debido a la negativa de éste a encontrarse con el compañero con el que se produjo el 
enfrentamiento. Este rechazo del proceso por uno de ellos es suficiente para darlo por finalizado de 
forma que no se contacta con el compañero, por motivos preventivos de escalada del conflicto. 
En 5 casos (42%) no se pudo mantener la continuidad del proceso. Los motivos serán 
presentados en el siguiente apartado. 
En la siguiente tabla se reflejan gráficamente los datos referidos:
CASOS SIN ACUERDO, Motivos: TOTAL %
Rechazo al proceso 7 58 %
Interrupción del proceso 5 42 %
TOTAL 12 100 %
Mediaciones interrumpidas 
De las 5 mediaciones interrumpidas, en 2 de ellas (40%) esta interrupción fue debida al 
traslado de alguno de los implicados una vez iniciado el proceso.
Para otras 2 mediaciones (40%) el motivo de la interrupción se ha encontrado en la decisión 
del equipo de no dar continuidad al proceso, al entender que su continuidad no responde a los 
principios de la mediación. 
El 20% restante representa 1 expediente que no cumplía las condiciones para acceder al 
proceso de mediación, y fue por lo tanto suspendido el proceso, a pesar de haber iniciado el 
contacto con esas personas.
607 Según el equipo de mediación, antes del traslado, ya había sido posible la realización de todo el 
trabajo individual necesario desarrollado en la Fase de Acogida. En esta ocasión, visto el fuerte interés 
de ambos por llevar a término la mediación, se elaboró un protocolo especial que permitió recoger en 
una carta lo que esas personas deseaban expresarse mutuamente en el momento del encuentro y cerrar 
su proceso de resolución de forma diferida, aunque efectiva y satisfactoria para ambos. 
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MEDIACIONES INTERUMPIDAS, Motivos: TOTAL %
Interrupción por decisión del Equipo Mediador 2 40 %
Tralado 2 40 %
No procede 1 20 %
TOTAL 5 100 %
Según sus autores, durante este período de estudio, no observaron el desajuste de años 
anteriores, entre la demanda de los internos y lo que la mediación les podía ofrecer. Este hecho 
puede ser explicado por la mayor comprensión de la figura del mediador en prisión, tanto por 
parte de los reclusos como de los funcionarios.
Total de internos contactados: nacionalidad 
En cuanto a la población penitenciaria atendida, el número total de internos que participaron 
en el programa de mediación ascendió a 50 internos, de los que el 28% (14 personas) cuentan 
con nacionalidad española, mientras que el 72% restante corresponde a personas extranjeras 
(36 personas).
NACIONALIDAD TOTAL %
Españoles 14 28 %
Extranjeros 36 72 %
TOTAL 50 100 %
A pesar de que el número de personas que durante ese año participaron en la mediación es 
bastante similar a los años precedentes –53 personas participaron en 2011-2012, 65 en 2010-
2011– existe una distribución que cambia la tendencia de manera importante, puesto que en 
este año, los artífices del proyecto observaron una fuerte asimetría en la distribución de estas 
personas en función de su nacionalidad –28% de españoles, frente al 72% de extranjeros– en 
contraposición a los porcentajes más o menos equitativos de años anteriores –53% vs. 47% y 
49% vs. 51% respectivamente para los años señalados–. A juicio de los autores del programa 
se trataba de un resultado peculiar en relación a los datos relativos a la nacionalidad de la 
población reclusa en España en 2012, y que hablaban de un 33´93% de población penitenciaria 
de nacionalidad extranjera, según informe de ACAIP fechado en agosto de 2012. E igualmente 
llamativo si se comparaba con el porcentaje de población penitenciaria extranjera en el Centro 
Penitenciario de Madrid III - Valdemoro que a fecha de 31 de diciembre de 2012, se encontraba 
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situado en 54´9 % –porcentaje que cuadraba mejor con la línea de distribución de años 
anteriores, no tanto con el del período de estudio en cuestión–. Estos datos, a juicio del equipo 
de mediación de la Asociación, podía tener varias interpretaciones: una posible tendencia a la 
violencia creciente por parte de la población reclusa extranjera, o bien que, como se observó 
en años anteriores, el idioma puede resultar un importante elemento de gestión efectiva del 
conflicto. Aun así, estas explicaciones son todavía conjeturas sin constatación empírica.
Procedencia de la demanda: derivación 
Los casos que el equipo de mediación trabajó a lo largo del año 2012-2013, procedían de 
cuatro fuentes de derivación, que cambian su tendencia de año en año, bien por efecto del 
creciente efecto del “boca a boca”, que extiende la posibilidad de utilizar la mediación, bien 
por las distintas actividades de difusión. Así, existen cuatro vías de acceso a través de las 
cuales los expedientes llegaron al servicio de mediación. Éstas fueron: 1º Conflictos ocurridos 
dentro del centro, y que llegan al equipo de mediación en forma de sanción; 2º El listado 
de incompatibilidades de internos destinados en Valdemoro; 3º Las instancias que han sido 
derivadas al equipo de mediación tras ser presentadas al director del Centro; 4º Las peticiones 
de mediación por parte de los equipos técnicos. 
Lo habitual hasta entonces fue encontrar fuentes de acceso únicas. No obstante, durante el año 
de estudio el equipo de mediación se encontró con varios casos en los que el mismo conflicto llegó 
en forma de sanción y, a la vez, se recibió una instancia por parte de una de las personas implicadas 
–incluso de las dos–, para ser ayudadas a gestionar su enfrentamiento a través de la mediación. 
De los 25 expedientes con los que se inició la mediación, los datos correspondientes al tipo 
de derivación por el que accedieron al servicio fueron los siguientes:
DERIVACIÓN TOTAL %
Incompatbilidades 4 16 %
Sanción 9 36 %
No procede la mediación 8 32 %
Sanción + Instancia 3 12 %
Coordinación ET 1 4 %
TOTAL 25 100 %
A la vista de estos resultados, se retoma la tendencia de otros años, después de encontrar 
un mayor número de casos que accedieron a la mediación por instancia en el año 2011-2012, 
volviendo a ser el acceso en forma de sanción la vía mayoritaria de acceso al servicio de 
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mediación, y que asciende a un 48%, tomando como dato global la suma de las sanciones y los 
casos que han llegado desde la doble vía de acceso –sanción más instancia–. 
La instancia fue también una vía de acceso presente y muy frecuente (44% en sumatorio) en 
este período de estudio, fruto de la labor de difusión realizada con anterioridad. 
Las incompatibilidades vuelven a estar presentes como parte de la labor desempeñada 
(16%): el hecho de que en este periodo, a diferencia de los anteriores, se trabajara con presos 
incompatibles, se puede encontrar a juicio de sus autores en la disminución de la conflictividad 
observada en Madrid III (Valdemoro) en los últimos tiempos. Por ello, se pudo atender por parte 
del equipo de mediación estos casos de incompatibilidad, que no representan para dicho equipo 
un objetivo prioritario, por la razones ya aludidas al analizar los períodos anteriores, además 
de considerar que los casos que llegan por otras vías –expedientes sancionadores e instancias– 
presentan necesidades más perentorias.
Según los artífices del proyecto, durante el año 2012-2013, la coordinación con los equipos 
técnicos fue menor en cantidad, un único caso (4%), pero no por ello menos importante. A 
su juicio, el intensivo trabajo de este caso, permitió hacer realidad la permeabilidad entre 
el sistema penal y el penitenciario, ya que se abrió la posibilidad de que los resultados de la 
mediación penitenciaria pudiesen tener repercusión en un proceso judicial abierto, fruto del 
altercado entre estas personas. La actuación del equipo de mediación tuvo en consideración que 
en este caso no sólo estaba afectada la convivencia interna en el centro debido al conflicto, sino 
que las circunstancias y las consecuencias del mismo afectaban y tenían repercusiones judiciales 
-proceso judicial abierto por las lesiones de diversa consideración de uno de los implicados 
- motivado por la actuación del Centro Penitenciario al poner en conocimiento del juez el 
alcance de estos hechos, junto con la denuncia interpuesta por el interno lesionado. Durante el 
proceso de mediación y, dado que el proceso judicial sobre este conflicto estaba pendiente de la 
comparecencia de ambos implicados, el equipo de mediación consideró la posibilidad de que 
el acuerdo, al que ambos internos estaban dispuestos a llegar de forma voluntaria, recogiese no 
sólo que el conflicto había sido superado a través del diálogo y la reconciliación restableciéndose 
una adecuada convivencia, sino que además se consignase el propósito de reparación económica 
por parte del interno que causó las lesiones, haciéndose cargo de parte de los gastos derivados 
del tratamiento necesario para paliar las secuelas del daño producido608. 
Análisis del período (2013-2014)
Durante el año 2013-2014, se produjeron 29 derivaciones, a pesar de que la Asociación 
trabajó en 34 mediaciones distintas, ya que de una de las instancias recibidas, se derivaron 6 
mediaciones diferenciadas:
608 Se trata de la prueba que constata la viabilidad de incluir la mediación penal dentro de prisión, 
cerrando el ciclo restaurativo a través del reconocimiento, la responsabilización, la restauración y la 
reintegración de las partes implicadas en el conflicto.
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DERIVACIÓN TOTAL %
Incompatibilidades 2 7 %
Sanción 11 38 %
Instancia a dirección 16 55 %
TOTAL 29 100 %
Según los datos reflejados en la tabla, se puede observar que:
La instancia fue la vía de acceso más frecuente, con una importante incidencia en relación 
a las otras dos (55´5%). De lo que se deduce que con el paso de los años los reclusos van 
conociendo esta posibilidad.
Las sanciones también estuvieron presentes este año como vía de acceso a la mediación 
(38%). No ostente se produjo una notable disminución de esta tipología de casos, debido quizá 
a circunstancias organizativas que más puedan tener que ver con la complejidad del trabajo de 
coordinación entre el Centro y el equipo de mediación, según sus artífices.
Las incompatibilidades en esta ocasión contaron con una presencia mínima como parte de la 
labor desempeñada (6´5%): el trabajo en incompatibilidades, aunque interesante y beneficioso 
para el Centro y las personas afectadas, como se viene repitiendo, a juicio de sus artífices, no 
revierte de forma tan directa en ventajas para aquellos que participan.
Resultados de los procesos de mediación realizados 
A diferencia de otros años, en esta ocasión los artífices del programa, incluyeron en los 
resultados todos los procesos de mediación propuestos por el Centro, ya que se les permitió 
iniciar el proceso en el total de los casos que fueron derivados a mediación, por cualquiera de 
sus fuentes, independientemente de la evolución de los mismos.
Durante el año 2013-14 fueron realizadas 34 mediaciones609; 16 de ellas (47%) concluyeron el 
proceso con fin positivo. Los motivos por los que el 53% restante no finalizaron con resultado positivo 
serán detallados más adelante. La siguiente tabla refleja el resultado de las mediaciones realizadas:
MEDIACIONES INICIADAS TOTAL %
Acuerdo positivo con firma 16 47 %
Acuerdo positivo sin firma 0 0 %
Rechazo por una de las partes 4 12 %
Interrupción del proceso 11 32 %
Fin sin acuerdo 0 0 %
Mediaciones pendientes 3 9 %
TOTAL 34 100 %
609 Tal y como se aclaró al inicio aunque se derivaron 29 casos uno se desglosó en 6 mediaciones más.
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Mediaciones con resultado positivo 
Debido a que este año la estadística de casos con fin positivo resultó inferior a lo que era 
frecuente encontrar como resultado de la labor anual (47%), hay que tener en cuenta para ello 
los motivos por los que no fue posible llegar a un acuerdo positivo. Aspecto desarrollado en el 
siguiente epígrafe.
De las 34 mediaciones realizadas, 16 concluyeron con fin positivo, formalizado en todos ellos 
por la firma del acta de acuerdos, es decir, en el 100% de estos casos, el proceso de mediación 
concluyó cubriendo todas las etapas del mismo. 
Casos sin acuerdo 
Del total de las 34 mediaciones realizadas, existe un 53% (18 casos) en las que no se 
logró un resultado positivo traducido en la firma del Acta de Acuerdos. Para la compresión 
de los distintos motivos que así lo propiciaron, hay que tener en cuenta los siguientes 
datos:
En 4 de los 18 casos (22% de los mismos) la mediación fue paralizada tras el contacto con 
uno de los implicados, debido a la negativa de éste a tener un encuentro directo con el otro 
recluso con el que se produjo el enfrentamiento. Motivo suficiente para dar por terminado el 
proceso, debido a razones preventivas relacionadas con el fin último del trabajo de mediación 
de la Asociación, la pacificación de las relaciones en prisión. 
En 11 casos (61%) el proceso de mediación fue interrumpido debido a distintos motivos 
que no siempre tienen relación con la mediación como tal, sino que pueden estar relacionados 
con otras cuestiones logísticas u organizacionales, las cuales serán detalladas en el siguiente 
apartado. 
El 17% restante de casos, representa 3 mediaciones en las que al Equipo de mediación no le 
fue posible la conclusión del proceso y que quedaron pendientes para ser culminadas tan pronto 
pasara el periodo estival. 
 A continuación se detallan los datos en una tabla:
CASOS SIN ACUERDO, Motivos: TOTAL %
Rechazo del proceso 4 22 %
Interrupción del proceso 11 61 %
Mediaciones pendientes 3 17 %
TOTAL 18 100 %
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Mediaciones interrumpidas 
Como se ha apuntado anteriormente, durante el año 2013-14 existe un alto porcentaje de 
casos en los que no fue posible un fin positivo del proceso de mediación, siendo el principal 
motivo, la interrupción, en total 11 de 18, motivadas por distintos factores que se detallan a 
continuación: 
En 2 de los 11 casos (18%) no fue posible concluir el proceso debido a dificultades idiomáticas 
que lo impidieron. 
En 3 de ellas (27´5%) esta interrupción fue debida al traslado de alguno de los implicados 
una vez iniciado el proceso. 
Para otras 4 mediaciones (36´5%) el motivo de la interrupción lo constituyó la inadecuación 
de la propia demanda, al no poder ser cubierta ésta a través de la mediación, o bien la misma no 
resultaba procedente dadas las características del caso, o de las personas implicadas. 
En 1 caso (9%) no fue posible darle continuidad al trabajo al encontrarse uno de los reclusos 
implicados en aislamiento –artículo 75.2 RP 1996–610, lo cual hace inviable el acceso a la misma 
y por tanto a un trabajo de mediación. 
El caso único restante (9%) lo representa un enfrentamiento para el que el propio Centro 
Penitenciario no consideró oportuna la mediación, por lo que no fue posible continuar con el 
trabajo. 
La presente tabla refleja los resultados aludidos:
MEDIACIONES INTERUMPIDAS, Motivos: TOTAL %
Problemas idiomáticos 2 18 %
Traslado 3 27,5 %
No procede la mediación 4 36,5 %
No es posible la mediación * 1 9 %
El C.P. no estima conveniente la mediación 1 9 %
TOTAL 11 100 %
f. Conclusiones valorativas –análisis cualitativo–
Según los autores del proyecto611, a través de las mediaciones penitenciarias realizadas, se 
alcanzaron los siguientes resultados, por un lado, que los reclusos, en su mayoría victimizados 
610 Cuya problemática jurídica fue analizada en el Capítulo II.
611 Publicadas en web http://www.mediacionypacificacion.es 
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por el Sistema jurídico penal: Se sintieran “acogidos en un espacio, en el que su perspectiva 
es tan válida como la de la parte contraria, espacio en el que se sienten legitimados para 
expresar sus puntos de vista sin el temor a ser sancionados”; se sintieran “escuchados y 
respetados, sea cual sea su postura ante el conflicto, siempre y cuando respeten los principios 
de la mediación.”; “Percibieran que de nuevo tienen cierto control sobre sus vidas, al tener 
la posibilidad de elegir” y así reducir los niveles de tensión y ansiedad característicos de las 
relaciones carcelarias; tuvieran un espacio para “reflexionar sobre el conflicto, dando cabida 
a los procesos psicológicos necesarios para la asunción de responsabilidad en el mismo y 
el rol asumido permitiendo la descarga de una parte importante de la ira y los sentimientos 
negativos asociados al episodio, pasos previos para poder resolverlo a través del respeto, la 
escucha y el diálogo, haciendo posible la resolución del conflicto sin recurrir al uso de medios 
coercitivos.”
A todo ello debe añadirse que, el equipo de mediación, comprobó la ausencia de recidiva 
conflictual entre reclusos que habían llevado a cabo una mediación. Y por otro lado, observaron 
una evolución positiva en la actitud del personal penitenciario respecto a la mediación. De una 
comprensible actitud de desconfianza y recelo se fue pasando a un reconocimiento y facilitación 
de la tarea. 
2. PROYECTO DEL CENTRO PENITENCIARIO DE ZUERA612
A comienzos del año 2006 la Asociación ¿hablamos? puso en marcha un proyecto de 
Mediación Penitenciaria en el Centro Penitenciario de Zuera de la mano del Proyecto que la 
Asociación de Mediación y Pacificación de Conflictos había iniciado meses antes en la prisión 
de Valdemoro de Madrid.
a. Ámbito de aplicación
El proyecto de mediación penitenciaria en el Centro Penitenciario de Zuera se basaba en la 
mediación entre reclusos denominados incompatibles por el Centro penitenciario613, al igual que 
en el proyecto piloto que se inició en 2005 en el Centro Penitenciario de Valdemoro (Madrid). 
La forma de actuar de la prisión en estos casos es la separación de los presos “incompatibles” 
en módulos diferentes para evitar un nuevo conflicto. Esta separación implica a su vez que, aun 
612 La información sobre este proyecto ha sido extraída de PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA 
TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza. Seis 
años de justicia restaurativa en Aragón”, Ed. Asociación ¿hablamos?, 2011, pp. 100-121; SEGOVIA 
BERNABÉ, J.L. “Experiencias de mediación penitenciaria…ob cit. pp. 301-302.
613 Estar marcado por una incompatibilidad, establecida por el Centro Penitenciario de Zuera, tiene 
su origen, como ya se ha adelantado, en una pelea o discusión de dos personas que habitan el mismo 
módulo.
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cuando la vida en dos módulos diferentes hace difícil el contacto de estas dos personas, esas dos 
personas marcadas administrativamente por la prisión como “incompatibles” tampoco pueden 
coincidir en ningún espacio común del centro: escuela, taller, área socio-cultural, etc… Además 
se produce el traslado a un módulo normalmente con peores condiciones que aquel en el que el 
recluso está viviendo.
La mediación penitenciaria estaba basada en un “acuerdo” con la Dirección del Centro 
penitenciario, consistente en que, si las partes llegaban a un entendimiento entre sí como 
resultado de la mediación, y así lo consideraban ellas, se solicitaba a la Dirección, no sólo 
la retirada de la incompatibilidad entre las personas afectadas, sino también la posibilidad de 
reingresar al módulo de procedencia.
Durante el primer año –2006– de esta experiencia en mediación penitenciaria, los autores 
del programa constataron que las incompatibilidades se retiraban pero que no se ejercía la 
posibilidad de regresar al módulo de procedencia. Asimismo, observaron que el hecho de que 
el proyecto de mediación dependiera de la Subdirección de Seguridad del Centro Penitenciario 
evitaba que hubiera un conocimiento por parte de la Subdirección de Tratamiento de los 
progresos de las personas presas por el sólo hecho de participar en mediación. Conocimiento 
éste que sin duda tenía enormes posibilidades de cara a poder valorar mejor la progresión de 
grado y los beneficios penitenciarios –permisos, notas meritorias, etc…– Por eso el equipo de 
mediación de la Asociación solicitó que hubiera un refuerzo positivo de las conductas por parte 
del Equipo de tratamiento –educador/a del módulo, trabajador/a social etc…– para cualquier 
persona que participara en el proceso de mediación, y no necesariamente porque llegaran a un 
acuerdo, sino por el simple hecho de haber dado un paso tan importante como haber decidido, 
en un entorno de tanta violencia, dar un paso voluntario hacia la posibilidad de hablar con la 
otra persona con la que ha tenido un conflicto.
En el segundo año de experiencia, las propuestas de modificar la dependencia del proyecto 
hacia la Subdirección de Tratamiento y de que hubiera este refuerzo positivo no fueron atendidas. 
Así es que la Asociación ¿hablamos? decidió dar un paso más en lo que al refuerzo positivo de 
conductas se refiere. Ese segundo año, al final del curso reunieron de manera conjunta a todas las 
personas que habían participado en los procesos de mediación en el Centro penitenciario, bien con 
resultado de acuerdo o sin él. La clave era juntar a todos aquellos que al menos habían participado 
en la fase de encuentro dialogado, independientemente del resultado de la mediación.
El resultado, a juicio de sus artífices, fue muy positivo. El Equipo de mediación desarrolló 
actividades de rol en el que todos asumían un rol diferente –mediador, víctima o infractor– al 
que habían desempeñado en la realidad, con el objetivo de experimentar el esfuerzo de las 
otras partes. En palabras de sus autores614“el movimiento fue circular y sistémico ya que en el 
momento de las aportaciones al grupo todos reconocieron lo valioso de ponerse en el lugar 
614 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. p. 106.
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del otro para comprender su esfuerzo. De esta manera se ayudó a dar más valor al esfuerzo 
que realizaron en su día con la mediación, ya que se incorporaba, no sólo la experiencia real 
vivida, sino también la interpretada o sentida en la posición del otro”.
A lo largo del resto de años (2007-2011) se amplió el ámbito de aplicación: A presos 
que todavía no habían sido sancionadas por el sistema para que se pudiera mediar antes de 
que la Comisión Disciplinaria adoptara una resolución y que así puedan valorar, a efectos 
sancionadores, la participación en el proceso de mediación y en su caso el resultado obtenido; a 
posibles valoraciones positivas, por parte de la Subdirección de Tratamiento, para la concesión 
de progresiones de grado, permisos, beneficios penitenciarios etc… Finalmente a partir del año 
2010, el programa de mediación pasó a depender de la Subdirección de Tratamiento del Centro, 
con la incorporación del mismo en todas las dinámicas y posibilidades de esta Subdirección 
–progresiones de grado, permisos, beneficios penitenciarios, etc–.
b. Objetivos del programa de mediación
En el proyecto se partió de la idea de que la mediación penitenciaria es un vector pedagógico 
y político de responsabilización y de cultura de paz y no violencia que genera cambios en el 
interior de las personas, pero también en la estructura penitenciaria, por ello, plantearon los 
siguientes objetivos con sus consiguientes resultados615:
1º “Objetivos encaminados al tratamiento penitenciario. Dentro de este grupo de objetivos 
se encontrarían: La asunción de la parte de responsabilidad de la conducta infractora y de 
su participación en el conflicto interpersonal; el aprendizaje de conductas destinadas al 
reconocimiento de la verdad; el aprendizaje de conductas de diálogo en las relaciones 
interpersonales conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la vida en libertad. 
Aprendizaje de escucha dirigida a comprender la posición del otro; el aprendizaje de claves 
para la solución creativa y pacífica de las relaciones conflictivas; el aprendizaje de adopciones 
de decisiones personales y autónomas sobre el conflicto”
En cuanto a “la asunción de la parte de responsabilidad de la conducta infractora y de su 
participación en el conflicto interpersonal”. A criterio de sus autores616, en general en este punto 
advirtieron un rápido reconocimiento de la responsabilidad compartida –corresponsabilidad–. 
Apreciaron también un elemento de violencia estructural: vivir en celdas compartidas con 
un espacio vital mínimo, se convierte en muchas ocasiones en un elemento determinante de 
conflictos violentos que teniendo como detonantes cuestiones baladíes –roncar, cambiar de 
615 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 114 y ss.
616 En este sentido PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 114 y ss.
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programa de TV, etc…– esconden en el fondo cuestiones de habitabilidad que generan tensión 
y ansiedad. En otras ocasiones el ruido, la falta de intimidad, los gritos en espacios cerrados, 
generan tensiones, estrés etc…
Observaron, igualmente, como en determinadas ocasiones se puso de manifiesto una dificultad 
importante para corresponsabilizarse en la participación en el conflicto respecto de personas que se 
encuentran en el límite de una situación mental normal. En este punto señalaron como determinante 
el hecho de que ciertas personas que habían participado en procesos de mediación habían sido 
reconocidas por los propios funcionarios del Centro Penitenciario como personas que “no están 
bien de la cabeza”. Lo que a juicio de los artífices del proyecto, no se puede entender como una 
persona sometida a tratamiento psiquiátrico en la cárcel, que tiene dificultad en la concentración 
y en la atención, puede ser sancionado por una disputa derivada de su debilidad mental. En estos 
casos, los autores del programa de mediación consideran que no sólo el proceso sancionador, 
sino el mismo proceso mediador, resulta inadecuado para el tratamiento de las consecuencias 
derivadas de comportamientos mediatizados por una situación de debilidad mental.
En lo que se refiere al aprendizaje de conductas destinadas al reconocimiento de la verdad, 
el equipo de mediación de la Asociación destacó como en conflictos en los que las partes habían 
mostrado desde el inicio una predisposición a la mediación, minimizando el conflicto, por trivial, 
como en la fase de encuentro en el que ambas partes confrontan sus verdades hay un proceso 
de aprendizaje tendente a decir la verdad ante la imposibilidad, de mentir por la presencia de la 
otra parte y de los mediadores. 
Respecto del aprendizaje de conductas de diálogo en las relaciones interpersonales 
conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la vida en libertad. Aprendizaje de escucha 
dirigida a comprender la posición del otro, según las memorias de la Asociación ¿hablamos?617 
en general existe un reconocimiento del dialogo como herramienta útil para resolver el conflicto. 
Una vez más la inercia de la cárcel, el temor al qué dirán, las conductas aprendidas, hacen que 
sea difícil que se pase de las palabras a los hechos en lo que al diálogo se refiere. Pero en general, 
consideran que no hubo dificultad para llegar a la fase de encuentro salvo en conflictos en los 
que la violencia física estuvo muy presente, o más aún en aquellos conflictos que se extendían a 
familias o pandillas. Pero en general en muchas de las intervenciones, quitando aquellas en las 
que no se dan las condiciones para la mediación, sus artífices consideraron que no había habido 
problemas para llegar a la fase de encuentro, y por lo tanto en el convencimiento de las partes 
de que el diálogo es la herramienta adecuada para la solución de conflictos.
En lo que concierne al aprendizaje de claves para la solución creativa y pacífica de las 
relaciones conflictivas, los artífices del proyecto618, destacaron, también, que en alguna 
617 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 115 y ss.
618 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 116 y ss.
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mediación en la que se había necesitado intérprete, las personas que habían participado como 
tales intérpretes habían mostrado su disponibilidad a contribuir en este proyecto. En especial 
reclusos de origen musulmán habían mostrado su disponibilidad a ser mediadores cuando el 
conflicto se daba entre personas de su misma religión.
Finalmente, en lo referido al aprendizaje de adopciones de decisiones personales y 
autónomas sobre el conflicto los propulsores619 del programa de mediación sostuvieron que, éste 
había sido uno de los principales valores de la mediación penitenciaria: las personas se habían 
sentido protagonistas de su historia, y habían solucionado en sus propios términos el conflicto 
producido. Ofreciendo soluciones propias y dialogadas como: “devolver el dinero debido en 
diferentes pagos, el reconocimiento de la verdad, el reconocimiento del estado emocional tenso 
en el momento de la disputa, la explicación de un malentendido etc…”. De manera pacífica y 
dialogada, que sin la intervención de la mediación hubiera quedado enquistado en la venganza, 
por las sanciones correspondientes a las conductas violentas en el interior de la cárcel, y abordado 
sólo de una manera superficial y sin entrar en las causas últimas del conflicto.
2º Objetivos encaminados hacia la convivencia penitenciaria. Con una principal finalidad: 
“La pacificación de las relaciones internas dentro de los módulos a través de la difusión entre 
las personas presas de este sistema dialogado en la solución de conflictos; hecho que sin duda 
reduciría el número e intensidad de los mismos”.
Según la memoria de la Asociación ¿hablamos?620, en este aspecto el equipo de mediación 
pudo comprobar como en los ratos de espera en los módulos hasta que las personas implicadas 
en el conflicto llegaban, muchas personas se interesaban por el proyecto de mediación –quiénes 
eran y que hacían–. Asimismo también fue importante la labor de difusión llevada a cabo por la 
propia Asociación a través de un comic explicando la mediación de manera lúdica.
Sus artífices no pueden asegurar al cien por cien que se redujeran los conflictos en todos 
los módulos en los que se intervino, pues a su juicio la educación en el aprendizaje de nuevas 
conductas es una labor lenta que precisa de otros múltiples apoyos, pero sin duda, consideran que 
la presencia de la mediación penitenciaria es una nueva realidad que actúa como una “cuña”.
3º Objetivos encaminados al beneficio de las personas privadas de libertad. Con un único 
propósito: “La reducción de los niveles de ansiedad y de tensión en prisión”
Los artífices del proyecto destacan, como en determinados casos de “extorsión”, “denuncias” 
etc… la oportunidad de hablar y confrontar las cosas, la tensión se reduce porque la persona se 
619 Visto PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE ALBORNOZ, 
A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 116.
620 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 117
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da cuenta que no tiene ningún sentido seguir generando violencia que no lleva en ningún caso 
a la resolución del conflicto.
c. Metodología
La memoria621 de la Asociación ¿hablamos? no hace una referencia específica al 
procedimiento de mediación empleado, sino que de manera general alude al método empleado 
por la Asociación de Mediación para la Pacificación de Conflictos622 por lo que supongo que ha 
sido la metodología utilizada por esta, la que se ha puesto en práctica, es decir principalmente, 
la mediación directa, estructurada en las fases ya expuestas, y de forma complementaria se 
utilizaron talleres de gestión de conflictos.
d. Conclusiones valorativas 
De conformidad con la memoria de la propia Asociación ¿hablamos? tras su experiencia, 
ésta tuvo un elevado valor transformativo de su acción más que los resultados cuantitativos. 
Por ello, los datos estadísticos – cifras- ofrecidos son bastante genéricos, no pudiendo realizar 
un análisis detallado de los mismos, a diferencia del proyecto llevado a cabo en el Centro 
Penitenciario de Madrid III (Valdemoro).
Según el informe623 de la Asociación ¿hablamos? se constataron los siguientes efectos 
penitenciarios: 
1º Se produjeron cambios en las conductas de las personas presas, que han descubierto una 
manera diferente de solventar sus conflictos, arropados por una pequeña estructura mediadora 
que ha facilitado esta actitud. Sin duda el aprendizaje requiere constancia, permanencia, 
repetición de conductas etc… en palabras de los propios artífices: “Somos conscientes de las 
limitaciones del proceso mediador para consolidar este aprendizaje, pero esa limitación no nos 
impide considerar cada una de las fases del proceso como una oportunidad para desaprender 
conductas violentas o poco eficaces, y aprender conductas orientadas a la pacificación y el 
diálogo”.
2º Se hizo aflorar entre los funcionarios un debate sobre la conveniencia de nuevos métodos 
para afrontar el conflicto penitenciario: la importancia de la entrada de voluntarios en el Centro 
penitenciario, la importancia de proyectos basados en valores diferentes a los que la inercia de 
la cárcel acostumbra, el valor de la palabra como herramienta que sustituya a la violencia, la 
621 En PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE ALBORNOZ 
A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 100-121.
622 Al que nos referimos ya al analizar el proyecto de mediación en el Centro Penitenciario de Madrid 
III (Valdemoro).
623 PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE ALBORNOZ, A., 
“El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 110-111.
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generación misma de un debate sobre la utilidad del destino actual de muchos recursos de la 
prisión, la creencia en una alternativa diferente al tratamiento habitual de las personas presas.
Respecto a las cifras ofrecidas en la memoria de la Asociación ¿hablamos? cómo ya he 
anunciado, son bastante genéricas, lo que no permite hacer una valoración de las mismas. El 
número de mediaciones penitenciarias realizadas en el Centro Penitenciario de Zuera a lo largo 
de los cinco años de experiencia –2006/2011– fueron las siguientes624: Con acuerdo supone 
que finalmente hubo un acuerdo de reparación (33%); sin acuerdo supone que las partes no 
alcanzaron el acuerdo de mediación por abandono en cualquiera de las fases del proceso de 
la mediación penitenciaria (27%); las no realizadas supone que el proceso de mediación no 
llegó a realizarse por varios motivos, entre las que se tienen documentadas: conflictos ficticios 
para lograr cambios de módulo, una de las partes no acepta la mediación, una de las partes se 
encuentra fuera del Centro Penitenciario bien por conducción, por traslado a otro Centro, por 
libertad, en la enfermería, una de las partes no reúne las condiciones físicas o psicológicas 
necesarias, casos donde el conflicto pasó hace tanto tiempo que o bien lo han solucionado ellos, 
o bien ya lo tienen muy olvidado, o bien ya no es momento para removerlo (40%).
3. PROYECTO DEL CENTRO PENITENCIARIO DE DAROCA625
A raíz de la experiencia en el Centro Penitenciario de Zuera, en el año 2009 la Asociación 
¿hablamos? puso en marcha un proyecto de mediación en el Centro Penitenciario de Daroca 
(Zaragoza) planteando un cambio de paradigma, basado en la gestión de la convivencia según 
el modelo integrado diseñado por TORREGO626 en Institutos de Educación Secundaria. Dicho 
modelo se basa en cuatro premisas: En primer lugar, la consideración del módulo como una 
comunidad de vida en la que conviven funcionarios de seguridad, funcionarios de tratamiento 
y personas presas. Cada una con su rol; en segundo lugar, el convencimiento de que todos 
desean una convivencia pacífica en el módulo, y para ello todos se comprometen a la cogestión 
y a ejercer la corresponsabilidad; en tercer lugar, la certidumbre en que todo aquello que es 
cogenerado por todas las personas de la comunidad tiene un valor colectivo que salvaguarda 
el resultado de los incumplimientos individuales –p. ej.: “como esto no es mío(…) lo puedo 
624 Datos publicados en PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ 
DE ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 119-120.
625 La información sobre esta experiencia de mediación ha sido extraída principalmente de PIÑEYROE 
SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE ALBORNOZ, A., “El valor de la 
palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 107-110; SEGOVIA BERNABÉ, J. L. “Experiencias de mediación 
penitenciaria…ob.cit. pp. 302-303.
626 Vid. TORREGO, J.C. (coord.), “El plan de convivencia: fundamentos y recursos para su elaboración 
y desarrollo”, Ed. Alianza, Madrid, 2008; “Modelo integrado de mejora de la convivencia: estrategias 
de mediación y tratamiento de conflictos”, Ed. Grao, Barcelona, 2006; MORENO, J.M., “Convivencia 
y disciplina en la escuela: el aprendizaje de la democracia”, Ed. Alianza, Madrid, 2007.
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romper (…)”– y; en cuarto lugar, la seguridad de que las personas que están en prisión tienen 
capacidad para generar buenas practicas dentro, incluso superen las de fuera.
El planteamiento de este nuevo paradigma surgió como manera de aprovechar las oportunidades 
que ofrecía la mediación penitenciaria pero también para superar sus limitaciones.
a. Ámbito de aplicación
El programa denominado “Modelo de gestión de conflictos en el módulo de respeto” se 
implantó como su nombre indica en el módulo de respeto de la cárcel de Daroca de Zaragoza. 
El módulo de respeto del Centro penitenciario, a diferencia de los módulos ordinarios trabaja 
de manera más individualizada con las personas presas, se establecen dinámicas de trabajo en 
equipo, se potencian los hábitos saludables y de responsabilidad, y es un módulo libre de drogas. 
La entrada en este módulo es voluntaria, pasa por la firma de un contrato de permanencia basado 
en derechos y obligaciones, y establece dinámicas participativas para la toma de decisiones, 
dentro del contexto penitenciario.
b. Objetivos del proyecto de mediación
El cambio de paradigma de este nuevo proyecto implicaba la ampliación de los objetivos, ya 
reseñados en los proyectos anteriores destinados principalmente a resolver el conflicto cuando ya 
ha surgido –entre presos incompatibles e incoados con un expediente sancionador–. Con este nuevo 
modelo se pretendía además evitar que surgiera el conflicto. Para ello el equipo de mediación de 
la Asociación diseñó una metodología a través de la cuál lo que se pretendía era alcanzar nuevos 
objetivos, además de los ya reseñados en los proyectos anteriores. Tales como: “La Permeabilización 
de todas las personas implicadas; la formación general a todas las personas de la comunidad 
–funcionarios y reclusos–; la formación específica a los agentes clave del módulo y; el apoyo para 
la consolidación de las estructuras que se vayan generando como propias en el módulo” 627.
c. Metodología
La metodología empleada en este programa consistía, según sus artífices, en la creación 
de una carta de derechos y de obligaciones propia del módulo, realizada con dinámicas de 
participación colectiva de todas las personas de la comunidad, y el establecimiento de un sistema 
de resolución pacífica de conflictos propio del módulo que parta de instituciones formales como 
la mediación o las conferencias restaurativas, pero también de las informales -las maneras 
pacíficas propias que en el día a día ya funcionan en el interior del módulo y que responden a la 
diversidad de las personas que lo forman-.
627 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 107-110.
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d. Conclusiones valorativas628 
Según la memoria de la Asociación ¿hablamos?629, las conclusiones valorativas de toda su 
intervención en el ámbito penitenciario630 fueron las siguientes:
1ª Los presos que hicieron uso de la mediación, pasaron a un refuerzo de conductas positivas, 
y de ahí a un modelo de gestión de conflictos y de la convivencia propio, que no precise de 
un refuerzo positivo puntual sino que el mismo sistema genere ese refuerzo positivo por su 
quehacer cotidiano. Tal planteamiento parte de la consideración de la gestión de conflictos como 
un proceso educativo, pedagógico, de gestión de valores, y de visibilización de alternativas, 
válidas tanto para personas presas como para funcionarios.
 2ª Conectando con lo anterior, se produjo una evolución en las metodologías utilizadas para 
gestionar conductas violentas y en la implicación de agentes en el desarrollo de su intervención 
en el contexto penitenciario. Por tanto, a nivel metodológico, se evolucionó: 
- Desde la estrategia de evitación que usa la prisión en el momento en el que se produce el 
conflicto, pasando por la mediación penitenciaria desarrollada por personas ajenas a la institución 
penitenciaria, al contexto penitenciario, siguiendo por el refuerzo positivo de las conductas 
de paz y no violencia aprendidas en el proceso de mediación por parte de los funcionarios, 
mediante dinámicas de rol-playing, y terminando con una gestión de la convivencia como 
dinámica preventiva, fortalecedora de capacidades y con el protagonismo de las personas que 
habitan la prisión.
- Respecto al número de personas implicadas, su artífices observaron cómo, desde la 
intervención exclusiva de las partes en conflicto, en el caso de la mediación penitenciaria, 
había habido una incorporación progresiva del personal funcionario, pasando primero por el 
refuerzo de conductas positivas a las personas que participan en mediación penitenciaria y 
terminando con la consideración como parte integrante de la comunidad de vida que es el 
módulo de respeto, para finalmente incorporar también a la sociedad en libertad mediante la 
transferencia de la experiencia con centros educativos.
A criterio de la Asociación ¿hablamos?631, la principal ventaja de este nuevo modelo radica 
en que las estructuras que finalmente puedan resultar del mismo, son las propias y queridas 
por las personas que conviven en el módulo y por lo tanto tienen una legitimidad colectiva, 
que se orienta hacia “la reparación del daño causado a la comunidad a causa de la infracción 
628 En el presente apartado sólo se hará referencia a las conclusiones cualitativas a las que ha llegado la 
propia Asociación ¿hablamos? tras su experiencia, al no ofrecer datos estadísticos al respecto, resaltando 
el valor transformativo de su acción más que los resultados cuantitativos.
629 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. pp. 109-110
630 Me refiero a toda su trayectoria tanto en el Centro Penitenciario de Zuera como en el de Daroca 
después.
631 Sobre ello PIÑEYROE SIERRA, C., VALIMEÑA TORRES, S., MATEO MARTÍNEZ DE 
ALBORNOZ, A., “El valor de la palabra que humaniza…, ob. cit. p. 109.
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cometida, la educación en la clave de responsabilización de los propios actos y el refuerzo 
de los valores positivos y de construcción de un sistema, más orientado a la gestión de la 
convivencia que a la resolución de conflictos ya producidos”.
4. PROYECTO DEL CENTRO PENITENCIARIO DE MUJERES DE ALCALÁ DE 
GUADAIRA632
En el año 2010 el Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental –COP-AO– puso 
en marcha en el Centro Penitenciario de mujeres Alcalá de Guadaira (Sevilla) un Proyecto 
de Mediación familiar dirigido a familias con mujeres presas en Instituciones Penitenciarias, 
dentro del marco del Convenio de Colaboración suscrito con la Dirección General de Infancia y 
Familias y en colaboración con la entonces Dirección General de Instituciones Penitenciarias633. 
El proyecto fue elaborado por el Área Transversal de Mediación del Colegio Oficial de Psicología 
de Andalucía Occidental, junto con el apoyo y colaboración de otros estamentos del Colegio. El 
equipo de mediación estuvo compuesto por psicólogos, con formación de postgrado de Experto 
en Mediación, amplia experiencia en Mediación Familiar y formación continua.
a. Planteamiento 
El proyecto contemplaba dos fases: experimental e implantación. En la primera (Fase 
experimental) que consistía en la realización de mediación con las familias de las mujeres 
recluidas en la cárcel de mujeres de Alcalá de Guadaíra (Sevilla). Se desarrolló del 15/12/2010 al 
14/11/2011, aunque los procesos de mediación comenzaron a partir del 14/02/2011. La segunda 
(Fase de implantación) de este servicio en todas las prisiones con mujeres de Andalucía
b. Ámbito de aplicación
La población a la que fue dirigido este programa fueron las familias con mujeres recluidas en 
el Centro Penitenciario de Alcalá de Guadaíra (Sevilla) que requerían y demandaron mediación 
familiar, y se prestó especial interés en: Familias con hijos e hijas preadolescentes que aunque 
mantuvieran contacto regular con su madre, presenten indicios de conductas inadaptadas: 
falta de escolarización, primeros contactos con drogas, etc…; y en hijos/as pequeños/as que 
632 Datos obtenidos a través de la página https://www.cop.es/delegaci/andocci/es/
MediacionFamiliar.
633 El 15 de abril de 2011 en la Casa de la provincia de la Diputación de Sevilla del Colegio oficial de 
psicología de Andalucía occidental junto con la Dirección General de infancia y familias de la consejería 
para la igualdad y el bienestar social y la Secretaría General de instituciones penitenciarias del Ministerio 
del Interior presentaron a los medios de comunicación el proyecto de mediación familiar dirigido a 
familias con mujeres internas en la institución penitenciaria de Alcalá de Guadaira (Sevilla). 
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actualmente convivían con su madre, pero que en un periodo breve, a la salida de la institución 
penitenciaria, tendrían que trasladarse con unos/as hermanos/as y una familia a los que apenas 
conocen.
c. Desarrollo del proyecto (fase experimental). Objetivos:
El Centro Penitenciario de mujeres está situado en el término municipal de Alcalá de 
Guadaíra (Sevilla), dentro de un entorno rural. En él se presta una especial atención a reclusas 
madres que mantienen con ellas a sus hijos/as menores de tres años. Su creación se debió, 
fundamentalmente, a la necesidad de contar en Andalucía con un centro de estructura adecuada 
para albergar una Unidad de Madres con hijos/as, en un momento en que el aumento de la 
población reclusa femenina estaba creciendo muy significativamente.
Los objetivos634 que se plantearon durante la fase experimental fueron: 1º Potenciar la 
Mediación Familiar entre las reclusas y sus familiares como método alternativo de resolución de 
conflictos familiares para fortalecer y mejorar la relación familiar, primando en todo momento el 
interés de la menor y el menor si los hubiere; 2º Prevenir el riesgo de delincuencia en los hijos/
as de mujeres recluidas en Instituciones Penitenciaras; 3º Favorecer la reintegración social de la 
familia y sobre todo de los/as menores dentro de su red social de apoyo; 4ºDisminuir en la familia, 
y sobre todo en los/as menores el impacto de las consecuencias negativas de la reclusión.
d. Metodología
Los artífices del proyecto utilizaron como técnica principal, la mediación directa entre las 
reclusas y sus familias, estructurando la intervención en dos fases diferenciadas con subfases, 
que pasaré a detallar.
Fase 1ª: Previa a la intervención
Los objetivos de esta fase fueron: la difusión del proyecto, el establecimiento de las pautas 
de actuación, la selección de reclusas y convocatoria de familias y la formación específica del 
Equipo mediador.
En relación a la difusión del proyecto tuvo lugar en el Centro Penitenciario, y fue realizada 
por las personas mediadoras implicadas en el proyecto. Esta difusión se desarrolló a dos niveles: 
por un lado, dirigida a las reclusas mediante charla informativa dónde se explicó que es la 
mediación, los objetivos del proyecto y cómo demandar mediación familiar; por otro lado, 
también se hizo difusión de qué es mediación familiar y los objetivos del proyecto entre el 
personal referente de la Institución Penitencia.
634 Datos publicados en la https://www.cop.es/delegaci/andocci/es/MediacionFamiliar.
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Respecto al establecimiento de las pautas de actuación entre la Institución Penitencia y el 
Colegio Oficial de Psicología de Andalucía Occidental, y la Dirección General de Infancia y 
Familias, en referencia a la implementación y el seguimiento del proyecto, fue liderada por 
una Comisión mixta constituida por representantes de ambas Instituciones con funciones 
concretas.
En cuanto a la selección de reclusas y convocatoria de familiares: El proceso de derivación 
de reclusas a mediación familiar y la convocatoria de sus familias fue responsabilidad de la 
propia Institución Penitencia. El Centro penitenciario fue el responsable de filtrar a las mujeres 
solicitantes de un proceso de mediación familiar. No obstante el Colegio de Psicólogos de 
Andalucía Occidental –COP-AO– elaboró un documento que recogía los requisitos necesarios 
para acceder a la mediación y unas recomendaciones para proceder a convocar a los 
familiares.
Y en lo que concierne a la formación específica del equipo mediador respecto a las 
peculiaridades del proyecto a desarrollar, a criterio de sus artífices, fue necesaria por la especial 
situación del colectivo, sus características personales y familiares, y el contexto no convencional 
en que se tendría que realizar la mediación. 
Fase 2ª : plan de trabajo para la intervención
Según los promotores del proyecto635 el plan de trabajo se diseñó del siguiente modo:
- Las mediaciones se llevaron a cabo dentro de las instalaciones penitenciarias.
- Las entrevistas, estuvieron sujetas a todos los principios que rigen la mediación, y a este 
respecto, se informó, tanto a las reclusas como a las personas implicadas en el proyecto, que a los 
datos que de ellas se deriven, accederían exclusivamente las partes implicadas en la mediación - 
reclusa, familiares y el mediador o mediadora- y en ningún momento podrían ser comunicados 
a la Institución Penitenciaria ni utilizados por ésta, ni por ninguna de las partes implicadas en 
la mediación.
- El equipo mediador se abstuvo de opinar o intervenir en cuestiones penitenciarias o 
psicológicas, que no tuvieran relación directa con la mediación propuesta.
- Las entrevistas se realizaron durante 3 días a la semana, y cada día de la semana actuó un 
mediador o mediadora con una familia. Se realizaron aproximadamente una entrevista por día 
–1 mediador o mediadora y 1 familia–. El 4º día, o con la periodicidad que en cada momento la 
coordinación del COP-AO determinó, se mantuvo una reunión de coordinación-supervisión, a 
la que debía asistir todo el equipo de mediación
635 https://www.cop.es/delegaci/andocci/es/MediacionFamiliar.
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e. Conclusiones valorativas 636
 En este apartado se expondrán los datos cuantitativos a raíz de los cuales sus autores 
realizaron las valoraciones y conclusiones cualitativas:
Fase 1ª: Previa a la intervención:
Número de solicitudes recibidas: 39
Número de solicitudes no entrevistadas por causas ajenas al proceso: 3
Número de entrevistas realizadas: 36
Número de personas interesas en mediar tras la entrevista: 18
Número de sesiones informativas realizadas: 12
GRUPOS DE EDAD Nº de internas %
20 - 30 años 10 27,8 %
30 - 40 años 13 38,7 %
40 - 50 años 10 27,8 %
Más de 50 años 3 8,3 %
TOTAL 36 100 %
ESTADO CIVIL Nº de internas %
Solteras 21 58,3%
Casadas 2 5,5 %
Separadas 9 25 %
Divorciadas 3 8,3 %
Viudas 1 2,8 %
TOTAL 36 100 %
636 Datos obtenidos a través de la página https://www.cop.es/delegaci/andocci/es/
MediacionFamiliar.
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TRAMOS DE EDAD DE LOS/AS HIJOS/AS MUJER VARÓN  TOTAL %
De 0 a 6 años 7 14 20,8 %
De 7 a 12 años 8 10 17,8 %
De 13 a 18 años 9 12 20,8 %
Más de 18 años 33 8 40,6 %
TOTAL 56 45 100 %
NÚMERO DE HIJOS Internas %
0 4 11,4 %
1 6 17,1 %
2 13 34,3 %
3 3 8,6 %
4 2 5,7 %
5 4 11,4 %
6 2 5,7 %
7 1 2,9 %
8-12 0 0 %
13 1 2,9 %
TOTAL 36 100 %
PROVINCIAS TOTAL %
Sevilla 21 60 %
Resto Andalucía 8 22,8 %
Ceuta y Melilla 3 8,6 %
Resto de España 4 8,6 %
TOTAL 36 100 %
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Fase 2ª: Plan de trabajo para la intervención.
CASOS DE MEDIACIÓN 12
Total de sesiones 26
Media sesiones 2,2
Mínimo sesiones 1
Máximo sesiones 6
Horas total mediaciones 62h 30’
Media por mediación 5h 20’
 
TOTAL MEDIACIONES 12
Total de acuerdos 41
Media de acuerdo 3,1
Mínimo acuerdos 1
Máximo acuerdos 11
Mejora comunicación 100 %
TOTAL MEDIACIONES 1
Como conclusiones valorativas del proyecto sus autores manifestaron637: “Por un lado, 
su convencimiento de que para la efectividad del programa es imprescindible que tanto las 
internas como los funcionarios se familiaricen con éste, considerándose necesario que la 
figura del mediador/a sea una figura cotidiana, de continuidad en el centro y asequible a todo 
el personal. A la vez que se mantiene, como independiente y ajeno a la institución; y, por otra 
parte, también consideran importante para el desarrollo y beneficio del propio programa, la 
necesidad de seguir estudiando e investigando, las distintas aportaciones que la Mediación 
Familiar puede ofrecer a la recuperación de los vínculos familiares sobre todo en casos de 
situaciones de familias vulnerables y en riesgo de exclusión social como es el caso de las de 
mujeres internas en instituciones penitenciarias”.
5. VALORACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE MEDIACIÓN PENITENCIARIA EN 
LAS CÁRCELES ESPAÑOLAS
5.1. Expansión de los programas de mediación penitenciaria
Tal y como ya se ha anunciado, a raíz de la experiencia desarrollada en el Centro Penitenciario 
de Madrid III (Valdemoro) en el año 2005 por la Asociación de Mediación y Pacificación de 
637 En https://www.cop.es/delegaci/andocci/es/MediacionFamiliar.
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conflictos, la mediación penitenciaria se ha ido expandiendo a otra cárceles españolas. Fruto de 
esa experiencia, así como de una ardua labor entre diferentes Asociaciones de mediación y la 
Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, ésta estableció en el año 2007 un programa 
específico de intervención denominado Servicio Permanente de Resolución Dialogada de 
Conflictos638 orientado a la prevención de conflictos en la prisión y cuya finalidad es que los 
internos e internas resuelvan sus conflictos pacíficamente con la ayuda de un mediador.
1. Según la información facilitada por la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias639 
y complementada por diversas Asociaciones640, actualmente se están llevando a cabo programas 
y técnicas de mediación en unas veinte cárceles aproximadamente641 de las ochenta con las que 
cuenta España, pasando a detallar algunas642:
• Centro Penitenciario Pereiro de Aguiar, Ourense (Galicia). Presta el servicio de mediación 
desde octubre de 2009 a través de la asociación APROMEGA (Asociación pro medicación 
Galicia). El programa consta de dos objetivos principales: crear habilidades para la gestión de 
conflictos y capacitación de pacificadores. Para su cumplimiento trabajan desde las emociones 
y los sentimientos, a través de dinámicas de grupo. Los destinatarios son los internos del módulo 
respeto.
• Centro Penitenciario Madrid III, Valdemoro643. 
• Centro Penitenciario Madrid IV, Navalcarnero (Madrid). Utilizan los mismos protocolos que 
el CP Madrid III (Valdemoro), mediante una formación que estos dieron en octubre de 2007.
• Centro Penitenciario Alicante Cumplimiento (C. Valenciana) Utilizan el servicio de 
mediación desde enero 2011.
• Centro Penitenciario Alicante II, Villena (C. Valenciana) Utilizan mediación desde enero 
de 2011 mediante una formación en el CP de Madrid III (Valdemoro).
638 Basado en las experiencias previas de mediación penitenciaria llevadas a cabo por diversas ONG´S 
y Asociaciones.
639 Los datos estadísticos de implantación y resultados hasta 2015 los detallaré más adelante.
640 Fuentes consultadas: Apromega, 2009; Fundación Affiniy, 2009; Asociación para la mediación de 
conflictos, memorias: 2006, 2007, 2008, 2009, 2010, 2011; Asociación ¿hablamos?, 2011.
641 Tales como las prisiones de : Alama, Orense, Madrid III (Valdemoro), Madrid IV (Navalcarnero), 
Alicante, Villena, Valencia, Almería, Granada, Málaga, Las Palmas, Tenerife, León, y Alcázar de San 
Juan, Zuera, Daroca, Araba/Álava y Pamplona entre otras.
642 Sobre ello PASTOR SELLER, E. y HUERTAS PÉREZ, E., “La mediación penitenciaria como 
método alternativo de resolución de conflictos entre internos en el ámbito penitenciario” Entramado, 
Vol. 8 No. 2, 2012 (Julio - Diciembre) pp. 138-153; SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Experiencias de 
la mediación penitenciaria” en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); 
“Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, 
Navarra, 2012, pp. 298-306; ORTÍZ GONZÁLEZ, A. L. “La Justicia restaurativa: enfoque desde el 
ámbito penitenciario” en AA.VV: “Justicia Restaurativa, una justicia para el siglo XXI: potencialidades 
y retos” en cuadernos penales José María Lidón, Nº 9, Ed. Deusto-Digital, 2013, pp.249- 256.
643 Analizado su proyecto de mediación en el apartado 1 de este Capítulo
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• Centro Penitenciario Valencia, Picassent. (C. Valenciana). Utilizan la mediación desde 
enero de 2011 mediante una formación que el CP de Madrid III realizó en octubre de 2007.
• Centro Penitenciario Málaga, Alhaurin de la Torre (Andalucía) Utilizan el Servicio de 
mediación desde noviembre de 2005.
• Centro Penitenciario Mansilla de las Mulas, León (Castilla y León) Utilizan mediación 
desde octubre de 2007.
• Centro Penitenciario Alcázar de San Juan, Ciudad Real (Castilla - La Mancha) Utilizan 
servicio de mediación desde 2010.
• Centro Penitenciario Zuera, Zaragoza (Aragón)644.
• Centro Penitenciario Araba/Álava, Nanclares de la Oca (País Vasco). El servicio de 
mediación se lleva a cabo desde 1998 a través de la Fundación Gizagune en Bilbao. Se trabaja 
con técnicas de justicia restaurativa y resolución de conflictos en las comisiones de internos 
en los módulos de respeto. Las funciones principales que desarrollan son: formación en 
gestión de conflictos a los internos; apoyo a las comisiones de convivencia en los módulos de 
respeto; intervención en el programa de Reparación del daño y mediaciones. A lo largo del 
año 2011 se realizaron unas 25 intervenciones, sin contar con las intervenciones que realizan 
los propios internos, ya que para tal fin se les capacita consiguiendo una vertiente preventiva y 
reeducativa.
• Centro Penitenciario de Pamplona (Navarra) El servicio de mediación se desarrolla 
desde 2006 y es gestionado por la Asociación ANAME (Asociación de mediación de Navarra). 
Las mediaciones se realizan entre internos del módulo de hombre y mujeres. El equipo 
multidisciplinar está compuesto por cinco abogados, criminólogos, dos psicólogas, todos ellos 
con formación en mediación. Las derivaciones al servicio se realizan por petición del interno, 
por el área de tratamiento y por el servicio jurídico penitenciario. En este centro no existen las 
incompatibilidades de internos. Desde que comenzó el servicio se han realizado 20 mediaciones, 
de las cuales una no ha llegado a acuerdo, 5 de ellas no se han podido realizar por traslado de 
los internos y el resto 14 han finalizado con acuerdo positivo. En 2008 se iniciaron unos talleres 
de resolución de conflictos (básico y avanzado) compuestos por 4 sesiones. Se ha intentado 
realizar formación de mediación a los funcionarios pero no ha dado resultado. En febrero de 
2011 se iniciaron unos talleres llamados “teatro del oprimido” en los módulos de mujeres, en 
los que se trabaja la resolución de conflictos implícitamente, utilizando el teatro para crear un 
espacio de confianza utilizando herramientas de interpretación.
2. De otra parte, en mayo de 2014, la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias firmó 
un Convenio con la Asociación Española de Mediación (ASEMED) con la finalidad de impulsar 
644 Analizado su proyecto de mediación en el apartado 2 de este Capítulo.
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la implantación de un Servicio de mediación en todos los Centros penitenciarios españoles645. 
Entre los objetivos de dicha Asociación se encuentran646:
1ª “La creación de un servicio de mediación permanente en los centros penitenciarios que 
tiene por objeto resolver mediante la vía dialogada los conflictos que pudieran plantearse en 
el ámbito penitenciario. 
2ª La impartición de talleres de formación básica en mediación dirigidos a los profesionales 
y a los internos de los centros penitenciarios a fin de formar y sensibilizar en la importancia de 
la mediación como forma alternativa de resolución de conflictos.
3ª La realización de prácticas de mediación penitenciaria de los alumnos inscritos en los 
Cursos de Mediación Penal y Penitenciaria que imparte la Escuela de Formación en Mediación 
de ASEMED, con la supervisión de los profesores del curso.
Respecto a los datos estadísticos sobre implantación y resultados de la mediación a lo largo 
de estos años –2008/2015–, la Secretaria General de Instituciones Penitenciarios, ha facilitado 
la siguiente tabla estadística:
Sin embargo, dicha Secretaria General de Instituciones Penitenciaria no ha facilitado ninguna 
valoración cualitativa ni cuantitativa sobre dicha implantación647.
645 Esto ha provocado en la práctica que muchas de las Asociaciones que estaban llevando a cabo 
programas de mediación penitenciaria fueran desplazadas, tal es el caso de la “Asociación de mediación 
de conflictos” pionera en la materia y artífice del proyecto piloto de mediación implantado en Madrid III 
(Valdemoro) en 2005.
646 Publicados en www.asemed.es
647 No obstante, SUÁREZ TASCÓN, J., gerente de la Entidad Pública, Trabajo Penitenciario y Formación 
para el empleo de la SGIP (“La mediación en el ámbito penitenciario” en GONZÁLEZ DE PATTO y 
SERVICIO PERMANENTE DE RESOLUCIÓN DIALOGADA DE CONFLICTOS  
(Años 2008 - 2015)*
AÑO Nº CENTROS
Nº DE 
PROCESOS 
INICIADOS 
DURANTE EL 
PERIODO
Nº DE 
INTERNOS
FIRMA DE 
ACUERDOS 
POSITIVOS
FIN 
POSITIVO 
SIN 
FIRMA DE 
ACUERDO
FIN SIN 
ACUERDO
INTERRUPCION 
DEL PROCESO
RECHAZO 
DEL 
PROCESO
2008 11 264 556 66,14 6,69 10,63 6,69 9,84
2009 10 234 449 65,74 2,31 16,20 6,48 9,26
2010 10 350 710 68,82 7,94 7,65 5,29 10,29
2011 12 398 809 63,25 4,11 11,57 8,23 12,85
2012 13 307 602 63,25 3,64 16,56 10,26 6,29
2013 12 255 545 69,88 3,21 9,24 6,43 11,24
2014 15 335 685 60,90 6,87 11,04 7,46 13,73
2015 20 547 1137 60,69 4,94 8,96 8,04 17,37
TOTAL 2690 5495
64,46 % 4,94 %
11,26 % 7,43 % 11,90%
69,40 %
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5.2. Valoración de los programas de mediación penitenciaria
De la exposición de los programas de mediación puestos en práctica en las prisiones españolas, 
desde 2005 hasta 2015648, pueden extraerse las siguientes valoraciones y conclusiones:
1º La mayoría de las experiencias de mediación realizadas en España tienen su origen en 
el tejido social y solidario –asociaciones– que contaba con un previo conocimiento de los 
infractores y de sus víctimas en el entorno comunitario. Asimismo contaban también con una 
larga trayectoria de trabajo voluntario en el Sistema jurídico penal.
2º El ámbito de aplicación de los programas de mediación y/o uso de técnicas restaurativas 
se ha limitado principalmente a la prevención y/o resolución del conflicto intra-penitenciario 
entre preso/preso, sin plantear la posibilidad de utilizar dichas técnicas restaurativas para 
resolver y/o prevenir el conflicto entre preso/funcionario, un campo lleno de posibilidades que 
analizaré en el capítulo siguiente. Y de manera muy residual y esporádica, dichas técnicas han 
sido empleadas para prevenir y/o resolver el conflicto extra-penitenciario entre presas y sus 
familias, algo que debería ser fomentado y además expandido también a los presos, tal y como 
propondré más adelante. Asimismo se ha reducido bastante la posibilidad de utilizar dichas 
técnicas restaurativas en el conflicto extra-penitenciario entre preso/víctima649, un terreno por 
investigar y cuyo análisis realizaré en el capítulo siguiente. 
Dicho ámbito de aplicación de las técnicas restaurativas, además de haberse visto reducido, por 
diversas causas650, al conflicto intra-penitenciario entre preso/preso, también se ha visto limitado 
a unos supuestos muy concretos: incompatibilidades entre presos y sanciones –incoación de 
expedientes disciplinarios–. A mi juicio, las posibilidades que ofrecen las técnicas restaurativas, 
de cara a mejorar el tratamiento penitenciario y las relaciones intra y extra penitenciarias, las 
fundamentan para que sean introducidas en nuestro sistema penitenciario con efectos jurídicos 
reconocidos, no sólo en el régimen disciplinario penitenciario, sino también en el resto de 
figuras jurídicas penitenciarias, tales como clasificación, regímenes especiales de cumplimiento, 
libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos. Tal y como propondré en el siguiente 
capítulo.
LOZANO MARTÍN (coords.) “Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, pp. 451-
453) ha publicado los resultados estadísticos de implantación entre los años 2008-2012.
648 Fecha a partir de la cual la SGIP firma a nivel nacional un Convenio con la Asociación Española 
de Mediación –ASEMED- para llevar a cabo los programas de mediación en prisiones y sobre la que no 
se han publicado datos estadísticos.
649 Las experiencias en este ámbito son todavía escasas, aunque con unos resultados muy satisfactorios 
a nivel personal. Ver las realizadas en este sentido por RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, 
E., SEGOVIA BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, X., LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y 
encuentros restaurativos”, Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2016, pp. 309 y ss.; PASCUAL 
RODRÍGUEZ, E., (Coord.) “Los ojos del otros”, Sal Terrae, 2013.
650 Principalmente por falta de medios materiales y cobertura legal, dejando el ámbito de aplicación 
y sus consecuencias a la “voluntad” de la Administración penitenciaria.
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3º Respecto a los objetivos de las técnicas restaurativas utilizadas y en concreto de la 
mediación, estos se han visto limitados por el tipo de conflicto sobre el que han sido puestas en 
práctica –conflicto intra-penitenciario entre preso/preso–, es decir, a mejorar casi exclusivamente 
las relaciones entre preso/preso, reduciendo con ello tensiones y evitando en la manera de lo 
posible nuevos conflictos. Pero dejando de lado o afrontando de forma muy residual otros 
objetivos como: mejorar el tratamiento penitenciario, mejorar las relaciones entre preso/
funcionario, mejorar las relaciones entre preso/familia y mejorar las relaciones entre preso/
víctima/comunidad. Tal y como propondré más adelante.
4º En lo que concierne a la metodología empleada, ésta también se ha visto limitada al uso, 
casi exclusivo, de la mediación directa entre las partes en conflicto, con una estructuración 
en diversas fases según el conflicto. Y de manera complementaria, en algunos casos, se han 
utilizados talleres pedagógicos de resolución pacífica de conflictos. Sin embargo el uso de 
otras técnicas restaurativas tales como : la mediación indirecta, las conferencias grupales o los 
paneles sentenciadores, entre otras, que podrían suplir las limitaciones que en algunos casos 
puede plantear la mediación directa –p. ej.: supuestos en los que una de las partes no desea tener 
un encuentro directo, supuestos en los que no hay una víctima concreta o supuestos en los que 
la percepción de las partes sobre el conflicto necesita ser ampliado por personas de su entorno 
para poder llegar a un acuerdo reparador, entre otros– ha sido prácticamente nulo o en el mejor 
de los casos bastante residual651. Por ello la necesidad de ampliar las técnicas restaurativas 
susceptibles de ser puestas en práctica, tal y como plantearé en el capítulo siguiente.
En conexión con la metodología, son varias cuestiones más las que tenemos que tratar, 
además de la técnica restaurativa empleada. Así, las personas encargadas de poner en práctica 
dichas técnicas –mediadores y/o facilitadores– , los recursos económicos para llevarlas a cabo 
y las infraestructuras –lugar donde realizar la técnica restaurativa–. Todas estas cuestiones 
pueden ser abordadas de manera conjunta. Las experiencias de mediación penitenciaria 
realizadas en España, hasta el momento, han sido conducidas, bien por mediadores “voluntarios” 
pertenecientes a diversas Asociaciones, bien por funcionarios de prisiones “formados” en 
mediación. Tal práctica tiene su aspecto positivo, en lo que concierne al altruismo y solidaridad 
como valor de una sociedad, así como que los funcionarios de prisiones se conciencien del 
verdadero significado y alcance de las técnicas restaurativas para resolver los conflictos en 
prisión, ayudando con ello a la pacificación y humanización de las relaciones carcelarias. 
Sin embargo, estimo, por un lado, que un Estado Social y Democrático de Derecho no puede 
seguir delegando en el “voluntariado” y en el “voluntarismo” las funciones que le son propias, 
principalmente, como Estado Social, y además el acceso a las técnicas restaurativas debe 
enmarcarse dentro del derecho fundamental de acceso a la Justicia –art. 24 CE–, en este caso la 
Justicia restaurativa, que todo ciudadano tiene, incluido el preso –art. 25.2 CE–. Por todo ello la 
necesidad de crear un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de técnicas restaurativas 
651 Como es el caso de la experiencia de mediación realizada en la cárcel de Daroca en el Modulo de 
respeto.
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que garanticen la profesionalidad, independencia y gratuidad –para aquellos que carezcan de 
recursos económicos– de esta figura, tal y como propondré en el capítulo siguiente. Y por otro 
lado, el hecho de que sean los propios funcionarios del Centro penitenciario los que realicen las 
técnicas restaurativas puede plantear serios problemas de legitimidad en cuanto a neutralidad 
y confianza se refiere, requisitos exigibles a la figura del mediador y/o facilitador de técnicas 
restaurativas para que estas cumplan adecuadamente sus objetivos.
En lo que concierne a las infraestructuras –lugar– donde llevar a cabo las técnicas restaurativas 
dentro de prisión, no se puede seguir dejando a la “improvisación” y “disponibilidad” del Centro 
penitenciario. El lugar donde se realice la técnica restaurativa es de vital importancia para su 
buen desarrollo. Por ello la necesidad de adecuar arquitectónicamente salas “acogedoras” de los 
módulos, a ser posible del módulo del área socio-cultural de la prisión652, para mantener estos 
encuentros que faciliten el objetivo del acuerdo. Del mismo modo que otros profesionales –p. 
ej.: abogados– tienen habilitados espacios –locutorios de abogados– para poder desempeñar su 
labor.
Y respecto del lugar donde deben realizarse la técnicas restaurativas entre preso/víctima, estimo 
que el lugar más apropiado estaría “fuera de prisión”653, pues no debemos obligar a la víctima 
a acudir a lugares tan poco gratos que vuelvan a reavivar la victimización secundaria, además 
de estar tan distanciados de los núcleos urbanos. Por ello, en el capítulo siguiente, plantearé la 
necesidad de la inclusión de las técnicas restaurativas como parte del tratamiento penitenciario, 
y con base en ello: aprobar permisos o salidas programadas, así como flexibilizaciones del 
régimen penitenciario –art. 100.2 RP– que permitan al recluso salir de prisión para realizar la 
referida técnica restaurativa en un Centro de mediación.
5º La puesta en práctica de la mediación penitencia en España no se ha hecho sobre la base de 
una regulación jurídica específica en la materia, donde previamente estuvieran contemplados 
legalmente: los supuestos “mediables” o susceptibles de ser intervenidos de forma restaurativa, 
sus “consecuencias jurídicas” y las “vías de derivación”. Si no que se ha hecho sobre “posibles 
interpretaciones” de algunos preceptos penitenciarios –p. ej.: régimen disciplinario–. Tal 
situación ha planteado, a mi juicio, varios problemas: 1) Inseguridad jurídica al quedar a la 
“voluntad” de la Administración penitencia los supuestos susceptibles de ser “mediables” o de 
ser intervenidos de forma restaurativa, sus “consecuencias jurídicas” y las “vías de derivación”, 
actualmente tres: “instancias, listado de incompatibilidades y sanciones”; 2) Defectuosa 
coordinación entre la Administración penitenciaria654 y los mediadores, tanto para llevar a 
652 Por la neutralidad que puede representar.
653 En la misma línea se manifiesta CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la 
mediación penal… ob. cit. p. 44) quien además considera que “el espacio prisional elimina la igualdad 
de las partes”. 
654 En este punto, considero que la ubicación más adecuada de las técnicas restaurativas dentro de la 
Administración penitenciaria debe incardinarse en el Área tratamental –Subdirección de tratamiento–, 
tal y como plantearé en el Capítulo siguiente, y a través de sus servicios de tratamiento establecerse la 
coordinación adecuada con los mediadores para poner en práctica dichas técnicas restaurativas. Por su 
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
252
cabo las técnicas restaurativas como para reconocer algún tipo de efecto jurídico a las que ya 
se habían realizado o se estaban realizando. Asimismo la referida defectuosa coordinación o 
tal vez una “intencionalidad” de la Administración penitenciaria han provocado situaciones 
“anormales”, tales como, la interrupción de la técnica restaurativa por el traslado a otra cárcel 
del recluso que estaba realizando dicha técnica, algo que no debería suceder, si entendemos las 
técnicas restaurativas como parte del tratamiento penitenciario655.
Todo ello hace necesario reformar la legislación penitenciaria para solventar todos estos 
problemas, tal y como propondré, lege ferenda, en el capítulo siguiente, de tal modo que el 
uso de técnicas restaurativas tenga cobertura legal. Dicha normativa debería especificar, la vía 
de derivación –de oficio y/o a instancia de parte en los casos legalmente reconocidos–, los 
supuestos sobre los que se pueden utilizar técnicas restaurativas y sus consecuencias jurídicas.
6º Y, por último, en lo que concierne a los resultados de las experiencias de mediación 
realizadas en España, he de señalar que, desde el aspecto cuantitativo, aunque el uso de la 
mediación ha ido aumentando en las prisiones españolas, sin embargo, según los datos 
estadísticos, resulta aún insuficiente en cuanto a cobertura y consolidación. No obstante, desde 
un plano cualitativo, la mediación penitenciaria está siendo valorada de manera muy positiva por 
profesionales656 y entidades sociales como un método fundamental para resolver los conflictos 
parte, la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias y en concreto sus profesionales no tienen 
una posición unánime al respecto, algunos consideran que el lugar de ubicación más adecuado es la 
Subdirección de Seguridad y otros la Subdirección de tratamiento, pues para estos últimos “lo que 
se trata al fin es modificar comportamientos y conductas de personas que por su personalidad, sus 
aptitudes, generan problemas de convivencia” en SUÁREZ TASCÓN, J., (“La mediación en el ámbito 
penitenciario” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO MARTÍN (Coords.) “Tratado de mediación en 
la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp.447-453/450). Dicho autor, funcionario de la SGIP, 
opina que la mediación es “una actividad en la que deben colaborar muy estrechamente ambas áreas – 
seguridad y tratamental- (…) Creo que para que estos programas tengan una mayor garantía de éxito, 
deben integrarse en los programas individualizados de tratamiento”.
655 El cual no debe ser interrumpido por regla general.
656 En este sentido positivo sobre el uso de la mediación en prisión se han manifestado SEGOVIA 
BERNABÉ, J.L., “Experiencias de la mediación penitenciaria” en GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P.M. 
y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); “Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites en un entorno de 
reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp.306-309; ORTÍZ GONZÁLEZ A. L. “La Justicia 
restaurativa: enfoque desde el ámbito penitenciario” en AA.VV: “Justicia Restaurativa, una justicia 
para el siglo XXI: potencialidades y retos” en cuadernos penales José María Lidón, Nº 9, Ed. Deusto-
Digital, 2013, p. 256, entre otros. Asimismo algunos funcionarios de la SGIP también se han mostrado 
a favor del uso de la mediación en el ámbito penitenciario, tales como SUÁREZ TASCÓN J., (“La 
mediación en el ámbito penitenciario” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO MARTÍN (coords.) 
“Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp. 447-453; DE LA CRUZ 
MARQUÉZ, M.A., “El conflicto en prisión y la necesidad de su resolución pacífica” en GONZÁLEZ 
DE PATTO y LOZANO MARTÍN (coords.) “Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, 
Ed. Tecnos, 2015, pp. 454-459; NISTAL BURÓN, J. (“La mediación en el derecho penitenciario. Su 
necesaria implantación en el ámbito de ejecución penal” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO 
MARTÍN (coords.) “Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp. 467-
472/p. 470) quien resalta además la idea de “que las víctimas deben ser también protagonistas del 
proceso de ejecución penal, entre otras razones, porque su reconocimiento puede además tener efectos 
muy positivos en la resocialización del interno”
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de manera sosegada en los Centros penitenciarios, así como de su valor transformativo en las 
personas que lo llevan a cabo. Esto justifica, a mi juicio, por sí solo, su inclusión en nuestro 
Sistema Penitenciario como manera de humanizar y pacificar las relaciones carcelarias, así 
como su vital transcendencia para alcanzar todos los fines que constitucional y legalmente tiene 
atribuidos nuestro sistema penitenciario.
6. RECAPITULACIÓN
En este apartado reiteraré las notas características de las experiencias de mediación 
penitenciarias realizadas en España, expuestas con anterioridad, poniendo de manifiesto sus 
posibilidades y límites:
1º La mayoría de las experiencias de mediación realizadas en España tienen su origen en el 
tejido social y solidario –voluntariado–.
2º El ámbito de aplicación de los programas de mediación y/o uso de técnicas restaurativas 
se ha limitado principalmente a la prevención y/o resolución del conflicto intra-penitenciario 
entre preso/preso, sin plantear la posibilidad de utilizar dichas técnicas restaurativas para 
resolver y/o prevenir el conflicto entre preso/funcionario, un campo lleno de posibilidades que 
analizaré en el capítulo siguiente. Y de manera muy residual y esporádica, dichas técnicas han 
sido empleadas para prevenir y/o resolver el conflicto extra-penitenciario entre reclusas y sus 
familias, algo que debería ser fomentado y además expandido también a los reclusos, tal y como 
propondré más adelante. Asimismo se ha obviado la posibilidad de utilizar dichas técnicas 
restaurativas en el conflicto extra-penitenciario entre preso/víctima, un campo por explorar que 
plantearé en el capítulo siguiente.
Dicho ámbito de aplicación de las técnicas restaurativas, además de haberse visto reducido, por 
diversas causas657, al conflicto intra-penitenciario entre preso/preso, también se ha visto limitado 
a unos supuestos muy concretos: incompatibilidades entre presos y sanciones -incoación de 
expedientes disciplinarios-. A mi juicio las posibilidades que ofrecen las técnicas restaurativas, 
de cara a, mejorar el tratamiento penitenciario y las relaciones intra y extra-penitenciarias, las 
fundamentan para que sean introducidas en nuestro Sistema penitenciario con efectos jurídicos 
reconocidos, no sólo en el régimen disciplinario penitenciario, sino también en el resto de figuras 
jurídicas penitenciarias, tales como clasificación, regímenes especiales de cumplimiento, libertad 
condicional, beneficios penitenciarios y permisos. Tal y como propondré en el siguiente capítulo.
3º Respecto a los objetivos de las técnicas restaurativas utilizadas y en concreto de la 
mediación, estos se han visto limitados por el tipo de conflicto sobre el que han sido puestas en 
657 Principalmente por falta de medios materiales y cobertura legal, dejando el ámbito de aplicación 
y sus consecuencias a la “voluntad” de la Administración penitenciaria.
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práctica –conflicto intra-penitenciario entre preso/preso–, es decir, a mejorar casi exclusivamente 
las relaciones entre preso/preso, reduciendo con ello tensiones y evitando en la manera de lo 
posible nuevos conflictos. Pero dejando de lado o afrontando de forma muy residual otros 
objetivos como: mejorar el tratamiento penitenciario, mejorar las relaciones entre preso/
funcionario, mejorar las relaciones entre preso/familia y mejorar las relaciones entre preso/
víctima/comunidad. Tal y como analizaré más adelante.
4º En lo que concierne a la metodología empleada, esta también se ha visto limitada al uso, 
casi exclusivo, de la mediación directa entre las partes en conflicto, con una estructuración 
en diversas fases según el conflicto. Y de manera complementaria, en algunos casos, se han 
utilizados talleres pedagógicos de resolución pacífica de conflictos. Sin embargo el uso de 
otras técnicas restaurativas tales como : la mediación indirecta, las conferencias grupales o los 
paneles sentenciadores, entre otras, que podrían suplir las limitaciones que en algunos casos 
puede plantear la mediación directa –p. ej.: supuestos en los que una de las partes no desea tener 
un encuentro directo, supuestos en los que no hay una víctima concreta o supuestos en los que 
la percepción de las partes sobre el conflicto necesita ser ampliado por personas de su entorno 
para poder llegar a un acuerdo reparador, entre otros– ha sido prácticamente nulo o en el mejor 
de los casos bastante residual658. Por ello la necesidad de ampliar las técnicas restaurativas 
susceptibles de ser puestas en práctica, tal y como plantearé en el capítulo siguiente.
Enlazando con la metodología, hay varias cuestiones más a tratar, además de la técnica 
restaurativa empleada, como son: las personas encargadas de poner en práctica dichas 
técnicas –mediadores y/o facilitadores– , los recursos económicos para llevarlas a cabo y las 
infraestructuras –lugar donde realizar la técnica restaurativa–. Todas estas cuestiones pueden 
ser abordadas de manera conjunta. Las experiencias de mediación penitenciaria realizadas 
en España, hasta el momento, han sido conducidas, bien por mediadores “voluntarios” 
pertenecientes a diversas Asociaciones, bien por “funcionarios de prisiones” formados en 
mediación. Tal práctica tiene su aspecto positivo, en lo que concierne al altruismo y solidaridad 
como valor de una sociedad, así como que los funcionarios de prisiones se conciencien del 
verdadero significado y alcance de las técnicas restaurativas para resolver los conflictos en 
prisión, ayudando con ello a la pacificación y humanización de las relaciones carcelarias. 
Sin embargo, estimo, por un lado, que un Estado Social y Democrático de Derecho no puede 
seguir delegando en el “voluntariado” y en el “voluntarismo” las funciones que le son propias, 
principalmente, como Estado Social, y el acceso a las técnicas restaurativas debe enmarcarse 
además dentro del derecho fundamental de acceso a la Justicia –art. 24 CE–, en este caso la 
Justicia restaurativa, que todo ciudadano tiene, incluido el preso –art. 25.2 CE–, por ello la 
necesidad de crear un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de técnicas restaurativas 
que garanticen la profesionalidad, independencia y gratuidad –para aquellos que carezcan de 
recursos económicos– de esta figura, tal y como plantearé en el último capítulo. Y por otro 
658 Como es el caso de la experiencia de mediación realizada en la cárcel de Daroca en el Modulo de 
respeto.
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lado, el hecho de que sean los propios funcionarios del Centro penitenciario los que realicen las 
técnicas restaurativas puede plantear serios problemas de legitimidad en cuanto a neutralidad 
y confianza se refiere, requisitos exigibles a la figura del mediador y/o facilitador de técnicas 
restaurativas para que estas cumplan adecuadamente sus objetivos.
En lo que concierne a las infraestructuras –lugar– donde llevar a cabo las técnicas restaurativas 
dentro de prisión, no se puede seguir dejando a la “improvisación” y “disponibilidad” del Centro 
penitenciario. El lugar donde se realice la técnica restaurativa es de vital importancia para su 
buen desarrollo. Por ello la necesidad de adecuar arquitectónicamente salas “acogedoras” de 
los módulos, a ser posible del módulo del área socio-cultural de la prisión659, para mantener 
estos encuentros que faciliten el objetivo del acuerdo. Del mismo modo que otros profesionales 
–abogados– tienen habilitados espacios –locutorios de abogados– para poder desempeñar su 
labor.
Y en relación al lugar donde deben realizarse la técnicas restaurativas entre preso/víctima, 
estimo que el lugar más apropiado estaría “fuera de prisión”660, pues no debemos obligar a la 
víctima a acudir a lugares tan poco gratos que vuelvan a reavivar la victimización secundaria, 
además de estar tan distanciados de los núcleos urbanos. Por ello, en el capítulo siguiente, 
plantearé la necesidad de la inclusión de la técnicas restaurativas como parte del tratamiento, 
y con base en ello: aprobar permisos o salidas programadas, así como la flexibilización del 
régimen penitenciario –art. 100.2 RP–, que permitan al recluso salir de prisión para realizar la 
referida técnica restaurativa en un Centro de mediación, cuando se trate de estos supuestos.
5º La puesta en práctica de la mediación penitencia en España no se ha hecho sobre la base de 
una regulación jurídica específica en la materia, donde previamente estuvieran contemplados 
legalmente: los supuestos “mediables” o susceptibles de ser intervenidos de forma restaurativa, 
sus “consecuencias jurídicas” y las “vías de derivación”. Si no que se ha hecho sobre “posibles 
interpretaciones” de algunos preceptos penitenciarios –p. ej.: régimen disciplinario–. Tal 
situación ha planteado, a mi juicio, los siguientes problemas: a) Inseguridad jurídica al quedar 
a la “voluntad” de la Administración penitenciaria los supuestos susceptibles de ser “mediables” 
o de ser intervenidos de forma restaurativa, sus “consecuencias jurídicas” y las “vías de 
derivación”, actualmente tres; “instancias, listado de incompatibilidades y sanciones”; b) 
Defectuosa coordinación entre la Administración penitenciaria661 y los mediadores, tanto para 
659 Por la neutralidad que puede representar.
660 En la misma línea se manifiesta CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la 
mediación penal… ob. cit. p. 44) quien además considera que “el espacio prisional elimina la igual de 
las partes”.
661 En este punto, como ya he manifestado, considero que la ubicación más adecuada de las técnicas 
restaurativas dentro de la Administración penitenciaria debe incardinarse en el Área tratamental 
–Subdirección de tratamiento–, tal y como plantearé en el capítulo siguiente, y a través de sus servicios 
de tratamiento establecerse la coordinación adecuada con los mediadores para poner en práctica dichas 
técnicas restaurativas. Por su parte, la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias y en concreto 
sus profesionales no tienen una posición unánime al respecto, algunos consideran que el lugar de 
ubicación más adecuado es la Subdirección de Seguridad y otros la Subdirección de tratamiento, pues 
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llevar a cabo las técnicas restaurativas como para reconocer algún tipo de efecto jurídico a las 
que ya se habían realizado o se estaban realizando. Asimismo la aludida defectuosa coordinación 
o tal vez una “intencionalidad” de la Administración penitenciaria, ha provocado situaciones 
“anormales”, tales como, la interrupción de la técnica restaurativa por el traslado a otra cárcel 
del recluso que estaba realizando dicha técnica, algo que no debería suceder, si entendemos las 
técnicas restaurativas como parte del tratamiento penitenciario662.
Todo lo expuesto, pone de manifiesto la acuciante necesidad de reformar la legislación 
penitenciaria para solventar los problemas aludidos663, de tal modo que el uso de técnicas 
restaurativas tenga una cobertura legal, en la que se especifique: la vía de derivación – de oficio 
y/o a instancia de parte en los casos legalmente reconocidos-, los supuestos sobre los que se 
pueden utilizar técnicas restaurativas y sus consecuencias jurídicas.
6º Y, por último, en relación a los resultados de las experiencias de mediación penitenciaria 
realizadas en España, he de señalar que, desde el plano cuantitativo, aunque el uso de la mediación 
ha ido aumentando en las cárceles españolas, sin embargo, según los datos estadísticos, resulta 
aún insuficiente en cuanto a cobertura y consolidación. No obstante, desde un plano cualitativo, 
la mediación penitenciaria está siendo valorada de manera muy positiva por profesionales664 y 
entidades sociales como un método fundamental para resolver los conflictos de manera pacífica 
en los Centros penitenciarios, así como de su valor transformativo en las personas que lo llevan 
para estos últimos “lo que se trata al fin es modificar comportamientos y conductas de personas que por 
su personalidad, sus aptitudes, generan problemas de convivencia” sobre ello SUÁREZ TASCÓN, J., 
(“La mediación en el ámbito penitenciario” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO MARTÍN (coords.) 
“Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp.447-453/450). Dicho autor, 
funcionario de la SGIP, opina que la mediación es “una actividad en la que deben colaborar muy 
estrechamente ambas áreas – seguridad y tratamental- (…) Creo que para que estos programas tengan 
una mayor garantía de éxito, deben integrarse en los programas individualizados de tratamiento”.
662 El cual no debe ser interrumpido por regla general.
663 Tal y como propondré lege ferenda en el capítulo siguiente.
664 Como ya he indicado, en este sentido positivo sobre el uso de la mediación en prisión se han 
manifestado SEGOVIA BERNABÉ, J.L., “Experiencias de la mediación penitenciaria” en GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); “Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites 
en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, pp.306-309; ORTÍZ GONZÁLEZ, A. 
L. “La Justicia restaurativa: enfoque desde el ámbito penitenciario” en AA.VV: “Justicia Restaurativa, 
una justicia para el siglo XXI: potencialidades y retos” en cuadernos penales José María Lidón, Nº 9, 
Ed. Deusto-Digital, 2013, p. 256, entre otros. Asimismo algunos funcionarios de la SGIP también se han 
mostrado a favor del uso de la mediación en el ámbito penitenciario, tales como SUÁREZ TASCÓN, J., 
(“La mediación en el ámbito penitenciario” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO MARTÍN (coords.) 
“Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp. 447-453; DE LA CRUZ 
MARQUÉZ, M.A., “El conflicto en prisión y la necesidad de su resolución pacífica” en GONZÁLEZ 
DE PATTO y LOZANO MARTÍN (coords.) “Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, 
Ed. Tecnos, 2015, pp. 454-459; NISTAL BURÓN, J. (“La mediación en el derecho penitenciario. Su 
necesaria implantación en el ámbito de ejecución penal” en GONZÁLEZ DE PATTO y LOZANO 
MARTÍN (coords.) “Tratado de mediación en la resolución de conflictos”, Ed. Tecnos, 2015, pp. 467-
472/p. 470) quien resalta además la idea de “que las víctimas deben ser también protagonistas del 
proceso de ejecución penal, entre otras razones, porque su reconocimiento puede además tener efectos 
muy positivos en la resocialización del interno”
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a cabo. Esto justifica, a mi juicio, por sí solo, su inclusión en nuestro sistema penitenciario como 
manera de humanizar y sosegar las relaciones carcelarias, así como su vital transcendencia 
para alcanzar todos los fines que constitucional y legalmente tiene atribuidos nuestro sistema 
penitenciario. 
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CAPITULO V.  
PROPUESTAS DE MODIFICACIÓN LEGISLATIVA  
PARA INCORPORAR UN MODELO DE INTERVENCIÓN 
RESTAURADORA DE ESTILO MEDIATORIO EN EL SISTEMA 
PENITENCIARIO ESPAÑOL
Con base en los diversos programas de mediación penitenciaria realizados en España y teniendo 
en cuenta sus posibilidades y límites, en el presente capítulo realizaré diversas propuestas para 
incorporar a nuestro Sistema Penitenciario un modelo de intervención restauradora de estilo 
mediatorio con el fin de mejorarlo. En primer lugar tomaré postura acerca de los objetivos que 
dicha intervención debe perseguir, seguidamente expondré la metodología a seguir en función del 
tipo de conflicto a prevenir o resolver y finalizaré con unas propuestas lege ferenda para incorporar 
la intervención restauradora a nuestro Sistema Penitenciario, señalando los supuestos de hecho, 
las vías de derivación y sus efectos jurídicos. Estas propuestas tienen carácter complementario a 
los mecanismos ya previstos legalmente para la resolución del conflicto penitenciario. En último 
lugar me ocuparé de la figura del mediador y/o facilitador de la intervención restauradora de estilo 
mediatorio, indicando sus características y cualidades. Asimismo plantearé su engarce institucional 
y propondré la creación de un Turno de Oficio que garantice la profesionalidad e independencia de 
esta figura, así como su gratuidad para aquellos que carezcan de recursos económicos.
1. OBJETIVOS GENERALES QUE JUSTIFICAN LA INCORPORACIÓN DE LA 
INTERVENCIÓN RESTAURADORA
A lo largo de este trabajo se ha puesto de manifiesto la limitada eficacia del sistema 
penitenciario para alcanzar los fines que legalmente tiene atribuidos –seguridad, reparación y 
resocialización– así como las disfunciones de sus instituciones –régimen disciplinario, régimen 
cerrado y especiales, beneficios penitenciarios, etc– para solucionar el conflicto penitenciario. 
En el presente apartado se expondrán que objetivos, en mi opinión, debe perseguir la intervención 
restauradora en el sistema penitenciario para superar las disfunciones que actualmente presenta 
y que justifican su incorporación a nuestro sistema.
Para que la intervención restauradora de estilo mediatorio pueda mejorar la eficacia de 
las instituciones previstas en el actual sistema penitenciario español – régimen disciplinario, 
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régimen cerrado y especiales, beneficios penitenciarios, etc–, y con ello el sistema penitenciario 
en su conjunto, deberá cumplir con una serie de objetivos665 que he clasificado en dos grupos: 
los relativos al tratamiento y; otros.
1.1. Relativos al tratamiento penitenciario
La finalidad que prima hoy en día en los Centros Penitenciarios es la seguridad, en detrimento 
de la restauración a la víctima y la resocialización del delincuente, a través de mecanismos 
caracterizados por el riguroso control, el aislamiento y la falta de garantías en su aplicación. 
Dichos mecanismos lejos de potenciar la reinserción del penado, sumergen al recluso en una 
espiral de violencia666, donde aquel no es capaz de asumir la responsabilidad de sus actos y por el 
contrario termina victimizándose667, amén de no restaurar el daño ocasionado. Por el contrario, 
las experiencias con intervenciones restauradoras como parte del tratamiento penitenciario, 
analizadas en el capítulo anterior, han dado como resultado la mejora de éste. 
Como ya he reiterado en numerosas ocasiones, una de las principales causas que ha provocado 
la limitada eficacia del sistema penitenciario español ha sido el deficiente tratamiento dispensado 
en las cárceles668, de ahí la necesidad de incorporar a dicho tratamiento nuevas técnicas, como las 
restaurativas, con el objetivo de mejorarlo. Además, dado que en nuestro sistema penitenciario 
la idea del tratamiento del penado es una máxima que debe presidir cualquier intervención 
penitenciaria, todas las instituciones jurídicas que componen el sistema penitenciario español 
- clasificación, régimen disciplinario, permisos, beneficios y recompensas - tienen como “eje 
vertebral” el tratamiento del recluso. La evolución o involución del penado en su tratamiento es 
la que determina, según la legislación penitenciaria, que el condenado progrese o no de grado669 
y con ello cambie de régimen, se le conceda o no un permiso670 o alcance algún tipo de beneficio 
665 Basados en algunos estudios y trabajos de campo realizados en la materia y expuestos con 
anterioridad: ASOCIACIÓN ¿HABLAMOS? Programa de Intervención de Mediación Penitenciaria. 
Zaragoza: Centro Penitenciario, Daroca, 2011: ORTÍZ GONZÁLEZ, A.L., “La justicia restaurativa: 
enfoque desde el ámbito penitenciario” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto Digital, 
2013, pp. 237-256; PASTOR SELLER, E. y HUERTAS PÉREZ, E., “La mediación penitenciaria como 
método alternativo de resolución de conflictos entre internos en el ámbito penitenciario”, Entramado, 
V. 8, Nº. 2, 2012, pp. 138-153: RÍOS MARTÍN, J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria…
”ob. cit. (2012) pp. 169 y ss; RÍOS MARTÍN, PASCUAL RODRÍGUEZ, SEGOVIA BERNABÉ, 
ETXEBARRIA ZARRABEITIA, Y LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria…”ob. cit. (2016) 
pp.197 y ss.; Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, “El Sistema Penitenciario Español”, 
Taller de Artes Gráficas de Madrid III, 2011.
666 RÍOS MARTÍN J.C. y OTROS “La mediación penal y penitenciaria…”ob. cit. (2012) pp. 192-193.
667 Expuesto en el Capítulo II, apartado 2.2.
668 Analizado en el Capítulo I, apartado 1 y Capitulo II, apartado 4.
669 El art. 65 LOGP establece que “La evolución en el tratamiento determinará una nueva clasificación 
del interno (…)”.
670 El art.156 RP dispone que “El informe preceptivo del Equipo Técnico será desfavorable cuando 
(…) resulte una repercusión negativa en su programa individualizado de tratamiento”. 
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penitenciario671. Por tanto en el presente epígrafe, partiendo de la idea de tratamiento que recoge 
nuestra legislación penitenciaria así como de la finalidad que persigue, propondré la posibilidad 
de introducir la mediación y/o cualquier otra técnica restaurativa de estilo mediatorio como 
parte del tratamiento para mejorar su eficacia actual y con ello el sistema penitenciario. 
Según el art. 59 LOGP 
“El tratamiento penitenciario consiste en el conjunto de actividades directamente dirigidas 
a la consecución de la reeducación y reinserción social de los penados”. 
Y su finalidad es 
“hacer del interno una persona con la intención y la capacidad de vivir respetando la Ley 
penal, (…) desarrollar en ellos una actitud de respeto a sí mismos y de responsabilidad 
individual y social con respecto a su familia, al prójimo y a la sociedad en general”672.
Por su parte el art. 110 RP 1996 establece respecto al tratamiento que 
“Para la consecución de la finalidad resocializadora de la pena privativa de libertad, la 
Administración Penitenciaria:
671 El art. 203 RP establece que “Los beneficios penitenciarios responden a las exigencias de la 
individualización de la pena en atención a la concurrencia de factores positivos en la evolución del 
interno, encaminados a conseguir su reeducación y reinserción social como fin principal de la pena 
privativa de libertad”.
672 El Art. 59 LOGP 1979 concibió el tratamiento penitenciario siguiendo las directrices marcadas 
por las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el Primer Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra 
en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de 
julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977, según las cuales en su punto 65, definía el objetivo 
del tratamiento: “El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad debe 
tener por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, inculcarles la voluntad de vivir 
conforme a la ley, mantenerse con el producto de su trabajo, y crear en ellos la aptitud para hacerlo. 
Dicho tratamiento estará encaminado a fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el 
sentido de responsabilidad”. Asimismo en el punto 59 del mismo texto señala que “para lograr este 
propósito, el régimen penitenciario debe emplear, tratando de aplicarlos conforme a las necesidades del 
tratamiento individual de los delincuentes, todos los medios curativos, educativos, morales, espirituales 
y de otra naturaleza, y todas las formas de asistencia de que puede disponer”. Las referidas Reglas 
han sido objeto de revisiones periódicas produciéndose la última en Mayo de 2015, tras la cual fueron 
renombradas como “Reglas Mandela” y en su Regla 91 establecen que “El tratamiento de las personas 
condenadas a una pena o medida privativa de libertad debe tener por objeto, en la medida en que la 
duración de la pena lo permita, inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley y mantenerse con el 
producto de su trabajo y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará encaminado 
a fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar su sentido de la responsabilidad. Por su parte 
la Regla 92. 1, dispone que “Para lograr este fin se deberán emplear todos los medios adecuados, lo 
que incluirá la asistencia religiosa, en los países en que esto sea posible, la instrucción, la orientación 
y formación profesionales, los métodos de asistencia social individual, el asesoramiento laboral, el 
desarrollo físico y el fortalecimiento de los principios morales, de conformidad con las necesidades 
individuales de cada recluso. Para ello se tendrá en cuenta su pasado social y delictivo, su capacidad 
y aptitud física y mental, su temperamento personal, la duración de su pena y sus perspectivas después 
de la liberación”, Naciones Unidas, Consejo Económico y Social, Comisión de Prevención del Delito y 
Justicia Penal 24º período de sesiones Viena, 18 a 22 de mayo de 2015, E/CN.15/2015/L.6/Rev.1.
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a) Diseñará programas formativos orientados a desarrollar las aptitudes de los internos, 
enriquecer sus conocimientos, mejorar sus capacidades técnicas o profesionales y 
compensar sus carencias.
b) Utilizará los programas y las técnicas de carácter psicosocial que vayan orientadas a 
mejorar las capacidades de los internos y a abordar aquellas problemáticas específicas 
que puedan haber influido en su comportamiento delictivo anterior.
c) Potenciará y facilitará los contactos del interno con el exterior contando, siempre que 
sea posible, con los recursos de la comunidad como instrumentos fundamentales en las 
tareas de reinserción”
Según GALLEGO DIAZ673 la LOGP opera con un concepto de tratamiento de corte clínico o 
terapéutico que puede tener incidencia en la personalidad del interno, centrando así el problema 
de la criminalidad más en ésta que en el sistema social. En cambio, el RP 1996, teniendo en 
cuenta las insuficiencias y sobre todo las dificultades que acompañan a ese concepto, por razones, 
pues, más utilitarias que científicas, ha optado por acoger otro concepto de tratamiento674 más 
modesto, pero más amplio y realista, de corte más resocializador que clínico, en el que priman las 
consideraciones ético-sociales y culturales, o con éste se pretende ofrecer al interno los medios 
para que no vuelva a delinquir, fundamentalmente a través de una oferta amplia y variada de 
actividades675 –diseñadas en los arts. 110 a 117 del RP 1996–. Al margen de la anomalía que 
supone que un reglamento opere con un concepto de tratamiento distinto del previsto en la LOGP 
de la que parte, el nuevo concepto presenta también algunas disfunciones, en la medida en que, al 
recurrir a algunas actividades de régimen para configurar el tratamiento, puede acabar por invertir, 
cuando no por confundir, la relación entre ambos, de modo que el tratamiento quede subordinado 
al régimen. Esta subversión corre el peligro de hacer primar la finalidad de seguridad676 sobre la 
finalidad resocializadora, en contra de lo dispuesto en el art. 71 LOGP, según el cual 
“El fin primordial del régimen de los establecimientos penitenciarios es lograr en los 
mismos el ambiente adecuado para el éxito del tratamiento; en consecuencia, la funciones 
regimentales deben ser consideradas como medios y no como finalidades en sí mismas”. 
673 En este sentido GALLEGO DÍAZ, M., “Concepto de tratamiento penitenciario: un doble 
paradigma” en La ley penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciario, Nº 110, 2014, p. 3.
674 GONZÁLEZ COLLANTES, T., “La convivencia de dos conceptos del tratamiento resocializador 
en el ordenamiento español” en Revista General de Derecho Penal, Nº 22, 2014, donde enumera una 
serie de artículos del RP donde se recoge dicha perspectiva psicosocial, pp. 9-10.
675 No obstante, hay autores (GARCÍA-BORÉ ESPÍ, J. , LÓPEZ GONSÁLVEZ, T., OVIEDO 
FUENTES, P. y GARÉS CALABUIG, C. “Lógicas, contenidos y límites del modelo rehabilitador” 
en Revista crítica Penal y Poder, Nº 9, 2015, p. 65) para los que sigue existiendo una importante 
psicocologización de la ejecución de la pena, concordante con una filosofía conductista, que 
instrumentaliza el tratamiento mediante una estrategia punitivo-premial que dispone de recompensas, 
beneficios penitenciarios y permisos de salida en función de los criterios y pronósticos que las Juntas de 
Tratamiento vaya determinando para cada recluso.
676 Como se ha puesto de manifiesto a lo largo del presente trabajo y analizado en detalle en el 
Capítulo II, apartados 3 y 4.
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Por tanto y para evitar esta contradicción, la finalidad resocializadora ha de alcanzar también 
al régimen penitenciario, el cual debe facilitar las herramientas, instrumentos y condiciones 
necesarias que faciliten el regreso del condenado a la comunidad, tal y como afirma DE LA 
CUESTA677.
Las finalidades y actividades del tratamiento penitenciario deben ser configuradas a la luz 
de lo dispuesto, en la actual Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del consejo de 25 
de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la 
protección de las víctimas de delitos, así como de lo dispuesto en la Ley 4/2015 de 27 de abril, 
por la que se aprueba el Estatuto de la víctima del delito. Por ello, se ha de entender que a través 
de los programas y/ o técnicas de justicia restaurativa reconocidos en las referidas normativas 
se puede alcanzar “el respeto hacia la víctima” y “la restauración del daño causado” como 
finalidades específicas del tratamiento penitenciario.
En suma, por tratamiento penitenciario debe entenderse el conjunto de actividades 
encaminadas a que el recluso sea capaz de: 1º Tomar conciencia de las consecuencias de sus 
actos; 2º asumir su responsabilidad; 3º evitar que en el futuro repita conductas que atenten 
contra otras personas, y en especial sobre la víctima; 4º reparar a la víctima, y; 5º superar, en su 
caso, los condicionamientos psico-sociales que le llevaron a delinquir. 
En este contexto, a la hora de diseñar los programas de tratamiento que tienen encomendados678, 
las Juntas de Tratamiento deberían proponer la inclusión de la mediación y/o cualquier otra 
técnica restaurativa que estimen adecuada como una actividad tratamental más, dirigida a la 
reeducación y reinserción social del penado, y por medio de la cual el penado podría: 1º Asumir la 
responsabilidad generada por la conducta infractora; 2º Aprender habilidades de comunicación 
en las relaciones interpersonales conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la vida 
en libertad: 3º Aprender técnicas de escucha dirigidas a la comprensión de la conducta y 
comportamiento de la otra persona; 4º Aprender técnicas y claves para la solución pacífica de 
las relaciones conflictivas; 5º Aprender a tomar decisiones autónomas y; 6º Aprender a reparar 
a la persona agraviada, tomando conciencia del daño ocasionado.
Como deriva de su propia lectura, se trata de objetivos del tratamiento que entroncan 
directamente con las finalidades de la Justicia restaurativa –responsabilidad, restauración 
y reintegración–. De modo, que su integración podría mejorar notablemente el deficiente 
tratamiento dispensado a los reclusos, actualmente en las cárceles679.
677 Vid., DE LA CUESTA ARZAMENDI, J.L. “La resocialización: objetivo de la intervención 
penitenciaria” en Papers d´estudis i formació, Nº 12, 1993, p. 20.
678 Atendiendo al art. 62 LOGP corresponde a la Juta de Tratamiento realizar una propuesta de 
tratamiento que integre las siguientes características; individualizado, científico, complejo, programado, 
continuo y dinámico. En consecuencia el tratamiento que diseñen para cada penado y las actividades que 
lo integren deberá tener en cuenta las peculiaridades y necesidades concretas de cada penado.
679 Si se analizan los datos estadísticos ofrecidos en este sentido por la Secretaria General de 
Instituciones Penitenciarias en su página web, www.institucionpenitencaria.es/web/portal/documentos 
-, las plazas ofertadas para realizar programas tratamentales en relación con el número de internos 
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Como ya he anunciado, el tratamiento representa el “eje vertebral” de todo nuestro sistema 
penitenciario: todas sus instituciones básicas –clasificación, permisos, libertad condicional, 
beneficios penitenciarios y régimen disciplinario– se basan en el tratamiento para su correcta 
aplicación así como para la consecución de sus fines. Por tanto si el tratamiento es deficiente, 
el sistema penitenciario resulta deficiente e ineficaz. Sin embargo, al incorporar la Justicia 
restaurativa, los resultados obtenidos en un programa y/o técnica restaurativa junto con el 
resto de actividades tratamentales, se podría realizar una valoración más adecuada acerca 
del preso a los efectos de sus clasificaciones, progresiones de grado, concesión de permisos, 
beneficios y recompensas680, etc… De esta forma, se superaría la situación actual y según la 
cual dicha valoración depende más de una “actitud aparente” del recluso que denote “buen 
comportamiento” bien por “acatamiento cínico” de las normas de régimen, bien por la mera 
participación en actividades, que por un cambio real en las convicciones íntimas, al carecer de 
técnicas tratamentales adecuadas que puedan valorar las referidas convicciones.
En consecuencia con lo expuesto, propongo lege ferenda la reforma del art. 62 LOGP 
añadiendo a los principios del tratamiento: la responsabilidad, la restauración a la víctima 
y la reintegración del preso. De tal modo que al referido precepto se le debería incorporar la 
siguiente redacción: 
“El tratamiento penitenciario tendrá entre sus objetivos la responsabilidad, la restauración a 
la víctima y la reintegración del preso”
Y respecto al art. 110 RP 1996 propongo añadir como actividad tratamental específica la 
posibilidad de utilizar por parte de la Administración Penitenciaria “programas y/ o técnicas de 
la justicia restaurativa”, añadiendo la siguiente redacción al apartado b):
“Serán también de utilidad los programas y/ o técnicas de la justicia restaurativa”. 
1.2. Otros
a) Mejorar las relaciones preso/preso y preso/funcionario 
La vida en prisión está marcada por unas características muy especiales681 –la estructura en 
la que se convive, las personas que conviven en la estructura, y las relaciones que se generan 
en esa estructura– que provocan tensión y violencia en las relaciones que allí surgen –preso/
siguen siendo insuficientes, amén de la falta de medios materiales y humanos para ponerlos en práctica 
de manera eficaz. En este sentido se ha pronunciado DAUNIS RODRÍGUEZ, A., (“Ejecución de penas 
en España. La reinserción social en retirada”, Ed. Comares, Granada, 2016, pp. 156-179) en donde 
realiza un detallado estudio sobre los tipos de programas tratamentales, los regímenes penitenciarios en 
los que son puestos en marcha así como el número plazas ofertadas, concluyendo que son insuficientes 
y adolecen de algunos déficits funcionales. 
680 Tal y como lo han puesto de manifiesto las experiencias de campo realizadas en la materia y 
analizadas en el Capítulo III, apartado 3. 
681 Analizadas en el Capítulo II, apartado 1.2.
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preso y preso/funcionario–. Según las experiencias de intervenciones restauradoras llevadas a 
cabo en España682 se ha constatado que las relaciones carcelarias han mejorado entre aquellos 
que han realizado un proceso de mediación y / o cualquier otra técnica de justicia restaurativa. 
Conforme a dichos estudios, una intervención restauradora resultaría eficaz para:
• Mejorar las relaciones carcelarias. Estas mejorarían al introducir sistemas dialogados de 
resolución de los conflictos penitenciarios. 
• Reducir la conflictividad. Si se mejoran las relaciones carcelarias se reduciría el número e 
intensidad de los conflictos. Y con ello a su vez: 1º Disminuirían las infracciones disciplinarias 
penitenciarias. Las faltas disciplinarias tipifican en su mayoría conductas que revelan conflictividad 
– preso/preso y preso/funcionario-. Al existir menos conflictividad o ser de menor intensidad, no sería 
precisa la intervención sancionadora y/o coercitiva de la Administración, y con ello, en su caso, la 
judicial; 2º Disminuirían los presos declarados “incompatibles”683 por la Institución penitenciaria. 
Pues podrían aprender a resolver y/o prevenir sus conflictos de manera pacífica. En el modelo actual, 
la separación y aislamiento que propone la Administración penitenciaria no es la solución a este 
conflicto, pues con ella sólo se posterga pero no se soluciona el problema de fondo.
• Garantizar la seguridad. A través de la prevención de nuevos conflictos se consigue mayor 
seguridad en el Centro penitenciario. Si se analizan las causas del conflicto, de forma pacífica 
y dialogada entre los principales protagonistas del mismo y de manera consensuada por ambas 
partes se busca una solución ello implica la asunción de compromisos para el futuro, representa 
la manera más eficaz de prevenir nuevos conflictos684 y, por tanto, de garantizar la seguridad. 
Todo ello con menores costes.
El logro de los objetivos anteriormente señalados, redundará en el bienestar de las personas 
que se encuentran en prisión –presos y funcionarios– tal y como se desprende de las experiencias 
de mediación y/o técnicas de justicia restaurativa de estilo mediatorio, realizadas en las cárceles 
españolas. En dichas experiencias se constata que las personas que han participado en estas 
técnicas restaurativas han podido:
• Reducir los niveles de tensión, ansiedad y miedo característicos de las relaciones carcelarias. 
La vida en prisión conlleva tensión y ansiedad ante el miedo a circunstancias, que en muchas 
ocasiones, el preso no puede controlar. A través de las técnicas restaurativas de estilo mediatorio, 
así como con las técnicas complementarias, como ya se ha comentado, se pueden prevenir nuevos 
conflictos, además de aprender técnicas de control. Todo ello reduce considerablemente los niveles 
de tensión, ansiedad y miedo que de manera tan negativa influyen en las relaciones carcelarias.
682 Expuestas en el Capítulo IV.
683 La Administración penitenciaria ha diseñado un programa para separar a aquellos presos declarados 
incompatibles, es decir presos que no se llevan bien y, por tanto, no pueden coincidir en las dependencias 
carcelarias porque existe un riesgo elevado de que se produzca un incidente –peleas, agresiones, etc…– 
684 Así lo pone de manifiesto el modelo de gestión de la convivencia llevado a cabo en la prisión de 
Daroca (Zaragoza) analizado en el Capítulo IV, apartado 3.
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• Evitar la agravación y/o empeoramiento de la estancia en prisión del recluso. Si el preso es 
capaz de evitar la creación de nuevos conflictos, o de solucionarlos de manera pacífica, no habrá 
lugar a la imposición de sanciones, regresiones de grado, corte de permisos etc…, percibidos en 
la mayoría de los casos como algo injusto y desproporcionado685.
Asimismo las autoridades administrativas y judiciales podrían valorar positivamente la 
participación en procedimientos de mediación y/u otras técnicas de justicia restaurativa en 
cuanto éstas potencian la asunción de responsabilidades por parte del recluso. Esta valoración 
se hará como ya se ha señalado, de cara a la concesión de progresiones de grado, permisos, 
beneficios penitenciarios686, etc… 
• Evitar perjuicios a la familia del recluso con la imposición a éste de sanciones, cumplimiento 
en régimen cerrado, corte de permisos, traslados de cárcel, etc... La familia del preso sufre en 
numerosas ocasiones las consecuencias negativas del agravamiento de la estancia en prisión del 
recluso, al no poder comunicar con él, retrasándose su salida de la cárcel y con ello la posibilidad 
de trabajar, etc…Esto provoca que la familia termina sufriendo perjuicios emocionales y 
económicos. Y estas consecuencias colaterales en los familiares repercuten de manera negativa 
también en el recluso al aumentar su tensión y ansiedad por aspectos que escapan a su control.
• Fomentar la autonomía y desarrollo personal del recluso. Una de las grandes críticas 
que se ha hecho al sistema penitenciario, es la falta de autonomía del recluso que impide su 
desarrollo personal. En la cárcel al estar todo “reglado” se le “niega” al preso la posibilidad de 
tomar decisiones autónomas que fomenten su madurez y autoresponsabilidad. Con ello termina 
“infantilizándose” y teniendo la percepción negativa de no poseer ningún control sobre su vida, 
ya que “otros” deciden por él. Como ya se ha expuesto, en la mediación así como en otras 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio, al ser técnicas principalmente autocompositivas687, 
el recluso es protagonista en la resolución del conflicto, toma sus propias decisiones y asume 
sus consecuencias lo que facilita su autonomía y desarrollo personal.
• Disminuir la presión sobre los funcionarios de vigilancia. Si disminuye la conflictividad y la 
tensión en las relaciones carcelarias, disminuye la presión a la que se ve sometido el funcionario 
de vigilancia en el desempeño de sus funciones688, mejorando con ello su bienestar y la forma 
de realizar su trabajo.
b) Mejorar y/ o evitar el deterioro de las relaciones familiares
El ingreso en prisión supone “de facto” la interrupción de las relaciones familiares, quedando 
suspendida la convivencia diaria y con ello la toma de decisiones dentro de la estructura familiar. 
685 Ver Capitulo II, apartado 2.2.
686 Tal y como se propondrá lege ferenda en el Capítulo V.
687 Sobre ello Capítulo III, apartado 1.
688 Sobre ello Capitulo II, apartado 2.1.
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Esta situación genera en muchas ocasiones el desapego emocional del preso respecto de sus 
relaciones previas. En el caso de las mujeres presas, éstas se sienten doblemente castigadas ya 
que, por una parte, se encuentran privadas de libertad, y por otra, sienten un enorme sentimiento 
de culpabilidad al dejar “desamparados” a sus familiares. El sentimiento de impotencia hacia los 
hijos, personas dependientes o con discapacidad, se agrava de manera especial en las reclusas, 
ya que en la mayoría de los casos sus parejas las abandonan e incluso dejan de cuidar a sus 
hijos, quedando éstos repartidos entre diferentes familiares o bien en instituciones dependientes 
de la Administración Pública. Esta difícil situación se agrava si las reclusas además cumplen su 
condena en lugares lejanos a su lugar de residencia, circunstancia que dificulta las comunicaciones 
con sus familiares. Para evitar o paliar en lo posibles esta situación resulta necesario implantar 
un modelo de mediación familiar y/o técnicas restaurativas de estilo mediatorio dentro del 
sistema penitenciario cuyos objetivos sean, de un lado, ofrecer a los reclusos y en especial 
a las reclusas y sobre todo a sus hijos menores y demás familiares, la oportunidad de seguir 
disfrutando de una organización familiar parecida a la existente antes de la entrada en prisión o 
la posibilidad al menos de que los presos colaboren en la nueva estructura familiar y en la pauta 
de comportamiento de sus integrantes. Con ello se conseguiría, además, reducir al mínimo 
el posible deterioro de los lazos afectivos existentes entre los reclusos689 y sus familiares, y 
posibilitar a los reclusos la intervención en la reestructuración del entorno familiar –p. ej.: en 
el caso del cuidado de menores690–.
Como se ha dicho, la consecución de estos objetivos, redundaría en el bienestar del preso al 
disminuir la ansiedad y angustia que el conflicto familiar le puede originar; esto de nuevo, tendría 
efectos en la mejora de sus relaciones dentro de prisión –presos y funcionarios– disminuyendo 
la conflictividad carcelaria. Asimismo, y no menos relevante, intervenir en el conflicto familiar 
conlleva invertir, a la larga, en la integración social del recluso –posibilidad de disfrutar de 
permisos, progresiones a tercer grado y libertad condicional–.
c) Mejorar la relación preso-víctima-comunidad
Este objetivo se explica cuando el conflicto es extra-penitenciario691; se trata de un terreno por 
explorar pues en la práctica son muy pocas las experiencias realizadas692. En ellas, no obstante, 
los resultados obtenidos han sido bastante satisfactorios en la mayoría de los casos, llegando 
a la conclusión de que a través de una intervención restauradora de estilo mediatorio, donde, 
689 El término “recluso” o “preso” se utiliza para designar tanto a hombres como a mujeres en situación 
de privación de libertad.
690 Tal y como lo ha puesto de manifiesto la experiencia de mediación puesta en práctica en la cárcel 
de Alcalá de Guadaira (Sevilla), expuesta en el Capítulo IV, epígrafe 4.
691 Entendemos por conflicto extra-penitenciario cuando una de las partes en conflicto no se encuentra 
presa, p. ej.: la víctima.
692 PASCUAL RODRÍGUEZ, E., (coord.) “Los ojos del otros. Encuentros restaurativos entre víctimas 
y ex miembros de ETA”, Ed. SalTerrae, 2013.
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de manera pacífica y dialogada el recluso asume su responsabilidad, muestre su esfuerzo para 
reparar el daño y realice un aprendizaje efectivo de comportamientos no violentos para afrontar 
las dificultades futuras. En este caso se ha constatado que es posible: 
• Acercar posturas entre victimario-preso y víctima. A través de las técnicas restaurativas, 
ambas partes ponen “rostro” a la otra parte del conflicto, conociendo sus circunstancias 
personales concretas. El preso conoce en primera persona el “daño” ocasionado y la víctima 
tiene la oportunidad de preguntar “por qué” y “porque” ha sido ella la víctima. Circunstancias 
que el Sistema jurídico penal excluye, ahondando en el distanciamiento entre preso y víctima 
hasta convertirlos en enemigos irreconciliables693.
• Superar prejuicios negativos. Las técnicas restaurativas se caracterizan como se ha 
señalado anteriormente por “acercar posturas” al conocer de primera mano las “razones” de la 
otra parte. Si el contenido y alcance de las técnicas restaurativas se difundieran en la sociedad, 
se contribuiría a desmantelar los prejuicios negativos que la sociedad tiene hacia el sistema 
penitenciario y el recluso694.
• Garantizar la seguridad. Este objetivo se alcanzaría dado que se podría: 1º Ofrecer 
garantías de hacer un buen uso de los permisos, el régimen abierto y la libertad condicional. 
Los resultados obtenidos, en una intervención restauradora, pueden aportar datos objetivos y 
contrastados de la conducta que el preso presumiblemente desarrollará en libertad; 2º Disminuir 
la reincidencia. Tras una intervención restauradora en la que el recluso no solo ha asumido la 
responsabilidad de sus actos pasados sino que también ha aprendido técnicas para resolver 
de manera pacífica nuevos conflictos, así como una progresiva asunción de responsabilidades 
de cara a la sociedad a la que se va a integrar, hacen presumir que el riesgo de reincidencia 
disminuya notablemente y que la sociedad no lo perciba como un peligro.
Todo ello redundaría en una mayor confianza hacia el sistema penitenciario.
d) Mejorar el funcionamiento de la Administración penitenciaria y del Juzgado de Vigilancia 
Penitenciaria 
Tras analizar las experiencias de mediación penitenciaria realizadas en España695 podemos 
llegar a la conclusión de que la prevención y solución de los conflictos penitenciarios a través 
de un procedimiento de mediación o de cualquier otra técnica restaurativa, puede reducir 
considerablemente la intervención administrativa –ejecución de sanciones, regresiones de 
grado, empleo de medidas coercitivas, etc…– y judicial –aprobación de sanciones, resolución 
de recursos y quejas, etc…– y mejorar con ello el funcionamiento del Centro Penitenciario y 
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, colapsados en su mayoría con temas burocráticos y 
693 Tratados en el Capítulo II, apartado 2.3.
694 Analizados en el Capítulo I, apartado 1.
695 Expuestas en el Capítulo IV.
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administrativos que, por un lado, dificultan la finalidad resocializadora de la pena y, de otro, 
encarecen económicamente el sistema.
Asimismo el empleo de técnicas restaurativas de estilo mediatorio ayudaría también a 
superar el tradicional paradigma de lucha –ganador/perdedor– que caracteriza a nuestro sistema 
penitenciario y las actitudes que dicho patrón divisorio conlleva, reproduciendo las actitudes 
de victoria de una parte y exasperando el sentimiento de venganza por la pérdida del recurso/
queja de la otra parte696.
2. PROPUESTAS METODOLÓGICAS PARA LLEVAR A CABO LA INTERVENCIÓN 
RESTAURADORA 
En el presente apartado realizaré diversas propuestas metodológicas –objetivos específicos a 
alcanzar y técnicas restaurativas a emplear– para llevar a cabo la intervención restauradora en 
el sistema penitenciario, todo ello en función de la clase de conflicto a resolver y/ o prevenir.
2.1. Introducción
A pesar de que nuestro sistema penitenciario contempla previsiones legales a través de las 
cuales se puede poner en practica la mediación o cualquier otra técnica de Justicia restaurativa697, 
sin embargo no existe una regulación específica que diseñe el modelo de intervención aunque 
sí existen diversos protocolos de actuación diseñados por los organismos que han puesto en 
práctica la mediación penitenciaria en España698. 
A esta regulación específica sobre el procedimiento para actuar con técnicas restaurativas, 
las denomino “propuestas metodológicas”. Como ya se ha adelantado, en este ámbito, debería 
regir el principio de flexibilidad, siempre que se respeten las características esenciales de 
las técnicas que integran la Justicia restaurativa699 en armonía con los principios y garantías 
del Estado de Derecho700. Ello significa que cada mediador y/o facilitador de la intervención 
restauradora debería estar capacitado701 para diseñar una metodología de intervención siguiendo 
las líneas básicas reflejadas en los protocolos de actuación teniendo en cuenta para ello; la clase 
de conflicto, los objetivos a alcanzar, las circunstancias personales de las partes y la percepción 
que éstas tienen del mismo702. 
696 Sobre ello Capitulo II, apartado 2.5
697 Sobre ello Capitulo III, apartado 2.2.
698 Analizados algunos de ellos en el Capítulo IV.
699 Expuestas en el Capítulo I, apartado 2.5.
700 Analizados en el Capítulo III, apartado 1.4.
701 Aspecto que abordaré en el último epígrafe de éste Capítulo.
702 Analizado en el Capítulo II, apartado 2.
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En mi criterio, los protocolos de actuación, previstos por el Estatuto de la Víctima703 
deben ser los que en cada campo –penal y penitenciario– diseñen las reglas básicas de la 
metodología a emplear. En el diseño de dicha metodología deberemos distinguir en el sistema 
penitenciario; si estamos ante un conflicto intra-penitenciario, es decir que las partes en 
conflicto se encuentren ambas en prisión –preso/preso y/o preso/funcionario–, o bien, si 
estamos ante un conflicto extra-penitenciaria, es decir que una de las partes no se encuentre 
en prisión –preso/víctima o bien preso/familiar–. Esta diferenciación es necesaria dado que 
los objetivos a alcanzar son diferentes en cada uno de ellos en función de las circunstancias 
personales de las partes y la percepción que cada una tiene del conflicto. Tal y como se ha 
venido defendiendo principalmente hasta ahora, reducir la intervención restauradora al uso 
exclusivo de la mediación directa, como única técnica restaurativa, puede plantear serías 
limitaciones en los siguientes casos: 1º supuestos en los que una de las partes no desea 
tener un encuentro directo con la otra; 2º supuestos en los que no hay víctima concreta; 
3º supuestos en los que la percepción de las partes en conflicto necesita ser ampliada y 
completada con la participación de otras personas de su entorno social, laboral y/o familiar; 
4º supuestos en los que la presencia simbólica del órgano judicial –p. ej.: JVP/JCVP– ofrece 
seguridad y confianza a las partes, por el recelo que estas puedan tener entre sí. 
Por ello, estimo que no debemos reducir a la mediación directa las técnicas restaurativas 
a utilizar para resolver el conflicto penitenciario, pues supondría una grave limitación. El 
mediador y/o facilitador de la intervención restauradora deberá valorar en cada caso concreto 
la posibilidad de utilizar otras técnicas y/o programas de la Justicia restaurativa704, que puedan 
resultar útiles y efectivas para la resolución y/o prevención del conflicto concreto, dependiendo 
de las características específicas de éste. 
En mi opinión, para dar solución a los supuestos anteriormente mencionados, se pueden 
utilizarla diversas técnicas restaurativas de estilo mediatorio, ya expuestas con anterioridad705 y 
que volvemos a reiterar: 
• Mediación indirecta. Representa un tipo de mediación en el que no existe un cara a cara 
directo entre las partes en conflicto, siendo el mediador y/ o impulsor de la técnica quien 
se reúne por separado con cada una de ellas, y transmite la información entre ambas. En el 
sistema inglés este tipo de mediación recibe el nombre de Shuttle mediation706. La mediación 
indirecta sería idónea para aquellos supuestos en los que las partes en conflicto no desean 
tener un encuentro directo, así como en aquellos otros en los que no hay víctima concreta en 
703 Art. 31 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima
704 Expuestos en el Capítulo I, apartado 2.5, a nivel internacional y en el Capítulo III, apartado 2, a 
nivel europeo y nacional.
705 Sobre ello Capitulo III, apartado 1.3.
706 Sobre ello VARONA VILLAR, S., “Mediación penal. Fundamento, fines y régimen jurídico…”ob. 
cit. pp. 323-324. 
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las que el mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa podría ser el “intermediario” con 
el colectivo afectado707.
• Conferencia de grupo708. La conferencia de grupo es una forma de facilitación de estilo 
mediatorio en la que intervienen, además de las partes en conflicto, representantes de la 
comunidad, personas del entorno de las partes, organizaciones y/o instituciones –familiar, 
social, laboral, etc–. Su inclusión en el proceso de diálogo y decisión hace que ésta deje de ser 
un ente abstracto, y asuma un protagonismo ofreciendo apoyo a las partes en conflicto.
Como ya se ha precisado709, el proceso consiste en una facilitación –generalmente estructurado 
en tres fases: preparación, encuentro y seguimiento– en la que las personas van hablando sobre 
el daño producido y cómo se puede realizar la reparación, conducido por un mediador y/o 
facilitador de la técnica restaurativa. Los encuentros pueden hacerse con la presencia o no de 
la víctima y de sus personas de apoyo. Este tipo de técnica resultaría de utilidad en aquellos 
supuestos donde una de las partes en conflicto no desea verse cara a cara con la otra y/o necesita 
que su percepción del conflicto sea ampliado con la intervención de terceros.
• Círculos sentenciadores. Los círculos sentenciadores son análogos a las conferencias de 
grupo pero con participación del órgano judicial –p. ej.: JVP/JCVP–: El órgano judicial hace 
el reenvío, monitoriza los casos y el cumplimiento de las reglas. Los participantes pueden ser, 
como en el caso de las conferencias grupales, del ámbito social de las partes enfrentadas –p. 
ej.: presos/funcionarios/familiares/voluntarios– y su objetivo la búsqueda de un consenso para 
entender lo que ha ocurrido y la forma de repararlo. Es incluso posible que el juez participe en 
el círculo, en cuyo caso, su actividad se centra en plasmar en la resolución el plan acordado, no 
obstante, también puede participar de una forma más activa cuando no se logra el consenso.
En mi opinión, esta técnica restaurativa podría ser puesta en práctica cuando el conflicto 
tiene lugar entre funcionario y preso, donde la percepción de las partes en conflicto necesita ser 
ampliada y completada con la participación de otras personas de su entorno –social, laboral y/o 
judicial– dotando de seguridad y confianza al mismo por el recelo que las partes pueden tener 
entre sí.
• Programas de sensibilización con víctimas y/o talleres de gestión de conflictos. Este tipo 
de programas y/o talleres no son considerados estrictamente una técnica restaurativa. Lo que 
707 Autores como HELENA SOTELO (“Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital, pp. 93-94) han 
propuesto con carácter general que en aquellos supuestos donde no hay una víctima concreta –p. ej.: 
delitos de peligro abstracto–, la figura del subrogado para llevar a cabo la mediación.
708 También denominada círculos de pacificación –conferencing– técnica restaurativa procedente 
de los países anglosajones cuyo origen se encuentra en la formas de justicia comunitaria de alguno 
pueblos indígenas de Nueva Zelanda y Canadá. Sobre ello TAMARIT SUMALLA, J.M., “Procesos 
restaurativos más allá de la mediación; Perspectivas de futuro” en Cuadernos Penales José Mª Lidón, 
Nº 9, Deusto, pp. 319-320.
709 Sobre ello Capítulo I, apartado 2.5 y Capitulo III, apartado 1.2 
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se pretende con ellos es, por un lado, sensibilizar al infractor sobre el daño que su conducta 
ha producido, y por otro lado, ayudarle a adquirir técnicas para prevenir el conflicto de forma 
dialogada y pacífica. De tal manera que representan un tipo de técnicas complementarias a 
las restaurativas, bien como paso previo a las mismas, bien como un refuerzo posterior para 
evitar en el futuro nuevos conflictos y que pueden formar parte también de la intervención 
restauradora.
2.2. Caracteres generales de la intervención restauradora 
Antes de adentrarnos en la propuesta metodológica para intervenir en cada uno de los 
conflictos anteriormente diferenciados –conflicto intra-penitenciario y/o extra-penitenciario– 
realizaré una exposición de las características esenciales que deben regir cualquier intervención 
restauradora de estilo principalmente mediatorio, relativas a cuatro cuestiones: al procedimiento 
y/o programa; al mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa; a las partes; así como las 
fases en las que se puede estructurar dicha intervención. 
Como ya he expuesto, los programas y/o técnicas de la justicia restaurativa más habituales 
puestos en práctica en el ámbito penal y penitenciario tienen un estilo mediatorio, caracterizado 
porque una persona neutral –mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa– interactúa con el 
infractor u otras personas de la comunidad, utilizando técnicas de facilitación –p. ej.: mediación 
entre ofensor y víctima, conferencia de grupo, círculos sentenciadores, paneles restaurativos, 
mediación comunitaria entre otros–. La escasa regulación dictada en la materia710 ha reducido 
los programas y/ o técnicas restaurativas puestos en práctica a la mediación directa, a pesar de 
cómo ya sabemos son más las técnicas restaurativas que pueden ser empleadas711. Aunque dicha 
regulación, se refiere en muchos casos de forma específica a la mediación nos puede servir para 
extraer los caracteres esenciales que deben regir cualquier intervención restauradora de estilo 
mediatorio, en armonía con los principios y garantías del Estado de Derecho.
a) Relativas al procedimiento y/ o programa restaurador 
El procedimiento y/ o programa restaurador debe reunir las siguientes características. En 
primer lugar, no debe tener carácter “adversarial”; el hecho de que se parta de la existencia 
de un conflicto entre dos o más personas no supone que la dinámica del procedimiento y/o 
programa a seguir para su resolución deba construirse sobre el esquema de posturas adversas. 
La intervención restauradora debe ser un esquema de corte cooperativo, en el que se persiga 
mantener la comunicación y relaciones entre las partes para pacificar el conflicto. En segundo 
710 Analizada en el Capítulo III, apartado 2.
711 Así lo reconoce la ya mencionada Directiva 2012/29/UE en su Considerando 46 donde dispone 
que (…)”Los servicios de justicia reparadora, incluidos, por ejemplo, la mediación entre víctima e 
infractor, las conferencias de grupo familiar y los círculos de sentencia, pueden ser de gran ayuda para 
la víctima (…)”.
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lugar, debe ser flexible y relativamente informal; uno de los grandes valores de las intervenciones 
restauradoras es su flexibilidad, reconocida por la Directiva 2008/52/CE del Parlamento 
europeo712 y elevada en algunas leyes autonómicas españolas de mediación familiar al nivel de 
principio informador. La flexibilidad implica el desarrollo de la intervención restauradora sin 
sujeción a un procedimiento reglado alguno o en la capacidad de adaptarse a la situación a tratar. 
Y comporta el que, siempre que se respeten los elementos mínimos esenciales de la intervención 
restauradora y sus principios básicos, cada mediador y/o impulsor de la técnica podrá diseñar 
unas reglas procedimentales, adaptándolas a su propio hacer y al logro de comportamientos de 
carácter cooperativo.
A criterio de algunos autores713 esta flexibilidad o ausencia de formalismos del procedimiento 
y/o programa, que facilita la consecución de acuerdos, no excluye para que la intervención 
restauradora tenga una estructura en fases o etapas bien definidas714. En tercer lugar, debe 
ser sencillo y permitir una rápida tramitación –celeridad–. La Directiva 2008/52/CE del 
Parlamento europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008 en su Considerando 6 señala que “La 
mediación puede dar una solución extrajudicial económica y rápida a conflictos (…), mediante 
procedimientos adaptados a las necesidades de las partes (…). Y en concreto la Ley de Mediación 
5/2012 de 6 de julio, hace referencia en su Exposición de Motivos a que nos hallamos ante un 
procedimiento de fácil tramitación, de poco coste y de corta duración en el tiempo. El cuarto 
rasgo característico del procedimiento es la confidencialidad. El programa y/ o procedimiento que 
integre la intervención restauradora así como la documentación utilizada en él es confidencial. 
Esta obligación o exigencia de reserva respecto de las revelaciones realizadas durante las sesiones 
de la intervención restauradora y de la documentación utilizada, viene recogida por prácticamente 
todos los ordenamientos jurídicos referidos a la mediación en concreto715 y no requiere específica 
explicación más allá de que esta exigencia es requisito para la voluntariedad716 de las partes; por 
ello ha sido definida como uno de los “elementos esenciales de viabilidad y eficiencia del modelo 
mediador”. Con este rasgo se busca que quede a salvo el acuerdo alcanzado por las partes en el 
procedimiento de mediación y no tenga ningún valor en el proceso posterior717.
712 “(…) Los mencionados mecanismos deben aspirar a preservar la flexibilidad del procedimiento(…)” 
Considerando 17 de la Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo.
713 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…” ob. cit. p.104.
714 Tratadas al final de éste epígrafe.
715 El art. 15.2 LO 4/2015 por la que se aprueba el Estatuto de la víctima dispone expresamente que 
“Los debates desarrollados dentro del procedimiento de mediación serán confidenciales y no podrán ser 
difundidos sin el consentimiento de ambas partes. Los mediadores y otros profesionales que participen 
en el procedimiento de mediación, estarán sujetos a secreto profesional con relación a los hechos y 
manifestaciones de que hubieran tenido conocimiento en el ejercicio de su función” . En el mismo 
sentido se pronuncia la Ley Mediación 5/2012 de 6 de julio en los arts. 9.1 y 21.3 en concordancia con 
la Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo.
716 En la LO 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el Estatuto de la Víctima, el Art. 15 b) y c) 
establece la necesidad de prestar consentimiento por ambas partes.
717 Así lo recoge el Estatuto de la Víctima aprobado en España al no hacer mención de ser tenido en 
cuenta en otros procesos penales, a diferencia de la Directiva 2008/52/CE del Parlamento europeo.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
274
La confidencialidad impide que los mediadores y/o impulsores, protegidos por el secreto 
profesional, o las personas que participen en ella se encuentren obligados a declarar o aportar 
documentación en un proceso judicial o en un arbitraje sobre la información derivada de la 
intervención restauradora. No obstante, existen algunas excepciones en las que puede quebrar 
la exigencia de confidencialidad, previstas en el art. 9.2 Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio, 
y en el art. 15.2 EV: 1º Cuando las partes de manera expresa y por escrito dispensen de esta 
obligación; 2º cuando, mediante resolución judicial motivada, sea solicitada por los jueces del 
orden jurisdiccional penal. En cuanto al contenido de la confidencialidad, la ley no se manifiesta 
de manera clara y concisa. Esta indeterminación a través de referencias vagas y genéricas, tales 
como la “información derivada” o “relacionada” con un procedimiento de mediación, que 
también realiza el art. 7 de la Directiva 2008/52/CE, puede suscitar en la práctica importantes 
dudas. Según GARCIANDÍA GONZÁLEZ718 la Jurisprudencia ha comenzado a resolver estas 
dudas a través de la delimitación, caso por caso, del objeto de la obligación de confidencialidad. 
Así, por ejemplo, la STS (Sala primera, de lo civil) de 2 de marzo de 2011 –núm. de recurso 1821 
de 2007– se pronuncia sobre ello, al hilo de las consecuencias ocasionadas por el cumplimiento 
de esta obligación, prevista en el art. 13 de la Ley de Mediación Familiar de Galicia. Basado 
el recurso extraordinario por infracción procesal en la inadmisión de la aportación de unos 
documentos como prueba, por considerarse ésta ilícita al tratarse de acuerdos concertados en el 
transcurso de una mediación familiar, señala el Alto Tribunal: “De la lectura de dicha norma se 
desprende que el deber de secreto que alcanza a la persona mediadora y a las propias partes 
se refiere a “informaciones confidenciales”, que lógicamente quedan reservadas al estricto 
conocimiento de la partes y del mediador, pero no puede extenderse al caso presente en que 
se pretende traer a un proceso judicial lo que una de las partes considera que es un acuerdo 
libremente adoptado y referido a las consecuencias de la ruptura matrimonial”.
Ello es negativo dado que el incumplimiento de la obligación de confidencialidad por el 
mediador y las partes intervinientes genera responsabilidad, en los términos previstos en el 
ordenamiento jurídico719. 
b) Relativas al mediador y/o facilitador de la intervención restauradora
Según se desprende del preámbulo de la Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio720 los principios 
básicos que deben regir la actuación del mediador y/o facilitador de la técnica restaurativa de 
718 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…” ob. cit. p. 111.
719 Según dispone el art. 9.3 Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio. No obstante según GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ, P. (“Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit. p. 111) “no parece fácil la fijación 
normativa de una sanción efectiva que consiga ahuyentar el incumplimiento de la confidencialidad 
exigida. Habida cuenta de las dificultades ya señaladas a la hora de perfilar los contornos del deber, el 
respeto a la reserva puede verse desalentado por la propia dificultad de calibrar cuando se produce o 
no su vulneración”.
720 “El modelo de mediación se basa en la voluntariedad y libre decisión de las partes y en la intervención 
de un mediador, del que se pretende una intervención activa orientada a la solución de la controversia por 
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estilo mediatorio son: 1º Favorecer la autonomía de las partes; 2º Cualificación profesional; 3º 
Imparcialidad y neutralidad; 4º Confidencialidad.
1º Principio de favorecer la autonomía de las partes
Uno de los objetivos de la mediación así como de cualquier otra técnica restaurativa de estilo 
mediatorio es facilitar la comunicación para favorecer la autonomía de las partes721. Por tanto 
las cuestiones, que señalan algunos autores722, a tener en cuenta por parte del mediador y/o 
inductor de la técnica restaurativa de estilo mediatorio son: La intervención mediadora debe ser 
imparcial ante las partes y neutral ante el resultado del proceso, para favorecer la autonomía de 
las partes; las partes son protagonistas del conflicto, del proceso y responsables de su acuerdo 
y; el mediador y/o impulsor de la técnica restaurativa de estilo mediatorio diseña y dirige 
un procedimiento que impulse a las partes a desarrollar su capacidad de tomar decisiones y 
comprometerse al cumplimiento de un acuerdo.
2º Principio de cualificación profesional 
Actualmente hay una gran preocupación por establecer unos criterios mínimos de formación 
y entidades que estén homologadas para impartir dicha formación a los mediadores723 y/o 
impulsor de la técnica restaurativa. La importancia de la cualificación se refiere tanto al 
conocimiento del Derecho, en la medida que es el marco de referencia de los conflictos –civiles, 
mercantiles, laborales, penales, penitenciarios, etc– así como al necesario manejo de habilidades 
las propias partes. El régimen que contiene la Ley se basa en la flexibilidad y en el respeto a la autonomía 
de la voluntad de las partes, cuya voluntad, expresada en el acuerdo que la pone fin, podrá tener la 
consideración de título ejecutivo, si las partes lo desean, mediante su elevación a escritura pública. En 
ningún caso pretende esta norma encerrar toda la variedad y riqueza de la mediación, sino tan sólo 
sentar sus bases y favorecer esta alternativa frente a la solución judicial del conflicto. Es aquí donde se 
encuentra, precisamente, el segundo eje de la mediación, que es la deslegalización o pérdida del papel 
central de la ley en beneficio de un principio dispositivo que rige también en las relaciones que son objeto 
del conflicto” Preámbulo III, Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio.
721 El término anglosajón empowerment se identifica con el desarrollo del potencial y recursos de la 
partes para que sean capaces de tomar decisiones y llegar a acuerdos de forma autónoma. En concordancia 
la Ley de Mediación española 5/2012 de 6 de julio, dispone en su art. 7 que “en el procedimiento 
de mediación debe garantizarse que las partes intervengan con plena igualdad de oportunidades, 
manteniendo el equilibrio entre sus posiciones y el respeto hacia los puntos de vista por ellas expresados, 
sin que el mediador pueda actuar en perjuicio o interés de cualquiera de ellas”. Y además el art. 8 de la 
referida Ley establece que “las actuaciones de mediación deben desarrollarse de forma que permitan a 
las partes en conflicto alcanzar por sí mismas un acuerdo de mediación”
722 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit. pp. 167 y ss.
723 El art. 11.2 Ley de Mediación 5 /2012 de 6 de julio se establece que “El mediador deberá estar 
en posesión de título oficial universitario o de formación profesional superior y contar con formación 
específica para ejercer la mediación, que se adquirirá mediante la realización de uno o varios cursos 
específicos impartidos por instituciones debidamente acreditadas, que tendrán validez para el ejercicio 
de la actividad mediadora en cualquier parte del territorio nacional”. Precepto desarrollado en los arts. 
3 a 7 del RD 980/2013 de 13 de diciembre.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
276
e instrumentos de gestión de conflictos. La formación en mediación y en técnicas de justicia 
restaurativa es imprescindible para diseñar la intervención restauradora adecuada, respetando 
el marco legal.
Conectado con los objetivos que pretenden la cualificación profesional del mediador, resulta 
interesante la posibilidad que ofrece la legislación de intervenir con un enfoque interdisciplinario 
en co-mediación724. Es decir, se trata de que dos profesionales de diferentes disciplinas y con 
una misma finalidad: gestionar el conflicto mediante una actividad colaborativa.
3º Principio de imparcialidad y neutralidad
Durante décadas estos principios –imparcialidad y neutralidad– han sido incuestionables 
e intrínsecos a la definición de mediación. Sin embargo, en los últimos tiempos están siendo 
cuestionados por sus diversas implicaciones en el desarrollo del procedimiento y/o proceso de 
intervención restauradora725. A mi juicio, la imparcialidad y neutralidad son principios generales 
de la intervención restauradora sin que deban convertirse en límites de la misma.
CIAsí la imparcialidad, entendida como la condición para ofrecer un igual trato a las partes, 
puede implicar un modo desigual de dedicar tiempo y atención a cada parte en función de 
sus recursos y habilidades en el procedimiento. De otra parte, la neutralidad tiene diferentes 
acepciones en la medida que puede implicar imparcialidad –quien media no tiene ningún vínculo 
previo con las partes– y al mismo tiempo no tiene ningún interés personal en el resultado de la 
intervención restauradora. Y se manifiesta como ausencia de interés en un resultado concreto.
Aparecen recogidas en el art. 13.5 Ley de Mediación 5 /2012 de 6 de julio, según el cuales, el 
mediador debe comunicar cualquier circunstancia que pueda afectar a su imparcialidad o bien 
generar un conflicto de intereses, antes de iniciar o continuar su tarea.
4º Principio de confidencialidad
El contenido de la intervención restauradora de estilo mediatorio se caracteriza por ser 
confidencial y con carácter general la información que se comparte en dicha intervención no 
podrá ser desvelada por ninguna de las partes, incluido el mediador y/o impulsor de la técnica 
restauradora. Sin embargo, este principio encuentra sus excepciones: cuando está en riesgo la 
724 El art. 18. 2 Ley de Mediación 5 /2012 de 6 de julio contempla la posibilidad de varios 
mediadores:
1. La mediación será llevada a cabo por uno o varios mediadores.
2. Si por la complejidad de la materia o por la conveniencia de las partes se produjera la actuación 
de varios mediadores en un mismo procedimiento, éstos actuarán de forma coordinada.
725 Sobre ello Capitulo III, apartado 1.2, donde se expusieron las tesis de MERINO ORTIZ, C. 
(“La mediación familiar en situaciones asimétricas: procesos de gestión de conflictos en episodios de 
violencia, drogodependencias, enfermedad mental y desequilibrio de poder)”, Ed. Reus, Madrid, 2013) 
al respecto.
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seguridad de las partes, se tenga conocimiento de algún ilícito penal o cuando existe autorización 
expresa de las partes.
En el contrato de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa de estilo 
mediatorio debe identificarse la confidencialidad como un principio que domina la intervención 
para generar confianza en las partes y eximir al mediador y/ o impulsor de ser testigo en el 
supuesto de iniciarse un proceso judicial.
De acuerdo con los principios expuestos, la actuación del mediador y/o facilitador se traduce 
en una conducta activa durante dicha intervención en la que, de un lado, debe726: velar porque las 
partes dispongan de información y asesoramiento suficientes; de otro, facilitar la comunicación 
y lograr el acercamiento de las partes; y, por último, mantener el equilibrio entre las posiciones 
de las partes y el respeto hacia sus puntos de vista, sin que pueda actuar en perjuicio o interés 
de cualquiera de ellas727. De tal modo que el mediador/y o impulsor de la técnica restaurativa 
deberá comunicar cualquier circunstancia que puedan afectar a su imparcialidad y sólo podrá 
aceptar o continuar con la técnica restauradora cuando asegure poder intervenir y/o mediar con 
total imparcialidad y siempre que las partes lo consientan y lo hagan constar expresamente.
c) Relativas a las partes
En lo que concierne a la actuación de las partes durante la intervención restauradora, estas 
–las partes– son las encargadas de organizar dicha intervención como tengan por conveniente, 
siempre con respecto a los principios propios de este tipo de intervenciones restauradoras. 
Destacamos, en primer término: el principio de voluntariedad728; las partes deben acceder a la 
intervención restauradora por propia voluntad, decidiendo si llegan o no a un acuerdo o si se 
retiran en cualquier momento sin que ello conlleve ningún perjuicio729. Además, en el ámbito 
civil y mercantil la legislación exige que las partes actúen conforme a tres principios básicos730: 
el principio de buena fe, el principio de respeto mutuo731 y el principio de lealtad. Principios 
que, estimo, deben regir en cualquier ámbito, incluido el penal y penitenciario.
726 No obstante la ley le permite “renunciar a desarrollar la mediación con obligación de entrega de 
un acta –art. 13 Ley de Mediación Civil y Mercantil española–.
727 Previsto en el art. 7 Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio en concordancia con la Directiva 
2008/52/CE del Parlamento europeo en cuyo art. 3.b) define al mediador como “todo tercero a quien se 
pida que lleve a cabo una mediación de forma eficaz, imparcial y competente (…)”
728 Previsto de manera concreta en el art. 15.1 b) y c) de la LO 4/2015, de 27 de abril, por la que se 
regula el Estatuto dela víctima.
729 Reconocido expresamente en el actual art. 15.3 de la LO 4/2015 de 27 de abril, por la que se regula 
el Estatuto de la víctima y según el cual “La víctima y el infractor podrán revocar su consentimiento 
para participar en el procedimiento de mediación en cualquier momento”
730 Art. 10.2 de la Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio.
731 El art. 15.1 d) de la LO 4/2015 de 27 de abril, por la que se regula el Estatuto dela víctima, señala 
que “el procedimiento de mediación no entrañe un riesgo para la seguridad de la víctima, ni exista el 
peligro de que su desarrollo pueda causar nuevos perjuicios materiales o morales para la víctima”
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Asimismo a las partes se les exige que deban intervenir con plena igualdad de oportunidades732, 
circunstancias, éstas, que deberán ser garantizadas por el mediador y/o facilitador de la 
intervención. Y deben, además, prestar colaboración y apoyo733 permanente a la actuación del 
mediador y/o facilitador, manteniendo la adecuada deferencia hacia su actividad.
d) Relativas a la intervención de terceros
En lo que respecta a la posibilidad o no de la intervención de terceros, diferentes de las partes 
directas en conflicto, ésta dependerá en gran medida del tipo de técnica restaurativa empleada. 
Por tanto, debemos diferenciar entre la mediación directa y otras técnicas restaurativas de estilo 
mediatorio.
En el caso de la mediación, la legislación española actual, a diferencia de otras734, nada 
señala acerca de si en el procedimiento de mediación cabe la intervención de terceros y, más 
en concreto, acerca de si las partes pueden o deben estar asesoradas por sus abogados. Según 
algunos autores735, a favor de la intervención de terceros, podría considerarse que el art. 10.1 
Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio permite que la mediación se lleve a cabo en la forma que 
las partes tengan por conveniente y que el art. 9.2 de la mencionada Ley, al referirse al deber de 
confidencialidad, señala que éste exime de la obligación de declarar o aportar documentación 
en juicio, además de a los mediadores, a “las personas que participen en el procedimiento 
de mediación”. Entre los argumentos en contra, estaría la regulación del procedimiento que 
parte de la ausencia de abogados736. Esta posición resulta acorde, además, con la inmediación, 
inmediatez o intervención personalísima de las partes en el procedimiento sin participación de 
representantes.
A mi criterio, en el ámbito penal y penitenciario si tenemos en cuenta el vigente art. 15 LO 
4/2015, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima, guarda silencio al respecto, por lo tanto, 
si la intervención de terceros no está expresamente prohibido, deberemos entender que está 
permitido, si es voluntad de las partes.
En los casos de otras técnicas restaurativas, tales como las conferencias grupales o los 
círculos sentenciadores al caracterizarse porque representan una forma de facilitación de estilo 
732 Regulado en el art. 7 de la Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio.
733 Según dispone el art. 10.3 Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio.
734 Es el caso portugués se reconoce el derecho del abogado a participar en el proceso de mediación 
-art. 8 Ley 21/2007, de 12 de junio sobre el Régimen de Mediación en el Proceso Penal Portugués-
735 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., (“Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit. p.108) 
clasifica entre los argumentos a favor y en contra de la intervención de terceros, pero no se posiciona. 
736 En el ámbito penal español, el Anteproyecto de la Ley de Enjuiciamiento Criminal de 2011 nada 
disponía sobre este aspecto. Únicamente el art. 31 del mencionado Anteproyecto de la LECrm establecía 
que “el derecho de defensa comprende, en todo caso, la designación de un abogado que pueda intervenir 
en todas las fases del procedimiento”; mientras que el art. 78 disponía que “el acusador particular 
estará asistido de abogado y procurador”.
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mediatorio en el que además del infractor y la víctima participan otras personas del entorno que 
pueden ayudar a resolver el conflicto. La participación de terceros es una condición necesaria 
para llevarlas a cabo. Por lo tanto no debe plantearse ningún conflicto al respecto. 
e) Relativas a la estructuración de la intervención 
Por último en relación a las fases en las que se puede estructurar la intervención restauradora 
de estilo mediatorio. Tal y como se ha analizado a lo largo del presente trabajo, las técnicas 
que integran la Justicia restaurativa son técnicas de resolución de conflictos principalmente de 
carácter autocompositivo, consistentes en un encuentro pautado entre las personas en conflicto 
en las que el mediador y/o facilitador interactúa con el infractor u otras personas de la comunidad, 
utilizando técnicas de facilitación. Existen diversos modelos, en atención al número de etapas 
o fases en las que se estructure el procedimiento: 1º Estructura en tres fases; es el modelo 
que proporciona BUSTELO ELIÇABE-URRIOL737 que incluye tres fases, aplicables, según 
señala, a cualquier ámbito, sea familiar, penal etc…; 2º Estructura en seis fases, diseñado por T. 
BUTTS GRIGGS, L. MUNDUATE JACA, M. BARÓN Y F.J. MEDINA DÍAZ738 y completado 
con lo señalado por E. VINYAMATA CAMP739; 3º Estructura en nueve fases, caracterizando a 
cada fase con una idea muy gráfica, así lo concibe A. FLOYER ACLAND740.
En el ámbito penitenciario RÍOS MARTÍN y OTROS741 adoptaron inicialmente el modelo 
estructurado en tres fases diferenciadas, que a su vez se subdividían. Actualmente aplican un 
modelo estructurado en cinco fases generales742. 
 En mi opinión, la cuestión relativa al número de fases en las que estructurar la intervención 
restauradora debe quedar a la elección del mediador y/o facilitador, en función, primero, del tipo 
de conflicto planteado y de la clase de técnica restauradora elegida pues unos modelos pueden 
ser más idóneos que otros, según el caso. Así, por ejemplo: ante un conflicto sencillo, donde las 
partes tienen plena predisposición para solucionarlo de manera consensuada, y el entendimiento 
entre ambas está presente, el modelo deberá ser, a mi juicio, el más breve –p. ej.: el modelo 
737 BUSTELO ELIÇABE-URRIOL, D.J., “La mediación familiar interdisciplinar”, Ensayos, Madrid, 
1995, en www.aieef.org/web/archivos/archivo_670.pdf, pp. 1-89/52-54.
738 BUTTS GRIGGS, L. MUNDUATE JACA, M. BARÓN Y F.J. MEDINA DÍAZ “Intervenciones 
de mediación”, en la Revista Gestión del conflicto, negociación y mediación, 2005, pp. 265-303.
739 VINYAMATA CAMP E., “Aprender mediación”, Ed. Paidós, Barcelona, 2003, pp. 41-46.
740 En FLOYER ACLAND, A., “Cómo utilizar la mediación para resolver conflictos en las 
organizaciones” (traducción: Beatriz López) Ed. Paidós, Barcelona, 2004.
741 Dicho modelo estructurado en tres fases principales está recogido en RÍOS MARTÍN, J.C. 
y OTROS “La mediación penal y penitenciaria (Experiencias de diálogo en el sistema penal para la 
reducción de la violencia y el sufrimiento humano)”, Ed. Colex, Madrid, 2006, pp.119-138. Revisiones 
posteriores en 2008, 2012 y 2016.
742 Descrito en RÍOS MARTÍN, J.C. y OTROS “Experiencias de diálogo en el sistema penal para la 
reducción de la violencia y el sufrimiento humano”, Ed. Colex, Madrid, 2012, pp.202-210. Revisada 
en 2016.
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estructurado en tres fases- por motivos de sencillez y celeridad. Ahora bien, si por el contrario, 
nos encontramos ante un conflicto complejo, con multitud de partes, con escasa predisposición 
hacia una solución consensuada y las percepciones sobre el conflicto son diversas, en este caso 
resultará necesaria el empleo de una técnica más compleja –p. ej.: mediación multi-partes, 
conferencias de grupos, etc…– estructurada en un modelo de intervención divida en más fases 
–p. ej.: los modelos estructurados en cinco o seis fases– durante las que poder ir trabajando y 
abordando todas las problemáticas.
2.3. Intervención restauradora para resolver y/o prevenir el conflicto intra-penitenciario
Una vez expuestos los caracteres esenciales que deben regir cualquier intervención 
restauradora de estilo mediatorio, en armonía con los principios del Estado de Derecho tal y como 
ya se analizó en el apartado correspondiente743, pasaré a exponer mi criterio sobre las diferentes 
metodologías para llevar a cabo la intervención restauradora en el sistema penitenciario en 
función de la clase de conflicto a resolver.
Como ya sabemos, el conflicto intra-penitenciario es aquel que tiene lugar entre personas que 
se encuentran en prisión, bien por su condición de preso, bien por su condición de funcionario. 
En su marco se distinguen dos clases en función de la cualidad que ostentan las partes en 
conflicto –funcionario o preso–. Por ello propondré diferentes metodologías de intervención 
restauradora atendiendo a dicha diferenciación.
a) Conflicto preso/preso 
Como ya he expuesto, cuando el conflicto surge y/o puede surgir entre dos presos, los objetivos 
específicos de este tipo de intervención restauradora para superar y/ o evitar el conflicto deberán 
ir encaminados principalmente a mejorar las relaciones preso/preso y con ello la convivencia 
penitenciaria y el bien-estar del preso; con ello se reduce la conflictividad y los niveles de 
tensión y ansiedad, y a su vez bajaría la intervención administrativa y/o judicial. Todo ello 
pasa sin duda alguna por la mejora del tratamiento penitenciario en el sentido ya analizado al 
comienzo de este capítulo.
 Para realizar adecuadamente la elección de la técnica restaurativa, así como las fases en las 
que se debe estructurar, teniendo en cuenta los objetivos a alcanzar, debemos distinguir dos 
momentos: 1º Si el conflicto todavía no ha surgido; 2º si el conflicto ya ha surgido.
1º Si el conflicto todavía no ha surgido y lo que se pretende es que las personas en prisión 
aprendan a gestionar sus emociones y a resolver de manera pacífica sus diferencias, para evitar 
el conflicto, deberemos poner en práctica aquellas técnicas complementarias a las restaurativas 
encaminadas a prevenir aquel, tales como los programas de sensibilización de la víctima y/o 
743 Capítulo III, apartado 1.4.
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talleres de gestión pacífica de conflictos, etc…Dichas técnicas deberían ser incluidas como 
parte del tratamiento penitenciario744 , dotándolas de los mismos efectos jurídicos que el sistema 
penitenciario dota al tratamiento, a efectos de progresiones de grado, libertad condicional, 
permisos y beneficios penitenciarios745.
2º Si el conflicto ya ha surgido y lo que se pretende es que las partes enfrentadas lleguen a un 
acuerdo reparador que ponga fin al conflicto, con la ayuda de un mediador y/o facilitador, éste 
deberá ser quien conforme a los protocolos de intervención y bajo el principio de flexibilidad 
deberá, elegir la técnica restaurativa más adecuada –p. ej.: mediación directa, indirecta, 
conferencia grupal, sentencias en círculo, etc…– y diseñar las fases de intervención para el 
caso concreto. Según las experiencias restauradoras realizadas en España, se suelen estructurar 
en las siguientes fases: fase de derivación; fase de acogida e información; fase de aceptación 
y compromiso del proceso restaurativo; encuentro dialogado/negociación y redacción y 
documentación de los acuerdos; y seguimiento746. Para aquellos supuestos donde una de las 
partes no desee tener un encuentro directo con la otra parte, la fase del encuentro dialogado se 
podría suplir con una fase de transmisión de información a través del mediador y/o facilitador 
de la técnica restaurativa. Y en los supuestos donde intervengan terceros, p. ej.: conferencias 
grupales, todos deberían firmar las actas de aceptación de la técnica y de confidencialidad747.
b) Conflicto preso/funcionario 
Cuando el conflicto surge entre un preso y un funcionario, en primer lugar tenemos que partir 
de la base de que es una relación entre desiguales donde está muy arraigado el principio de 
autoridad jerárquica por parte del funcionario, así como de la percepción tan dispar que ambas 
partes –preso/funcionario– tienen sobre el conflicto748. Los objetivos específicos de este tipo 
de intervención restauradora para superar el conflicto deberán ir encaminados principalmente 
a mejorar la relación preso/funcionario y con ello el bienestar de ambos, reduciendo la 
conflictividad y la intervención administrativa y/o judicial.
Hasta el momento la Administración penitenciaria ha sido reacia a realizar mediaciones entre 
presos y funcionarios, cuando había surgido un conflicto como consecuencia de la incoación de 
un expediente disciplinario749, alegando como principal motivo, de dicha negativa, la quiebra 
744 Tal y como se ha propuesto entre los objetivos generales de la intervención restauradora – mejorar 
el tratamiento penitenciario-
745 Tal y como se propondrá lege ferenda en el siguiente apartado de este capítulo.
746 Para un estudio detallado ver RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria…, 
ob. cit. (2012) pp.202-210. Revisada en 2016.
747 Los supuestos concretos en los que se puede realizar una intervención restauradora así como sus 
efectos jurídicos los propondré lege ferenda en el siguiente apartado de este capítulo. 
748 Analizado en el Capítulo II, apartado 2.
749 P. ej.: El funcionario cuyas órdenes han sido incumplidas por un preso dando lugar a la incoación 
de un expediente disciplinario por la supuesta comisión de una falta muy grave o grave –arts. 108 d) 
y109 b) RP– entre otras.
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del principio de autoridad. Estimo en este punto que una intervención restauradora entre 
preso/funcionario no tiene por objeto hacer quebrar el principio de autoridad sino mejorar la 
convivencia penitenciaria, mejorar el bienestar del preso/funcionario y reducir la intervención 
administrativa y/o judicial por medio de un tratamiento penitenciario adecuado lo cual implica 
la mejora del que se dispensa actualmente.
Esto solo se entiende si superamos el tradicional concepto del principio de autoridad 
jerárquica750 anclado en un patrón dicotómico de vencedor/vencido, donde el que ostenta la 
“autoridad” –funcionario– “vence pero no convence” porque su actuación se impone por el 
poder que le otorga su autoridad y el preso se siente victimizado por la falta de garantías y 
la vulneración de derechos con la que se ejerce tal autoridad –falta de razón y de derecho 
para convencer–. A través de las técnicas de la justicia restaurativa se puede dar un paso más 
y legitimar moralmente la intervención del funcionario. Ambas partes podrían exponer sus 
razones y llegar a un acuerdo reparador consensuado –razón y derecho– de tal modo que el 
preso tomara conciencia de la responsabilidad de sus actos, de la necesidad de restaurar el daño 
ocasionado, así como el firme compromiso de no reiterar conductas infractoras, sin sentirse 
victimizado por ello y el funcionario percibiría que es respetado en su actuación. 
El empleo de técnicas restaurativas de estilo mediatorio para resolver y/o prevenir el 
conflicto entre preso y funcionario, contribuiría a superar el tradicional concepto del principio 
de autoridad jerárquica así como los viejos estereotipos bajo los que discurren las relaciones 
carcelarias: funcionarios-verdugos y presos-victimizados. Dando paso a una nueva concepción 
el principio de autoridad democrática. 
Para resolver este tipo de conflictos propongo, en primer lugar, hacer una labor de información 
y concienciación, a través de técnicas complementarias –p ej.: programas de sensibilización y/o 
talleres de gestión de conflictos–, enfocada principalmente a los funcionarios de prisiones, sobre el 
significado y alcance de las intervenciones restauradoras así como de sus beneficios, y en segundo 
lugar, llevar a cabo la técnica restaurativa en concreto, donde funcionario, preso, y, si se precisa, 
parte de la comunidad, guiados por un mediador y/o facilitador de la técnica restaurativa, elegida 
por éste para el caso concreto –p. ej.: mediación, conferencia grupal, círculos sentenciadores, 
etc...– y estructurada según valore, lleguen a un acuerdo que ponga fin al conflicto.
2.4. Intervención restauradora para resolver y/o prevenir el conflicto extra-penitenciario
Ya sabemos que el conflicto extra-penitenciario es aquel que tiene lugar entre personas, 
hallándose una presa y la otra no. Podemos distinguir diversos tipos: el conflicto surgido entre 
el preso y la víctima del delito y el conflicto entre el preso y su familia. En mi criterio, deben 
utilizarse diferentes técnicas restaurativas para llevar a cabo la intervención restauradora 
atendiendo a dicha diferenciación del conflicto.
750 Analizado en el Capítulo II.
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a) Conflicto preso/víctima 
Tras la comisión de un delito surge un conflicto entre el agresor y su víctima que el 
Sistema Jurídico Penal no ha resuelto de manera eficaz hasta el momento, por las razones 
ya expuestas al inicio de este trabajo751. Como ya he expuesto, dicho conflicto se agrava 
y perpetúa con el paso del tiempo. El ingreso en prisión y cumplimento de la pena por 
parte del condenado no resarce el daño causado a la víctima, así como la victimización 
y desocialización que en la mayoría de los casos experimenta el preso tras su paso por la 
cárcel, convirtiendo a los dos principales protagonistas del conflicto en dos desconocidos 
entre sí a la par que en convidados de piedra a la hora de intervenir en el Sistema Jurídico 
Penal para resolver el conflicto. De ahí la necesidad de un cambio de paradigma en el que 
las técnicas de la Justicia restaurativa se incorporen al referido Sistema y en concreto al 
penitenciario para resolver de una manera más eficaz y humana el conflicto entre preso y 
víctima. 
Los objetivos específicos que debe perseguir la intervención restauradora en este tipo de 
conflictos, como ya he expuesto, son la asunción de responsabilidad por parte del preso, la 
reparación del daño a la víctima y la adquisición de habilidades por parte del recluso para 
gestionar de forma pacífica futuros conflictos. El logro de tales objetivos revertirá de manera 
positiva en la reintegración del delincuente y en la seguridad de la sociedad, así como del 
bienestar de la víctima superando la victimización secundaria que le genera un proceso 
inacabado. Todos estos objetivos implican la mejora del tratamiento penitenciario para poder 
ser llevados a cabo, tal y como ya se ha analizado al inicio del capítulo.
Respecto a la metodología a seguir el mediador y/o facilitador deberá tener la capacidad para, 
primero, elegir la técnica restaurativa más adecuada en el caso concreto y segundo, estructurar 
su intervención752.
A través de las técnicas de la Justicia restaurativa, preso y víctima pueden participar de una 
manera pacífica y dialogada en la resolución de “su” conflicto con las garantías que ofrece 
el propio Sistema. La técnica más habitual que se ha empleado hasta el momento, aunque de 
manera escasa, ha sido la mediación directa, pero ésta puede plantear algunas limitaciones y 
problemas jurídicos como ya se ha adelantado al inicio de este capítulo. Así en supuestos en 
los que la víctima no desea participar porque teme encontrarse cara a cara con su agresor; 
supuestos en los que no hay una víctima concreta porque estamos ante un delito de riesgo o de 
peligro abstracto. 
751 Sobre ello Capítulo I, apartado 1.
752 En el apartado siguiente realizaré propuestas lege ferenda para incorporar dichas técnicas 
restaurativas como parte del tratamiento que diseña nuestro Sistema Penitenciario, y ser tenidas en 
cuenta para realizar: progresiones de grado, concesiones de libertad condicional y/o permisos de salida. 
Mecanismos donde la actitud del preso frente a su víctima, y la de ésta frente a su agresor deberían ser 
tenidas en cuenta para su correcta aplicación.
La mediación penitenciaria y otras técnicas restaurativas
284
Aunque para solucionar ambos problemas jurídicos, como ya se ha expuesto, podríamos 
acudir a la mediación indirecta o a la figura del subrogado753, debemos plantear la posibilidad 
de utilizar más técnicas de justicia restaurativa para estos supuestos además de la mediación, 
tales como: conferencias grupales, sentencias en grupo, programas complementarios de 
sensibilización y/ o talleres de gestión de conflictos etc... A pesar de no requerir la presencia 
directa de la víctima, a través de ellas se puede valorar la real actitud del preso respecto de 
la víctima y poder predecir con mayor exactitud su comportamiento futuro en relación a la 
comisión de nuevos delitos. Esto nos proporciona, como ya he adelantado, datos clave para la 
concesión adecuada de progresiones de grado, libertades condicionales y permisos de salida 
en el ámbito penitenciario.
b) Conflicto preso/familia
Como ya he señalado, desde el primer momento en el que una persona entra en la cárcel 
pierde su rol familiar, lo que en muchas ocasiones implica la pérdida del control de la familia, 
de participación en la toma de decisiones, y finalmente el distanciamiento o ruptura de los lazos 
afectivos. Como también he precisado, las consecuencias suelen ser aún más graves cuando 
la encarcelada es una mujer debido a que normalmente, en nuestra sociedad, es sobre quienes 
recae toda la carga del trabajo doméstico y el cuidado de la familia754. Por ello la necesidad de 
introducir técnicas restaurativas en el medio penitenciario encaminadas a prevenir el deterioro 
de las relaciones familiares y/o mejorarlas; ello repercutirá de manera positiva en la situación 
personal del recluso, en la convivencia penitenciaria y en su futura integración social, como 
ya he expuesto. También en este caso la incorporación de otras técnicas restaurativas de estilo 
mediatorio en el ámbito penitenciario, además de la mediación –p. ej.: conferencias de grupo 
familiar– ayudaría a alcanzar los objetivos específicos de prevenir y/o reducir el deterioro de 
los lazos afectivos entre el preso y sus familiares y posibilitar a los reclusos la intervención en 
la reestructuración del entorno familiar.
753 Algunos autores, a los que me sumo, entienden, que en estos casos, la mediación podría ser llevada 
a cabo con una persona “subrogada” que represente al colectivo afectado o con el mediador, que más 
adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo y aprovechar así la voluntad reparadora 
del infractor. En este sentido SOLETO MUÑOZ, H. (“Aportaciones internacionales al desarrollo de 
la Justicia Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital, pp. 
93-94.
754 FERNÁNDEZ-CABALLERO, M., DEL HIERRO E. y ARCHILLA JUBERÍAS M. (“Mediación 
penitenciaria. Una nueva propuesta para mediar en una cárcel de mujeres” en Revista de Mediación, 
Años 2005, 2º Semestre, 2012, pp. 39-43/42, en www.imotiva.es) citan el estudio realizado en este 
sentido por CARRIÓN, P. y CUBERO, M., “La ciutat oculta: recull d’experiències de la Coordinadora 
contra la Marginació de Cornellà. Cornellà del Llobregat: Col.lecciól’Avenç de Cornellà, 2004) quienes 
comprobaron como el preso experimenta una fuerte impotencia al ser consciente de la dura situación 
familiar y no poder resolverla desde prisión. Según estos autores, una consecuencia muy común en 
relación a esta situación y otras, es la obsesión por la situación familiar. Obsesión que aumenta si estamos 
ante una interna y se siente apartada de la toma de decisiones familiares.
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Respecto del mediador y/o facilitador, hay que decir de nuevo, que, conforme al principio de 
flexibilidad deberá elegir, primero, la técnica más adecuada y segundo configurar las fases en 
las que debe estructurar los encuentros de estilo mediatorio con los diversos participantes.
Como conclusión de este apartado diría que ampliar el abanico de técnicas restaurativas 
de estilo mediatorio susceptibles de ser puestas en práctica dentro del sistema penitenciario, y 
no limitarnos estrictamente a la mediación directa, facilitará la consecución de los objetivos a 
alcanzar en cada conflicto, porque podremos superar las limitaciones y problemas jurídicos que 
en algunas ocasiones plantea el uso exclusivo de la mediación directa.
3. PROPUESTAS LEGE FERENDA PARA INCORPORAR AL SISTEMA 
PENITENCIARIO ESPAÑOL LA INTERVENCIÓN RESTAURADORA
En el presente apartado se analizarán las posibilidades que nuestro sistema penitenciario 
ofrece de cara a incorporar, lege ferenda, técnicas restaurativas de estilo mediatorio encaminadas 
a resolver y/ o prevenir el conflicto intra- penitenciario y extra-penitenciario. Para ello revisaré 
la legislación penitenciaria y propondré los supuestos en los que puede ser empleada una técnica 
restaurativa y sus efectos jurídicos. Todo ello de manera complementaria al procedimiento 
legalmente previsto, plenamente armonizable con los principios y garantías del Estado de 
Derecho y con la finalidad de mejorar el actual sistema penitenciario español. 
3.1. Propuestas lege ferenda para incorporar técnicas de Justicia restaurativa con la 
finalidad de resolver y/o prevenir el conflicto intra-penitenciario
Para realizar estas propuestas, en primer lugar partiré del contenido del programa de 
tratamiento, donde debería incluirse información sobre la puesta en práctica de las técnicas 
restaurativas y continuaré con la revisión de cada mecanismo previsto en la actual legislación 
penitenciaria –régimen disciplinario, régimen cerrado, art. 75 RP y FIES 755– para la solución 
del conflicto intra-penitenciario –preso/preso o bien preso/funcionario–, a tal efecto propondré 
en cada caso los supuestos en los que se deberían introducir técnicas restaurativas así como 
sus efectos jurídicos. Como ya he señalado, la introducción de estas propuestas tendrá carácter 
complementario al procedimiento penitenciario y como objetivo mejorarlo. 
a) En el programa de tratamiento
Tal y como he analizado al principio de este capítulo, uno de los objetivos generales que 
debe perseguir la intervención restauradora en prisión es mejorar el tratamiento penitenciario 
755 Analizados ya, desde un aplano jurídico, en el Capítulo II, apartado 3.
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por las razones ya aludidas. Para ello propuse, lege ferenda, la reforma de algunos preceptos de 
la legislación penitenciaria756.
Ahora debemos plantearnos cómo poner en práctica las técnicas restaurativas mediante la 
derivación del caso al mediador y/ o facilitador y su coordinación con la Institución Penitenciaria 
para dotar a la intervención restauradora de los efectos jurídicos que la ley la “atribuya”. En este 
marco, propongo que las Juntas de Tratamiento, a través de sus Equipos Técnicos asuman las 
labores de información, derivación y coordinación en esta materia.
Por tanto, lege ferenda, estimo que el art. 60.2 LOGP debería quedar redactado del siguiente 
modo:
“Para ello, deberán utilizarse, en tanto sea posible, todos los métodos de tratamiento y los 
medios que, respetando siempre los derechos constitucionales no afectados por la condena, puedan 
facilitar la obtención de dichas finalidades. Dichos métodos y medios comprenderán la posibilidad 
de utilizar técnicas restaurativas. Para ello los servicios encargados del tratamiento deberán:
a) Informar a reclusos y funcionarios sobre el significado y alcance de las técnicas restaurativas 
en el sistema penitenciario.
b) Derivar de oficio o a petición del recluso y/ o del funcionario el asunto al mediador y/o 
facilitador de la técnica restaurativa legalmente designado.
c) Coordinarse con los mediadores/y o facilitadores de las técnicas restaurativas legalmente 
designados para que los resultados obtenidos surtan los efectos jurídicos previstos legalmente”
b) En el régimen disciplinario 
En el apartado correspondiente757 se ha puesto de manifiesto la limitada eficacia del régimen 
disciplinario para prevenir y/o solucionar el conflicto en prisión. Asimismo he analizado 
los preceptos legales que actualmente están habilitando la puesta en práctica de procesos de 
mediación758 en este ámbito y sus resultados759. En este marco, creo que se puede dar un paso 
756 Al actual art. 62 LOGP se le deberían añadir los siguientes principios: la responsabilidad, la 
restauración y la reintegración del preso. De tal modo que el referido precepto debería quedar redactado 
del siguiente modo: “El tratamiento penitenciario tendrá entre sus objetivos la responsabilidad, la 
restauración y la reintegración del preso”
Y respecto al vigente art. 110 RP 1996 propusimos de lege ferenda añadir como actividad 
tratamental específica la posibilidad de utilizar por parte de la Administración Penitenciaria “programas 
y/ o técnicas de la justicia restaurativa”, añadiendo la siguiente redacción al apartado b): “Serán también 
de utilidad los programas y/ o técnicas de la justicia restaurativa”. 
757 Sobre ello Capitulo II, apartados 3 y 4.
758 BARONA VILAR, S. (“La mediación penal…”, ob. cit. pp.347-349) plantea la posibilidad de 
“una forma alternativa de resolución de conflictos en el seno de Instituciones penitenciarias, o si cabe 
estamos ante una mediación en el marco del régimen disciplinario penitenciario”. 
759 Resultados analizados en el Capítulo IV.
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más, dando cobertura legal a las técnicas restaurativas, regulando los supuestos “mediables” 
y/o susceptibles de ser intervenidos de manera restaurativa y sus efectos jurídicos; todo ello de 
manera complementaria al procedimiento ya establecido, y a partir del principio de oportunidad 
reglada. En atención a todo ello, propongo diferentes reformas legislativas relativas: 1º Al 
procedimiento disciplinario penitenciario; 2º a la individualización y ejecución de la sanción 
penitenciaria y; 3º a los efectos del cumplimiento de la sanción penitenciaria.
1º En relación al procedimiento disciplinario voy a plantear los supuestos en los que se 
podría paralizar dicho procedimiento y no llegar a la imposición de la sanción en virtud de los 
resultados obtenidos en un procedimiento de mediación o de cualquier otra técnica restaurativa. 
De lege ferenda en consonancia con otros autores760 propongo durante el procedimiento 
disciplinario penitenciario:
1) Suspender el inicio del procedimiento disciplinario si las partes estuviesen realizando una 
técnica restaurativa y/o hubiesen llegado a un acuerdo reparador con anterioridad a la iniciación 
del procedimiento –art. 241 RP 1996–. De tal modo que al referido precepto se le añadiera el 
siguiente apartado: 
4. “Para el supuesto en el que se esté realizando un proceso de mediación y/o cualquier otra 
técnica restaurativa y/o se hubiese llegado ya a un acuerdo reparador se podrá suspender el 
inicio del procedimiento disciplinario en tanto sea cumplido el acuerdo restaurador. 
Una vez cumplido el acuerdo restaurador no se podrá iniciar ningún procedimiento 
disciplinario por los mismos hechos, en relación a las personas que tuvieron parte en los 
referidos hechos y que realizaron satisfactoriamente la técnica restaurativa. 
760 Sobre ello RÍOS MARTÍN, J.C., “El principio de oportunidad reglada en el procedimiento 
disciplinario: La mediación penitenciaria”, Consejo General del Poder Judicial, Nº 84, 2006, pp. 
105-141/115-133); ORTÍZ GONZÁLEZ, A. L. (“La Justicia restaurativa: enfoque desde el ámbito 
penitenciario” en AA.VV: “Justicia Restaurativa, una justicia para el siglo XXI: potencialidades y 
retos” en cuadernos penales José María Lidón, Nº 9, Ed. Deusto-Digital, 2013, pp. 237- 256/254-255) 
manifestaba la necesidad de una regulación jurídica al respecto “desde el punto de vista normativo sería 
deseable que el Reglamento penitenciario contemplara la posibilidad de suspender la tramitación de 
un expediente disciplinario, cuando alguno de los afectados comunicara a la Comisión Disciplinaria 
la existencia de un proceso mediador”. De otra parte, resulta interesante la propuesta que realiza en el 
sentido de “planificar con la intervención de un mediador, al iniciar el cumplimiento de la condena, los 
compromisos y objetivos de cada una de las partes –interno y Administración penitenciaria–, quedando 
todo ello recogido en un acuerdo que formaría parte del expediente del interno y que tanto el interno 
como la Administración penitenciaria podrían utilizar ante el juez de vigilancia penitenciaria, cuando 
alguna de estas partes considera que la otra ha incumplido”. A su juicio, tal acuerdo podría tener 
efectos jurídicos según disponía el art. 88 de la derogada Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas, en virtud del cual: “Las Administraciones Públicas podrán 
celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto de derecho público como privado, 
siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico (…)” en ORTÍZ GONZÁLEZ, A. L., “La 
Justicia restaurativa…” ob. cit. p. 256.
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Si el acuerdo finalmente fuera incumplido podrá reanudarse el inicio del procedimiento 
disciplinario respecto a la parte que incumplió el acuerdo” 
2) Recibir información en el pliego de cargos –art. 242.2 RP1996–. Se debería incluir un apartado 
donde quedara garantizado el derecho a recibir información sobre el uso de técnicas restaurativas. 
De tal modo que al referido artículo se le añada un epígrafe redactado de la siguiente manera:
“Facilitar información a cada uno de los internos y/o funcionarios sobre la posibilidad de 
someterse a un procedimiento de mediación y/ o cualquier otra técnica restaurativa” 
Y en el supuesto de finalizar con éxito la técnica restaurativa, en este momento y por tanto 
previo al periodo probatorio, lege ferenda, se podría dictar una resolución de sobreseimiento y 
archivo por la existencia de una técnica restaurativa finalizada con éxito.
3) En el trámite de audiencia –art. 244.4 RP1996– se podría habilitar al recluso para informar a 
la Comisión Disciplinaria de que está participando en un proceso de mediación y/o cualquier otra 
técnica restaurativa de cara a una posible, suspensión, reducción y /o revocación de la sanción.
Estas propuestas además de poder mejorar la eficacia, reeducadora y restaurativa del régimen 
disciplinario, mejorarían la eficacia y economía procesal al reducir los plazos del procedimiento.
2º En lo que respecta a la individualización de la sanción penitenciaria, así como durante 
su ejecución rigen los principios de proporcionalidad –art. 42.6 LOGP/art. 256 RP 1996–, 
oportunidad –43.2 LOGP– y reeducación y reinserción, en virtud de los cuales se puede reducir 
la sanción, revocarla o dejarla en suspenso761 con fundamento en la escasa entidad del daño 
causado, de la culpabilidad del autor o los fines de reeducación y reinserción:
1) Principio de proporcionalidad. El art. 42.6 LOGP señala expresamente “que las 
sanciones podrán ser reducidas por decisión del órgano colegiado correspondiente –Comisión 
Disciplinaria– o a propuesta del Equipo Técnico (…)”. Dicho precepto debería ser reformado 
y redactado de la siguiente manera: 
“las sanciones podrán ser reducidas o revocadas por decisión del órgano colegiado correspondiente 
o a propuesta del Equipo Técnico, así como en su caso en función de los resultados obtenidos en un 
proceso de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa empleada”
De esta manera la Comisión Disciplinaria y en su caso el JVP/JCVP –vía recurso– estarían 
habilitados legalmente para reducir o revocar la sanción impuesta en virtud de los resultados 
761 SEGOVIA BERNABÉ, J.L. (“Experiencia de la mediación penitenciaria” en GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ, P.M. y SOLETO MUÑOZ, H. (Dirs.); “Sobre la Mediación Penal: posibilidades y límites 
en un entorno de reforma”, Ed. Thomson-Aranzadi, Navarra, 2012, p. 309) apuntaba la idea de que “ 
en aras de la seguridad jurídica , se debería incorporar a la legislación penitenciaria, con una fórmula 
flexible que permita mantener la actual línea exploratoria, los efectos suspensivos de la sanción en los 
casos en los que se haya producido la mediación intrapenitenciaria con éxito (…)”. 
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obtenidos en un proceso de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa –p. 
ej.: conferencias grupales, sentencias en grupo, programas de sensibilización y/o talleres de 
gestión de conflictos, etc–.
Por su parte el art. 256. 2 RP1996 en concordancia con el art. 42.6 LOGP señala además que 
“cuando se advierta error en la aplicación de una sanción (…) se efectuará una nueva 
calificación (…) en caso de que no proceda sanción alguna, la revocará levantando 
inmediatamente el castigo y cancelará automáticamente su anotación”762.
Por tanto, el referido art. 256 RP 1996 debería ser reformado y redactado del siguiente modo:
“cuando se advierta error en la aplicación de una sanción (…) así como en atención a los 
resultados obtenidos tras un proceso de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa 
empleada se efectuará una nueva calificación (…) en caso de que no proceda sanción alguna, la 
revocará levantando inmediatamente el castigo y cancelará automáticamente su anotación”
2) Principio de oportunidad. El art. 43.2 LOGP, desarrollado por el art. 255.1 RP 1996, 
dispone en relación a la sanción de aislamiento en celda que 
“en los casos de enfermedad del sancionado, y siempre que las circunstancias lo aconsejen, 
se suspenderá la efectividad de la sanción consistente en internamiento en aislamiento 
en celda, hasta que el interno sea dado de alta o el correspondiente órgano colegiado lo 
estime oportuno respectivamente”. 
El referido precepto introduce una oportunidad reglada, a decisión de la Comisión 
Disciplinaria763, para que en casos de enfermedad y “las circunstancias lo aconsejen” la 
ejecución de la sanción quede en suspenso764. Por tanto propongo la siguiente reforma del 
precepto aludido: 
“en los casos de enfermedad del sancionado, siempre que las circunstancias lo aconsejen y 
en aquellos otros supuestos donde se esté realizando un procedimiento de mediación o cualquier 
otra técnica de justicia restaurativa, se suspenderá la efectividad de la sanción consistente en 
internamiento en aislamiento en celda, hasta que el interno sea dado de alta, el correspondiente 
762 En este sentido el JVP nº 1 de Madrid en auto de 09/03/2011, estimó el recurso presentado por el 
interno revocando la sanción impuesta por llevar a cabo un procedimiento de mediación. Se argumenta en el 
referido auto que “El interno junto con los otros compañeros que mantuvieron la pelea, han participado en 
un proceso de mediación firmando acta de reconciliación en la que expresamente el interno ha manifestado 
que asume su parte de responsabilidad en la agresión pidiendo disculpas al agredido. Es justo reconocer 
el esfuerzo y otorgar a esa actitud conciliadora un efecto jurídico dentro de los fines reeducativos y de 
reinserción social que tienen las penas privativas de libertad –art. 256 RP–”.
Observamos como el JVP da un paso más y revoca la sanción, conforme prevé el art. 256 RP 1996, 
otorgando un efecto jurídico –resocializador– a la actitud conciliadora llevada a cabo en el procedimiento 
de mediación.
763 El art. 277 RP 1996 establece que “(…) corresponde a la Comisión Disciplinaria ejercer la potestad 
disciplinaria en la forma regulada ene l Título X del RP (…)” y detalla sus funciones. 
764 Art. 277e) RP 1996.
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órgano colegiado lo estime oportuno respectivamente o hasta la finalización de la técnica de 
justicia restaurativa iniciada y a la luz de los resultados obtenidos el órgano competente podrá 
reducir o revocar la sanción”.
3) Principio de reeducación y reinserción. En este sentido el art. 255.2 RP 1996 establece: 
“Si la Comisión disciplinaria, en atención a los fines de reeducación y reinserción social 
o las circunstancias personales del interno, no hubiese estimado oportuno levantar la 
suspensión de la efectividad durante el plazo de tres meses, de oficio o a solicitud del 
interno, aplicará la reducción de la sanción prevista en el art. 256.1 RP (…).
Observamos que vía reglamentaria se introduce un nuevo criterio que fundamenta la 
suspensión de la ejecución de la sanción o reducir su duración, el fin resocializador. El nuevo 
criterio introducido reglamentariamente para valorar la posibilidad de una reducción, revocación 
o suspensión de la sanción, entronca directamente con los postulados de la Justicia restaurativa 
y por ende con la posibilidad de poner en práctica las técnicas restaurativas, y en virtud de sus 
resultados valorar el referido fin resocializador. Por tanto, lege ferenda, considero que el art. 
255.2 RP 1996 debería redactarse del siguiente modo: 
“Si la Comisión disciplinaria, en atención a los fines de reeducación y reinserción social o las 
circunstancias personales del interno, no hubiese estimado oportuno levantar la suspensión de la 
efectividad durante el plazo de tres meses, de oficio o a solicitud del interno, aplicará la reducción 
de la sanción prevista en el art. 256.1 RP (…), así como en su caso a los resultados obtenidos en 
una técnica de justicia restaurativa, por decisión motivada del órgano competente (…)”.
3º En relación a los efectos del cumplimiento de la sanción, la legislación penitenciaria 
contempla la cancelación de la anotación de la sanción del expediente penitenciario765. Dicha 
legislación permite la reducción del plazo de cancelación, en atención a las posibles reducciones 
o suspensiones de la sanción.
El art. 256 RP 1996, dispone que 
“(…) las sanciones impuestas y sus plazos de cancelación podrán reducirse, atendiendo 
a los fines de reeducación y reinserción social por decisión motivada de la Comisión 
Disciplinaria, de oficio o a propuesta de la Junta de Tratamiento (…)”
Como ya se ha expuesto, el referido criterio resocializador que establece el reglamento 
penitenciario para valorar la posibilidad de reducir los plazos de cancelación de la sanción, 
enlaza también con los fines y objetivos de las técnicas restaurativas. Por tanto, lege ferenda, 
estimo que el art. 256 RP debería redactarse del siguiente modo: 
“(…) las sanciones impuestas y sus plazos de cancelación podrán reducirse, atendiendo a 
los fines de reeducación y reinserción social, así como en su caso a los resultados obtenidos en 
una técnica de justicia restaurativa, por decisión motivada del órgano competente (…)”.
765 Arts.260 a 262 RP1996.
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Hasta aquí he propuesto los casos en los que se podría legalmente introducir la mediación 
o cualquier otra técnica restaurativa con efectos jurídicos reconocidos: durante la tramitación 
del procedimiento disciplinario, en la individualización de la sanción así como en su ejecución 
y sobre los efectos del cumplimiento de la misma. En adelante analizaré los problemas que 
nos podemos encontrar a la hora de poner en práctica las técnicas restaurativas en el régimen 
disciplinario, tales como; 1) Que una de las partes en conflicto no desee realizar un proceso 
de mediación o cualquier otra técnica de justicia restaurativa; 2) que no se cumpla el acuerdo 
alcanzado. Y ofreceré una solución jurídica. 
1) Que una de las partes en conflicto no desee realizar un proceso de mediación o cualquier 
otra técnica de justicia restaurativa. Para resolver este supuesto en el que una de las partes no 
acepta entrar en un proceso de mediación directa o participar en cualquier otra técnica de justicia 
restaurativa –p. ej.: mediación indirecta, conferencias grupales, resoluciones en círculo, etc– 
no podemos por ello negar las virtudes de estas técnicas a la parte que si desea realizarlas, por 
ello propongo, lege ferenda, introducir como causa de reducción de la sanción la predisposición 
de las partes para reparar el daño causado a modo de atenuante para individualizar la posible 
sanción, y en su caso la posibilidad de ser suspendida en su ejecución.
2) Que no se cumpla el acuerdo alcanzado en el proceso de mediación o en cualquier otra 
técnica de justicia restaurativa. En este supuesto las consecuencias deberían ser graduables en 
función del momento procesal y del grado de incumplimiento del acuerdo así como del resto de 
circunstancias concurrentes. Por tanto propongo, dependiendo del momento procesal en el que 
nos encontremos, diferenciar entre si el inicio del procedimiento había quedado en suspenso o 
si el procedimiento disciplinario ya está iniciado:
1º Si el inicio del procedimiento había quedado en suspenso por estarse realizando una intervención 
restauradora. Tal y como ya he propuesto, lege ferenda –art. 241.4 RP–: “La reanudación del inicio 
del procedimiento disciplinario respecto a la parte que incumplió el acuerdo”.
2º Si el procedimiento disciplinario ya está iniciado, planteo: a) El cese de la suspensión, 
reducción o revocación de la sanción inicialmente acordada para el caso de que el grado 
de incumplimiento sea total y por causas imputables a la parte incumplidora del acuerdo y 
como consecuencia el cumplimiento de la sanción inicialmente impuesta; b) la modificación 
gradual de la suspensión, reducción o revocación de la sanción inicialmente acordada para 
el supuesto de que el grado de incumpliendo sea parcial o total por causas no imputables a la 
parte incumplidora del acuerdo; c) la reanudación de la mediación o de la técnica restaurativa 
empleada para proceder a una modificación del acuerdo inicial a la luz de las circunstancias 
concurrentes. 
Si procedemos a regular de la manera expuesta, las intervenciones restauradoras realizadas en 
este campo gozaran de cobertura legal con efectos jurídicos reconocidos, dotando de seguridad 
jurídica a sus intervinientes. 
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c) En el régimen cerrado
La aplicación del régimen cerrado conlleva graves secuelas físicas y psicológicas sobre la 
persona del condenado, que dificultan su integración social, tal y como ya se ha expuesto en el 
capítulo correspondiente766. Por ello y en aras no sólo de evitar el grave deterioro físico y mental 
que sufren los condenados que cumplen su condena en régimen cerrado, sino también para 
facilitar y potenciar su integración social, así como de la restauración a la víctima e incrementar 
con ello la seguridad, se deberían buscar nuevas vías en virtud de la cuales los reclusos en 
régimen cerrado puedan salir de dicho régimen.
Nuestro sistema penitenciario es un sistema de individualización científica767 según el cual 
una persona puede progresar de grado y cambiar de régimen de vida en función de la evolución 
que experimente en su tratamiento. 
El artículo 65.2 LOGP prevé la posibilidad de progresar de grado y cambiar de régimen en 
función 
“(…) de la modificación de aquellos sectores o rasgos de la personalidad directamente 
relacionados con la actividad delictiva; se manifestará en la conducta global del interno, 
y entrañará un acrecentamiento de la confianza depositada en el mismo y la atribución 
de responsabilidades, cada vez más importantes, que implicarán una mayor libertad“. Y 
por su parte el art. 72.4 LOGP establece que “en ningún caso se mantendrá a un interno 
en un grado inferior cuando por la evolución de su tratamiento se haga merecedor a su 
progresión”
El art. 100.2 RP permite además 
“(…) con el fin de hacer el sistema más flexible, el Equipo Técnico podrá proponer a la 
Junta de Tratamiento que, respecto a cada penado, se adopte un modelo de ejecución en 
el que puedan combinarse aspectos característicos de cada uno de los grados, siempre 
y cuando dicha medida se fundamente en un programa específico de tratamiento que de 
otra forma no pueda ser ejecutado (…).
Y en concreto el art. 93. 1. 6ª RP dispone que 
“Para estos departamentos especiales se diseñará un modelo de intervención y programas 
genéricos de tratamiento ajustados a las necesidades regimentales, que estarán orientados 
a lograr la progresiva adaptación del interno a la vida en régimen ordinario, así como 
a la incentivación de aquellos factores positivos de la conducta que puedan servir de 
aliciente para la reintegración y reinserción social del interno, designándose el personal 
necesario a tal fin”.
766 Sobre ello Capitulo II, apartado 4.
767 Art. 72 LOGP “Las penas privativas de libertad se ejecutarán según el sistema de individualización 
científica, separado en grados, el último de los cuales será el de la libertad condicional, conforme 
determina el Código Penal.
Los grados segundo y tercero se cumplirán respectivamente en establecimientos de régimen 
ordinario y de régimen abierto. Los clasificados en primer grado serán destinados a los establecimientos 
de régimen cerrado, de acuerdo con la el art. 101 LOGP (…)”.
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Como ya se analizó en el apartado correspondiente el régimen cerrado se caracteriza 
por el aislamiento768, el riguroso control769 y la ausencia o escasez de tratamiento770, por lo 
768 Según el artículo 93. RP “El régimen de los departamentos especiales se ajustará a las siguientes 
normas: 
1ª Los internos disfrutarán, como mínimo, de tres horas diarias de salida al patio. Este número 
podrá ampliarse hasta tres horas más para la realización de actividades programadas (…).
2ª Diariamente deberá practicarse registro de las celdas y cacheo de los internos. Cuando existan 
fundadas sospechas de que el interno posee objetos prohibidos y razones de urgencia exijan una 
actuación inmediata, podrá recurrirse al desnudo integral por orden motivada del Jefe de Servicios, 
dando cuenta al Director. Este cacheo se practicará en la forma prevista en el artículo 68.
3ª En las salidas al patio no podrán permanecer, en ningún caso, más de dos internos juntos. Este 
número podrá aumentarse hasta un máximo de cinco para la ejecución de actividades programadas.
4ª Los servicios médicos programarán las visitas periódicas a estos internos, informando al 
Director sobre su estado de salud.
5ª El Consejo de Dirección elaborará las normas de régimen interior sobre servicios de barbería, 
duchas, peluquería, Economato, distribución de comidas, limpieza de celdas y dependencias comunes, 
disposición de libros, revistas, periódicos y aparatos de radio y televisión y sobre las ropas y enseres de 
que podrán disponer los internos en sus celdas.
2. Las normas de régimen interior elaboradas por el Consejo de Dirección, así como los programas 
a que hace referencia el apartado anterior, serán remitidas al Centro Directivo para su modificación o 
aprobación.”
Y por su parte el art. 94 RP establece que “El régimen de los módulos o centros cerrados se 
ajustará a las siguientes normas:
1ª Los internos disfrutarán, como mínimo, de cuatro horas diarias de vida en común. Este horario 
podrá aumentarse hasta tres horas más para la realización de actividades previamente programadas.
2.ª El número de internos que, de forma conjunta, podrán realizar actividades en grupo, será establecido 
por el Consejo de Dirección, previo informe de la Junta de Tratamiento, con un mínimo de cinco internos.
3ª La Junta de Tratamiento programará detalladamente las distintas actividades culturales, 
deportivas, recreativas o formativas, laborales u ocupacionales que se someterán a la aprobación 
del Consejo de Dirección. Estos programas se remitirán al Centro Directivo para su autorización y 
seguimiento”.
769 El Art. 68 RP dispone que “Se llevarán a cabo registros y cacheos de las personas, ropas y enseres 
de los internos y requisas de las puertas, ventanas, suelos, paredes y techos de las celdas o dormitorios, 
así como de los locales y dependencias de uso común.
2. Por motivos de seguridad concretos y específicos, cuando existan razones individuales y 
contrastadas que hagan pensar que el interno oculta en su cuerpo algún objeto peligroso o sustancia 
susceptible de causar daño a la salud o integridad física de las personas o de alterar la seguridad 
o convivencia ordenada del Establecimiento, se podrá realizar cacheo con desnudo integral con 
autorización del Jefe de Servicios.
3. El cacheo con desnudo integral se efectuará por funcionarios del mismo sexo que el interno, en 
lugar cerrado sin la presencia de otros internos y preservando, en todo lo posible, la intimidad.
4. Si el resultado del cacheo con desnudo integral fuese infructuoso y persistiese la sospecha, se 
podrá solicitar por el Director a la Autoridad judicial competente la autorización para la aplicación de 
otros medios de control adecuados.
5. De los registros, requisas, cacheos y controles citados se formulará parte escrito, que deberá 
especificar los cacheos con desnudo integral efectuados, firmado por los funcionarios que lo hayan 
efectuado y dirigido al Jefe de Servicios”
Y el art. 93. 1.2ª RP establece que “Diariamente deberá practicarse registro de las celdas y 
cacheo de los internos. Cuando existan fundadas sospechas de que el interno posee objetos prohibidos 
y razones de urgencia exijan una actuación inmediata, podrá recurrirse al desnudo integral por orden 
motivada del Jefe de Servicios, dando cuenta al Director. Este cacheo se practicará en la forma prevista 
en el artículo 68”
770 Expuesto en el Capítulo II, apartado 4.
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tanto a un preso en régimen cerrado le va a resultar bastante difícil, por no decir imposible, 
progresar de grado, al no existir un programa de tratamiento real sobre el que valorar dicha 
evolución.
Los mencionados preceptos de la legislación penitenciaria –arts. 65.2 y 72.4 LOGP y 
100.2 RP– entroncan al igual que en el supuesto anterior –régimen disciplinario: reducción, 
suspensión y/o revocación de sanciones penitenciarias- con la filosofía de la justicia 
restaurativa y por tanto con técnicas propias de la misma– mediación, conferencias de grupo, 
etc…, en virtud de las cuales, poder llevar a cabo una valoración adecuada sobre “(…)la 
modificación de aquellos sectores o rasgos de la personalidad directamente relacionados con 
la actividad delictiva (…)” del penado y proceder, en su caso, a una progresión de grado y/o 
flexibilización del régimen.
En consecuencia, como ya he manifestado, estimo que la incorporación de la mediación así 
como de otras técnicas restaurativas a los programas y actividades de tratamiento, mejorarían 
este, en el sentido de valorar de una manera más adecuada y eficaz: el nivel de responsabilidad del 
infractor, el nivel de restauración a la víctima y con ello el nivel de seguridad de la comunidad, 
de cara a la concesión de una progresión de grado y/o flexibilización del régimen que implica 
“(…) un acrecentamiento de la confianza depositada en el mismo –recluso– y la atribución de 
responsabilidades, cada vez más importantes, que implicarán una mayor libertad“.
En consonancia con todo lo argumentado, lege ferenda, propongo respecto del régimen 
cerrado:
1) Reformar el vigente art. 10. 3 párrafo 2º LOGP relativo a la permanencia en régimen 
cerrado, en el siguiente sentido: 
“ La permanencia de los internos destinados a estos centros -cerrados- será por el tiempo 
necesario hasta tanto desaparezcan o disminuyan las razones o circunstancias que determinaron 
el ingreso, para lo cual se tendrá en cuenta, entre otros, los resultados obtenidos tras un proceso 
de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa”.
De tal modo que se dote de efecto jurídico –salida del régimen cerrado– a la realización con 
éxito de un proceso de mediación o de cualquier otra técnica de justicia restaurativa incluidas 
las complementarias –programas de sensibilización hacia la víctima y/o talleres de gestión 
pacífica de conflictos–.
2) Modificar el art. 90. 3 RP 1996 en donde se regulan los programas de tratamiento: 
“En los centros con módulos o departamentos de régimen cerrado se diseñará un programa 
de intervención específico que garantice la atención personalizada a los internos que se 
encuentren en dicho régimen, por equipos técnicos especializados y estables. Los programas 
de intervención deberán contemplar la posibilidad individualizada de realizar una mediación o 
cualquier otra técnica de justicia restaurativa”
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Con esta nueva redacción las técnicas de la justicia restaurativa formaran parte del 
tratamiento específico que se puede dispensar a los reclusos que se encuentren en régimen 
cerrado.
3) Redactar el art. 92.2 RP relativo a la reasignación de modalidades dentro del régimen 
cerrado –departamentos cerrados/especiales– en el siguiente sentido:
“Procederá, en todo caso, la propuesta de reasignación de modalidad en el sistema de vida 
de los penados destinados en departamentos especiales que muestren una evolución positiva, 
ponderando, entre otros, factores tales como:
Interés por la participación y colaboración en las actividades programadas. Y en concreto 
los resultados obtenidos en un procedimiento de mediación o de cualquier otra técnica de 
justicia restaurativa”
Con ello se dotará de otro efecto jurídico a la realización de una mediación o de cualquier 
otra técnica de justicia restaurativa, la reasignación de modalidad dentro del régimen 
cerrado. 
4) Modificar el art 93.1.6ª RP relativo a los programas de tratamiento previstos en los 
departamentos especiales de régimen cerrado:
“Para estos departamentos especiales se diseñará un modelo de intervención y programas 
individualizados de tratamiento, que estarán orientados a lograr la progresiva adaptación 
del interno al régimen ordinario, así como a la incentivación de aquellos factores positivos 
de la conducta que puedan servir de aliciente para la reintegración y reinserción social del 
interno, designándose el personal necesario para tal fin. Los programas de tratamiento deberán 
contemplar la posibilidad individualizada de realizar una mediación o cualquier otra técnica de 
justicia restaurativa”
Así la mediación o cualquier otra técnica de justicia restaurativa formaran parte del tratamiento 
dispensado en los departamentos especiales del régimen cerrado.
5) Reformar el art 94.3ª RP relativo a los programas de tratamiento y actividades previstos 
en los departamentos cerrados de régimen cerrado:
“La Junta de Tratamiento programará de forma detallada las distintas actividades culturales, 
deportivas, recreativas o formativas, laborales u ocupacionales (…) dentro de las cuales se 
incluirán las técnicas restaurativas (…)”
Resulta imprescindible la inclusión legal de las técnicas restaurativas y complementarias 
como parte del tratamiento de los reclusos clasificados en primer grado, así como de los 
preventivos en régimen cerrado, para que éste no suponga un impedimento a la realización 
del tratamiento y con ello la posibilidad de progresar de grado y/o cambiar de régimen 
penitenciario.
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d) En la limitación regimental prevista en el art. 75 RP 1996 
La limitación forzosa del régimen de vida del recluso en virtud del art. 75 RP al igual que 
el régimen cerrado conlleva graves secuelas, que dificultan seriamente la integración social del 
preso, por las excesivas y rigurosas medidas de control que se aplican sobre su persona771.
La aplicación, revisión y control de esta limitación está falta de las garantías jurídicas que 
exige nuestro Estado de Derecho –como ya se ha estudiado– lo que genera en la persona del 
recluso una sensación de desamparo, percibiendo el sistema como injusto y desproporcionado. 
Esta situación conlleva a la victimización del preso o victimización terciaria y entra en colisión 
con los fines de responsabilidad y restauración.
A pesar de no estar de acuerdo con este régimen “ad hoc” por lo motivos ya expuestos772, 
soy consciente de que su desaparición hoy por hoy no es viable773, por ello para mejorar esta 
situación, lege ferenda, propongo:
1) Que se dote de cobertura legal adecuada a la posibilidad de limitar el régimen de vida 
de los reclusos, siendo en la LOGP, y no en el RP, donde de manera detallada y exhaustiva se 
especifiquen los supuestos en los que tal limitación puede operar.
2) Que exista un verdadero control judicial sobre la aplicación de esta medida, debiendo 
el JVP y/o JCVP en su caso, emitir una resolución motivada que autorice o no dicha medida, 
conforme al principio de proporcionalidad, valorando la idoneidad, necesidad y proporcionalidad 
concreta de la aplicación de este régimen en cuestión. Y por un tiempo limitado.
3) Que la limitación del régimen de vida por la vía art. 75 RP no conlleve en la práctica una 
limitación del tratamiento. De tal modo que las medidas de vigilancia y control no entorpezcan 
las actividades tratamentales, respetando así lo dispuesto en el vigente art. 71 LOGP.
4) Que se diseñen programas de tratamiento específicos para las personas que se encuentran 
sometidas a este régimen “ad hoc”. Formando parte de los mismos la mediación así como 
cualquier otra técnica de justicia restaurativa y sobre los resultados obtenidos con su puesta en 
práctica valorar de manera adecuada el levantamiento del mismo.
e) En los Ficheros de Internos de Especial Seguimiento -FIES-
La inclusión en un Fichero de Internos de Especial Seguimiento –FIES– conlleva graves 
limitaciones en los derechos fundamentales del recluso774. Al igual que en el supuesto anterior 
–art. 75 RP1996–, dichas limitaciones se realizan sin las garantías propias del Estado de Derecho. 
771 Estudiadas en el Capítulo II, apartado 4.
772 Sobre ello Capitulo II, apartado 3.1 c).
773 A la luz de la limitada eficacia que el control judicial – JVP, AP, TS y TC- puede ejercer en este 
aspecto para su desaparición. Analizado en el Capítulo II, epígrafe 3.
774 Sobre ello Capitulo II, apartado 3.1d).
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Esto provoca la victimización del preso, además de graves secuelas físicas y psicológicas que 
dificultan su resocialización775, así como de la restauración a la víctima.
La inclusión y salida de estos Ficheros no está regulada en la LOGP, ni está previsto un 
previo control por parte del JVP/JCVP –solo vía queja, una vez que ha sido aplicado– siendo la 
Administración penitenciaria776 quien “decide” la inclusión y salida. Por tanto para “mejorar” 
ésta anómala situación, dicha Administración penitenciaria debería utilizar, para la revisión de 
estas situaciones, técnicas restaurativas y en función de sus resultados adoptar una resolución 
que ampare la salida de dichos Ficheros.
Al igual que en el supuesto del art. 75 RP1996, a pesar de no estar de acuerdo con su 
existencia por lo motivos ya expuestos777, soy consciente de que su desaparición hoy por hoy 
tampoco es viable778. Por ello para mejorar esta situación, lege ferenda, planteo:
1) Que se dote de cobertura legal a la posibilidad de incluir a los reclusos en un Fichero, 
siendo en la LOGP y no en el RP donde se contemple tal posibilidad. Especificando de manera 
detallada los motivos concretos para poder ser incluido en un Fichero de este tipo y estableciendo 
garantías, reales y efectivas, para que su aplicación no implique la limitación de su régimen de 
vida, asignado éste, según el grado de clasificación.
2) Que exista un verdadero control judicial sobre la inclusión en estos Ficheros, debiendo 
el JVP y/o JCVP en su caso, emitir una resolución motivada que autorice o no dicha inclusión, 
conforme al principio de proporcionalidad, valorando la idoneidad, necesidad y proporcionalidad 
de la medida en cuestión. Además de controlar que la inclusión en uno de estos Ficheros no 
suponga de “facto” una limitación del régimen de vida asignado según el grado de clasificación, 
a través de revisiones periódicas y por tiempo limitado.
3) Que se diseñen programas de tratamiento específicos para las personas que se encuentran 
incluidos en estos Ficheros sobre los que poder valorar la salida de dicho Fichero. Formando 
parte de los mismos la mediación así como cualquier otra técnica de justicia restaurativa.
775 Analizado en el Capítulo II, apartado 4. 
776 Previsto en los arts. 6.4 RP 1996 modificado RD 489/2011 de 25 de marzo, I. 12/2011 de la SGIP 
sobre “Internos de especial seguimiento y medidas de seguridad” en la que se siguen estableciendo 
cinco grupos de ficheros: FIES 1 (CD), FIES 2 (DO), FIES 3 (BA), FIES 4 (FS) y FIES 5 (CE) y la I. 
8/2014 de la SGIP sobre “Medidas para la detección y prevención de procesos de radicalización de 
internos musulmanes”, revisada por la I. 2/2015, y la I. 2/2016 sobre “Programa Marco de intervención 
en radicalización violenta con internos islamistas”.
777 Sobre ello Capitulo II, apartado 3.1 d).
778 A pesar de la STS de la Sala de lo Contencioso Administrativo de 9-3-2009, en virtud de la cual 
se declaraba ilegal la Circular 21/1996, apartado 1º, donde se recogían estos Ficheros, por vulneración 
del principio de reserva de ley, al afectar su regulación a los derechos fundamentales de un colectivo 
general –presos–. Hoy en día la Administración penitenciaria sigue dictando Circulares –ya expuestas 
con anterioridad– a través de las cuales se continúa manteniendo los FIES. Esto pone de manifiesto 
la limitada eficacia que el control judicial –JVP, AP, TS y TC– puede ejercer en este aspecto para su 
desaparición. Analizado en el Capítulo II, apartado 3.
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En esta línea hemos de resaltar que la I. 2/2016 SGIP de 25 de octubre de 2016 sobre 
“Programa Marco de intervención en radicalización violenta de internos musulmanes” a pesar 
de no hacer referencia específica a las técnicas restaurativas como parte del tratamiento de este 
colectivo incluido en FIES, sí hace referencia a la posibilidad de que un “Imán moderado” 
colabore en las intervenciones que se realicen con este tipo de presos. De tal modo que esta 
figura podría hacer labores de “mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas”.
f) En la concesión de beneficios penitenciarios, recompensas y permisos
La concesión de beneficios penitenciarios779, recompensas y permisos, exige entre otros 
requisitos la “buena conducta” y en algunos casos además la “participación efectiva y favorable 
en programas de reparación a las víctimas”, “un pronóstico favorable de reinserción”, 
“participación en las actividades de reeducación y reinserción social” y/o “sentido de la 
responsabilidad”. Así tenemos que:
Para la aplicación de la libertad condicional780. Por un lado, el vigente art. 90.1 c) CP 
exige entre sus requisitos el de la “buena conducta” y “se valorará la conducta durante el 
cumplimiento de la pena”. Así como para poderse beneficiar de las modalidades adelantadas 
a las 2/3 partes y 90 días por año, donde el vigente art 90.2 c) parrf. 2º CP además exige “la 
participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas”. Por otro lado, 
la legislación penitenciaria, no adecuada a la última reforma del CP781, continúa exigiendo “un 
pronóstico favorable de reinserción” –art. 67 LOGP/art. 205 RP1996–.
La propuesta del indulto particular –art. 206 RP–, exige entre otros requisitos que en el 
penado concurra de manera continuada, durante al menos dos años, “buena conducta” y 
“participación en las actividades de reeducación y reinserción social”.
El indulto como manifestación concreta del derecho de gracia, se inspira en el principio de 
humanidad y sus fundamentos de política criminal hacen referencia al principio de necesidad de 
la pena, especialmente la no necesidad de la pena respecto a personas rehabilitadas782. Por tanto 
en aquellos supuestos especiales, en atención a las características y circunstancias del penado 
donde la ejecución de la pena resulte contraproducente, la reparación voluntaria del preso a 
favor del perjudicado, obtenida a través de un procedimiento de mediación o de cualquier otra 
técnica de justicia restaurativa, puede representar un argumento sólido para demostrar la no 
779 En los arts. 202 al 206 RP 1996 se regulan los vigentes beneficios penitenciarios: el adelantamiento 
de la libertad condicional y el indulto particular.
780 Tras la reforma del CP operada por la LO 1/2015 de 30 de marzo, la libertad condicional ha sufrido 
una desafortunada modificación en su naturaleza jurídica equiparándola a la suspensión –arts. 80 y ss. 
CP–. No es objeto de este trabajo analizar dicho tema, pero a efectos aclaratorios, me seguiré refiriendo 
a ella como libertad condicional.
781 Operada por la LO 1/2015 de 30 de marzo («BOE» núm. 77, de 31 de marzo de 2015).
782 Regulado en la Ley provisional de 1870, modificada por el Decreto 22-4-1938 y por la Ley 1/1988 
de 14 de enero.
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necesidad de la pena, la resocialización del penado y, por lo tanto para fundamentar la solicitud 
del indulto.
En la concesión de recompensas –art. 263 RP– : concesión de comunicaciones especiales 
y extraordinarias, adicionales, becas de estudio, donación de libros y otros instrumentos 
de participación en las actividades culturales y recreativas de la prisión, prioridad en la 
participación en salidas programadas para realizar actividades culturales, premios en metálico, 
notas meritorias, se exige haber puesto de manifiesto “buena conducta” y “sentido de la 
responsabilidad”.
Para la asignación de destinos o puestos en actividades culturales, deportivas u ocupacionales 
se tiene en cuenta por parte de la Institución penitenciaria el buen comportamiento.
Y en la concesión de permisos penitenciarios –art. 47.2 LOGP– se exige, entre otros, el 
requisito de “no observar mala conducta”.
Los criterios mencionados –buena conducta , participación efectiva y favorable en 
programas de reparación a las víctimas, pronóstico favorable de reinserción, participación 
en las actividades de reeducación y reinserción social y sentido de la responsabilidad– 
pueden valorarse de una manera objetiva e individualizada desde los resultados obtenidos en 
un procedimiento de mediación y/o cualquier otra técnica restaurativa y no como se realiza 
actualmente, donde se tiene en cuenta el aparente buen comportamiento dentro de la prisión 
–expediente disciplinario783– sin valorar el convencimiento íntimo de las actitudes manifestadas 
dentro de la cárcel. La implicación voluntaria del penado en la obtención de un acuerdo de 
reparación hacía la víctima y el esfuerzo por compensar o minimizar el daño causado, pueden 
ser considerados en determinados casos, una conducta positiva, una prueba fehaciente del 
verdadero interés del penado por integrarse de nuevo a la sociedad y sobre la que fundamentar 
la concesión de los beneficios penitenciarios aludidos.
A mi juicio, estimo necesario para mejorar el actual sistema de beneficios penitenciarios, 
recompensas y permisos la introducción de las técnicas restaurativas y en función de los 
resultados obtenidos, establecer dichos resultados como un criterio más a tener en cuenta para 
la concesión de los referidos beneficios penitenciarios, recompensas y permisos al recluso. 
En consonancia con lo expuesto, propongo, lege ferenda, que los preceptos aludidos sean 
redactados del siguiente modo:
1) Para la aplicación de la libertad condicional, el art 90.1 CP podría reformarse en el 
siguiente sentido: 
“El JVP acordará la suspensión de la ejecución del resto de la pena de prisión y concederá 
la libertad condicional al penado que cumpla los siguientes requisitos:
783 Si un recluso no tiene faltas disciplinarias en su expediente penitenciario se le presupone que tiene 
un buen comportamiento y viceversa.
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Que se encuentre clasificado en tercer grado.
Que haya extinguido las ¾ partes de la pena impuesta.
Que haya observado buena conducta, para lo cual deberá tenerse en cuenta los resultados 
del procedimiento de mediación así como de cualquier otra técnica de justicia restaurativa que 
se haya podido realizar”.
Respecto a las modalidades adelantadas de libertad condicional el art. 90.2 b) y c) parrf. 2º 
debería ser redactado del siguiente modo:
b) Que durante el cumplimiento de la pena haya desarrollado actividades laborales, 
culturales u ocupacionales, bien de forma continuada, bien con aprovechamiento de que se 
haya derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas circunstancias personales 
relacionadas con su actividad delictiva previa. Para lo cual deberán tenerse en cuenta también 
los resultados del procedimiento de mediación así como de cualquier otra técnica de justicia 
restaurativa que se haya podido realizar”.
c) (…) Esta medida requerirá que el penado haya desarrollado continuamente las actividades 
indicadas en la letra b) de este apartado y que acredite, además, la participación efectiva y favorable 
en programas de reparación a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación, en su 
caso. Para lo cual deberán tenerse en cuenta también los resultados del procedimiento de mediación 
así como de cualquier otra técnica de justicia restaurativa que se haya podido realizar”.
En lo que concierne al art 67 LOGP debería redactarse en los siguientes términos: 
“Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe de 
pronóstico final, en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el tratamiento, 
incluyendo también los resultados obtenidos en un procedimiento de mediación así como 
en cualquier otra técnica de justicia restaurativa que se haya podido realizar y un juicio de 
probabilidad sobre el comportamiento futuro del sujeto en libertad, que en su caso, se tendrá 
en cuenta en el expediente para la concesión de la libertad condicional”.
Y en relación a los arts. 195/205 RP su redacción debería ser la siguiente:
Art 195 RP “(…)en su caso se propondrá al JVP la aplicación de una o varias reglas de 
conducta previstas en el art. 105 CP, así como la posibilidad de realizar un procedimiento de 
mediación o cualquier otra técnica de justicia restaurativa”.
Art 205 RP “ Las Juntas de Tratamiento podrán proponer al JVP el adelantamiento de la 
libertad condicional siempre que hayan extinguido las 2/3 partes de su condena y que sean 
merecedoras de dicho beneficio por observar buena conducta y haber desarrollado actividades 
laborales, culturales u ocupacionales, bien de forma continuada, bien con aprovechamiento 
de que se haya derivado una modificación relevante y favorable de aquéllas circunstancias 
personales relacionadas con su actividad delictiva previa. Para lo cual deberá tenerse en cuenta 
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también los resultados del procedimiento de mediación así como de cualquier otra técnica de 
justicia restaurativa que se haya podido realizar”.
2) En la propuesta del indulto particular, el art. 206 RP debería ser redactado en el siguiente 
sentido: 
“La Junta de tratamiento, previa propuesta del Equipo Técnico podrá solicitar del JVP la 
tramitación de un indulto particular en la cuantía que aconsejen las circunstancias, para los 
penados en los que concurran (…) todas y cada una de las siguientes circunstancias:
Buena conducta.
Participación en las actividades de reeducación y reinserción social, teniendo en cuenta 
los resultados del procedimiento de mediación así como de cualquier otra técnica de justicia 
restaurativa que se haya podido realizar”. 
3) Para la concesión de recompensas, el art. 263 RP debería contener el siguiente 
pronunciamiento: 
“Los actos que pongan de manifiesto, buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de la 
responsabilidad en el comportamiento de los internos, así como la participación en actividades 
(…) y en programas de mediación o cualquier otra técnica de justicia restaurativa será estimulada 
con alguna de las siguientes recompensas (…)”.
4) En la concesión de permisos penitenciarios planteo que a los arts. 47.2 LOGP y 154.1RP 
– se les añadiera el siguiente inciso:
“Para lo cual deberá tenerse en cuenta también los resultados del procedimiento de mediación 
así como de cualquier otra técnica de justicia restaurativa que se haya podido realizar” 
Una vez realizadas las propuestas, lege ferenda, para introducir legalmente las técnicas 
restaurativas, pasaré a analizar los problemas jurídicos prácticos que nos podemos encontrar en los 
supuestos planteados, tales como: 1) Que una de las partes no dese realizar la técnica restaurativa; 
2) Que no exista una víctima concreta; 3) Que no se cumpla el acuerdo restaurador.
1) Que una de las partes no desee realizar la técnica restaurativa. Para este caso propongo, 
al igual que en el régimen disciplinario, que la predisposición y actitud para llegar a un acuerdo 
y reparar el daño sea tenido en cuenta de manera positiva para valorar la adecuada concesión de 
las figuras jurídicas penitenciarias mencionadas –salida de los regímenes cerrados y concesión 
de la libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos–.
2) Que no exista una víctima concreta. Cómo ya adelanté784, en estos supuestos propongo, 
siguiendo a diferentes autores785, que la mediación y/o técnica restaurativa podría ser llevada 
784 Capítulo V, apartado 2.1.
785 Sobre ello SOLETO MUÑOZ, H. (“Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital, pp. 93-94.
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a cabo con una persona “subrogada” que represente al colectivo afectado o con el mediador 
y/o impulsor, que más adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo y 
aprovechar así la voluntad reparadora del infractor –mediación indirecta–.
3) Que no se cumpla el acuerdo restaurador. En estos casos, siguiendo el modelo ya propuesto en 
el régimen disciplinario, se debería proceder a una graduación de las consecuencias en función del 
grado de incumplimiento así como de las circunstancias concurrentes. De tal modo que: 1º Si se ha 
incumplido de manera total el acuerdo por circunstancias imputables a la parte se debería proceder a la 
revocación de la figura penitenciaria concedida –progresión de grado, libertad condicional, beneficio 
penitenciario, permiso, etc…–; 2º Si se ha incumplido de manera parcial o por circunstancias no 
imputables a la parte se debería valorar la posibilidad de reanudar la técnica restaurativa así como los 
acuerdos alcanzados para seguir manteniendo en su caso la figura penitenciaria concedida –tercer 
grado, libertad condicional, beneficios penitenciarios, permisos, etc…–.
3.2. Propuestas lege ferenda para incorporar técnicas de Justicia restaurativa con la 
finalidad de prevenir y/o resolver el conflicto extra-penitenciaria
A la hora de realizar estas propuestas, en primer lugar, partiré del contenido del programa 
de tratamiento –remitiéndome a lo ya expuesto en relación al conflicto intra-penitenciario– y 
proseguiré con la revisión de cada mecanismo previsto en la actual legislación penitenciaria 
–clasificación inicial y/o progresión a tercer grado y libertad condicional– para la solución del 
conflicto extra-penitenciario –preso/víctima o bien preso/familiar–, a tal efecto propondré en 
cada caso los supuestos en los que se deberían introducir técnicas restaurativas así como sus 
efectos jurídicos. Todo ello de manera complementaria, como ya se ha señalado, al procedimiento 
penitenciario legalmente establecido y con el objetivo de mejorarlo. 
Durante el cumplimiento de la pena debería ser tenido en cuenta, además del comportamiento 
en prisión, el comportamiento del condenado respecto de la víctima: actitud hacia la víctima, 
esfuerzo para reparar el daño, aprendizaje efectivo de comportamientos no violentos para 
afrontar las dificultades, la adquisición progresiva de responsabilidades etc… como 
circunstancias a valorar para la concesión de todas aquellas figuras jurídicas penitenciarias 
–clasificaciones en tercer grado y /o libertad condicional– que conllevan un régimen abierto de 
cumplimento y/o una excarcelación anticipada del recluso786. En este marco tenemos que:
786 Tal y como reseñé en el Capítulo III, apartado 2.2b) –nota 554–, autores como SEGOVIA BERNABÉ, 
J.L. (“Experiencia de la mediación penitenciaria…ob. cit. p. 309) o más concretamente CERVELLÓ 
DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la mediación penal…ob. cit. pp. 45-50) y BARONA 
VILAR, S., (“La mediación penal…”, ob. cit., pp. 345-346) ya apuntaron esta idea general en el sentido 
de que la mediación fuera parte del tratamiento penitenciario y en atención a sus resultados se pudiese 
proceder a la progresión de grado, a la clasificación en tercer grado, a libertad condicional o la obtención 
de permisos, entre otros, dando por cumplidos sus requisitos –p. ej.: satisfacción de la responsabilidad 
civil, pronóstico favorable de reinserción, buena conducta, etc...– . En este apartado, partiendo de esa idea 
general, ya apuntada por estos autores, pero enfocada, por mi parte, desde la perspectiva de la resolución 
del conflicto extra-penitenciaria (infractor-víctima), propongo la manera de materializar dicha idea en la 
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a) En el programa de tratamiento787
b) En la clasificación inicial y/o progresión a tercer grado de tratamiento con aplicación del 
régimen abierto
Para que un recluso pueda ser clasificado inicialmente o progresado a tercer grado de 
tratamiento con aplicación del régimen abierto788, la legislación exige varios requisitos –art. 
72.5.6 LOGP y art 36.2 CP: la satisfacción de la responsabilidad civil, el cumplimiento del 
período de seguridad y mostrar signos inequívocos de haber abandonado la organización 
terrorista u organización criminal, en su caso–.
1º La satisfacción de la responsabilidad civil789
El daño ocasionado con el delito a la víctima no debería ser cuantificado única y exclusivamente 
en términos económicos, sino que el esfuerzo realizado por el penado para reparar el daño 
ocasionado y su actitud hacia la víctima deberían ser circunstancias a tener en cuenta para 
entenderlo reparado790.
práctica, mediante la reforma de la legislación penitenciaria, especificando los supuestos susceptibles de 
ser intervenidos restaurativamente, las vías de derivación y sus efectos jurídicos.
787 Nos remitimos a lo expuesto en el epígrafe 3.1 a) de este Capítulo.
788 Regulado de manera específica en los art. 80 a 88 RP 1996. Entre sus objetivos y principios se 
encuentra: la atenuación de las medidas de control, la autorresponsabilidad, la normalización social 
e integración, la prevención para evitar la desestructuración familiar y social y la coordinación con 
instituciones públicas o privadas que actúen en la atención y reinserción de los reclusos. 
789 Prevista en el vigente art. 72.5 LOGP, tras la reforma operada por la LO 7/2003, de 30 de junio 
(BOE núm. 156, de 1 de junio) de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las 
penas. Diversos autores escribieron al respecto sobre las consecuencias e implicaciones de esta nueva 
exigencia para acceder al tercer grado, recogidas las reflexiones de algunos de estos autores en LEGANÉS 
GÓMEZ, S., “Reparación y mediación en la ejecución penitenciaria” en ORTEGA GIMÉNEZ y COBAS 
COBIELLA, M.E.: “Mediación en el ámbito civil, familiar, penal e hipotecario”, Ed. Difusión Jurídica, 
2013, pp.321-351/325-332; MAPPELLI CAFFARENA, B., (“Las consecuencias jurídicas del delito”, Ed. 
Civitas , Navarra, 2005, pp. 173) apuntó “que la incorporación del requisito de la responsabilidad civil 
al tercer grado y a la libertad condicional las aleja de la individualización científica, pero dependerá 
de la orientación que se dé a este requisito y no su mera exigencia lo que permita mantener su vínculo 
con el sistema de individualización científica”; CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Responsabilidad civil y 
tratamiento penitenciario” en Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, Nº 22, Ejemplar dedicado a: Derecho 
penitenciario: incidencia de las nuevas modificaciones” , 2006, pp. 89-141) se muestra en igual sentido 
que Mapelli Caffarena; BENITO LÓPEZ, R., “La quiebra de la finalidad resocializadora de la pena, y la 
resurrección de la prisión por deudas” en AA.VV: Libro Homenaje al profesor Dr. Gonzalo Rodríguez 
Mourullo, Ed. Thomson-Cívitas, Madrid, 2005, pp.83-111.
790 En un sentido parecido se muestra CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la 
mediación penal…” ob. cit. p. 45) “El pago de la responsabilidad civil derivada del delito, no puede tener 
solo un contenido económico del resarcimiento del daño material efectivo, sino también un contenido 
moral de reconocimiento del daño producido, disculpa o petición de perdón a la víctima; de esta forma 
la conciliación víctima agresor se puede conseguir en la medida que desde la propia institución se 
fomente el cumplimiento de las obligaciones civiles o la asunción del delito, con ello la víctima puede 
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Las técnicas de la Justicia restaurativa de estilo mediatorio, donde infractor y víctima de 
manera dialogada, guiados por un mediador y/o facilitador, con responsabilidad e implicación 
personal, intentan resolver el conflicto surgido tras el delito, podrían ser mecanismos óptimos 
para valorar la satisfacción de la responsabilidad civil. Por consiguiente al vigente art. 72.5 
LOGP se le debería añadir un inciso en el siguiente sentido:
“Los acuerdos a los que se haya llegado tras un proceso de mediación o por cualquier técnica 
de la Justicia restaurativa se entenderán como reparación del daño causado a efectos de una 
clasificación inicial o progresión a tercer grado y en caso de incumplimiento se valorará por 
parte del órgano que concedió dicha clasificación o progresión la posibilidad de su revocación 
en función del grado de incumplimiento y las circunstancias concurrentes, pudiendo plantear 
la reanudación de la mediación o de la técnica restaurativa empleada para proceder a una 
modificación del acuerdo inicial” 
2º El cumplimiento del período de seguridad791
La clasificación inicial y/o progresión a tercer grado de tratamiento con aplicación del régimen 
abierto, prevé que en aquellos supuestos donde se ha establecido el periodo de seguridad según 
el art. 36.2 CP792, el JVP mediante un “un pronóstico favorable de reinserción” pueda exceptuar 
el cumplimiento de dicho periodo para poder acceder al tercer grado de tratamiento, si se dan el 
obtener la satisfacción que no ha conseguido antes del juicio y contribuir con ello a reducir los efectos 
de la victimización secundaria”.
791 Requisito exigido tras la reforma operada por la por la LO 7/2003, de 30 de junio (BOE núm. 156, 
de 1 de junio) de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, en virtud de 
la cual se introdujo el apartado segundo del vigente art. 36.2 CP. Y sobre el que también ha escrito la 
doctrina sobre su alcance y repercusiones en LEGANÉS GÓMEZ, S., “El período de seguridad 10 años 
después de la LO 7/2003, de 30 de junio, de cumplimiento íntegro y efectivo de las penas” en Revista La 
Ley Penal: revista de derecho penal, procesal y penitenciario, Nº 104, 2013, p. 7.
792 El art. 36.2 CP dispone que “Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a 
cinco años, el Juez o Tribunal podrá ordenar que la clasificación del condenado en el tercer grado de 
tratamiento penitenciario no se efectúe hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta.
En cualquier caso, cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años y se 
trate de los delitos enumerados a continuación, la clasificación del condenado en el tercer grado de 
tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la misma:
a) Delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII 
del Título XXII del Libro II de este Código.
b) Delitos cometidos en el seno de una organización o grupo criminal.
c) Delitos del artículo 183.
d) Delitos del Capítulo V del Título VIII del Libro II de este Código, cuando la víctima sea menor 
de trece años.
El Juez de Vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y 
valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, 
podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás 
partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento, salvo en los supuestos contenidos en el 
párrafo anterior
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resto de requisitos –satisfacción de la responsabilidad civil, art. 72.5 LOGP y variables de los 
arts. 63 LOGP y art. 102.4 RP–.
El referido pronóstico individualizado de reinserción793 que debe emitir el JVP para exceptuar 
el período de seguridad, podría ser adoptado en función de los resultados obtenidos en una 
técnica restaurativa. De tal modo que el art. 36.2 último párrafo CP debería ser reformado, a mi 
juicio, en los siguientes términos: 
“El JVP , previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, 
en su caso, las circunstancias personales del reo, la evolución en el tratamiento reeducador, 
así como los resultados de una mediación o de cualquier técnica restaurativa empleada, podrá 
acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás 
partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento”
3º Mostrar signos inequívocos de haber abandonado la organización terrorista u organización 
criminal –art. 72.6 LOGP–.
La legislación penitenciaria exige para supuestos terroristas que, éstos, para poder 
acceder al tercer grado, además “muestren signos inequívocos de haber abandonado los 
fines y los medios terroristas, y además hayan colaborado activamente con las autoridades, 
bien para impedir la producción de otros delitos por parte de la banda armada, organización 
o grupo terrorista, bien para atenuar los efectos de su delito, bien para la identificación, 
captura y procesamiento de responsables de delitos terroristas, para obtener pruebas o 
para impedir la actuación o el desarrollo de las organizaciones o asociaciones a las que 
haya pertenecido o con las que haya colaborado, lo que podrá acreditarse mediante una 
declaración expresa de repudio de sus actividades delictivas y de abandono de la violencia 
y una petición expresa de perdón a las víctimas de su delito, así como por los informes 
técnicos que acrediten que el preso está realmente desvinculado de la organización 
terrorista y del entorno y actividades de asociaciones y colectivos ilegales que la rodean y 
su colaboración con las autoridades “.794
793 En la práctica dichos pronósticos están siendo emitidos por las Juntas de Tratamiento de los Centros 
Penitenciarios, ante la falta de equipos técnicos por parte de los JVP.
794 Han sido diversas las críticas realizadas a esta nueva regulación, destacamos entre otras las 
realizadas por CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la mediación penal… ob.cit. p. 
49) quien señala entre otras: “son los únicos delitos que contemplan la regulación del perdón o disculpa 
de la víctima, lo que puede suponer un trato discriminatorio; recoge un enfoque de disculpa moralista de 
arrepentimiento interno, más que una reparación en términos jurídicos; esta colaboración y abandono 
de la violencia hasta ahora disfrutaba de un régimen penológico privilegiado, y ahora ha pasado a 
endurecer las condiciones de la clasificación penitenciaria”. Por su parte TAMARIT SUMALLA, J.M., 
(“La introducción de la justicia reparadora en la ejecución: ¿una respuesta al rearme punitivo? Revista 
general de Derecho Penal Nº 1, 2004, p. 4) considera además “que tal previsión infringe el principio 
de deontología victimológica de no establecer tratamientos diferentes entre las distintas clases de 
víctimas”. Dicho autor además considera que la “petición expresa de perdón a las víctimas del delito” 
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Para valorar si dichas variables se cumplen de manera adecuada795, se podría realizar un 
procedimiento de mediación u otra técnica restaurativa y en función de sus resultados dar por 
cumplido o no los requisitos legalmente exigidos en este aspecto. Punto polémico representa 
si un condenado por delito terrorista o miembro de una organización criminal puede llevar a 
cabo un proceso de mediación con la víctima. Hechos796 y experiencias recientes797 ponen de 
manifiesto que es posible, a pesar de los recelos798 manifestados en este sentido. En consecuencia 
tiene connotaciones moralistas en GARCÍA ALBERO, R. y TAMARIT SUMALLA, J.M., “La reforma 
de la ejecución penal”, Ed. Tirant Lo Blanch, Valencia, 2004, p. 125.
795 A criterio CERVELLÓ DONDERIS, V., (“Principios y garantías de la mediación penal… ob.cit. 
p. 49) “En términos de mediación el mayor inconveniente que tiene esta nueva previsión legal –art. 
36.2 CP/art. 72.6 LOGP–, es su relación con la obtención de beneficios penitenciarios en delitos tan 
gravemente castigados como el terrorismo, puede alejarlos de la necesaria voluntariedad y acercarlos 
más al interés estrictamente penológico, lo que unido a la condición de ser necesariamente aceptados 
por la otra parte también puede dificultarlos, por ello es preferible la valoración del esfuerzo y 
reconocimiento de los hechos estimada por los profesionales que valoran la evolución del interno”.
796 “El 25 de mayo de 2011 sucedió algo insólito en una sala de oficina de Vitoria. Tras medio siglo de 
violencia terrorista, de 829 asesinatos perpetrados por ETA, de varias generaciones que han crecido en 
Euskadi entre el miedo y la falta de libertad, dos desconocidos se sentaban cara a cara. Mientras el país 
entero hablaba sobre el final de la banda, estos dos hombres lo escenificaban, de forma privada, en esa 
sala. Uno era una víctima del terrorismo cuyo padre fue asesinado en 1980 y que aún no conoce quiénes 
fueron los culpables. El otro, un preso condenado por pertenecer a ETA, con delitos de sangre, que ha 
llegado a la conclusión de que la violencia no tiene sentido y se ha apartado de la banda. El primero 
quería saber el porqué de muchas cosas. Por qué la persona que tenía enfrente había sido un terrorista, 
por qué había matado, cómo podía vivir con ello, qué le condujo a la organización que destrozó la vida 
de su madre y de sus seis hermanos... El segundo quería, sobre todo, pedir perdón.” Artículo publicado 
en el Periódico El País, domingo 25 de septiembre de 2011 y redactado por Mónica Ceberio Belaza.
Por otro lado, el 17/7/ 2011 el periodista Pedro Jiménez emitía la siguiente noticia a través de la 
Cadena Ser “Instituciones Penitenciaras ha puesto en marcha un proceso de mediación penal en la 
cárcel de Nanclares de Oca. Según ha sabido la SER participan en este programa pionero en torno a 
una decena de presos etarras que ya se han desvinculado de la banda terrorista.
Nanclares de la Oca es el centro penitenciario de los arrepentidos de ETA. Todos los internos se 
han desvinculado por escrito de la banda terrorista con lo que si cumplen el resto de requisitos que 
establece la Ley pueden optar a beneficios penitenciarios.
Sin embargo para Instituciones Penitenciarias esto no es suficiente y ha puesto en marcha un 
proceso de mediación penal. Según fuentes de Interior consultadas por la SER, el programa persigue 
que los miembros de ETA arrepentidos tomen verdadera conciencia de los delitos cometidos y lleguen 
a la convicción de que tienen que pedir perdón personalmente a las víctimas por el daño que les han 
hecho. Si el proceso concluye satisfactoriamente, el mensaje se le traslada a la víctima para que decida 
si quiere recibir ese perdón o no.” 
797 Sobre ello PASCUAL RODRÍGUEZ, E., (coor.) y OTROS “Los ojos del otro. Encuentros 
restaurativos entre víctimas y ex miembros de ETA”, Ed Sal Terrae, 2013.
798 En este sentido DOMINGO DE LA FUENTE, V., (“Procesos restaurativos como mediación 
penal en delitos serios: terrorismo”, en www.cj-worldnews.com; “La justicia restaurativa está por y 
para las víctimas” en www.cj-worldnews.com) manifiesta que “se debe tener claro qué es la Justicia 
Restaurativa, y su misión de ayuda y revalorización de las víctimas (…) y no deberían implicar beneficios 
penitenciarios, al menos de forma inmediata”; LEGANÉS GÓMEZ, S., “Reparación y mediación en 
la ejecución penitenciaria” en ORTEGA GIMÉNEZ y COBAS COBIELLA, M.E.: “Mediación en 
el ámbito civil, familiar, penal e hipotecario”, Ed. Difusión Jurídica, 2013, pp. 343-345., se muestra 
en la misma línea argumentativa de Domingo De la Fuente. En mi opinión, con la propuesta, lege 
ferenda, que realizo en esta materia no pretendo la “concesión automática de beneficios penitenciarios” 
tal y como recelan estos autores, sino una valoración adecuada en la concesión de las diferentes figuras 
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con los referidos resultados positivos, considero que al vigente art. 72.6 LOGP se le debería 
incorporar el siguiente apartado:
“Para lo cual deberá tenerse en cuenta también los resultados del procedimiento de 
mediación así como de cualquier otra técnica de justicia restaurativa que se haya podido 
realizar”
c) En la concesión de la libertad condicional799 
La legislación exige para acceder a la libertad condicional –art. 90.1 CP y 192 ss. RP 1996–, 
así como a las modalidades adelantadas –art. 90.2 CP, arts. 205 y ss. RP 1996–: estar clasificado 
en tercer grado de tratamiento y el pronóstico de integración social.
1º Estar clasificado en tercer grado de tratamiento, –remitimos al apartado anterior para 
conocer los requisitos de este grado de tratamiento–. Así como a las propuestas realizadas en 
este sentido
2º Un informe sobre el pronóstico de integración social, que será emitido por la Junta 
de Tratamiento del Centro Penitenciario de acuerdo con lo dispuesto en el art. 67 LOGP800. 
Dicho precepto dispone que en “el informe final se manifestarán los resultados conseguidos 
por el tratamiento y un juicio de probabilidad sobre el comportamiento futuro del sujeto en 
libertad”. 
Además el vigente art. 90.1c) CP introduce como nuevas variables a tener en cuenta para la 
concesión de la libertad condicional “la conducta durante el cumplimiento de la pena” y para 
los supuestos de libertad condicional anticipada, además, “la participación efectiva y favorable 
en programas de reparación a las víctimas” –art. 90.2 c) párrafo 2º CP801–.
Para elaborar el informe sobre el pronóstico de integración social, las principales cuestiones 
a tener en cuenta son: la “evolución en el tratamiento” y el “juicio de probabilidad sobre su 
comportamiento futuro”. Por lo tanto, a mi juicio, la implicación voluntaria del penado en 
jurídicas –clasificaciones, progresiones de grado, libertad condicional, etc…– que integran nuestro 
sistema penitenciario. Como ya he señalado en este trabajo, a través de las técnicas restaurativas se 
puede valorar el nivel de responsabilidad del infractor, el nivel de restauración a la víctima y el nivel 
de integración de aquella, y en base a ello, valorar de manera objetiva el convencimiento íntimo del 
infractor.
799 Tal y como ya he expuesto con anterioridad, tras la reforma del CP operada por la LO1/2015 de 
30 de marzo, la libertad condicional ha sufrido una desafortunada modificación en su naturaleza jurídica 
equiparándola a la suspensión –art. 90.1 CP–. No es objeto de este trabajo analizar dicho tema, pero a 
efectos aclaratorios, me seguiré refiriendo a ella como libertad condicional.
800 A pesar de que el art. 67 LOGP no está adaptado a la reforma del CP llevada a cabo por la Ley 
1/2015 de 30 de marzo, compartimos con MIR PUIG, C. (“Derecho penitenciario: el cumplimiento de 
la pena privativa de libertad “, Ed. Atelier, 2015) que los nuevos requisitos de la libertad condicional 
establecidos en el CP son compatibles con el pronóstico de integración social que debe emitir la Junta 
de Tratamiento de la prisión conforme a la legislación penitenciaria.
801 Cuyas propuestas de reforma se han hecho en el epígrafe anterior.
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la obtención de un acuerdo de reparación hacia la víctima y el esfuerzo para compensarla o 
minimizar el daño causado pueden ser considerados una conducta positiva, así como la voluntad 
manifiesta de reparación y en consecuencia un pronóstico favorable de reinserción social.
En consonancia con todo lo expuesto, según mi criterio, el art 67 LOGP debería pronunciarse 
en los siguientes términos: 
“Concluido el tratamiento o próxima la libertad del interno, se emitirá un informe de 
pronóstico final, en el que se manifestarán los resultados conseguidos por el tratamiento, 
incluyendo también los resultados obtenidos en un procedimiento de mediación así como 
en cualquier otra técnica de justicia restaurativa que se haya podido realizar y un juicio de 
probabilidad sobre el comportamiento futuro del sujeto en libertad, que en su caso, se tendrá 
en cuenta en el expediente para la concesión de la libertad condicional”
d) En la suspensión de la prisión permanente revisable
Para que los condenados a la pena de prisión permanente revisable802 puedan acceder a la 
suspensión de la misma el actual art. 92.1 CP dispone, entre otros requisitos; “b) que el penado 
esté clasificado en tercer grado803; c) Que el tribunal a la vista de (…) su conducta durante 
el cumplimiento de la pena (…) pueda fundar (…) la existencia de un pronóstico favorable 
de reinserción social (…)”. Dichos requisitos coinciden con los exigidos, y ya analizadas, 
respecto a la concesión de la libertad condicional de la prisión no permanente. Por consiguiente, 
reitero en el mismo sentido, la implicación voluntaria del penado en la obtención de un acuerdo 
de reparación hacia la víctima y el esfuerzo para compensarla o minimizar el daño causado 
pueden ser considerados una conducta positiva, así como la voluntad manifiesta de reparación 
y en consecuencia un pronóstico favorable de reinserción social a efectos de concesión de la 
suspensión de la pena de prisión no permanente. Por tanto el art. 92.1 c) CP debería contener la 
siguiente redacción:
“Que el tribunal, a la vista de (…) así como los resultados obtenidos en una técnica 
restaurativa, pueda fundar (...) la existencia de un pronóstico favorable de reinserción 
social”
802 Como ya he referido con anterioridad, la prisión permanente revisable, a mi juicio de dudosa 
constitucionalidad así como a criterio de diversos autores (LASCURAÍN SÁNCHEZ J.A., PÉREZ 
MANZANO M., ALCÁCER GUIRAO R., ARROYO ZAPATERO L.A, DE LEÓN VILLALBA F.J., 
MARTÍNEZ GARAY, L., “Dictamen sobre la constitucionalidad de la prisión permanente revisable” 
en el Libro Contra la cadena perpetua (coords.) Cristina Rodríguez Yagüe; Luis Alberto Arroyo Zapatero 
(ed. lit.), Juan Antonio Lascuraín Sánchez (ed. lit.), Mercedes Pérez Manzano (ed. lit.), Universidad 
de Castilla-La Mancha, Ediciones de la Universidad de Castilla-La Mancha, 2016, Parte I, pp. 17-
80; RÍOS MARTÍN, J.C., “La prisión perpetua en España. Razones para su ilegitimidad ética y de su 
inconstitucionalidad”, Ed. Gakoa, 2015, 2ª edición) fue introducida en nuestro Sistema jurídico Penal en 
virtud de la L.O. 1/2015 de 30 de marzo. No obstante, a pesar de tal reforma, la legislación penitenciaria 
todavía no ha sido adaptada a la misma.
803 Remito a lo expuesto sobre la clasificación o progresión a tercer grado de tratamiento.
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Una vez realizadas las referidas propuestas de reforma legislativa, pasaré a detallar los 
problemas que nos podemos encontrar a la hora de poner en práctica las técnicas restaurativas 
en los supuestos analizados. Y propondré una solución jurídica. Al igual que en las figuras 
penitenciarias anteriormente analizadas, dichos problemas, podrían ser: 1) Que una de las partes 
en conflicto no desee realizar la técnica restaurativa; 2) Que no exista una víctima concreta; 3) 
Que no se cumpla el acuerdo restaurador. 
1) Que una de las partes en conflicto no desee realizar la técnica restaurativa. Para este 
caso propongo que la predisposición y actitud para llegar a un acuerdo y reparar el daño por 
una de las partes sea tenido en cuenta de manera positiva para valorar la adecuada concesión 
de las figuras jurídicas penitenciarias mencionadas –clasificación en tercer grado y/o libertad 
condicional–. Dicha actitud y predisposición puede ser valorada a través de la realización de 
técnicas complementarias a las restaurativas –programas de concienciación sobre la víctima, 
talleres de gestión pacífica de conflictos, etc–.
2) Que no exista una víctima concreta. Al igual que en los supuestos anteriores, propongo, 
siguiendo a diferentes autores804, que la mediación y/o técnica restaurativa podría ser llevada 
a cabo con una persona “subrogada” que represente al colectivo afectado o con el mediador 
y/o impulsor, que más adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo y 
aprovechar así la voluntad reparadora del infractor –mediación indirecta–. 
3) Que no se cumpla el acuerdo restaurador. En estos casos, siguiendo los modelos 
propuestos con anterioridad, se debería proceder a una graduación de las consecuencias en 
función del grado de incumplimiento así como de las circunstancias concurrentes. De tal 
modo que: 1º Si se ha incumplido de manera total el acuerdo por circunstancias imputables a 
la parte se debería proceder a la revocación de la figura jurídica penitenciaria concedida a esa 
parte –progresión de grado, libertad condicional, beneficio penitenciario, permiso, etc…–; 2º 
si se ha incumplido de manera parcial o por circunstancias no imputables a la parte se debería 
valorar la posibilidad de reanudar la técnica restaurativa así como los acuerdos alcanzados 
para seguir manteniendo en su caso: el tercer grado, la libertad condicional, los beneficios 
penitenciarios, permisos, etc…
A mi juicio, todas estas propuestas, lege ferenda, permitirían introducir en nuestro sistema 
penitenciario las técnicas de la Justicia restaurativa, de manera complementaria al procedimiento 
ya establecido y a partir del principio de oportunidad reglada. Y con ello se alcanzaría, de un 
lado, poner fin a la inseguridad jurídica que la puesta en práctica de la técnicas restaurativas 
conlleva actualmente, al conocerse previamente qué casos son susceptibles de ser intervenidos 
restaurativamente, cómo se pueden derivar y sus efectos jurídicos, y de otro, un avance 
cualitativo en la efectividad de los mecanismos legales de solución de conflictos penitenciarios 
utilizados hasta el momento. 
804 Sobre ello SOLETO MUÑOZ, H. (“Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España”…ob. cit. pp. 93-94.
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Con esta reforma legislativa, que propongo, no pretendo la “concesión automática de 
beneficios penitenciarios” tal y como recelan algunos autores respecto al uso de la mediación 
u otras técnicas restaurativas, pero sí aspiro a la mejora del sistema de concesión de las figuras 
jurídicas penitenciarias aludidas, por medio de una valoración adecuada sobre el convencimiento 
“íntimo” del infractor. Asimismo, según las experiencias de mediación penitenciaria realizadas, 
el uso de las técnicas restaurativas ayuda a crear una “cultura de la paz”, algo que nos beneficia 
a todos.
4. LA FIGURA DEL MEDIADOR Y/O FACILITADOR DE LA TÉCNICA 
RESTAURATIVA Y SU “ENGARCE” EN EL SISTEMA PENITENCIARIO.
En este apartado se estudiará la figura del mediador y/ o facilitador de la técnica 
restaurativa de estilo mediatorio, sus caracteres y el rol que debe desarrollar en la 
intervención restauradora, el cual se concreta en un modelo de intervención, a mi juicio, 
de estilo colaborativo, con la aplicación de técnicas, habilidades y estrategias para que las 
partes en conflicto restablezcan la comunicación, se escuchen mutuamente y recuperen la 
confianza para llegar a acuerdos. 
Asimismo se analizarán los preceptos de la legislación en la que se regula el estatuto mínimo 
del mediador: los requisitos que deben cumplir estos profesionales para ejercer la mediación, 
las garantías de su imparcialidad y la obligación de suscribir un seguro que cubra posibles 
responsabilidades en el desarrollo de sus funciones. Dicha legislación sólo se refiere al concepto 
de “mediador”, pero tal y como ya he expuesto en este capítulo, considero que además de la 
mediación son más las técnicas restaurativas de estilo mediatorio susceptibles de ser puestas 
en práctica siendo tal vez más acertado denominar a la persona que conduce tales técnicas 
“facilitador o impulsor”, quien deberá, según mi criterio reunir los mismos requisitos que se 
exigen al “mediador” en sentido estricto.
Finalmente propondré la creación de un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores 
de técnicas restaurativas de estilo mediatorio, que garantice la profesionalidad, independencia 
y gratuidad de esta nueva profesión, así como su engarce institucional en el sistema 
penitenciario.
4.1. Concepto, funciones y rasgos característicos del mediador y/o facilitador 
a) Concepto
La legislación española no recoge un concepto de mediador. Sin embargo, la Directiva 
2008/52/CE del Parlamento y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, de mediación en asuntos 
civiles y mercantiles, indica que mediador es “todo tercero a quien se pida que lleve a 
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cabo una mediación de forma eficaz, imparcial y competente, independientemente de su 
denominación o profesión en el Estado en cuestión y del modo en que haya sido designado 
o se le haya solicitado que lleve a cabo la mediación”–art. 3.b)–. Es un concepto muy 
amplio que abarca demasiados supuestos, y que el único rasgo que lo delimita es que debe 
ser un tercero.
Otros ordenamientos sí establecen una definición. Tal es el caso de la legislación 
portuguesa, según la cual, el art. 35 de la Ley de Mediación portuguesa establece: “El 
mediador es un tercero neutro, independiente e imparcial, desprovisto de poderes de 
imposición a las partes de una decisión vinculante. Compete el mediador organizar y dirigir 
la mediación, poniendo su preparación teórica y práctica al servicio de las personas que 
escogieran voluntariamente su intervención, procurando conseguir el mejor y más justo 
resultado útil en la obtención de un acuerdo que las satisfaga”.
Esta definición reúne los elementos que permiten identificar la figura: la función que 
lleva cabo el mediador y/o facilitador, que permiten delimitarlo frente a otras figuras de 
otros mecanismos de resolución de conflictos, así como alguno de sus rasgos característicos: 
neutro, independiente e imparcial. 
El mediador y/o facilitador frente a otros terceros –p. ej.: juez, árbitro, etc...– debe por 
tanto limitar su tarea a la conducción de las partes hacia la resolución del conflicto, pero 
sin convertirse en la clave de la solución. 
b) Funciones 
Teniendo en cuenta lo dispuesto en el apartado anterior, las funciones del mediador 
y/o impulsor podrían ser sintetizadas del siguiente modo805: 1º Funcionar como un 
“gestor” o “facilitador” del procedimiento, que hace que cada parte se dé a sí misma 
y al otro lo que necesita; 2º ejercer como un “catalizador”806, generando condiciones 
805 A criterio de ALCOVER DE LA HERA, C.M., (“La mediación como estrategia para la 
resolución de conflictos: una perspectiva psicosocial” en: GONZALO QUIROGA, M. (Dir.) , 
“Métodos alternativos de solución de conflictos: perspectiva multidisciplinar”, Ed. Dykinson-Servicio 
de Publicaciones de la URJC, Madrid, 2006, pp. 113-129/117-119) “(…)la función esencial del 
mediador consiste en ayudar, en asistir, en facilitar a las partes implicadas en un conflicto(…)“. “De 
manera específica, las funciones más importantes del mediador se pueden resumir en las siguientes: 
reducir la tensión (…), facilitar la comunicación (…), propiciar y ayudar en la formulación de 
propuestas y acuerdos positivos (…) escuchar para promover la reflexión (…) generar confianza 
(…) y derivar los casos hacia otros profesionales cuando la mediación resulte ineficaz”; Según 
GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., (“Materiales para la práctica de la mediación. Esquemas, cuestiones 
y formularios para el ejercicio de una profesión en alza”, Ed. Thomson Reuters Aranzadi, Navarra, 
2013, pp.173-175) “el mediador lleva el peso del desarrollo de la mediación, y es el motor y director 
del procedimiento”.
806 Así lo califica SAN MARTIN LARRINOA, M.B. “La mediación como respuesta a algunos 
problemas jurídicos-criminológicos; del presente francés al futuro español”, Departamento 
de Justicia, Economía, Trabajo y Seguridad Social del Gobierno Vasco, Vitoria, 1997, p. 40, 
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para que las partes ideen propuestas y alternativas que consigan alcanzar la solución 
más aceptable para sus intereses; 3º inducir a las partes a situar su conflicto en una 
secuencia temporal concreta, organizada en sesiones, con una limitación temporal; 4º 
cambiar la dirección del discurso produciendo un “cambio de narrativa”, ayudando a 
las partes a reorientar o reformular el problema; 5º generar una comunicación con las 
partes en el plano de las emociones y reformular sus sentimientos desde la escucha activa 
y la asertividad; 6º derivar los casos hacia otros profesionales cuando la mediación no 
resulte eficaz807.
Por tanto, hemos de entender que el mediador y/o facilitador es una pieza clave del modelo 
mediatorio808, pues es quien ayuda a encontrar una solución dialogada y voluntariamente 
querida por las partes. En consecuencia debe tener una intervención activa, orientada a la 
solución del conflicto por las propias partes. Para ello necesita poner en práctica una serie de 
técnicas y habilidades809 encaminadas a alcanzar dicho objetivo, conforme a los principios ya 
expuestos: favorecer la autonomía de las partes, profesionalidad, neutralidad, imparcialidad 
y confidencialidad. 
quien cita a TOUZARD, H. “La mediación y la solución de conflictos”, Barcelona: Herder, 
1981, p. 80.
807 Como ya he indicado ALCOVER DE LA HERA, C.M., (“La mediación como estrategia para la 
resolución de conflictos: una perspectiva psicosocial”, Capítulo publicado en: GONZALO QUIROGA, 
M. (Dir.), “Métodos alternativos de solución de conflictos: perspectiva multidisciplinar”, Ed. Dykinson-
Servicio de Publicaciones de la URJC, Madrid, 2006, pp. 113-129/117-118) señala entre una de las 
funciones del mediador: “Derivar los casos hacia otros profesionales cuando la mediación resulte 
ineficaz”. Ésta última función se relaciona con uno de los límites de la mediación: es conveniente tener 
presente que no todos los conflictos pueden ser resueltos a través de ella –p. ej. cuando existe un gran 
desequilibrio de poder, cuando la relación está muy deteriorada, etc...–
808 En esta línea se expresa la Exposición de Motivos de la Ley 5/2012, de 6 de julio sobre Mediación 
Civil y Mercantil española.
809 No es objeto de esta tesis el análisis de las técnicas y habilidades del mediador pudiendo ser 
consultadas en diferentes fuentes bibliográficas. Sobre ello DIEZ, F. y TAPIA, G. “Herramientas 
para trabajar en Mediación”, Ed. Paidós, Buenos Aires, 2010; DE DIEGO VALLEJO y GUILLÉN 
GESTOSO, “Mediación: Procesos, tácticas y técnicas…ob. cit. pp. 95-155; ESTEBAN SOTO, Y., 
“Las armas del mediador para lograr el acuerdo: las microtécnicas del mediador” en SOLETO 
MUÑOZ (Dir.) “Mediación y resolución de conflictos: Técnicas y ámbitos”, Ed. Tecnos, 2013, 
pp. 239-260; RÍOS MARTÍN y OTROS “La mediación penal y penitenciaria…, ob. cit. (2012) 
pp. 137-143 y pp. 211-215: SUARES, M., “Preguntas para realizar en mediación” en seminario 
sobre el constructivismo en mediación”, AIEFE, Logroño, La Rioja, 2001, ejemplar manuscrito. 
Estos autores coinciden en señalar la necesidad de utilizar tanto técnicas de comunicación para 
mantener una actitud de escucha activa, crear relaciones de confianza, promover un estilo de 
comunicación asertivo etc…, como técnicas de negociación a través de la formulación de preguntas 
–informativas, clarificativas, justificativas, circulares, reconductoras, etc…– principalmente, así 
como con el intercambio de roles y miradas, el parafraseo o la reformulación, técnicas todas ellas 
con las que poder obtener más información, aclarar detalles, identificar intereses etc… y facilitar 
el acuerdo.
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c) Modelo de intervención810
A mi juicio, el modelo de intervención más adecuado para que el mediador y/o facilitador de 
la técnica restaurativa pueda ejercer sus funciones es el denominado de negociación colectiva, 
diseñado por URY, FISHER y PATTON811, basado en el estilo colaborativo812 y según el cual 
se debe:
1º Separar la persona del problema813. Según URY, FISHER Y PATTON resulta difícil 
afrontar un conflicto sin que surjan malentendidos entre las personas, sin que ellas se 
disgusten o pierdan su sensatez o ecuanimidad, y sin que tomen las cosas como ofensas 
personales. Por útil que pueda ser el análisis de la realidad objetiva, finalmente es la realidad, 
como la percibe cada una de las partes, lo que constituye el problema en una negociación y 
lo que abre el camino hacia una solución. 
Por tanto, según dichos autores una de las habilidades más importantes que puede 
poseer un negociador es la habilidad para apreciar la situación como la aprecia la otra 
parte, por difícil que ello sea. No es suficiente saber que ellos ven las cosas de manera 
diferente. Para que el mediador pueda tener influencia, es necesario que comprenda con 
empatía el poder de su punto de vista, y que sienta la fuerza emocional con la que lo creen 
los demás.
2º Enfocarse en los intereses814, no en las posiciones815. A criterio de URY, FISHER y 
PATTON816, cuanta mayor atención se presta a las posiciones, menor atención se dedica 
a satisfacer los intereses y preocupaciones subyacentes de las partes. El acuerdo se hace 
810 En el Capítulo III, apartado 1.2 c) se han descrito los modelos tradicionales de mediación así como 
algunas variaciones y novedades. En éste apartado me centraré en el modelo que considero más óptimo 
para que el mediador pueda alcanzar sus cometidos de manera eficaz.
811 URY, W., FISHER, R., y PATTON B. (“Obtenga el sí: el arte de negociar sin ceder”, Ediciones 
Gestión 2000, Barcelona, 2011) desarrollaron en la década de los 80 un modelo de negociación empresarial 
colaborativo que se ha convertido en la referencia internacional con elementos de los que se parte para 
negociar en cualquier ámbito –civil, mercantil, penal, etc...– y basado en el principio de colaboración. 
812 El estilo colaborativo, a diferencia del estilo adversarial, se caracteriza por ser cooperativo e 
integrativo. Está basado en intereses, con la finalidad de buscar opciones y alternativas que favorezcan 
obtener beneficios mutuos. El resultado del estilo colaborativo es: GANAR-GANAR.
813 URY, W., FISHER, R. y PATTON B., “Obtenga el Sí. El arte de ceder” en Effective Managemet. 
Resumen de gestión para profesionales, Año I, Nº 0, enero 1997, pp. 1-8/2.
814 Los intereses son la causa del malestar que inicialmente no se expresa. Son las cuestiones sobre 
las que se debe desarrollar principalmente la mediación. Según algunos autores (GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ, P. “Materiales para la práctica de la mediación…” ob. cit., p. 191) mediante preguntas 
abiertas se logra identificar los intereses; ¿POR QUÉ? ¿POR QUÉ NO? Pero la negociación en base 
sólo a intereses por sí sola no basta para lograr acuerdos sensatos, prudentes y amistosos. Se debe 
tener en cuenta la utilización de técnicas que provoquen la generación de opciones para el caso que 
todos los intereses no puedan ser satisfechos.
815 La posición es el planteamiento inicial del conflicto. Es lo que cada parte expresa en forma de 
demandas. Se suelen identificar a través de la pregunta ¿QUÉ QUIERES? 
816 URY, W. FISHER, R. y PATTON B. “Obtenga el Sí. El arte de ceder” en Effective Managemet. 
Resumen de gestión para profesionales, Año I, Nº 0, enero 1997, pp. 1-8/3.
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más difícil. Cualquiera a que se llegue puede reflejar una distribución mecánica de las 
diferencias entre las posiciones finales, más que una solución cuidadosamente diseñada 
para satisfacer los intereses legítimos de las partes.
En consecuencia el mediador y/o facilitador debe identificar los intereses y las posiciones de las 
partes en conflicto. Y procurar que las partes sean receptivas hacia los intereses de la otra parte.
3º Crear opciones para lograr el beneficio mutuo817. A pesar de lo importante que es tener 
muchas opciones, las personas que participan en una negociación pocas veces se dan cuenta 
de esta necesidad. En una controversia, por lo general, las personas creen que ellas tienen la 
respuesta correcta, y que su punto de vista debe prevalecer. 
Para URY, FISHER Y PATTON en la mayoría de las negociaciones hay cuatro obstáculos 
principales que impiden la invención de gran número de opciones: 1) los juicios prematuros; 
2) la búsqueda de una sola respuesta; 3) el supuesto de que el pastel es de tamaño fijo; 4) la 
creencia de que “la solución del problema de ellos es de ellos.
Según los referidos autores para inventar opciones creativas, se necesita: 1) Separar el acto 
de inventar opciones, del acto de juzgarlas; 2) ampliar las opciones en discusión en vez de 
buscar una única respuesta; 3) buscar beneficios mutuos; 4)inventar maneras de facilitarles a 
los otros su decisión.
4º Insistir en el uso de criterios objetivos mutuamente aceptables818. A criterio de URY, 
FISHER y PATTON la negociación basada en principios produce acuerdos prudentes en forma 
amistosa y eficiente. Mientras más criterios de equidad, eficiencia, o respaldo pueda aducir en 
su caso, más probable será que se logre un acuerdo final que sea prudente y equitativo. 
 Una relación siempre está amenazada por una batalla constante por la dominación: la 
negociación basada en principios la protege. Es mucho más fácil tratar con las personas cuando 
ambas están discutiendo criterios objetivos para solucionar un problema, que cuando cada una 
está tratando de obligar a la otra a retroceder.
Los referidos autores presentan un método claro, conciso y ya probado de negociar; método 
que concuerda con lo que la experiencia y el sentido común indican. Ofrecen una estrategia 
directa y decidida para proteger los propios intereses y al mismo tiempo entenderse, mediante 
el principio de colaboración.
A continuación expongo el diagrama circular diseñado por URY, FISHER y PATTON para 
sintetizar de una manera gráfica su modelo de intervención:
817 URY, W. FISHER, R. y PATTON B., “Obtenga el Sí. El arte de ceder” en Effective Managemet. 
Resume de gestión para profesionales, Año I, Nº 0, enero 1997, pp. 1-8/4.
818 URY, W. FISHER, R. y PATTON B. “Obtenga el Sí. El arte de ceder” en Effective Managemet. 
Resume de gestión para profesionales, Año I, Nº 0, enero 1997, pp. 1-8/4 .
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d) Rasgos característicos 
Para poner en práctica el modelo anteriormente reseñado es preciso que el mediador 
y/o facilitador cuente con unas determinadas características y cualidades. No es finalidad 
de esta tesis analizar los rasgos personales que debe reunir el mediador para desempeñar 
bien sus funciones, pues no soy profesional de la conducta, por lo que me limitaré a una 
exposición descriptiva resaltando, a mi juicio, un rasgo primordial, la capacidad de generar 
confianza819.
819 Tal y como indicaba ALCOVER DE LA HERA, C.M., (“La mediación como estrategia para 
la resolución de conflictos: una perspectiva psicosocial…ob. cit., pp. 113-129/117), al hablar de las 
funciones del mediador.
EL DIAGRAMA CIRCULAR
Fisher, Ury, Patton, 1981
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A criterio de diversos autores820, un mediador y/o facilitador debe reunir unas determinadas 
características que se pueden dividir en dos grandes grupos, profesionales y personales. 
1º Características profesionales 
Entre las características profesionales que debe reunir un mediador y/o facilitador de la técnica 
restaurativa de estilo mediatorio, se suelen destacar las siguientes: comunicación, legitimación, 
facilitación, entrenamiento, desarrollo potencial individual, capacidad para la identificación 
de temas, liderazgo positivo y ser agente de la realidad821. Pasaré a definirlas brevemente.
• La comunicación, es la vía para la gestión y resolución de conflictos. Por tanto, todas las 
técnicas y estrategias irán orientadas a identificar los intereses y necesidades de las partes, así 
como generar un diálogo que facilite el camino hacia soluciones integradoras.
• La legitimación, se entiende como la capacidad de establecer compromisos entre las partes 
a modo de normas que regulen el procedimiento y que éstas se respeten a lo largo del mismo. 
Esta función implica la legitimación del procedimiento, de la propia persona mediadora y las 
partes.
• La facilitación representa la capacidad para proponer un proceso de comunicación 
estructurado, que a su vez mantiene un carácter flexible, que ofrece a las partes enfrentadas un 
contexto novedoso.
• El entrenamiento es la función que desempeña el mediador y/o impulsor de la técnica 
restaurativa de estilo mediatorio y ha sido definida como de educación a las partes que carecen 
de experiencia en la negociación o disponen de escasas habilidades de comunicación.
• El desarrollo potencial individual constituye la función de ayudar a las partes a identificar 
los recursos personales y desarrollar el potencial individual se ha denominado empowerment, 
lo cual representa una función que desarrolla el mediador y/o facilitador y, a su vez, como un 
efecto secundario del propio procedimiento.
• La capacidad para la identificación de temas. La intervención del mediador y/o facilitador 
de la técnica restaurativa de estilo mediatorio se dirige a facilitar la identificación de temas 
que subyacen al conflicto. Precisamente las técnicas que aplica van orientadas a clarificar 
el discurso de las partes de modo que se enumeren los aspectos concretos sobre los que se 
820 Vid. DE DIEGO VALLEJO y GUILLÉN GESTOSO., “Mediación: Procesos, tácticas y técnicas…
”ob. cit. pp. 73-77; MOORE, Christopher W., en JOSEPH FOLGER y JONES, TRIZIA S. (coords.), 
“Nuevas direcciones en mediación, investigación y perspectivas comunicacionales” Ed. Paidós, 
Barcelona, 1997, p. 282; GORDILLO SANTANA, L.F. “La justicia restaurativa y la mediación…, ob. 
cit. pp. 220-226.
821 En este sentido GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., (“Materiales para la práctica de la mediación. 
Esquemas, cuestiones y formularios para el ejercicio de una profesión en alza”, Ed. Thomson Reuters 
Aranzadi, Navarra, 2013, p. 164) señala que para que un mediador pueda ser efectivo debería reunir 
varias de las siguientes cualidades: ingenio, inteligencia, perspicacia, credibilidad, persuasión, paciencia, 
resistencia, competencia, sentido del humor, habilidad para inspirar confianza, experiencia, capacidad 
para obtener información y otras habilidades personales e intelectuales.
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diseñará la actividad mediadora. Esta función de identificar los temas del conflicto suponen su 
propia fragmentación. Es decir, convertir la complejidad del conflicto, como un todo, en una 
enumeración de temas de abordaje más sencillo.
• El liderazgo positivo implica que el mediador desarrolle la iniciativa para promover la 
participación de las partes en cuanto a la reflexión, la identificación de intereses y necesidades, 
así como favorecer la toma de decisiones y alcanzar acuerdos.
• Agente de la realidad. Esta característica es básica en el desarrollo de las técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio, ya que ayuda a las partes a contextualizar el conflicto, sus 
planteamientos y la viabilidad del posible acuerdo”
Partiendo del hecho de que entre partes enfrentadas las percepciones son antagónicas, es 
posible que sus opciones de respuesta o acuerdo sean alejadas de la realidad. Por ello, es una 
responsabilidad del mediador trasladar sus planteamientos a acuerdos razonables y viables, 
cuestionando las argumentaciones poco realistas o polarizadas.
2º Características personales 
Algunas investigaciones822 realizadas sobre las características personales que deber 
reunir la figura del mediador y/o facilitador de la técnica restaurativa de estilo mediatorio, 
identifican una serie de aspectos relacionados con: la objetividad, la perspicacia, la 
experiencia en conocimientos, el ingenio, la habilidad para inspirar confianza y las habilidades 
intelectuales. 
Por lo tanto las cualidades y habilidades personales que debería tener un mediador y/ o 
facilitador, siguiendo los referidos estudios823, serían, en primer lugar la capacidad de obtener 
información, sumada a la utilización de técnicas que faciliten adquirir información sobre el 
conflicto. En segundo lugar la persuasión entendida como la capacidad de comunicación verbal 
y no verbal, en el sentido de exponer la información con planteamientos de gestión eficaz. En 
tercer lugar, la habilidad para gestionar eficazmente el tiempo para que las partes se mantengan 
activas sin llegar a tomar acuerdos en actitud de rendición. Asimismo resulta importante la 
empatía, como principio de la comunicación, consistente en la capacidad de ponerse en el lugar 
del otro, con sincero interés por lo que le ocurre al otro. Esta empatía ha de permitir identificar 
y considerar las necesidades de las partes. También se destaca como habilidad o cualidad 
del mediador la creatividad para ofrecer modos de colaboración que generen ideas y diseñar 
822 Sobre ello SERRANO, G., LOPES, C., DÁMASO RODRÍGUEZ D., MIRÓN L., “Características 
de los mediadores y éxito de la mediación” en Anuario de Psicología Jurídica de la U. A. México, Vol. 
16, año 2006, pp. 75-88. 
823 Sobre ello GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., (“Materiales para la práctica de la mediación…, 
ob. cit., pp. 164-166) quien destaca como principales rasgos personales del medidor: la empatía, la 
creatividad, la asertividad, la flexibilidad y la escucha activa.
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procesos que lleguen a resolver cada caso y, en último lugar, hay autores824 que señalan como 
cualidad importante la asertividad según la cual el mediador/ y o facilitador puede mantener 
“una conducta de control y afrontamiento de los conflictos y problemas, donde el lenguaje 
verbal y no verbal se reflejan en contactos oculares directos, no intimidatorios, tono de voz 
suave, postura relajada o habla fluida”.
De todas las características y cualidades reseñadas por lo estudios, hay una que, a mi 
juicio, resulta esencial, para que el mediador y/o facilitador pueda desempeñar de manera 
eficaz su función, la capacidad de generar confianza. Tal y como señala GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ825 dicha capacidad de generar confianza se debe extender a diversos planos, 
tales como:
• La persona mediadora y/o facilitador. Para generar esta confianza es preciso poner en 
práctica las siguientes pautas de actuación: “establecer reglas que reduzcan la tensión que 
genera el protagonizar un proceso nuevo, aplicar técnicas de escucha activa de modo que 
sientan que se les escucha y que comprende su relato, crear un canal de comunicación relajado 
y fluido favoreciendo la adaptación del lenguaje a las partes”.
Según mi criterio en el plano penitenciario, además, para generar esta confianza es necesario 
que el mediador y/o impulsor sea independiente y ajeno a la Institución Penitenciaria. Pues sino 
el preso nunca le percibirá como alguien neutro e imparcial.
• La técnica restaurativa. Para ello es necesario una adecuada labor de información sobre 
el contenido y alcance de la misma. De tal modo que las partes disipen todas sus dudas y 
temores.
En el ámbito penitenciario estimo que dicha labor debe ser realizada previamente por los 
servicios de tratamiento de los Centros Penitenciarios y luego de manera concreta y específica 
por el mediador y/o facilitador de la técnica.
• La autoconfianza de las partes en sí mismas. Las partes que participan en la técnica 
restaurativa deben percibir que tienen “capacidad” y “poder” de gestionar la situación. Para ello 
se necesita: 1º “Favorecer que las partes tomen conciencia de su potencial, se sientan capaces 
de tomar decisiones –Empowerment–; 2º identificar indicios de capacidad de afrontar la 
situación en los propios relatos de las partes; 3º reconocer su potencial y ampliar su conciencia 
sobre lo que es capaz de entender, decidir y resolver.”
• La confianza en la otra parte. Uno de los rasgos esenciales de las técnicas restaurativas de 
estilo mediatorio es el reconocimiento de la “capacidad” y “poder” de gestionar la situación por 
824 En este sentido GORDILLO SANTANA, L.F (“La justicia restaurativa y la mediación penal…, 
ob. cit. p. 227) para quien “la conducta asertiva (…) Produce como consecuencias más inmediatas el 
desarrollo de la autoestima en los mediados, evita el rechazo de los demás, se estimula el carácter 
competente y se logran las metas sin herir al tercero”.
825 GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…, ob. cit., p. 184.
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cada una de las personas que participan. Para llegar a tomar un acuerdo es necesario confiar en 
la capacidad de la otra persona.
La confianza manifestada en todos estos planos otorga legitimidad a la técnica 
restaurativa así como a sus resultados y asegura el cumplimiento del acuerdo, poniendo fin 
al conflicto.
4.2. El Estatuto del mediador
En el presente apartado se van a analizar distintos aspectos relacionados con el estatuto del 
“mediador” y el engarce de esta figura en el sistema penitenciario. Comenzaré con el análisis de 
las instituciones de mediación y después me centraré en los requisitos que exige la legislación 
para ejercer como mediador, trasladable también, a mi juicio, a la figura del facilitador de la 
técnica restaurativa.
La Ley de Mediación española 5/2012 de 6 de julio, regula el Estatuto del mediador en 
el Título III, determinando cuáles han de ser los requisitos que ha de cumplir para poder 
desempeñar profesionalmente su labor, así como los principios que han de regir su actuación826 y 
su posible responsabilidad en el ejercicio de sus funciones. Igualmente, la Ley utiliza el término 
“mediador” sin especificar que sea uno o varios y sin hacer referencia a su posible intervención 
en otras técnicas restaurativas diferentes a la mediación directa y destaca el relevante papel 
que van a desempeñar las instituciones de mediación a la hora de reglamentar e impulsar los 
procedimientos de mediación, así como la formación y requisitos de los mediadores que vayan 
a formar parte de las mismas. 
La Ley y el Real Decreto de Mediación 980/2013 de 13 de diciembre, regulan el “estatuto 
mínimo” del mediador, por lo que las instituciones de mediación podrán exigir, en su caso, 
mayores requisitos que los que se establecen en las citadas normas para seleccionar a sus 
mediadores.
a) Instituciones de mediación
Según el art. 5 de la Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio, “tienen la consideración de 
instituciones de mediación las entidades públicas o privadas, españolas o extranjeras, y las 
corporaciones de derecho público que tengan entre sus fines el impulso de la mediación, 
facilitando el acceso y administración de la misma, incluida la designación de mediadores, 
debiendo garantizar la transparencia en la referida designación”.
Por tanto, la Ley les atribuye la trascendental labor de impulsar la mediación, habiendo 
para ello de facilitar el acceso a la misma, dotándose en consecuencia de las infraestructuras 
necesarias a fin de proporcionar los medios materiales y humanos que sean necesarios a tal fin. 
826 Tratados en el apartado 2.2 b) de este Capítulo.
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Otra de las importantes tareas que atribuye el legislador a las instituciones de mediación es la 
de llevar a cabo, cuando sean requeridas para ello, la designación de los mediadores que habrán 
de llevar a cabo las técnicas restaurativas.
La legislación establece como deberes y garantías de estas instituciones las siguientes: 1º 
Designar para el ejercicio de mediación a personas naturales que reúnan los requisitos legales 
y dar publicidad de, al menos, su formación, especialidad y experiencia; 2º implantar sistemas 
de mediación por medios electrónicos; 3º garantizar la transparencia en la designación de 
mediadores, tienen obligación de confidencialidad y asumen la responsabilidad directa derivada 
de la designación del mediador o del incumplimiento de las obligaciones que les incumben; 4º 
adoptar las medidas para asegurar la separación entre la mediación y el arbitraje; 5º respetar 
los principios de la mediación establecidos en la Ley, así como por la buena actuación de los 
mediadores, en la forma que establezcan sus normas reguladoras.
 Por tanto las instituciones de mediación tienen como principal función la implementación y 
desarrollo de la mediación. A mi juicio, se echa en falta la alusión a otras técnicas restaurativas de 
estilo mediatorio. Hubiera sido más adecuado, según mi criterio, que tales instituciones hubieran 
sido denominadas “Instituciones de técnicas restaurativas” y entre sus funciones se hubiera 
especificado la posibilidad de que los “mediadores y/o facilitadores” intervinieran también en 
otras técnicas restaurativas, además de la mediación. No obstante, podemos interpretar que tanto 
la mediación indirecta como otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio –conferencias 
grupales, círculos de sentencias, etc…– podrían quedar amparadas dentro de esta regulación, 
por el carácter eminentemente mediatorio que poseen.
b) Requisitos legales para ejercer de mediador y/o facilitador 
Respecto a la capacitación profesional de la figura del mediador y/o facilitador, la legislación 
sólo hace referencia específica a la figura del mediador, pero ello no debe ser óbice para que 
dichos requisitos no sean exigibles también a la cualquier figura mediadora –“facilitador”– que 
lleve a cabo otras técnicas de justicia restaurativa de estilo mediatorio. Según mi criterio, la 
legislación debería haber hecho una referencia expresa también a esta figura del “facilitador”.
A nivel internacional, no hay un modelo unificado de formación exigible a un mediador o 
facilitador. Como consecuencia de la novedad de esta profesión y a la variedad de prácticas 
procedentes de modelos culturales diversos, no existe un programa unificado. No obstante, 
sí existe acuerdo sobre la necesidad de que los mediadores y/o facilitadores cuenten con una 
formación específica de entrenamiento y aprendizaje, basada en conocimientos interdisciplinares 
aportados por la sociología, el derecho, la psicología, y las técnicas de negociación entre 
otros827.
827 Sobre ello GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…”, 
ob. cit., p. 155; VIYAMATA CAMPS, E. “Manual de prevención y resolución de conflictos. 
Conciliación, mediación, negociación “, Ed. Ariel Oracticum, Barcelona, 1999, pp. 31 y 32; 
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En la Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, 
sobre ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles, se señala en su Considerando 
(16) que “los Estados miembros deben promover, por los medios que consideren adecuados, la 
formación de mediadores y el establecimiento de mecanismos eficaces de control de calidad relativos 
a la prestación de servicios de mediación” y en el art. 4 se establece, al referirse a la calidad de la 
mediación, que “1. Los Estados miembros fomentarán, de la forma que consideren conveniente, la 
elaboración de códigos de conducta voluntarios y la adhesión de los mediadores y las organizaciones 
que presten servicios de mediación a dichos códigos, así como otros mecanismos efectivos de control 
de calidad referentes a la prestación de servicios de mediación. 2. Los Estados miembros fomentarán 
la formación inicial y continua de mediadores para garantizar que la mediación se lleve a cabo de 
forma eficaz, imparcial y competente en relación con las partes”. 
Por tanto la Directiva europea establece un marco general dentro del cual los Estados 
miembros pueden establecer unas condiciones y requisitos específicos para ejercer como 
mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas.
En el caso concreto español el art. 11.1 Ley de Mediación 5/2012 de 6 de julio dispone 
que puedan ser mediadores “las personas naturales que se hallen en pleno ejercicio de sus 
derechos civiles, siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan estar sometidos en 
el ejercicio de su profesión”. Asimismo en su apartado 2º establece que el mediador “debe estar 
en posesión de título oficial universitario o de formación profesional superior”.
De tal modo que para poder ejercer como mediador y/o facilitador de una técnica restaurativa en 
España se exige, por un lado, capacidad y competencia – “(…) personas naturales que se hallen en 
pleno ejercicio de sus derechos civiles siempre que no se lo impida la legislación a la que puedan 
estar sometidos en el ejercicio de su profesión (…)” y por otro lado, una formación académica 
mínima, al exigir que tengan una titulación universitaria o de formación profesional superior.
El art. 12 RD 980/13 de 13 de diciembre828 dispone que el Ministerio de Justicia y las 
Administraciones públicas competentes, en colaboración con las instituciones de mediación, 
fomentarán la adecuada formación inicial y continua de los mediadores, la elaboración de 
códigos de conducta voluntarios, así como su adhesión y la de las instituciones de mediación 
SOLETO MUÑOZ, H., y OTERO PARGA, M.: “Mediación y solución de conflictos. Habilidades 
para una necesidad emergente” Ed. Tecnos, Madrid, 2007; GORDILLO SANTANA, L.F., “La 
Justicia restaurativa y la mediación penal…”, ob. cit. pp. 237-244; GARCÍA VILLALUENGA, L. 
Y BOLAÑOS, I., (“La mediación familiar: una aproximación interdisciplinar”, Gijón, Asociación 
de Mujeres Separadas y Divorciadas de Asturias, 2006, p. 48) señalan además que “la calidad 
del proceso de mediación y de la propia institución mediadora pasa porque los mediadores que 
la lleven a cabo estén cualificados para ello, reconociéndose la profesionalidad como principio 
fundamental en todos los instrumentos internacionales relativos a esta materia. Las autoridades 
públicas han de promover y fomentar la formación del mediador, cerciorándose de que existen 
garantías mínimas de competencia”
828 Real Decreto por el que se desarrollan determinados aspectos de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de 
mediación en asuntos civiles y mercantiles.
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a tales códigos. Por lo que además se exige una formación específica en mediación, relativa a 
conocimientos técnicos y éticos829.
c) La pluralidad de mediadores y/o facilitadores
El artículo 18 del Reglamento de Mediación civil y mercantil español –RD 980/13 de 13 de 
diciembre– referido a la pluralidad de mediadores, dispone que la mediación puede ser llevada 
a cabo por uno o varios mediadores – co-mediadores-. Si por la complejidad de la materia 
o por el acuerdo de las partes se produjera la actuación de varios mediadores en un mismo 
procedimiento, éstos deberán actuar de forma coordinada.
La co-mediación representa la posibilidad de llevar a cabo el procedimiento mediante la 
intervención de dos o más mediadores. Esto en algunos supuestos produce ventajas, al verse 
reforzadas las garantías del procedimiento. Algunos autores830 aconsejan la co-mediación en los 
siguientes casos: 1) Cuando las partes pertenecen a culturas diferentes; 2) cuando los estratos 
sociales, las edades, las razas, la religión, los aspectos morales, etc., sean profundamente 
diferentes entre las partes e, incluso, entre ellas y el mediador; 3) cuando el mediador esté 
iniciando sus primeras prácticas formativas en el desarrollo de su profesión; 4) cuando se 
requiera de unas técnicas, habilidades, conocimientos muy complejos o precisos que puedan 
ser aportados por varias personas.
A mi juicio, estimo que, en el caso del ámbito penal y sobre todo en el penitenciario, la co-
mediación es una opción que podría ser de gran utilidad por la población tan heterogénea que 
se encuentra en prisión –lengua, cultura, etnia, religión, etc…–
d) Obligación de suscribir un seguro de responsabilidad civil 
El art. 14 Ley de Mediación 5 /2012 de 6 de julio, referido a la responsabilidad de los 
mediadores y de las instituciones de mediación, indica que la aceptación de la mediación obliga a 
los mediadores a cumplir fielmente el encargo, incurriendo, si no lo hicieren, en responsabilidad. 
En tales casos, el perjudicado tiene acción directa contra el mediador y, en su caso, la institución 
de mediación que corresponda con independencia de las acciones de reembolso que asistan a 
ésta contra los mediadores.
Por tanto para asegurar el cumplimiento de estas responsabilidades, la legislación 
española831exige al mediador la obligación de suscribir un seguro o garantía equivalente 
que cubra la responsabilidad civil derivada de su actuación en los conflictos en que 
intervenga. 
829 Aspecto que será abordado más adelante en el Código deontológico del mediador.
830 En este sentido GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación…”, 
ob. cit. p. 179.
831 Art.11.3 Ley de Mediación 5 /2012 de 6 de julio.
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 No es objeto de esta tesis el análisis de los fundamentos y causas que pueden generar tal 
responsabilidad, simplemente señalar que al igual que en otras profesiones –p. ej.: abogado, 
médico, arquitecto, etc… – el mediador y/o facilitador debe tener un seguro que cubra una 
posible responsabilidad derivada de su actuación en los conflictos en que intervenga. Tal 
exigencia, de suscribir un seguro, resulta lógica pues supone una garantía que ofrece seguridad, 
no sólo para las personas que deciden utilizar una técnica restaurativa sino también para el 
profesional –mediador y/o facilitador– en el ejercicio de su profesión.
 Para finalizar este apartado, a modo de conclusión, propongo, lege ferenda, que a los 
mediadores y/o facilitadores de técnicas restaurativas en el ámbito penal y/o penitenciario para 
poder ejercer como tales, además de exigirles de manera analógica los requisitos y condiciones 
previstos en la Ley 5/2012 y su Reglamento sobre mediación civil y mercantil832, se les deberían 
exigir unos conocimientos específicos en Derecho penal, procesal y penitenciario. A mi juicio, 
es necesario que el mediador y/o facilitador de la técnica restauradora conozca el sistema legal 
en el que tiene lugar su intervención para poder desempeñar adecuadamente sus funciones: 
elección y puesta en práctica de la técnica restaurativa, información clara y concisa a las partes 
sobre dicha técnica, así como su engarce en el Sistema jurídico penal, y coordinación adecuada 
con otros profesionales, administraciones e instituciones que intervengan en el sistema, etc… 
4.3. El Código Deontológico del mediador y/o facilitador y la necesidad de crear un 
Turno de Oficio
La experiencia demuestra que la sociedad necesita y exige que los profesionales sometan su 
actuación no sólo a la Ley sino también a unos principios éticos y morales, cuyo incumplimiento 
puede dar lugar a sanciones de tipo disciplinario por parte de la institución de mediación a 
la que pertenezcan. En este sentido, el art. 12 RD 980/13 de 13 de diciembre atribuye a las 
instituciones de mediación, además de la formación continua y específica de los mediadores y/o 
facilitadores, la creación de códigos de conducta y/o deontológicos de esta nueva profesión.
Según el Diccionario de la Real Academia de la lengua española, “deontología” significa: 
“parte de la ética que trata de los deberes, especialmente de los que rigen una actividad”; 
“conjunto de deberes relacionados con el ejercicio de una determinada profesión” por tanto, 
un Código Deontológico es aquel que establece los valores y principios que guíen la actuación 
del profesional, así como dar a conocer las normas y deberes para guiarse en el ejercicio de su 
profesión. Toda regla deontológica está destinada a garantizar, por su aceptación libremente 
consentida, la buena ejecución de su misión reconocida como indispensable para el buen 
funcionamiento, en este caso, de la Justicia. Por tanto, la forma de proceder de un mediador 
832 Tal es el caso de los Estatutos del Centro de Mediación del Colegio de Abogados de Madrid, 
según los cual, se pueden incorporar a dicha Institución mediadora como mediadores penales y 
penitenciarios, aquellas personas que reúnan los requisitos establecidos en sus Estatutos, elaborados 
estos en concordancia con la Ley de Mediación civil y mercantil española.
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y/o facilitador deberá estar en concordancia con los Códigos Deontológicos elaborados por 
la institución de mediación a la que pertenezca. Según mi criterio, en concordancia con otros 
autores833, para elaborar dichos Códigos se deberán tener en cuenta unas premisas y/o principios 
básicos de actuación que pasaré a detallar. 
a) Premisas de actuación del mediador y/o facilitador
Las premisas de actuación de un mediador y/o facilitador deben estar en relación con tres 
aspectos fundamentales834: 1º Su actuación general; 2º su relación con las partes y: 3º su 
relación con otros profesionales, administraciones e instituciones.
1º En relación a su actuación en general
La conducta del mediador y/o facilitador debe regirse por diversos principios generales 
de actuación. En primer lugar, la independencia, la multiplicidad de deberes implica una 
independencia absoluta exenta de cualquier presión, necesaria para mantener la confianza en 
la Justicia. Los profesionales que lleven a cabo una técnica restaurativa deben: evitar cualquier 
atentado con su independencia y no descuidar la ética profesional con objeto de dar satisfacción 
a las partes, al Juez o a tercero. En segundo lugar la confianza e integridad moral ambas 
cualidades están conformadas por honestidad, ética, rectitud y sinceridad. Las relaciones de 
confianza no pueden existir si existe alguna duda sobre cualquiera de estas cuatro virtudes, 
las cuales constituyen obligaciones profesionales. En tercer lugar la competencia profesional 
que implica actuar en todo momento de manera profesional, aplicando un elevado nivel de 
profesionalidad, para desempeñar las funciones y responsabilidades de manera competente835, 
833 En este sentido ALZATE, R., y MERINO, C., “Principios éticos y Código de conducta para 
personas y entidades mediadoras”, Ed. Cuadernos Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 
33, 2011, pp. 659-671; BELLOSO MARTÍN, N. “Una propuesta de Código ético de los mediadores” 
en Cuadernos electrónicos de filosofía Jurídica y Política, Nº 15, 2007 (Ejemplar dedicado a: XXI 
Jornadas de la Sociedad Española de Filosofía Jurídica y Política, “Problemas actuales de la Filosofía 
del Derecho” Universidad de Alcalá de Henares, 28,29 y 30 de marzo de 2007, 10 pp.) GARCIANDÍA 
GONZÁLEZ P., “Materiales para la práctica de la mediación. Esquemas, cuestiones y formularios para 
el ejercicio de una profesión en alza…, ob. cit. pp.169-171; GORDILLO SANTANA, L.F., “La Justicia 
restaurativa y la mediación penal…”, ob. cit. pp. 227-229.
834 En este sentido BELLOSO MARTÍN, N., (“Una propuesta de Código ético de los mediadores” en 
Cuadernos electrónicos de filosofía Jurídica y Política, Nº 15, 2007, Ejemplar dedicado a: XXI Jornadas 
de la Sociedad Española de Filosofía Jurídica y Política, “Problemas actuales de la Filosofía del Derecho” 
Universidad de Alcalá de Henares, 28,29 y 30 de marzo de 2007, 10 pp.) realiza un planteamiento 
similar estableciendo la forma en la que ha de proceder el mediador en relación a las partes, al proceso 
y a la institución de mediación. 
835 No deben aceptarse encargos, en el que no pueda llevarse a cabo por no ser de su competencia o no 
poseer los conocimientos necesarios para su correcta actuación. Se debe conocer y cumplir las normas 
legales que garanticen los procedimientos y las prácticas, así como entender los principios y las normas 
constitucionales, legales e institucionales que rigen el desempeño y su actuación.
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con imparcialidad y objetividad836. Y en cuarto lugar el secreto profesional reconocido como un 
derecho y un deber fundamental y primordial, ya que sin la garantía de la confidencialidad no 
puede haber confianza.
2º En relación a su relación con las partes
En lo que a este ámbito se refiere la actuación del mediador en relación con las partes debe 
respetar los intereses de las partes. Sin perjuicio de las reglas legales y deontológicas, existe 
la obligación de ser ecuánime en su proceder, incluso en contraposición a los intereses: suyos 
propios o de compañeros de profesión.
3º En relación a sus relaciones con otros profesionales, administraciones e instituciones
Respecto a la actuación del mediador y/o facilitador y su relación con otros profesionales o 
instituciones, éste deberá, primordialmente, respetar la ética y profesionalidad en sus relaciones 
con otros profesionales –magistrados, fiscales, abogados, peritos, mediadores, árbitros, etc…–
administraciones e instituciones. No difundiendo información que dé lugar a error, asimismo 
tendrá que guardar la confidencialidad sobre la información y documentos utilizados durante la 
intervención restauradora y, además, coordinarse de manera adecuada con otros profesionales, 
administraciones e instituciones; poniendo en conocimiento de los profesionales –magistrados, 
fiscales, abogados, peritos, mediadores, árbitros, etc…– administraciones e instituciones 
implicadas los acuerdos a los que se han llegado así como los resultados de la intervención 
restauradora para que surtan los efectos jurídicos que se “prevean legalmente”837.
b) La necesidad de crear un Turno de Oficio de mediadores y/ o facilitadores. Propuestas lege 
ferenda
Según la legislación vigente las instituciones mediadoras deberán ser las encargadas 
de gestionar el desarrollo de la nueva profesión de mediador y/o facilitador de técnicas 
restaurativas, conforme a los requisitos y principios expuestos. Hasta la fecha las referidas 
instituciones, algunas en coordinación con el Ministerio de Justicia, han elaboran unos listados 
de mediadores, integrados por aquellas personas que reúnen los requisitos establecidos 
legalmente para ser mediador y a los que pueden acceder personas o entidades que de manera 
836 No deben aceptarse encargos, en el que no pueda llevarse a cabo por no ser de su competencia o no 
poseer los conocimientos necesarios para su correcta actuación. Se debe conocer y cumplir las normas 
legales que garanticen los procedimientos y las prácticas, así como entender los principios y las normas 
constitucionales, legales e institucionales que rigen el desempeño y su actuación.
837 Tal y como he propuesto lege ferenda en el apartado 3 de este Capítulo. Nueva redacción del art. 
62.2 LOGP:
(…) Los servicios encargados del tratamiento deberán:
(…) c) Coordinarse con los mediadores/y o facilitadores de las técnicas restaurativas para que los 
resultados obtenidos surtan los efectos jurídicos previstos legalmente”
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particular desean someter su conflicto a mediación, principalmente en la ámbito civil y 
mercantil. 
En el ámbito penal y penitenciario ha sido el tejido social –voluntariado– el encargado de 
poner en práctica la mediación. A pesar de ser, éste, un gesto loable por la solidaridad que 
manifiesta, a mi juicio, la puesta en práctica de las técnicas restaurativas debe institucionalizarse 
en todos los ámbitos legales, debiendo ser el Estado quien garantice su puesta en práctica 
como corresponde a un Estado Social, Democrático y de Derecho, de cuyos principios y 
garantías se deriva el derecho de todo ciudadano a acceder a la Justicia –art. 24 CE– en 
este caso la restaurativa. Por tanto, según mi criterio, el Estado deberá promover y remover 
todos aquellos obstáculos que puedan dificultar el acceso de los ciudadanos a este tipo de 
Justicia restaurativa complementaria a la tradicional. Esto fundamenta la necesidad de crear 
un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de técnicas restaurativas que garantice: la 
profesionalidad –capacidad, competencia y formación– la independencia –ajeno a cualquier 
entidad pública o privada con intereses contrapuestos a los de las partes– y la gratuidad –para 
aquellos que carezcan de recursos económicos– de esta figura y con ello los derechos de las 
partes en conflicto que deciden libre y voluntariamente hacer uso de las técnicas restaurativas 
para resolverlo.
Propongo lege ferenda la creación de un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores 
de las técnicas restaurativas siguiendo para ello el modelo implantado en la Ley 1/1996 de 
10 de enero de Justicia Gratuita838, para las profesiones de Abogado y Procurador. Cada 
institución mediadora debería ser la encargada de gestionar el funcionamiento del referido 
Turno de Oficio en coordinación con el Ministerio de Justicia y la Comunidad Autónoma 
respectiva y crear conjuntamente un listado de mediadores y/o facilitadores de técnicas 
restaurativas que integren el referido Turno de Oficio por cada Comunidad839. De tal modo 
que puedan inscribirse y formar parte de dicho listado todas aquellas personas que reúnan 
los requisitos y condiciones que establece la legislación para ser mediador y/o facilitador. 
Asimismo se podrían beneficiar de este servicio aquellas personas que carezcan de recursos 
económicos en los límites que disponga la Ley de Justicia Gratuita840. Y los mediadores y/o 
facilitadores inscritos en el Turno de Oficio deberían percibir una retribución, en los términos 
que establezca la referida Ley841 , por la labor desempeñada, que dignifique y reconozca 
838 Publicada en BOE de 12 de Enero de 1996 y vigencia desde 12 de Julio de 1996.Última modificación 
llevada a cabo por la Ley 42/2015 de 5 de octubre de reforma de la Ley 1/2000, de 7 de enero de 
Enjuiciamiento Civil (BOE 6 de octubre) con vigencia desde el 7 de octubre de 2015.
839 Según el actual art. 24 de la Ley 1/1996 de Justicia Gratuita “Los Colegios profesionales 
establecerán sistemas de distribución objetiva y equitativa de los distintos turnos y medios para la 
designación de los profesionales de oficio. Dichos sistemas serán públicos para todos los colegiados y 
podrán ser consultados por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita”.
840 Actualmente se encuentran regulados en los arts. 3 a 5 de la Ley 1/1996 de Justicia Gratuita.
841 Establecidos en el art 40 de la Ley 1/1996 de Justicia Gratuita.
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su labor. Dicha retribución tendría que ser financiada por las Administraciones públicas 
competentes según establece la Legislación842.
Tal propuesta precisaría, lege ferenda, la modificación de la actual Ley de Justicia Gratuita 
1/1996 de 10 de enero. Para ello propongo la siguiente redacción:
1) En relación al ámbito de aplicación, requisitos para poder ser beneficiario de la justicia 
gratuita y prestaciones:
Artículo 2. Ámbito personal de aplicación 
“En los términos y con el alcance previstos en esta ley y en los tratados y convenios 
internacionales sobre la materia en los que España sea parte, tendrán derecho a la asistencia 
jurídica gratuita:
a) Los ciudadanos españoles, los nacionales de los demás Estados miembros de la Unión 
Europea y los extranjeros que se encuentren en España, cuando acrediten insuficiencia 
de recursos para litigar , así como para la puesta en práctica de técnicas de justicia 
restaurativa”
Artículo 3. Requisitos básicos
El derecho a la asistencia jurídica gratuita solo podrá reconocerse a quienes litiguen o 
deseen hacer uso de las técnicas de justicia restaurativa en defensa de derechos o intereses 
propios, o ajenos cuando tengan fundamento en una representación legal. En este último caso, 
los requisitos para la obtención del beneficio vendrán referidos al representado.
Artículo 4. Exclusión por motivos económicos
1. A los efectos de comprobar la insuficiencia de recursos para litigar o para hacer uso de 
las técnicas de justicia restaurativa se tendrá en cuenta además de las rentas y otros bienes 
patrimoniales o circunstancias que declare el solicitante, los signos externos que manifiesten 
su real capacidad económica, negándose el derecho a la asistencia jurídica gratuita si dichos 
signos, desmintiendo la declaración del solicitante, revelan con evidencia que este dispone de 
medios económicos que superan el límite fijado por la ley”.
Artículo 6. El derecho a la asistencia jurídica gratuita comprende las siguientes 
prestaciones:
Asesoramiento y orientación gratuitos previos al proceso a quienes pretendan reclamar 
la tutela judicial de sus derechos e intereses, así como información sobre la posibilidad de 
recurrir a la mediación u otras técnicas restaurativas u otros medios extrajudiciales de solución 
de conflictos, en los casos no prohibidos expresamente por la ley, cuando tengan por objeto 
evitar el conflicto procesal o analizar la viabilidad de la pretensión (…) 
842 Arts. 37 a 39 de la Ley 1/1996 de Justicia Gratuita.
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2 bis. Asistencia e intervención de un mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas 
cuando así sea solicitado por aquellos que desean utilizar una técnica restaurativa conforme al 
procedimiento legalmente establecido
2) Respecto a la composición y funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica 
Gratuita:
Artículo 10. Composición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita 
1. La Comisión Central de Asistencia Jurídica Gratuita estará compuesta por los Decanos 
del Colegio de Abogados y el Colegio de Procuradores de Madrid y los Presidentes de las 
Instituciones de Mediación o el abogado, procurador o mediador y/o facilitador de técnicas 
restaurativas que ellos designen, un Abogado del Estado y un funcionario del Ministerio de 
Justicia perteneciente a cuerpos o escalas del subgrupo A1. La Comisión será presidida 
semestralmente por cada uno de sus miembros, a excepción del funcionario del Ministerio de 
Justicia, quien actuará como secretario. 
2. Las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita dependientes de las Comunidades 
Autónomas estarán integradas por el Decano del Colegio de Abogados, el del Colegio de 
Procuradores, o el abogado o el procurador que ellos designen, los Presidentes de las 
Instituciones de Mediación, o el mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas que ellos 
designen y por dos miembros que designen las Administraciones públicas de las que dependen. 
El órgano competente de la Comunidad Autónoma determinará cuáles de sus integrantes 
desempeñarán la presidencia y la secretaría. 
3. (…) En las provincias donde exista más de un Colegio de Abogados o de Procuradores o 
más de una Institución de Mediación, el representante de estas Corporaciones en la Comisión 
se designará de común acuerdo por los Decanos y Presidentes respectivos” 
Artículo 11. Funcionamiento de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita 
“(…) El Ministerio de Justicia e Interior prestará el soporte administrativo y el apoyo 
técnico-necesarios para el funcionamiento de las Comisiones dependientes de la Administración 
General del Estado.
Los Colegios de Abogados, de Procuradores y las Instituciones de Mediación pondrán 
a disposición de las Comisiones de Asistencia Jurídica Gratuita, la lista de colegiados 
ejercientes adscritos a los servicios de justicia gratuita, con indicación, en su caso, de 
especializaciones”
El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, que podrá comprender todas 
o algunas de las prestaciones previstas en el artículo 6, se instará por los solicitantes ante 
el Colegio de Abogados del lugar en que se halle el juzgado o tribunal que haya de conocer 
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del proceso principal para el que aquél se solicita, o ante el juzgado de su domicilio en cuyo 
caso el órgano judicial dará traslado de la petición al Colegio de Abogados territorialmente 
competente. 
También se podrá instar el reconocimiento de justicia gratuita para el uso de técnicas de 
justicia restaurativa ante la Institución de Mediación del lugar en que se halle el juzgado 
o tribunal que hubiera conocido del proceso o ante las Oficinas de atención a las víctimas, 
o ante el Centro Penitenciario en el que se encuentre, en su caso, el recluso o funcionario 
penitenciario En estos últimos casos, las Oficinas de Atención a las Víctimas y el Centro 
Penitenciario, en su caso, deberán dar traslado de la petición a la Institución de Mediación 
que corresponda. 
La solicitud podrá presentarse por cualquier medio, incluyendo los previstos en la normativa 
de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos” 
Artículo 22. Gestión colegial e institucional de los servicios de asistencia letrada, de defensa, 
de representación gratuitas y de uso de técnicas de justicias restaurativas.
“Los Consejos Generales de la Abogacía Española, de los Colegios de Procuradores de 
los Tribunales de España así como sus respectivos Colegios y las Instituciones de Mediación 
regularán y organizarán, a través de sus Juntas de Gobierno, los servicios de asistencia letrada 
y de defensa, representación gratuita, y asistencia e intervención de mediadores y/o facilitadores 
de técnicas restaurativas, garantizando, en todo caso, su prestación continuada y atendiendo a 
criterios de funcionalidad y de eficiencia en la aplicación de los fondos públicos puestos a su 
disposición.
Los Colegios de Abogados e Instituciones de Mediación implantarán servicios de 
asesoramiento a los peticionarios de asistencia jurídica gratuita, con la finalidad de orientar y 
encauzar sus pretensiones. Dicho asesoramiento tendrá, en todo caso, carácter gratuito para 
los solicitantes.
Los Colegios de Abogados e Instituciones de Mediación facilitarán a los solicitantes de 
asistencia jurídica gratuita la información necesaria en relación al cumplimiento de los requisitos 
para su concesión, así como el auxilio en la redacción de las solicitudes correspondientes”.
3) En lo relativo a la prestación del servicio:
Artículo 24. Distribución por turnos 
“Los Colegios profesionales e Instituciones de Mediación establecerán sistemas de 
distribución objetiva y equitativa de los distintos turnos y medios para la designación de los 
profesionales de oficio. Dichos sistemas serán públicos para todos los colegiados y podrán ser 
consultados por los solicitantes de asistencia jurídica gratuita (…)”. 
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4) En lo que concierne a la formación y responsabilidad de los profesionales:
Artículo 25. Formación y especialización 
“El Ministerio de Justicia, de manera coordinada con las Comunidades Autónomas 
competentes, previo informe de los Consejos Generales de la Abogacía, de los Procuradores 
de los Tribunales de España y de las Instituciones de Mediación, establecerá los requisitos 
generales mínimos de formación y especialización necesarios para prestar los servicios de 
asistencia jurídica gratuita, con objeto de asegurar un nivel de calidad y de competencia 
profesional que garantice el derecho constitucional a la defensa. Dichos requisitos 
serán de obligado cumplimiento para todos los Colegios profesionales e Instituciones de 
Mediación”.
Artículo 26. Responsabilidad patrimonial 
“En lo que afecta al funcionamiento de los servicios de asistencia jurídica gratuita, los 
Colegios de Abogados, de Procuradores e Instituciones de Mediación estarán sujetos a los mismos 
principios de responsabilidad patrimonial establecidos para las Administraciones públicas según 
establece la Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas843.
5) Respecto a la designación de abogado, procurador y mediador y/o impulsor de técnicas 
restaurativas de oficio y sus obligaciones profesionales:
Artículo 27. Efectos del reconocimiento del derecho 
“El reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita llevará consigo la 
designación de abogado y, cuando sea preciso, de procurador de oficio, y en su caso mediador 
y/o facilitador de técnicas restaurativas, sin que en ningún caso puedan actuar simultáneamente 
un abogado de oficio y un procurador libremente elegido, o viceversa, salvo que el profesional 
de libre elección renunciara por escrito a percibir sus honorarios o derechos ante el titular del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita y ante el Colegio en el que se halle inscrito.
Si el derecho no fuera reconocido, los profesionales intervinientes podrán percibir de sus 
defendidos o representados los honorarios correspondientes a las actuaciones practicadas”.
Artículo 28. Renuncia a la designación. 
“Quienes tengan derecho en los términos previstos en esta Ley a la asistencia jurídica gratuita 
podrán, no obstante lo previsto en el artículo anterior, renunciar expresamente a la designación 
de abogado y procurador de oficio, y en su caso a la designación de mediador y/o facilitador de 
técnicas restaurativas, nombrando libremente a profesionales de su confianza debiendo constar 
843 Aprobada por la Ley 39/2015 de 1 de octubre y publicada en el BOE núm. 236 de 02 de Octubre 
de 2015 y vigencia desde el 2 de Octubre de 2016. 
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expresamente este extremo en la solicitud y afectando simultáneamente esta renuncia al abogado 
y procurador y en su caso al mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas.
 La renuncia posterior a la designación, que, asimismo, deberá afectar simultáneamente 
al abogado y procurador designados de oficio, y en su caso al mediador y/o facilitador de 
técnicas restaurativas tendrá que ser comunicada expresamente a la Comisión de Asistencia 
Jurídica Gratuita , a los correspondientes Colegios Profesionales así como a la Institución de 
Mediación correspondiente, en su caso, y no implicará la pérdida de las demás prestaciones 
reconocidas en la concesión del derecho de asistencia jurídica gratuita”
Artículo 31. Obligaciones profesionales 
2. Los mediadores y/o facilitadores de las técnicas restaurativas designados desempeñaran sus 
funciones hasta la finalización de la técnica, y en su caso, seguimiento del acuerdo restaurador.
Podrán excusarse de intervenir o continuar en una técnica restaurativa según las causas 
previstas legalmente en sus Estatutos que afecten a su independencia e imparcialidad, así como 
cuando exista justa causa, que será apreciada por el Presidente de la Institución de Mediación.
6) En relación a la subvención y supervisión de los servicios de asistencia jurídica gratuita:
Artículo 37. Subvención 
“Las Administraciones públicas competentes subvencionarán con cargo a sus dotaciones 
presupuestarias la implantación y prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita 
por los Colegios de Abogados, de Procuradores e Instituciones de Mediación”
Artículo 39. Gestión colegial de la subvención 
“Los Consejos Generales de la Abogacía Española, de los Colegios de los Procuradores 
de los Tribunales de España y las Instituciones de Mediación distribuirán entre los Colegios 
de Abogados, de Procuradores e Instituciones de Mediación, el importe de la subvención que 
corresponda a la actividad desarrollada por cada uno.
Los Consejos Generales, los Colegios y las Instituciones de Mediación, en cuanto entidades 
colaboradoras para la gestión de la subvención, estarán sometidos a las obligaciones 
establecidas para dichos sujetos por la Ley General Presupuestaria”
Artículo 40 Retribución por baremo 
“En atención a la tipología de procedimientos y técnicas restaurativas en los que intervengan 
los profesionales designados de oficio, se establecerán, previo informe del Consejo General 
de la Abogacía Española, del Consejo General de los Colegios de los Procuradores de los 
Tribunales de España y de las Instituciones de Mediación, las bases económicas y módulos de 
compensación por la prestación de los servicios de asistencia jurídica gratuita”
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La reforma de la Ley 1/1996 de 10 de enero, por la que se aprueba la Justicia Gratuita en 
España, en el sentido expuesto, supondría, a mi juicio, garantizar el derecho fundamental de 
acceso a la Justicia –art. 24 CE– en este caso la restaurativa como complemento a la tradicional, 
de todos los ciudadanos. 
Considero, además, que tal propuesta podría verse reforzada y garantizada en el ámbito 
penal y penitenciario, de cara a la víctima, con la reforma del art. 15 del Estatuto de la Víctima, 
así como de su reglamento –arts. 37 y 38 del RD 1109/2015 de 11 de diciembre– a los que se 
les debería añadir el siguiente apartado: 
“Las víctimas podrán presentar sus solicitudes de reconocimiento del derecho a la asistencia 
gratuita de un mediador y/o facilitador de las técnicas restaurativas ante el funcionario o 
autoridad que les facilite la información a la que se refiere este artículo.
 Asimismo los denunciados, investigados, condenados, presos y funcionarios penitenciarios 
también podrán presentar sus solicitudes de reconocimiento del derecho a la asistencia gratuita 
de un mediador y/o impulsor de las técnicas restaurativas ante el funcionario o autoridad que 
les facilite la información sobre la justicia restaurativa844.
Tal propuesta implicaría, a mi juicio, la derogación de la Disposición Adicional Segunda del 
Estatuto de la Víctima845 en la que se veta la ampliación presupuestaria para dotar de medios a 
la referida Ley. Mantener tal Disposición supone, según mi criterio, estar en contra del orden 
de principios y valores que proclama nuestro Estado Social, Democrático y de Derecho, al 
priorizar otros intereses sobre los que hacer el gasto presupuestario.
En mi opinión, la creación de un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de 
técnicas restaurativas garantizaría el derecho de las partes en conflicto a acceder a la Justicia 
Restaurativa para solucionar “su” conflicto. Y en el medio penitenciario, donde la carencia 
de recursos económicos es una nota característica, la puesta en práctica de dichas técnicas 
restaurativas sería una realidad y no una “mera intención” dependiente de la “buena voluntad” 
de la Administración penitenciaria y de las Organizaciones no gubernamentales –ONG´S– 
actualmente muy “condicionadas económicamente” en sus fines e intereses.
844 En el ámbito penitenciario propuse lege ferenda, que tal información fuera facilitada por los 
servicios encargados del tratamiento en los siguientes términos –art. 60.2 LOGP–:
“ (…) Los servicios encargados del tratamiento deberán para ello:
a) Informar a reclusos y funcionarios sobre el significado y alcance de las técnicas restaurativas 
en el Sistema Penitenciario.
b) Derivar de oficio o a petición del recluso y/ o funcionario el asunto al mediador y/o impulsor 
de la técnica restaurativa, legalmente establecido
c) Coordinarse con los mediadores/y o impulsores de las técnicas restaurativas para que los 
resultados obtenidos surtan los efectos jurídicos previstos legalmente”
845 Según la Disposición Adicional Segunda de la Ley 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el 
Estatuto de la Víctima: “Las medidas incluidas en esta Ley no podrán suponer incremento de dotaciones 
de personal, ni de retribuciones ni de otros gastos de persona”
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5. RECAPITULACIÓN
Finalizaré este capítulo recopilando todas las propuestas planteadas. Dichas propuestas tienen 
la finalidad de introducir de manera complementaria a nuestro sistema penitenciario las técnicas 
restaurativas, con la intención de mejorarlo desde un plano resocializador y restaurativo, además 
de humanizarlo.
1) Los objetivos que, en mi opinión, debe perseguir la intervención restauradora en el sistema 
penitenciario para, por un lado, superar las disfunciones que actualmente presentan las figuras 
jurídicas que lo integran –régimen disciplinario, régimen cerrado y especiales, beneficios 
penitenciarios, etc…– y por otro, justificar su incorporación a dicho sistema, se pueden clasificar 
en dos grandes grupos, uno relativo al tratamiento y otro relativo a las relaciones personales e 
institucionales:
a) Objetivos de la intervención restauradora relativos al tratamiento
La finalidad que prima hoy en día en los Centros Penitenciarios es la seguridad846, en 
detrimento de la resocialización del delincuente y, con ello, en detrimento a su vez, de la 
restauración a la víctima. 
Como ya he reiterado en numerosas ocasiones, una de las principales causas que ha provocado 
la limitada eficacia del sistema penitenciario español ha sido el deficiente tratamiento dispensado 
en las cárceles847. De ahí la necesidad de incorporar a dicho tratamiento nuevas técnicas, como 
las restaurativas, con el objetivo de mejorarlo.
Según mi criterio, las finalidades y actividades del tratamiento penitenciario deben ser 
configuradas, no sólo a la luz de lo dispuesto en nuestra legislación penitenciaria, sino también 
en concordancia con la actual Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del consejo de 
25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo 
y la protección de las víctimas de delitos, así como con lo dispuesto en la Ley 4/2015 de 27 de 
abril, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima del delito. Por ello, se ha de entender que 
a través de los programas y/ o técnicas de la Justicia restaurativa reconocidos en las referidas 
normativas se puede alcanzar “el respeto hacia la víctima” y “la restauración del daño causado” 
como finalidades específicas del tratamiento penitenciario.
En suma, por tratamiento penitenciario debe entenderse el conjunto de actividades 
encaminadas a que el recluso sea capaz de: 1º Tomar conciencia de las consecuencias de sus 
actos; 2º asumir su responsabilidad; 3º evitar que en el futuro repita conductas que atenten 
contra otras personas, y en especial sobre la víctima: 3º reparar a la víctima, y; 4º superar, en su 
caso, los condicionamientos psico-sociales que le llevaron a delinquir. 
846 Como ya se ha analizado, a través de mecanismos caracterizados por el riguroso control, el 
aislamiento y la falta de garantías en su aplicación
847 Planteado en el Capítulo I, apartado 1 y analizado en el Capítulo II, apartado 4.
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En este contexto, a la hora de diseñarse los programas de tratamiento, las Juntas de Tratamiento 
y sus Equipos Técnicos deberían proponer la inclusión de la mediación y/o cualquier otra 
técnica restaurativa que estimen adecuada como una actividad tratamental más, dirigida a la 
reeducación y reinserción social del penado, y por medio de la cual el penado podría: 1ºAsumir 
la responsabilidad generada por la conducta infractora: 2º Aprender habilidades de comunicación 
en las relaciones interpersonales conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la vida 
en libertad: 3º Aprender técnicas de escucha dirigidas a la comprensión de la conducta y 
comportamiento de la otra persona: 4º Aprender técnicas y claves para la solución pacífica de 
las relaciones conflictivas: 5º Aprender a tomar decisiones autónomas y: 6º Aprender a reparar 
a la persona agraviada, tomando conciencia del daño ocasionado.
Como deriva de su propia lectura, se trata de objetivos del tratamiento que entroncan 
directamente con las finalidades de la Justicia restaurativa –responsabilidad, restauración 
y reintegración–. De modo, que su integración podría mejorar notablemente el deficiente 
tratamiento dispensado a los reclusos actualmente en las cárceles, y que hace caer en descrédito 
nuestro sistema penitenciario.
Como ya he anunciado, el tratamiento representa el “eje vertebral” de todo nuestro sistema 
penitenciario: todas sus instituciones básicas –clasificación, permisos, libertad condicional, 
beneficios penitenciarios y régimen disciplinario– se basan en el tratamiento para su correcta 
aplicación así como para la consecución de sus fines. Por tanto si el tratamiento es deficiente, el 
sistema penitenciario resulta deficiente e ineficaz. Sin embargo, al incorporar la Justicia restaurativa, 
los resultados obtenidos en un programa y/o técnica restaurativa junto con el resto de actividades 
tratamentales, se podría realizar una valoración más adecuada acerca del preso a los efectos de sus 
clasificaciones, progresiones de grado, concesión de permisos, beneficios y recompensas848, etc…
Por consiguiente propongo lege ferenda la reforma del art. 62 LOGP añadiendo a los 
principios del tratamiento: la responsabilidad, la restauración a la víctima y la reintegración del 
preso. Y respecto al art. 110 RP 1996, según mi criterio, se le debería añadir como actividad 
tratamental específica la posibilidad de utilizar por parte de la Administración Penitenciaria 
“programas y/ o técnicas de la justicia restaurativa”.
b) Otros objetivos de la intervención restauradora
En este grupo he planteado y analizado la consecución de objetivos, tales como; mejorar las 
relaciones preso/preso y preso/funcionario, mejorar y/o evitar el deterioro de las relaciones 
familiares, mejorar la relación preso-víctima-comunidad y mejorar el funcionamiento de la 
848 Como ya he manifestado de manera reiterada, no se trata de conceder de manera automática estas 
figuras jurídicas penitenciarias por el simple hecho de realizar una técnica restaurativa, si no de mejorar 
el sistema de concesión de las figuras jurídicas aludidas, por medio de una valoración adecuada del 
convencimiento “intimo” del preso. Asimismo, según las experiencias de mediación penitenciaria, el 
uso de las técnicas restaurativas ayuda a “transformar” de manera positiva a las personas que participan 
y a crear una “cultura de la paz”, algo que nos beneficia a todos.
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Administración penitenciaria así como de los JVP. Según mi criterio, a través del alcance de 
los referidos objetivos se pueden conseguir también otros objetivos beneficiosos para todo 
el sistema –reducir la conflictividad, disminuir la reincidencia, garantizar la seguridad, o 
descongestionar el trabajo de las instituciones, entre otros– así como para las personas en 
particular –reducir niveles de tensión y ansiedad, fomentar el desarrollo y autonomía personal, 
evitar perjuicios a familiares, superar prejuicios negativos, bienestar, etc…– basándome, para 
emitir tal juicio, en las experiencias de mediación realizadas en las cárceles españolas.
2) En lo que concierne a las propuestas metodológicas849 para llevar a cabo la intervención 
restauradora en el sistema penitenciario, para su realización hemos de partir, en primer lugar, 
de las características generales que deben regir cualquier intervención restauradora, en segundo 
lugar, de la diferenciación de conflictos que pueden surgir en este ámbito, y sobre dicha 
diferenciación valorar qué clase de técnica restaurativa resulta más adecuada para prevenir y/o 
resolver el conflicto, teniendo en cuenta para ello las características específicas de éste –partes 
implicadas, percepciones, objetivos, etc…–:
a) Respecto a las características generales que deben regir cualquier intervención 
restauradora, la doctrina y la legislación señalan varias: 1º Relativas al procedimiento y/o 
programa restaurador, éste, deberá ser; voluntario, no adversarial, flexible, y confidencial 
principalmente; 2º En relación al mediador y/o facilitador de la técnica restaurativa la doctrina 
coincide en que su actuación debe responder a unos principios, tales como, favorecer la 
autonomía de las partes, estar cualificado profesionalmente, ser imparcial y neutral además 
de guardar confidencialidad; 3º Respecto a las partes en conflicto, éstas, deben actuar con 
respeto mutuo y en igualdad de condiciones, circunstancias que deberán ser garantizadas 
por el mediador y/o facilitador; en lo relativo a la posibilidad o no de la intervención de 
terceros, diferentes de las partes directas en conflicto, aquella dependerá en gran medida 
del tipo de técnica restaurativa empleada. Por tanto, debemos diferenciar entre la mediación 
directa y otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio –conferencias grupales, paneles 
de sentencias, etc…– .En el supuesto de la mediación directa, la legislación española no 
establece nada al respecto, por tanto, en mi opinión, si expresamente no está prohibida su 
intervención y es voluntad de las partes, no tendría que plantearse ningún inconveniente 
en cuanto a la posible participación de terceros. Y en el caso de las segundas –conferencias 
grupales, paneles de sentencias, etc…– al caracterizarse porque representan una forma de 
facilitación de estilo mediatorio en el que además del infractor y la víctima participan otras 
personas del entorno que pueden ayudar a resolver el conflicto. La participación de terceros 
es una condición necesaria para llevarlas a cabo, por tanto no debe plantearse ningún conflicto 
al respecto; 4º por último, en lo que concierne a las fases en las que se puede estructurar 
la intervención restauradora de estilo mediatorio, existen diversos modelos mediatorios, 
en atención al número de etapas o fases en las que se estructure el procedimiento, tal y 
849 A la regulación específica sobre el procedimiento para actuar con técnicas restaurativas, las 
denomino “propuestas metodológicas”.
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como ya se ha explicado. En mi opinión, la cuestión relativa al número de fases en las que 
estructurar la intervención debe quedar a la elección del mediador y/o facilitador, en función, 
primero, del tipo de conflicto planteado y, segundo, de la clase de técnica restauradora elegida 
pues unos modelos pueden ser más idóneos que otros, según el caso. Así, por ejemplo: ante 
un conflicto sencillo, donde las partes tienen plena predisposición para solucionarlo de 
manera consensuada, y el entendimiento entre ambas está presente, el modelo deberá ser, a 
mi juicio, el más breve y sencillo –p. ej.: el modelo propuesto por BUSTELO ELIÇABE-
URRIOL850estructurado en tres fases– por motivos de sencillez y celeridad. Ahora bien, si 
por el contrario, nos encontramos ante un conflicto complejo, con multitud de partes, con 
escasa predisposición hacia una solución consensuada y las percepciones sobre el conflicto 
son muy diversas, en este caso resultará necesaria el empleo de una técnica más compleja 
–p. ej.: mediación multi-partes, conferencias de grupos, etc…– estructurada en un modelo de 
intervención divida en más fases –p. ej.: los modelos estructurados en seis fases, diseñados 
por T. BUTTS GRIGGS, L. MUNDUATE JACA, M. BARÓN Y F.J. MEDINA DÍAZ851 
y completado con lo señalado por E. VINYAMATA CAMP852 o el modelo estructurado en 
nueve fases ideado por A. FLOYER ACLAND853– durante las que poder ir trabajando y 
abordando todas las problemáticas.
 b) Según mi juicio, en función de la clase de conflicto a resolver, se pueden plantear diferentes 
metodologías para llevar a cabo la intervención restauradora en el sistema penitenciario. La 
importancia de realizar una diferenciación de los conflictos en este ámbito no radica tanto en 
establecer una “clasificación teórica” si no en que dicha clasificación o diferenciación nos sirve 
para analizar las causas que dieron lugar al conflicto y buscar, en consecuencia, una forma de 
intervenir adecuada para su resolución y/o prevención.
En este plano, considero que, se pueden hacer dos grandes clasificaciones, los conflictos 
intra-penitenciarios y los conflictos extra-penitenciario: los primeros son aquellos que tiene 
lugar entre personas que se encuentran en prisión, bien por su condición de preso, bien por su 
condición de funcionario. En su marco distingo, a su vez, dos clases en función de la cualidad 
que ostentan las partes en conflicto –funcionario o preso–; y los segundos son aquellos que 
tienen lugar entre personas, hallándose una presa y la otra no, y a su vez vuelvo a diferenciar 
diversos tipos; el conflicto surgido entre el preso y la víctima del delito y el conflicto entre el 
preso y su familia. 
850 BUSTELO ELIÇABE-URRIOL, D.J., “La mediación familiar interdisciplinar”, Ensayos, Madrid, 
1995, en www.aieef.org/web/archivos/archivo_670.pdf, pp. 1-89 /52-54.
851 BUTTS GRIGGS, T., MUNDUATE JACA, L., BARÓN, M., y MEDINA DÍAZ, F.J., “Intervenciones 
de mediación”, en la Revista Gestión del conflicto, negociación y mediación, 2005, pp. 265-303. 
852 VINYAMATA CAMP E., “Aprender mediación”, Ed. Paidós, Barcelona, 2003, pp.41-46.
853 FLOYER ACLAND A., “Cómo utilizar la mediación para resolver conflictos en las organizaciones”, 
(traducción: Beatriz López) Ed. Paidós, Barcelona, 2004.
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 Según mi criterio, tal y como ya he defendido a lo largo de este trabajo, deben utilizarse 
diferentes técnicas restaurativas para llevar a cabo la intervención restauradora atendiendo a las 
referidas diferenciaciones del conflicto, teniendo en cuenta para ello: los objetivos a alcanzar 
en cada uno de ellos, la situación de las partes implicadas, el tipo de relación que mantienen, 
así como sus percepciones. En este ámbito debe regir, a mi juicio, el principio de flexibilidad, 
siempre que se respeten las características esenciales de las técnicas que integran la Justicia 
restaurativa en armonía con los principios y garantías del Estado de Derecho. Ello significa 
que cada mediador y/o facilitador de la intervención restauradora deberá estar capacitado para 
diseñar una metodología de intervención siguiendo las líneas básicas reflejadas en los protocolos 
de actuación.
Tal y como se ha venido realizando principalmente hasta ahora, reducir la intervención 
restauradora al uso exclusivo de la mediación directa, como única técnica restaurativa, puede 
plantear serías limitaciones en los siguientes casos: 1º Supuestos en los que una de las partes no 
desea tener un encuentro directo con la otra; 2º Supuestos en los que no hay víctima concreta; 
3º Supuestos en los que la percepción de las partes en conflicto necesita ser ampliada y 
completada con la participación de otras personas de su entorno social, laboral y/o familiar; 
4º Supuestos en los que la presencia simbólica del órgano judicial –p. ej.: JVP/JCVP– ofrece 
seguridad y confianza a las partes, por el recelo que estas puedan tener entre sí. 
A mi juicio, no debemos reducir a la mediación directa las técnicas restaurativas a utilizar para 
resolver el conflicto penitenciario, pues supondría una grave limitación por diversos motivos: 
por un lado, los supuestos anteriormente referidos no podrían ser intervenidos restaurativamente 
de manera adecuada y, por otro lado, teniendo en cuenta la estructura de la Justicia restaurativa, 
cuantas más partes –directas y comunidades de apoyo– participen en la técnica, está será más 
restaurativa y con ella el acuerdo alcanzado . El mediador y/o facilitador de la intervención 
restauradora deberá, por tanto, valorar en cada caso concreto la posibilidad de utilizar otras 
técnicas y/o programas de la Justicia restaurativa854, además de la mediación directa, que puedan 
resultar útiles y efectivas para la resolución y/o prevención del conflicto concreto, dependiendo 
de las características específicas de éste. 
En mi opinión, para dar solución a los supuestos anteriormente mencionados, se pueden 
utilizar diversas técnicas restaurativas de estilo mediatorio, ya analizadas previamente y que 
paso a enumerar: mediación indirecta, conferencias grupales, círculos de sentencia y programas 
de sensibilización o talleres de gestión de conflictos.
3) Según mi criterio, para poder hacer un uso adecuado y eficaz de las técnicas restaurativas, 
se precisa la reforma de gran parte del articulado que integra la legislación penitenciaria. De 
tal modo que dichas técnicas cuenten con cobertura legal donde se especifiquen: los supuestos 
854 Expuestos en el Capítulo I, apartado 2.5, a nivel internacional y el Capítulo III, apartado 2.1, a 
nivel europeo y nacional.
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susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, las vías de derivación y las consecuencias 
jurídicas. Por consiguiente, he realizado, en este capítulo, diversas propuestas lege referenda 
para reformar la referida legislación en el sentido expuesto, relativas a: 1º El procedimiento 
sancionador penitenciario –procedimiento, individualización y ejecución de la sanción y efectos 
del cumplimiento–; 2º El resto de figuras jurídicas penitenciarias –clasificación, regímenes 
especiales, libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos–. Todo ello de manera 
complementaria al procedimiento legalmente previsto, y a partir del principio de oportunidad 
reglada, plenamente armonizable con los principios y garantías del Estado de Derecho. Dichas 
propuestas tienen como primordial finalidad superar las disfunciones que actualmente presenta 
el sistema penitencio español, con la intención de mejorarlo a la par que humanizarlo.
 Asimismo he analizado los problemas que pueden plantearse a la hora de poner en práctica 
las referidas técnicas restaurativas y he ofrecido diversas soluciones jurídicas en los siguientes 
supuestos: a) Que una de las partes en conflicto no desee realizar la técnica restaurativa; b) 
Que no exista víctima concreta; c) Que no se cumpla el acuerdo restaurador.
4) Por último, en lo que concierne a la figura del mediador y/o facilitador de la técnica 
restaurativa, considero que partiendo del concepto que algunas legislaciones855 establecen 
sobre él, éste debe reunir una serie de caracteres esenciales, tales como: neutro, independiente 
e imparcial, además de los rasgos profesionales; comunicación, legitimación, facilitación, 
entrenamiento, desarrollo potencial individual, capacidad para la identificación de temas, 
liderazgo positivo y ser agente de la realidad856 y personales, que la doctrina viene exigiendo; 
la objetividad, la empatía, la asertividad, la perspicacia, la experiencia en conocimientos, el 
ingenio, la habilidad para inspirar confianza y las habilidades intelectuales, entre otros. 
Según diversos autores, el mediador y/o facilitador debe desarrollar un rol activo en la 
intervención restauradora, el cual se concreta en un modelo, a mi juicio, de estilo colaborativo, 
con la aplicación de técnicas, habilidades y estrategias para que las partes en conflicto restablezcan 
la comunicación, se escuchen mutuamente y recuperen la confianza para llegar a acuerdos. 
Con respecto al estatuto del mediador, la legislación establece: los requisitos “mínimos” que 
deben cumplir estos profesionales para ejercer la mediación, las garantías de su imparcialidad 
y la obligación de suscribir un seguro que cubra posibles responsabilidades en el desarrollo de 
855 Así el art. 35 de la Ley de Mediación portuguesa señala:
“El mediador es un tercero neutro, independiente e imparcial, desprovisto de poderes de imposición 
a las partes de una decisión vinculante. Compete el mediador organizar y dirigir la mediación, poniendo 
su preparación teórica y práctica al servicio de las personas que escogieran voluntariamente su 
intervención, procurando conseguir el mejor y más justo resultado útil en la obtención de un acuerdo 
que las satisfaga”.
856 Sobre ello GARCIANDÍA GONZÁLEZ, P., “Materiales para la práctica de la mediación. 
Esquemas, cuestiones y formularios para el ejercicio de una profesión en alza”, Ed. Thomson Reuters 
Aranzadi, Navarra, 2013, p 175.
339
Capítulo V. Propuestas de modificación legislativa para incorporar un modelo...
sus funciones, y deja abierta la posibilidad de que las instituciones de mediación puedan exigir 
“más requisitos”. Dichas instituciones tienen además como principal función la implementación 
y desarrollo de la mediación.
La experiencia demuestra que la sociedad necesita y exige que los profesionales sometan 
su actuación no sólo a la Ley sino también a unos principios éticos y morales, que se deben 
concretar en un Código Deontológico donde se recojan unas premisas básicas de actuación; 
en general, en relación a las partes y en relación a otros profesionales, administraciones e 
instituciones.
La referida legislación sólo hace referencia al término de “mediador” pero, tal y como ya 
he defendido en este capítulo, considero que además de la mediación son más las técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio susceptibles de ser puestas en práctica siendo, tal vez, más 
acertado denominar a la persona que conduce tales técnicas “facilitador”, quien deberá, a mi 
juicio, reunir los mismos requisitos –capacidad y formación– que se exigen al “mediador” en 
sentido estricto y cumplir con las mimas normas deontológicas.
Asimismo estimo que a los mediadores y/o facilitadores de técnicas restaurativas en el ámbito 
penal y/o penitenciario para poder ejercer como tales, además de exigirles de manera analógica 
los requisitos y condiciones previstos en la legislación, se les deberían exigir unos conocimientos 
específicos en Derecho penal, procesal y penitenciario. Según mi criterio, es necesario que el 
mediador y/o facilitador conozca el sistema legal en el que tiene lugar su intervención para 
poder desempeñar adecuadamente sus funciones: elección y puesta en práctica de la técnica 
restaurativa, información clara y concisa a las partes sobre dicha técnica, así como su engarce 
en el Sistema jurídico penal, y coordinación adecuada con otros profesionales, administraciones 
e instituciones que intervengan en el sistema, etc… 
Finalmente, a mi juicio, la creación de un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio resulta imprescindible para garantizar, por un lado, 
la profesionalidad, independencia y gratuidad de esta nueva profesión, así como su engarce 
institucional en el sistema penitenciario, y de otro lado, el derecho de acceso a la Justicia 
–art. 24 CE–, en este caso la restaurativa, a todos los ciudadanos, incluidos los que carecen de 
recursos económicos857. Por consiguiente, la Ley de Justicia Gratuita precisa de una reforma 
legislativa en este sentido, para introducir la figura del mediador y/o facilitador de técnicas 
restaurativas, tal y como he planteado. De otro modo, la puesta en práctica de las técnicas 
restaurativas en el ámbito penitenciario nunca será una realidad jurídica, quedando, como hasta 
ahora, relegada a una “mera intención” dependiente de la “buena voluntad” y “disponibilidad” 
de la Administración penitenciaria y de las Organizaciones no gubernamentales –ONG´S–.
857 Nota característica de la población penitenciaria en su inmensa mayoría.
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LA MEDIACIÓN Y OTRAS TÉCNICAS RESTAURATIVAS EN EL ÁMBITO 
PENITENCIARIO: RAZONES Y PROPUESTAS DE REFORMA LEGISLATIVA PARA 
SU INTRODUCCIÓN
Para finalizar esta tesis haré una exposición de todas las conclusiones a las que he llegado tras 
su elaboración y sobre las que fundamento mis propuestas para mejorar el sistema penitenciario 
español.
I. El sistema penitenciario español adolece de una limitada eficacia como instrumento 
de reeducación y reinserción del delincuente y por consiguiente es necesario realizar un 
cambio de paradigma 
Tal y como he expuesto a lo largo de este trabajo nuestro sistema penitenciario no consigue 
cumplir los fines que constitucional y legalmente tiene asignados. Esto se debe, entre otras 
razones, a que bajo el teórico paradigma resocializador de nuestro sistema penitenciario – art. 
25.2 CE / art. 1 LOGP– éste esconde en la práctica todo un paradigma retributivo, provocado, 
a mi juicio, por : una incomprensible relativización de los principios y garantías que deben 
regir el cumplimiento de las penas de prisión en el Estado de Derecho, y con ello, las amplias 
prerrogativas concedidas “de facto” a la Administración penitenciaria para priorizar la seguridad 
por encima del resto de fines que tiene atribuidos - reeducación, reinserción y apoyo post-
penitenciario-. Esto conlleva en la práctica no sólo una injustificada anulación de los derechos 
fundamentales del recluso, convirtiéndose en un factor criminógeno, sino también a la ineficacia 
del sistema penitenciario al no cumplir con todos los fines que constitucional y legalmente tiene 
atribuidos. 
1. Basándome en los estudios empíricos realizados en la materia y en mi propia experiencia 
profesional puedo afirmar, de un lado, que el condenado, en la mayoría de los casos no se reintegra 
en la sociedad tras su paso por la cárcel. Por el contrario, el preso termina victimizándose 
-victimización terciaria-, fruto de la violencia institucional del sistema penitenciario y como 
consecuencia de ello no asume plenamente la responsabilidad de sus actos, pudiéndose convertir 
en un factor criminógeno. De otro, es claro que la víctima es apartada del proceso penal y no ve 
resarcido el daño que se le ha ocasionado dando lugar a su victimización secundaria. En tercer 
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lugar, la sociedad no percibe la eficacia del Sistema jurídico penal sobre todo en lo que atañe 
al sistema penitenciario; por ello, y porque no percibe garantías de que el infractor no vuelva a 
delinquir, pierde la confianza en el sistema amén de considerar que éste es demasiado benévolo 
con el delincuente. De otra parte, la intervención del Estado es cada vez mayor destacando la 
construcción de macro-cárceles y las altas tasas de encarcelamiento. Esto conlleva a su vez 
un alto coste económico y se termina primando la finalidad de seguridad sobre la finalidad 
reeducadora, en contra de lo dispuesto en el art. 71 LOGP. Con ello no se atienden aquellos 
estudios que aconsejan el cumplimiento de la pena privativa de libertad en regímenes abiertos 
y no en regímenes cerrados, ya que se ha demostrado empíricamente que la tasa de reincidencia 
es menor en aquellos presos que cumplieron en régimen abierto. 
Todos estos factores me han hecho llegar a la conclusión de que el cumplimiento de la 
pena de prisión, lejos de solucionar el conflicto surgido tras la comisión del delito, por contra 
lo agrava, poniendo en tela de juicio la eficacia del sistema penitenciario en cuanto a su 
finalidad reeducadora y reintegradora se refiere; asimismo se concluye la falta de una verdadera 
reparación, sobre todo moral, a la víctima, así como de la percepción distorsionada que recibe 
la sociedad sobre el delito, el delincuente y la forma de cumplir la pena. No obstante, ha de 
admitirse que la finalidad de seguridad y retención que la pena tiene atribuida, se cumple más 
o menos de una manera relativa dentro de prisión, haciéndola “primar” sobre el resto de fines 
asignados, como una finalidad en sí misma y no como un medio para alcanzar los demás – 
reeducación y reintegración-, obviando, para ello, el debido respeto a los principios y garantías 
constitucionales establecidos al respecto, convirtiéndose, como ya he señalado, en un factor 
criminógeno. 
A mi juicio, el fracaso práctico de la resocialización en el actual sistema penitenciario impone 
la necesidad de explorar nuevos caminos que se ubiquen en un modelo distinto, esto es, un 
cambio de paradigma, que sitúe a las prisiones en condiciones de alcanzar en mayor medida 
que en la actualidad los fines de reeducación y resocialización del delincuente que justifican 
prioritariamente su existencia en nuestro modelo constitucional.
2. El nuevo paradigma de la Justicia restaurativa representa una justicia más humana, 
caracterizada por la participación de las partes en conflicto y sus comunidades de apoyo, por 
utilizar el dialogo como principal herramienta y cuyo principal objetivo es restaurar la paz social, 
reparar el daño, responsabilizar y reintegrar al infractor, y evitar así nuevas victimizaciones a 
través de la reconciliación entre el infractor y la víctima. Por tanto, éste nuevo paradigma, 
planteado por este tipo de Justicia, puede resultar un medio eficaz para alcanzar los fines 
constitucionales en nuestro sistema penitenciario.
A pesar de aquellos autores que, desde posiciones abolicionistas, y una concepción originaria 
que entiende la Justicia restaurativa y sus vías como alternativas a la pena, mantienen que la 
esencia de la prisión la hace incompatible con los postulados de la Justicia restaurativa y por 
tanto consideran inviable la posibilidad de poner en marcha programas o técnicas restaurativas 
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dentro de la prisión, sin embargo, a mi juicio, es necesario trabajar desde dentro de la prisión 
con base a principios restaurativos para poder mejorar el actual sistema penitenciario. No se 
trata con ello de olvidar sus críticas, sino, desde un punto de vista pragmático, sin renunciar 
por ello a la necesidad de revisión del sistema y siendo muy consciente de las consecuencias 
negativas que conlleva el internamiento en prisión. En mi criterio se debe adoptar un punto 
de vista reformista, en el sentido de mejorar los mecanismos con los que actualmente cuenta 
nuestro sistema penitenciario, que parta de las siguientes premisas: a) Las prisiones no van a 
desaparecer a corto plazo; b) La Justicia restaurativa puede transformar positivamente las 
prisiones; c) Si no usamos la Justicia restaurativa dentro de la prisión estaríamos excluyendo 
a las víctimas de los delitos más graves de dichas técnicas.
II. Los mecanismos de resolución del conflicto penitenciario que prevé la legislación 
penitenciaria española cuentan con una eficacia limitada y por tanto es necesario 
la exploración de otros mecanismos cualitativamente diferentes, atendiendo a las 
características del conflicto
Como he puesto de manifiesto en esta tesis los mecanismos de solución del conflicto 
penitenciario que prevé nuestro actual sistema tienen una limitada eficacia, además de una dudosa 
legitimidad, por un lado, aquellos que “amenazan con la pérdida de beneficios penitenciarios, 
permisos o mejoras en el régimen penitenciario” y cuya concesión está supeditada a un 
“aparente” buen comportamiento pero sin técnicas adecuadas para valorar los convencimientos 
íntimos y, por otro lado, los mecanismos que “reprimen o sancionan de manera violenta 
mediante el aislamiento y el riguroso control” y que acarrean graves consecuencias físicas y 
psicológicas para la persona del recluso, las cuales, a su vez, anulan o limitan las capacidades 
del preso para poder gestionar de manera sosegada sus relaciones. Tal situación justifica la 
necesidad de buscar nuevos mecanismos que resuelvan el conflicto penitenciario de una manera 
más eficaz y acorde con los fines y principios constitucionales, teniendo en cuenta para ello las 
características del conflicto y sus causas.
1. En el ámbito penitenciario nos encontramos con conflictos principalmente interpersonales 
– preso/preso y funcionario/preso- que surgen en la dinámica de la relación entre personas 
dentro de una estructura, la prisión. Desde esta perspectiva también se les puede calificar como 
conflictos estructurales -conflicto intra-penitenciario-, pues es la propia estructura penitenciaria 
la que limita, anula o no reconoce derechos básicos de las personas haciendo primar su interés 
de seguridad. Se trata, por último de conflictos de relación motivados por emociones negativas 
intensas, percepciones falsas o estereotipadas, escasa o nula comunicación, conductas violentas 
reiteradas, así como por la falta de capacidades – aptitudes y actitudes-.
Pero el conflicto penitenciario no sólo surge y surte sus efectos en el terreno estrictamente de 
la convivencia en prisión sino que, a mi criterio, se puede extender más allá de la estructura de 
la cárcel afectando al Sistema jurídico penal en su conjunto – conflicto extra-penitenciario -. La 
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consecución de los fines específicos de resocialización y seguridad que el sistema penitenciario 
tiene atribuidos – art. 25.2 CE y 1 LOGP- dependerán en gran medida de cómo se haya 
resuelto el conflicto dentro de prisión. Si éste no se ha resuelto de manera eficaz atendiendo 
a parámetros resocializadores y restaurativos podrá afectar también a la víctima, pues verá 
peligrar la reparación del daño sufrido, y a la sociedad porque no tendrá garantías de que el 
preso no vuelva a delinquir, debido también a la desocialización del preso: por último, todo ello 
redundará en la falta de credibilidad de la Institución penitenciaria. 
En lo que concierne a las partes implicadas en el conflicto penitenciario, los principales 
actores que intervienen en dicho conflicto son, por un lado, en relación a la convivencia dentro 
de prisión, el preso y la Administración penitenciaria – SGIP/directores y funcionarios de 
vigilancia-, y de otro, además, la víctima y la sociedad en relación a su “participación” en 
el sistema penitenciario. Las percepciones e intereses que las partes aludidas tienen sobre el 
conflicto, a mi juicio, están determinados en gran medida por los condicionamientos de la 
vida en prisión – estructura, personas que conviven y relaciones que se generan- entre los 
que sobresale: la violencia, la suspicacia, la necesidad de adaptación o “sumisión” al medio 
carcelario como forma de sobrevivir en un entorno adverso y sobredimensionado, regido por 
la autoridad, así como la falta o limitación de capacidades – aptitudes y actitudes-”858 para 
gestionar adecuadamente las relaciones, provocada o agravada dicha falta de capacidades, en 
algunos casos, por la manera en la que los reclusos cumplen la pena de prisión – p. ej.: regímenes 
de aislamiento-.
 En suma, las percepciones e intereses de las partes son contrapuestas. Dichas percepciones 
e intereses se polarizan por la propia dinámica carcelaria, lo que hace difícil “a priori” la 
resolución pacífica y eficaz del conflicto. 
2. Los mecanismos que prevé la legislación penitenciaria para prevenir o resolver los 
conflictos en prisión, tal y como ya he analizado en detalle en este trabajo, se caracterizan en 
su mayoría por aplicar el ejercicio de la autoridad de forma violenta sobre el preso, a través de 
medidas disciplinarias, régimen cerrado, art. 75.1 RP y FIES, entre otras. El referido ejercicio 
de autoridad por parte de la Administración penitenciaria adolece, según mi criterio, por un 
lado, de graves deficiencias jurídicas de aplicación en la práctica del Estado de Derecho, y, 
de otro, se traduce en la aplicación de rigurosas medidas de control personales que conllevan 
graves consecuencias físicas y psicológicas para la persona del recluso, y, a su vez, anulan o 
limitan las capacidades del preso para poder gestionar de manera sosegada sus relaciones, y 
ponerle en disposición de una vida en libertad libre de violencia.
Parece claro entonces que los referidos mecanismos lejos de solucionar el conflicto, lo 
agravan y perpetúan porque generan, por un lado, consecuencias negativas para todas las 
partes: el recluso se ve privado o limitado en sus derechos -aislamiento, regresiones a primer 
858 Hemos de recordar el perfil de la mayoría de los reclusos caracterizado por: baja o nula educación, 
baja empleabilidad, problemas de drogadicción y trastornos mentales. 
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grado, suspensión de permisos o beneficios penitenciarios, traslados de prisión, entre otros - 
sin justificación “razonable a su juicio”; el funcionario percibe un mayor nivel de presión e 
incomprensión a la hora de desempeñar su trabajo; la Administración penitenciaria además 
del JVP, en su caso, ven incrementado su volumen de trabajo burocrático a raíz de las quejas 
y recursos; la víctima no se siente resarcida por el daño ocasionado; y la sociedad no tiene 
garantías de que el condenado no vuelva a delinquir. Y, a todo ello se añade, como ya he referido 
en esta tesis, que la autoridad ejercida, sin respeto a los derechos fundamentales y, en la mayoría 
de las ocasiones, con la única finalidad de mantener la seguridad temporal en la prisión, cuenta 
con una efectividad muy limitada o relativa por los siguientes motivos: 
En primer término, el recluso percibe tal autoridad como abuso de poder y no la considera 
legítima: Por consiguiente, lo más frecuente es que las órdenes de la autoridad- funcionarios 
de vigilancia- sean desobedecidas por parte del recluso, a veces de manera violenta. Ante la 
desobediencia del recluso la Administración penitenciaria responde con mecanismos legales 
que prevén más violencia – medidas coercitivas, sanciones, regresiones de grado etc…- y el 
recluso retroalimenta su percepción negativa de un sistema injusto y desproporcionado, amén 
de las secuelas físicas y psíquicas que le acarrea. Se crea así una espiral de violencia que agrava 
y perpetúa el conflicto penitenciario en todas sus dimensiones.
En segundo término, si el único objetivo que se plantea la Administración penitenciaria en su 
actuación es preservar a toda costa la seguridad859 del Establecimiento penitenciario y no tiene 
en cuenta para ello el resto de intereses de las partes en conflicto – preso, víctima, sociedad- ni 
las consecuencias físicas y psíquicas que tal actuación conlleva para la persona del recluso, 
la Administración penitenciaria estará limitando al preso la posibilidad de resocialización al 
convertirle en una víctima del sistema. Esta victimización terciaria es un factor especialmente 
criminógeno, pues el preso al sentirse víctima no asume ningún tipo de responsabilidad por 
sus actos. Si no asume ningún tipo de responsabilidad tampoco ve razones para cambiar de 
actitud, y así resultará también difícil que encuentre motivos para reparar a la víctima – en el 
caso de que no lo haya hecho durante el proceso penal- y empatizar con ella. Por tanto los fines 
resocializadores y restaurativos se verán truncados, junto con el fin de seguridad pues habrá 
unas altas probabilidades de reincidencia.
En tercer lugar, a pesar de que el Estado de Derecho ha institucionalizado algunas maneras 
de gestionar el conflicto penitenciario – recursos y quejas al JVP-, que pretenden evitar la 
venganza, extraen la resolución del conflicto a las partes enfrentadas – preso/Administración 
penitencia/víctima- y se lo entregan al poder judicial860. Se trata de una forma de objetivación 
859 Interés legítimo cuando se trata de preservar la vida e integridad física de las personas que 
se encuentran en prisión – funcionarios y presos-, y se emplean los medios necesarios, idóneos y 
proporcionales para garantizar estos bienes, con la habilitación legal y control judicial que exige el 
Estado de Derecho. Pero de dudosa legitimidad cuando no se respetan las exigencias constitucionales.
860 Sin duda alguna, la posibilidad que concede nuestro sistema penitenciario al recluso para acudir 
“vía queja” al JVP por “vulneración de derechos” por parte de la Administración penitenciaria supone 
un gran avance, fruto del Estado de Derecho al que no debemos renunciar, pero si mejorarlo.
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que separa el autor de su acto, y que entrega la resolución a un tercero. En estas formas de 
intervención hay implícito, como han señalado algunos autores, un patrón divisorio, porque 
se observa el conflicto como producto de las diferencias entre lados opuestos, sin tener una 
visión global del conflicto, y sin tener en cuenta que siempre que se intervenga sobre un lado 
exclusivamente, se desequilibra el otro lado. Este modelo hace, por consiguiente, difícil llegar 
a un acuerdo o solución satisfactorio para todos.
En conclusión, estamos ante soluciones legales y/o institucionales que “neutralizan” 
temporalmente el conflicto, proporcionando una “seguridad” limitada – dentro de prisión y 
por un tiempo concreto- , pero que mantienen e intensifican las causas que dieron lugar al 
mismo: la violencia, el miedo, el recelo, la venganza o simplemente la falta de capacidades para 
gestionarlo adecuadamente. Por consiguiente, es previsible que el conflicto vuelva aflorar, no 
sólo dentro de prisión sino también tras la excarcelación del recluso861, lo que no significa otra 
cosa que una clara limitación de la eficacia del sistema penitenciario para alcanzar los fines que 
constitucional y legalmente tiene atribuidos en los arts. 25.2 CE y 1 LOGP-: la resocialización 
y reinserción del preso, la restauración a la víctima y la seguridad de la sociedad. 
Si el diagnóstico de la situación y los mecanismos que la producen es certero, resulta 
imprescindible la exploración de otros métodos de resolución de conflictos dentro del ámbito 
penitenciario, que permitan una resolución más humana y eficaz del mismo. Para ello es necesario 
que todas las partes implicadas - víctima, infractor, sociedad, Administración penitenciaria 
y JVP- perciban que la nueva forma de intervenir para resolver o gestionar el conflicto les 
beneficia. 
Estimo que la mediación así como otras técnicas restaurativas pueden ofrecer esta vía 
de solución más humana y eficaz, que responda realmente a parámetros resocializadores y 
restaurativos, con los que dar una respuesta satisfactoria a los intereses de todas las partes. Las 
técnicas restaurativas permiten, a aquellas, expresar, por medio de la escucha y el diálogo, su 
“visión” del problema, sus “sentimientos” y sus “dificultades”, además de facultarlas para adoptar 
una “solución pacífica” que satisfaga a todas, lo que las “obliga”, a su vez, a “empatizar” con la 
situación particular de la otra parte y así se evitará que el conflicto vuelva aflorar. También soy 
consciente de que las técnicas restaurativas pueden no ser viables para la resolución de todos los 
supuestos conflictivos que se planteen, pero su uso puede ayudar a “transformar” positivamente 
a las personas que participen en ellas, generando una “cultura de la paz”, que nos beneficie, a la 
larga, a todos – víctima, infractor, y comunidad-.
Y en otro orden, el uso de técnicas restaurativas también puede ayudar a mejorar el sistema de 
concesión de los denominados beneficios penitenciarios, proporcionándonos un conocimiento 
más objetivo y real sobre los verdaderos convencimientos íntimos del recluso.
861 Porque el preso, en definitiva, en la mayoría de los casos, no ha podido superar los condicionamientos 
que le llevaron a delinquir, no ha aprendido a resolver sus diferencias de manera pacífica y, a lo que 
debemos sumar, el resentimiento generado tras su paso por la cárcel.
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III. El marco teórico de la mediación penitenciaria así como de otras técnicas restaurativas 
es plenamente armonizable con los principios y garantías del Estado de Derecho 
En el marco teórico, parte de la doctrina, principalmente penalistas y procesalistas, ha 
cuestionado la inclusión de las técnicas restaurativas en nuestro sistema, en el sentido de 
las dificultades de armonización de las mismas con los principios y garantías del Estado de 
Derecho. Como he razonado en esta tesis, el sistema penitenciario español tal y como está 
diseñado jurídicamente permite la integración de técnicas restaurativas de estilo mediatorio 
de forma complementaria al procedimiento legalmente establecido – disciplinario y resto de 
figuras jurídicas penitenciarias -, sin hacer quebrar los principios y garantías del Estado de 
Derecho. En mi criterio, acudir a una técnica restaurativa para resolver el conflicto penitenciario 
no supone per se la renuncia al procedimiento legalmente establecido862: de un lado, exige crear 
un mecanismo que posibilite la vinculación, de forma previa o al finalizar el procedimiento 
penitenciario, de los resultados de la técnica restaurativa con éste; y, de otro, ante un posible 
fracaso de la referida técnica, que se habilite, sin trabas, el acceso a la tutela judicial a través de 
los Tribunales, sin que ello conlleve ningún efecto negativo – principio de complementariedad- 
. Me decanto por introducir las técnicas restaurativas como un instrumento complementario863 a 
la justicia tradicional dentro del Estado de Derecho porque entiendo que éste ha sido una gran 
conquista social y jurídica a la que no debemos renunciar: se trata tan solo de intentar su mejora, 
a través de vías que humanicen y doten de mayor eficacia al sistema penitenciario, mediante los 
instrumentos de la Justicia restaurativa.
Si priorizamos el uso de las técnicas restaurativas para la resolución de los conflictos en 
prisión, anteponiéndolas al empleo de las medidas represivas y restrictivas de derechos, daremos, 
también, vigencia al principio de última ratio que debe guiar nuestro sistema sancionador y 
restrictivo de derechos.
IV. La inexistencia de un marco legal expreso de la mediación penitenciaria y otras técnicas 
restaurativas produce inseguridad jurídica y limita su eficacia
Tal y como se ha expuesto en esta tesis, a pesar de la existencia de un marco teórico de la 
mediación, sin embargo, no existe un marco legal expreso, sobre todo a nivel nacional, que dote 
de cobertura legal a la mediación penitenciaria y demás técnicas restaurativas. Esto provoca 
en la práctica inseguridad jurídica, por consiguiente resulta necesario integrar jurídicamente 
las técnicas restaurativas en nuestro sistema penitenciario para poderlas llevar a la práctica de 
forma adecuada y eficaz, a través de una reforma legislativa donde se especifiquen los supuestos 
susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, las vías de derivación y sus consecuencias 
jurídicas.
862 Siguiendo la misma argumentación ofrecida por otros autores en el ámbito estrictamente penal y 
procesal. 
863 Tal y como he propuesto lege ferenda en esta tesis.
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Del análisis de las disposiciones dictadas al respecto, tanto en el plano internacional como 
en el nacional, derivan una serie de conclusiones sobre los déficits de esta normativa, que paso 
a exponer.
a) En el ámbito internacional, existen numerosas disposiciones procedentes en su mayoría de 
la Unión Europea, destacando la Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del consejo 
de 25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo 
y la protección de las víctimas de delitos, que plantea dudas relativas a: la participación de la 
víctima, el reconocimiento de los hechos por parte del infractor y el acuerdo alcanzado podrá 
ser tenido en cuenta en otros procesos penales. 
Y en lo que concierne al marco penitenciario no existe una regulación concreta que detalle: 
los casos susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, sus consecuencias jurídicas y las 
vías de derivación, produciendo una gran inseguridad jurídica.
b) A nivel nacional, a pesar de las recomendaciones europeas, nuestra legislación no cuenta 
tampoco con un marco legal expreso que regule de manera concreta y específica la mediación 
penal y penitenciaria, así como el resto de técnicas restaurativas. No obstante, de manera 
genérica encontramos algunas referencias “directas” e “indirectas”, relativas principalmente a 
sus consecuencias y/o efectos jurídicos. Pueden citarse en tal sentido, el art. 21.4.5 CP, el art. 
84.1.1ª CP, y el art. 963 LE Crm.
Como he expuesto en el capítulo correspondiente, son La Ley 4/2015 de 27 de abril, por la 
que se aprueba el Estatuto de la víctima del delito y el Real Decreto 1109/15 de 11 de diciembre 
de 2015 por el que se aprueba el Reglamento que desarrolla el Estatuto de la víctima, las 
disposiciones que configuran como un derecho básico de la víctima la información y acceso de 
ésta a los servicios de Justicia restaurativa. Sin embargo, tras su análisis, llego a la conclusión 
de que algunos de los problemas jurídicos, que se planteaban con la Directiva 2012/29/UE, esto 
es: la necesidad o no de participación de la víctima y el reconocimiento de los hechos por parte 
del infractor para poder poner en marcha un proceso de mediación o cualquier otra técnica 
restaurativa, se perpetuán en nuestro sistema sin ofrecer una solución. 
El art. 15 Estatuto de la Víctima establece unos criterios muy generales, faltos de un desarrollo 
reglamentario adecuado y sin recursos económicos que plantean las siguientes dudas y lagunas 
jurídicas: 1º ¿Es necesaria siempre la participación de la víctima en cualquier proceso de mediación y 
demás técnicas restaurativas de estilo mediatorio?; 2º¿Qué debemos entender por hechos esenciales 
a la hora de su reconocimiento?; 3º ¿Qué casos son mediables?; 4º ¿Cuáles son sus efectos jurídicos?; 
5º ¿Cuáles son las líneas básicas procedimentales; 6º¿Cuándo deben ser reconocidos los hechos 
esenciales? y ¿Ante quién deben ser reconocidos –Órgano judicial/ Ministerio Fiscal /Comisión 
disciplinaria penitenciaria/Servicios de tratamiento penitenciario/ Equipo de mediación? 
En mi criterio, la respuesta a estas preguntas debería regularse, en el ámbito penitenciario, 
en la Legislación Penitenciaria, en concordancia con lo que pudiera establecerse en una 
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futura regulación por la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal. Así como en los 
“futuros” protocolos de actuación que podrían diseñar, según las líneas básicas establecidas en 
la legislación, la metodología concreta.
En definitiva, a pesar de que el art. 15 del Estatuto de la Víctima y su Reglamento – arts. 27, 
37 y 38- suponen un avance en la materia, en cuanto a reconocimiento teórico se refiere, sin 
embargo no solucionan los interrogantes jurídicos aludidos de gran relevancia práctica. Y en lo 
que al marco penitenciario concierne, el art. 13 del referido Estatuto en concordancia con el art. 
38 del Reglamento que lo desarrolla, suponen, por el contrario, un regreso a los postulados de 
la Justicia retributiva al reconocer sólo la intervención de la víctima en la ejecución de la pena 
desde una posición estrictamente vindicativa864, amén de vincularla al infractor durante todo 
el cumplimiento de la pena de prisión, con los efectos negativos que ello conlleva, tanto para 
infractor865 como para la víctima866.
De otra parte se ha de destacar que aunque el Estatuto de la Víctima, como la mayoría de 
la normativa internacional, suele referirse casi siempre, de manera específica a la técnica de 
la mediación, sin mencionar otras, ello no debe ser óbice para que no se pueda hacer uso de 
otras técnicas restaurativas, aunque hubiera sido deseable que de manera específica también se 
hubiera hecho alusión a las mismas, de forma más detallada. 
En el ámbito penitenciario y más allá de La Instrucción (15/2011 Secretaria General de 
Instituciones Penitenciarias) sobre “Programa de normalización de conductas” que en su 
apartado 6.4 contempla de manera muy vaga y genérica la posibilidad de realizar programas 
de mediación de conflictos en el ámbito penitenciario, no existe un marco legal expreso que 
regule el uso de técnicas restaurativas, aunque sí existen preceptos que hacen referencia a sus 
características esenciales y posibles efectos jurídicos, siendo esto, lo que ha posibilitado su 
puesta en práctica en el ámbito penitenciario. 
En primer término, el punto de partida es la Constitución que atribuye a nuestro Sistema 
Penitenciario la finalidad de la “reducación y reinserción de los condenados a pena privativa de 
libertad” – art. 25.2 CE-. Dicha orientación tiene a mi juicio un fuerte enlace con los postulados 
de la Justicia restaurativa y un sólido encaje con su pretensión de lograr, mediante el “sistema 
864 Según el art. 13 de LO 4/2015 de 27 de abril por la que se aprueba el Estatuto de la víctima por 
delito se faculta a esta para intervenir durante la fase de ejecución, desde una perspectiva retributiva, 
interponiendo determinados recursos en materia de clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y limitación de condenas, para oponerse a los mismos pero no para ser restaurada.
865 A nivel procedimental, la exigencia del art. 13 EV en virtud del cual, se debe notificar a la víctima 
todas aquellas resoluciones relativas a determinadas clasificaciones en tercer grado, libertad condicional 
y/ o beneficios penitenciarios, está conllevando en la práctica la paralización de los expedientes 
penitenciarios pues hasta que no se localice a la víctima no puede hacerse efectivo, con todas las 
consecuencias negativas que esto acarrea no solo al sistema sino al infractor. P. ej.: Si se está tramitando 
un 3º, hasta que no sea notificado a la víctima, no puede seguir adelante.
866 Se agrava la victimización secundaria, al obligar a la víctima a recordar los hechos de manera 
reiterada durante todo el cumplimiento de la pena por parte del infractor.
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de individualización científica y la “clasificación en grados de tratamiento”– art. 72 LOGP- 
que rige nuestro sistema de ejecución penitenciario, la responsabilización del infractor y evitar 
así la reincidencia delictiva. Por tanto, las Juntas de Tratamiento “deberían” tener en cuenta 
los procesos y acuerdos de mediación, así como los de otras técnicas restaurativas de estilo 
mediatorio, para realizar las propuestas de clasificación y progresiones de grado - art. 59/63 
LOGP- así como para proponer la salida de los regímenes especiales de cumplimiento – FIES 
y art. 75 RP-, entre otros. 
 En segundo lugar la normativa penitenciaria que regula el régimen disciplinario 
penitenciario tiene como fin “garantizar la seguridad y el buen orden regimental y conseguir 
una convivencia ordenada, de manera que se estimule el sentido de la responsabilidad y la 
capacidad de autocontrol dentro del Centro penitenciario” – art. 41 y ss. LOGP/art. 231 y ss. 
RP 1996-. A pesar de las críticas realizadas al régimen disciplinario, sin embargo, la normativa 
contiene algunas previsiones que han posibilitado la puesta en práctica de la inmensa mayoría 
de las experiencias de mediación penitenciaria que actualmente se están realizando en España. 
Tal es el caso del principio de proporcionalidad – art. 42.6 LOGP/art. 256 RP 1996 - y de 
oportunidad – 43.2 LOGP / art. 255.1 RP - en virtud de los cuales se puede reducir la sanción, 
revocarla o dejar en suspenso su ejecución con fundamento en la escasa entidad del daño 
causado, de la culpabilidad del autor o los fines de reeducación y reinserción.
 En tercer lugar, la normativa penitenciaria que regula los beneficios penitenciarios, libertad 
condicional y permisos, exige entre otros requisitos para su concesión: “buena conducta” y 
en algunos casos además “participación efectiva y favorable en programas de reparación a 
las víctimas”, “un pronóstico favorable de reinserción”, “participación en las actividades 
de reeducación y reinserción social” y/o “sentido de la responsabilidad”. Los requisitos 
mencionados han sido considerados cumplidos, en algunos casos excepcionales, dependiendo 
del “criterio” de la Administración penitenciaria, a través de los procesos y acuerdos de 
mediación penitenciaria llevados a cabo por diversas Asociaciones de mediación.
V. Las experiencias de mediación penitenciaria en España han puesto de manifiesto las 
posibilidades de esta técnica, no obstante su puesta en práctica puede ser mejorable
En lo que concierne a la situación práctica de la mediación y de otras técnicas restaurativas 
de estilo mediatorio en las cárceles españolas, he llegado a las siguientes conclusiones, referidas 
con anterioridad en esta tesis y, sobre las que baso mis propuestas de modificación legislativa:
1. La mayoría de las experiencias de mediación realizadas en España tienen su origen en el 
tejido social y solidario – voluntariado-.
2. El ámbito de aplicación de los programas de mediación y/o uso de técnicas restaurativas se 
ha limitado principalmente a la prevención y/o resolución del conflicto intra-penitenciario entre 
preso/preso, sin plantear la posibilidad de utilizar dichas técnicas restaurativas para resolver y/o 
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prevenir el conflicto entre preso/funcionario, un campo lleno de posibilidades que me ha servido 
para realizar mis propuestas de mejora. Y de manera muy residual y esporádica, dichas técnicas 
han sido empleadas para prevenir y/o resolver el conflicto extra-penitenciario entre reclusas y 
sus familias, algo que debería ser fomentado y además expandido también a los reclusos, tal y 
como he propuesto en este trabajo. Asimismo se ha reducido bastante la posibilidad de utilizar 
dichas técnicas restaurativas para resolver el conflicto extra-penitenciario entre preso/víctima, 
siendo estos supuestos muy excepcionales: sin embargo a luz de los resultados obtenidos en las 
escasas experiencias realizadas867, deberían ser más frecuentes. 
 Dicho ámbito de aplicación de las técnicas restaurativas, además de haberse visto reducido, por 
diversas causas868, al conflicto intra-penitenciario entre preso/preso, también se ha visto limitado 
a unos supuestos muy concretos: incompatibilidades entre presos y sanciones -incoación de 
expedientes disciplinarios-. A mi juicio las posibilidades que ofrecen las técnicas restaurativas, 
de cara a: mejorar el tratamiento penitenciario y las relaciones intra y extra-penitenciarias, las 
fundamentan para que sean introducidas en nuestro sistema penitenciario con efectos jurídicos 
reconocidos, no sólo en el régimen disciplinario penitenciario, sino también en el resto de 
figuras jurídicas penitenciarias, tales como clasificación, regímenes especiales de cumplimiento, 
libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos o en su caso en la prisión permanente 
revisable. Pues el uso de técnicas restaurativas puede ayudar, como ya he referido, a mejorar el 
sistema de concesión de las figuras jurídicas aludidas, proporcionándonos un conocimiento más 
objetivo y real sobre los verdaderos convencimientos íntimos del infractor.
3. Respecto a los objetivos de las técnicas restaurativas utilizadas y en concreto de la 
mediación, estos se han visto limitados por el tipo de conflicto sobre el que han sido puestas en 
práctica – conflicto intra-penitenciario entre preso/preso-, por ello se trataba sólo de mejorar 
casi exclusivamente las relaciones entre preso/preso, reduciendo con ello tensiones y evitando 
en la manera de lo posible nuevos conflictos. Esto implica que se ha dejado de lado o se han 
afrontado de forma muy residual otros objetivos como mejorar el tratamiento penitenciario, 
mejorar las relaciones entre preso/funcionario, mejorar las relaciones entre preso/familia y 
mejorar las relaciones entre preso/víctima/comunidad. Tal y como propongo en este trabajo.
4. En lo que concierne a la metodología empleada, ésta también se ha visto limitada al uso, casi 
exclusivo, de la mediación directa entre las partes en conflicto, con una estructuración en diversas 
fases según el conflicto. Y de manera complementaria, en algunos casos, se han utilizados talleres 
pedagógicos de resolución pacífica de conflictos. Sin embargo el uso de otras técnicas restaurativas 
tales como : la mediación indirecta, las conferencias grupales, las reuniones restaurativas o los 
867 RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA BERNABÉ, ETXEBARRIA, X 
J.L., LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros restaurativos”, Universidad Pontificia 
de Comillas, Madrid, 2016, pp. 309 y ss.; PASCUAL RODRÍGUEZ, E., (Coord.) “Los ojos del otros”, 
Sal Terrae, 2013.
868 Principalmente por falta de medios materiales y cobertura legal, dejando el ámbito de aplicación 
y sus consecuencias a la “voluntad” de la Administración penitenciaria.
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paneles sentenciadores, entre otras, que podrían suplir las limitaciones que en algunos casos 
puede plantear la mediación directa – p. ej.: supuestos en los que una de las partes no desea tener 
un encuentro directo, supuestos en los que no hay una víctima concreta o supuestos en los que la 
percepción de las partes sobre el conflicto necesita ser ampliada por personas de su entorno para 
poder llegar a un acuerdo reparador, entre otros- ha sido prácticamente nulo o en el mejor de los 
casos bastante residual. En mi criterio es necesario ampliar las técnicas restaurativas susceptibles 
de ser puestas en práctica. Sobre ello volveré a posicionarme más adelante.
En lo que se refiere a las personas encargadas de la mediación, las experiencias de 
mediación penitenciaria realizadas en España, hasta el momento, han sido conducidas, bien por 
mediadores “voluntarios” pertenecientes a diversas Asociaciones, bien por “funcionarios de 
prisiones” formados en mediación. Tal práctica tiene su aspecto positivo: en lo que concierne al 
altruismo y solidaridad como valor de una sociedad, así como que los funcionarios de prisiones 
se conciencien del verdadero significado y alcance de las técnicas restaurativas para resolver 
los conflictos en prisión, ayudando con ello a la pacificación y humanización de las relaciones 
carcelarias. Sin embargo, estimo, por un lado, que un Estado Social y Democrático de Derecho 
no puede seguir delegando en el “voluntariado” y en el “voluntarismo” las funciones que le 
son propias, principalmente, como Estado Social: el acceso a las técnicas restaurativas debe 
enmarcarse además dentro del derecho fundamental de acceso a la Justicia – art. 24 CE-, en 
este caso la Justicia restaurativa, que todo ciudadano tiene, incluido el preso – art. 25.2 CE-; 
por ello la necesidad de crear un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de técnicas 
restaurativas que garanticen la profesionalidad, independencia y gratuidad del servicio – 
para aquellos que carezcan de recursos económicos-.Y por otro lado, el hecho de que sean 
los propios funcionarios del Centro penitenciario los que realicen las técnicas restaurativas 
puede plantear serios problemas de legitimidad en cuanto a neutralidad y confianza se refiere, 
requisitos exigibles a la figura del mediador y/o facilitador de técnicas restaurativas para que 
estas cumplan adecuadamente sus objetivos.
En lo que respecta a las infraestructuras – lugar – donde llevar a cabo las técnicas restaurativas 
dentro de prisión, no se puede seguir dejando a la “improvisación” y “disponibilidad” del Centro 
penitenciario. El lugar donde se realice la técnica restaurativa es de vital importancia para su buen 
desarrollo. De ahí la necesidad de adecuar arquitectónicamente salas “acogedoras” de los módulos, 
a ser posible del módulo del área socio-cultural869 de la prisión, para mantener estos encuentros 
que faciliten el objetivo del acuerdo. Del mismo modo que otros profesionales – abogados – 
tienen habilitados espacios – locutorios de abogados- para poder desempeñar su labor.
 En relación al lugar donde deben realizarse la técnicas restaurativas entre preso/víctima, 
estimo, en sintonía con otros autores870, que el lugar más apropiado estaría “fuera de prisión”, 
869 Por la neutralidad que puede representar. 
870 En la misma línea se manifiesta CERVELLÓ DONDERIS V., (“Principios y garantías de la 
mediación penal… ob. cit. p. 44) quien además considera que “el espacio prisional elimina la igualdad 
de las partes”.
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pues no debemos obligar a la víctima a acudir a lugares tan poco gratos que vuelvan a reavivar 
la victimización secundaria, además de estar tan distanciados de los núcleos urbanos. Por ello, 
he propuesto en este trabajo la necesidad de incluir las técnicas restaurativas como parte del 
tratamiento penitenciario, y con base en ello: aprobar permisos o salidas programadas, así como 
la flexibilización del régimen penitenciario – art. 100.2 RP-, que permitan al recluso salir de 
prisión para realizar la referida técnica restaurativa en un Centro de mediación, cuando se trate 
de estos supuestos. 
5. La puesta en práctica de la mediación penitencia en España no se ha hecho sobre la base de 
una regulación jurídica específica en la materia, donde previamente estuvieran contemplados 
legalmente: los supuestos “mediables” o susceptibles de ser intervenidos de forma restaurativa, 
sus “consecuencias jurídicas” y las “vías de derivación”. Si no que se ha hecho sobre “posibles 
interpretaciones” de algunos preceptos penitenciarios – p. ej.: régimen disciplinario-. Tal 
situación ha planteado, a mi juicio, los siguientes problemas: a) Inseguridad jurídica al 
quedar a la “voluntad” de la Administración penitenciaria los supuestos susceptibles de ser 
“mediables” o de ser intervenidos de forma restaurativa, sus “consecuencias jurídicas” y las 
“vías de derivación”, actualmente tres; “instancias, listado de incompatibilidades y sanciones”; 
b) Defectuosa coordinación entre la Administración penitenciaria y los mediadores, tanto para 
llevar a cabo las técnicas restaurativas como para reconocer algún tipo de efecto jurídico a las 
que ya se habían realizado o se estaban realizando. Asimismo la aludida defectuosa coordinación 
o tal vez una “intencionalidad” de la Administración penitenciaria, ha provocado situaciones 
“anormales”, tales como, la interrupción de la técnica restaurativa por el traslado a otra cárcel 
del recluso que estaba realizando dicha técnica, algo que no debería suceder, si entendemos las 
técnicas restaurativas como parte del tratamiento penitenciario871.
Todo lo expuesto, pone de manifiesto la acuciante necesidad de reformar la legislación 
penitenciaria para solventar los problemas aludidos, de tal modo que el uso de técnicas 
restaurativas tenga cobertura legal. Dicha normativa debería especificar, la vía de derivación 
– de oficio y/o a instancia de parte en los casos legalmente reconocidos-, los supuestos sobre 
los que se pueden utilizar técnicas restaurativas y sus consecuencias jurídicas – tal y como he 
realizado en este trabajo lege ferenda-.
6. Y, por último, en relación a los resultados de las experiencias de mediación penitenciaria 
realizadas en España, he de señalar que, desde el plano cuantitativo, aunque el uso de la mediación 
ha ido aumentando en las cárceles españolas, sin embargo, según los datos estadísticos, resulta 
aún insuficiente en cuanto a cobertura y consolidación. No obstante, desde un plano cualitativo, 
el empleo de la mediación penitenciaria, así como de otras técnicas restaurativas está siendo 
valorado de manera muy positiva por profesionales y entidades sociales como un método 
fundamental para resolver los conflictos de manera pacífica en los Centros penitenciarios, así 
como de su valor transformativo en las personas que lo llevan a cabo. Esto justifica, a mi juicio, 
871 El cual no debe ser interrumpido por regla general.
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por sí solo, su inclusión en nuestro sistema penitenciario como una manera de humanizar y 
sosegar las relaciones carcelarias, así como su vital transcendencia para alcanzar todos los fines 
que constitucional y legalmente tiene atribuidos nuestro sistema penitenciario. 
 De otra parte, considero que el uso de las técnicas restaurativas en sí mismas, con 
independencia de los resultados jurídicos que las podamos “atribuir”, supone, como ya he 
reiterado: fomentar la “cultura de la paz”, corresponsabilizando a toda la comunidad. Algo que, 
a mi juicio, nos beneficia personalmente a todos: infractores, víctimas y sociedad, tal y como 
han puesto de manifiesto los encuentros restaurativos realizados entre “presos terroristas de 
ETA” y “sus víctimas”872 porque dichos encuentros, según mi criterio, han constatado que “el 
perdón no cambia el pasado pero si ayuda a construir el futuro…” 
VI. Propuestas lege ferenda para introducir jurídicamente la intervención restauradora 
en el sistema penitenciario español. 
Las propuestas planteadas en esta tesis, y expuestas de manera detallada en su último capítulo, 
tienen la finalidad de introducir de manera complementaria a nuestro sistema penitenciario las 
técnicas restaurativas, con la intención de mejorarlo desde un plano resocializador y restaurador, 
además de humanizarlo.
1. Objetivos
Los objetivos que, en mi opinión, debe perseguir la intervención restauradora en el sistema 
penitenciario para, por un lado, superar las disfunciones que actualmente presentan las figuras jurídicas 
que lo integran - régimen disciplinario, régimen cerrado y especiales, beneficios penitenciarios 
etc…- y por otro, justificar su incorporación a dicho sistema, se pueden clasificar en dos grandes 
grupos, uno relativo al tratamiento y otro relativo a las relaciones personales e institucionales.
a) Objetivos de la intervención restauradora relativos al tratamiento
La finalidad que prima hoy en día en la práctica de los Centros Penitenciarios es la seguridad873, 
en detrimento de la resocialización del delincuente y, con ello, en detrimento a su vez, de la 
restauración a la víctima. 
Como ya he reiterado en numerosas ocasiones en este trabajo, una de las principales causas 
que ha provocado la limitada eficacia del sistema penitenciario español ha sido el deficiente 
872 Experiencias recogidas en RÍOS MARTÍN, J.C., PASCUAL RODRÍGUEZ, E., SEGOVIA 
BERNABÉ, J.L., ETXEBARRIA, X., LOZANO F., “Mediación penal, penitenciaria y encuentros 
restaurativos”, Universidad Pontificia de Comillas, Madrid, 2016, pp. 309 y ss.; PASCUAL RODRÍGUEZ, 
E., (Coord.) “Los ojos del otros”, Sal Terrae, 2013.
873 Como ya se ha analizado, a través de mecanismos caracterizados por el riguroso control, el 
aislamiento y la falta de garantías en su aplicación
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tratamiento dispensado en las cárceles. De ahí la necesidad de incorporar a dicho tratamiento 
nuevas técnicas, como las restaurativas, con el objetivo de mejorarlo.
Según mi criterio, las finalidades y actividades del tratamiento penitenciario deben ser 
configuradas, no sólo a la luz de lo dispuesto en nuestra legislación penitenciaria, sino también 
en concordancia con la actual Directiva 2012/29/UE del Parlamento europeo y del consejo de 
25 de octubre de 2012 por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo 
y la protección de las víctimas de delitos, así como con lo dispuesto en la Ley 4/2015 de 27 de 
abril, por la que se aprueba el Estatuto de la víctima del delito. Por ello, se ha de entender que 
a través de los programas y/ o técnicas de la Justicia restaurativa reconocidos en las referidas 
normativas se puede alcanzar “el respeto hacia la víctima” y “la restauración del daño causado” 
como finalidades específicas del tratamiento penitenciario.
En suma, por tratamiento penitenciario debe entenderse el conjunto de actividades 
encaminadas a que el recluso sea capaz de: 1º Tomar conciencia de las consecuencias de sus 
actos; 2º Asumir su responsabilidad; 3º Evitar que en el futuro repita conductas que atenten 
contra otras personas, y en especial sobre la víctima; 4º Reparar a la víctima, y; 5º Superar, en 
su caso, los condicionamientos psico-sociales que le llevaron a delinquir. 
En este contexto, a la hora de diseñarse los programas de tratamiento, las Juntas de Tratamiento 
y sus Equipos Técnicos deberían proponer la inclusión de la mediación y / o cualquier otra 
técnica restaurativa que estimen adecuada como una actividad tratamental más, dirigida a la 
reeducación y reinserción social del penado, y por medio de la cual el penado podría asumir 
la responsabilidad generada por la conducta infractora, aprender habilidades de comunicación 
en las relaciones interpersonales conflictivas y que pueden fomentar la preparación de la 
vida en libertad, aprender técnicas de escucha dirigidas a la comprensión de la conducta y 
comportamiento de la otra persona, aprender técnicas y claves para la solución pacífica de 
las relaciones conflictivas, aprender a tomar decisiones autónomas y a aprender a reparar a la 
persona agraviada, tomando conciencia del daño ocasionado.
 Como deriva de su propia lectura, se trata de objetivos del tratamiento que entroncan 
directamente con las finalidades de la Justicia restaurativa y de sus técnicas - responsabilidad, 
restauración y reintegración –. De modo, que su integración podría mejorar notablemente el 
deficiente tratamiento dispensado a los reclusos actualmente en las cárceles, y que hace caer en 
descrédito nuestro sistema penitenciario.
El tratamiento representa el “eje vertebral” de todo nuestro sistema penitenciario: todas sus 
instituciones básicas – clasificación, permisos, libertad condicional, beneficios penitenciarios 
y régimen disciplinario - se basan en el tratamiento para su correcta aplicación así como para la 
consecución de sus fines. Por tanto si el tratamiento es deficiente, el sistema penitenciario resulta 
deficiente e ineficaz. Sin embargo, al incorporar la Justicia restaurativa, los resultados obtenidos 
en un programa y/o técnica restaurativa junto con el resto de actividades tratamentales, se podría 
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realizar una valoración más adecuada acerca del preso a los efectos de sus clasificaciones, 
progresiones de grado, concesión de permisos, beneficios y recompensas etc… De esta forma, 
se superaría la situación actual y según la cual dicha valoración depende más de una “actitud 
aparente” del recluso que denote “buen comportamiento” bien por “acatamiento cínico” de las 
normas de régimen, bien por la mera participación en actividades, que por un cambio real en 
las convicciones íntimas, al carecer de técnicas tratamentales adecuadas que puedan valorar las 
referidas convicciones.
b) Otros objetivos de la intervención restauradora
En este grupo he planteado y analizado la consecución de objetivos, tales como; mejorar las 
relaciones preso/preso y preso/ funcionario, mejorar y/o evitar el deterioro de las relaciones 
familiares, mejorar la relación preso-víctima-comunidad y mejorar el funcionamiento de la 
Administración penitenciaria así como de los JVP. Según mi criterio, a través del alcance de los 
referidos objetivos se pueden conseguir también otros objetivos beneficiosos para todo el sistema 
-reducir la conflictividad, disminuir la reincidencia, garantizar la seguridad, o descongestionar 
el trabajo de las instituciones, entre otros - así como para las personas en particular – reducir 
niveles de tensión y ansiedad, fomentar el desarrollo y autonomía personal, evitar perjuicios a 
familiares, superar prejuicios negativos, bienestar personal etc…- basándome, para emitir tal 
juicio, en las experiencias de mediación realizadas en las cárceles españolas.
2. Metodología
En lo que concierne a las propuestas metodológicas874 para llevar a cabo la intervención 
restauradora en el sistema penitenciario, hemos de partir, en primer lugar, de las características 
generales que deben regir cualquier intervención restauradora, en segundo lugar, de la 
diferenciación de conflictos que pueden surgir en este ámbito, y sobre dicha diferenciación 
valorar qué clase de técnica restaurativa resulta más adecuada para prevenir y/o resolver el 
conflicto, teniendo en cuenta para ello las características específicas de éste – partes implicadas, 
percepciones, objetivos etc…-:
a) Respecto a las características generales que deben regir cualquier intervención 
restauradora, la doctrina y la legislación señalan varias. En primer término, en cuanto a las 
relativas al procedimiento y/o programa restaurador, éste, deberá ser; voluntario, no adversarial, 
flexible, y confidencial principalmente. En segundo lugar, en relación al mediador y/o facilitador 
de la técnica restaurativa la doctrina coincide en que su actuación debe responder a unos 
principios, tales como, favorecer la autonomía de las partes, estar cualificado profesionalmente, 
ser imparcial y neutral además de guardar confidencialidad. Respecto a las partes en conflicto, 
éstas, deben actuar con respeto mutuo y en igualdad de condiciones, circunstancias que 
874 A la regulación específica sobre el procedimiento para actuar con técnicas restaurativas, las 
denomino “propuestas metodológicas”.
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deberán ser garantizadas por el mediador y/o facilitador; en lo relativo a la posibilidad o no de 
la intervención de terceros, diferentes de las partes directas en conflicto, aquella dependerá en 
gran medida del tipo de técnica restaurativa empleada. Por tanto, debemos diferenciar entre la 
mediación directa y otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio – conferencias grupales, 
paneles de sentencias, reuniones restaurativas etc…- . En el supuesto de la mediación directa, 
la legislación española no establece nada al respecto, por tanto, en mi opinión, si expresamente 
no está prohibida su intervención y es voluntad de las partes, no tendría que plantearse ningún 
inconveniente en cuanto a la posible participación de terceros. Y en el caso de las segundas - 
conferencias grupales, paneles de sentencias, reuniones restaurativas, etc…- al caracterizarse 
porque representan una forma de facilitación de estilo mediatorio en el que además del infractor 
y la víctima participan otras personas del entorno que pueden ayudar a resolver el conflicto. La 
participación de terceros es una condición necesaria para llevarlas a cabo, por tanto no debe 
plantearse ningún conflicto al respecto. Por último, en lo que concierne a las fases en las que se 
puede estructurar la intervención restauradora de estilo mediatorio, existen diversos modelos 
mediatorios, en atención al número de etapas o fases en las que se estructure el procedimiento, 
tal y como ya se ha explicado. En mi opinión, la cuestión relativa al número de fases en las que 
estructurar la intervención debe quedar a la elección del mediador y/o facilitador, en función, 
primero, del tipo de conflicto planteado y, segundo, de la clase de técnica restaurativa elegida 
pues unos modelos pueden ser más idóneos que otros, según el caso. 
b) En función de la clase de conflicto a resolver, se pueden plantear diferentes metodologías 
para llevar a cabo la intervención restauradora en el sistema penitenciario. La importancia de 
realizar una diferenciación de los conflictos en este ámbito no radica tanto en establecer una 
“clasificación teórica” si no en que dicha clasificación o diferenciación nos sirve para analizar 
las causas que dieron lugar al conflicto y buscar, en consecuencia, una forma de intervenir 
adecuada para su resolución y/o prevención.
En este plano, considero que es fundamental diferenciar, los conflictos intra-penitenciarios 
y los conflictos extra-penitenciarios. Como ya he expuesto, los primeros son aquellos que tiene 
lugar entre personas que se encuentran en prisión, bien por su condición de preso, bien por su 
condición de funcionario. En su marco debe distinguirse dos clases en función de la cualidad 
que ostentan las partes en conflicto – funcionario o preso-. Los segundos son aquellos que 
tienen lugar entre personas, hallándose una presa y la otra no. También en este caso es necesario, 
diferenciar diversos tipos: el conflicto surgido entre el preso y la víctima del delito y el conflicto 
entre el preso y su familia. 
Según mi criterio, tal y como ya he defendido a lo largo de este trabajo, deben utilizarse 
diferentes técnicas restaurativas para llevar a cabo la intervención restauradora atendiendo a las 
referidas diferenciaciones del conflicto, teniendo en cuenta para ello: los objetivos a alcanzar en 
cada uno de ellos, la situación de las partes implicadas, el tipo de relación que mantienen, así 
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como sus percepciones. En este ámbito debe regir, a mi juicio, el principio de flexibilidad, siempre 
que se respeten las características esenciales de las técnicas que integran la Justicia restaurativa en 
armonía con los principios y garantías del Estado de Derecho. Ello significa que cada mediador y/o 
facilitador de la intervención restauradora deberá estar capacitado para diseñar una metodología 
de intervención siguiendo las líneas básicas reflejadas en los protocolos de actuación. 
Tal y como se ha venido defendiendo principalmente hasta ahora, reducir la intervención 
restauradora al uso exclusivo de la mediación directa, como única técnica restaurativa, puede 
plantear serías limitaciones en los casos en los que una de las partes no desea tener un encuentro 
directo con la otra; en los que no hay víctima concreta; en los que la percepción de las partes 
en conflicto necesita ser ampliada y completada con la participación de otras personas de su 
entorno social, laboral y/o familiar; o, por último, en los que la presencia simbólica del órgano 
judicial – p. ej.: JVP/JCVP – ofrece seguridad y confianza a las partes, por el recelo que estas 
puedan tener entre sí. 
A mi juicio, no debemos reducir las técnicas restaurativas a utilizar para resolver el conflicto 
penitenciario a la mediación directa, pues supondría una grave limitación por diversos motivos: 
por un lado, los supuestos anteriormente referidos no podrían ser intervenidos restaurativamente 
de manera adecuada y, por otro lado, teniendo en cuenta la estructura de la Justicia restaurativa, 
cuantas más partes – directas y comunidades de apoyo - participen en la técnica, más restaurativa 
será. El mediador y/o facilitador de la intervención restauradora deberá, por tanto, valorar en cada 
caso concreto la posibilidad de utilizar otras técnicas y/o programas de la Justicia restaurativa875, 
además de la mediación directa, que puedan resultar útiles y efectivas para la resolución y/o 
prevención del conflicto concreto, dependiendo de las características específicas de éste. 
Para dar solución a los supuestos anteriormente mencionados, se pueden utilizar diversas 
técnicas restaurativas de estilo mediatorio, ya analizadas previamente, como la: mediación 
indirecta, conferencias grupales, reuniones restaurativas, círculos de sentencia y programas 
de sensibilización o talleres de gestión de conflictos, entre otros.
3. Reformas legales precisadas para dar cobertura a la mediación y otras técnicas 
restaurativas
Según mi criterio, para poder hacer un uso adecuado y eficaz de las técnicas restaurativas, tal y 
como ya he adelantado, se precisa la reforma de gran parte del articulado que integra la legislación 
penitenciaria. De tal modo que dichas técnicas cuenten con cobertura legal donde se especifiquen: 
los supuestos susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, las vías de derivación y las 
consecuencias jurídicas. Por consiguiente, he realizado, en esta tesis, diversas propuestas lege 
ferenda para reformar la referida legislación en el sentido expuesto, relativas al: 
875 Expuestos en el Capítulo I, apartado 2.5, a nivel internacional y el Capítulo III, apartado 1, a nivel 
europeo y nacional.
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a) Procedimiento sancionador penitenciario. Tal y como he realizado lege ferenda en el 
Capítulo V, apartado 3.1 b), donde he propuesto los casos en los que se podría legalmente 
introducir la mediación o cualquier otra técnica restaurativa con efectos jurídicos reconocidos: 
durante la tramitación del procedimiento disciplinario, en la individualización de la sanción así 
como en su ejecución, y sobre los efectos del cumplimiento de la misma. De tal modo que:
En relación a la tramitación del procedimiento disciplinario he planteado los supuestos en 
los que se podría paralizar dicho procedimiento y no llegar a la imposición de la sanción en 
virtud de los resultados obtenidos en un procedimiento de mediación o de cualquier otra técnica 
restaurativa. Estas propuestas además de poder mejorar la eficacia, reeducadora y restaurativa 
del régimen disciplinario, mejorarían la eficacia y economía procesal al reducir los plazos del 
procedimiento.
En lo que respecta a la individualización de la sanción penitenciaria, así como durante 
su ejecución rigen los principios de proporcionalidad – art. 42.6 LOGP/art. 256 RP 1996 
-, oportunidad – 43.2 LOGP- y reeducación y reinserción, en virtud de los cuales se puede 
reducir la sanción, revocarla o dejarla en suspenso con fundamento en la escasa entidad del 
daño causado, de la culpabilidad del autor o los fines de reeducación y reinserción. Por lo que he 
propuesto una reforma de estos artículos, en virtud de la cual se introduzcan de forma específica 
las técnicas restaurativas y en función de sus resultados valorar la posible reducción, revocación 
o suspensión de la sanción.
En lo relativo a los efectos del cumplimiento de la sanción, la legislación penitenciaria 
contempla la cancelación de la anotación de la sanción del expediente penitenciario – arts. 260 
a 262 RP 1996-. Dicha legislación permite la reducción del plazo de cancelación, en atención 
a las posibles reducciones o suspensiones de la sanción. Por tanto, lege ferenda, he propuesto 
que el referido criterio resocializador que contempla el reglamento penitenciario para valorar 
la posibilidad de reducir los plazos de cancelación de la sanción, se entienda cumplido con la 
realización satisfactoria de las técnicas restaurativas. 
De otro lado, los problemas que nos podemos encontrar a la hora de poner en práctica las 
técnicas restaurativas en el régimen disciplinario, son: Que una de las partes en conflicto no 
desee realizar un proceso de mediación o cualquier otra técnica de justicia restaurativa y; 
que no se cumpla el acuerdo alcanzado. Para resolver estos problemas ofrezco las siguientes 
soluciones jurídicas: 
En relación a que una de las partes en conflicto no desee realizar un proceso de mediación 
o cualquier otra técnica de justicia restaurativa. Como solución a este supuesto en el que una 
de las partes no acepta entrar en un proceso de mediación directa o participar en cualquier otra 
técnica de justicia restaurativa – p. ej.: mediación indirecta, conferencias grupales, resoluciones 
en círculo etc…- no podemos por ello negar las virtudes de estas técnicas a la parte que si 
desea realizarlas, por ello propongo, lege ferenda, introducir como causa de reducción de la 
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sanción “la predisposición de las partes para reparar el daño causado” a modo de atenuante 
para individualizar la posible sanción, y en su caso la posibilidad de ser suspendida en su 
ejecución.
Y respecto al supuesto de que no se cumpla el acuerdo alcanzado en el proceso de mediación 
o en cualquier otra técnica de justicia restaurativa. En este caso las consecuencias deberían ser 
graduables en función del momento procesal y del grado de incumplimiento del acuerdo así 
como del resto de circunstancias concurrentes. Por tanto propongo, dependiendo del momento 
procesal en el que nos encontremos, diferenciar:
- Si el inicio del procedimiento había quedado en suspenso por estarse realizando una 
intervención restauradora, propongo lege ferenda - art. 241.4 RP: “La reanudación del inicio 
del procedimiento disciplinario respecto a la parte que incumplió el acuerdo”. 
- Si el procedimiento disciplinario ya está iniciado, planteo: 1º El cese de la suspensión, 
reducción o revocación de la sanción inicialmente acordada para el caso de que el grado 
de incumplimiento sea total y por causas imputables a la parte incumplidora del acuerdo y 
como consecuencia el cumplimiento de la sanción inicialmente impuesta; 2º La modificación 
gradual de la suspensión, reducción o revocación de la sanción inicialmente acordada para 
el supuesto de que el grado de incumpliendo sea parcial o total por causas no imputables a la 
parte incumplidora del acuerdo; 3º La reanudación de la mediación o de la técnica restaurativa 
empleada para proceder a una modificación del acuerdo inicial a la luz de las circunstancias 
concurrentes. 
 
b) Resto de figuras jurídicas penitenciarias – clasificación, régimen cerrado, regímenes 
especiales, libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos -. Tal y como he 
propuesto en el Capítulo V, apartados 3.1 y 3.2. Nuestro sistema penitenciario es un sistema de 
individualización científica según el cual una persona puede progresar de grado y cambiar de 
régimen de vida en función de la evolución que experimente en su tratamiento. Los preceptos 
de la legislación penitenciaria – arts. 65.2 y 72.4 LOGP y 100.2 RP - , analizados en este 
trabajo, entroncan con la filosofía de la justicia restaurativa y por tanto con técnicas propias 
de la misma - mediación, conferencias de grupo, etc…, en virtud de las cuales, poder llevar a 
cabo una valoración adecuada sobre “(…)la modificación de aquellos sectores o rasgos de la 
personalidad directamente relacionados con la actividad delictiva (…)” del penado y proceder, 
en su caso, a una progresión de grado y/o flexibilización del régimen.
En consecuencia, como ya he manifestado, estimo que la incorporación de la mediación así 
como de otras técnicas restaurativas a los programas y actividades de tratamiento, mejorarían 
este, en el sentido de valorar de una manera más adecuada y eficaz: el nivel de responsabilidad del 
infractor, el nivel de restauración a la víctima y con ello el nivel de seguridad de la comunidad, 
de cara a la concesión de una progresión de grado y/o flexibilización del régimen que implica 
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“(…) un acrecentamiento de la confianza depositada en el mismo – recluso- y la atribución 
de responsabilidades, cada vez más importantes, que implicarán una mayor libertad“. En 
consonancia he realizado las propuestas lege ferenda en relación a la clasificación en tercer 
grado y salida del régimen cerrado y especiales – FIES y art. 75 RP-.
Respecto a la concesión de permisos y beneficios penitenciarios, así como una posible 
“suspensión” de la pena de prisión permanente revisable, los requisitos que se exigen para su 
concesión, tales como: buena conducta” y en algunos casos además la “participación efectiva y 
favorable en programas de reparación a las víctimas”, “un pronóstico favorable de reinserción”, 
“participación en las actividades de reeducación y reinserción social” y/o “sentido de la 
responsabilidad”, entre otros, pueden valorarse de una manera objetiva e individualizada desde 
los resultados obtenidos en un procedimiento de mediación y/ o cualquier otra técnica restaurativa 
y no como se realiza actualmente, donde se tiene en cuenta el aparente buen comportamiento 
dentro de la prisión – expediente disciplinario876- sin valorar el convencimiento íntimo de las 
actitudes manifestadas dentro de la cárcel. La implicación voluntaria del penado en la obtención 
de un acuerdo de reparación hacía la víctima y el esfuerzo por compensar o minimizar el daño 
causado, pueden ser considerados en determinados casos, una conducta positiva, una prueba 
fehaciente del verdadero interés del penado por integrarse de nuevo a la sociedad y sobre la 
que fundamentar la concesión de los beneficios penitenciarios aludidos. En consonancia he 
realizado las propuestas lege ferenda en esta materia.
Los problemas jurídicos que nos podemos encontrar a la hora de poner en práctica las 
técnicas restaurativas, son: Que una de las partes no dese realizar la técnica restaurativa; que 
no exista una víctima concreta y; que no se cumpla el acuerdo restaurador. Para resolver estos 
problemas, planteo las siguientes propuestas:
En el caso de que una de las partes no dese realizar la técnica restaurativa, propongo, al 
igual que en el régimen disciplinario, que la predisposición y actitud para llegar a un acuerdo y 
reparar el daño sea tenido en cuenta de manera positiva para valorar la adecuada concesión de 
las figuras jurídicas penitenciarias mencionadas - salida de los regímenes cerrados, concesión 
de la libertad condicional, beneficios penitenciarios y permisos- 
En el supuesto de que no exista una víctima concreta, tal y como ya expuse877, propongo, 
siguiendo a diferentes autores878, que la mediación y/o técnica restaurativa podría ser llevada 
a cabo con una persona “subrogada” que represente al colectivo afectado o con el mediador 
876 Si un recluso no tiene faltas disciplinarias en su expediente penitenciario se le presupone que tiene 
un buen comportamiento y viceversa.
877 Capítulo V, epígrafe 3.
878 Sobre ello SOLETO MUÑOZ H. (“Aportaciones internacionales al desarrollo de la Justicia 
Restaurativa en España” en Cuadernos Penales José María Lidón, Nº 9, Deusto-Digital, pp. 93-94; 
BARONA VILAR S., ”Mediación penal. Fundamento, fines y régimen jurídico”, Ed. Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2011, pp. 323-324.
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y/o facilitador, que más adelante podrá comunicar el rendimiento del proceso restaurativo y 
aprovechar así la voluntad reparadora del infractor – mediación indirecta-.
Y para el caso de que no se cumpla el acuerdo restaurador. En estos supuestos, siguiendo 
el modelo ya propuesto en el régimen disciplinario, se debería proceder a una graduación de 
las consecuencias en función del grado de incumplimiento así como de las circunstancias 
concurrentes. De tal modo que: 1º Si se ha incumplido de manera total el acuerdo por circunstancias 
imputables a la parte se debería proceder a la revocación de la figura penitenciaria concedida - 
progresión de grado, libertad condicional, beneficio penitenciario, permiso etc…-; 2º Si se ha 
incumplido de manera parcial o por circunstancias no imputables a la parte se debería valorar 
la posibilidad de reanudar la técnica restaurativa así como los acuerdos alcanzados para seguir 
manteniendo en su caso la figura penitenciaria concedida - tercer grado, libertad condicional, 
beneficios penitenciarios, permisos etc…-.
Todas las propuestas realizadas se han hecho de manera complementaria al procedimiento 
legalmente previsto, y a partir del principio de oportunidad reglada, plenamente armonizable 
con los principios y garantías del Estado de Derecho. Dichas propuestas tienen como primordial 
finalidad superar las disfunciones que actualmente presenta el sistema penitencio español, con la 
intención de mejorarlo a la par que humanizarlo. Con ello, se alcanzaría, de un lado, poner fin a la 
inseguridad jurídica que la puesta en práctica de las técnicas restaurativas conlleva actualmente, 
al conocerse previamente qué casos son susceptibles de ser intervenidos restaurativamente, 
cómo se pueden derivar y sus efectos jurídicos, y de otro, un avance cualitativo en la efectividad 
de los mecanismos legales de solución de conflictos penitenciarios utilizados hasta el momento. 
Asimismo, como he reiterado a lo largo de este trabajo, lo que se pretende con esta propuesta 
legislativa, no es una concesión automática de las figuras jurídicas que integran nuestro sistema 
penitenciario – clasificaciones en tercer grado, libertad condicional, beneficios y permisos-, 
por el mero uso de las de técnicas restaurativas, sino una valoración más adecuada de aquellas 
figuras jurídicas, respecto a su concesión.
VII. La figura del mediador y/o facilitador de las técnicas restaurativas y la necesidad de 
crear un Turno de Oficio que garantice la profesionalidad, independencia y gratuidad de 
esta nueva profesión
1. El mediador
En lo que concierne a la figura del mediador y/o facilitador de la técnica restaurativa, con 
base en legislaciones ya existentes, considero que debe reunir una serie de caracteres esenciales, 
tales como neutralidad, independencia e imparcialidad además de los rasgos profesionales 
necesarios serían; comunicación, legitimación, facilitación, entrenamiento, desarrollo potencial 
individual, capacidad para la identificación de temas, liderazgo positivo y ser agente de la 
realidad ; por último, debe reunir una serie de condiciones personales, así, la objetividad, la 
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empatía, la asertividad, la perspicacia, la experiencia en conocimientos, el ingenio, la habilidad 
para inspirar confianza y las habilidades intelectuales, entre otros. 
El mediador debe desarrollar un rol activo en la intervención restauradora, lo que implica 
su concreción en un modelo, a mi juicio, de estilo colaborativo, con la aplicación de técnicas, 
habilidades y estrategias para que las partes en conflicto restablezcan la comunicación, se 
escuchen mutuamente y recuperen la confianza para llegar a acuerdos. 
Como he expuesto, la legislación –estatuto- establece los requisitos “mínimos” que deben 
cumplir estos profesionales para ejercer la mediación - las garantías de su imparcialidad y la 
obligación de suscribir un seguro que cubra posibles responsabilidades en el desarrollo de sus 
funciones - dejando abierta la posibilidad de que las instituciones de mediación puedan exigir 
“más requisitos”. Dichas instituciones tienen además como principal función la implementación 
y desarrollo de la mediación. Esta regulación mínima no es suficiente, pues como demuestra 
la experiencia la sociedad necesita y exige que los profesionales sometan su actuación no sólo 
a la Ley sino también a unos principios éticos y morales, que se deben concretar en un Código 
Deontológico donde se recojan unas premisas básicas de actuación; en general, en relación a 
las partes y en relación a otros profesionales, administraciones e instituciones, tal y como se 
ha expuesto en ese trabajo. De otra parte, esta legislación sólo hace referencia al término de 
“mediador” pero, tal y como ya he defendido a lo largo de esta tesis, considero que además de 
la mediación existen otras técnicas restaurativas de estilo mediatorio susceptibles de ser puestas 
en práctica siendo, tal vez, más acertado denominar a la persona que conduce tales técnicas 
“impulsor” o “facilitador”, quien deberá, a mi juicio, reunir los mismos requisitos – capacidad 
y formación- que se exigen al “mediador” en sentido estricto y cumplir con las mismas normas 
deontológicas. 
Asimismo estimo que a los mediadores y/ o facilitadores de técnicas restaurativas en el ámbito 
penal y penitenciario para poder ejercer como tales, además de exigirles de manera analógica los 
requisitos y condiciones previstos en la legislación, se les deberían exigir unos conocimientos 
específicos en Derecho penal, procesal y penitenciario. Según mi criterio, es necesario que el 
mediador y/o facilitador conozca el sistema legal en el que tiene lugar su intervención para 
poder desempeñar adecuadamente sus funciones: elección y puesta en práctica de la técnica 
restaurativa, información clara y concisa a las partes sobre dicha técnica, así como su engarce 
en el Sistema jurídico penal, y coordinación adecuada con otros profesionales, administraciones 
e instituciones que intervengan en el sistema, etc…-. 
2. La creación de un Turno de Oficio 
A mi juicio, la creación de un Turno de Oficio de mediadores y/o facilitadores de técnicas 
restaurativas de estilo mediatorio resulta imprescindible para garantizar, por un lado, la 
profesionalidad, independencia y gratuidad de esta nueva profesión, así como su engarce 
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institucional en el sistema penitenciario, y de otro lado, el derecho de acceso a la Justicia – 
art. 24 CE-, en este caso la restaurativa, a todos los ciudadanos, incluidos los que carecen de 
recursos económicos879. 
Para la creación del referido Turno de Oficio se puede tomar como modelo el implantado 
en la Ley 1/1996 de 10 de enero de Justicia Gratuita, para las profesiones de Abogado y 
Procurador. Cada institución mediadora debería ser la encargada de gestionar el funcionamiento 
del referido Turno de Oficio en coordinación con el Ministerio de Justicia y la Comunidad 
Autónoma respectiva y crear conjuntamente un listado de mediadores y/o facilitadores de 
técnicas restaurativas que integren el referido Turno de Oficio por cada Comunidad. De tal 
modo que puedan inscribirse y formar parte de dicho listado todas aquellas personas que reúnan 
los requisitos y condiciones que establece la legislación para ser mediador “y/o facilitador. 
Asimismo se podrían beneficiar de este servicio aquellas personas que carezcan de recursos 
económicos en los límites que disponga la Ley de Justicia Gratuita. Y los mediadores y/o 
facilitadores inscritos en el Turno de Oficio deberían percibir una retribución, en los términos 
que establezca la referida Ley, por la labor desempeñada, que dignifique y reconozca su labor. 
Dicha retribución tendría que ser financiada por las Administraciones públicas competentes 
según establece la Legislación.
Por consiguiente, la Ley de Justicia Gratuita precisa de una reforma legislativa en este 
sentido, para introducir dicha figura, tal y como he planteado en el último capítulo de esta tesis. 
De otro modo, la puesta en práctica de las técnicas restaurativas en el ámbito penitenciario 
nunca será una realidad jurídica, quedando, como hasta ahora, relegada a una “mera intención” 
dependiente de la “buena voluntad” y “disponibilidad” de la Administración penitenciaria y de 
las Organizaciones no gubernamentales – ONG´S-.
879 Característica mayoritaria de la población penitenciaria.
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ABREVIATURAS
AA.VV. Autores Varios
ADR Alternative Dispute resolution
AP Audiencia Provincial
Art. Artículo
BOE Boletín Oficial del Estado
CE Constitución española
CGPJ Consejo General del Poder Judicial
CJC Comité de Justicia Comunitaria
CP Código Penal 
CPC Cuadernos de Política Criminal
DGIP Dirección General de Instituciones Penitenciarias
DöV Die öffentliche Verwaltung
Ed. Editorial
ENE Early Neutral Evaluation
EPC Estudios Penales y Criminológicos
EV Estatuto de la víctima
FIES Ficheros de Internos de Especial Seguimiento
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FJ Fundamento Jurídico
JCVP Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria
JVP Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
LECrm Ley de Enjuiciamiento Criminal
LOGP Ley Orgánica General Penitenciaria
LJCA Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa
LRJAP Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas.
JuS Juristische Schulung
JZ Juristenzeitung
Nº Número
NU Naciones Unidas
ONG Organización No Gubernamental
ODA Observatorio de la Delincuencia Andaluz
pp. Páginas
RAP Revista de Administración Pública
RCEC Revista del Centro de Estudios Constitucionales
RCP Revista de Ciencias Penales
RD Real Decreto
REDA Revista Española de Derecho Administrativo
REDUR Revista de Derecho de la Universidad de La Rioja
REIC Revista española de investigación criminológica
REP Revista de Estudios Penitenciarios
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Abreviaturas
RPJ Revista del Poder Judicial
RP Reglamento Penitenciario
SGIP Secretaría General de Instituciones Penitenciarias
STC Sentencia del Tribunal Constitucional
STEDH Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos
STS Sentencia del Tribunal Supremo
TVR Tabla de Valoración de Riesgo
StGB Strafgesetzbuch (Código Penal alemán)
T Tomo
TC Tribunal Constitucional
TS Tribunal Supremo
UE Unión Europea
UNED Universidad Nacional de Educación a Distancias
UNODC Oficina de las Naciones Unidas contra la droga y el delito 
VIH Virus de Inmunodeficiencia Humana
Vol. Volumen
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